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LECCIÓN    DÉCIMASEXTA. 


DEL  CONTRATO  DE  OBRAS  O  PRESTACIÓN 
DE  SERVICIOS. 


PRELIMINARES. 

Todos  los  Códigos  modernos,  exceptuando  el  Portugués, 
se  ocupan  de  la  materia  que  es  objeto  esta  lección  en  el 
tratado  relativo  al  contrato  de  arrendamiento,  bajo  el  título 
de  ** Locación  de  servicios  personales  y  de  la  industria;'* 
porque  en  realidad,  el  que  utiliza  los  trabajos,  los  servicios 
personales  ó  la  industria  de  otrg,  mediante  el  pago  de  una 
retribución  pecuniaria,  no  hace  otra  cosa  que  contratar  la 
locación  de  esos  servicios  ó  de  esa  industria. 

Sin  duda  alguna,  el  Código  Portugués  se  separó  del  sis- 
tema adoptado  por  las  demás  legislaciones  modernas,  ins- 
pirado en  los  principios  que  sostenían  los  jurisconsultos  an- 
tiguos, según  los  cuales,  los  servicios  profesionales  ó  que 
constituían  el  ejercicio  de  artes  liberales,  no  podían  ser  el 
objeto  de  una  locación,  por  ser  contrario  á  la  dignidad  de 
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ellas,  y  por  lo  mismo  equiparaban  los  contratos  relativos  á 
tales  servicio^  al  mandato. 

Tal  teoría  es,  á  nuestro  juicio,  errónea,  y  vamos  á  com- 
batirla, siquiera  sea  brevemente,  porque  nuestro  Código  ha 
seguido  al  Portugués,  haciendo  de  la  prestación  de  servi- 
cios un  contrato  distinto  del  de  locación,  consignando  las 
reglas  respectivas  á  inmediata  continuación  de  las  que  se 
refieren  al  mandato,  y  aun  confundiendo  entre  éstas,  algu- 
nas que  norman  el  ejercicio  de  la  abogacía,  á  pretexto  de 
que  la  intervención  del  abogado  en  los  negocios,  es  dema- 
siado elevada  é  importante,  y  no  debe  confundirle  con  el 
contrato  de  obras.' 

En  efecto;  el  artículo  2,520  del  Código  Civil,  incluido  en 
las  reglas  relativas  al  mandato,  declara  que  el  procurador 
ó  abogado  que  revele  á  la  parte  contraria  los  secretos  de  su 
poderdante  ó  cliente,  ó  le  suministre  documentos  ó  datos  que 
le  perjudiquen,  será  responsable  de  todos  los  daños  y  perjui- 
cios, quedando,  además,  sujeto  á  la  pena  que  para  estos  ca- 
sos dispone  el  Código  Penal.^ 

Pero  lo  más  digno  de  llamar  la  atención,  es  que  los  auto- 
res del  Código  Civil  se  olvidaron  de  su  sistema,  é  incurriendo 
en  cierta  contradicción,  se  expresaron  en  los  términos  si- 
guientes, al  ocuparse  del  contrato  de  obras  y  de  prestación 
de  servicios: 

**Este  contrato,  que  forma  el  capítulo  III  del  título  de 
arrendamiento  en  el  Códigp  Francés,  se  llama  comunmente 
alquiler  ó  locación  de  obras.  Pero  como  sea  cual  fuere  la 
esfera  social  en  que  el  hombre  se  halle  colocado,  no  puede 
ser  comparado  con  los  seres  irracionales  y  menos  aún  con 
las  cosas  inanimadas,  parece  un  atentado  contraía  dignidad 
humana  llamar  alquiler  á  la  prestación  de  servicios  perso- 
nales. Más  semejanza  tiene  con  el  mandato,  porque  en  am- 

*  I  Exposición  de  motivos. 
2  Artículo  2,391,  Cód.  Civ.  óe  1884. 
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bos  contratos,  el  mandante  encarga  á  otro  la  ejecución  de 
ciertos  actos  que  no  puede  ó  no  quiere  ejecutar  por  sí  mis- 
mo, porque  en  ambos  contrae  el  mandatario,  proporcional- 
mente,  obligaciones  personales,  y  porque  en  ambos  se  busca 
la  aptitud.  Esta  será  más  intelectual  en  uno  y  más  material 
en  otro,  pero  en  ambos  supone  una  cualidad  moral,  porque 
nadie  puede  prestar  un  servicio,  sea  cual  fuere,  sin  emplear 
su  libre  voluntad  y  poner  en  ejercicio  alguna  de  las  faculta- 
des peculiares  del  hombre." 

"Por  estas  razones,  la  comisión  no  sólo  separó  el  contrato 
de  obras  del  arrendamiento,  sino  que,  considerándolo  como 
cualquiera  otro  pacto,  lo  colocó  después  del  mandato,  por 
los  muchos  puntos  de  semejanza  que  con  él  tiene." 

Las  razones  consignadas  en  la  Exposición  de  motivos, 
no  justifican  de  ninguna  manera,  según  creemos,  la  innova- 
ción introducida  por  los  redactores  del  Código,  cambiando 
los  principios  fundamentales  que  han  regido  sobre  la  pres- 
tación -de  servicios;  porque  la  i^iteligencia,  que  hace  del 
hombre  un  ser  privilegiado,  la  depresión  que  resulta  de  la 
dignidad  humana,  coniparando  los  servicios  de  aquél  con 
los  que  pueden  prestar  los  seres  irracionales,  la  semejanza 
que  se  supone  que  tiene  el  contrato  de  obras  con  el  man- 
dato, no  son  razones  suficientes  para  hacer  un  contrato  es* 
pecial,  distinto  del  arrendamiento  y  para  identificarlo  con  el 
mandato  respecto  de  los  servicios  profesionales.. 

Así,  pues,  según  el  sistema  adoptado  por  el  Código  Ci- 
vil de  1870,  ampliado  por  el  de  1884,  la  prestación  de  ser- 
vicios profesionales  de  los  abogados,  es  una  especie  del 
mandato,  y  la  prestación  de  otra  clase  de  servicios  perso-. 
nales,  forma  una  clase  especial  de  contratos,  regida  por  re- 
glas también  especiales. 

Dijimos,  y  no  sin  razón,  que  el  Código  de  1884  amplió 
el  sistema  adoptado  por  el  precedente,  porque  estableció  en 
el  título  correspondiente  al  mandato,  reglas  especiales  que 
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rigen  todos  los  contratos  celebrados  en  el  ejercicio  de  una 
profesión  científica,  declarando  expresamente  en  el  artículo 
2,406,  que  tales  contratos  están  sujetos  á  los  disposiciones 
relativas  al  mandato,  siempre  que  no  haya  alguna  especial' 

No  creemos  que  este  sistema  sea  conforme  con  los  prin- 
cipios fundamentales  del  derecho,  y  vkmos  á  demostrarlo, 
haciendo  previamente  algunas  explicaciones  sobre  la  natu- 
raleza del  contrato  de  obras  ó  de  prestación  de  servicios. 

Tal  contrato  es,  según  lo  definen  los  autores,  aquel  por 
el  cual  se  obliga  uno  de  los  contratantes  á  hacer  alguna  cosa 
ó  á  prestar  un  servicio  al  otro,  mediante  una  retribución  pe- 
cuniaria. 

De  esta  definición  se  infiere,  que  el  contrato  de  obras  ó 
de  prestación  de  servicios,  es  esencialmente  sinalagmático, 
como  el  arrendamiento,  porque  la  cosa  ó  servicio  en  él  pro- 
metidos, tienen  por  causa  el  precio  estipulado. 


I  Además  del  artículo  expuesto,  coatiene  el  Código  de  1884  los  siguientes  preceptos, 
que  forman  el  cap.  VII  del  tít.  XI,  lib.  III, 

Art.  2,407.  El  que  presta  y  el  que  recibe  los  servicios  profesionales,  pueden  fijar  de  co- 
mún acuerdo,  en  cualquier  tiempo,  la  retribución  debida  por  aquellos. 

Art.  2,408.  Cuando  no  hubiere  habido  convenio,  los  honorarios  se  regularán  atendien- 
do juntamente  ala  costumbre  del  lugar,  á  la  importancia  de  los  trabajos  prestados,  ala  del 
asunto  ó  caso  en  que  se  prestaron,  á  las  facultades  pecuniarias  del  que  recibe  el  servicio 
y  á  la  reputación  que  tenga  adquirida  el  que  lo  ha  prestado.  Si  los  servicios  prestados 
estuvieren  regulados  por  arancel,  éste  servirá  de  norma  para  fijar  el  importe  de  los  ho- 
norarios reclamados. 

Art.  2,409.  En  la  prestación  de  servicios  profesionales,  pueden  incluirse  las  expensas 
de  los  gastos  que  hayan  de  hacera  en  el  negocio  en  que  aquellos  se  presten.  A  falta  de 
convenio  sobre  su  reembolso,  los  anticipos  serán  pagados  en  los  términos  del  artículo 
siguiente,  con  el  rédito  legal,  desde  el  día  en  que  fueren  hechos,  sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad por  daños  y  perjuicios  cuando  hubiere  lugar  á  ella. 

Art.  2,410.  El  pago  de  los  honorarios  y  de  las  expensas,  cuando  las  haya,  se  hará  en 
el  lugar  de  la  residencia  del  que  ha  prestado  los  servicios  profesionales,  inmediatamente 
que  preste  cada  servicio  ó  al  fin  de  todos,  cuando  se  separe  el  profesor  ó  haya  concluido 
el  negocio  ó  trabajo  que  se  le  confió. 

Art.  2,41 1.  Si  varias  personas  encomendaren  un  negocio,  tocias  ellas  serán  solidaria- 
mente responsables  de  los  honorarios  del  profesor  y  de  los  anticipos  que  hubiere  hecho; 
pero  una  vez  que  sean  cubiertos  aquellos  y  éstos  por  alguno  de  los  obligados,  el  profesor 
no  tiene  derecho  para  exigir  el  pago  de  los  demás. 

Art.  2,412.  Cuando  varios  profesores  en  la  misma  ciencia  presten  sus  servicios  en 
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En  este  contrato,  los  contratantes  son  llamados,  por  una 
parte,  doméstico,  jornalero,  C07ttratista,  etc;  y  por  la  otra, 
amo,  dueño  de  la  obra,  etc. 

El  contrato  de  obras  ó  de  prestación  de  servicios,  difiere 
esencialmente  del  mandato,  pues  como  dijimos  en  la  lección 
décimaquinta  de  este  tratado,  para  que  exista  este  último 
contrato,  es  preciso  que  la  persona  que  obra,  lo  haga  en 
nombre  del  mandante,  esto  es,  que  ejecute  actos  jurídicos 
con  terceras  personas,  con  quienes  contrata  en  nombre  y 
representación  de  aquél;  y  tales  circunstancias  no  concurren 
en  el  contrato,  objeto.de  este  estudio,  porque  el  deudor  que 
se  obliga  á  ejecutar  determinada  otra,  ó  á  prestar  ciertos 
servicios,  trabaja  en  beneficio  de  la  persona  con  quien  con- 
trató, pero  no  la  representa  ni  obra  en  su  nombre. 

Según  los  principios  del  derecho  Romano,  no  había  el 
contrato  de  obras  y  trabajos,  producidos  por  el  ejercicio  de 


un  ncgoci  ó  asunto,  podrán  cobrar  los  servicios  que  individualmente  haya  prestado 
cadannr 

Ar^.  2,413.  Los  profesores  tienen  derecho  para  exigir  sus  honorarios,  cualquiera  que 
sea  el  éxito  del  negocio  ó  trabajo  que  se  les  encomiende,  salvo  convenio  en  contrario. 

Art  2,414.  Siempre  que  un  profesor  no  pueda  continuar  prestando  sus  servidos,  de- 
berá avisar  oportunamente  á  la  persona  que  le  ocupa,  quedando  obligado  á  satisfacer  los 
daños  y  perjuicios  que  se  causen  cuando  no  diere  éste  aviso  con  oportunidad.  Respecto 
de  los  abogados,  se  observará,  además,  lo  dispuesto  en  el  art.  2,390. 

Art.  2,415.  £1  que  presta  servicios  profesionales,  sólo  es  responsable  hacia  las  perso- 
nas á  quienes  sirve,  por  negligencia,  impericia  ó  dolo,  sin  perjuicio  de  las  penas  que  me- 
rezca en  caso  de  delito,  conforme  á  lo  dispuesto  por  el  Código  Penal. 

La  primera  Comisión  de  Justicia  de  la  Cámara  de  Diputados,  se  expresó  en  los  tér- 
minos siguientes,  con  relación  al  capítulo  que  se  refiere  á  la  prestación  de  servicios 
profesionales: 

"El  mismo  título  XII  fué  adicionado  con  un  nuevo  capítulo.que  se  ocupa  de  la  pres- 
tación de  servicios  profesionales,  materia  de  que  no  trata  en  manera  alguna  el  Código 
vigente.  La  importancia  de  este  contrato,  y  la  frecuencia  con  que  se  celebra,  justifican, 
á  juicio  de  la  Conúsión,  la  reforma  que  se  consulta.  £1  capítulo  adicionado  sanciona  como 
principio  fundamental,  la  libertad  absoluta  de  los  contrayentes  para  estipular  las  bases  del 
convenio,  y  las  disposiciones  que  se  establecen  en  él  no  son  aplicables  sino  á  falta  de 
estipulación  expresa.  £n  todas  las  disposiciones  que  se  consultan,  se  ha  procurado  seguir 
los  prindpios  de  la  equidad,  no  sacrificando  en  ningún  caso  los  derechos  del  cliente,  ni  los 
del  profesor  que  presta  lus  servicios,  y  adoptando  con  espedal  cuidado  lo  que  las  costum- 
bres del  pafs  han  sandonado  como  más  justas.'' 
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las  profesiones  liberales,  sino  el  de  mandato,  por  cuyo  mo- 
tivo se  llamaban  hofzorarios  á  la  retribución  acordada  ó  con- 
venida por  ellos,  y  no  precio  ó  merced. 

En  efecto;  la  ley  6?,  título  17,  libro  50  del  Digesto,  dice: 

''Si  retminerandi  gratia  honor  iiitervenerit,  erit  man- 
dato actio!' 

En  otros  términos:  según  esos  principios,  el  contrato  de 
locación  de  servicios,  sólo  podía  recaer  sobre  aquéllos  que 
podían  ser  objeto  de  un  tráfico,  como  los  trabajos  manua- 
les, pero  no  sobre  los  servicios  provenientes  de  las  profe- 
siones liberales,  á  cuya  naturaleza  se  estimaba  contrario  el 
pago  de  un  precio. 

Por  tal  motivo,  declaraba  la  ley  i?,  título  ó"?,  libro  1 1  del 
Digesto,  que  sólo  procedía  la  acción  infactum  contra  el  agri- 
mensor, que  faltando  á  sus  deberes,  mentía  en  la  declaración 
de  las  medidas;  quia  no7i  crediderunt  veíeres  inter  talem 
personam  locationem  et  co7iductionem  esse:  sed  magis  operam 
beneficii  loco  prceveri:  et  id  quod  datur  ei;  ad  remuneran' 
dam  dari,  et  inde  honorarium  appellariT 

En  estos  principios,  reproducidos  por  varias  leyes  del  de- 
recho Romano,  se  fundaron  Cujas,  Pothier  y  otros  autores 
antiguos,  y  Troplong,  Marcado  y  Gutiérrez  Fernández,  en- 
tre los  modernos,  para  sostener  la  teoría  que  repugnamos. 
Pero  Duvergier,  Laurent  y  otros,  sustentan  la  contraria  con 
razones  concluyentes,  á  nuestro  juicio,  las  cuales  vamos  á 
exponer. 

Pero  antes  creemos  oportuno  manifestar,  que  estamos 
persuadidos  de  la  superioridad  de  los  trabajos  intelectuales 
sobre  los  verdaderamente  mecánicos,  y  que  es  un  hecho  in- 
negable que  no  cabe  comparación  entre  ellos;  pero  de  esta 
verdad  no  puede  inferirse  de  una  manera  lógica  y  científica, 
que  el  contrato  que  recae  sobre  la  prestación  de  servicios 
profesionales,  sea  una  especie  del  mandato  y  no  una  locación. 

La  preeminencia,  la  supremacía  de  esos  servicios  sobre 
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los  manuales,  que  nadie  se  atreve  á  poner  en  duda,  autoriza 
solamente  para  deducir  que  deben  ser  retribuidos  con  una 
recompensa  pecuniaria  mucho  mayor;  pero  de  ninguna  ma- 
nera para  establecer  que  el  contrato  que  versa  sobre  su 
prestación,  es  distinto  del  de  locación,  afecta  una  naturale- 
za especial  y  tiene  íntima  afinidad  con  el  mandato. 

Duvergier,  que  entre  los  autores  modernos  ha  sostenido 
la  opinión  que  defendemos,  se  expresa  en  los  términos  si- 
guientes, que  copiamos  literalmente,  temerosos  de  cambiar 
su  extremada  precisión  y  claridad  al  hacer  su  resumen: 

"La  locación  de  obras  consiste  en  la  obligación  de  hacer 
una  cosa  mediante  un  precio.  Es  lo  mismo  en  el  mandato 
asalariado;  pero  el  que  alquila  su  trabajo  obra  en  su  nom- 
bre; los  actos  que  ejecuta  emanan  de  su  voluntad  y  de  su- 
capacidad  personal.  Por  el  contrario,  el  mandatario  obra  en 
nombre  del  mandante;  y  son  la  capacidad  y  la  voluntad  de 
éste  las  que  dan  fuerza  y  efecto  á  sus  actos'* ' 

"Además,  estos  dos  contratos  que  difieren  así  en  su  esen- 
cia, difieren  igualmente  en  sus  efectos.  Casi  siempre  los 
actos  del  mandatario  obligan  al  mandante  respecto  de  ter- 
ceras personas  ó  á  éstas  respecto  de  él;  y  aun  ordinariamente 
se  confiere  el  mandato  con  este  objeto.  No  se  producen  efec- 
tos semejantes  en  la  locación  de  obras." 

"Esta  distinción  existía  en  el  antiguo  derecho;  pero  ese 
rasgo  característico  está  más  claramente  indicado  por  el  Có- 
digo Civil:  "el  mandato,  dice  el  artículo  1,984,  es  un  acto 
por  el  cual  una  persona  da  á  otra  facultad  de  hacer  alguna 
cosa  para  el  mandante  y  en  su  nombre.  "El  contrato  no  se 
forma  sino  por  la  aceptación  del  mandatario."  Así,  pues, 
segúa  esta'  definición,  la  capacidad  del  mandante  se  tras- 
mite; cuando  aquél  cumple  la  misión  que  ha  recibido,  no  es 
él  quien  obra,  sino  el  mandante." 


I  Tomo  IV,  núm.  272. 
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Y  después  de  citar  otros  preceptos  que  sancionan  el  mis- 
mo principio,  agrega:  "El  papel  que  desempeña  cada  una 
de  las  partes  en  el  mandato,  y  el  objeto  que  se  quiere  al- 
canzar en  este  contrato,  se  han  comprendido  de  la  misma 
manera  portodos  los  jurisconsultos.  La  máxima:  ''Qui  man- 
dat  ipse  fecisse  videtur^'  resume  enérgicamente  todo  lo  que 
se  puede  decir  sobre  esta  materia." 

* 'Ahora  pocas  palabras  bastarán  para  demostrar  hasta  qué 
punto  se  han  hecho  ilusión  hábiles  jurisconsultos,  cuando 
han  creído  que  la  naturaleza  de  los  actos  daba  al  contrato 
su  carácter,  y  que  había  mandato  tan  sólo  porque  la  cosa 
por  ejecutar  era  una  obra  del  espíritu.  Escojamos  ejemplos 
en  los  trabajos  más  elevados  de  la  inteligencia;  supongamos 
que  es  preciso  calificar  el  convenio  celebrado  con  un  médico, 
un  gran  pintor,  un  abogado,  un  profesor  de  la  más  sublime 
de  todas  las  ciencias.  Me  han  prometido,  mediante  cierto 
precio,  prestarme  asistencia,  adornar  mi  galería  de  cuadros, 
redactar  una  memoria  en  mi  interés  y  ocuparse  asiduamente 
en  mi  instrucción.  Evidentemente  no  es  un  mandato  el  que 
yo  les  he  dado  y  el  que  ellos  han  aceptado  ¿Se  puede  de- 
cir que  les  he  conferido  un  poder  que  no  tenían  que  les  he 
trasmitido  mi  capacidad  para  que  obraran  en  mi  nombre  y 
representaran  mi  persona?  ¿Han  recibido  una  misión  tal 
que  puedan  obligarme  respecto  de  terceras  personas/  ó  á 
éstas  respecto  de  mí?  No,  sin  duda.  Luego  no  son  manda- 
tarios. Los  textos  que  he  citado,  la  definición  legal  que  he 
recordado,  no  permiten  darles  esta  calificación ;  es  una  loca- 
ción de  obras  la  que  ha  intervenido  entre  nosotros." 

Combatiendo  el  mismo  autor  el  principal  fundamento  de 
la  teoría  contraria,  que  consiste  en  sostener  que  se  envile- 
cen los  trabajos  de  la  inteligencia  y  se  les  priva  de  su  dig- 
nidad,  y  su  rango  si  se  les  convierte  en  el  objeto  del  con- 
trato de  arrendamiento,  dice  que  nada  importa  el  nombre 
que  se  le  da  al  contrato,  porque  el  mandato  no  es  en  sí 


Digitized  by 


Google 


Lecciones  de  Derecho  Civil.  '         n 


más  estimable  que  el  arrendamiento,  y  los  efectos  del  uno 
no  son  más  á  propósito  que  los  del  otro  para  atraer  sobre 
los  contratantes  la  consideración  pública,  ni  los  medios  judi- 
ciales de  apremio  son  más  rigurosos  en  uno  que  en  otro 
contrato. 

"Dar  la  misma  calificación  á  los  contratos  que  determi- 
nan un  precio  para  los  trabajos  de  la  inteligencia,  y  á  los  que 
fijan  el  salario  de  los  esfuerzos  de  la  potencia  física  del  hom- 
bre, no  es  confundir  las  dos  facultades  y  asimilar  sus  resul- 
tados. Se  designa  de  la  misma  manera  el  contrato  que  tras- 
mite la  propiedad  de  una  piedra  preciosa,  y  aquel  por  el  cual 
se  enajena  la  materia  más  común,  y  nadie  teme  que  la  iden- 
tidad de  la  denominación  dada  á  tales  actos  pueda  inducir 
á  un  error  sobre  el  valor  de  las  cosas." 

Finalmente,  sostiene  que  no  hay  temor  de  que  la  deno- 
minación de  locación  de  obras  dada  á  las  operaciones  ma- 
nuales y  á  las  del  espíritu,  las  haga  confundir,  pues  las  ar- 
tes liberales  conservarán  su  supremacía  tradicional,  porque 
**hoy  se  reconoce  que  el  trabajo  es  una  función  social;  que 
la  riqueza,  las  dignidades  y  los  honores,  deben  ser  distribuí- 
dos  en  proporción  de  la  dificultad  y  de  la  utilidad  de  los  tra- 
bajos; que  bajo  esta  doble  relación,  las  producciones  del  es- 
píritu tienen  derecho  á  una  parte  más. considerable  que  las 
producciones  de  la  fuerza  muscular." 

Laurent  sostiene  la  misma  teoría,  marcando  con  toda  pre- 
cisión todas  las  diferencias  características  que  existen  entre 
el  mandato  y  la  locación  de  obras,  sobre  todo,  relativamente 
á  sus  efectos,  y  dice:  "Nada  es  más  falso  que  la  pretendida 
distinción  espiritualista  entre  el  trabajo  puramente  mecá- 
nico y  el  trabajo  intelectual:  no  hay  trabajo  puramente  me- 
cánico, salvo  el  de  las  máquinas,  y  el  hombre  no  es  una  má- 
quina; es  un  ser  que  piensa  y  pone  su  inteligencia  en  todo 
lo  que  hace.  Cuidémonos  de  decir  ó  hacer  creer,  que  la  in- 
mensa mayoría  de  los  hombres  entregados  á  un  trabajo 
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corporal  estén  abajo  de  aquellos  que  viven  de  su  inteligen- 
cia; decir  que  es  materializar  las  profesiones  liberales,  asi- 
milar el  trabajo  intelectual  al  material,  es  casi  sostener  que 
las  mecánicas  están  consagradas  al  materialismo." 

Y  concluye  diciendo:  "Desde  el  momento  en  que  hay  ac- 
ción, hay  deuda,  y  si  la  recompensa  por  un  trabajo  constituye 
una  deuda,  el  crédito  es  un  salario,  ya  se  trate  de  un  médico 
ó  de  un  obrero.  El  contrato  es,  pues,  indéntico,  un  contrato 
de  arrendamiento." 

Hemos  hecjio  las  largas  transcripciones  que  preceden, 
porque  jamás  podríamos  expresar,  en  idénticos  términos, 
las  razones  incontrovertibles  que  demuestran  la  existencia 
del  error  sancionado  por  el  Código  Civil,  adoptando  la  dis- 
tinción entre  la  prestación  de  servicios  profesionales  y  la  de 
servicios  manuales,  para  hacer  de  aquella  una  especie  del 
mandato  y  un  contrato  especial  y  distinto  de  éste  y  de  los 
demás  hasta  ahora  conocidos  y  determinados  por  los  prin- 
cipios fundamentales  del  Derecho. 

La  ciencia  exige  que,  para  que  se  pueda  hacer  una  cla- 
sificación especial,  haya  un  sujeto  con  atributos  propioá  y 
que  difiera  esencialmente  de  los  demás,  aunque  tenga  algu- 
nos puntos  de  atingencia  con  ellos. 

Pues  bien;  nuestros  codificadores  han  conculcado  ese 
principio,  creando  una  nueva  especie  de  contratos,  la  de 
prestación  de  obras  y  de  servicios  personales,  cuando  ca- 
rece de  atributos  característicos  que  la  distingan  del  con- 
trato de  arrendamiento,  del  cual  no  difiere  esencialmente, 
sino  que  antes  bien,  reviste  todos  los  caracteres  distinti- 
vos de  él. 

Este  error  es  tanto  más  lamentable  cuanto  que,  la  simple 
separación  de  las  reglas  relativas  á  la  prestación  de  servi- 
cios de  las  que  rigen  el  contrato  de  arrendamiento,  no  es 
bastante  para  mudar  su  naturaleza,  atribuirle  una  especial 
y  distinta  de  aquél  y  de  los  demás. 
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Concretando  lo  expuesto,  podemos  establecer  las  siguien- 
tes conclusiones: 

,  I?  El  contrato  de  prestación  de  servicios  profesionales  ó 
manuales,  difiere  esencialmente  del  mandato,  y  por  lo  mis- 
mo, no  puede  estimarse  como  una  especie  de  éste: 

2?  El  contrato  de  prestación  de  servicios  profesionales  ó 
manuales,  es  una  especie  del  contrato  de  arrendamiento,, 
cuyos  caracteres  distintivos  afecta: 

3?  El  contrato  de  prestación  de  servicios  profesionales, 
no  difiere  del  de  prestación  de  servicios  manuales,  sino  que 
constituye  una  sola  especie  del  contrato  de  arrendamiento: 

4?  La  distinción  aceptada  por  el  Código  Civil  de  1870^ 
ampliada  por  el  de  1884,  entre  el  contrato  de  servicios  pro- 
fesionales y  el  de  prestación  de  servicios  manuales,  haciendo 
del  primero  una  especie  del  mandato,  y  del  segundo  uno 
nuevo  y  distinto  de  los  demás  contratos  hasta  ahora  cono- 
cidos, es  contraria  á  los  principios  fundamentales  de  la  cien- 
cia del  derecho. 

El  Código  Civil  distingue  el  contrato  de  obras  ó  de  pres- 
tación de  servicios,  en  seis  especies  distintas,  que  son : 

I?  El  servicio  doméstico: 

2?  El  servicio  por  jornal: 

3?  El  contrato  de  obras  á  destajo. 

4?  El  de  los  porteadores  ó  alquiladores: 

5?  El  aprendizaje: 

6?  El  contrato  de  hospedaje. 

Vamos  á  hacer  el  estudio  de  esos  contratos,  en  el  mismo 
orden  de  su  enumeración. 
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II 
DEL  SERVICIO  DOMÉSTICO. 

Se  llama  servicio  doméstico,  dice  el  artículo  2,551  del  Có- 
digo Civil,  el  que  se  presta  temporalmente  á  cualquier  indi- 
viduo por  otro  que  vive  con  él  y  mediante  cierta  retribución.' 

De  esta  definición  se  infiere,  que  el  contrato  de  servicio 
doméstico  es  bilateral  ó  sinalagmático,  porque  produce 
obligaciones  recíprocas  para  ambos  contratantes,  de  las 
cuales  las  unas  son  causa  de  las  otras,  y  es  consensual,  por- 
que se  perfecciona  por  el  solo  consentimiento  de  éstos. 

Se  infiere  además,  que  para  que  exista  el  contrato,  es  ne- 
cesaria la  concurrencia  de  los  tres  requisitos  siguientes, 
además  de  los  que  son  esenciales  para  la  validez  de  todos 
los  contratos. 

I?  Que  el  contrato  sea  temporal: 

2?  Que  sea  retribuido  y  no  gratuito:  ^ 

3?  Que  los  servicios  que  son  objeto  del  contrato  se  pres- 
ten á  un  individuo  por  otro  que  vive  con  él. 

El  servicio  doméstico  debe  ser  temporal,  porque  si  fuera 
perpetuo,  £Sto  es,  por  toda  la  duración  de  la  vida  del  sir- 
viente, se  convertiría  en  una  verdadera  esclavitud,  contraria 
á  las  instituciones  democráticas  que  nos  rigen. 

En  efecto,  el  artículo  5?  reformado  de  la  Constitución  de 
1857,  declara:  que  nadie  puede  ser  obligado  á  prestar  tra- 
bajos personales  sin  la  justa  retribución  y  sin  su  pleno  con- 
sentimiento; y  que  el  Estado  no  puede  permitir  que  se  lleve 
á  efecto  ningún  contrato,  pacto  ó  convenio  •  que  tenga  por 
objeto  el  menoscabo,  la  pérdida  ó  el  irrevocable  sacrificio 
de  la  libertad  del  hombre,  ya  sea  por  causa  de  trabajo,  de 
educación  ó  de  voto  religioso.  * 


I  Artículo  2,434.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Fácil  es  comprender  que  la  prohibición  de  la  perpetui- 
dad del  servicio  doméstico  se  refiere  también  á  los  contra- 
tos que,  aunque  no  fueren  perpetuos,  tuvieren  señalado  un 
tiempo  de  tal  manera  largo,  que  produzcan  el  efecto  prohi- 
bido por  la  ley,  cuyos  preceptos  serían  eludidos  de  una  ma- 
nera indirecta. 

Tal  sería,  por  ejemplo,  el  caso  en  que  un  hombre.de  edad 
provecta  se  obligara  á  prestar  sus  servicios  á  otro  por  trein- 
ta ó  cuarenta  años;  porque  este  tiempo,  unido  á  los  años  de 
edad  del  sirviente,  excedería  á  la  vida  ordinaria  del  hom- 
bre; ó  lo  que  es  lo  mismo,  el  contrato  tendría  el  carácter  de 
perpetuidad  vedado  por  la  ley. 

Siendo  ésta  concebida  en  términos  absolutos  y  prohibi- 
tivos, es  claro  que  su  infracción  produce  la  nulidad  del  con- 
trato, supuesto  que  según  el  artículo  7?  del  Código  Civil^ 
todo  acto  ejecutado  contra  el  tenor  de  las  leyes  prohibiti»- 
vas  es  nulo.  * 

Esta  consecuencia  es  perfectamente  lógica  y  se  deriva 
de  la  manera  más  fácil  y  natural  del  precepto  antes  citado. 
Sin  ernbargo,  los  codificadores  quisieron  que  la  prohibición 
de  la  perpetuidad  del  contrato  de  servicio  doméstico  que 
constituye  una  de  las  garantías  individuales  reconocidas 
por  la  Constitución  federal,  tuviera  una  sanción  expresa;  y 
por  tal  motivo,  declararon  en  el  artículo  2,552  del  Código 
Civil,  que  es  nulo  el  contrato  perpetuo  de  servicio  domés- 
tico.' 

Este  principio,  que  impide  la  perpetuidad  del  contrato 
cuyo  estudio  hacemos,  se  halla  también  sancionado  por  las 
legislaciones  modernas,  y  ha  dado  origen  á  que  los  juris- 
consultos discutan  acerca  de  la  naturaleza  de  la  nulidad  que 
su  violación  produce.  ¿  Es  ésta  absoluta,  de  manera  que  pue- 
da invocarse  por  ambos  contratantes,  ó  relativa,  establecida 


I  Artículo  7,  Cód.  Civ.  de  1884. 
3  Artículo  2,435,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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solamente  en  favor  de  aquel  contra  cuya  libertad  se  atenta? 

La  mayoría  de  los  jurisconsultos  se  ha  decidido  por  el 
primer  extremo,  sosteniendo  que  ambos  contratantes  han 
pretendido  celebr'ar  un  contrato  contra  la  naturaleza  de  los 
contratos  sinalagmáticos,  en  los  cuales  la  obligación  de  uno 
de  los  contrayentes  es  la  causa  de  la  obligación  del  otro,  y 
que  cuando  el  sirviente  no  queda  obligado  porque  su  pro- 
mesa es  contraria  al  orden  público,  el  amo  no  reporta  nin- 
guna obligación  porque  ha  prometido  sin  causa. ' 

Los  términos  con  que  está  concebido  el  artículo  2,552  del 
Código  Civil,  que  declara  nulo  el  contrato  perpetuo  de  ser- 
vicio doméstico,  la  sanción  que  este  principio  ha  alcanzado 
en  la  Constitución,  nos  alejan  por  completo  de  la  contro- 
versia á  que  ^hemos  aludido,  y  nos  conducen  á  establecer 
que  la  nulidad  á  que  aquel  precepto  se  refiere  es  de  orden 
público,  y  por  consiguiente,  absoluta,  que  puede  invocarse 
y  hacerse  valer  indistintamente  por  uno  ú  otro  de  los  con- 
tratantes. 

El  contrato  sobre  servicio  doméstico  se  regula  según  la 
voluntad  de  las  partes,  salvas  las  r^glas^que  el  Código  es- 
tablece sobre  su  duración,  la  retribución  á  que  tiene  dere- 
cho el  sirviente  y  la  naturaleza  del  servicio  (art.  2,553,  Cód. 

Civ.).' 

En  cuanto  al  tiempo,  l^s  artículos  2,554  y  2,555  del  Có- 
digo establecen  las  dos  reglas  siguientes:  ^ 

i9  Se  entenderá  que  el  servicio  tiene  un  término  fijo  cuan- 
do se  contrata  para  un  objeto  determinado  que  lo  tenga, 
como  un  viaje  ú  otro  semejante: 

2?  Las  nodrizas  se  entienden  contratadasjpor  todo  el 
tiempo  que  dure  la  lactancia. 


1  Duvergier,  tomo  VII,  núm.  230  bis  VI;  Laurent,  tomo  XXV,  núm.  493;  Duran- 
ton,  tomo  XVIII,  núm.  226;  Aubryy  Rau,  tomo  IV,  $372,  texto y[^nota?i ■ 

2  Artículo  2,436,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículos  2,437,  y  2,438,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Los  términos  en  que  está  concebida  la  primera  regla  nos 
conduce  á  establecer  esta  consecuencia,  que  creemos  per- 
fectamente lógica  y  jurídica:  luego  cuando  el  servicio  no 
tiene  un  objeto  de  término  fijo,  es  de  duración  ilimitada,  y 
queda  al  arbitrio  de  los  interesados  rescindirlo  cuando  me- 
jor les  parezca. 

Esta  consecueilcia  ha  encontrado  la  debida  sanción  en  el 
artículo  2,558  del  Código,  con  las  limitaciones  que  después  , 
veremos.  * 

Respecto  de  la  segunda  regla  de  las  enunciadas,  es  una 
consecuencia  de  la  primera,  ó  más  bien  dicho,  un  caso  de 
aplicación  de  la  primera;  y  por  tanto,  es  también  innecesaria, 
á  nuestro  juicio;  pues  siendo  el  servicio  contratado  por  las 
nodrizas  la  lactancia  de  los  niños  que  de  ella  necesitan,  es 
evidente  que  tal  servicio  tiene  un  término,  que  concluye 
cuando  aquéllos  se  hallan  por  su  desarrollo  en  aptitud  de 
comer. 

En  cuanto  á  la  retribución,  lo  mismo  que  sobre  los  de- 
más puntos,  el  Código  no  hace  más  que  suplir  las  omisio- 
nes en  que  incurren  los  contrayentes,  quienes  gozan  de  la 
libertad  más  completa  para  fijar  las  reglas  que  deben  ser- 
vir de  norma  á  las  obligaciones  recíprocas  que  se  imponen; 
pero  en  todo  caso  no  establece  preceptos  de  una  manera 
arbitraria,  sino  tomando  como  base  la  equidad  y  la  justicia. 

A  ellas  se  ha  sujetado  el  artículo  2,556  del  Código  al  es- 
tablecer la  regla  según  la  cual,  á  falta  de  convenio  expreso 
sobre  la  retribución  ó  salario,  se  debe  observar  la  costum- 
bre del  lugar,  teñiéndose  en  consideración  la  clase  de  tra- 
bajo y  el  sexo,  la  edad  y  aptitud  del  que  presta  el  servicio; 
pues  no  es  j'usto  que  se  pague  y  retribuya  con  igual  salario 
el  trabajo  de  un  hombre  robusto  que  el  de  un  niño,  el  cual 
debe  ser  menor  y  menos  perfecto.'' 


1  Artículo  2,441,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,439,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Al  establecer  esta  regla  el.  Código,  se  ha  fundado  tam- 
bién en  la  voluntad  presunta  de  los  contratantes,  quienes 
por  el  hecho  de  no  hacer  la  designación  del  salario  que  de- 
be percibir  el  sirviente,  dejan  comprender  que  se  someten  á 
los  usos  y  costumbres  del  lugar,  que  hacen  las  veces  de  ley 
en  casos  semejantes. 

En  cuanto  á  la  naturaleza  del  servicio,  dispone  el  artícu- 
lo 2,557,  que  si  el  convenio  no  se  ha  celebrado  para  cierto 
y  determinado  servicio,  estará  el  sirviente  obligado  á  todo 
aquello  que  sea  compatible  con  su  salud,  estado,  fuerzas, 
aptitud  y  condición;  pues  de  otra  manera  se  le  impondrían 
obligaciones  superiores  á  sus  aptitudes  físicas  ó  intelectua- 
les, perjudiciales  á  su  salud,  lo  cual  sería-  injusto.' 

Como  dijimos  antes,  el  artículo  2,558  del  Código,  san- 
ciona el  principio,  según  el  cual,  cuando  el  servicio  no  es  de 
tiempo  determinado,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  cuando  el  sir- 
viente hubiere  sido  contratado  sin  tiempo  fijo,  puede  despe- 
dirse ó  ser  despedido  á  voluntad  suya  ó  del  que  recibió  el 
servicio;  pero  llenando  la  condición  que  impone  el  artículo 
2,559,  ^s  decir,  avisando  el  que  determine  la  separación  al 
otro,  ocho  días  antes  del  que  fije  para  ella/ 

En  esta  regla  se  concillan  perfectamente  los  intereses  de 
ambos  contratantes,  evitándoles  el  perjuicio  que  podría  re- 
sultarles de  la  terminación  repentina  del  contrato,  al  uno 
porque  se  encontraría  sin  una  nueva  colocación,  y  tal  vez  sin 
los  elementos  necesarios  para  subvenir  á  las  más  apremian- 
tes necesidades  de  la  vida,  y  al  otro,  porque  se  vería  privado 
del  servicio,  acaso  en  circuntancias  excepcionales  y  difíciles. 

Pero  como  la  detención  forzosa,  aunque  por  brevísimo 
tiempo,  podría  producir  graves  inconvenientes  para  el  aqio 
y  el  sirviente,  por  el  estado  de  sus  ánimos  y  por  otras  cau- 
sas, se  ha  permitido  en  favor  de  aquél,  despedir  desde  luego 


1  Artículo  2,440,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2,441  y  2,442,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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al  sirviente,  pagándole  el  salario  correspondiente  á  los  ocho 
días  á  que  se  refiere  el  artículo  2,559  (art  2,560,  Cód.Civ.)." 

Pero  si  el  sirviente  es  despedido  en  lugar  que  diste  más 
de  veinte  leguas  de  su  domicilio,  el  que  recibe  el  servicio 
debe  pagar  un  mes  de  salario,  á  no  ser  que  allí  termine  el 
servicio  contratado,  ó  que  en  el  ajuste  se  haya  convenido 
otra  cosa  (art.  2,561,  Cód.  Civ.).^ 

La  razón  de  equidad  en  que  se  funda  esta  regla  es,  que  se- 
rían graves  los  perjuicios  que  se  seguirían  al  sirviente,  ha- 
llándose á  larga  distancia  de  su  domicilio  sin  los  elementos 
bastantes  para  trasladarse  á  él,  circunstancia  que  le  obliga- 
ría á  emplear  en  los  medios  de  transporte  lo  que  apenas 
bastaría  para  sus  alimentos.^ 

Esta  regla,  hay  que  advertirlo,  no  es  absoluta,  es  decir, 
no  es  aplicable  siempre  y  en  todos  casos  en  que  el  domicilio 
del  sirviente  se  halle  á  más  de  veinte  leguas  del  lugar  en  que 
presta  el  servicio,  sino  cuando  la  persona  á  quien  sirve  le 
arranca  de  su  domicilio  para  traerle  á  su  lado. 

De  otra  manera,  se  le  daría  á  esa  regla  una  interpretación 
extensiva,  odiosa  y  fuera  de  la  razón  de  la  ley,  causando  al 
amo  un  perjuicio  indebido  é  injusto,  cuando  su  mente  única 
ha  sido  evitar  que  aquél  sea  abandonado  por  la  persona  á 
qqien  sirve,  leyos  de  su  domicilio  de  donde  le  sacó,  exponién- 
dole á  las  penalidades  y  á  los  horrores  de  la  miseria  en  un 
lugar  en  donde  es  extranjero. 

Todas  estas  reglas  son  aplicables  en  el  caso  de  que  los 
contratantes  no  hubieren  señalado  un  tiempo  fijo  para  la 
duración  del  contrato,  pues  si  lo  hubieren  determinado,  el 
sirviente  no  puede  dejar  el  servicio  sin  justa  causa,  antes  de 
que  termine  el  tiempo  convenido  (art.  2,562,  Cód.  Civ.).* 


1  Artículo  2,443,  Cód-  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,444,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Exposición  de  motivos. 

4  Artículo  2,445,  Cód.  Civ.  de  1S84. 
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•  La  razón  es  obvia;  todo  contratante  está  obligado  á  cum- 
plir los  deberes  que  se  impone  en  el  contrato,  que  tiene 
fuerza  de  ley  para  él,  en  virtud  del  principio  que  dice:  los 
contratos  legalmente  celebrados  deben  ser  puntualmente 
cumplidos,  y  no  pueden  alterarse  ni  revocarse  sino  por  mu- 
tuo consentimiento  de  los  interesados,  sancionado  por  el  ar- 
tículo 1,535  d^l  Código  Civil.' 

Se  estima  justa  causa,  según  el  artículo  2,563,  la  que  pro- 
viene:' 

1 9  De 'la  necesidad  de  cumplir  obligaciones  legales  ó  con- 
traídas antes  del  contrato;  porque  serían  incompatibles  é  im- 
posibles de  cumplir  estas  obligaciones  y  las  impuestas  por 
el  contrato,  sin  que  al  sirviente  le  sea  dado  optar  entre  unos 
y  otras,  pues  les  debe  preferencia  indiscutible  á  aquéllas. 
Tal  sería  el  caso  en  que  le  tocara  prestar  el  servicio  militar 
obligatorio. 

Respecto  de  las  obligaciones  legales,  es  fuera  de  toda 
duda  que  el  sirviente  tiene  una  justa  causa  para  abandonar 
el  servicio  sin  incurrir  en  responsabilidad  alguna,  pues  real- 
mente obedece  á  una  fuerza  mayor;  pero  no  creemos  que 
deba  decirse  lo  mismo  respecto  de  las  obligaciones  que  hu- 
biere contraído  antes  del  contrato,  porque  el  cumplimiento 
de  ellas  le  impedía  imponerse  otras,  y  con  abuso  de  la  buena 
fe  de  la  persona  que  le  ocupó,  se  obligó  á  servirle  por  tiem- 
po determinado. 

Así,  pues,  creemos  que  la  fracción  I  del  artículo  2,563  del 
Código,  establece  en  su  segunda  parte  un  principio  erróneo 
é  injusto. 

2?  Del  peligro  manifiesto  de  algún  daño  ó  mal  conside- 
rable, como  si  el  amo  se  halla  implicado  en  algún  delito, 
y  teme  por  esta  circunstancia  ser  reducido  á  prisión,  ó  si  re- 
cela ser  víctima  de  una  epidemia  mortífera,  dominante  en 


1  Artículo  1,419,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,446,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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el  lugar  en  que  presta  sus  servicios;  pues  en  tales  circuns- 
tancias no  se  le  puede  exigir,  sin  notoria  injusticia,  que  cum- 
pla deberes  cuyo  abandono  no  causa  ni  puede  causar  males 
de  tanta  trascendencia  como  aquellos  á  los  cuales  se  halla 
expuesto. 

3?  De  falta  de  cumplimiento,  por  parte  del  que  recibe  el 
servicio,  de  las  obligaciones  que  se  haya  impuesto  con  res- 
pecto al  sirviente;  porque  siendo  el  servicio  doméstico  un 
contrato  bilateral  que  produce  obligaciones,  de  las  cuales  la 
una  es  causa  de  la  otra,  no  está  obligado  uno  de  los  contra- 
tantes, á  cumplir  los  deberes  que  se  ha  impuesto,  si  el  otro 
no  cumple  á  su  vez  los  que  hubiere  contraído. 

4?  De  la  enfermedad  del  sirviente,  que  le  imposibilite 
para  desempeñar  el  servicio ;  pues  nadie  está  obligado  á  lo 
imposible. 

5?  De  mudanza  de  domicilio  del  que  recibe  el  servicio,  á 
lugar  que  no  convenga  al  sirviente;  porque  se  presume  que 
éste  se  obligó  á  servir  en  el  lugar  de  la  residencia  actual 
de  aquél,  y  no  pudo  suponer  que  más  tarde  se  trasladara  á 
otro  lugar,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  no  se  obligó  á  servirle 
fuera  de  su  domicilio  actual. 

El  sirviente  que  deja  el  servicio  con  justa  causa,  tiene  de- 
recho de  cobrar  todos  los  salarios  vencidos;  pero  si,  por  el 
contrario,  lo  abandona  sin  una  justa  causa  antes  de  que  ter- 
mine el  tiempo  del  ajuste,  pierde  el  derecho  de  cobrar  los 
sueldos  y  podrá  ser  condenado  al  pago  de  los  daños  y  per- 
juicios que  se  sigan  por  su  separación  (arts.  2,564y  2,565, 
Cód.  Civ.).' 

Es  decir,  que  el  sirviente  que  abandona  el  servicio  sin 
justa  causa,  no  sólo  está  obligado,  como  todo  contratante 
que  falta  al  cumplimiento  del  contrato,  á  la  indemnización 
de  los  daños  y  perjuicios  que  sufre  por  su  culpa  el  otro  in- 

t  Artículos  2,447  y  2,448,  Cód.  Cir.  de  1884. 
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teresado,  sino  que,  además,  pierde  el  derecho  de  cobrar  sus 
sueldos  vencidos,  cuya  pérdida  agrava,  á  nuestro  juicio,  de 
una  manera  exorbitante,  la  pena  impuesta  al  que  abandona 
el  servicio. 

Inútilmente  se  buscará  la  razón  de  equidad  ó  de  justicia 
que  haya  podido  inducir  á  los  redactores  del  Código  Civil, 
á  establecer  una  pena  tan  severa  contra  el  sirviente  que 
abandona  el  servicio  sin  justa  causa,  porque  no  la  hay,  ni  tie- 
ne precedente  alguno  en  nuestra  antigua  legislación,  ni  en 
las  legislaciones  modernas,  que  se  limitan  á  imponer  al  sir- 
viente la  obligación  de  indemnizar  los  daños  y  perjuicios  cau- 
sados por  su  culpa,  como  á  todos  los  contratantes  que  no 
cumplen  las  obligaciones  que  contraen. 

Tal  vez  se  diga  en  contra  de  nuestra  opinión,  que  el  pre- 
cepto que  impone  tal  pena  usa  de  la  palabra /¿?¿/ra,  lo  cual 
quiere  decir  que  es  potestativo  y  no  obligatorio  para  los  jue- 
ces condenar  al  sirviente  á  la  pérdida  de  sus  salarios  ven- 
cidos y  al  pago  de  los  daños  y  perjuicios  causados  por  su 
culpa;  pero  aun  cuando  así  sea,  resultará  que  en  muchos 
casos  perderá  sus  salarios,  y  será,  además,  condenado  al 
pago  de  los  daños  y  perjuicios,  esto  es,  á  sufrir  dos  penas, 
lo  cual  es  injusto. 

Además,  el  precepto  á  que  aludimos,  se  presta  á  la  co- 
misión 3e  abusos  de  parte  del  amo,  y  para  demostrarlo,  nos 
basta  suponer  el  caso  en  que  aquél  no  ha  pagado  los  sala- 
rios vencidos  durante  varios  meses,  y  en  que  éste  abandona 
el  servicio  sin  justa  causa.  Según  el  precepto  menciona- 
do, el  sirviente  pierde  el  derecho  de  cobrar  esos  salarios, 
aunque  los  perjuicios  sufridos  por  el  amo,  no  lleguen  á  te- 
ner el  valor  de  aquellos,  y  sin  perjuicio  de  que  los  tribunales 
le  condenen  al  pago  de  éstos,  si  así  les  parece  justo. 

La  verdad  es  que  nuestro  Código  adoptó  el  sistema  acep- 
tado por  la  mayoría  de  las  legislaciones  modernas,  que  im- 
ponen al  sirviente  la  obligación  de  pagar  los  daños  y  per- 
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juicios  causados  por  su  separación  inmotivada,  á  la  vez  que 
admitió  el  establecido  por  pl  artículo  1,279  del  Código  Por- 
tugués, que  castiga  la  misma  falta  con  la  pérdida  de  los  sa- 
larios vencidos  y  no  pagados  hasta  la  fecha  en  que  abandone 
el  servicio,  sin  que  se  le  pueda  exigir  ninguna  otra  prestación 
pecuniaria;  es  decir,  que  sólo  sufre  esa  pérdida  en  favor  del 
amo,  cualquiera  que  se;i  el  importe  de  los  daños  y  perjuicios 
que  le  hubiere  causado;  y  la  combinación  de  ambos  siste- 
mas tan  distintos,  ha  producido  un  resultado  injusto. 

El  que  recibe  el  servicio  no  puede  despedir  sin  justa  causa 
al  sirviente  contratado  por  determinado  tiempo  antes' que 
éste  espire  (^art.  2,566,  Cód.  Civ.).' 

El  artículo  2, 567  del  Códgo,  señala  como  justas  causas  pa- 
ra despedir  al  sirviente,  las  que  á continuación  se  expresan:' 

I?  Su  inhabilidad  para  el  servicio  ajustado: 

2*  Sus  vicios,  enfermedades,  ó  mal  comportamiento: 

3?  La  insolvencia  del  que  recibe  el  servicio. 

En  los  dos  primeros  casos,  es  evidente  la  razón  que  asiste 
al  que  recibe  el  servicio  para  despedir  al  sirviente,  porque 
no  pudiendo  cumplir  con  las  obligaciones  que  contrajo,  ó 
siendo  su  conducta  inmoral,  no  se  le  puede  obligar  á  que  él, 
por  su  parte,  cumpla  el  contrato,  con  perjuicio  de  sus  in- 
tereses y  hasta  de  su  propia  seguridad  personal  ó  de  los 
miembros  de  su  familia;  y  cesa  la  reciprocidad,  fundamento 
y  esencia  de  todo  contrato  bilateral. 

En  cuanto  al  último  de  los  casos  de  excepción  enumera- 
dos, se  funda  en  la  imposibilidad  en  que  se  halla  el  que  re- 
cibe el  servicio,  á  causa  de  su  insolvencia,  para  pagar  el 
salario,  y  por  consiguiente,  cualquiera  otra  especie  de  in- 
demnización, ante  la  cual  son  también  impotentes  los  me- 
dios coercitivos  legales. 

Por  la  reciprocidad  de  obligaciones  q*ue  el  contrato  cuyo 


1  Artículo  2,449,  Cótl.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,450,  Có<l.  Cív.  de  1884. 
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estudio  hacemos,  engendra  entre  los  centrantes,  veda  al  que 
recibe  el  servicio,  como  le  prohibe  al  que  lo  presta,  aban- 
donarlo antes  del  tiempo  convenido,  que  despida  á  éste  sin 
justa  causa,  y  sanciona  su  prohibición  imponiéndole  el  deber 
de  pagarle  su  salario  íntegro,  es  decir,  el  que  corresponde  á 
todo  el  tiempo  convenido  en  el  ajuste  (art.  2,568,  Cód.Civ.)/ 

Tal  yez  parezca  á  primera  vista  que  ,esta  sanción  de  la 
ley,  importa  una  derogación  inmotivada  é  injusta  del  prin- 
cipio general,  que  obliga  á  todo  contratante  que  falta  al 
cumplimiento  del  contrato,  á  pagar  al  otro  interesado  los 
dañds  y  perjuicios  que  sufriere  por  su  culpa;  pero  un  ligero 
examen  bastará  para  convencerse  de  que  no  existe  tal  de- 
rogación, sino  que  antes  sanciona  y  reproduce,  aunque  en' 
distinta  forma,  dicho  principio. 

En  efecto;  el  precepto  que  ordena  que  el  qiie  recibe  el 
servicio  pague  al  sirviente  despedido  sin  justa  causa  el  sa- 
lario íntegro  por  todo  el  tiempo  dd  ajuste,  no  hace  otra  cosa 
que  ordenar  el  pago  de  los  daños  y  perjuicios  que  puede 
sufrir  el  sirviente,  que  sólo  podrían  consistir  en  la  pérdida 
de  los  salarios  que  corresponderían  á  dicho  tiempo. 

Pero  las  obligaciones  enumeradas  antes,  nó  son  las  úni- 
cas que  tienen  el  sirviente  y  aquél  que  recibe  el  servicio, 
pues  la  ley  les  impone  otras,  que  son  recíprocas  las  unas  de  . 
las  otras.  • 

Así,  pues,  el  sirviente  está  obligado,  según  el  artículo  2, 569 
del  Código:' 

i9  A  tratar  con  respeto  al  que  recibe  el  servicio  y  á  obe- 
decerlo en  todo  lo  que  no  fuere  ilícito  ó  contrario  á  las  con- 
diciones del  contrato: 

2?  A  desempeñar  el  servicio  con  lealtad  y  con  toda  dili- 
gencia, compatible  con  sus  fuerzas: 

39  A  cuidar  las  cosas  de  aquel  que*  recibe  el  servicio,  y 

1  Artículo  2,451,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2.452,  Cód.  Cív.  de  1884. 
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evitar,  siempre  que  pueda,  cualquier  daño  á  que  se  hallen 
expuestas: 

4?  A  responder  de  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  culpa 
sufra  el  que  recibe  el  servicio. 

El  que  recibe  el  servicio  es\á  obligado  (art  2,670,  Cód. 
Civ.):' 

I?  A  pagar  al  sirviente  con  rigurosa  exactitud  sus  sala- 
rios, y  á  no  imponerle  trabajos  que  arruinen  su  salud  ó  ex- 
pongan su  vida,  ó  que  no  estén  comprendidos  en  el  ajuste: 

2?  A  advertirle  sus  faltas,  y  si  fuere  menor,  corregirle  gomo 
si  fuera  su  tutor: 

3?  A  indemnizarle  de  las  pérdidas  y  daños  que  pueda  su- 
frir por  su  causa  ó  culpa: 

4?  A  socorrerle  ó  mandarle  curar  por  cuenta  de  su  sala- 
rio, sobreviniéndole  enfermedad  y  no  pudiendo  el  sirviente 
atendierse  por  sí,  ó  no  teniendo  familia  ó  algún  otro  recurso. 

Podemos  resumir  las  obligaciones  que  la  ley  impone  al 
sirviente  y  al  que  recibe  el  servicio,  estableciendo  que  aquéb 
debe  á  éste  respeto  y  obediencia  por  ser  su  superior,  pero 
dentro  de  los  límites  de  la  moral,  de  la  ley  y  del  contrato;  á 
cuidar  de  las  cosas  que  se  le  confían,  para  evitar  su  destruc- 
ción y  menoscabo,  y  á  reparar  los  daños  y  perjuicios  que 
cause  por  su  culpa;  y  las  del  que  recibe  el  servicio,  se  redu- 
cen á  cumplir  las  obligaciones  que  contrajo,  ejerciendo  su 
autoridad  dentro  de  los  límites  del  contrato  y  de  la  equidad, 
á  dar  protección  y  amparo  al  sirviente  menor,  ó  enfermo, 
prestándoles  los  auxilios  que  la  caridad  demanda,  y  á  repa- 
rar los  perjuicios  que  por  su  causa  sufriere  éste,  supuesto 
que  todo  hombre  está  obligado  á  esa  reparación,  aunque 
los  daños  y  perjuicios  se  causen  sin  su  culpa,  según  los  prin- 
cipios generales  del  derecho. 
^  Toda  obligación  engendra  un  derecho  correlativo,  la  ac- 

I  Artículo  2,453,  Cótl.  Cív.  de  1884. 
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ción para  exigir  su  cumplimiento»  sin  cuyo  auxilio  aquella 
sería  ineficaz;  y  por  este  motivo,  tienen  el  siníente,  así  co- 
mo el  que  recibe  el  servicio,  acciones  para  demandarse  mu- 
tuamente el  cumplimiento  de  los  deberes  que  nacen  de  su 
contrato, 

Pero  la  acción  que  á  cada  uno  compete,  es  de  índole  db- 
tinta,  porque  tienen  por  objeto  pnestad^nes  diversas.  El 
sirviente  reporta  una  obligación  de  hacer,  que,  como  todas 
las  de  su  especie,  se  resuelve  en  ta  indemnización  de  daños 
y  pexjjuicios;  de  manera  que  el  que  recibe  el  serv  icio,  no  pue- 
de exigir  la  prestación  de  los  hechos  en  que  consiste  éste. 

La  prestación  á  que  tiene  derecho  el  sirviente,  es  pura 
mente  pecuniaria,  el  pago  de  los  salarios  vencidos,  y  puede 
exigirla,  siempre  que  no  haya  pasado  el  tiempo  que»  como 
limite,  señala  la  ley  para  el  ejercicio  de  su  acción.    ^ 

Pues  bien,  el  Código  Civil  establece  varias  reglas  que 
norman  el  ejercicio  de  esas  acciones,  las  cuales  creemos  re- 
dimdantes  c  inútiles,  en  cuanto  se  refieren  al  sir\'iente. 

í;**.;nVn  í^^  artículos  2,572  y  2, 573  del  Código,  la  acción 
par-  t^  ios  saUrios  vencidos  y  no  pagados>  se  debetn^ 

tabbr  ante  el  íuex  competente  según  la  cuanifa  del  negc» 

d  jHtr  el  Cndigo  de  Procedimicn 
nur  an  ül  liempoy  fonna  declarados 

t^n  redundante*  ¿  inútiles,  puf 

r>to5  dctcjintna  quién  es  el 

'imandas  de  los;  ér 

'  ntilarsc;  y  si 

en  tres  añt>^ 

^  pK'sonalc^ 

mcíadas. 
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En  cuanto  al  que  recibe  el  servicio,  declaran  los  artículos 
2i574y  2,575  ^^1  Código,  que  puede  descontarse  de^l  sueldo 
del  sirviente  los  daños  y  peijuicios  que  éste  le  haya  causado, 
salvo  el  derecho  del  sirviente  en  caso  de  injusticia;  y  que  si 
no  hace  el  díescuento  al  verificarse  el  pago,  no  tendrá  acción 
contra  aquél/ 

Es  decir,  que  el  que  recibe  el  servicio,  goza  del  derecho 
de  pagarse  por  sí  mismo  los  daños  y  perjuicios  que  el  sir- 
viente le  hubiere  causado;  pero  á  condición  de  hacer  el  des- 
cuento en  el  acto  de  verificar  el  pago  de  los  salarios;  pues 
no  haciéndolo,  pierde  ese  derecho,  j)orque  se  presume  que 
lo  renunció;  y  es  sabido  que  la  renuncia  es  uno  de  los  me- 
dios de  extinción  de  las  obligaciones  y  de  las  acciones  que 
de  ellas  se  derivan. 

El  contrato  de  servicio  doméstico  se  disuelve  ó  termina 
por  la  muerte  del  que  recibe  el  servicio  ó  del  sirviente,  y  ni 
éste  ni  sus  herederos  tienen  derecho,  más  que  para  cobrar 
los  salarios  vencidos  hasta  el  día  del  fallecimiento  (art.  2,571, 
Cód.  Civ.y 

La  razón  es,  porque  este  contrato  se  hace  generalmente 
en  consideración  á  las  circunstancias  personales  de  los  con- 
tratantes; y  tal  individuo  consiente  en  prestar  sus  servicios 
á  otro,  en  atención  á  su  bondadoso  carácter  ú  otra  cuali- 
dad, que  no  existen  en* sus  herederos;  tal  otro  admite  como 
sirviente  á  alguno  por  sus  aptitudes  para  el  servicio  do- 
méstico, su  honradez,  etc.,  que  acaso  no  concurren  en  sus 
herederos. 

Además  de  las  reglas  expuestas,  los  sirvientes  están  so- 
metidos á  las  que  establecen  los  reglamentos  de  policía,  para 
garantizar  su  honradez  y  precaver  los  delitos  y  faltas  que 
puedan  cometer  por  el  cargo  de  confianza  que  tienen,  por 
necesidad  en  las  familias  (art.  2,576,  Cód.  Civ.).^ 

1  Artículos  2455  7,2456.  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,454,  Cód.  Civ.  de  1884- 

3  Artículo  2,457,  Cód.  Civ.  ác  1884. 
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No  nos  ocuparemos  del  estudio  de  estas  reglas,  ya  por- 
gue es  impropio  de  estas  lecciones,  ya  porque  son  mera- 
-oiente  locales  y  varían,  por  lo  mismo,  de  uno  á  otro  lugar. 


III 
DEL.  SERVICIO  POR  JORNAL. 

Servicio  por  jornal,  dice  el  artículo  2,577  del  Código  Ci- 
vil, es  el  que  presta  cualquier  individuo  á  otro,  día  por  día, 
mediante  cierta  retribución  diaria  que  se  llama  jornal.' 

Este  contrato  es  una  especie  del  de  servicio  doméstico, 
y  por  lo  mismo,  está  sujeto  á  las  reglas  generales  que  rigen 
á  éste,  en  cuanto  se  refieren  á  su  naturaleza,  duración  y  de- 
más requisitos  esenciales  para  su  existencia  y  validez. 

Por  consiguiente,  debemos  establecer  que  el  servicio  por 
jornal,  es  un  contrato  sinalagmático,  porque  produce  obli- 
gaciones recíprocas  para  ambos  contratantes,  y  que  es  tem- 
poral y  no  gratuito. 

Este  contrato  se  regula  por  la  voluntad  de  los  interesados 
acerca  del  tiempo  y  modo  del  servicio,  de  la  retribución  de 
^1  y  del  pago  de  ésta;  y  la  ley  sólo  señala  reglas  que  tienen 
por  objeto  llenar  las  deficiencias  en  queaquéllos  incurran  por 
imprevisión,  para  precaver  las  discusiones  que  pudieran  sus- 
citarse. 

En  cuanto  al  tiempo  que  debe  durar  el  servicio  por  jor- 
nal, declara  el  artículo  2,581  del  Código  Civil,  que  el  jorna- 
lero ajustado  por  día  ó  por  los  días  necesarios  para  desem- 
peñar un  servicio,  no  puede  abandonar  el  trabajo,  ni  el  que 
recibe  el  servicio  despedirle  antes  de  que  termine  el  día  ó 
días,  no  habiendo  justa  causa." 

I  Artículo  2,458,  Cód.  Cív.  de  1884. 
a  Artículo  2,462,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Pero  á  fin  de  hacer  éñcaz  esta  regla,  establece  la  debida 
sanción  de  ella,  el  artículo  2,582,  declarando  que,  si  el  jor- 
nalero ó  el  que  recibe  el  servicio,  faltan  á  las  obligaciones, 
que  aquélla  les  impone,  el  primero  perderá  el  salario  ven- 
cido, y  el  segundo  quedará  obligado  á  pagarlo  por  entero,, 
como  si  el  trabajo  se  hubiera  terminado.' 

El  precepto  contenido  en  el  artículo  2,582,  señala  en  rea-* 
lidad  un  límite  á  la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios 
que  sufre  uno  de  los  contratantes  por  la  falta  de  cumpli- 
miento del  contrato  de  parte  del  otro,  límite  cuya  justicia 
es  notoria;  porque  no  pudiendo  sufrir  el  jornalero  otros 
daños  y  perjuicios  que  la  pérdida  de  los  jornales  que  le  co- 
rresponderían en  el  tiempo  convenido  en  el  contrato,  queda 
resarcido  de  ellos  mediante  el  pago  íntegro  de  esos  jornales, 
si  es  despedido  sin  una  justa  causa,  extemporáneamente. 

No  están  fácilmente  perceptible  la  justicia  del  límite  se- 
ñalado á  la  indemnización  debida  por  el  jornalero;  pero  el 
más  pequeño  examen  basta  para  convencerse  de  ella. 

En  efecto;  el  jornalero  que  se  separa  extemporáneamente 
del  servicio  para  el  cual  se  contrató,  no  causa  tan  graves 
perjuicios  al  dueño  de  la  obra,  como  cualquiera  otro  con- 
tratante que  falta  al  cumplimiento  del  contrato;  porque  su 
trabajo  puede  ser  fácilmente  sustituido  por  el  de  otra  per- 
sona, y  por  lo  mismo,  no  hay  razón  para  que  su  responsa* 
bilidad  sea  ilimitada  y  regida  por  la  regla  general  que  do- 
mina en  todos  los  contratos. 

La  regla  contenida  en  el  artículo  2,581  del  Código,  re- 
lativa al  servicio  por  jornal  determinado  número  de  días,, 
nos  conduce  á  concluir  que  cuando  el  servicio  no  tiene  se- 
ñalado un  término  fijo,  es  de  duración  ¡limitada,  y  queda  al 
arbitrio  de  los  interesados  rescindirlo,  ó  más  bien  dicho, 
ponerle  término.' 


1  Artículo  2,463,  Cód.  Cir.  de  1884. 

2  Artículo  2,462,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Esta  consecuencia,  que  es  perfectamente  lógica,  está  san- 
cionada de  la  manera  más  expresa  y  terminante  por  el  ar- 
tículo 2,586  del  Código  Civil,  que  declara  que  el  obrero  que 
se  haya  ajustado  sin  señalar  término  durante  el  cual  deba 
trabajar,  ni  obra  determinada  que  deba  concluir,  podrá  des- 
pedirse y  ser  despedido  á  voluntad  suya  ó  del  que  le  empleó, 
sin  que  pueda  pedirse  indemnización.' 

Explicando  la  Exposición  de  motivos  la  razón  del  pre- 
cepto aludido,  dice:  que  muchas  veces  es  recibido  >el  jorna- 
lero á  prueba;  sin  determinar  tiempo  ni  obra,  y  en  tal  caso 
es  justo  que  pueda  despedirse  y  ser  despedido,  sin  que  por 
esto  se  pueda  exigir  indemnización ;  lo  que  debe  entenderse 
sin  perjuicio  del  pago  de  los  jornales  vencidos. 

Esta  advertencia  es  inútil,  según  creemos,  porque  si  el 
jornalero  hace  uso  de  un  derecho  que  le  otorga  la  ley,  no 
causa  agravio  al  otro  contratante,  quien  no  sufre  perjuicio 
alguno,  y  por  lo  mismo,  no  está  facultado  para  retener  el 
importe  de  los  jornales  devengados  por  aquél. 

A  fin  de  evitar  a  los  jornaleros  los  perjuicios  que  se  les 
seguirían  si  tuvieran  que  discutir  sus  derechos  mediante 
largos  litigios,  ordenad  artículo  2,583  del  Código,  que  las 
diferencias  que  hubiere  entre  los  interesados  sobre  la  justi- 
cia de  la  causa  que  motive  la  separación  del  jornalero,  se 
decidan  en  juicio  verbal.'' 

A  primera  vista  se  comprende  la  inutilidad  de  este  pre- 
cepto, ya  porque  se  refiere  á  materia  extraña  á  una  ley  sus- 
tantiva, como  lo  es  el  Código  Civil,  y  que  es  propia  del  de 
Procedimientos,  ya  porque  la  pequenez  de  los  jornales,  cu- 
yo cobro  sólo  es  exigible  en  juicio  verbal,  no  podría  permi- 
tir sin  caer  en  el  absurdo,  que  la  cuestión  incidental  á  ese 
pago,  relativa  á  la  justicia  de  la  causa  que  motivó  la  sepa- 
ración del  jornalero,  debiera  ventilarse  en  un  juicio  escrito. 


1  Artículo  2,467,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,464,  Cód.  Cív.  de  1884. 
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Respecto  del  modo  de  prestar  el  servicio  convenido,  de- 
belara el  artículo  2,578  del  Código,  que  el  jornalero  está 
obligado  á  prestar  el  trabajo  para  que  se  ajustó,  según  las 
órdenes  y  dirección  de  la  persona  que  recibe  el  servicio;  y 
que  si  no  lo  hiciere  podrá  ser  despedido  antes  que  el  día 
termine,  pagándosele  el  tiempo  vencido.' 

La  razón  es,  porque  si  el  jornalero  no  cumple  las  obliga- 
ciones que  contrajo,  sería  injusto  que  el  que  recibe  el  ser- 
vicio tuviera  el  imprescindible  deber  de  cumplir  las  suyas, 
aun  con  detrimento  y  perjuicio  de  sus  intereses;  pero  como 
también  sería  injusto  que  se  aprovechara  de  los  servicios  de 
aquél  sin  la  justa  retribución  de  ellos,  se  le  impuso  la  obli- 
gación de  pagar  el  jornal  correspondiente  al  tiempo  vencido. 

En  cuanto  á  la  manera  de  verificar  el  pago  de  los  jorna- 
les, establece  el  Código  las  reglas  siguientes: 

I?  La  persona  á  quien  se  presta  el  servicio  está  obliga- 
da á  satisfacer  la  retribución  prometida  al  fin  de  la  semana, 
ó  diariamente,  según  los  términos  del  contrato  (art.  2,579, 
Cód.  Civ.).* 

Es  decir:  que  el  que  recibe  el  servicio  está  obligado  á  pa- 
gar la  retribución  en  los  días  que  hubiere  convenido,  ó  lo 
que  es  lo  mismo,  está  estrictamente  obligado  á  cumplir  el 
contrato  en  los  términos  que  hubiere  estipulado. 

2?  A  falta  de  convenio  expreso,  se  debe  conservar  la  cos- 
tumbre del  lugar  (art.  2,580,  Cód.  Civ.).^ 

Esta  regla  se  funda  en  la  voluntad  presunta  de  los  inte- 
resados, quienes  por  el  hecho  de  haber  guardado  silencio 
sobre  punto  tan  importante,  hacen  comprender  que  es  su 
voluntad  someterse  á  los  usos  y  costumbres  del  lugar,  que 
hacen  las  veces  de  ley. 

3?  Si  el  trabajo  ajustado  por  ciertos  días  ó  mientras  dura 


1  Artículo  2,459,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,460,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,461,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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la  obra,  fuere  interrumpido  por  c^so  fortituo  ó  fuerza  ma- 
yor, el  jornalero  tendrá  derecho  á  cobrar  el  importe  corres- 
pondiente á  la  parte  del  servicio  que  hubiere  prestado  (art. 
2,584,  Cód.  Civ.).' 

Esta  regla  no  es  más  que  la  reproducción  del  principio 
general,  sancionado  por  los  artículos  1,575  y  1578  del  Có- 
digo Civil,  respecto  de  todas  las  obligaciones,  según  el  cual, 
el  caso  fortuito  y  la  fuerza  mayor  eximen  á  los  contratantes 
del  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  se  imponen  y  de 
toda  responsabilidad;  pero  como  sería  injusto  que  bajo  el 
amparo  de  ese  principio  se  enriqueciera  el  que  recibe  el 
servicio,  á  expensas  del  jornalero,  y  como  tales  casos  no 
son  una  razón  para  que  no  llene  los  deberes  que  estu- 
vo en  posibilidad  de  cumplir  antes  de  que  se  verificaran 
aquéllos,  se  le  impone  la  obligación  de  pagar  el  importe 
correspondiente  á  la  parte  del  servicio  que  se  le  hubiere 
prestado/ 

•  4?  Si  el  servicio  termina  antes  que  el  día,  y  sólo  se  ha 
trabajado  la  mitad  de  éste,  se  pagará  la  mitad  del  jornal;  y 
si  se  ha  trabajado  algo  más  que  la  mitad  del  día,  se  pagará 
el  jornal  que  corresponda  á  un  día  entero  (art.  2,585,  Cód. 

Civ.).^ 

La  razón  es,  según  la  Exposición  de  motivos,  porque  no 
siendo  fácil  para  un  jornalero  trabajo  sino  cuando  se  ajusta 
desde  el  principio  del  día,  es  de  justicia  que  se  le  pague  en 
los  términos  indicados  cuando  haya  permanecido  en  el  tra- 
bajo hasta  después  del  medio  día. 

Además  de  las  obligaciones  que  hemos  enumerado,  im- 
pone otra  el  artículo  2,587  del  Código,  á  los  obreros  y  jor- 
naleros, constituyéndolos  responsables  de  los  instrumentos 
ó  de  cualquiera  otro  objeto  que  se  les  hubiere  confiado  y  que 


1  Artículo  2,465,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  1,459  y  1,462,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,466,  Cód.  Civ.  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


Lecciones  de  Derecho  Civil.  33 


se  haya  perdido  ó  inutilizado,  á  menos  que  prueben  que  fué 
sin  culpa  suya.* 

Creemos  que  este  precepto  es  perfectamente  inútil  y  qfie 
no  es  materia  propia  del  contrato  de  servicio  por  jornal, 
porque  no  sanciona  una  regla  que  sea  especial  y  caracte- 
rística de  él,  supuesto  que  la  responsabilidad  á  que  se  re- 
fiere no  se  deriva  de  la  naturaleza  del  contrato,  sino  de  otro 
acto  del  dueño  de  la  obra,  que  no  tiene  conexión  alguna 
con  aquél  y  que  da  origen  á  un  nuevo  contrato. 

En  efecto:  la  responsabilidad  á  que  se  refiere  el  precepto 
á  que  aludimos,  nace  de  la  confianza  que  otorga  el  dueño 
de  la  obra  al  sirviente,  en  el  depósito  que  hace  en  la  perso- 
na de  éste,  quien  resulta  obligado  por  ella,  por  las  reglas 
que  rigen  el  contrato  de  depósito,  entre  las  cuales  se  en- 
cuentra la  que  impone  tal  responsabilidad  al  depositario, 
con  las  mismas  salvedades,  como  después  veremos. 


IV 

DEL  CONTRATO  DE  OBRAS  A  DESTAJO 
O  PRECIO  ALZADO. 

La  segunda  especie  de  contrato  de  obras,  según  la  enu- 
meración que  hemos  hecho  antes,  es  el  de  obras  á  destajo 
ó  precio  alzado. 

Los  autores  españoles  definen  este  contrato,  diciendo:  que 
es  el  convenio  celebrado  por  un  arquitecto,  maestro  de 
obras  ú  otro  profesor  de  esta  clase,  por  el  cual  se  obliga  á 
la  construcción  de  una  casa,  castillo  ó  una  cosa  semejante, 
mediante  un  precio  determinado." 


1  Ailícnlo  2,468,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Gutiérrez  Fernández,  tomo  IV,  pág.  467;  Viso,  tomo  III,  pág.  418. 
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Este  contrato  difiere  esencialmente  del  servicio  por  joc- 
nal,  porque  el  objeto  de  éste  son  los  servicios  prometidos 
por  el  jornalero  ú  obrero,  mientras  que  aquél,  esto  es,  el  de 
obras  á  destajo,  tiene  por  objeto  las  que  el  contratista  se 
obliga  á  construir.  ' 

Esta  diferencia  capital  entre  los  contratos  mencionados, 
produce  diferencias  igualmente  notables  respecto  de  sus 
efectos  jurídicos,  los  cuales  vamos  á  indicar  con  la  brevedad 
que  demanda  la  naturaleza  de  estas  lecciones. 

Tales  diferencias  son  las  siguientes: 

I?  El  obrero  ó  jornalero  se  limita  á  prestar  sus  servicios, 

.  en  tanto  que  el  contratista  contrae  la  obligación  de  reportar 

los  riesgos  de  la  obra  hasta  la  recepción  de  ella  por  el  dueño: 

2?  El  plazo  de  la  prescripción  por  el  importe  de  los  jor- 
nales, es  de  tres  años,  según  la  fracción  IV  del  artículo  1,264 
del  Código  Civil.  Por  el  contrario,  el  de  la  prescripción  del 
precio  de  la  obra  á  destajo,  como  no  tiene  señalado  un  plazo 
especial  por  la  ley,  se  extiende  hasta  veinte  años,  como  el 
de  todas  las  obligaciones. 

Se  nos  objetará  en  contra  de  esta  conclusión  con  el  pre- 
cepto citado,  que  declara  que  se  prescriben  en  tres  años  los 
sueldos,  salarios,  jornales  ú  otras  retribuciones  por  la  pres- 
tación de  cualquiera  servicio  personal;  pero  como  después 
veremos,  cuando  el  contratista  se  obliga  á  suministrar  los 
materiales  que  demanda  la  obra,  el  contrato  se  convierte  en 
el  de  compraventa,  y  por  consiguiente,  el  precio  convenido 
queda  sujeto  á  la  regla  general  sobre  la  prescripción  ne- 
gativa, establecida  por  el  artículo  1,220  del  Código  Civil, 
queseñala  el  plazo  de  veinte  años  para  la  consumación  de 
aquella.' 

El  contrato  de  obras  á  destajo,  dice  el  artículo  2,588  del 
Código  Civil,  puede  celebrarse:' 

1  Artículo  1,091,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,469,  Cód.  Cít.  de  1884.  '. 
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-     I?  Encargándose  el  empresario  por  un  precio  determi- 
nado de  la  dirección  de  la  obra  y  poniendo  los  materiales: 

2?  Poniendo  el  empresario  sólo  su  trabajo  ó  industria,  por 
un  honorario  fijo. 

Estas  dos  especies  del  contrato  de  obras  á  destajo,  pro- 
ducen diversos  efectos  jurídicos,  en  cuanto  á  la  responsabi- 
lidad del  contratista,  los  cuales  vamos  á  exponer  en  el  me- 
jor orden  y  con  la  mayor  claridad  posibles. 

Desde  luego  debemos  llamar  la  atención  acerca  de  que 
son  distintas  las  responsabilidades  del  contratista  respecto 
del  riesgo  de  la  obra,  según  que  se  encargue  de  ella  ponien- 
do ó  no  los  materiales,  pues  en  uno  y  en  otro  caso  rigen  dos 
reglas  distintas. 

Respecto  del  primer  caso,  declara  el  artículo  2,599  del 
Código  Civil,  que,  si  el  empresario  se  obliga  á  suministrar 
los  materiales,  todo  el  riesgo  de  la  obra  correrá  por  su  cuen- 
ta, hasta  el  acto  de  la  entrega,  á  no  ser  que  hubiere  morosi- 
dad de  parte  del  dueño  de  la  obra  en  recibirla,  ó  convenio 
expreso  en  contrario.' 

En  cuanto  al  segundo  caso,  declara  expresamente  el  ar- 
tículo 2,600  del  Código,  que,  si  el  empresario  se  obliga  úni- 
camente á  poner  su  trabajo  ó  industria,  todo  el  riesgo  será 
del  dueño,  á  no  ser  que  haya  habido  culpa,  impericia  ó  mora 
de  primero.' 

La  razón  de  la  diferencia  de  estos  efectos  jurídicos,  ha 
sido  indicada  antes;  y  consiste  en  que  el  primero  de  los  ca- 
sos indicados,  esto  es,  cuando  el  contratista  pone  á  la  vez 
su  industria  ó  su  trabajo  y  los  materiales,  el  contrato  se  con- 
vierte en  el  de  compraventa. 

Parecerá  extraña  esta  teoría,  pero  no  es  nueva  y  descansa 
sobre  sólidos  y  robustos  fundamentos. 

En  efecto;  según  los  principios  del  derecha  Romano,  el 


1  Artículo  2,480,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,481.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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contrato  celebrado  bajo  las  condiciones  indicadas,  era  con»» 
sideradp  como  el  de  compraventa;  y  entre  otras  leyes,  la 
65  de  EfHptione  et  vendity  declara  que  si  se  hubiere  conve- 
nido que  se  hiciera  determinado  número  de  tejas  por  cierto 
precio,  hay  compraventa  y  no  locación;  porque  se  entiende 
que  existe  ésta,  cuando  la  materia  permanece  en  su  mismo 
estado,  pero  no  cuando  se  muda  ó  enajena,  pues  entonces 
hay  venta. 

Tal  fué,  sin  duda,  la  razón  por  la  cual  se  consignó  en  el 
artículo  1,787  del  proyecto  del  Código  Civil  Francés,  de 
donde  está  tomado  el  2,588  del  nuestro,  las  siguientes  pa- 
labras, que  marcan  la  razón  de  la  diferencia  en  los  dos  ca- 
sos á  que  nos  referimos:  "En  el  segundo,  es  la  venta  de  una 
cosa  una  vez  hecha."' 

Pero  tales  palabras  se  suprimieron,  porque  en  realidad 
no  contenían  una  disposición  legislativa,  sino  doctrinal. 

La  misma  doctrina,  establece  Ferreira,  comentando  el 
artículo  1,397  del  Código  Portugués,  copiado  literalmente 
por  el  2,599  d^'  nuestro  en  las  siguientes  palabras:  '*Si  el 
contratista  suministra  el  trabajoylos  materiales,  todo  el  ries- 
go es  por  su  cuenta,  porque  el  contrato  se  asemeja  en  este 
caso  á  la  venta,  por  el  hecho  de  haberse  obh'gado  á  entre- 
gar por  el  precio  convenido,  un  todo  que  habría  de  resultar 
del  material  y  del  trabajo  unidos.  El  contratista  es,  pues,  un 
verdadero  propietario  de  la  cosa,  y  entra,  por  lo  mismo,  en 
la  regla  ^'Res  stto  domino  perita 

Podría  decirse  que  no  es  exacta  esta  teoría,  porque,  des- 
de el  momento  en  que  se  conviene  acerca  del  precio  y  de  la 
cosa,  se  perfecciona  el  contrato  de  compraventa,  se  tras- 
mite el  dominio  al  comprador,  y  por  consiguiente,  le  perte- 
necen los  daños  y  menoscabos  de  la  cosa. 

Pero  esta  objeción  queda  fácilmente  destruida  teniendo 

I  Laurent,  tomo  XXVI,  núm.  5;  Guillouard,  lomo  11,  núm,  772;  Fcuct,  tomo  XIV, 
pág.  2337289. 
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en  cuenta  que  en  el  caso  á  que  aludimos,  se  trata  de  una  cosa 
indeterminada,  cuyo  carácter  conserva  hasta  la  entrega  de 
ella  al  dueño,  y  sabido  es  que,  según  los  principios  elemen- 
tales del  derecho,  en  la  venta  de  una  cosa  indeterminada, 
los  riesgos  de  ella  son  á  cargo  del  vendedor.' 

Puede,  sin  embargo,  ser  la  cosa  determinada,  como  cuan- 
do se  especifica  el  material  de  que  debe  ser  hecha,  y  no 
obstante  esa  circunstancia,  el  riesgo  de  ella  es  á  cargo  del 
contratista;  porque  la  venta  es  en  tal  caso  condicional,  pues 
no  basta  que  la  materia  prima  se  haya  determinado  para  que 
la  venta  sea  perfecta,  sino  que  es  preciso  que  la  obra  se  ha- 
ya recibido;  y  es  sabido  que  en  las  obligaciones  condiciona- 
les, el  deudor  soporta  el  peligro  de  la  cosa,  objeto  de  ellas." 

Pero  el  principio  sancionado  por  el  artículo  2,699  ^^^  ^^' 
digo,  sufre  Qíccepción,  como  él  mismo  lo  indica,  cuando  hu- 
biere convenio  expreso  en  contrario,  ó  morosidad  de  parte 
del  dueño  en  recibirla,  pues  en  el  primer  caso,  tomó  sobre 
sí  el  peligro  de  la  obra,  y  está  obligado  á  cumplir  el  contrato 
en  los  términos  que  lo  celebró;  y  en  el  segundo,  no  es  justo 
que  el  contratista  sufra  perjuicios  que  son  la  consecuencia 
de  una  negligencia  reprochable. 

Idénticas  excepciones  establece  el  artículo  2,600  del  Có- 
digo, para  el  caso  en  que  el  empresario  se  obliga  á  poner 
únicamente  su  trabajo  ó  industria,  cuya  circunstancia  cons- 
tituye la  locación  de  obras,  pues  declara  que  el  riesgo  de 
la  obra  deja  de  ser  á  cargo  del  dueño  y  lo  reporta  el  em- 
presario, si  hay  culpa,  impericia  ó  mora  de  parte  de  éste.^ 

Esta  consecuencia  se  deriva  de  la  naturaleza  misma  del 
contrato,  que  impone  al  empresario  la  obligación  de  traba- 
jar y  entregar  la  obra  confeccionada  al  dueño,  de  la  cual  se 


1  Laurent,  tomo  XXVI,  núm.  6. 

2  Laurent,  tomo  XXVI^úm.  6;  Colmet  de  Santerre,  tomo  VII,  núms.  II  y  III; 
Gofllonard,  tomo  II,  núm.  78. 

3  Artículo  2,481,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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deriva  á  su  vez,  el  deber  de  conservarla  como  un  buen  pa- 
dre de  familia;  y  si  no  llena  este  deber  y  perece  la  cosa,  le 
es  imputable  este  hecho  y  debe  responder  por  la  pérdida  de 
ella.  Por  el  contrario,  si  cumple  con  esa  obligación  y  perece 
la  cosa  por  caso  fortuito,  no  es  responsable  de  la  pérdida. 

¿Pero  á  quién  incumbe  la  prueba  de  las  circunstancias 
que  eximen  al  empresario  de  toda  responsabilidad? 

A  éste,  que  es  deudor  de  cosa  cierta,  que  está  obligado 
á  conservarla  con  el  cuidado  de  un  buen  padre  de  familia,  y 
es,  por  lo  mismo,  responsable  de  su  pérdida,  salvo  el  caso 
fortuito  que  sólo  se  presta  en  virtud  de  convenio  expreso 
ó  mora. 

Por  tal  motivo,  declara  el  artículo  2,601  del  Código  Ci- 
vil, que  se  presume  que  la  pérdida  proviene  de  culpa  del 
empresario,  cuando  se  verifica  estando  la  cosa  m\  su  poder, 
y  lo  que  se  destruye  es  su  propia  obra.' 

Así,  pues,  este  precepto  establece  una  presunción  legal, 
pero  de  aquellas  que  se  tienen  como  verdad  mientras  no  se 
pruebe  lo  contrario,  que  impone  al  empresario  la  obligación 
de  probar  su  irresponsabilidad,  por  el  verificativo  de  un  caso 
fortuito  ó  de  fuerza  mayor,  ó  en  general,  de  todas  aquellas 
circunstancias  que,  produciendo  la  pérdida  de  la  cosa,  no  le 
son  de  ninguna  manera  imputables. 

Es  también  de  cuenta  del  empresario  la  pérdida  que  de- 
penda de  la  mala  calidad  de  los  materiales,  si  no  previene 
oportunamente  al  dueño  del  riesgo  á  que  por  esta  causa 
queda  expuesta  la  obra;  pues  siendo  perito,  ha  debido  pre- 
ver el  peligro  inminente  que  ésta  corría  por  el  empleo  de 
los  materiales,  y  su  advertencia  oportuna  habría  hecho  que 
el  dueño  se  abstuviera  de  emprender  ó  continuar  la  obra, 
que  necesariamente  le  debería  producir  perjuicios  trascen- 
dentales (art.  2,602,  Cod.  Civ.).' 

1  Artículo  2,482,  C6d.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,483,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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S¡  no  hizo  tal  advertencia,  faltó  á  un  deber,  cuyo  cumpli- 
miento le  exigía  su  carácter  de  perito  y  su  conciencia  de 
hombre  honrado,  ya  por  negligencia,  ya  por  mala  fe;  y  en 
uno  y  en  otro  caso,  es  justo  que  sufra  las  consecuencias 
y  que  sea  responsable  de  la  pérdida  total  6  parcial  de  la 
obra. 

De  los  principios  que  hemos  establecido,  surge  natural- 
mente la  cuestión  acerca  de  si  en  los  casos  á  que  ellos  se 
refieren,  tiene  ó  no  el  empresario  derecho  para  exigir  el 
precio  estipulado  con  el  dueño  ó  al  menos  alguna  indem- 
nización ;  pero  tal  cuestión  carece  de  dificultad  entre  nos- 
otros, porque  el  artículo  2,603  ^^^  Código,  la  ha  resuelto  ya, 
declarando  que  el  empresario,  en  los  casos  á  que  nos  hemos 
referido^  y  previstos  en  los  tres  artículos  que  le  preceden, 
no  tiene  de^ho  de  exigir  ninguna  indemnización,  á  no  ser 
que  la  pérdida  provenga  de  la  mala  calidad  de  los  materia- 
les y  que  haya  instruido  oportunamente  al  dueño  de  ésa  cir- 
cunstancia.' 

Para  decidir  á  quién  corresponde  el  riesgo  de  la  obra,    • 
suponen  los  autores  los  tres  casos  siguientes,  cuya  distinción 
aceptamos,  porque  nos  conduce  con  la  mayor  fácil idad  á  con- 
secuencias perfectamente  lógicas  y  legales: 

I?  Cuando  la  cosa  perece  por  la  mala  calidad  de  la  ma- 
teria: \ 

2?  Cuando  perece  después  de  haberla  recibido  el  dueño: 

3?  Cuando  perece  antes  de  entregarla  el  empresario  que 
ha  diferido  la  entrega  por  mora  ó  negligencia  del  dueño. 

Respecto  del  primer  caso,  hemos  hecho  ya  las  explica- 
ciones convenientes,  y  por  lo  mismo,  no  hay  necesidad  de 
volvernos  á  ocupar  de  él. 

En  cuanto  al  segundo,  sostienen  todos  los  autores,  con 
razón,  que  concluida  la  obra  y  entregada  al  dueño  de  ella, 

I  Artículo  2,484,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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cesa  la  responsabilidad  del  empresario  ó  contratista,  y  el 
riesgo  pasa  á  ser  de  aquél,  de  manera  que,  si  tal  obra  pe- 
rece, la  pérdida  es  para  él. 

Hemos  dicho  que  esta  teoría  es  justa,  porque  no  sólo  se 
funda  en  la  razón  y  la  equidad,  sino  en  los  principios  del 
derecho,  según  los  cuales,  cuando  el  empresario  se  obliga 
á  suministrar  también  los  materiales,  el  contrato  de  obras  se 
convierte  en  el  de  compraventa,  que  queda  consumado 
por  la  entrega  de  la  cosa,  la  cual  perece,  por  consiguiente, 
para  su  dueño,  para  la  persona  que  mandó  construir  la  obra. 

Estos  mismos  principios  están  sancionados,  como  hemos 
dicho  ya,  por  el  artículo  2,599  ^^^  Código  Civil.' 

Los  mismos  principios  rigen  cuando  la  obra  consta  de  va- 
rias piezas  ó  se  hace  por  medida,  porque  cada  pieza,  cada 
medida  que  recibe  el  dueño,  pasa  á  ser  de  su^opiedad;  y 
las  cosas  perecen  siempre  para  sus  dueños.  • 

Tales  principios  han  sido  sancionados  por  los  artículos 
2,606  y  2,607  4el  Código,  que  declaran  que  el  empresario 
que  se  obliga  á  hacer  una  obra  por  piezas  ó  por  medida, 
puede  exigir  que  el  dueño  la  reciba  en  partes  y  se  la  pague 
en  proporción  de  las  que  reciba,  y  que  la  parte  pagada  se 
presume  aprobada  y  recibida  por  el  dueño.' 

El  segundo  de  esos  preceptos,  como  se  ve,  cría  una  pre- 
sunción á  favor  del  empresario,  que  sufre  dos  excepciones, 
ó  más  bien  dicho,  que  no  existe  en  los  casos  siguientes,  que 
señala  el  mismo  precepto  y  el  contenido  en  el  artículo  2,608 
del  Código:  3 

I?  Cuando  el  dueño  haya  hecho  anticipos  á  buena  cuenta 
del  precio  de  la  obra,  si  no  se  expresa  que  el  pago  se  aplica 
á  la  parte  ya  entre;gada;  porque  tales  anticipos  no  importan 
la  aprobación  de  la  parte  ejecutada  de  la  obra  ni  la  recep- 


1  Artículo  2,480,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2,4877  2,488  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,489,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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ción  de  ella,  y  por  lo  mismo,  supone  la  ley  que  el  dueño  se 
reserva  el  derecho  d^  examinar  dicha  parte. 

2?  Cuando  las  piezas  que  se  manden  construir  no  puedan 
ser  útiles  sino  formando  reunidas  un  todo;  porque  en  tal 
caso,  la  obra  no  se  ha  contratado  por  piezas,  sino  por  el  todo 
que  constituye  su  reunión,  el  cual  no  puede  juzgar  ni  apro- 
bar el  dueño  antes  de  que  ésta  se  verifique,  y  por  lo  mismo, 
no  hay  razón  alguna  que  induzca  á  presumir  que  los  anti- 
cipos hechos  á  cuenta  del  precio  convenido,  importan  la 
aprobación  de  la  parte  construida. 

En  cuanto  al  tercer  caso,  ya  hemos  dicho  que  el  riesgo 
de  la  obra  es  á  cargo  del  dueño,  y  hemos  expuesto  las  ra- 
zones que  fundan  esta  regla,  sancionada  por  el  artículo  2,599 
del  Código. 

Como  una  consecuencia  de  todo  lo  expuesto,  podemos 
establecer  que,  desde  el  momento  de  la  entrega  de  la  obra 
al  dueño,  cesa  la  responsabilidad  del  contratista,  y  el  riesgo 
de  ella  corre  á  cargo  de  aquél.      ' 

Pero  esta  consecuencia,  que  es  lógica  y  legal,  sufre  ex- 
cepción cuando  se  trata  de  un  edificio,  porque  el  artículo 
2,604  del  Código  Civil,  declara  que  el  arquitecto  ó  empre- 
sario de  un  edificio,  haya  puesto  ó  no  los  materiales,  res- 
ponde durante  diez  años,  contados  desde  el  día  de  la  entre- 
ga de  la  obra,  si  se  arruina  por  vicio  de  la  construcción  ó  del 
suelo.' 

Fácil  es  comprender  la  razón  que  funda  y  motiva  esta  ex- 
cepción, porque  un  edificio  puede  tener  todas  las  aparien- 
cias de  solidez,  y  sin  embargo,  adolecer  de  vicios  ocultos  que 
produzcan  su  ruina  poco  tiempo  después  de  la  entrega  de 
él,  y  provenir  esos  vicios  de  la  mala  construcción  ó  del  suelo, 
hechos  imputables  al  arquitecto,  que  por  razón  de  su  pro- 
fesión ha  debido  estar  en  aptitud  de  conocer  la  mala  calidad 


I  Artículo  2,485,  Cód.  Civ.  de  1884- 

b 
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de  los  materiales  y  saber  que  se  comete  una  grave  falta  con- 
tra las  reglas  del  arte,  edificando  sobre  un  mal  terreno. 

La  responsabilidad  del  arquitecto  en  los  casos  indicados, 
tiene  lugar  aun  cuando  haya  sido  recibida  y  aprobada  por 
el  dueño  la  obra,  con  intervención  de  peritos,  pues  como 
dice  Ferreira,  comentando  el  artículo  1,399  ^^^  Código  Por- 
tugués, que  sanciona  el  mismo  principio,  es  imposible  co- 
nocer desde  luego  los  vicios  ocultos  de  mala  construcción 
(\ue  puede  tener  el  edificio. 

Sin  embargo,  la  responsabilidad  del  arquitecto  cesa,  ó  más 
bien  dicho,  no  reporta  esa  responsabilidad  el  arquitecto,  se- 
gún los  artículos  2,604  y  2,605  ^^^  Código,  en  los  casos  si- 
guientes:' 

I?  Cuando  da  aviso  al  propietario  de  los  vicios  del  suelo 
y  de  los  materiales: 

2?  Cuando  el  arquitecto  vende  una  casa  ya  fabricada. 

Esta  segunda  excepción  comprende  también  á  los  demás 
artesanos,  según  el  artículo  2,605,  después  de  entregada  y 
pagada  la  obra,  salvo  pacto  en  contrario. 

En  el  primer  caso  de  excepción,  es  perfectamente  clara 
y  perceptible  la  razón  que  la  motiva;  pues  si  el  dueño  tiene 
pleno  conocimiento,  por  informes  del  arquitecto,  de  los  vi- 
cios de  que  adolecía  el  edificio  por  la  calidad  de  los  mate- 
riales ó  por  las  condiciones  del  suelo,  y  sin  embargo,  insiste 
en  que  se  lleve  á  cabo  la  construcción,  debe  imputarse  á  sí 
mismo  las  consecuencias  de  su  empeño,  perfectament9  pre- 
vistas y  anunciadas  por  el  constructor. 

En  el  segundo  caso  de  excepción,  existe  también  una  ra- 
zón clara  y  justa,  porque  cuando  el  arquitecto  vende  una 
casa  ya  fabricada,  la  ofrece  tal  como  se  encuentra,  para  que 
la  examine  el  comprador  á  su  entera  satisfacción.  Si  la  com- 
pra después  del  examen,  releva  al  comprador  de  toda  res- 


I  Artículos  2,485  y  2,486,  Cód.  Civ.  de  1 884. 
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ponsabilidad,  porque  la  acepta  tal  cual  es  y  con  los  vicios 
que  tiene. 

Se  ha  discutido  largamente  por  los  comentaristas  del  Có- 
digo Francés,  acerca  de  si  la  acción  que  corresponde  al  due- 
ño para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  del  arquitecto  6 
contratista  por  la  destrucción  del  edificio  durante  el  plazo 
que  señala  la  ley,  puede  ejercitarse  ó  no  fuera  de  éste;  ó  lo 
que  es  lo  mismo,  si  una  vez  que  ha  nacido  esa  acción  por  el 
verificativo  de  aquel  acontecimiento,  dura  tanto  como  las 
demás  acciones  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Según  parece,  la  jurisprudencia  de  los  tribunales.se  ha 
pronunciado  por  la  teoría  que,  á  nuestro  juicio,  ha  sancio- 
nado el  artículo  2,604  ^^  nuestro  Código,  según  la  cual,  la 
acción  contra  los  arquitectos  ó  contratistas,  se  extingue  por 
el  sólo  transcurso  de  diez  años,  y  le  exonera  de  toda  res- 
ponsabilidad por  la  destrucción  total  ó  parcial  que  hubiere 
acontecido  dentro  de  dicho  plazo  y  de  la  que  pudiera  acon- 
tecer después. 

Creemos  que  tal  es  la  teoría  sancionada  por  el  precepto 
citado,  porque  sus  palabras  son  terminantes  y  no  permiten 
duda  alguna,  declarando  que  responde  durante  diez  años  el 
arquitecto  ó  empresario  de  un  edificio  de  la  ruina  de  él  por 
vicio  de  la  construcción  ó  del  suelo.  Esto  es,  declara  que 
sólo  durante  ese  plazo  y  no  después,  puede  hacerse  efectiva 
su  responsabilidad. 

Existe  otra  diferencia  entre  las  dos  especies  de  contratos 
de  obras  á  destajo  que  hemos  ehumerado,  que  proviene  de 
la  circunstancia  característica  que  las  distingue,  y  que  con- 
siste en  que  el  empresario  de  obra  hecha  por  ajuste  cerrado 
no  esté  obligado  á  presentar  cuentas  al  propietario;  mien- 
tras que  el  que  lo  es  por  honorario  fijo,  debe  presentarlas  de 
todo  lo  que  se  gaste  (art.  2,592,  Cód.  Civ.).' 

I  Artículo  2,473,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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La  razón  de  esta  diferencia  es  perfectamente  perceptible, 
y  ya  la  hemos  dado  antes:  en  el  primer  caso  el  contratista 
es  realmente  vendedor  de  la  obra  construida  por  él;  y  en  el 
segundo  ha  prestado  solamente  sus  servicios  mediante  un 
precio,  y  las  cantidades  que  recibió  del  propietario  se  le  en- 
tregan para  los  gastos  que  demanda  la  obra,  y  por  consi- 
guiente es  administrador  de  ellas  y  debe  dar  cuenta  de  su 
inversión. 

La  validez  del  contrato  de  obras  á  destajo  no  depende  de 
ninguna  formalidad  cuando  tiene  por  objeto  alguna  cosa 
mueble;  pero  no  es  así  tratándose  de  una  obra  en  cosa  in- 
mueble, pues  el  artículo  2,590  del  Código  exige  que,  cuan- 
do su  valor  exceda  de  eren  pesos,  se  otorgue  el  contrato  por 
escrito,  incluyéndose  en  él  una  descripción  pormenorizada, 
y  en  los  casos  que  los  requieran,  un  plano  ó  diseño  de  la 
obra.' 

Esta  exigencia  de  la  ley  se  funda  no  sólo  en  la  justicia, 
sino  también  en  la  necesidad  imperiosa  de  precaver  las 
cuestiones  á  que  pudiera  dar  lugar  la  falta  de  esos  requi- 
sitos al  terminarse  la  obra,  sobre  si  ésta  es  ó  no  conforme 
al  proyecto  presentado  por  el  contratista  ó  las  órdenes  co- 
municadas por  el  propietario;  y  como  sería  perfectamente 
inútil  que  el  mencionado  precepto  exigiera  el  cumplimien- 
to de  tales  requisitos  si  careciera  de  sanción,  declara  el  ar- 
tículo 2,591  del  Código  que,  si  no  se  acompaña  plano  ó  di- 
seño, toda  discusión  que  se  ofrezca  en  la  ejecución  de  la 
obra,  se  debe  resolver,  á  falta  de  otra  JDrueba,  á  favor  del 
propietario.' 

Así,  pues,  la  ley  crea  una  presunción,  que  admite  prueba 
en  contrario,  según  la  cual,  en  caso  de  discusión  sobre  la 
ejecución  de  la  obr^,  se  tiene  como  verdad  que  el  propieta- 
rio dio  sus  instrucciones  respectivas,  y  que  no  han  sido  obe- 


1  Artículo  2,471,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Exposición  de  motivos  y  artículo  2,472.  Cód.  Civ.  de  1884- 
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decidas  en  todo  6  en  parte  por  el  contratista;  y  tal  presun- 
ción se  funda  en  la  equidad  y  la  justicia,  pues  nada  más 
*  natural  que  suponer  que  la  obra  se  emprende  y  se  ejecuta 
á  gusto  del  propietario  y  no  del  contratista. 

El  perito  ó  empresario  que  forma  el  plano  de  la  obra  y 
la  ejecuta,  no  puede  cobrar  el  valor  del  plano  fuera  del  ho- 
norario de  la  obra;  porque  si  hace  tal  plano  es  con  el  obje- 
to de  obtener  la  contrata  y  para  ejecutarla  después  de  ha- 
berla obtenido,  con  lo  cual  resulta  suficientemente  remune- 
rado por  el  beneficio  que  obtiene  ejecutando  la  obra.  Pero 
si  ha  hecho  el  plano  y  éste  no  se  ejecuta  por  causa  del  due- 
ño, el  empresario  no  puede  cobrar  el  valor  de  aquél,  á  no 
ser  que  se  haya  pactado  que  el  propietario  no  le  pagará  si 
no  le  conviene  aceptarlo  (art.  2,593,  C^^-  Civ.).' 

Tampoco  tienen  derecho  los  peritos  para  cobrar  hono- 
rarios por  el  plano,  salvo  convenio  en  contrario,  cuando  se 
haya  invitado  á  varios  para  hacer  planos,  con  el  objeto  de 
escoger  entre  éstos  el  que  parezca  mejor,  y  aquéllos  hayan 
tenido  conocimiento  de  esta  circunstancia;  pues  en  tal  caso, 
el  propietario  sólo  se  compromete  á  pagar  el  plano  que  pre- 
fiera, y  los  peritos  han  concurrido  con  sus  respectivos  pro- 
yectos bajo  esta  condición,  que  han  aceptado  implícitamen- 
te (art  2,594  Cód.  Civ.).* 

Sin  embargo,  esta  regla  sufre  las  dos  excepciones  si- 
guientes: 


1  Artículo  2,474,  Cód.  Civ.  de  1884. 
Reformado  en  los  términos  siguientes: 

*'£!  perito  que  forma  el  plano  ó  el  presupuesto  de  una  obra  y  la  ejecuta,  no  puede  co- 
brar el  plano  ó  presupuesto  fuera  del  honorario  de  la  obra;  mas  si  ésta  no  se  ha  ejecu- 
tado por  causa  del  dueño,  podrá  cobrarlos,  á  no  ser  que  aPentregársele  se  haya  pactado 
que  el  dueño  no  los  pague  si  no  le  conviniere  aceptarlos." 

La  reforma  se  hizo  en  atención  á  que  es  costumbre  general  que  los  peritos  formen  el 
presupuesto  de  la  obra  al  mismo  tiempo  que  el  plano,  y  por  lo  mismo  pareció  conve- 
niente ampliar  la  disposición  del  precepto  al  presupuesto,  sujetando  su  cobro  á  las  mis- 
mas reglas  del  plano. 

2  Artículo  2,475,  Cód.  Civ.  de  1884- 


Digitized  by 


Google 


46  Lecciones  de  Derecho  Civil. 


I?  Cuando  la  obra  se  ejecuta  por  otro  artista  conforme 
al  plano  aceptado,  pues  en  tal  caso  el  autor  de  él  tiene  de- 
recho para  cobrar  su  valor  (art.  2,595,  Cód.  Civ.)/ 

2?  Cuando  se  ejecutare  la  obra  por  otro  artista  confor- 
me á  un  plano  que  no  hubiere  sido  aceptado,  pues  el  autor 
de  él  tiene  también  derecho  de  cobrar  su  valor  (art.  2,596, 

Cód.  cw.y 

La  razón  de  estas  excepciones  es  tan  justa  como  clara; 
porque  de  hecho  se  ha  aceptado  el  plano,  y  por  lo  mismo, 
se  ha  cumplido  la  condición  bajo  la  cual  hizo  el  propietario 
la  convocatoria,  quien,  por  otra  p^te,  resulta  beneficiado,  y 
no  es  justo  que  obtenga  el  beneficio  gratuitamente,  á  ex- 
pensas y  con  perjuicio  del  perito. 

Los  contratantes  son  libres  para  convenir  el  precio  de  la 
obra  y  la  manera  y  tiempo  del  pago  de  él;  pero  como  pu- 
diera suceder  que  fueran  omisos  sobre  este  punto  tan  im- 
portante, la  ley  ha  venido  en  su  auxilio,  á  fin  de  precaver  y 
evitar  las  cuestiones  que  por  tal  omisión  pudieran  surgir, 
estableciendo  las  tres  reglas  siguientes: 

I?  Cuando  al  encargarse  una  obra  no  se  ha  fijado  el  pre- 
cio, se  debe  tener  por  tal  si  los  contratantes  no  estuvieren 
de  acuerdo  después,  el  que  designen  los  aranceles,  ó  á  falta 
de  ellos  el  que  tasen  peritos  (art.  2,597,  Cód.  Civ.).^ 

La  razón  es,  porque  es  de  presumirse,  por  el  silencio  de 
los  contratantes  sobre  tan  importante  materia,  que  su  vo- 
luntad ha  sido  sujetarse  a  los  aranceles  oficiales  que  tienen 
el  carácter  de  ley. 

1  Artículo  2,476,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,477,  Cód.  Civ.  de  1884. 
Reformado  en  los  términos  siguientes: 

**  £1  autor  de  un  plano  que  no  hubiere  sido  aceptado,  podrá  también  cobrar  su  valor, 
si  la  obra  se  ejecutare  conforme  á  él  por  otro  artista,  aun  cuando  se  hayan  hecho  modi- 
fícaciones  en  los  detalles." 

La  reforma  consiste  en  la  adición  de  la  última  palabra,  la  cual  se  hizo  para  mayor 
claridad. 

3  Artículo  2,478,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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En  caso  de  que  éstos  no  existan,  no  queda  otro  medio 
que  recurrir  á  la  decisión  de  peritos,  que,  con  pleno  cono- 
cimiento de  causa,  pueden  estimar  el  valor  de  la  obra  y  evi- 
tar perjuicios  á  los  contratantes. 

2?  El  precio  de  la  obra  se  debe  pagar  al  entregarse  ésta, 
salvo  convenio  en  contrario;  porque  ese  precióse  debe  por 
razón  de  tal  obra  y  no  existe  motivo  alguno  para  retener 
el  de  la  cosa  vendida  y  entregada,que  es  el  equivalente  de 
ella  (art  2,626,  Cód.  Civ.).' 

3?  Una  vez  pagado  y  recibido  un  precio,  no  ha  lugar  á 
reclamación  sobre  él;  á  menos  que  al  pagar  ó  recibir  las 
partes,  se  hayan  reservado  expresamente  el  derecho  de  re- 
clamar (art.  2,598,  Cód.  Civ.).' 

La  razón  de  esta  regla  no  es  perfectamente  perceptible 
á  primera  vista,  pero  un  ligero  examen  basta  para  compren- 
der que  tiene  por  fundamento  la  presunción  que  nace  del 
silencio  de  los  interesados,  acerca  de  su  conformidad  con  él 
por  estimarlo  justo;  y  en  la  conveniencia  que  hay  de  impe- 
dir la  posición  incierta  de  aquellos,  si  no  obstante  su  con- 
formidad, fuera  lícito  á  alguno  de  ellos  hacer  reclamaciones 
extemporáneas. 

Pero  como  lo  indica  la  misma  regla,  sufre  excepción  cuan- 
do los  interesados  se  reservan  expresamente  el  derecho  de 
reclamar,  porque  en  tal  caso  deja  de  existir  la  presunción 
en  que  aquélla  se  funda. 

El  empresario  que  se  encarga  de  una  obra  tiene  diversas 
obligaciones,  y  entre  ellas,  una  de  las  más  importantes  es 
la  de  concluir  sus  trabajos  en  el  plazo  estipulado,  el  cual  se 
fija  ordinariamente  en  el  contrato. 

Pero  si  los  contratantes,  faltos  de  previsión,  han  sido  omi- 
sos sobre  este  punto,  no  por  esto  se  debe  entender  que  el 
contratista  es  libre  para  concluir  la  obra  cuando  le  plazca; 

I  Artículo  2,507,  Cód.  Civ.  de  1884. 
a  Artículo  2,479,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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pues  la  ley  viene  á  suplir  aquella  reprochable  omisión,  de- 
clarando que,  si  no  se  "ha  fijado  plazo  en  el  que  deba  con- 
cluirse la  obra,  se  entenderá  concedido  el  que  razonable- 
mente fuere  necesario  para  ese  fin,  ajuicio  de  peritos  (art- 
2,609,  Cód.  Civ.)/ 

Esta  prescripción  de  la  ley  no  hace  más  que  reproducir 
el  principio  que  antes  ha  sancionado  al  ocuparse  de  la  eje- 
cución de  las  obligaciones  que  tienen  por  objeto  prestar  al- 
gún hecho,  según  el  cual,  cuando  la  obligación  no  dependie- 
re de  plazo  cierto,  corre  la  responsabilidad  del  deudor  desde 
el  día  en  que  fuere  interpelado  (art.  1,539,  Cód.  Civ.).' 

La  combinación  de  los  principios  á  que  hacemos  referen- 
cia, nos  conduce  á  deducir  la  consecuencia  de  que,  s¡  el 
contratista  ó  empresario  no  concluye  la  obra  en  el  tiempo 
convenido  ó  en  el  que  se  hubiere  señalado  ajuicio  de  ^peri- 
tos, se  hace  responsable,  como  todo  deudor,  de  la  prestación 
de  un  hecho,  de  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  culpa  su- 
fra el  propietario  (art.  2,610,  Cód.  Civ.).^ 

Pero  para  llegar  á  tal  fin,  es  preciso  sujetarse  á  las  reglas 
que  el  Código  establece  respecto  de  la  ejecución  de  los  con- 
tratos, que  consisten  en  la  prestación  de  algún  hecho,  pues 
el  de  obras  no  está  sujeto,  por  su  índole,  á  reglas  especía- 
les; y  esta  es  la  razón  por  la  cual  declara  el  artículo  2,625 
del  Código  Civil,  que  si  la  obra  no  se  hiciere*  en  los  térmi- 
nos convenidos,  ó  si  se  pactó  hacerla  á  entera  satisfacción 
del  dueño,  se  observarán  dichas  reglas.* 

En  consecuencia,  podemos  establecer  las  siguientes  con- 
clusiones: 

lí  Que  para  exigir  la  terminación  de  la  obra  dentro  de 
un  plazo  determinado,  cuando  no  se  señaló  al  celebrarse  el 


1  Artículo  2,490,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  1,423,  Cófl.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,491,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  2,506,  Cód.  Civ.  de  18S4. 
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contrato,  es  preciso  la  designación  de  él  poriperitos,  para 
lo  cual  es  necesaria  la  intervención  de  la  autoridad  judicial: 
2?  Que  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  del  em- 
presario ó  contratista,  es  necesario  constituirlo  en  mora, 
mediante  la  interpelación  judicial  ó  extrajudicial  (art.  1,539 

Cód.  Civ.):' 

3?  Que  el  propietc^rio  puede  exigir  al  empresario  la  eje- 
cución de  la  obra  ó  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
en  lugar  de  ella,  y  tiene  facultad  de  hacerla  ejecutar  por 
otra  persona  y  á  costa  de  aquél  (art.  1,542,  Cód.  Civ.):'' 

4?  Que  si  la  obra  no  se  ha  ejecutado  de  la  manera  conve- 
nida, tiene  el  acreedor  los  mismos  derechos  á  que  se  refiere 
la  conclusión  anterior,  y  el  de  que  se  destruya  la  obra  mal 
hecha  (art.  1,543,  Cód.  Civ.).^ 

Como  hicimos  ya  sobre  el  particular  las  explicaciones  res- 
pectivas en  la  lección  3?  de  este  tratado,  á  ellas  remitimos 
á  nuestros  lectores.* 

El  artículo  2,61 1  del  Código  Civil,  declara  que  el  empre- 
sario que  se  encarga  de  ejecutar  alguna  obra  por  precio  de- 
terminado, no  tiene  derecho  de  exigir  después  ningún  au- 
mento, aunque  lo  haya  tenido  el  precio  de  los  materiales 
ó  el  de  los  jornales;  y  el  artículo  2,612,  ordena  que  se  ob- 
serve la  regla  contenida  en  el  anterior,  cuando  haya  habido 
algún  cambio  ó  aumento  en  el  plano,  á  no  ser  que  sean 
autorizados  por  escrito  por  el  propietario  y  con  expresa 
designación  de  precio.^ 

El  examen  de  estos  preceptos  nos  demuestra  que  con- 
tienen á  la  vez  una  regla  y  una  excepción. 

Según  la  regla,  en  las  obras  por  precio  determinado,  no 


1  Artículo  1,423,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  1,426,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  1,427,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Tomo  III,  pág.  173  y  siguientes. 

5  Artículos  2,492  y  2,493,  C<^*í-  ^iv.  de  1884. 
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puede  el  contratista  pedir  el  aumento  de  éste  á  pretexto 
de  que  lo  hayan  tenido  los  materiales  ó  los  jornales. 

Según  la  excepción,  el  contratista  puede  pretender  el  au- 
mento <lel  precio  st  ha  habido  algún  cambio  en  el  plano, 
pero  á  condición  de  que  concurran  las  dos  circunstancias  si- 
guientes: 

I?  Que  el  cambio  ó  aumento  en  el  plano  hayan  sido  au- 
torizados por  escrito  por  el^dueño : 

2?  Que  se  haya  designado  expresamente  el  precio. 

La  regla  tiene  por  objeto  eyitar  los  abusos  á  que  su  au- 
sencia pudiera  dar  lugar,  pues  sin  ella  bastaría  que  el  con- 
tratista hiciera  ligeras  modificaciones,  pequeños  aumentos 
en  el  plano,  para  que  pudiera  pretender  el  del  precio,  en 
cantidad  desproporcionada,  cuando  aquéllas  realmente  no 
demandaban  ese  aumento. 

Se  funda  también  en  la  equidad  y  en  la  justicia,  que  de- 
mandan que  haya  igualdad  entre  los  contratantes;  pues  así 
como  el  propietario  ^o  tiene  derecho  para  exigir  la  diminu- 
ción del  precio  cuando  disminuye  el  de  los  jornales  ó  el  de 
los  materiales,  de  la  misma  manera  y  por  razón  de  justicia, 
tampoco  debe  tener  el  empresario  derecho  para  exigir  ma- 
yor precio  por  el  aumento  de  ellos. 

Los  autpres  de  los  códigos  modernos  que  sancionan  los 
mismos  principios  que  los  preceptos  á  que  nos  referimos, 
creen  que  importa  el  segundo  de  ellos  una  excepción  al  de- 
recho común,  que  aunque  justa,  es  exorbitante,  y  por  lo  mis- 
mo sólo  debe  aplicarse  restrictivamente  y  dentro  de  los  lími- 
tes precisos  del  precepto  que  la  establece. 

En  consecuencia,  sostienen  que  no  puede  aplicarse  sino 
cuando  el  contrato  se  ha  celebrado  á  destajo  ó  precio  de- 
terminado, mediante  un  plano  que  ha  formado  previamente 
el  contratista  y  que  ha  tenido  á  la  vista  y  ha  aceptado  el  pro* 
pietario. 

Pero  la  regla  y  la  excepción  que  han  motivado  las  ligeras 
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observaciones  que  preceden,  no  son  aplicables  al  empresa- 
rio que  sólo  pone  su  industria  ó  trabajo;  pues  las  variacio- 
nes que  se  hagan  al  plano  y  la  diferencia  de  precios,  son,  en 
tal  caso,  exclusivamente  de  cuenta  del  dueño  (art.  2,613, 
Cód.Civ.)/ 

La  razón  de  la  diferencia  en  este  caso,  es  perfectamente 
perceptible,  porque  el  empresario  que  se  obliga  por  un  pre- 
cio determinado  á  hacer  la  obra,  poniendo  los  materiales,  to- 
ma sobre  sí  todas  las  eventualidades  que  sobre  el  aumento  de 
precio  de  éstos  y  de  los  jornales,  puedan  atontecer,  mientras 
que,  el  que  solamente  se  compromete  á  prestar  su  industria 
y  su  trabajo,  no  contrae  tal  responsabilidad.  Su  obligación 
es  del  todo  independiente  del  aumento  de  la  obra  y  de  la 
diferencia  de  precios  de  los  materiales  de  construcción  y  de 
los  jornales,  y  la  cumple  prestando  el  trabajo  ó  industria  que 
prometió. 

Como  todos  los  contratos  que  tienen  por  objeto  la  pres- 
tación de  un  hecho,  el  de  obras  por  ajuste  cerrado,  debe  co- 
menzar y  concluir  en  los  términos  designados  en  el  contrato, 
y  en  caso  contrario,  en  los  que  sean  suficientes  ajuicio  de 
peritos  (art.  2,614,  Cód.  Civ.).' 

En  otros  terminóos,  la  obra  contratada  se  debe  comenzar 
y  concluir  en  los  plazos  estipulados;  pero  si  los  contratantes 
hubieren  sido  omisos  en  la  designación  de  éstos,  la  ley  viene 
en  su  auxilio  para  evitar  contiendas  y  dificultades,  estable- 
ciendo que  en  tal  caso  la  obra  se  debe  emprender  y  termi- 
nar en  el  tiempo  que  se  estime  suficiente  por  peritos  nom- 
brados al  efecto. 

Esta  determinación  de  la  ley  no  es  una  regla  excepcio- 
nal, sino  que  viene  en  apoyo  de  los  principios  generales  del 
derecho,  según  los  cuales,  cuando  en  una  obligación  no  se 
señala  plazo  alguno  para  su  cumplimiento,  se  entiende  con- 

1  Artfcolo  2,494,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,495,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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cedido  el  tiempo  moralmente  necesario  para  que  el  deiidor 
llene  el  deber  que  contrajo;  pero  como  no  es  posible,  por 
la  omisión  de  los  interesados,  determinar  cuál  debe  ser  ese 
tiempo,  de  aquí  la  necesidad  de  que  los  peritos  decidan  la 
cuestión  con  su  dictamen,  sobre  todo,  si  alguno  de  aquéllos 
ocurre  á  la  autoridad  judicial. 

No  sucede  lo  mismo  respecto  del  empresario  por  sueldo 
ú  honorario,  que  no  está  obligado  á  concluir  la  obra  sino  á 
voluntad  del  dueño,  siempre  que  el  tiempo  que  se  fije  sea 
bastante  (art.  2,6'i5,  Cód.  Civ.).' 

La  razón  es  obvia;  porque  el  que  contrata  la  obra  ponien- 
do los  materiales  y  sa  trabajo,  tiene  la  facultad  de  aumentar 
el  número  de  los  operarios  á  su  arbitrio  y  de  adquirir  opor- 
tunamente los  materiales  necesarios  para  concluirla  den- 
tro del  plazo  estipulado;  pero  el  que  sólo  pone  su  trabajo  ó 
industria,  carece  de  tal  facultad  y  tiene  que  sujetarse  á  los 
recursos  y  á  los  caprichos  del  propietario. 

El  que  se  encarga  de  una  obra,  no  puede  hacerla  ejecu- 
tar por  otro,  á  menos  que  se  haya  pactado  lo  contrario,  ó  que 
el  dueño  lo  consienta;  pero  en  tales  caso^  la  obra  se  debe 
hacer  bajo  su  responsabilidad  (art.  2,616,  Cód.  Civ.).' 

Esta  regla  no  es  más  que  la  reproducción  de  la  general 
que  domina  en  todos  los  contratos  que  tienen  por  objeto  la 
prestación  de  un  hecho  y  de  la  que  rige  á  todas  las  obliga- 
ciones. 

En  efecto:  según  ésta,  todo  contrato  legalmente  celebra- 
do, debe  ser  puntualmente  cumplido;  y  se  violaría  si  fuera 
lícito  al  empresario  encargar  á  otra  persona  la  ejecución  de 
la  obra  contratada,  sin  contar  con  la  voluntad  del  propieta- 
rio. Y  según  la  regla  que  domina  en  todo  contrato  que  tie- 
ne por  objeto  la  prestación  de  un  hecho,  tampoco  tiene  tal 
facultad,  porque  los  contratos  de  esa  especie  se  celebran 


1  Artículo  2,496,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,497,  Cód.  Cív.  de  1884. 
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•  intuitu  personce,  teniendo  en  cuenta  los  conocimientos,  la 
aptitud  y  otras  circunstanciias  enteramente  personales  del 
contratante. 

La  salvedad  que  contiene  la  regla  á  que  aludimos,  nos 
parece  redundante  é  innecesaria,  porque  es  claro  que,  si  el 
propietario  autoriza  expresamente  al  contratista,  ó  le  per- 
mite que  otra  persona  ejecute  la  obra  contratada  por  él,  no 
hay  ni  puede  haber  violación  alguna  dé  la  ley  del  contrato. 

Sin  embargo,  eri  tales  casos  quiere  la  ley  que  no  cese  la 
responsabilidad  del  contratista,  sino  que  la  ejecución  de 
la  obra  se  haga  bajo  ella,  por  cuanto  á  que  el  propietario 
no  contrató  con  el  tercero,  cuyas  aptitudes  no  conocía,  y  es 
de  suponerse,  con  justicia,  que  sólo  consintió  en  la  sustitu- 
ción, mediante  las  seguridades  y  garantías  que  aquél  le  ofre- 
ció, asegurándole  que  la  obra  sería  ejecutada  con  todas  las 
reglas  del  arte. 

Por  razones  semejantes  declara  también  el  artículo  2,624 
del  Código  Civil,  que  el  empresario  es  responsable  del  tra- 
bajo ejecutado  por  las  personas  que  ocupe  en  la  obra;  pues 
si  bien  es  cierto  que  en  las  grandes  obras  no  es  posible  que 
aquél  ejecute  personalmente  todos  los  trabajos  que  demanda 
3u  ejecución,  también  lo  es  que  la  elección  que  hace  de  las 
personas  á  quienes  se  los  encomienda,  le  es  imputable,  por 
no  haberlas  buscado  con  las  aptitudes  necesarias,  de  donde 
nace  la  responsabilidad  que  le  atribuye  la  ley.' 

Esta  impone  al  contratista,  sea  por  precio  cerrado,  sea 
por  honorario,  el  deber  de  sujetarse  en  la  ejecución  de  la 
obra,  á  las  leyes  de  policía,  y  le  constituye  responsable  de 
las  multas  ó  penas  pecuniarias  con  que  ellas  castigan  su  in- 
fracción; porque  por  razón  de  la  ciencia  que  profesan  deben 
tener  conocimiento  de  las  condiciones  que  exigen  por  higie- 
ne y  salubridad  públicas,  y  es,  por  lo  mismo,  justo  que  sufran 


I  Articalo  2,505,  Cód.Civ.  de  1884. 
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las  consecuencias  de  la  violación  de  las  reglas  que  pres- 
criben tales  leyes  (art.  2,628,  Cód.  Civ.)/ 

Nuestro  Código,  como  todas  las  legislaciones  modernas, 
ha  sancionado  el  principio  según  el  cual  los  que  trabajan 
por  cuenta  del  empresario  ó  le  suministran  material  para  la 
obra,  no  tienen  acción  contra  el  dueño  de  ella  sino  hasta 
la  cantidad  que  alcanza  el  empresario  terminada  la  obra 
(art.  2,623,  Cód,  Civ.)." 

En  otros  términos:  el  Código  concede  á  las  personas  que 
trabajan  por  cuenta  del  empresario  ó  le  ministran  material 
para  la  obra,  acción  directa  contra  el  propietario  para  exi- 
gir de  él  el  pago  de  lo  que  se  les  adeuda;  pero  sólo  hasta 
la  cantidad  que  resulte  deberle  aquél  al  terminarse  la  obra. 

Este  principio  modifica  en  favor  de  los  trabajadores  y  de 
los  que  ministran  al  empresario  materiales  para  la  construc- 
ción de  la  obra,  los  principios  generales  del  derecho,  según 
los  cuales,  las  acciones  provenientes  de  un  contrato  que  tie- 
ne por  objeto  exigir  el  cumplimiento  de  él,  sólo  se  pueden 
ejercitar  contra  las  personas  que  contrataron. 

En  efecto:  según  el  principio  que  motiva  estas  observa- 
ciones, las  personas  empleadas  por  el  empresario  y  las  que 
ministran  material  para  la  obra,  han  contratado  con  él,  y 
solamente  contra  él  deberían  de  ejercitar  sus  acciones  para 
obtener  el  pago  de  lo  que  les  debe;  pero  la  ley  les  ha  otor- 
gado el  beneficio  de  ejercitar  esas  acciones  directamente 
contra  el  propietario,  que  no  contrató  con  ellos,  para  que 
les  pague  hasta  donde  alcance  la  cantidad  que  resulte  de- 
berle al  empresario  al  terminarse  la  obra. 

Esta  derogación  de  los  principios  generales  en  favor  de 
las  personas  mencionadas,  ha  dado  motivo  para  que  algu- 
nos comentaristas  del  Código  Francés,  sostengan  que  ella 
constituye  la  concesión  de  un  verdadero  privilegio,  que  jus- 

1  Artículo  2,509,  Cód.  Civ.  de  1S84. 

2  Artículo  2,504,  Cód.  Civ.  de  1884- 
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tifican,  sosteniendo  que  tales  personas,  por  su  trabajo  y  por 
los  materiales  que  suministran,  han  dado  origen  al  crédito 
del  empresario,  pues  sin  ellos  nada  les  debería  el  dueño  de 
la  obra. 

Pero  esta  opinión  ha  sido  combatida  con  éxito  por  la  ma- 
yoría de  los  jurisconsultos,  entre  otras  razones,  porque  la 
ley  no  sanciona  de  ninguna  manera  la  existencia  de  privi- 
legios especiales  sobre  los  créditos,  y  no  se  puede,  por  in- 
ducciones fundadas  en  razones  más  ó  menos  poderosas  de 
justicia  ó  de  equidad,  crear  un  derecho  tan  exorbitante,  si 
no  lo  crea  ó  sanciona  algún  texto  expreso  de  la  ley. 

Fundado  en  la  opinión  de  la  mayoría  de  los  comentaris- 
tas del  Código  Francés,  y  en  la  consideración  de  que  los 
privilegios  son  de  derecho  estricto,  porque  son  excepciones  ^ 

de  las  reglas  generales,  y  por  lo  mismo,  no  pueden  existir 
sin  una  declaración  expresa  de  la  ley,  nos  atrevemos  á  sos- 
tener que  la  creación  del  derecho  á  que  aludimos,  no  importa 
la  de  un  privilegio. 

Como  el  principió  á  que  nos  referimos  es  una  derogación 
del  derecho  común,  se  debe  aplicar  restrictivamente,  y  por 
tanto,  no  pueden  usar  de  la  acción  que  él  confiere  sino  las 
personas  designadas  de  una  manera  expresa  por  el  precepto 
legal  que  lo  sanciona;  esto  es,  por  los  trabajadores  emplea- 
dos por  el  contratista  en  la  ejecución'  de  la  obra,  y  por  los 
individuosque  le  hubieren  suministrado  materiales  para  ella, 
á  quienes  se  ha  querido  favorecer  porconsideraciones  de  jus- 
ticia y  de  equidad.' 

Todos  los  autores  derivan  de  la  naturaleza  especial  del 
derecho  que  la  ley  otorga  á  las  personas  mencionadas,  que 
les  permite  ejercitar  sus  acciones  contra  el  propietario  en 
nombre  propio,  las  siguientes  consecuencias: 

I?  La  cantidad  que  el  propietario  adeuda  al  contratista  en 

I  Laarent,  tomo  XXVI,  núm.  77;  Guillouanl,  tomo  II,  núm.  900;  Mourlon,  tomo 
III,  nóm.  820,  y  otros. 
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,  el  momento  en  que  ejercitan  tales  personas  sus  acciones, 
se  les  debe  entregar,  con  exclusión  de  otros  acreedores  de 
aquél.' 

2Í  La  quiebra  del  contratista,  después  de  ejercitada  la 
acción,  no  ejerce  ninguna  influencia  sobre  ella,  ó  lo  que  es 
lo  mismo,  no  la  extingue."" 

Como  la  acción  á  que  nos  referimos,  procede  solamente 
hasta  la  cantidad  que  alcanza  el  empresario,  terminada  la 
obra,  se  infiere  que  si  aquél  nada  adeuda  á  éste,  los  obreros 
carecen  de  acción;  porque  éstos  no  han  contratado  con  el 
propietario,  no  son  sus  acreedores,  sino  que  ejercitan  la  ac- 
ción que  el  contratista  tiene  contra  él,  lo  que  supone  nece- 
sariamente la  existencia  de  la  deuda,  por  no  haberse  extin- 
guido por  alguno  de  los  modos  establecidos  por  la  ley. 

De  esta  consecuencia  infieren  los  autores,  que  todo  acto 
en  virtud  del  cual  deja  el  propietario  de  ser  deudor  del  con- 
tratista, le  liberta  de  toda  obligación  respecto  de  los  obre- 
ros que  trabajaron  en  la  obra  y  de  los  que  le  ministraron 
materiales  para  ella;  ó  lo  que  e$lo  mismo,  que  tales  actos 
son  otras  tantas  excepciones  perentorias  que  destruyen  la 
acción. 

Por  consiguiente,  podrá  oponer  el  propietario  como  ex- 
cepciones, el  pago  anticipado  que  hubiere  hecho  al  contra- 
tista y  la  cesión  del  crédito  contra  él  á  tercera  persona,  an- 
teriores al  ejercicio  de  la  acción.^ 

Esta  última  consecuencia  ha  sido  sancionada  por  la  au- 
toridad de  todos  los  jurisconsultos  y  la  jurisprudencia  de  los 
tribunales.  Sin  embargo,  la  encontramos  muy  peligrosa, 
porque  se  presta  á  que  el  contratista  burle  los  derechos  de 
los  obreros,  para  lo  cual  basta  que  se  coluda  con  el  propíe- 

1  Mourlon,  tomo  111,  núm.  829;  Laurent,  tomo  XXVI,  núm.  80. 

2  Aubry  y  Rau,  tomo  IV,  J  376;  Mourlon,  tomo  III,  núm.  289,  bis;  Gaillouard, 
tomo  II,  núm.  899.  ' 

3  Laurent,  tomo  XXVI,  núm.  78;  Mourlon,  tomo  III,  núm.  829  ter;  Aubry  y  Rau, 
tomo  IV,  J  374;  Duran  ton,  tomo  XXVII.  núm.  262. 
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tario  ó  con  cualquiera  otra  persona  para  hacer  aparecer  su 
crédito  extinguido,  ya  por  anticipos  hechos  por  el  dueño  de 
la  obra,  ya  por  cesión  de  sus  derechos  y  acciones. 

Por  ,más  peligrosa  que  parezca  esta  consecuencia,  hay 
que  convenir  en  que  es  perfectamente  lógica  y  se  halla  den- 
tro de  la  ley;  y  solamente  tenemos  que  lamentar  que  nuestro 
Código  no  haya  seguido  en  esta  materia  al  Portugués,  que, 
á  efecto  de  conjurar  los  peligros  indicados,  declara  en  el  ar- 
tículo 1,405,  que  si  el  dueño  de  la  obra  anticipare  en  favor 
del  contratista  las  épocas  del  pago,  estipuladas  en  el  con- 
venio, tanto  los  que  suministraron  materiales  como  los  ope- 
rarios, tendrán  acción  contra  él  por  lo  que  se  les  deba,  hasta 
el  importe  del  pago  que  anticipó. 

El  contrato  de  obras  se  termina  por  las  causas  generales 
que  ponen  fin  á  todos  los  contratos,  y  además,  por  las  si- 
guientes, que  le  son  especiales: 

i?  Por  la  voluntad  del  dueño  de  la  obra: 

2?  Por  muerte  del  contratista: 

3?  Por  imposibilidad  del  propietario  para  concluir  la  obra 
por  causas  independientes  de  su  voluntad. 

Vamos  á  hacer  brevemente  el  estudio  de  cada  una  de  es- 
tas causas. 

El  artículo  2,617  del  Código  Civil,  declara  que  el  dueño 
de  una  obra  ajustada  por  un  precio  fijo,  puede  desistir  de 
la  empresa  comenzada  con  tal  que  indemnice  al  empresario 
de  todos  sus  gastos  y  trabajo,  y  de  la  utilidad  que  pudiera 
haber  sacado  de  la  obra;  y  el  artículo  2,618  ordena  que  al 
que  se  ajustó  por  honorarios,  sólo  se  le  abonen,  además  de 
los  vencidos,  los  que  le  correspondan  á  un  mes.  contado  des- 
de la  suspensión  de  la  obra.* 

El  contrato  de  obras  es  bilateral,  y  por  lo  mismo,  no  de- 
bería rescindirse  sino  por  la  mutua  voluntad  de  los  con 


1  Artfeofos  2498  y  2.499,  Cód.  Cty.  de  1884. 
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tratantes,  según  los  principios  generales  del  derecho;  pero 
éstos  han  sido  derogados  respecto  de  ese  contrato,  por  con- 
sideraciones de  equidad,  que  de  ninguna  manera  se  hallan 
en  pugna  con  la  justicia,  porque  ningún  perjuicio  causa  á  los 
derechos  del  empresario. 

En  efecto;  la  rescisión  del  contrato  autorizada,  por  los  pre- 
ceptos citados,  que  tiene  un  carácter  excepcional,  se  funda 
en  la  consideración  de  que  sería  injusto  é  inhumano  obligar 
al  propietario,  cuya  posición  pecuniaria  puede  haber  cam- 
biado, á  que  erogue  un  gasto  que  no  le  permiten  sus  ac- 
tuales circunstancias,  sobre  todo,  cuando  el  contratista  no 
sufre  perjuicio  alguno,  supuesto  que,  si  la  ley  autoriza  la  res- 
cisión, es  bajo  la  ineludible  condición  de  que  el  propietario 
le  pague  todos  sus  gastos  y  su  trabajo,  y  el  importe  de  la  uti- 
lidad que  pudiera  haber  sacado  de  la  obra. 

En  otros  términos:  si  la  rescisión  se  permite  sin  contar 
con  la  voluntad  del  empresario,  es  porque  éste  nada  pierde, 
pues  el  propietario  tiene  la  obligación  de  darle  todo  aquello 
que  podría  lucrar  después  de  concluida  la  obra,  como  dice 
Ferreira,  comentando  el  artículo  1,402  del  Código  Portu- 
gués, de  donde  está  tomado  literalmente  el  2,61 7  del  nuestro. 

Estas  consideraciones  fundan  la  justicia  de  la  rescisión  en 
el  caso  á  que  se  refiere  el  articuló  2,618,  esto  es,  cuando  el 
contratista  se  ajustó  por  honorarios,  pues  además  de  que 
recibe  los  que  hubiera  devengado,  tiene  derecho  á  los  co- 
rrespondientes á  un  mes  más,  tiempo  dentro  del  cual  puede 
proporcionarse  nuevo  trabajo. 

Como  el  empresario  no  se  halla  en  idénticas  condiciones 
que  el  propietario,  sino  que  hay  una  gran  diferencia  entre 
la  situación  de  uno  y  otro,  se  infiere  que  el  derecho  de  res- 
cindir el  contrato  de  obras,  es  exclusivo  del  primero  y  que 
el  segundo  no  goza  de  él. 

Esta  consecuencia  es  perfectamente  justa  y  lógica,  por- 
que el  contrato  de  obras  jamás  puede  ser  causa  para  él  de 
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empobrecimiento,  sino  que  debe  producirle  cierta  utilidad, 
sin  que  esté  expuesto,  como  el  propietario,  á  que  la  ejecu- 
ción de  la  obra  se  convierta  en  el  origen  de  gastos  que  ya 
no  se  hallen  en  relación  con  su  fortuna/ 

Rescindido  el  contrato  por  la  voluntad  del  propietario,  y 
pagadas  al  contratista  las  cantidades  á  que  tiene  derecho, 
según  hemos  explicado,  se  halla  en  la  más  completa  liber- 
tad para  continuar  la|obra  empleando  á  otras  personas,  aun 
cuando  se  siga  conforme  al  mismo  plano  ó  diseño,  porque 
rescindido  el  contrato  se  han  roto  los  vínculos  que  unían  al 
propietario  y  al  contratista,  que  impedían  que  aquél  ocupa- 
ra á  otra  persona  (art.  2,619,  Cód.  Civ.).' 

No  se  opone  á  esta  consecuencia  la  circunstancia  de  que 
la  obra  se  continúe  según  el  mismo  plano  ó  diseño,  porque 
si  éste  ha  sido  formado  por  el  contratista,  no  tiene  derecho 
á  cobrar  su  valor  fuera  del  honorario  de  la  obra,  segpin  el 
el  artículo  2,593  ^^^  Código  Civil,  y  tal  honorario  le  ha  sido 
pagado  al  rescindirse  el  contrato.^ 

En  cuanto  al  segundo  modo  de  extinción  del  contrato  de 
obras,  todas  las  legislaciones  modernas  han  sancionado  el 
principio  según  el  cual,  ese  contrato  se  termina  por  la  muer- 
te del  empresario,  porque  se  supone  que  el  dueño  ha  tenido 
en  consideración,  para  contratar  las  aptitudes  profesionales, 
la  honradez  y  demás  circunstancias  personales  de  éste,  que 
tal  vez  no  concurren  en  sus  herederos. 

Pero  nuestro  Código,  siguiendo  literalmente  al  Portu- 
gués, se  separó  del  sistema  adoptado  por  las  demás  legis- 
laciones, y  declaró  en  el  artículo  2,620,  que  si  el  empresario 
muere  antes  de  terminar  la  obra,  podrá  rescindirse  el  con- 
trato; pero  el  dueño  debe  indemnizar  á  los  herederos  de 
aquél,  del  trabajo  y  gastos  hechos.'» 

1  Gnillouard,  tomo  TI,  núm.  806. 

2  Artículo  2,500.  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,474,  Cód.  Civ.  de  1884.  Véase  la  nota  I*,  pág.  45. 

4  Artículo  2,501,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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El  principio  adoptado  por  nuestro  Código,  nos  parece 
preferible  y  perfectamente  justificado,  porque  se  funda  en 
los  principios  del  derecho  Romano,  según  los  cuales,  el  con- 
trato de  obras  se  terminaba  por  la  muerte  del  contratista, 
siempre  que  se  hubiera  celebrado  teniendo  en  cuenta  prin- 
cipalmente, las  circunstancias  personales  de  él. 

Así,  pues,  la  muerte  del  empresario  termina  el  contrato 
de  obras,  siempre  que  se  haya  celebrado  en  consideración 
al  celo,  la  inteligencia  y  otras  cualidades  personales  del  em- 
presario. En  otros  términos:  la  rescisión  es  potestativa  y 
no  se  produce  de  pleno  derecho. 

Pero  en  tal  caso,  tiene  el  dueño  de  la  obra  la  obligación 
de  indemnizar  á  los  herederos  del  empresario,  de  los  traba- 
jos y  de  los  gastos  hechos;  pues  de  otra  manera  se  enrique- 
cería, contra  la  moral  y  la  justicia,  á  expensas  de  ellos. 

La  muerte  del  dueño  de  la  obra  no  produce  la  rescisión 
del  contrato,  porque  éste  no  se  celebró  en  atención  á  las 
cualidades  personales  de  aquél,  y  es  indiferente  para  el  con- 
tratista trabajar  para  él  ó  para  sus  herederos,  quienes  son, 
por  lo  mismo,  responsables  del  cumplimiento  del  contrato, 
en  virtud  del  principio,  según  el  cual,  las  obligaciones  que 
no  son  meramente  personales,  se  trasmiten  á  los  herederos 
y  contra  los  herederos  (art.  2,622,  Cód.  Civ.).' 

El  tercer  modo  de  terminarse  el  contrato  de  obras,  es  la 
imposibilidad  del  empresario  para  concluir  la  obra,  por  al- 
guna causa  independiente  de  su  voluntad,  pues  nadie  está 
obligado  á  lo  imposible.  Pero  en  este  caso,  como  en  el  an- 
terior, el  propietario  tiene  la  obligación  de  indemnizar  á 
aquél  ó  á  sus  herederos,  del  trabajo  y  de  los  gastos  hechos; 
porque  no  es  justo  que  se  enriquezca  á  expensas  de  ellos 
(art.  2,621,  Cód.  Civ.).' 

Finalmente:  el  constructor  de  cualquiera  cosa  mueble, 

1  Artículo  2,503,  Cód.  Ctv.  de  1884. 

2  Artículo  2,502,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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tiene  el  derecho  de  retenerla  mientras  no  se  le  pague  el  pre- 
cio, y  goza  del  derecho  de  preferencia  sobre  el  valor  de  ella 
por  el  pago  de  él,  si  lo  reclama  dentro  de  los  tres  meses  si- 
guientes ala  entrega  (arts.  2,627  Y  2,080,  Cód.  Civ.)/ 

En  términos  más  precisos:  el  Código  Civil  otorga  al  cons- 
tructor de  cosas  muebles  dos  derechos  de  grande  valor  é  im- 
portancia  para  ponerlo  al  abrigo  de  toda  sorpresa  y  evitarle 
la  pérdida  de  su  trabajo,  los  cuales  consisten  en  el  derecho 
de  retención  y  en  el  privilegio  en  el  pago  sobre  el  precio  de 
tales  cosas,  en  concurrencia  con  otros  acreedores. 

Como  ya  hemos  hecho  el  estudio  relativo  al  privilegio  en 
la  lección  9?  de  este  tratado,  remitimos  á  nuestros  lectores 
á  ella;  y  sólo  nos  permitimos  hacer  notar  que  aun  cuando 
el  derecho  de  retención  tiene  grande  semejanza  con  él,  por- 
que tiene  por  objeto  garantizar  al  constructor  y  estrechar 
al  deudor  á  satisfacer  la  obligación  que  contrajo,  pues  de 
otra  manera,  no  puede  obtener  la  entrega  de  la  cosa;  sin 
embargo,  difiere  del  privilegio,  porque  no  otorga  al  acree- 
dor el  derecho  de  hacer  que  se  venda  tal  cosa  y  de  que  se 
le  pague  con  el  precio  obtenido,  preferentemente  á  los  de- 
más acreedores.' 

Por  lo  demás,  el  derecho  de  retención  otorgado  en  el  pre- 
sente caso  al  constructor,  no  es  una  concesión  arbitraria  y 
caprichosa,  sino  la  consecuencia  que  se  deduce  de  la  natu- 
raleza de  los  contratos  bilaterales,  á  cuya  especie  pertenece 
el  de  obras,  según  la  cual,  ninguno  de  los  contratantes  está 
obligado  á  dar  ó  á  hacer  aquello  á  que  se  obligó,  si  el  otro 
interesado  no  cumple,  por  su  parte,  la  obligación  que  se 
impuso. 

Entre  otros  contratos,  nos  puede  servir  de  ejemplo  el  de 
compra- venta,  en  el  cual  no  está  obligado  el  vendedor  á  en- 


1  Artículos  2,508  y  1,947,  Cód.  Civ.  de  1884.  Véase  lanou  1*,  pág.  151,  tomo  IV. 

2  Tomo  IV,  pág.  151. 
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tregar  la  cosa  vendida,  si  el  comprador  no  ha  pagado  el  pre- 
cio ó  no  ha  obtenido  un  plazo  para  el  pago  (art  2,987,  Cód. 
Civ.y 


DE  LOS  PORTEADORES  Y  ALQUILADORES. 

La  cuarta  especie  del  contrato  de  obras  de  que  se  ocupa 
el  Código  Civil,  es  el  de  transporte,  ó  de  los  porteadores 
-6  alquiladores,  cuya  definición  se  puede  deducir  de  los  tér- 
minos con  que  está  concebido  el  artículo  2,629,  diciendo 
que  es  aquel  por  el  cual  se  obliga  alguno  á  transportar  bajo 
su  inmediata  dirección  ó  la  de  sus  dependientes,  por  tierra 
<3  por  agua,  á  una  persona,  ó  algunos  animales,  mercade- 
rías ó  cualesquiera  otros  objetos/ 

Como  el  contrato  de  transporte  es  uno  de  los  más  impor- 
tantes para  la  vida  del  comercio,  ha  surgido  la  necesidad 
de  considerarlo  como  una  negociación  mercantil,  cuando 
los  porteadores  forman  un  establecimiento  regular  y  perma- 
nente de  transportes,  y  de  sujetarlo  á  las  reglas  del  Código 
de  Comercio;  pero  cuando  no  se  hace  de  él  una  industria 
ó  especulación,  sino  que  accidentalmente  se  celebra,  enton- 
ces se  rige  por  las  reglas  generales  de  los  contratos  y  por 


1  Artículo  2,856,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,510,  Cód.  Civ.  de  1884. 
Reformado  en  ios  términos  siguientes: 

**  El  contrato  por  el  cual  alguno  se  obliga  á  transportar  bajo  su  inmediata  dirección  ó 
la  de  sus  dependientes,  por  tierra  ó  por  agua,  á  una  persona  ó  á  algunos  animales,  mer- 
caderías ó  cualesquiera  otros  objetos,  se  regirá  por  las  disposiciones  del  Código  Mercan- 
til, y  en  su  defecto,  por  las  de  éste,  si  los  porteadores  hubieren  formado  un  estableci- 
miento regular  y  permanente." 

La  reforma  ha  venido  á  hacer  más  claro  el  texto  de  la  ley,  de  manera  que  sin  que 
haya  lugar  á  dudas,  se  comprenda  que  el  contrato  de  transporte  es  mercantil,  y  p)or  con- 
siguiente, está  regido  por  los  preceptos  del  Código  de  Comercio,  cuando  los  porteado- 
res hacen  de  él  su  ocupación  ordinaria  y  forman  un  establecimiento  regular  y  permanente. 
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las  especiales  que  establece  el  Código  Civil  (art.  2,629,  Cód. 

Civ.)-" 

En  consecuencia,  debemos  establecer  que  el  contrato  de 
transporte,  es,  por  regla  general,  mercantil,  y  está  regido 
por  los  preceptos  sancionados  por  el  Código  de  Comercio, 
y  por  excepción,  cuando  el  porteador  no  se  dedica  habitual; 
mente  á  transportar  mercancías,  personas,  animales  ú  otros 
^yetos,  es  civil  sujeto  á  las  reglas  comunes  de  los  contratos 
yá  otras  especiales  que  establece  el  Código  Civil. 

•Eli  contrato  de  transporte  es  bilateral  y  no  exige  para  su 

vali^^2  formalidad  sjguna,  de  manera  que  desde  el  momento 

^'^.^^e  otorgan  su  consentimiento  los  contratantes,  contraen 

^    ^^^ciones  recíprocas,  pues  el  que  expide  la  mercancía 

\\^\>jeto  que  debe  transportarse,  queda  obligado  á  pagar  el 

precio  del  transporte,  y  el  porteador  tiene  el  ineludible  de- 

'  ber  de  hacer  éste  en  el  plazo  convejiido. 

Sin  embargo,  los  autores  sostienen,  con  razón,  que  aunque 
el  contrato  de  transporte  es  consensual,  en  el  sentido  de  que 
no  está  sometido  por  la  ley  á  una  forma  especial  para  su 
validez,  es  real,  porque  las  obligaciones  especiales  que  de  él 
nacen,  no  comienzan  sino  cuando  se  le  entregan  al  portea- 
dor las  cosas  que  debe  transportar. 

Es  cierto  que  la  promesa  de  hacer  el  transporte  conve- 
nido es  válida  y  produce  obligaciones  recíprocas  para  los 
contratantes,  y  que  la  falta  de  cumplimiento  de  ellas  da  de- 
recho á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios;  pero  tam- 
bién lo  es  que,  por  la  naturaleza  misma  de  las  cosas,  no 
puede  existir  el  contrato  si  no  se  entrega  el  objeto  que  debe 
transportarse,  como  no  puede  existir  el  depósito  sin  cosa 
depositada.' 


1  Artículos  2,Sloy  2,511,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Guillouard,  tomo  11,  DÚm.  740;  Aubry  y  Rau,  tomo  IV,  J  373;  Lyon  Caen  y  Re- 
*^t,  Préds  du  Droit  Comercial,  lomo  I,  núm.  865. 
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De  lo  expuesto  se  infiere,  que  aun  cuando  el  contrato  de 
transporte  se  perfecciona  sólo  por  el  consentimiento  de  los 
contratantes,  no  se  consuma,  ó  más  bien  dicho,  no  se  puede 
llevar  á  su  debida  ejecución,  sino  mediante  la  entreg^a  al 
porteador  de  los  objetos  que  se  obligó  á  transportar. 

La  naturaleza  especial  de  este  contrato  le  da  caracteres 
que  le  son  peculiares,  y  son  los  "siguientes: 

I?  Exige  generalmente  el  concurso  de  tres  personas,  el 
dueño  de  los  objetos  que  se  deben  transportar,  que  se  de- 
signa con  el  nombre  de  cargador^  el  individuo  que  se  obliga 
á  hacer  el  transporte,  que  se  Ví2xí\2. portes^dor,  y  la  persona  á 
quien  van  consignados  tales  objetos. 

2?  EV  contrato  de  transporte  supone  necesariamente  la 
relación  entre  dos  lugares  distintos,  separados  por  una  dis- 
tancia cualquiera,  á  los  cuales  tiene  por  objeto  poner  en  co- 
municación, pues  de  otra  manera  carecería  de  objeto.  Al 
primero  de  dichos  lugares  se  le  llama  de  expedición,  y  al 
segundo  de  destino. 

3?  El  contrato  de  transporte  exige  necesariamente,  aun 
cuando  no  lo  estipulen  de  una  manera  expresa  los  contra- 
tantes, un  plazo  más  ó  menos  largo  para  su  ejecución,  se- 
gún la  distancia  que  medie  entre  el  lugar  de  la  expedición 
y  el  del  destino. 

Hechas  estas  explicaciones,  veamos  cuáles  son  los  efec- 
tos que  produce  el  contrato  de  transporte  respecto  de  los 
porteadores,  advirtiendo  antes,  que  los  autores  del  Código 
reglamentaron  alguno  de  esos  efectos,  considerando  á  aque- 
llos individuos  como  si  tuvieran  una  empresa  pública  esta- 
blecida y  se  dedicaran  ordinariamente  á  transportar  mercan- 
cías, personas,  etc. 

Los  preceptos  del  Código,  dictados  bajo  tal  considera- 
ción, se  hallan  en  pugna  con  el  artículo  2,629  del  mismo 
ordenamiento,  que  declara:  que  el  contrato  de  transporte  se 
rige  por  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio,  si  los 
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porteadores  hubieren  formado  un  establecimiento  regular  y 
permanente. 

Además,  importan  una  contradicción  á  las  reglas  espe- 
ciales del  Código  de  Comercio,  que  en  el  artículo  576  de- 
clara: que  el  contrato  de  transporte  por  vías  terrestres  ó  flu- 
viales de  todo  género,  cuando  tenga  por  objeto  mercaderías 
6  cualquiera  efectos  del  comercio,  se  reputa  mercantil. 

Para  evitar  los  defectos  indicados,  hay  necesidad  de  in- 
terpretar las  reglas  establecidas  por  el  Código  Civil  de  una 
macera  restrictiva,  y  concluir  que  ellas  no  pueden  tener  apli- 
cación cuando  se  trate  del  transporte  de  mercancías  y  efec- 
tos del  comercio,  aunque  el  porteador  no  se  dedique  habi- 
tualmente  á  hacer  transportes  para  el  público,  y  se  entienden 
derogadas  por  el  Código  de  Comercio  todas  aquellas  re- 
glas que  se  refieren  á  los  establecimientos  ó  empresas  de 
transporte,  que  están  regidos  por  los  preceptos  especiales 
de  ese  ordenamiento. 

Casi  todos  los  Códigos  modernos  establecen  el  principio, 
según  el  cual,  se  equipara  el  contrato  de  transporte  al  depó- 
sito, é  imponen  por  lo  mismo  ar porteador  los  mismos  de- 
rechos y  obligaciones  que  al  depositario. 

Nuestro  Código  no  hace  una  declaración  semejante,  si- 
no que  establece  las  reglas  siguientes,  cuya  justicia  se  com- 
prende  por  su  sola  enunciación,  y  que  tienen  por  objeto 
determinar  la  responsabilidad  de  los  porteadores  y  su  ex- 
tensión: 

I?  Los  porteadores  responden  del  daño  causado  á  las 
personas  por  defecto  de  los  conductores,  carruajes,  máqui- 
nas ó  caballerías;  y  este  defecto  se  presume  siempre  que  el 
empresario  no  pruebe  que  el  mal  aconteció  por  fuerza  ma- 
yor ó  por  caso  fortuito  (art.  2,631,  Cód.  Civ.):* 

2?  Responden  igualriiente  de  la  pérdida  y  de  las  averías 

1  Artículo  2,512,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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de  las  cosas  que  reciben,  á  no  ser  que  prueben  que  la  pér- 
dida ó  avería  ha  provenido  de  caso  fortuito,  de  fuerza  ma- 
yor ó  de  vicio  de  las  mismas  cosas  (art.  2,632,  Cód.  Civ.):* 

3?  Responden  igualmente  de  los  daños  causados  por  re- 
tardo en  el  viaje,  ya  sea  al  comenzarlo  ó  durante  su  curso, 
ó  por  mutación  de  camino,  á  menos  que  prueben  que  los 
obligó  á  ello  caso  fortuito  ó.  fuerza  mayor  (art  2,634,  Cód. 
Civ.)/ 

Refiriéndose  Guillouard  al  artículo  1,784 del  Código  Fran- 
cés, que  establece  la  misma  responsatfilidad  para  los  portea- 
dores, dice  que  ese  precepto  y  sus  concordantes  se  pueden 
resumir  en  una  regla  y  dos  excepciones.  Según  aquélla,  el 
porteador  es  responsable  de  que  lleguen  al  lugar  de  su  des- 
tino los  objetos  de  cuya  conducción  se  encarga  en  buen  es- 
tado, en  el  tiempo  que  se  estipuló  en  el  contrato. 

Según  las  excepciones,  el  porteador  no  responde  del  re- 
tardo, de  las  pérdidas  ni  de  las  averías  que  provienen  de 
caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor,  ni  de  las  provenientes  de  vi- 
cio propio  de  los  objetos  transportados.^ 

La  regla  no  es  más  que  la  reproducción  del  principio  san- 
cionado por  el  artículo  1,558  del  Código  Civil,  relativo  á  la 
responsabilidad  del  deudor  de  cosa  cierta  y  determinada, 
según  el  cual,  la  pérdida  en  poder  de  aquél,  se  presume 
acontecida  por  su  culpa,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario.** 

Ya  hemos  dicho  que  el  precepto  mencionado  se  funda  en 
la  consideración  de  que,  siendo  difícil,  si  no  imposible,  para  el 
acreedor,  la  demostración  de  que  ha  sido  víctima  de  la  culpa 
ó  negligencia  del  deudor,  quedarían  burlados  sus  derechos, 
y  por  tal  motivo  ha  creado  la  presunción  legal  de  culpabi- 
lidad de  éste,  que  le  impone  la  obligación  de  probar  su  ¡no- 


1  Artículo  2,513,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,515,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Tomo  II,  núm.  742. 

4  Artículo  1,442,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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cencria,  y  por  consiguiente,  que  la  destrucción  ó  pérdida  de 
la  cosa  se  verificó  por  causas  extrañas  á  su  voluntad/ 

L^»s  excepciones  son,  á  su  vez,  la  reproducción  de  la  con- 
teriiola  en  el  artículo  1,457  ^^1  Código,  que  declara  que  cesa 
la  responsabilidad  del  deudor,  aun  cuando  se  haya  consti- 
tuido en  mora,  si  no  se  ha  obligado  á  responder  de  los  casos 
fortuí  itos.' . 

!E  n  consecuencia,  podemos  establecer  que  la  ley  há  crea- 
do \x  ma  presunción  jurzs  en  contra  del  porteador,  que  le  su- 
pone responsable  de  las  pérdidas  y  averías  de  los  objetos, 
mat:^  jria  del  transporte,  y  por  tanto,  que  le  impone  la  obli- 
gad <5n  de  probar  que  han  sido  producidas  por  caso  fortuito, 
fuerzsi  mayor  ó  vicios  de  los  mismos  objetos. 

4.^'  Los  porteadores  responden  también  de  las  omisio- 
nes <S  equivocaciones  que  haya  en  la  remisión  de  efectos,  ya 
sea  cj^e  no  los  envíen  en  el  viaje  estipulado,  ya  sea  que  los 
envían  á  parte  distinta  de  la  convenida;  porque  tales  erro- 
res y  omisiones  se  deben  única  y  exclusivamente  á  la  culpa 
y  í^^gr^ígcí^cia  4e  los  porteadores,  por  no  poner  la  atención  y 
el  ciaiciado  debidos  en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
que  se  impusieron  (art.  2,633,  ^^d.  Civ.).^ 

5^  Tienen  el  empresario  ó  conductores  el  deber  de  pro- 
curar el  remedio  de  todos  los  accidentes,  evitando  gravá- 
menes á  los  pasajeros,  en  cuanto  fuere  posible;  toda  vez  que 
obrando  así,  procuran  los  medios  de  cumplir  las  obligacio- 
nes qvie  se  impusieron  en  el  contrato  (art*2,640,  Cód.  Civ.)/ 
K.^glamentando  esta  materia,  que  es  enteramente  extraña 
^  derecho  civil,  supuesto  que,  por  declaración  expresa  del 
3.rtículo  2,629  del  Código,  el  contrato  de  transporte  se  rige 
P^r  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio,  siempre  que 


i  Tomo  III,  pág.  190. 

2  Artículo  1,441,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artícalo  2,514,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  2,521,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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los  porteadores  hubieren  formado  un  establecimiento  regu- 
lar y  permanente,  ordena  el  artículo  2,641  del  primero  de 
dichos  ordenamientos,  que  los  empresarios  de  transportes 
públicos  por  tierra  ó  por  agua,  tengan  un  registro  en  que 
asiemten  lo  que  reciben  para  su  conducción ;  y  el  artículo 
2,642  declara  que  tales  empresarios  son  responsables  de  . 
los  daños  y  perjuicios  por  las  infracciones  que  durante  el 
transporte  se  cometan  de  las  leyes  ó  reglamentos  ñscales 
y  de  policía,  aunque  no  sean  ellos  mismos  los  conductores, 
quedándoles  sus  derechos  á  salvo  contra  éstos  en  caso  de 
que  resultaren  culpables  del  daño.' 

Estos  preceptos,  que  son  una  usurpación  al  derecho  mer- 
cantil, están,  á  nuestro  juicio,  derogados,  como  hemos  dicho 
antes,  por  el  Código  de  Comercio,  y  no  pueden  tener  apli- 
cación en  la  práctica.  Por  lo  mismo,  nos  limitamos  á  advertir 
que  el  primero  de  ellos  ha  tenido  por  objeto  prevenir  y  evi- 
tar las  cuestiones  que  pudieran  suscitarse  entre  los  contra- 
tantes acerca  de  la  entrega  de  los  objetos  que  deben  trans- 
portarse y  procurarles  un  medio  fácil  de  probar  ésta. 

El  segundo  de  dichos  preceptos  es  innecesario,  porque  la 
responsabilidad  á  que  se  refiere,  está  ya  determinada  por 
el  artículo  2,638.* 

Los  empresarios  de  transportes  no  tienen  la  responsabi- 
lidad de  que  hemos  hecho  mérito,  en  los  casos  siguientes: 

1 9  Cuando  no  se  les  entregan  á  ellos  las  cosas  que  deben 
ser  transportadas,  sino  á  los  cocheros,  marineros,  remeros 
ó  dependientes  de  la  empresa,  que  no  estén  autorizados  para 
recibirlos  por  cuenta  de  ella,  pues  en  tal  caso,  la  responsa- 
bilidad es  exclusiva  de  la  persona  á  quien  se  entregó  la  cosa 
(arts.  2,635  y  2,636,  Cód.  Civ.).^ 

La  razón  es  perfectamente  perceptible;  porque  el  daño 


1  Artículos  2,522  y  2,523,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,519,  Cód.  Civ.  de  1^84. 

3  Artículos  2,51672,517,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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que  resulte  en  el  caso  expresado,  proviene  única  y  exclusi- 
vamente de  la  culpa  del  dueño  de  los  objetos  que  debían  ser 
transportados,  por  haberlos  entregado  á  personas  que  no 
estaban  autorizadas  para  recibirlos  por  cuenta  del  portea- 
dor, en  quienes  no  había  depositad©  su  confianza,  sin  duda 
alguna  por  no  estimarlas  dignas  de  ella. 

2?  La  responsabilidad  de  todas  las  infi-acciones  que  du- 
rante el  transporte  se  cometan,  de  las  leyes  y  reglamentos 
fiscales  6  de  policía,  es  del  conductor  y  no  de  los  pasajeros 
ni  de  los  dueños  de  las  cosas  conducidas,  á  no  ser  que  la 
falta  se  haya  cometido  por  esas  personas  (art.  2,637,  ^^d. 
Civ.).' 

Pero  aun  cuando  el  porteador  no  sea  responsable  de  las 
(altas  de  que  hemos  hecho  referencia,  en  cuanto  á  las  pe- 
nas, sino  cuando  tuviere  culpa,  lo  es  siempre  de  la  indem- 
nización de  los  daños  y  perjuicios,  conforme  á  las  prescrip- 
ciones del  Código  Penal  (art  2,638,  Cód.  Civ.).' 

Fácil  es  comprender  la  justicia  de  estos  principios,  si  se 
tiene  presente  que  la  infracción  de  las  leyes  fiscales  ó  de  po- 
licía, importan  la  comisión  de  un  delito  6  de  una  falta,  y  que 
según  los  principios  elementales  del  derecho  penal,  sólo  son 
justiciables  é  incurren  en  la  pena  á  que  se  han  hecho  acree- 
dores, las  personas  que  infringen  las  leyes  penales  como  au- 
tores, cómplices  ó  encubridores;  pero  nunca  las  personas 
bajo  cuya  autoridad  ó  dependencia  se  hallan,  quienes  sola- 
mente son  responsables  de  los  daños  y  perjuicios  causados 
por  la  infracción  de  esas  leyes,  porque  están  obligados  á  ve-- 
lar  sobre  la  conducta  de  aquéllas  y  de  impedir  los  daños  que 
su  malicia  y  su  inexperiencia  pueda  causar. 

Es  decir,  que  la  ley  considera  á  tales  personas  responsa- 
bles de  negligencia  ó  de  imprudencia  en  el  cumplimiento 
de  ese  deber,  si  sus  subordinados  delinquen,  y  las  somete 

I  Artícalo  2,518,  Cód.  Civ.  de  1884. 
«  Ankalo  2,519,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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á  las  reglas  que  establece  el  Código  Penal  sobre  la  respon- 
sabilidad civil,  acerca  de  la  cual  hemos  hecho  las  explicaíio- 
nes  convenientes  en  el  artículo  IV,  lección  3?,  tomo  III  de 
esta  obra.' 

39  Cuando  la  cosa  transportada  es  de  naturaleza  peligro- 
sa ó  de  mala  calidad  y  el  daño  proviniere  de  esas  circuns- 
tancias; pues  en  tal  caso  la  responsabilidad  es  de  la  persona 
que  contrató  con  el  porteador,  tanto  por  el  daño  que  se  cau- 
se en  la  cosa,  como  por  el  que  reciban  el  medio  de  transporte 
ú  otras  personas  ú  objetos,  porque  entonces  no  hay  acto  al- 
guno que  le  sea  imputable  y  que  sirva  de  base  á  su  respon- 
sabilidad (art  2,644,  Cód.  Civ,)." 

Pero  si  el  porteador  tuvo  conocimiento  de  las  circunstan- 
cias mencionadas,  es  entonces  responsable  del  daño  que  pro- 
viniere de  alguna  de  ellas;  porque  no  tomó  las  precaucio- 
nes que  exigían  la  naturaleza  y  calidad  de  los  objetos  trans- 
'  portados,  fué  negligente  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes 
dando  ocasión  á  que  se  produjera  el  daño. 

Las  personas  transportadas,  ó  mejor  dicho,  los  pasaje- 
ros, tienen  para  exigir  de  los  porteadores  el  exacto  cum- 
plimiento del  contrato  de  transporte  en  todas  sus  partes; 
pero  no  lo  tienen  para  pretender  la  aceleración  ó  retardo 
del  viaje,  ni  alteración  alguna  eri  la  ruta  ni  en  las  detenciones 
ó  paradas,  cuando  estos  actos  estén  marcados  por  el  regla- 
mento respectivo  ó  por  el  contrato;  pues  si  fuera  de  otra 
manera,  tendrían  facultad  para  romper  con  las  condiciones 
del  contrato  y  alterarlas  á  su  arbitrio,  sin  contar  con  la  vo- 
luntad de  los  porteadores,  contra  el  principio  elemental  de 
derecho,  sancionado  por  el  artículo  1,535  del  Código  Civil, 
que  declara  que  los  contratos  no  pueden  revocarse  ni  al- 


1  Página  217.      * 

2  Artículo  2,525,  Cód.  Civ.  de  1884, 

Este  precepto  fué  reformado,  haciendo  extensiva  la  regla  que  sanciona  al  caso  en  que 
el  daño  provenga  de  que  la  cosa  no  esté  empacada  ó  envasada  convenientemente. 
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('^^"^rse  sino  por  el  mutuo  consentimiento  de  los  contratantes 

/^^  2,639,  Cód.  cw.y 

\^^^^n  cuanto  á  los  alquiladores,  tienen  la  obligación  de  de- 
^^>ar  los  defectos  de  las  cabalgaduras  ó  de  cualquier  otro 
tcvedio  de  transporte,  y  son  responsables  de  los  daños  y  per- 
juicios que  resulten  de  la  falta  de  esta  declaración  (art.  2,646, 
Cód.  Cv.).' 

Se  ha  impuesto  esa  obligación  á  los  alquiladores,  para 
evitar  abusos  punibles,  pues  por  el  deseo  de  recibir  el  alqui- 
ler de  las  cabalgaduras  y  de  los  demás  medios  de  transpor- 
te, sería  posible  que  ocultaran  los  defectos  de  éstos,  expo- 
niendo á  los  viajeros  á  graves,  y  tal  vez,  irreparables  per- 
juicios. En  pocas  palabras,  tal  obligación  tiene  por  gbjeto 
evitar  el  dolo  y  el  fraude  de  los  alquiladores. 

Cesa  la  responsabilidad  que  la  ley  les  impone,  cuando 
hacen  la  declaración  debida,  pues  si  los  interesados  aceptan 
los  medios  de  transporte  que  les  ofrecen,  teniendo  noticia 
de  los  defectos  de  que  adolecen,  deben  imputarse  á  sí  mis- 
mos las  consecuencias  de  su  conducta  temeraria. 

Si  la  cabalgadura  muere  ó  enferma,  ó  si  en  general  se 
inutiliza  el  medio  de  transporte,  la  pérdida  es  de  cuenta  del 
alquilador,  en  virtud  del  principio,  según  el  cual,  la  cosa  pe- 
rece para  el  dueño,  á  no  ser  que  pruebe  que  el  daño  sobre- 
vino por  culpa  del  otro  contratante;  pues  entonces  existe  un 
hecho  imputable  á  éste  que  da  origen  á  su  responsabilidad 
(art  2,647,  Cód.  Civ.y 

La  persona  transportada  es  responsable  del  daño  que 
causa,  ya  por  culpa,  ya  por  falta  de  observancia  de  los  re- 
glamentos del  transporte,  porque  en  uno  y  en  otro  caso,  su 
conducta  importa  la  infracción  del  contrato.  Pero  aun  cuan- 
do no  fuera  así,  bastaría  que  por  su  culpa  sufriera  un  daño 

1  Artículos '1,41 9  y  2,520,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,527,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,528,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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el  porteador,  para  que  fuera  responsable  de  él,  en  virtud  del 
principio  que  nos  obliga  á  reparar  el  daño  que  causamos 
á  otro  (art.  2,645,  Cód.  Civ.).' 

El  porteador  tiene  derecho  de  recibir,  y  por  tanto,  el  otro 
contratante  tiene  obligación  de  pagar,  el  precio  y  los  gastos 
á  que  diere  lugar  la  conducción,  en  los  términos  estipulados 
en  el  contrato;  y  á  falta  de  convenio  expreso,  según  la  cos- 
tumbre del  lugar,  ya  sobre  el  importe  del  precio  y  de  los 
gastos,  ya  sobre  el  tiempo  en  que  haya  de  hacerse  el  pago 
(arts.  2,648  y  2649  Cód.  Civ.).' 

Sancionando  esta  regla,  no  ha  hecho  el  Código  más  qué 
venir  en  auxilio  de  los  contrayentes,  para  precaver  las  dis- 
cusiones á  que  su  omisión  sobre  punto  tan  importante  pu- 
diera ocasionar,  fundándose  en  que  por  el  hecho  de  no  haber 
determinado  el  importe  del  precio,  hacen  comprender  que 
se  someten  á  los  usos  y  costumbres  del  lugar,  que  hace  las 
veces  de  ley  en  casos  semejantes. 

El  porteador  goza  del  privilegio  de  ser  preferido  eñ  el  pago 
de  los  fletes  de  los  objetos  transportados  sobre  el  precio  de 
éstos,  pero  á  condición  de  que  se  hallen  en  su  poder  (arts. 
2,086  y  2,650,  Cód.  Civ.).3 

Como  acerca  de  este  privilegio  hemos  hecho  ya  las  ex- 
plicaciones convenientes  en  el  capítulo  III,  lección  9?  de 
este  tratado,  remitimos  á  nuestros  lectores  á  ellas.* 

Para  terminar,  advertiremos  que  las  acciones  provenientes 
del  contrato  de  transporte,  tienen,  por  la  ley,  una  duración 
limitada  á  un  tiempo  corto,  porque  los  intereses  de  los  con- 
tratantes así  lo  exigen,  ya  para  evitarles  la  dificultad  de  las 
pruebas,  ya  para  no  tener  incierta  por  mucho  tiempo  la  si- 
tuación de  ellos  respecto  de  su  responsabilidad. 


1  Artículo  2,526,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2,529x2,530,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículos  1,95272,531,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Tomo  III,  pág.  157  y  158. 
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Si  la  ley  dejara  á  los  porteadores  en  esa  situación  por  un 
largo  tiempo,  difícilmente  habría  personas  que  se  dedicaran 
al  transporte  de  efectos,  con  grave  perjuicio  del  comercio, 
con  especialidad,  y  del  interés  público. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  2,643  ^^^ 
Código  Civil,  que  las  acciones  que  nacen  del  transporte,  sea 
en  pro  ó  en  contra  de  los  porteadores,  no  duran  más  de  seis 
meses  después  de  concluido  el  viaje.' 


VI 
DEL  APRENDIZAJE. 

La  quinta  especie  del  contrato  de  prestación  de  servicios 
es  el  de  aprendizaje,  que  se  define  por  los  autores,  diciendo 
que  es  aquel  por  el  cual  se  compromete  la  persona  que  ejer- 
ce un  arte  ó  un  oficio  á  enseñar  á  otro  mediante  un  precio 
convenido. 

Antiguamente  cada  gremio  de  artesanos  tenía  sus  reglas 
particulares,  y  nadie  podía  ejercer  ningún  arte  ú  oficio,  sin 
haber  estado  de  aprendiz  un  número  de  años,  más  ó  mehos 
largo,  y  sin  sufrir  el  respectivo  examen  de  incorporación  al 
gremio. 

La  existencia  de  los  gremios  regida  por  las  ordenanzas 
respectivas,  otorgaba  á  éstos  una  especie  de  monopolio  del 
trabajo,  no  obstante  las  reiteradas  disposiciones  dictadas  pa- 
ra corregir  ese  abuso,  contenidas  en  el  título  23,  libro  89  de 
la  Nov.  Recop. 

Proclamada  por  la  Constitución  de  1857  la  libertad  del 
trabajo  como  una  de  las  garantías  individuales,  como  uno 
de  los  derechos  del  hombre,  base  y  objeto  de  las  institucio- 

I  Artículo  2,524,  Cód.  Cív.  de  1884. 
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nes  sociales,  quedó  proscrito  para  siempre  el  odioso  mono- 
polio de  las  artes  y  de  las  profesiones. 

La  ley  ya  no  reglamenta  el  tiempo  que  debe  durar  pre- 
cisamente el  aprendizaje,  sino  que  queda  al  arbitrio  de  los 
interesados,  y  sobre  todo,  sujeto  á  las  aptitudes  personales 
del  aprendiz;  pero  sí  constituye  un  requisito  esencial  para 
la  validez  del  contrato,  la  designación  del  tiempo  que  debe 
durar  el  aprendizaje,  hasta  tal  punto,  que  el  artículo  2,652 
del  Código  Civil,  tíeclara  la  nulidad  del  contrato,  si  no  se 
hace  tal  designación.' 

Refiriéndose  la  Exposición  de  motivos  á  este  precepto,  di- 
ce:  **  Y  para  asegurar  el  aprovechamiento  de  éste  (el  apren- 
diz) y  á  fin  de  estimularle  en  el  trabajo,  se  establece  que  el 
contrato  será  nulo  si  no  se  fija  el  tiempo  que  debe  durar 
el  aprendizaje." 

No  eremos  que  sea  satisfactoria  la  explicación  que  ante- 
cede, y  juzgamos  que  en  esta  parte  ha  sido  la  Exposición  de 
motivos,  como  en  otras  ocasiones,  muy  deficiente.  Nuestra 
opinión  es  que  el  precepto  aludido  fué  sancionado  con  el  ob- 
jeto de  corregir  el  inveterado  abuso  que  había  de  perpetuar 
indefinidamente  el  aprendizaje  con  perjuicio  del  aprendiz 
que,  ó  no  recibía  la  enseñanza  conveniente  para  que  apren- 
diera el  arte  ú  oficio  á  que  se  destinaba,  ó  bien  se  le  con- 
servaba en  el  estado  de  aprendiz,  no  obstante  sus  adelaatos, 
aprovechándose  el  maestro  de  su  trabajo,  sin  retribuciórt 
alguna. 

El  contrato  de  aprendizaje  es  bilateral,  porque  produ- 
ce obligaciones  recíprocas  para  los  contratantes,  y  según 
el  artículo  2,651  del  Código  Civil,  ya  se  celebre  entre 
mayores  de  edad,  ya  con  menores  legalmente  representa- 
dos, se  debe  otorgar  por  escrito  ante  dos  testigos;  y  si  al- 
guno de  los  interesados  no  supiere  firmar,  lo  debe  hacer 


I  Artículo  2,533,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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por  él  y  en  su  presencia,  otra  persona  distinta  de  los  tes- 
tigos.' 

La  necesidad  de  hacer  constar  el  contrato  por  escrito, 
tíene,  á  nuestro  juicio,  el  objeto  de  acreditar  su  existencia 
y  la  extensión  y  límites'  de  las  obligaciones  que  se  impo- 
nen los  contratantes,  á  ñn  de  que  no  haya  discusión  sobre 
ellas,  y  de  que  pueda  exigirse  más  fácilmente  su  cumpli- 
miento. 

En  el  contrato  se  deben  hacer  constar  la  época  ó  las  cir- 
cunstancias que  se  juzguen  necesarias  para  que  el  aprendiz 
comience  á  tener  alguna  retribución;  y  entretanto,  se  con- 
sidera compensada  con  la  enseñanza,  pues  no  parece  justo 
que  el  trabajo  fructuoso  del  apí'endiz,  quede  sin  la  recom- 
pensa debida,  que  puede  ser  el  más  poderoso  aliciente  que 
tenga  para  estimular  sus  progresos  en  el  aprendizaje. 

Los  r^dactoí'es  del  Código  creyeron  encontrar  lina  ana- 
logía bastante  marcada  entre  el  contrato  de  aprendizaje  y 
el  servicio  doméstico,  y  admitieron  las  mismas  causas  que 
en  éste  autorizan  la  separación  del  sirviente,  tanto  respecto 
del  maestro  como  del  aprendiz,  para  la  terminación  del  con- 
trato; y  así  lo  declaran  expresamente  los  artículos  2,655  y 
2,567  del  Código.* 

En  consecuencia,  son  justas  causas  para  que  el  maestro 
despida  al  aprendiz,  según  los  artículos  2,655  y  2,567  del 
Código  Civil: 

I?  Su  inhabilidad  para  el  oficio  ó  arte  á  que  se  dedica:' 

2?  Sus  vicios,  enfermedades  ó  mal  comportamiento: 

3?  La  insolvencia  del  maestro. 

Son  justas  causas  para  que  el  aprendiz  se  separe  del 
aprendizaje,  según  los  artículos  2,657  y  2,563  del  Código,  las 
siguientes :  ^ 


1  Artículo  2,532,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2,536  y  2,450,  Cód.  Civ.  de  1884, 

3  Artículos  2,538  y  2446,  Cód.  Civ.  de  1884, 
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I?  La  necesidad  de  cumplir  obligaciones  legales  contraí- 
das antes  del  contrato: 

2?  El  peligro  manifiesto  de  algún  mal  ó  daño  conside- 
rable: 

3?  Falta  de  cumplimiento,  por  parte  del  maestro,  de 
las  obligaciones  que  se  hubiere  impuesto  con  respecto  al 
aprendiz. 

4?  Enfermedad  del  aprendiz,  que  le  imposibilite  para  el 
trabajo: 

5?  Mudanza  de  domicilio  del  maestro  á  lugar  que  no  le 
convenga  al  aprendiz. 

Como  hemos  hecho  ya  las  explicaciones  respectivas  so- 
bre las  causas  expresadas  en  el  artítulo  II  de  esta  lección, 
á  fin  de  evitar  repeticiones  inútiles,  remitimos  á  ellas  á  nues- 
tros lectores.' 

La  reciprocidad  de  obligaciones  que  produce  el  óontrato 
de  aprendizaje  entre  los  contratantes,  por  ser  bilateral,  im- 
pide al  maestro  despedir  al  aprendiz,  y  á  éste  abandonar  la 
escuela  ó  taller  antes  de  que  se  cumpla  el  tiempo  conve- 
nido; y  como  sería  inútil  que  la  ley  hiciera  la  declaración 
respectiva  sobre  este  punto,  que,  por  otra  parte,  está  com- 
prendida en  el  principio  general  que  declara  que  los  con- 
tratos legalmente  celebrados,  deben  ser  puntualmente  cum- 
plidos, le  ha  otorgado  la  debida  sanción. 

En  efecto:  el  artículo  2,654  del  Código  Civil,  declara  que 
el  maestro  que  sin  justa  causa  despida  al  aprendiz  antes  de 
que  se  cumpla  el  tiempo  convenido,  debe  indemnizarle  si 
ya  recibía  retribución,  de  la  que  corresponda  al  tiempo  que 
falte  para  cumplir  el  contrato;  y  si  no  la  recibía  aún,  ajuicio 
del  juez;  y  el  artículo  2,656,  declara,  á  su  vez,  que  si  el  apren- 
diz abandona  sin  justa  causa  la  escuelaó  taller  antes  del  tiem- 
po convenido,  puede  demandar  el  maestro  á  él  é  á  la  per- 


I  Páginas  20  y  siguientes. 

Digitized  by  VjOOQIC 


Lecciones  de  Derecho  Civil.  77 

sona  que  hubiere  celebrado  el  contrato,  la  indemnización  de 
los  perjuicios  que  se  le  sigan.'  ' 

El  primero  de  los  preceptos  citados,  sanciona,  aunque  en 
distinta  forma,  el  principio  general  que  obliga  á  todo  con- 
tratante que  falta  al  cumplimiento  del  contrato,  á  pagar  los 
daños  y  perjuicios  causados  por  su  culpa,  pues  los  que  sufre 
el  aprendiz  no  pueden  consistir  más  que  en  la  retribución 
correspondiente  al  tiempo  que  falte  para  cumplir  el  contrato. 

El  segundo  de  esos  preceptos,  no  hace  más  que  reprodu- 
cir y  sancionar  de  una  manera  innecesaria,  según  creemos, 
el  mencionado  principio  que,  por  ser  general,  rige  á  todos 
los  contratos. 

Finalmente,  el  artículo  2,658  del  Código,  declara  que  si 
el  aprendiz  fuere  menor,  no  representado  legalmente,  el 
maestro  no  tiene,  respecto  de  él,  más  que  las  acciones  cri- 
minales, quedando  sujeto,  además,  á  las  prevenciones  del 
Código  Penal  sobre  la  responsabilidad  civiL' 

Los  términos  poco  claros  de  este  precepto,  demapdan  una 
breve  explicación  para  evitar  los  errores  á  que  ellos  pudie- 
ran inducir. 

Los  menores  de  edad  tienen  incapacidad  para  contratar 
y  obligarse,  y  si  con  infracción  de  la  ley  celebran  algún  con- 
trato, éste  es  perfectamente  nulo,  y  la  persona  con  quien  con- 
trataron, carece  de  acción  para  exigirles  su  cumplimiento. 

Pues  bien,  si  un  menor  de  edad  celebra  el  contrato  de 
aprendizaje,  no  queda  legalmente  obligado  por  él,  pueden 
violarlo  impunemente,  y  el  maestro  no  puede  exigirle  su 
cumplimiento  y  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  por- 
que tal  contrato  es  nulo,  no  cuenta  con  la  sanción  de  la  ley, 
y  por  consiguiente,  tampoco  puede  obtener  la  protección  de 
los  tribunales. 

Pero  el  menor  sí  es  responsable  de  los  actos  criminosos 

1  AtiícuIos  2,535  y  2,537,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  A  rtículo  2,539,  Cód.  Civ.  de  1884- 
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que  ejecuta,  si  se  halla  en  la  edad  en  que  pueda  tener  dis- 
cernimiento de  la  ilicitud  de  ellos,  según  los  principios  san- 
cionados por  el  Código  Penal;  y  como  todo  delito  produce 
,  dos  acciones,  la  penal,  que  tiene  por  objeto  su  castigo,  y  la 
civil,  que  se  dirige  contra  el  culpable  exclusivamente  para 
que  repare  los  daños  y  perjuicios  que  causó  por  la  comisión 
de  aquél,  es  evidente  que  procede  en  su  contra  la  acción 
para  hacer  efectiva  esa  responsabilidad  (arts.  1,574,  Cód. 
Civ.,  y  301,  Cód.  Pen.,  y  3?,  Cód.  Proced.  Pen.).' 

Ahora  bien,  el  artículo  que  motiva  esta  explicación,  san- 
ciona los  principios  expue3tos,  y  no  quiere  decir  otra  cosa 
sino  que  el  contrato  de  aprendizaje  celebrado  con  un  menor 
sin  que  esté  integrada  su  personalidad  con  la  intervención 
de  la  persona  que  lo  representa  legalmente,  es  nulo,  y  por  lo 
mismo,  no  produce  ninguna  acción  eficaz  á  favor  del  maes- 
tro; y  que  el  aprendiz  es  responsable  de  los  delitos  que  co- 
mete, los  cuales  le  obligan  á  la  indemnización  de  los  daños 
y  perjuicios  que  por  ellos  cause. 

Creemos  absolutamente  innecesaria  tal  declaración,  que 
no  hace  más  que  reproducir  principios  antes  sancionados, 
que  son  elementales,  asentando  una  proposición  que,  por  ab- 
soluta, es  inexacta,  supuesto  que  la  responsabilidad  civil  del 
menor  cesa  cuando  carece  de  bienes  propios  y  se  trasmite 
á  las  personas  bajo  cuya  guarda  vive,  según  el  artículo  329 
del  Código  Penal  y  1,597  del  Civil." 

VII 
DEL  CONTRATO  DE  HOSPEDAJE. 

El  contrato  de  hospedaje  es  la  última  especie  del  de  pres- 
tación de  servicios,  y  se  define  por  el  artículo  2,659  del  Có- 

1  Artículo  1,458,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  1,481,  Cód.  Gv.  de  1884. 
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digo  Civil,  diciendo  que  es  el  que  tierie  lugar  cuando  alguno 
presta  á  otro  albergue  y  alimentos,  ó  solamente  albergue, 
mediante  una  retribución  convenida.' 

Este  contrato  es  bilateral,  porque  produce  obligaciones 
recíprocas  para  los  contratantes,  de  las  cuales  la  una  es  cau- 
sa de  la  otra,  está  sujeto  á  las  reglas  generales  que  rigen  á 
todos  los  contratos,  y  no  exige  para  su  validez  ninguna  so- 
lemnidad. 

En  consecuencia,  se  perfecciona  por  el  simple  consenti- 
miento, el  cual  puede  ser  expreso  ó  tácito,  entendiéndose 
otorgado  tácitamente,  si  el  que  presta  el  hospedaje  tiene 
casa  pública  destinada  á  ese  objeto;  pues  entonces  la  peti- 
ción del  pasajero  de  un  alojamiento  y  la  concesión  de  él  pgr 
el  mesonero,  importa  el  consentimiento  de  aquél  acerca  de 
las  condiciones  bajo  las  cuales  da  éste  albergue  á  todos  los 
que  lo  solicitan  (art.  2,660,  Cód.  Civ.).' 

El  contrato  de  hospedaje  no  está  sujeto  á  ninguna  regla 
especial,  de  manera  que  depende  única  y  exclusivamente  de 
la  voluntad  de  los  contrayentes  determinar  su  duración,  el 
precio  y  demás  condiciones.  La  ley  sólo  se  limita  á  declarar 
que  los  mesoneros  están  obligados  á  conformarse  cort  los  re- 
glamentos administrativos,  bajo  las  penas  impuestas  en  ellos, 
que  han  sido  dictadas  por  el  orden  público  y  la  seguridad 
de  los  viajeros  y  de  sus  intereses  (art  2,661,  Cód.  Civ.y^ 


1  Artículo  2,540,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,541,  Cód.  Civ.  de  1884. 

El  Código  de  1884  sancionó  un  nuevo  precepto  en  el  artículo  2,542,  que  está  conce- 
bido en  los  términos  siguientes : 

"El  hospedaje  expreso  se  rige  por  las  condiciones  estipuladas,  y  el  tácito  por  los  del 
aviso  ó  reglamento  que  el  dueño  del  establecimiento  deberá  tener  siempre  por  escrito  en 
lugar  visible." 

Este  precepto  debe  entenderse^según  el  Lie.  Macedo,  autor  de  las  notas  comparati- 
vas de  las  reformas  introducidas  por  dicho  Código,  con  la  restricción  que  impone  el  si- 
guiente, de  sujetarse  á  los  reglamentos  administrativos. 

3  Arücolo  2,543,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Este  precepto  fué  reformado,  haciéndolo  extensivo  á  los  dueños  de  hoteles  y  de  ca- 
sas de  huéspedes. 
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Los  Códigos  modernos  asimilan  generalmente  el  contra- 
to de  hospedaje  al  depósito,  iniíponiendo  á  los  mesoneros  las 
obligaciones  severas  de  los  depositarios,  respecto  de  los  ob- 
jetos que  llevan  consigo  los  viajeros,  á  fin  de  giaran tizarlos 
y  evitar  los  punibles  abusos  que  aquéllos  pudieran  cometer, 
y  su  negligencia  en  la  vigilancia  que  debieran  prestar. 

Nuestro  Código  ha  creído  innecesaria  tal  asimilación,  su- 
puesto que  el  Código  Penal  ha  determinado  los  casos  en 
que  incurren  los  mesoneros  en  responsabilidad  civil,  y  por 
lo  mismo  se  limitó  á  referirse  á  dicho  ordenamiento  (art. 
2,662,  Cód.  Civ.).* 

En  efecto:  al  determinar  el  Código  Penal  las  personas 
civilmente  responsables  de  los  actos  ú  omisiones  contra- 
rios á  la  ley,  declara  que  lo  son  los  amos  por  sus  depen- 
dientes y  criados;  pero  bajo  la  condición  precisa  de  que  ta- 
les actos  ú  omisiones  se  verifiquen  en  el  servicio  á  que  han 
sido  destinados,  y  que  bajo  esa  condición  son  responsables 
los  dueños  y  los  encargados  de  ventas,  mesones,  posadas, 
ó  de  cualquiera  otra  casa  destinada  en  todo  ó  en  parte,  á  re- 
cibir constantemente  huéspedes  por  paga  (arts.  330  y  331, 
frac.  2?). 

El  artículo  334  del  Código  Penal,  declara:  que  los  due- 
ños y  encargados  de  ventas,  mesones,  posadas,  ó  de  cual- 
quiera  otra  casa  destinada,  en  todo  ó  en  parte,  á  recibir 
constantemente  huéspedes  por  paga,  no  incurren  en  res- 
ponsabilidad civil  en  los  casos  siguientes: 

I.  Cuando  acrediten  que  el  daño  provino  de  caso  fortui- 
to, ó  que  sin  culpa  suya,  ó  de  sus  dependientes  ó  criados, 
se  causó  á  mano  armada,  ó  por  fuerza  mayor  que  no  pu- 
dieron resistir: 

II.  Cuando  se  trate  de  efectos  que  se  queden  fuera  del 
establecimiento: 


7  Artículo  2,544,  Cód.  Civ.  de  18S4. 
Reformado  en  el  mismo  sentido  que  el  anterior. 
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III.  Cuando  se  trate  de  dinero,  alhajas  preciosas,  billetes 
de  banco  ú  otros  valores  que  el  pasajero  lleve  consigo,  y  que 
no  sean  de  los  que  prudentemente  deban  formar  su  equi- 
paje de  camino,  ni  sean  necesarios  para  sus  gastos,  atendi- 
da su  posición  social,  el  objeto  del  viaje  y  demás  circuns- 
tancias; á  no  ser  que  haga  entrega  material  y  pormenorizada 
de  esos  valores  para  su  custodia  al  encargado  del  estable- 
cimiento y  que  éste  le  expida  copia  del  asiento  de  que  ha- 
bla el  artículo  336:  ^ 

IV.  Cuando  el  daño  se  cause  á  un  pasajero  por  otro  pa- 
sajero, ó  por  persona  que  no  sea  del  servicio  del  estableci- 
miento, si  no  tuviere  culpa  el  encargado  de  éste  ni  sus  de- 
pendientes ó  criados,  ó  si  la  hubiere  de  parte  del  que  sufrió 
el  perjuicio. 

El  artículo  336  á  que  se  refiere  la  fracción  III,  del  que 
dejamos  trapscríto,  ordena  que  en  las  ventas,  mesones,  po- 
sadas y  casas  de  huéspedes  se  lleve  un  libro  de  regis- 
tro en  que  se  asiente:  el  dinero,  valores,  alhajas  y  demás 
efectos  que  se  entreguen  para  su  custodia  á  los  encarga- 
dos de  dichos  establecimientos,  con  expresión  del  valor  qué 
les  fijen  los  dueños,  si  éstos  quisieren  fijarlo;  y  que  si  así 
lo  hicieren  y  estuvieren  conformes  aquéllos,  se  expresará 
esto  en  el  asiento,  y  responderán  por  dicho  precio;  pero 
que  en  caso  de  disconformidad  sobre  él,  ó  de  que  no  se 
fije,  la  responsabilidad  debe  ser  sobre  el  precio  que  se  fije 
por  el  juez,  oyendo  el  juicio  de  peritos.  Del  asiento  men- 
cionado se  debe  dar  copia  al  dueño  de  los  objetos  deposi 
tados. 

Resumiendo  los  preceptos  del  Código  Penal,  podemos 
establecer:  que  los  posaderos  son  civilmente  responsables 
por  los  actos  ú  omisiones  de  sus  dependientes  y  criados, 
contrarios  á  la  ley  penal,  que  verifiquen  en  el  servicio  á  que 
han  sido  destinados;  y  que  cesa  su  responsabilidad  cuando 
los  viajeros  sufren  daños  y  perjuicios  provenientes  de  caso 
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fortuito,  fuerza  mayor  ó  negligencia,  que  de  ninguna  mane- 
ra les  puede  ser  imputable  á  ellos. 

Pero  para  eximirse  de  la  responsabilidad  tienen  que  de- 
Snostrar  la  existencia  del  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor, 
porque  la  ley  establece  una  presunción  jnris  en  su  con- 
tra, que  se  tiene  como  verdad  mientras  no  se  demuestre  lo 
contrario. 

Resulta  también  que  cesa  su  responsabilidad,  cuando  se 
trata  de  dinero,  alhajas  ú  otros  valores  que  llevan  los  pasa- 
jeros consigo,  que  no  constituyen,  hablando  propiamente, 
su  equipaje,  no  son  necesarios  para  el  objeto  del  viaje,  y  que 
no  hayan  sido  entregados  para  su  custodia  á  los  encarga- 
dos de  los  establecimientos,  porque  hay  culpa  y  negligencia 
de  parte  de  los  pasajeros  que  no  se  les  puede  imputar  á  los 
dueños  de  aquéllos  sin  incurrir  en  una  notoria  injusticia. 

Además,  se  daría  ocasión  para  que  cometieran  gravísimos 
abusos  por  hombres  de  mala  fe,  si  pesara  sobre  los  dueños 
de  los  mesones,  hoteles,  etc.,  etc.,  alguna  responsabilidad 
por  la  pérdida  y  extravío  de  los  objetos  mencionados,  cuya 
existencia  constaría  solamente  por  el  dicho  de  los  supuestos 
propietarios  de  ellos. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  ordena  el  artículo  336  del 
Código  Penal,  que  se  lleve  el  registro  en  el  que  se  debe  ha- 
cer constar  la  existencia  de  dichos  objetos  y  valores,  su  pre- 
cio y  la  entrega  al  encargado  del  establecimiento  respectivo, 
pues  así  se  prueban  de  una  manera  fehaciente  el  depósito 
y  las  obligaciones  que  aquél  contrae  en  su  calidad  de  de- 
positario, que  de  ninguna  manera  podrá  eludir. 

Como  los  reglamentos  de  policía  á  que  están  sujetos  los 
mesoneros,  cambian  de  una  á  otra  localidad,  nos  es  impo- 
sible hacer  explicación  alguna  respecto  de  las  obligaciones 
que  les  imponen. 
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LECCIÓN  DECIMASÉPTIMA. 


DEL  DEPÓSITO. 


DEL  DEPÓSITO    EN    GENERAL    Y    DE    SUS    DIVERSAS    ESPECIES. 


El  depósito  en  general,  dice  el  artículo  2,663  del  Código 
Civil,  es  un  acto  por  el  cual  se  recibe  la  cosa  ajena  con  la 
obligación  de  custodiarla  y  restituirla  en  especie,  sin  facul 
tad  de  usarla  ni  aprovecharse  de  ella.' 

Esta  definición,  que  es  idéntica  á  la  que  da  el  artículo 
í»9i5  del  Código  Francés,  ha  servido  de  objeto  de  crítica 
á  los  comentaristas  de  él;  porque  siendo  el  depósito  un  con- 
trato, no  se  le  atribuye  en  la  definición  tal  carácter,  sino  el  de 
un  acto;  pero  la  mayoría  de  ellos  conviene  en  que  no  es 
defectuosa,  en  virtud  de  que  comprende,  no  sólo  el  depósito 
propiamente  dicho,  que  es  un  verdadero  contrato,  sino  tam- 
bién el  secuestro  judicial,  que  no  lo  es,  aunque  participa  de 
la  naturaleza  de  aquél.^ 

En  otros  términos:  la  definición  á  que  nos  referimos,  com- 
prende todas  las  especies  del  depósito,  de  las  cuales  una  es 

1  Artículo  2,545,  Cód.  Civ.  de  1884; 

2  Daranton,  tomo  XVIII,  núm.  2;  Colmct  de  Santerre,  tomo  VIII,  núm.  126  iis; 
Uarcnt,  tomo  XXVII.  núm.  68. 


Digitized  by 


Google 


84  Lecciones  dk  Derecho  Civil. 


un  verdadero  contrato  y  la  otra  no;  y  para  comprenderlas 
ha  sido  preciso  usar  de  los  términos  indicados. 

No  nos  satisface  de  ninguna  manera  la  explicación  que 
hacen  los  comentaristas  del  Código  Francés,  pues  si  hay 
dos  especies  de  depósito,  la  una  contrato  y  la  otra  que  no 
lo  es,  parece  que  lo  más  lógico  sería  definir  con  toda  pro- 
piedad cada  una  de  esas  especies,  de  manera  que  por  las  de- 
finiciones se  comprendieran  fácilmente  sus  caracteres  y  las 
diferencias  que  las  distinguen. 

Pero  sea  de  ello  lo  que  fuere,  lo  cierto  es  que  nuestro  Có- 
digo siguió  el  sistema  adoptado  por  el  Francés,  y  que  por 
tal  motivo,  dice  en  el  artículo  2,663,  ^lueel  depósito,  en  ge- 
neral^ es  un  acto,  y  en  el  2,664,  distingue  las  dos  especies 
mencionadas,  diciendo  que  se  llama  simplemente  depósito 
el  que  hace  el  dueño  de  la  cosa;  y  el  que  hacen  la  autori- 
dad pública.ó  los  litigantes  de  acuerdo,  se  llama  secuestro.' 

Siguiendo  el  orden  establecido  por  el  Código  Civil,  ha- 
remos  el  estudio  de  cada  una  de  las  especies  indicadas,  con 
la  debida  separación. 

El  depósito,  propiamente  dicho,  es  el  contrato  en  virtud 
del  cual  recibe  uno  de  los  contratantes  la  cosa  que  le  entre- 
ga el  otro,  obligándose  á  custodiarla  gratuitamente  y  á  res- 
tituirla en  especie  cuando  le  fuere  pedida,  sin  facultad  de 
usarla  ni  aprovecharse  de  ella. 

El  depósito  pertenece  á  la  especie  de  los  contratos  que 
en  el  tecnicismo  del  derecho  se  llaman  reales,  porque  no 
puede  existir  si  uno  de  los  contrayentes  no  entrega  al  otro 
la  cosa,  de  cuya  custodia  se  debe  encargar. 

Es  verdad  que  según  el  sistema  adoptado  por  nuestro  Có- 
digo, todos  los  contratos  se  perfeccionan  por  el  mero  con- 
sentimiento de  los  contrayentes,  y  desde  entonces  obligan 
no  sólo  al  cumplimiento  de  lo  expresamente  pactado,  sino 


I  Artículo  2,546,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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también  á  todas  las  consecuencias  que,  según  su  naturaleza, 
son  conformes  á  la  buena  fe,  al  uso  ó  á  la  ley;  pero  también 
es  cierto  que,  por  la  naturaleza  misma  de  las  cosas,  no  pue- 
de haber  depósito  sin  cosa  depositada,  y  por  consiguiente, 
tampoco  pueden  existir  las  obligaciones  que  se  derivan  del 
hecho,  de  recibirse  la  cosa  en  custodia  (art.  1,392,  Cód.  Civ.)." 

Pero  esto  no  quiere  decir  que  el  contrato  no  sea  válido, 
y  no  produzca  ningún  efecto  jurídico;  y  para  convencerse 
de  ello,  basta  tener  presente  que  el  deponente^  nombre  con 
qué  se  designa  al  que  constituye  el  depósito,  tiene  derecho 
para  obligar  en  juicio  al  depositario,  nombre  con  que  se  dis- 
tingue al  que  se  encarga  de  la  custodia  de  aquél,  á  que  lo 
reciba,  si  se  rehusa  á  cumplir  esa  obligación.* 

La  verdad  es,  que  en  este  contrato,  como  en  todos  lo?  que 
en  el  derecho  antiguo  se  distinguían  con  el  nombre  de  rea- 
Usy  se  deben  distinguir  dos  actos,  el  de  la  celebración  y  el 
de  su  consumación.  En  el  primero,  se  perfeccionan  y  que- 
dan celebrados  por  el  mero  consentimiento  de  los  contra- 
yentes, y  en  el  segundo,  se  realizan,  llevándoles  á  su  debida 
ejecución. 

En  consecuencia,  podemos  establecer  que  el  depósito  no 
se  consuma  sino  por  la  tradición,  la  cual  puede  ser  real  ó  bre^ 
vis  manus,  como  se  dice  en  d  tecnicismo  del  derecho.  Por 
ejemplo,  cuando  el  depositario  se  halle  en  posesión,  por  otro 
título,  de  la  cosa  que  debe  recibir  en  guarda;  pues  entonces 
basta  qu^  esté  conforme  en  conservarla  á  título  de  depó- 
sito, sin  necesidad  de  que  la  restituya  primero  al  deponente 
y  de  que  éste  se  la  devuelva  á  su  vez^  para  llenar  formali- 
dades que  en  nada  afectan  á  la  validez  y  eficacia  del  contrato. 

El  depósito,  por  regla  general,  pertenece  á  aquella  es- 


1  Artículo  1,376,  Cód.  Civ.  de  1884.  Véase  la  nota  i*,  pág.  14,  tomo  III. 

2  Larómbiére,  Des  obligations,  tomo  I,  artículo  1, 107,  núm.  6;  Laurent,  tomo  XXVII| 
núin.69;  Troplong,  Du  Depot,  núm.  5;  Demolombe,  tomo  XIV,  núms.  31  732;  Gui- 
flonard,  Du  Depot,  núm.  \\. 
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pede  de  contratos  que  se  designan  con  el  nombre  de  uni- 
laterales, porque  en  virtud  de  él  sólo  queda  obligado  uno 
de  los  contrayentes,  el  depositario,  que  se  impone  el  deber 
de  custodiar  la  cosa  depositada,  y  de  restituirla  cuando  se 
la  pida  el  deponente;  y  decimos  por  regla  general,  porque 
por  su  naturaleza,  el  depósito  es  gratuito,  pero  el  deposita- 
rio puede,  sin  embargo,  estipular  alguna  gratificación,  según 
lo  declara  el  artículo  2,665  ^^1  Código  Civ/ 

En  otros  términos:  por  su  naturaleza  ordinaria,  el  depó- 
sito es  gratuito,  y  por  consiguiente,  unilateral;  pero  cuando 
se  estipula  por  el  depositario  alguna  gratificación,  es  enton- 
ces bilateral,  porque  produce  obligaciones  recíprocas  para 
ambos  contratantes,  de  las, cuales  la  una  es  causa  de  la  otra. 

De  este  principio  se  deriva  una  consecuencia  importante; 
luego  la  circunstancia  de  ser  gratuito  el  depósito,  es  natu- 
ral de  él  y  no  esencial  para  su  existencia,  como  la  evicción 
y  saneamiento  es  una  circunstancia  natural,  pero  no  esen- 
cial del  contrato  de  compra-venta,  y  por  tanto,  queda  al  ar- 
bitrio de  los  contratantes  eliminarla,  conviniendo  en  una 
gratificación,  sin  que  por  tal  circunstancia  se  altere*  su  na- 
turaleza peculiar. 

En  este  punto  se  ha  separado  nuestro  Código  de  la  legis- 
lación Romana  y  del  Código  ^Francés,  adoptando  la  teoría 
del.  Portugués,  sancionada  en  el  artículo  1,432,  acerca  del 
cual  se  expresa  Díaz  Ferreira  en  los  términos  siguientes: 
''El  Código,  siguiendo  á  la  legislación  francesa,  declara  la 
circunstancia  de  ser  gratuito  el  depósito  un  elemento  natu- 
rali  mas  no  esencial  del  contrato.  Aunque  el  depósito  sea 
por  su  naturaleza  gratuito,  porque  es  dictada  la  creación  de 
sus  obligaciones  por  la  amistad  y  confianza  recíprocas  del 
deponente  y  del  depositario,  si  por  ventura  se  estipula  una 
remuneración  por  el  trabajo  y  cuidados  de  éste,  no  por  eso 
degenera  el  depósito  en  otra  especie  de  contrato." 


I  Artículo  2,547,  Cód.  Civ.  de  1884 
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En  efecto:  según  los  principios  del  derecho  Romano,  re- 
producidos por  la  legislación  de  las  Partidas,  el  depósito  era 
un  contrato  esencialmente  gratuito,  porque  constituía  un 
servicio  de  parte  del  depositario,  y  los  servicios  no  permiten 
que  se  les  retribuya  con  dinero,  porque  pierden  su  carácter. 
Y  por  lo  mismo,  si  al^mo  se  encargaba  de  la  guarda  de 
una  cosa  mediante  una  retribución  estipulada,  el  contrato 
se  convertía  en  locación  de  servicios  ó  en  un  contrato  inno- 
minado, si  aquélla  no  consistía  en  dinero.' 

Creemos  que  los  principios  sancionados  por  el  derecho 
Romano  y  nuestra  antigua  legislación,  son  los  verdaderos; 
y  tal  es  el  motivo,  sin  duda  alguna,  porque  todos  los  juris- 
consultos y  la  jurisprudencia,  sostienen  que  el  depósito  pier- 
de su  carácter  y  se  convierte  en  el  contrato  de  locación  de 
servicios,  cuando  se  estipula  una  retribución  pecuniaria  para 
el  depositario. 

El  depósito  sólo  puede  tener  por  objeto  las  cosas  mue- 
bles, pues  como  dice  Pothier,  el  fin  que  se  propone  el  depo- 
nente al  entregar  al  depositario  una  cosa,  es  que  la  guarde 
para  que  se  la  restituya  cuando  tenga  necesidad  de  ella,* 
y  las  cosas  inmuebles  no  son  susceptibles  por  su  naturaleza 
de  ser  guardadas.' 

El  mismo  autor  sostiene,  con  razón,  que  en  el  caso  de  que 
un  individuo  que  se  ausenta  entrega  las  llaves  de  su  habita- 
ción, constituye  un  depósito,  pero  no  de  ésta,  sino  de  aqué- 
llas y  de  los  muebles  contenidos  en  ella;  y  que  si  el  fin  que 
se  ha  propuesto  el  propietario  es  que  el  amigo  á  quien  ha 
entregado  las  llaves  visite  la  casa  de  tiempo  en  tiempo  para 
hacer  las  reparaciones  que  fueren  necesarias,  entonces  no 
hay  depósito  sino  mandato. 

Pero  hay  que  advertir  que  el  depósito  exige  por  su  na- 
turaleza, no  sólo  que  las  cosas  objeto  de  él  sean  muebles, 

1  Leyes  i,  J  8,  tít.  3?,  lib.  16,  D.;  y  2.  tít.  3?,  Part.  5* 

2  Contrat  de  Depot,  núm.  3. 
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sino  que  es  preciso,  además,  que  sean  corporales;  pues 
las  incorporales,  como  los  derechos  y  acciones,  no  pueden 
depositarse,  por  no  ser  susceptibles  de  ser  poseídos  mate- 
rialmente, pero  los  títulos  que  acreditan  la  existencia  de  tales 
derechos,  sí  pueden  ser  objeto  del  depósito.' 

Este  contrato  tiene  alguna  analogía  con  el  mandato,  el 
mutuo  y  el  comodato,  con  los  cuales  es  posible  confundirlo, 
no  obstante  que  se  diferencia  de  ellos  radicalmente. 

Se  diferencia  del  mandato,  en  que  este  contrato  se  per- 
fecciona por  el  mero  consentimiento,  mientras  que  para  la 
existencia  del  depósito,  es  indispensable,  además  de  aquél, 
la  tradición  de  la  cosa  cuya  guarda  se  encomienda  al  depo- 
sitario. 

Se  distingue  del  mutuo,  en  que  el  mutuatario  hace  suya  la 
cosa  que  recibe  para  emplearla  en  provecho  propio,  quedan- 
do solamente  obligado  á  restituir  otra  de  la  misma  especie 
y  calidad,  en  tanto  que  el  depositario  eslá  obligado  á  de- 
volver exactamente  la  misma  cosa  que  recibió,  sin  poder  ser- 
virse de  ella. 

Esta  última  circunstancia  caracteriza  la  diferencia  que 
existe  entre  el  comodato  y  el  depósito,  pues  si  es  cierto 
que  el  comodatario  tiene,  como  el  depositario,  la  obligación 
de  restituir  en  especie  la  cosa  que  recibe,  también  lo  es  que 
se  le  entrega,  no  para  su  guarda,  sino  para  que  la  emplee  en 
usos  propios. 

Con  el  fin  de  evitar  los  abusos  que  pudieran  cometerse 
por  el  depositario,  disminuyendo  ó  alterando  la  cosa  depo- 
sitada, ordena  el  artículo  2,666  del  Código  Civil,  que  el  de- 
ponente tenga  obligación  de  hacer  constar  por  escrito,  fir- 
mado por  el  depositario,  la  cantidad,  clase  y  demás  señas 
específicas  de  la  cosa  depositada;  y  como  el  cumplimiento 
de  ese  deber  quedaría  sin  sanción  si  dejara  á  la  voluntad 

I  Laurent,  tomo  XXVII,  núni.  79;  Pont,  Des  petits  conlrats,  tomo  I,  núm.  382 ;  Col. 
met  áe  Santerre,  tomo  VIH.  nám.  129  ]>is  T ;  (iuillouard,  núm.  iq. 
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del  deponente,  declara  el  artículo  2,667,  q^^  1^  omisión  del 
requisito  indicado,  sujeta  á  aquél,  en  el  caso  de  que  se  nie- 
gue ó  adultere  el  depósito,  á  la  obligación  de  probar  la  reali- 
dad de  éste  ó  la  adulteración  que  alegue  haberse  hecho  en  él.' 

La  simple  lectura  de  los  preceptos  mencionados,  demues- 
tra que  es  una  verdad  el  principio  que  antes  hemos  estable- 
cido, sosteniendo  que  el  depósito  se  perfecciona  por  el  mero 
consentimiento,  y  que  no  está  sujeto  á  ninguna  solemnidad 
externa,  pues  sid  artículo  2,666  del  Código  impone  al  de- 
ponente la  obligación  de  hacer  constar  por  escrito,  firmado 
por  el  depositario,  la  cantidad,  clase  y  demás  señas  que  dis 
tinguen  á  la  cosa  depositada,  no  es  con  el  objeto  de  esta- 
blecer una  circunstancia  esencial  del  contrato,  sino  con  el 
de  proporcionar  un  rhedio  probatorio  fehaciente  de  su  exis 
tencia. 

Que  es  así,  nos  lo  demuestra  la  circunstancia  de  que  nin- 
gún precepto  declara  la  nulidad  del  depósito,  y  que  la  falta 
de  dicho  requisito  impone  al  deponente,  según  el  artículo 
2,667,  I^t  obligación  de  probar  la  existencia  del  depósito  ó  la^ 
adulteración  de  él,  en  caso  de  negativa,  empleando  los  me- 
dios de  prueba  que  reconoce  y  autoriza  el  derecho. 

Debemos,  pues,  establecer,  que  la  existencia  del  depósito 
se  prueba  por  la  constancia  escrita,  que,  de  haberlo  recibido, 
tiene  que  otorgar  el  depositario;  y  á  falta  de  ella,  por  los  de- 
más medios  de  prueba  que  reconoce  el  derecho,  siendo  ésta 
á  cargo  del  deponente. 

Si  éste  llega  á  convencer  al  depositario,  dice  el  artículo 
2,668  del  Código,  de  haber  negado  ó  adulterado  el  depó- 
sito, queda  sujeto  á  las  penas  de  robo  ó  de  falsedad.' 

1  Artículo  2,549,  Cód.  Civ.'de  1884. 

2  Artículo  2,550,  Cód.  Civ.  de  1884. 
Reformado  en  los  términos  siguientes : 

"El  depositario  que  fuere  convencido  de  haber  negado  ó  adulterado  el  depósito,  que 
<iará  sujeto  á  las  penas  que  establece  el  Código  Penal," 

Las  razones  que  exponemos  en  el  cuerpo  de  la  lección  áquc  esta  nota  se  refiere,  jus- 
tifican la  reforma. 
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Esta  declaración  del  artículo  2,668  del  Código»  importa 
una  usurpación  hecha  al  Código  Penal,  al  que  corresponde 
exclusivamente  determinar  qué  hechos  se  deben  estimar 
como  delitos  y  á  cuál  especie  de  ellosr  pertenecen. 

Pero  no  sólo  adolece  tal  precepto  de  ese  defecto,  sino  de 
otro  mayor,  á  nuestro  juicio,  y  que  consiste  en  la  mala  cla- 
sificación de  los  delitos  que  comete  el  depositario  que  niega 
el  depósito  ó  lo  adultera;  pues  tales  hechos  son  estimados 
como  de  robo  ó  falsedad,  siendo  así  que  están  clasificados 
por  el  Código  Penal,  como  constitutivos  del  delito  de  abuso 
de  confianza  (art.  407,  Cód.  Pen.). 

El  depósito  está  sujeto  á  las  reglast generales  que  rigen 
á  los  demás  contratos,  en  cuanto  se  refieren  á  la  capacidad 
de  los  contratantes,  y  por  lo  mismo,  pueden  dar  en  depósito 
todos  los  individuos  que  pueden  contratar  (art.  2,669,  Cód. 
Civ.).' 

Sin  embargo,  la  incapacidad  de  uno  de  los  contratantes 
no  exime  al  otro  de  las  obligaciones  á  que  están  sujetos  el 
que  deposita  y  el  depositario,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  la  nu- 
lidad proveniente  de  la  causa  indicada,  no  es  absoluta  de 
manera  que  pueda  oponerse  por  cualquiera  de  los  contra- 
tantes, sino  relativa,  y  que  sólo  puede  alegarse  por  el  inca 
paz  que  hubiere  intervenido  en  el  contrato  (art.  2,670,  Cód. 
Civ.).^ 

Como  se  ve,  este  principio  no  es  más  que  la  reproducción 
del  general  que  rige  á  todos  los  contratos,  según  el  cual, 
los  afectados  del  vicio  de  nulidad,  producen  todos  los  efectos 
jurídicos  que  les  atribuye  la  ley,  hasta  que  una  sentencia 
ejecutoria  declara  la  insubsistencia  é  ineficacia  de  ellos. 

Pero  como  hemos  indicado  antes,  el  vicio  de  nulidad  de 
los  contratos»  se  puede  hacer  valer  de  dos  maneras,  como 
acción,  dentro  del  plazo  que  señala  la  ley,  ó  como  excep- 

1  Artículo  2,551,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,552,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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cepción,  perpetuamente,  en  cualquiera  tiempo  en  que  se  in- 
tente hacer  efectivo  el  cumplimiento  de  la  obligación  pro- 
veniente del  contrato  nulo;  y  el  efecto  de  la  declaración  de 
la  nulidad,  es  que  se  restituyan  á  los  contratantes  al  mis- 
mo estado  en  que  se  hallaban  antes  de  celebrar  el  contrato 
nulo,  recobrando  cada  uno  lo  que  por  su  parte  hubiere  en- 
tregado.' 

Fundado  en  este  principio,  que  también  es  general,  de- 
clara el  artículo  2,671  del  Código  Civil,  que  si  un  incapaz 
acepta  el  depósito  y  se  le  demanda  por  daños  y  perjuicios, 
puede  oponer  como  excepción  la  nulidad  del  contrato;  pero 
que  no  podrá  eximirse  de  restituir  la  cosa  depositada,  si  se 
conserva  en  su  poder,  ó  el  provecho  que  hubiere  recibido 
de  su  enajenación."" 

S¡  no  fuera  así,  se  autorizaría  un  acto  perfectamente  in- 
moral, el  lucro  indebido  del  incapaz  á  expensas  y  con  per- 
juicio del  deponente,  que  por  error  ó  por  ignorancia  confió 
en  la  honradez  de  aquél,  creyéndole  con  aptitud  para  acep- 
tar el  depósito. 

De  paso  debemos  advertir,  que  el  precepto  aludido  pa- 
rece autorizar  al  incapaz  para  disponer  libremente  de  la  cosa 
que  recibió  en  depósito,  supuesto  que  le  obliga  á  restituir 
el  provecho  que  hubiere  recibido  de  su  enajenación. 

Creemos  que  tal  autorización  es  contraria  á  los  sanos  y 
más  elementales  principios  del  derecho,  porque  la  nulidad 
del  depósito  sólo  puede  eximir  al  incapaz  del  cumplimiento 
de  las  obligaciones  que  nacen  del  contrato,  que  son  gravosas 
y  perjudiciales  á  sus  intereses;  pero  de  ninguna  manera  le 
otorga  derecho  para  enajenar  lo  que  no  es  suyo  y  cuyo  do- 
minio no  se  le  ha  trasmitido. 

Por  el  contrario,  creemos  que,  no  obstante  la  nulidad  del 
contrato,  si  el  incapaz  enajena  la  cosa  que  se  le  confió. en 


1  Tomo  Ut,  págs.  385  y  401. 

2  Artículo  2,553.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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depósito,  comete  el  delito  de  abuso  de  confianza,  previsto 
y  penado  por  el  artículo  407  del  Código  Penal. 

Es  cierto  que  el  mencionado  precepto  adolece  de  una 
mala  redacción,  y  que  sus  autores  sólo  quisieron  reproducir 
el  principio  sancionado  por  el  derecho  Romano  y  nuestra 
antigua  legislación,  que  no  se  compadece  con  los  principios 
fundamentales  de  nuestra  legislación  actual.' 

En  buena  hora  que  no  se  exija  al  incapaz  la  responsabi- 
lidad por  la  pérdida  de  la  cosa  depositada^  producida  por  su 
culpa  ó  negligencia,  toda  vez  que  por  su  incapacidad  nin- 
gún efecto  puede  producir  el  contrato  nulo  desde  su  origen ; 
pero  que  no  se  sancione  un  principio  que  no  sólo  es  contra- 
rio á  la  justicia,  sino  que  también  se  halla  en  pugna  con  otros 
principios  legales,  que  estiman  como  delito  el  acto  de  un 
menpr  de  edad  que,  á  sabiendas,  enajena  una  cosa  que  reci- 
bió en  guarda,  cuyo  dominio  no  se  le  trasmitió,  y  que,  por 
lo  mismo,  le  obliga  á  la  indemnización  civil,  en  los  términos 
de  los  artículos  301  y  siguientes  del  Código  Penal. 

A  nuestro  juicio,  es  también  defectuoso  el  2,672  del  Có- 
digo Civil,  que  declara  que  cuando  la  incapacidad  del  depo- 
sitario no  fuere  absoluta,  puede  ser  condenado  al  pago  de  los 
daños  y  perjuicios,  si  hubiere  procedido  con  dolo  ó  mala  fe.' 

Suponemos  que  en  este  precepto  se  quiso  prever  el  caso 
en  que  el  menor  se  supone  mayor  de  edad,  y  el  de  la  mu- 
jer casada,  para  engañar  la  buena  fe  del  deponente  y  abu- 
sar de  ella  y  castigar  su  dolosa  conducta,  porque  á  nadie  le 
puede  favorecer  su  propio  dolo;  pero  hay  que  convenir  en 
que  le  falta  claridad  y  precisión,  y  que  es  necesario  un  exa- 
men meditado  para  venir  en  conocimiento  de  que  sanciona 
un  principio  justo. 

En  efecto:  según  el  artículo  2,672,  el  incapaz,  que  no  se 
halla  privado  de  la  razón,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  no  está 

1  Leyes  l",  título  8?,  lib.  26;  206,  tít.  17,  lib.  50,  D.  y  17,  tít.  34,  Part.  7» 

2  Artículo  2,554.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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afectado  de  incapacidad  absoluta,  es  responsable  de  los  da- 
ños y  perjuicios,  como  lo  sería  una  persona  capaz,  si  ha  obra- 
do dolosamente  ó  con  mala  fe  para  ocultar  su  incapacidad 
y  hacer  que  se  le  entregara  el  depósito. 

Este  se  distingue  en  voluntario  y  necesario,  regular  é  irre- 
gular. 

El  depósito  voluntario  es  aquel  que  debe  su  origen  al  con- 
trato, cuyo  estudio  estamos  haciendo. 

El  necesario,  que  es  llamado  también  miserable,  es  el"que 
se  hace  con  ocasión  de  alguna  calamidad,  como  incendio, 
ruina,  etc.,  etc. 

Esta  distinción,  que  antiguamente  era  de  grande  impor- 
tancia, carece  en  la  actualidad  de  ella,  porque  nuestro  Có- 
digo no  establece  diferencia  alguna  entre  los  efectos  del  de- 
pósito voluntario  y  del  necesario,  y  las  leyes  penales  que 
castigaban  con  severidad  la  violación  de  éste,  han  sido  mo- 
deradas por  el  Código  Penal,  hasta  tal  grado,  que  sólo  es- 
tima como  cii'cunstancia  agravante  de  tercera  clase,  el  hecho 
de  abusar  el  depositario  de  la  confianza  en  él  depositada, 
durante  una  calamidad  pública. 

El  depósito  regular  es  aquel  que  tiene  por  objeto  cosas 
muebles,  aunque  sean  fungibles,  si  éstas  se  entregan  sella- 
das, cerradas,  ó  con  otras  señales,  con  las  cuales  pueda  acre- 
ditarse su  identidad  cuando  se  hayan  de  devolver.' 

El  depósito  irregular  es  aquel  que  consiste  en  cosas  fun- 
gibles que  se  entregan  por  peso,  número  ó  medida,  con  la 
obligación  deMevolver  el  depositario  otro  tanto  de  la  mis- 
ma especie  y  calidad.' 

Esta  distinción,  usada  bajo  ^  imperio  de  nuestra  antigua 
legislación,  no  existe  ni  puede  existir  bajo  el  sistema  adop- 
tado por  el  Código  Civil,  según  el  cual,  el  depositario  no 
puede  usar  de  'la  cosa  depositada  sin  el  permiso  de  su  due- 


1  Viso,  tomo  III,  pág.  573. 

2  Vito,  tomo  111,  pág.  573. 
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ño,  y  si  se  lo  otorga,  cambia  el  contrato  de  naturaleza  y  se 
convierte  en  el  de  mutuo,  sí  se  trata  de  cosas  fungibles  (arts. 
2,676  y  2,679,  Cód.  Civ.)/ 

Antes  de  la  vigencia  del  Código  Civil,  existía  un  con- 
trato que  se  designaba  con  el  nombre  de  depósito  irregu- 
lar, que  se  estimaba  como  una  especie  de  censOj  y  que  con- 
sistía en  entregar  á  alguna  persona  una  cantidad  de  dinero 
por  plazo  determinado,  durante  el  cual,  pagaba  el  deposi- 
tario el  interés  permitido  por  la  ley,  y  se  garantizaba  con 
hipoteca  ó  fianza.  Este  contrato  afectaba  la  naturaleza  del 
censo  consignativo,  cuando,  se  constituía  con  hipoteca  de 
alguna  finca,  y  se  confundía  con  el  mutuo  en  los  demás  ca- 
sos, de  manera  que  no  tenía  una  naturaleza  perfectamente 
definida. 

Este  es  el  motivo  por  el  cual  lo  proscribió  el  Código  Ci- 
vil, declarando  en  el  artículo  2,673,  q^^  ^^  depósito  irregu- 
lar, cuya  definición  hemos  dado,  no  se  rige  por  las  dispo- 
siciones relativas  al  depósito,  sino  por  las  que  arreglan  el 
censo  consignativo  cuando  el  dinero  se  impone  sobre  bie- 
nes inmuebles,  ó  por  las  del  mutuo  con  interés,  cuando  falta 
esa  circunstancia,  ya  sea  que  en  uno  ó  en  otro  caso  se  cons- 
tituya ó  no  hipoteca.'' 

Refiriéndose  á  ese  precepto,  dice  la  Exposición  de  moti- 
vos: "De  luego  á  luego  se  conoce  la  conveniencia  de  supri- 
mir un  pacto  que,  debiendo  tener  reglas  fijas,  se  ha  conside- 
rado irregular,  sin  que  haya  necesidad  alguna  de  sujetarlo 
á  reglas  especiales,  estando  comprendido  en  otros  según  sus 
diferentes  especies/' 


1  Artículos  2,558  y  2,561,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,555,  C<^d-  Civ.  de  1884. 
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DE  LAS  OBLIGACIONES  Y  DERECHOS  DEL  QUE  DA 
Y  DEL  QUE  RECIBE  EL  DEPÓSITO. 


Dijimos  en  el  artículo  anterior,  que  el  depósito  es  por  su 
naturaleza  gratuito,  pero  que  el  depositario  podía  estipular 
una  gratificación,  sin  que  por  tal  motivo  se  alterara  su  natu- 
raleza; y  dedujimos  como  consecuencia  necesaria,  que  dicho 
contrato  es  unilateral  ó  bilateral,  según  que  se  estipule  ó  no 
una  recompensa  para  el  depositario. 

Pues  bien,  en  uno  y  en  otro  caso  se  producen  derechos 
y  obligaciones  para  los  contratantes,  los  cuales  vamos  á  ex- 
presar detalladamente,  no  sin  advertir  antes,  que,  cuando  el 
depósito  afecta  el  carácter  de  bilateral,  otorga  la  ley  al  de- 
positario dos  acciones,  la  directa,  que  tiene  por  objeto  el 
pago  de  la  retribución  prometida,  y  la  contraria,  encamina- 
da á  obtener  del  deponente  la  indemnización  de  todos  los 
gastos  que  hubiere  hecho  en  la  conservación  de  la  cosa  de- 
positada y  de  los  perjuicios  que  por  ella  haya  sufrjdo;  y  cuan- 
do el  contrato  es  unilateral,  porque  el  depositario  admite  el 
depósito  gratuitamente,  sólo  le  otorga  la  ley  á  éste  la  ac- 
ción contraria,  cuyo  objeto  hemos  indicado. 

Esta  diferencia,  como  bien  se  puede  comprender,  provie- 
ne de  la  naturaleza  que  afecta  el  contrato;  pues  si  es  gratuito, 
sólo  produce  inmediatamente  obligaciones  para  el  deposita- 
rio y  ninguna  para  el  deponente,  quien  si  resulta  obligado  de 
alguna  manera,  no  es  por  efecto  del  mismo  contrato,  sino 
por  acto  posterior  del  depositario  ejecutado  en  su  provecho. 

Si  se  estipula  remuneración  para  el  depositario,  se  pro- 
ducen inmediatamente,  por  efecto  del  contrato,  obligaciones 
recíprocas,  de  las  cuales  la  una  es  la  causa  ú  origen  de  la 
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otra;  pues  en  tanto  se  obliga  el  depositario  á  la  guarda  de 
la  cosa  que  se  le  entrega,  en  cuanto  á  que  el  deponente  se 
obliga  á  su  vez  á  pagarle  la  recompensa  prometida. 

Establecidos  estos  precedentes,  veamos  cuáles  son  los  de- 
rechos y  obligaciones  del  deponente  y  del  depositario. 

El  depositario  está  obligado,  según  el  artículo  2,674  del 
Código  Civil/ 

I?  A  prestar  en  la  guarda  y  conservación  de  la  cosa  de- 
positada, el  cuidado  y  diligencia  que  acostumbra  emplear 
en  la  guarda  de  sus  propias  cosas. 

Según  este  precepto,  y  por  la  naturaleza  misma  del  depó- 
sito, que  no  trasmite  el  dominio  al  depositario,  resulta  que 
una  de  las  obligaciones  principales  de  éste,  es  la  de  restituir 
la  cosa  depositada,  cuya  obligación  implica  necesariamen- 
te la  de  conservarla. 

Pero  la  ley  ha  señalado,  para  evitar  discusiones  y  las 
dificultades  que  de  ellas  pudieran  surgir,  los  límites  de  esa 
obligación,  declarando  que  el  depositario  debe  guardar  y 
conservar  la  cosa  depositada,  como  si  fuera  propia,  con  el 
cuidado  y  diligencia  que  acostumbra  emplear  en  la  guai'da 
de  sus  propias  cosas. 

De  esta  regla  inferimos  que,  si  el  depositario  extremada- 
mente cuidadoso  y  vigilante  en  sus  cosas,  no  empleare  el 
mismo  cuidado  y  vigilancia  en  la  guarda  de  las  depositadas, 
sería  responsable  de  los  perjuicios  que  resultaran. 
'  Esta  consecuencia,  que  es  perfectamente  lógica,  no  se 
halla  de  acuerdo  con  los  principios  del  derecho  Romano, 
seguidos  por  nuestra  antigua  legislación  y  por  el  Código 
Francés,  según  los  cuales,  el  depositario  sólo  está  obligado 
á  prestar  el  mismo  cuidado  y  vigilancia  que  un  buen  padre 
de  familia,  ó  como  se  decía  en  el  tecnicismo  antiguo,  la  cul- 
pa leve,  por  cuanto  á  que*  el  depósito  es,  conforme  á  esos 


I  Artícnlo  2,556,  Cód.  Civ.  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


Lecciones  de  Derecho  Civil.  97 


principios,  esencialmente  gratuito  y  gravoso  para  el  depo- 
sitario, que  ningún  provecho  puede  obtener  de  él. 

Pero  es  muy  fácil  justificar  el  sistema  adoptado  por  nues- 
tro Código,  para  lo  cual  basta  fijarse  en  que  el  dueño  de 
de  la  cosa  debe  tener  conocimiento  de  la  conducta  que  ob- 
serva el  depositario  en  el  cuidado  y  guarda  de  sus  cosas, 
y  por  tanto,  no  puede  ignorar  cuál  seguirá  en  el  depósito;  y 
debe  imputarse  las  consecuencias,  si,  no  obstante  ese  cono- 
cimiento, le  hace  entrega  de  él  y  no  estipula  que  preste  ma- 
yor atención  y  cuidado. 

En  otros  términos:  la  ley  no  exige  del  depositario  mayor 
vigilancia  y  cuidado  que  aquellos  que  acostumbra  en  sus 
propias  cosas,  porque  el  deponente  tiene  facultad  de  elegir 
la  persona  á  quien  confiarle  el  depósito,  teniendo  en  cuenta 
sus  antecedentes,  y  aun  convenir  con  ella  que  le  preste  en 
la  guarda  de  éste  mayor  diligencia  que  la  determinada  por  la 
ley:  y  si  ocupa  á  una  persona  descuidada  y  negligente,  debe 
sufrir  las  consecuencias  de  su  ligereza. 

De  lo  expuesto  se  infiere,  que  el  depositario  no  es  res- 
ponsable del  caso  fortuito  ni  de  la  fuerza  mayor  que,  como 
es  sabido,  no  se  presta  en  ninguno  de  los  contratos,  á  no  ser 
que  se  haya  obligado  á  uno  y  otra  expresamente,  ó  que  so- 
brevenga estando  la  cosa  en  su  poder^  por  haber  sido  mo- 
roso en  restituirla. 

El  artículo  2,675  ^^^  Código  Civil,  que  sanciona  esta 
conclusión,  establece,  ó  mejor  dicho,  reproduce  la  regla  ge- 
neral que  domina  en  todos  los  contratos,  en  los  cuales,  co- 
mo hemos  dicho,  el  deudor  no  es  responsable  de  los  casos 
fortuitos  y  de  fuerza  mayor,  y  la  excepción  según  la  qué, 
éstos  le  son  imputables,  si  se  obliga  expresamente  á  ellos,  ó 
se  verifican  estando  la  cosa  en  su  poder  por  haberse  cons- 
tituido en  mora. ' 

Ya  hemos  expuesto  la  razón  fundamental  de  esta  excep- 

I  Artículo  2,557,  Cóá.  Civ.  de  1884. 
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eión,  diciendo  que,  para  que  el  deudor  pueda  librarse  de 
la  responsabilidad  que  le  resulta  de  la  pérdida  de  la  cosa, 
sin  faltar  á  la  justicia  y  la  equidad,  es  preciso  que  no  se  le 
pueda  imputar  ni  aun  indirectamente,  y  por  lo  mismo,  si  la 
pérdida  tiene  lugar  en  la  casa  del  deudor  por  un  aconteci- 
miento fortuito  que  no  se  habría  verificado  en  la  del  acree- 
dor, debe  reportar  aquél  la  pérdida. ' 

Este  razonamiento  nos  conduce  á  esta  consecuencia  tan 
lógica  como  justa,  que  tiene  en  su  apoyo  la  jurisprudencia 
y  la  doctrina:  luego  cuando  la  pérdida  ó  deterioro  de  la  cosa 
depositada  lia  debido  producirse  igualmente  hallándose  en 
poder  del  depositario  como  en  el  del  duefño,  éste  debe  sufrir 
las  consecuencias»  que  sería  injusto  imputarle  á  aquél,  que 
no  tuvo  culpa  alguna  del  verificativo  del  acontecimiento.' 

En  cuanto  á  la  razón  por  la  cual  es  responsable  el  deposi- 
tario del  caso  fortuito  y  la  fuerza  mayor  cuando  ha  incurrido 
en  mora,  es  perfectamente  perceptible  y  clara;  porque  la  de- 
mora constituye  por  sí  sola  una  falta,  que,  como  dice  Demo- 
lombe,  debe  imponer  al  deudor  la  obligación  de  reparar  el 
daño  que  í'esulta  de  ella  al  acreedor,  pues  la  cosa  no  habría 
perecido  si  se  le  hubiera  entregado  á  éste  oportunamente.^ 

El  depositario  no  puede  servirse  de  la  cosa  depositada 
sin  permiso  del  dueño,  el  cual  nunca  se  presume,  sino  que 
debe  constar  siempre  expresamente;  y  como  sería  inútil 
esta  prohibición  si  careciera  de  sanción  penal,  la  ley  de- 
clara que  si  el  depositario  la  infringe,  se  hace  responsable 
de  todos  los  daños  y  perjuicios  (arts.  2,676,  2,677  Y  2,678, 
CóA  Civ.).-» 

El  depositario  no  puede  servirse  de  la  cosa  depositada, 


1  Tomo  III,  pág.  196. 

2  Gailloaard,  núm.ói;  Laurent,  TomoXXVlI,  núm.  loo;  Pothier,  Da  Depot,  nútn. 
23;  Duranton,  Tomo  XVIII,  núm.  40;  Troplong,  Du  Depot,  núm.  90;  y  todos  los  au- 
tores. 

3  Tomo  XXVII r,  núm.  772. 

4  Artículos  2,558,  2,559  y  2,560,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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porque  se  le  entrega  con  el  exclusivo  objeto  de  guardarla, 
y  sería  faltar  á  las  condiciones  esenciales  del  contrato,  el 
cual  degeneraría,  convirtiéndose  en  otra  especie,  si  se  le 
permitiera  la  facultad  de  emplearla  en  usos  propios. 

Ferreira,  comentarista  del  Código  Portugués,  que  san- 
ciona el  mismo  principio,  dice  valiéndose  de  las  mismas  ex- 
presiones que  Pothier,  que  el  depositario,  por  decirlo  así, 
apenas  presta  el  lugar  en  donde  se  coloca  la  cosa  deposi- 
tada, sin  derecho  alguno  sobre  ella.  * 

Por  lo  demás,  este  principio  no  es  una  novedad  intro- 
ducida por  el  derecho  moderno,  pues  debe  su  origen  á  la 
legislación  Romana,  que  estimaba  el  abuso  de  la  cosa  de- 
positada como  un  robo,  el  cual  se  designaba  por  nuestras 
leyes  antiguas  con  el  nombre  de  hurto  de  uso,  y  nuestro  de- 
recho actual  lo  distingue  con  el  nombre  de  abuso  de  con- 
fianza (art  407,  Cód.  Pen.).'' 

A  este  respecto,  la  obligación  del  depositario  es  la  mis- 
ma, cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de  la  cosa  depositada, 
atin  cuando  se  trate  de  dinero,  pues  la  prohibición  de  la  ley 
es  general  y  absoluta;  no  hace  distinción  de  ninguna  espe- 
cie, y  por  lo  mismo,  tampoco  podemos  hacerla  nosotros. 

En  consecuencia,  si  el  depositario  de  una  cantidad  de  di- 
nero la  emplea  en  usos  propios,  falta  á  uno  de  sus  princi- 
pales deberes  y  comete  un  abuso  de  confianza,  aun  cuando 
su  situación  pecuniaria  le  permita  restituir  la  misma  can- 
tidad en  el  momento  que  se  le  pida;  pues  como  dice  la 
definición  que  da  el  artículo  2,663  ^^1  Código  Civil,  tiene 
obligación  de  custodiar  la  cosa  depositada  y  de  restituirla 
en  especie  y  no  dando  otro  tanto  de  la  misma  especie  y  ca- 
lidad. ^ 
Hay  que  advertir  que  en  tanto  permite  la  ley  que  el 

1  Comentario  al  artículo  862 ;  Potliier,  núm.  34. 

2  Inst  %  6,  tít.  I?,  lib.  4?;  leyes  29,  tít.  3,  lib.  i6;  73,  tít.  14,  Part.  ;■ 

3  Artículo  2,545,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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depositario  use  de  la  cosa  depositada,  en  cuanto  presta  su 
consentimiento  el  dueño  de  ella  de  una  manera  expresa 
y  terminante,  ^ues  no  basta  el  tácito  ó  presunto,  que,  por 
su  naturaleza,  pueden  prestarse  á  suposiciones  que  auto- 
rizarían muchas  veces  la  comisión  de  abusos,  ó  se  darían 
pretextos  para  excusar  los  cometidos  por  los  depositarios 
infieles. 

Pero  siguiendo  los  principios  del  derecho  Romano^  de- 
clara, con  perfecta  justicia,  el  artículo  2,679  del  Código,  que 
cuando  el  depositario  tiene  permiso  del  dueño  para  usar  ó 
servirse  de  la  cosa,  el  contrato  muda  de  especie,  convir- 
tiéndose en  mutuo,  comodato,  uso  ó  usufructo. ' 

Fácil  es  comprender  la  razón  sobre  que  descansa  el  pre- 
cepto citado,  pues  si  el  depositario  de  cosas  que  se  consumen 
por  el  uso,  obtiene  permiso  de  servirse  de  ellas,  realmente 
convierte  el  depósito  en  el  contrato  de  mutuo,  que  le  obli- 
ga á  devolver,  no  las  mismas  cosas  que  recibió,  sino  otro 
tanto  de  la  misma  especie  y  calidad. 

Si  las  cosas  depositadas  no  son  fungibles,  entonces^el 
contrato  se  convierte  en  comodato;  y  si  el  dueño  no  per- 
mite el  empleo  de  ellas  para  determinado  servicio,  sino  pa- 
ra todos  aquéllos  de  los  cuales  pueda  obtener  una  ventaja 
el  depositario  ó  su  familia,  ó  bien  tiene  éste  la  facultad  de 
servirse  de  ellas  y  aprovechar  todos  los  frutos  ó  utilidades 
que  produzcan,  habrá  uso  ó  usufructo,  pero  no  depósito, 
cuya  naturaleza  jurídica  no  permite  la  concesión  al  deposi- 
tario de  tales  facultades  tan  contrarias  á  ella. 

Ya  hemos  dicho  que  la  violación  del  depósito  se  castiga 
como  delito,  y  además,  con  la  indemnización  de  los  daños  y 
perjuicios  de  que  se  hace  responsable  el  depositario,  la.cual 
se  determina  por  las  reglas  que,  sobre  responsabilidad  ci- 
vil, establece  el  Código  Civil,  que  de  acuerdo  con  ellas 

I  Leyes  10,  tít.  i?,  lib.  12;  I,  tít.  3,  lib.  16;  y  31  tít.  2,  lib.  19,  D. ;  artículo  2,561, 
Cód.  Civ.  de  1884. 
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declara  en  el  artículo  2,684  q^^>  si  el  depósito  consiste  en 
dinero,  el  depositario  debe  pagar  interés  de  las  cantidades 
de  que  haya  dispuesto,  desde  el  día  en  que  lo  hubiere  he- 
cho. Se  entiende  que  la  tasa  del  interés  debe  ser  la  legal, 
conforme  á  aquellas  reglas. ' 

Por  la  misma  razón  declara  el  artículo  2,685,  que  también 
debe  pagar  el  depositario  intereses  de  la  cantidad  que  quede 
debiendo,  concluido  el  depósito  desde  que  se  constituyó  en 
mora.' 

Creemos  que  esta  declaración  es  redundante  y  que  está 
comprendida  en  el  artículo  precedente,  pues  si  no  restituye 
íntegra  la  cantidad  depositada  es  sin  duda,  porque  dispu- 
so de  ella,  y  en  tal  caso  se  hace  responsable  de  los  daños  y 
perjuicios,  que  sólo  pueden  consistir  en  el  pago  de  los  in- 
tereses al  tipo  legal. 

El  depositario  debe  respetar  la  intención  del  deponente, 
que  Je  entregó  las  cosas  objeto  del  contrato  cerradas  y  sella- 
das, absteniéndose  de  abrirlas,  y  debe  de  guardar  el  secreto 
de  ellas  cuando  su  dueño  le  ha  revelado  el  contenido  del 
depósito;  pues  obrando  de  otra  manera  viola  la  fe  del  con- 
trato, ya  sorprendiendo  secretos  que  no  se  le  han  querido 
confiar,  ya  causando  perjuicios,  que  está  obligado  á  reparar 
en  todo  caso. 

F^or  tal  motivo  ordena  el  artículo  2,680  del  Código,  que 
^*  depositario  restituya  las  cosas  depositadas  en  el  mismo 
estado  que  las  recibe,  si  se  le  entregan  bajo  sello,  cerraduras 
o  costura;  y  el  2,68  í  declara,  que  si  el  depositario  en  cual- 
quiera de  los  casos  del  artículo  que  precede,  extrae  ó  des- 
cubre el  depósito,  queda  obligado  á  reponerlo,  y  es  además 
responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  sufre  el  depo- 
nente. ' 

^  Artículo  2,566,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,567,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo?  2,562  y  2,563,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Pero  esta  responsabilidad  cesa,  si  el  descubo-imiento  ó 
la  extracción  del  depósito  se  hubiere  hecho  sin  su  culpa,  la 
cual  se  presume,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario  (arts. 
2,68272,683,  Cód.  Civ.).^ 

En  otros  términos:  la  ley  presume  en  todo  caso  que  el  de- 
positario es  culpable,  por  no  haber  cumplido  debidamente 
la  obligación  que  se  impuso  de  custodiar  la  cosa  depositada, 
y  por  tanto,  le  impone  el  deber  de  indemnizar  los  daños  y 
perjuicios  que  sufre  el  deponente;  pero  si  puede  y  llega  á 
probar  que,  sin  culpa  de  su  parte,  descubrió  ó  extrajo  esa 
cosa  una  tercera  persona,  entonces  queda  libre  de  toda  res- 
ponsabilidad, por  no  existir  hecho  alguno  que  le  sea  impu- 
table. 

La  presunción  de  culpabilidad  del  depositario  se  funda, 
no  sólo  en  él  principio,  según  el  cual  se  presume  que  se 
pierde  por  culpa  del  deudor  la  cosa  que  se  halla  en  su  po- 
der, mientras  no  se  pruebe  lo  contrario,  sino  tambjén  en  la 
consideración  de  que,  de  otra  manera,  se  quedarían  las  más 
veces  impunes  las  responsabilidades  de  los  depositarios  ¡iv 
fieles.' 

Para  concluir  cuanto  se  refiere  al  deber  que  el  deposita- 
rio tiene  de  restituir  la  cosa  depositada,  debemos  manifes- 
tar que  la  ley  lo  estima  tan  estricto  é  indeclinable,  que  no 
permite  que  la  retenga  contra  la  voluntad  del  deponente, 
si  no  es  por  determinación  judicial,  y  por  tal  motivo,  le  pro- 
hibe retenerla,  aun  cuando  al  pedírsela  no  haya  recibido  el 
importe  de  las  expensas  que  hubiere  erogado  en  la  conser- 
vación de  ella,  aunque  sí  puede  pedir  judicialmente  la  re- 
tensión del  depósito,  si  no  se  le  asegura  el  pago  (art,  2,704, 
Cód.  Civ.).^ 

Tampoco  puede  el  depositario  retener  la  cosa  depositada 


1  Artículos  2,564  y  2,565,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Ferreira,  tomo  III,  pág.  420. 

3  Artículo  2,586,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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como  prenda  que  garantice  el  crédito  que  tenga  contra  el 
deponente;  porque  si  se  le  otorgara  el  derecho  de  retención, 
se  cometerían  frecuentes  abusos,  á  pretexto  de  la  existen- 
cia de  créditos,  tal  vez  improbables,  con  gravísimo  perjuicio 
del  deponente  (art.  2,705,  Cód.  Civ.)." 

Además,  si  se  permitiera  tal  derecho,  se  autorizaría  la 
compensación  contra  el  precepto  contenido  en  el  artículo 
1,691  del  Código  Civil,  que  la  prohibe  respecto  de  la  deu- 
da de  cosa  puesta^en  depósito,  porque  este  contrato,  como 
.hemos  dicho,  tiene  por  fundamento  principal  la  buena  fe  y 
la  honradez,  por  cuyo  motivo  la  ley  asimila  moralmente  la 
retención  de  la  cosa  depositada  al  despojo. '-' 

Viniendo  á  la  segunda  obligación  del  depositario,  que 
nace  por  efecto  inmediato  del  depósito,  y  que  sanciona  el 
artículo  2,674  del  Código  Civil,  la  de  restituir  la  cosa  depo- 
sitada cuando  le  fuere  exigida,  con  todos  sus  frutos  y  acce- 
siones, hay  que  examinar  á  qué  persona  se  debe  hacer  la 
restitución,  en  qué  tiempo  y  en  qué  lugar.  ^ 

Según  el  artículo  2,686  del  Código,  el  depositario  no 
debe  restituir  la  cosa  sino  al  que  se  la  entregó,  ó  á  aquél 
en  cuyo  nombre  se  hizo  el  depósito  ó  fué  designado  para 
recibirla/ 

Así,  pues,  la  ley  supone  los  tres  casos  siguientes: 

1?  Restitución  del  depósito  á  la  persona  que  lo  constituyó: 

2?  Restitución  del  depósito  á  la  persona  en  cuyo  nombre 
se  hizo: 

3^  Restitución  á  la  persona  indicada  para  recibirla. 

Cuando  no  concurre  una  circunstancia  especial  que  modi- 
fique al  contrato,  la  cosa  depositada  se  debe  restituir  á  aqué- 
lla persona  que  la  entregó,  y  solamente  á  ella,  que  fué  la  que 
contrató  y  la  quje  tiene  derecho  de  exigir  su  devolución. 

1  Artículo  2,587,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Tomo  III,  pág.  267. 

3  Artículo  2,556,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  2  570,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Nada  importa  que  el  deponente  no  sea  el  propietario  de 
la  cosa  depositada;  porque  él  fué  quien  celebró  el  contrato, 
quien  confió  su  guarda  al  depositario;  y  nada  sería  más  ab- 
surdo que  éste,  que  no  le  exigió  la  justificación  de  su  de- 
recho de  propiedad  para  recibir  el  depósito,  se  la  exija  para 
cumplir  el  deber  que  tiene  de  restituirla.' 

Sin  embargo,  este  principio  sufre  una  justa  restricción, 
establecida  por  el  artículo  2,687  del  Código,  según  el  cual, 
si  después  de  constituido  el  depósito,  tiene  conocimiento  el 
depositario  de  que  la  cosa  es  robada  y  quien  es  el  verda-. 
dero  dueño  de  ella,  debe  dar  aviso  á  éste  ó  á  la  autoridad 
competente  con  la  reserva  debida;  pero  como  no  puede  re- 
husar indefinidamente  larestitución,  declara  el  artículo  2,688, 
que,  si  dentro  de  ocho  días  no  se  le  manda  retener  ó  entre- 
gar la  cosa,  puede  devolverla  al  que  la  depositó,  sin  que  por 
ello  quede  sujeto  á  responsabilidad  alguna.^ 

En  este  caso,  el  depositario  satisface  á  la  justicia  y  á  su 
conciencia,  dando  aviso  oportuno  al  propietario  ó  á  la  au- 
toridad, de  que  la  cosa  robada  se  halla  en  su  poder,  á  fin 
de  que  se  evite  que  el  que  lá  depositó  se  aproveche  inde- 
bidamente de  ella;  pero  no  sería  justo  que  se  expusiera  á  una 
responsabilidad  civil  ó  penal,  si  la  entregara  al  propietario 
antes  que  lo  autorizara  para  ello  un  fallo  judicial. 

Si  el  propietario  es  negligente  y  no  aprovecha  el  aviso 
que  recibió  para  vindicar  la  cosa  de  su  propiedad,  impútese 
á  sí  mismo  las  consecuencias  que  se  originen  del  cumpli- 
miento de  la  obligación  que  tiene  de  restituir  la  cosa  á  quien 
se  la  depositó.  ^ 

Seria  controversia  se  ha  suscitado  entre  los  comentaris- 
tas del  Código  Francés,  que  sanciona  el  mismo  principio, 
acerca  de  si  la  cosa  perdida  puede  asimilarse  á  la  robada. 


1  haurent,  tomo  XXVIT.  núm.  i2o;  Colmet  de  Santerrc,  tomo  VIII,  núm.  Í50;  Gui- 
llouard,  núm.  99. 

2  Artículos  2,569  y  2,570,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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y  en  consecuencia,  si  el  depositaricde  ella  tiene  obligación 
de  dar  aviso  á  su  dueño  ó  á  la  autoridad  competente,  sos- 
teniendo Laurent  y  otros,  que,  siendo  el  principio  mencio- 
nado una  excepción  impuesta  á  la  regla  general  que  tiene 
el  depositario  de  restituir  la  cosa  depositada  á  quiera  se  la 
entregó,  por  lo  cual,  es  de  estricto  derecho,  sólo  puede  apli- 
carse al  caso  expresamente  comprendido  en  ella,  esto  es,  al 
de  robo  de  dicha  cosa.' 

Otros  autores  sostienen  la  opinión  contraria,  fundados  en 
los  principios  de  moral  y  de  justicia,  cuya  opinión  es,  á  nues- 
tro juicio,  la  mejor,  no  precisamente  por  los  fundamentos  en 
que  la  apoyan  sus  defensores,  sino  porque,  según  nuestra 
legislación  penal,  está  clasifícado  como  delito  de  robo,  el  he- 
cho de  encontrarse  en  un  lugar  público  una  cosa  que  tiene 
dueño,  y  no  presentarla  á  la  autoridad  competente  dentro 
del  término  que  señala  la  ley.' 

En  efecto:  la  fracción  II  del  artículo  378  del  Código  Pe- 
nal, ordena  que  la  pena  que  los  preceptos  anteriores  seña- 
lan para  el  delito  de  robo,  se  deba  reducir  á  la  mitad  cuando 
el  que  halle  en  lugar  público  una  cosa  que  tiene  dueño,  sin 
saber  quién  sea  éste,  se  apodera  de  ella  y  no  la  presenta  á  la 
autoridad  correspondiente  dentro  del  término  señalado  por 
el  Código  Civil;  ó  si  antes  de  que  dicho  término  expire,  se 
la  reclamare  el  que  tenga  derecho  de  hacerlo  y  le  negare 
tenerla. 

Tampoco  tiene  el  depositario  obligación  de  restituir  la 
cosa  depositada,  si  descubre  y  prueba  que  es  suya,  y  el  de- 
ponente insiste  en  sostener  sus  derechos,  pues  entonces  debe 
ocurrir  al  juez,  pidiéndole  orden  para  retenerla  ó  deposi- 
tarla judicialmente  (art.  2,701,  Cód.  Civ.).^ 


1  Tomo  XXVII,  núm.  I20;  Aul^ry  y  Kau,  tomo  IV,  $403,  pAg.  625,  noM  15;  Pont, 
Dfs  Petits  contrats,  tomo  I,  núm.  490;  Troplong,  núm.  144,  etc.,  etc. 

2  Delvincourt.  tomo  III,  pág.  433;  Duranton,  tomo  XVIII,  núm.  58. 

3  Artículo  2,583,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Tan  claro  es  este  principio,  que  no  necesita  demostración, 
y  á  primera  vista  aparece  que  es  absurdo  que  el  propietario 
sea  depositario  de  su  propia  cosa  y  que  tenga  obligación  de 
restituirla. 

Pero  como  las  simples  afirmaciones  del  depositario,  di- 
ciéndose dueño  de  la  cosa,  no  bastan  para  exonerarlo  de 
las  obligaciones  que  contrajo,  es  indispensable  que  pruebe 
judicialmente  su  derecho  de  dominio,  y  entretanto,  que  so- 
licite la  retención  ó  el  depósito  de  ella,  á  fin  de  que  no  sean 
burlados  sus  derechos. 

El  Código  Civil  no  sólo  establece  la  regla  general  que 
obliga  al  depositario  á  restituir  la  cosa  depositada  al  que  la 
entregó,  ó  á  aquél  en  cuyo  nombre  hizo  el  depósito  ó  fué 
designado  en  el  contrato  para  recibirla,  sino  que  establece 
reglas  especiales  que  tienen  por  objeto  aclarar  aquélla  y  de- 
terminar  con  toda  precisión  quién  tiene  derecho  de  recoger 
el  depósito. 

Tales  reglas  son  las  siguientes: 

I?  Siendo  varios  los  que  den  una  sola  cosa  ó  cantidad  en 
depósito,  no  puede  el  depositario  entregarla  sino  previo  el 
consentimiento  de  todos,  á  no  ser  que  al  constituirse  el  de- 
pósito se  haya  convenido  en  que  la  entrega  se  haga  á  cual- 
quiera de  los  deponentes;  pues  no  sabiendo  el  depositario 
si  todos  son  ó  no  propietarios  de  la  cosa,  y  en  qué  propor- 
ción, se  expondría  á  causarles  un  grave  perjuicio  á  los  de- 
más interesados,  si  la  entrega  á  uno  solo,  no  autorizado  por 
ellos  para  recibirla  (art.  2,689,  Cód,  Civ.).' 

I  Artículo  "2,571,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  en  los  términos  siguientes ; 

"Siendo  varios  los  que  den  una  sola  cosa  ó  cantidad  en  depósito,  no  podrá  el  deposi- 
tario entregarla  sin  el  previo  consentimiento  de  la  mayoría  de  los  deponentes,  computa- 
da por  cantidades  y  no  por  personas;  a  no  ser  que  al  constituirse  el  depósito  se  haya  con- 
venido en  que  la  entrega  se  haga  á  cualquiera  de  los  deponentes." 

Se  ignora  cuál  es  el  fundamento  de  esta  reforma,  pues  la  referencia  que  hace  el  Sr. 
Lie.  M acedo  en  sus  notas  comparativas  al  artículo  1,677  del  Proyecto  de  Código  Espa- 
ñol, sólo  induce  á  suponer  que  se  ha  querido  aplicar  un  precepto  del  derecho  Romano 
sobre  la  mancomunidad  al  reformado. 
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Además,  el  depositario  faltaría  á  la  ley  del  contrato,  por- 
que habiéndose  obligado  con  todos  los  interesados  á  que 
guardaría  la  cosa  y  que  la  restituiría  cuando  se  la  pidieran, 
no  llenaría  esa  obligación  entregándola  á  uno  solo  de  ellos. 

2?  El  depositario  debe  entregar  á  cada  deponente  una 
parte  de  la  cosa,  si  al  constituirse  el  depósito  se  señaló  la 
que  á  cada  uno  correspondía;  pues  así  cumple  con  toda  fi- 
delidad la  obligación  que  contrajo  y  no  corre  el  peligro  que 
quiso  evitar  la  regla  anterior,  porque  se  puede  estimar 
que  existen  tantos  depósitos  cuantos  son  los  deponentes 
(art.  2,690,  Cód.  Civ.).' 

3?  El  depósito  hecho  á  nombre  de  algún  incapaz  de  con- 
traer, por  su  representante  legítimo,  debe  ser  restituido  al 
que  lo  constituyó  ó  al  mismo  incapaz,  luego  que  cese  su 
incapacidad,  previa  declaración  judicial  (art.  2,691,  Cód. 
Civ.).^ 

4?  Si  el  deponente  pierde,  después  de  constituido  el  de- 
pósito, su  capacidad  para  contratar,  la  cosa  depositada  se 
debe  entregar  á  quien  legítimamente  desen(ipeñe  la  admi- 
nistración de  los  bienes  del  incapaz  (art.  2,692,  Cód.  Civ.).^ 

5?  El  depósito  hecho  por  un  marido,  tutor  ó  administra- 
dor, con  el  carácter  de  que  estaba  investido,  debe  restituir- 
se á  la  persona  que  representaba,  si  ha  cesado  después  la 
representación  que  tenía  (art.  2,693,  Cód.  Civ.).^ 

Estas  tres  últimas  reglas  son,  á  nuestro  juicio,  entera- 
mente inútiles,  porque  son  una  repetición  de  la  contenida 
en  el  artículo  2,686,  que  declara  que  el  depositario  no  debe 
restituir  la  cosa  sino  al  que  se  la  entregó,  ó  á  aquel  en  cuyo 
nombre  fué  hecho  el  depósito.^ 

Pero  de  todas  estas  reglas  se  deduce  el  principio  según 

1  Artículo  2,570,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,573,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,574,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  2,575,  Cód.  Civ.  de  1884, 

5  Artículo  2,568,  Cód.  Civ.  de  1884 
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el  cual  se  debe  restituir  á  la  persona  que  es  apta  para  re- 
cibir el  depósito  fconforme  á  la  ley,  y  por  tanto,  que  no  pue- 
den entregarse  á  los  incapaces  ó  á  aquellas  personas  que 
cambian  de  estado  ó  pierden  su  aptitud  legal  para  adminiá'- 
trafsus  bienes,  como  la  mujer  quevcontrae  matrimonio,  ó  el 
tutor  ó  administrador  que  cesan  en  su  encargo. 

En  cuanto  al  tiempo  en  el  cual  debe  restituir  el  deposi- 
tario la  cosa  depositada,  establece  la  ley  tres  reglas  y  algu- 
na excepción,  cuya  justicia  es  tan  fácilmente  perceptible, 
que  no  excusa  de  hacer  prolijas  explicaciones. 

Tales  reglas  son  las  Siguientes: 

I?  El  depositario  debe  restituir  la  cosa  depositada  en 
cualquier  tiempo  en  que  se  la  reclame  el  deponente,  aun- 
que al  constituirse  el  depósito  se  haya  fijado  plazo,  y  éste 
no  hubiere  llegado  (art.  2,697,  Cód.  Civ.).' 

A  primera  vista  parece  que  esta  regla  se  halla  en  abierta 
pugna  con  el  principio  que  declara  que  los  contratos  legal- 
mente  celebrados,  deben  ser  puntualmente  cumplidos,  y  que 
importa  una  derogación  de  él  respecto  del  depósito;  pero 
la  más  ligera  reflexión  basta  para  comprender  que  no  es  así. 

En  el  mutuo  y  en  el  comodato,  no  puede  el  acreedor  re- 
clamar la  cosa  prestada  mientras  no  concluye  el  plazo  es- 
tipulado, porque  aquél,  y  el  comodatario  y  el  mutuatario, 
convinieron  en  que  éstos  se  sirvieran  de  ella  durante  ese 
plazo,  y  sería  faltar'  á  lo  pactado  y  á  la  buena  fe,  exigir  la 
devolución  antes. 

Pero  no  sucede  lo  mismo  en  el  depósito,  pues  el  deposi- 
tario tiene  la  cosa  en  su  poder,  para  guardarla  y  no  para 
usarla  y  servirse  de  ella,  á  pesar  del  señalamiento  de  un  pla- 
zo, porque  éste  no  se  ha  establecido  en  su  favor,  toda  vez 
que  no  tiene  ningún  interés  en  la  retención  de  la  cosa."* 

Sin  embargo,  esta  regla  sufre  excepción  cuando  judicial - 

1  Artículo  2,579,  Cüd.  Civ.  de  1884. 

2  Pothier.  núni.  58;  Laurent,  tomo  XXVI  I.  núm.  121;  Guillouard,  núm.  103. 
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mente  se  le  manda  al  depositario  retener  ó  embargar  la 
cosa  depositada;  pues  en  tal  caso  no  está  obligado  á  en- 
tregarla, porque  obedece  al  mandato  de  la  autoridad  que. 
al  secuestrarla  ha  privado  de  su  posesión  al  deponente,  por 
quien  y  en  cuyo  nombre  poseía  el  depositario,  ya  para  ven- 
derla y  con  su  precio  pagar  á  un  acreedor  de  aquél,  ya  para 
entregarla  á  quien  pretende  que  e^  su  dueño,  si  acredita  su  • 
derecho  de  dominio. ' 

2?  El  depositario  puede  por  justa  causa  devolver  el  de- 
pósito antes  del  tiempo  convenido;  y  si  el  deponente  se 
niega  á  recibirlo,  puede  hacer  consignación  de  ella  en  los 
términos  prevenidos  en  el  capítulo  3?,  título  IV,  libro  4?  del 
Código  Civil  (art.  2,699  y  2,700,  Cód.  Civ.).'' 

El  depositario  no  puede  obligar  al  deponente  á  recibir 
la  cosa  depositada  antes  de  que  espire  el  plazo  estipulado, 
porque  éste  se  estableció  en  beneficio  de  aquél,  y  no  le  es 
lícito  infringir  las  obligaciones  que  se  impuso  al  celebrar  el 
contrato;  pero  esta  regla  sufre  la  excepción  qup  acabamos 
de  establecer  cuando  existe  una  justa  causa,  pues  la  equi- 
dad no  permite  que  el  depósito  se  convierta  en  el  origen  de 
perjuicios  trascendentales  para  el  depositario. 

Tal  sería,  por  ejemplo,  el  caso  en  que  hubiera  tenido  el 
depositario  la  guarda  de  la  cosa  por  mucho  tiempo,  y  aquel 
en  que  tiene  que  ausentarse,  ó  en  el  que  le  amenazan  gra- 
ves peligros  por  la  conservación  del  depósito  en  sü  poder. 

La  resistencia  del  deponente  para  recibir  la  cosa  depo- 
sitada, podía  traer  al  depositario  un  grave  perjuicio;  y  para 
evitarlo,  ordena  la  ley  que  se  ocurra  al  juicio  de  consigna- 
ción, establecido  para  compeler  á  los  acreedores  morosos  á 
recibir  lo  que  se  les  debe,  y  evitar  á  los  deudores  los  per- 
juiqios  consiguientes. 

La  resolución  judicial  decidirá  si  <      'ista  la  repulsa  del 


1  Artículo  2,580,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2,581  y  2,582,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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-deponente,  y  por  tanto,  si  el  depositario  se  halla  en  las  con- 
diciones que  demanda  la  ley,  esto  es,  si  tiene  una  justa  causa 
para  devolver  la  cosa  depositada  antes  del  plazo  convenido. 

3?  Cuando  no  se  ha  estipulado  tiempo,  el  depositario  pue- 
de devolver  el  depósito  al  deponente  cuando  quiera,  siem- 
pre que  le  avise  con  una  prudente  anticipación,  si  se  necesita 
preparar  algo  para  la  guarda  de  la  cosa  (art.  2,702,  Cód. 
Civ.).' 

La  razón  es  perfectamente  perceptible,  porque  no  hay 
un  plazo  señalado  en  el  contrato,  ya  de  una  manera  expresa, 
ya  tácita,  y  se  puede  decir  que  la  mente  de  los  contratan- 
tes fué  dejar  la  duración  del  contrato  á  su  conveniencia  y 
voluntad. 

Pudiera  decirse  que  la  renuncia  inopinada  del  deposi- 
tario causa  necesariamente  perjuicio  al  dueño  de  la  cosa  de- 
positada; pero  prescindiendo  de  que  debe  imputarse  á  sí 
mismo  las  consecuencias  de  su  falta  de  previsión,  por  no 
haber  estipulado  un  plazo  que  determine  la  duración  del 
-contrato,  la  ley  no  permite  al  depositario  el  ejercicio  de  la 
facultad  que  le  otorga  de  restituir  el  depósito  cuando  quie- 
ra, sino  á  condición  de  que  le  avise  con  la  debida  anticipa- 
ción, á  fin  de  que  haga  los  preparativos  necesarios  para  la 
la  guarda  de  la  cosa. 

Es  decir  que  la  ley  evita  la  renuncia  intempestiva  del 
depositario,  á  fin  de  que  el  deponente  se  prepare  con  toda 
oportunidad  para  recibir  la  cosa  depositada  y  se  libre  de 
los  perjuicios  que,  de  otra  manera,  pudieran  resultarle. 

A  primera  vista  resalta  la  diferencia  que  existe  entre  la 
segunda  y  la  tercera  regla  que  acabamos  de  exponer,  y  que 
consiste  en  que  aquella  faculta  al  depositario  para  restituir 
^1  depósito  antes  de  que  fenezca  el  tiempo  estipulado,  pero 
á  condición  de  que  tenga  una  justa  causa,  y  en  que  la  úl- 
tima le  concede  igual  facultad,  tenga  ó  no  justa  causa,  si 


I  Artículo  2,584,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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no  se  estipuló  un  tiempo  determinado  parala  duración -del 
contrato. 

En  cuanto  al  lugar  en  que  debe  hacerse  la  restitución,  el 
Código  establece  las  dos  reglas  siguientes: 

lí^  El  depósito  se  debe  entregar  en  el  lugar  convenido, 
supuesto  que  todo  contrato  legalmente  celebrado  debe  ser 
puntualmente  cumplido  (art.  2,694,  Cód.  Civ.).' 

2?  Si  no  hubiere  lugar  designado,  la  devolución  se  debe 
hacer  en  aquel  en  donde  se  halle  la  cosa  depositada;  porque 
siendo  el  depósito  gratuito,  por  regla  general,  es  justo  que  se 
imponga  al  depositario  las  menores  molestias  posibles  para 
evitarle  perjuicios;  y  es  indudable  que  se  molesta  menos  im- 
poniéndole ta  obligación  de  restituir  el  depósito  en  donde 
se  halla  (art.  2,695,  Cód.  Civ.).^ 

Pero  los  autores  sostienen,  con  razón,  que  esta  regla  se 
debe  aplicar  oon  la  restricción  debida,  no  comprendiendo 
en  ella  el  caso  en  que  el  depositario,  obrando  de  mala  fe, 
traslada  de  un  lugar  á  otro  la  cosa  depositada.  Esta  restric- 
<:ión,  que  se  funda  en  la  equidad,  tiene  en  su  apoyo  los  prin- 
cipios del  derecho  Romano.^ 

En  los  dos  casos  á  que  se  refieren  las  reglas  anteriores, 
los  gastos  que  demanda  la  restitución  de  la  cosa  depositada 
son  de  cuenta  del  deponente,  por  las  mismas  consideracio- 
nes en  que  se  funda  la  primera  de  aquéllas,  y  porque  no 
parece  justo  gravar  con  desembolsos  al  depositario  que  real- 
mente presta  un  servicio  de  amistadal  deponente  (art.  2,696, 
Cód.  Civ.).-» 

El  Código  Civil  es  muy  conciso  al  determinar  cuáles  son 
las  obligaciones  del  deponente,  pues  sólo  declara  en  el  ar- 
tículo 2,703,  que  éste  está  obligado  á  indemnizar  al  deposi- 

1  Artículo  2,576,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,577,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Pothier,  Du  Depot,  núm.  57;  Gaillouard,  núm,  102;  Laurent,  tomo  XX Vil,  nüm. 
123;  Duranton,  tomo  XVIII,  núm.  66. 

4  Anículo  2,578,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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tario  dQ  todos  los  gastos  que  haya  hecho  en  la  conservación 
del  depósito,  y  de  los  perjuicios  que  ^or  él  haya  sufrido.' 

Este  precepto  imponeal  deponente  estas  dos  obligaciones: 

I?  La  de  indemnizar  al  depositario  de  todos  los  gastos 
que  haya  hecho  para  la  conservación  de  la  cosa  depositada: 

2*  La  de  indemnizarle  de  los  perjuicios  que  por  el  depó- 
sito haya  sufrido. 

Estas  obligaciones,  como  todas  las  que  encuentran  el  apo- 
yo de  la  ley,  producen  los  derechos  correlativas  á  favor  del 
depositario,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  producen  la  acción  respec- 
tiva, á  fin  de  que  pueda  exigir  el  cumplimiento  de  ellas. 

Esta  acción,  como  hemos  dicho  antes>  se  designa  en  el 
tecnicismo  del  derecho,  con  el  nombre  de  contraria  de  de- 
pósitOy  á  causa  de  que  no  debe  su  origen  al  contrato  mismo, 
que  es  unilateral,  y  sólo  produce  obligaciones  para  el  depo- 
sitario, sino  de  hechos  ejecutados  posterioriiiente  por  éste, 
ó  de  la  ley,  que  sanciona  el  principio  de  equidad  y  de  justi- 
cia, que  no  permite  enriquecernos  á  expensas  de  otro,  y  que 
nos  obliga  á  reparar  el  daño  que  le  causemos,  aunque  sea 
involuntariamente.'/ 

Los  términos  con  que  está  concebida  la  primera  regla, 
nos  demuestran  con  toda  precisión  y  claridad,  qué  el  deber 
que  impone  al  deponente  no  es  ilimitado,  ni  éste  está  obli 
gado  á  reembolsar  al  depositario  de  todos  los  gastos  que 
erogare,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  sino  que  se  halla 
restringido  al  pago  de  aquellos  que  demanda  la  conserva- 
ción de  la  cosa  depositada,  esto  es,  á  aquellos  que  se  lla- 
man de  mera  conservación  y  sin  los  cuales  hubiera  perecido, 
y  no  otros. 

La  razón  es,  porque  habría  tenido  que  erogar  tales  gas- 
tos el  dueño  de  la  cosa  depositada  para  evitar  la  destrucción 
de  ella;  y  porque  no  es  justo  que  el  depositario,  sin  consul- 


1  Artículo  2,585,  Cód.^Civ.  de  1884. 

2  Página  8,  tomo  III. 
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tarl^  su  voluntad,  le  obligue  á  hacer  gastos  de  otra  especie, 
que  tal  vez  le  producen  un  desequilibrio  en  sus  intereses. 

La  segunda  regla  es  una  reproducción  de  los  principios 
generales  del  derecho,  y  obliga  al  deponente  á  indemnizar 
al  depositario  de  las  pérdidas  que  sufra  con  motivo  del  de- 
pósito; por  ejemplo,  si  es  asaltado  y  herido  por  los  ladrones 
que  intentaron  apoderarse  de  la  cosa  depositada. 

También  hemos  dicho  que  el  depósito  afecta  la  naturaleza 
de  los  contratos  bilaterales,  y  que  produce  obligaciones  re- 
cíprocas para  ambos  contratantes,  cuando  se  estipula  alguna 
graicñcación  para  el  depositario.  Pues  bien,  en  tal  caso,  el 
contrato  impone  una  nueva  obligación  al  deponente,  que 
consiste  en  el  deber  de  pagar  al  depositario  la  gratificación 
estipulada. 

En  este  punto,  como  indicamos  ya,  nuestro  Código  se  se- 
paró del  derecho  Romano,  de  la  legislación  antigua  y  de  la 
mayor  parte  de  los  Códigos  modernos. 

III 
DEL  SECUESTRO. 

El  secuestro  es,  como  lo  indicamos  al  principio  de  esta 
lección,  una  especie  del  depósito,  y  se  define  por  el  artículo 
2,664  d^l  Código  Civil,  diciendo  que  es  el  depósito  que  se 
constituye  por  la  autoridad  pública  ó  por  los  litigantes  de 
acuerdo.'      •  , 

De  esta  definición  se  infiere  que  hay  dos  especies  de  se- 
cuestro, y  tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  2, 706 
del  Códig^o,  que  es  convencional  ó  judicial.' 

El  secuestro  convencional,  según  el  artículo  2,  ^o*]^  es  el 
que  se  verifica  cuando  los  litigantes  depositan  la  cosa  liti- 

1  Articulo  2,546,  Cód.  Civ.<lc  1884. 

2  Artículo  2,588,  Cód  Civ.  de  1884.        .  ^ 
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# 
giosa  en  poder  de: un  tercero,  que  se  obliga  á  entregarla, 
concluido  el  pleito, tal  que,  conforme  á  la  sentencia,  tenga 
derecho  á  día. ' 

El  secuestro  judicial,  es  el  que  se  ordena  por  el  juez,  en 
los  casos  que  determina  la  ley,  y  se  rige  por  las  reglas  que 
establece  el  Código  de  Procedimientos  Civiles  (art.  2,71 1, 
Cód.Civ.).V  • 

No  nos  ocuparemos  del  estudio  de  las  reglas  que  esta- 
blece el  Código  de  Procedimientos,  por  ser  extraño  á  la  na- 
turaleza de  estas  lecciones. 

En  cuanto  al  secuestro  convencional,  debemos  advertir 
que,  para  su  CKistencia,  es  preciso  que  lo  constituyan  de  co- 
mún acuerdo  los  litigantes>  pues  si  uno  de  ellos  lo  hace,  se 
convierte  en  simple  depósito,  sujeto,  en  su  duración,  á  la  vo- 
luntad- áel  deponente,  quien,  como  sabemos,  tiene  facultad 
por  la  ley  para  exigir  la  restitución  de  la  cosa  depositada 
cuando  le  plazca. 

El  secuestro  convencional  se  rige  por  las  reglas  estable- 
cidas para  el  depósito,  salvas  las  excepciones  siguientes: 
(art.  2,710,  Cód.  Civ.).^ 

I?  ^1  encargado  del  secuestro  no  puede  libertarse  de  él 
antes  de  la  terminación  del  pleito,  sino  consintiendo  en  ello 
todas  las  partes  interesadas^  ó  por  una  causa  que  el  juez  de- 
clare legítima  (art.  2,708,  Cód.  Civ.).* 

1  Artículo  2,589,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,592,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado,  para  mayor  claridad,  en  los  términos  siguientes . 

<*£1  secuestro  judicial  ¿erige  por  las  disposiciones  del  Código  de  Procedinuentoc, 
y  en  su  defecto,  por  l^s  mismas  que  el  secuestro  provisional." 

3  Artículo  2,591,  Cód.  Civ.  de  1884, 

4  Artículo  2,590,  Cód.  Civ.  de  1884. 
Reformado  en  los  térmíhos  siguientes: 

"El  encargado  á,e\  secuestro  convencional,  no  puede  liberUrse  de  él  antes  de  la  ter- 
minación del  pleito,  sino  consintiendo  en  ello  todas  las  partes  interesadas,  ó  por  una  causa 
qué  el  juez  declare  legítima." 

La  reforma  tuvo  por  objeto  aclarar  el  precepto,  de  manera  que  se  pueda  comprender 
que  sólo  se  refiere  al  secuestro  convendonal  y  no  al  judicialj  que  está  regido  por  el  Có- 
digo de  Procedimientos. 
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La  razón  es,  porque  los  litigantes  han  concurrido  unidos 
ala  constitución  del  secuestro;  con  los  dos  contrató  y  se 
obligó,  y  por  lo  mismo,  no  puede  romper  las  obligaciones 
que  contrajo,  sino  con  el  consentimiento  unánime  de  aqué- 
llos, ó  cuando  le  asiste  una  causa  legítima,  cuya  existencia 
sea  debidamente  comprobada  ante  el  juez  y  declarada  por  él. 

2?  El  encargado  del  secuestro  tiene  la  posesión  de  los 
bienes  en  nombre  de  aquél  á  quien  se  adjudiquen  por  sen- 
tencia ejecutoriada  (art.  2,*jo()\'C6á:  Civ.).' 

Esta  es  una  de  las  circunstancias  características  que  dis- 
tinguen al  secuestro  del  depósito,  pues  en  éste  el  deposita- 
rio posee  la  cosa  en  nombre  del  dueño,  en  quien  radican  el 
dominio  y  la  posesión. 

Esta  diferencia  proviene  de  que,  en  el  secuestro,  se  ignora 
quién  sea  el  propietario  de  la  cosa  secuestrada,  hasta  que 
se  reconoce  por  la  sentencia  ejecutoría  en  cuál  de  los  dos 
litigantes  radica  el  dominio  y  la  posesión. 

Por  lo  demás,  creemos  innecesaria  la  declaración  conte- 
nida en  la  regla  á  que  nos  referimos.    ■ 

I  Artteolo  2,593,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  en  los  términos  siguientes,  á  efecto  ée  que  comprenda  tanto  el  secuestro 
judicial,  como  el  convendonal : 

"El  encargado  del  secuestro,  ya  sea  convencional,  ja  jadidal,  tiene  la  posesión  de  los 
bienes  en  nombre  de  aquél  á  quien  se  adjudiquen  por  sentencia  ejecutoriada.*' 
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LECCIÓN  DÉCIMAOCTAVA. 


DE  LAS  DONACIONES. 


PRELIMINARES. 

El  Código  Francés^  y  á  su  ejemplo,  la  mayor  parte  de  las 
legislaciones  modernas,  se  ocupan  de  las  reglas  que  rigen 
la  donación  al  tratar  de  los  testamentos,  sin  duda  por  los 
puntos  de  contacto  que  tienen  una  y  otros,  el  propósito  de 
los  donantes  y  de  los  testadores  de  ejercer  una  liberalidad, 
para  beneficiar  á  las  personas  á  quienes  profesan  un  extre- 
mado afecto. 

Nuestro  Código  ha  adoptado  otro  sistema,  y  enumera  la 
donación  entre  los  contratos,  porque,  si  bien  es  cierto  que 
constituye  un  acto  de  liberalidad  de  parte  del  donante,  no 
es  menos  cierto  que  para  su  existencia  y  para  que  produzca 
efectos  jurídicos,  es  preciso  el  consentimiento  de  la  persona 
agraciada,  es  decir,  que  sólo  existe  por  el  mutuo  consenti- 
miento de  los  interesados,  como  todos  los  contratos. 

El  sistema  de  nuestro  Código  es,  á  nuestro  juicio,  más 
jurídico,  pues  aunque  la  donación  y  los  testamentos  tienen 
afinidad  entre  sí,  sin  embargo,  existen  entre  ellos  diferencias 
capitales  que  los  caracterizan  y  distinguen,  ya  en  cuanto  á  su 
constitución,  ya  en  cuanto  á  sus  efectos  jurídicos. 
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En  efecto:  el  testamento  se  puede  otorgar,  ó  ipejor  dicho, 
pueden  disponer  de  sus  bienes  por  testamento  todas  las  per- 
sonas  que  se  hallan  en  el  uso  expedito  de  sus  facultades 
mentales,  si  han  cumplido  catorce  años,  siendo  varones,  ó 
doce  siendo  mujeres,  mientras  que  la  donación,  que  está  su-' 
jeta  á.las  reglas  generídes  de  los  contratos,  no  puede  ha- 
cerse ni  por  los  menores  de  edad  ni  por  la  mujer  casada 
(arts.  3,413  y  2,713,  Códi.  Civ.).' 

La  donación  no  es  un  simple  acto  jurídico,  sino  un  con- 
trato, y  por  tal  motivo  no  se  perfecciona  sino  hasta  que  el 
donatario  otorga  su  consentimiento,  y  desde  entonces  se  ha- 
ce irrevocable,  como  cualquiera  otro  coh  trato,  por  el  arbitrio 
de  uno  solo  de  los  contrayentes.  El  testamento,  ppr  el  con- 
trario, es  un  acto  revocable  en  todo» tiempo,  porque  sólo  con- 
tiene la  voluntad  del  testador  (arts.  2,721  y  3, 665,  Có^l.  Civ.).'' 

La  revocación  de  los  testamentos  no  está  sujeta  á  res- 
tricción alguna,  y  no  es  renunciable  la  facultad  de  hacerla, 
en  tanto  que  las  donaciones  sólo  son  revocables  excepcio- 
nalmente  y  la  facultad  de  revocarlas  es  renunciable,  menos 
en  el  caso  de  superveniencia  de  hijos  al  donafite  (art.  2,759, 
Cód.  Civl).^ 

Establecidos  estos  precedentes,  vamos  á  hacer  el  estudio 
del  contrato  que  los  ha  motivado. 


II 
DE  LAS  DONACIONES  EN  GENERAL. 

El  artículo  2,712  del  Código  Civil,  define  la  donación,  di- 
ciendo que  es  un  contrato  por  'el  que  una  persona  trans- 

1  Artículos  3,276  y  2,595,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Art(ca]os  2,603  y  3,472,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,641,  Cód.  Qv.  de  1884. 
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fiere  á  otra,  gratuitamente,  una  parte  ó  la  totalidad  de  sus 
bienes  presentes.  * 

Como  dijimos  antes,  la  donación  está  sujeta  á  las  reglas 
generales  que  dominan  á  todos  los  contratos,  menos  en 
cuanto  se  opongan  á  las  particulares  que  rigen  y  determi- 
nan su  naturaleza  y  su  índole  especial  (art  2,713,  Cód. 
Civ.).^ 

En  este  contrato  intervienen  dos  personas,  una  que  eje- 
cuta el  acto  de  liberalidad,  que  se  designa  con  el  nombre 
de  donante,  y  otro  en  cuyo  favor  se  ejecuta  ese  acto  á  quien 
se  le  llama  donatario. 

De  los  tférminos  de  la  definición  que  da  la  ley;  que  dice, 
que  el  contrato,  cuyo  estudio  hacemos,  consiste  en  la  trans- 
misión gratuita  de  una  pal*te  6  de  la  totalidad  de  los  bienes 
presentes  del  que  la  hace,  se  infiere  lógica  y  necesariamente 
que  la  donación  no  puede  comprender  los  bienes  futuros; 
y  así  lo  declara  expresamente  el  artículo  2,714  del  Código 
Civil.' 

Esta  declaración  se  funda  en  las  siguientes  razones  de 
incontrastable  poder: 

I?  La  translación  del  dominio  no  puede  tener  lugar  res- 
pecto de  los  bienes*  futuros,  porque  es  imposible  transmitir 
aquello  que  no  está  en  nuestro  patrimonio  ni  nos  pertenece, 
^^quia  qucB  noudtim  stint,  nülla  fiere  potest  traditio,''  co- 
mo dice  la  ley  35,  Código  de  Donationibus. 

^'Non  videtur  data,  quce  ex  eo  tempore  quo  dantur^  acci- 
pientis  non  fiunf  (Ley  167,1).  R.  J.).* 

2?  La  donación  de  bienes  futuros  es  contraria  á  la  natu- 
raleza del  contrato,  que  es  irrevocable,  porque  quedaría  al 
arbitrio  del  donante  adquirir  6  no  tales  bienes,  y  por  con- 
siguiente, cumplir  ó  no  el  contrato,  contra  los  principios 

1  Artículo  2,594,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,595,  Cód.  Civ.  de  1884.  ; 

3  Artículo  2,596,  Cód.  Civ.  de  1884.  ;      .  . 
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deméntales  del  dere¿ho,  que  prohiben  que  el  cumplimiento 
de  los  contratos  quede  al  arbitrio^  de  uno  <le  los  contrayen- 
tes (art.  1,394,  Cód.  Civ,)/ 

3*  El  absurdo  que  resultaría  si  el  donatario  muriera  an- 
tes que  el  donante,  porque  adquiriría  después  de  muerto 
los  bienes  que  .éste  adquiriera  entonces. 

Demolombe,  comentando  al  artículo  943  del  Código  Fran- 
cés, que  prohibe  la  donación  de  bienes  futuros,  da  la  razón 
que  precede,  y  la  funda  en  los  términos  siguientes:  "Si  la 
donacióti  fuera  válida  como  donación  entre  vivos,  no  cadu- 
caría por  la  muerte  del.  donatario,  y  si  no  caducara,  debía 
producir  después  todos  sus  efectos;  es  decir,  que  los  here- 
deros del  donatario  adquirirían,  en  su  nombre,  bienes  que 
&  no  habí^  adquirido  ni  podido  adquirir."' 

Todos  los  autores  ponen  un  particular  cuidado  en  deter- 
minar qué  $e  debe  entender  por  áienes  presentes  y  bienes 
futuros;  y  todos  están  de  acuer4p  en  que,  losbienes  de  la 
primera  especie  son  aquellos  que  figuran  en  el  patrimonio 
del  donante  en  el  momento  de  la  donación,  ó  que  deben 
entrar  á  «él  más  tarde  en  virtud  de  un  derecho  existente; 
por  ejemplo,  los  frutos  «que  producirá  un  fundo  del  donante 
en  el  año  próximo: y  las  utilidades  que  le  correspondan  en 
la  sociedad  de  que  forma  parte,  ó  los  bienes  sobre  los  cua- 
les tiene  un  derecho  de  propiedad  dependiente  de  una  con- 
dición suspensiva.  '        »     *  > 

Y  llaman  bienes  futuros  á  aquéllos  que  no  figuran  en  el 
patrimonio  del  donante  en  el  momento  de  la  donación  y  á 
los  cuales  no  tiene  actualmente  ningún  derecho,  ni  aun  con- 
dicional, ó  lo  que  es  lo  mismo,  aquellos  qudno  podrán  en- 
trar en  su  patrimonio  sino  en*  virtud  de  un  acto  dependiente 
de  su  Voluntad.  Por  ejemplo,  los  frutos  del  terreno  que  el 


1  Aniciilo  1,278,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Tomo  XX,  núm.  374. 
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donante  se  propone  comprar,  ó  las  utilidades  que  adquiera* 
en  la  sociedad  que  se  propone  formar, '    ,       ' 

La  donación,  no  nos  cansaremos  de  repetirlo,  es  un  con- 
trato, y  como  tal  es  susceptible  de  afectar  las  modalidades 
que  los  demás  contratos;  y  por  consiguiente,  puede  ser  pu- 
ra, condicional,  onerosa  <S  remuneratoria  (art/ 2,715,  Gód. 
Civ.).'  .  * 

,  Es  pura  la  donación  que  se  otorga  en  términos  absolu- 
tos, y  condicional  la  que  depende  de  algún  acontecimiento 
incierto:  ó  lo  que  es  lo  mismo,  es  pura  aquella  cuyo  cum- 
plimiento no' depende  de  condición  alguna^  y  condicional 
la  que  está  sujeta  al  verificativo  de  algún  acontecimiento  fu- 
turo é  incierto  (art.  2^716,'Cód.  Civ.).^       » 

Donación  onerosa  es  la  que  se  hace  imponiendo  algunos 
gravámenes;  remuneratoria  la  que  se  hace  en  atención  á 
servicios  recibidos  por  el  donante  y  *que  no  importan  una 
deuda  (art.  2,7i7,»Cód.  Cjv.).* 

Esta  distinción  no  es  meramente  escolástica,  sino  por  el 
contrario,  de  grande  aplicación  y  utilidad  en  la  práctica. 

La  distinción  de  mayor  importancia  entre  las  donaciones, 
es  la  de  las  onerosas^  porque  éstas  se  rigen  en  cuanto  á  las 
obligaciones  KÍel  donante  y  donatario,  por  las  reglas  de  los 
contratos  onerosos. 

Las  demás  especies  de  donaciones,  aun  las  remunera- 
torias, se  rigen,  como  dice  Fef  reirá,  por  las  reglas  especia- 
les que  la  ley  establece,  Sn  apoyo  dé  este  asertx>  basta  re- 
cordar que  el  artículo  2,718  del  Código  declara,  que  en  la 
donación  onerosa  sólo  se  considera  donado  el  exceso  que 


1  Baudry  Lacanti^eric,  lomo  I{,  núm-  4^,;  Thiry,  Cours  de  Droh  civil,  núm.  2;  Tro- 
plong,  Donations,  núm.  1,199;  Dcmolombe,  tomo  XX,  núm.  376,  Marcadé,  tomo  III, 
núm.  672;  Laurent,  tomo  XII,  núm.  412  y  siguientes,  etc.,  etc. 

2  Artículo  2,597,  Cód.  Civ.  de  i8Í|. 

3  Artículo  2,598,  Cód.  Civ.  de  1884.  '    •  »      ' 

4  Artículo  2,599,  Cód.  Civ.  de  1884.  ' 
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hubiere  en  el  precio  de  la  cosa,  deducidas  deí  él  las  cargas.  * 

La  distinción  de  la^  donaciones  en  remuneratorias  se  fun- 
da en  la  consideración  de  que  éstas  áe  pueden  anular-  por 
error  en  la  causa.  Por  ejemplo,  la 'donación  hecha  á  uh  in- 
dividuo en  atención  á  que  salvó  de  un  sirtiestro  á  uno  de  los 
hijos  del  donante,  "es  nula  y  de  ningún  efecto,  si  se  jjrueba 
que  no  existió  tal  hecho  ó  que  el  donatario  no  lo  ejecutó.,  y 
por  tanto,  que  hubo  error  en  la  ckusa  de  la'donííción. 

Pudiefa  decirse  que  la  donación  remuneratoria  pierde  su 
carácter  de  liberalidad,  y  por  lo  mismo  que  impropiamente 
se  le  da  ese  nombre;  pero  la  distincSón'qiie  hace  el  Código 
Civil  al  definirla,  destruye  el  argifmento. 

En  efecto,  si  se  trata  de  deudas  exigibles,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  que  provienen  de  obligaciones  civiles,  cuyd  cum- 
plimiento se  puede  obtener  mediante  el  ejercicio*  de  una 
acción  ante  los  tribunales,  entonces  la  donación  remunera- 
toria lleva  iiVipro|ílamente  ese  nombre,  porque  en  realidad 
es  un  pago.  .    •         '     '  1      .    t 

Pero  si  se  trata  de  deudas  no  exigibles,  que  no  provie- 
nen de  obligaciones  civiles  y,  por  consiguiente,  no  producen 
ninguna  acción  eficaz  en  derecho,  como  los  consuelos  de  la 
amistad  y  otros  servicios  que  no  pueden  producir  otra  deuda 
que  la  de  la  gratitud,  entonces  la  donación  es  remunerato- 
ria; porque  significa  el  reconocimiento  de  esos  servicios.    • 

Pero  hay  que  advertir,  que  sólo  tienen  las  donaciones  1í( 
naturaleza  de  remuneratorias,  .según  la  opinión  común  dé 
los  jurisconsultos,  cuando  el  donante  declara  expresamente 
que  hace  la  donación  para  remunerar  ciertos  servitios. 

En  las  legislaciones  modernas,  así  como  en  nuestra  an- 
tigua legislación,  se  reconocían  también  las  siguientes  es- 
pecies de  donaciones:  la  que  se  llamaba  en/re  vivos  y  la  que 
se  designaba  con  el  nombre  de  />or  causa  de  tnuerte,  y  las 


I  Tomo  111,  pág.  432. 
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antenupciales  y  entre  consortes;  pero  el  Código  Civil  ha 
derogado  la  distinción  entre  las  dos  primeras  especies,  de- 
clarando en  el  artículo  2,719,  que  las  donaciones  sólo  pue- 
den tener  lugar  entre  vivos,  y  no  pueden  revocarse  sino  en 
los  casos  declarados  en  la  ley. ' 

La  Exposición  de  motivos  explica  por  qué  causa  se  pros- 
cribieron las  donacFones  niortis  causa:  *'á  fin  de  que  nunca 
puedan  confundirse  con  los  legados;  y  si  alguna  se  hiciere 
para  después  de  la  muerte,  deberá  sujetarse  á  la  regla  de 
aquéllos." 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual,  complementando  el  artículo 
2,720  del  Código  al  2^719,  declara  también,  que  las  dona- 
ciones para  después  de  la  muerte,  se  deben  regir  por  las 
disposiciones  relativas  á  los  legados,  y  las  que  se  hagan  en- 
tre consortes,  por  lo  dispuesto  en  el  capítulo  9,  tít.  10  del 
libro  3?,  del  mismo  Código.' 

Como  se  ve,  la  Exposición  de  motivos  no  da  una  razón 
satisfactoria  de  la  causa  que  impulsó  á  los  redactores  del 
Código  á  proscribir  las  donaciones  mortis  causa,  por  la 
cual  tenemos  que  buscarla. 

Creemos  que  las  donaciones  ntortis  causa  tenían  grande 
semejanza,  ó  meijor  dicho,  participaban  de  la  naturaleza  de 
las  últimas  voluntades,  más  que  de  las  .donaciones  entre  vi- 
vos, y  esta  circunstancia  daba  lugar  á  graves  confusiones, 
^  y  por  consiguiente,  á  disputas  y  contiendas,  que  ha  sido 
necesario  precaver  y  evitar,  asimilando  tales  donaciones  á 
los  legados  y  sujetándolas  á  las  reglas  dictadas  para  éstos. 

En  cuanto  á  las  donaciones  antenupciales  y  entre  con- 
sortes, aun  subsiste  la  antigua  distinción;  pero  la  índole  y 
las  circunstancias  de  que  están  afectadas,  hacen  que  estén 
regidas  por  reglas  particulares,  cuyo  estudio  hemos  he- 
cho ya. 

I  Artículo  2,6ox,  Cód.  Civ.  de  1884. 
3  Artículo  2,602,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Las  donaciones  pueden  ser  totalmente  gratuitas,  ó  traer 
consigo  algunos  gravámenes,  representando  en  tal  caso  un 
acto  á  la  vez  gratuito  y  oneroso,  como,  por  ejemplo,  cuan- 
do el  donante  dona  bienes  cuyo  valor  asciende  á  diez  mil 
pesos,  pero  con  la  obligación  para  el  donatario  de  pagar 
seis  mil,  valor  de  una  hipoteca  que  reportan. 

Las  donaciones  de  esta  especie  eran  consideradas,  salvos 
los  casos  de  simulación  y  fraude,  como  unas  verdaderas  do- 
naciones, sujetas  á  las  reglas  que  rigen  el  contrato  cuyo 
estudio  hacemos;  pero  nuestro  Código,  á. ejemplo  del  Por- 
tugués, ha  introducido  una  innovación  radical,  sancionando 
el  principio  según  el  cual,  cuando  Ja  donación  es  onerosa, 
sólo  se  debe  considerar  donado  el  exceso  que  hubiere  en  el 
precio  de  la  cosa,  deducidas  de  él  las  cargas  (art.  2,718, 
Cód.  Civ.)/ 

Es  consecuencia  de  este  principio,  como  dijimos  antes, 
que  la  donación  onerosa  esté  regida  por  las  reglas  relati- 
vas á  los  contratos  onerosos  en  la  parte  que  es  absorbida 
por  las  cargas.  Pero  esto  se  entiende  en  cuanto  á  sus  efec- 
tos jurídicos,  pues  en  cuanto  á  la? forma,;  como  muy  bien  di- 
ce García  Goyena,  deben  regirse  por  las  reglas  establecidas 
para  las  donaciones.  ^ 

Por  lo  demás,  creemos  que  tal  principio  es  perfectamente 
justo,  pues  así  como  se  llama  herencia  á  lo  que  queda  des^ 
pues  de  pagadas  las  deudas  del  testador  y  las  cargas  que 
hubiere  impuesto  á  los  herederos,  de  la  misma  manera  no 
puede  haber  donación  sino  cuando  quede  algo  de  la  cosa 
donada,  satisfechas  las  cargas  Impuestas  por  el  donante  al 
donatario. 

Siendo  la  donación  un  contrato,  se  infiere  lógicamente 
que  es  esencial  para  su  existencia  el  concurso  de  las  vo- 
luntades de  los  interesados,  su  mutuo  consentimiento;  pero 


1  Artículo  2,600,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Concordancias,  tomo  II,  pág.  290. 
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á  diferencia  de  los  demás  contratos  eii  los  cuales  puede  ma- 
nifestarse de  una  manera  expresa  ó  tácita,  en  la  donación 
debtí  ser  expresa. 

La  razón  es,  porque  este  contrato  es,  por  sü  naturaleza, 
irrevocable,  salvo  en  loscasos  determinados  por  la  ley,,  y  por 
lo  misnSo,  es  necesario  que  sea  aceptada  expresan^cnte  la 
donación  por  el  donatario,  y  que  de  este  acto  tenga  cono- 
cimiento el  donante;  porque  alguna  vez  puede  ser  onerosa, 
y  para  que  haya  un  punto  cierto  de  partida  y  pueda  mar- 
carse de  un  modo  seguro  la  época  en  que  nacieron  lo^  de- 
rechos y  obligaciones  del  nuevo  propietario.'  t 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  2,721  del 
Código  Civil,  que  la  donación  es  irrevocable  desde  que  el 
donatario  la  acepta  y  se  Ihace  saber  al  donador. " 

Pero  la  ley  no  exige  que  el  concurso  de  las  voluntadeá 
de  los  interesados  sea  simultáneo,  pues  cuando  el  donahte 
hace  su  ofrecimiento,  se  «considera  que  persiste  en  él  mien^ 
tras  no  lo  revoque ;  y  cuando  se  otorga  la  aceptación  con 
posterioridad  al*  ofrecimiento,  y  éste  no  ha  sido  revocado^ 
hay  el  concurso,  de  las  voluntades  necesario  para  la  lexisten-í 
cia  del  contrato. 

Esta  teoría,  que  es  elemental  y  domina  respecto  de  todos 
los  contratos,  tiene  la  debida  sanción  en  varios  preceptos 
del  Código  Civil,  que  vamos  á  examinar. 

Pero  antes  conviene  conocer  otra  distinción  legal  de  las 
donaciones  que  toma  su  origen  de  la  forma  en  que  se  cele- 
bra el  contrato. 

La  donación,  dice  el  artículo  2,722  del  Código  Civil,  pue- 
de hacerse  verbalmente  ó  por  escrito;  y  los  artículos  2,723 
y  2, 724,  declaran  que  no  puede  hacerse  donación  verbal  más 
que  de  bienes  muebles,  y  que  sólo  produce  efectos  legales, 


1  Exposición  de  motivos. 

2  Artículo  2,603,  Cód,  Civ.  de  1884. 
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si  el  valor  de  la  cosa  donada  no  pasa  de  trescientos  pesos* 
La  consecuencia  lógica  que  se  deriva  del  último  de  los 
preceptos  citados,  ei  que,  si  el  valor  de  los  bienes  donados 
excede  de  trescientos  pesos,  el  contrato  debe  constar  por 
escrito;  y  pbr  tal  riiotivo  declara  el  artículo  2,725  del  Có- 
digo, que  en  tal  caso  la  donación  debe  otorgarse  en  escri- 
tura pública,  en  la  que  debe  hacerse  constar  especificamenté 
el  valor  de  cada  mueble. ' 

Si  la  donación  es  de  bienes  raices,  sólo  puede  hacerse  en 
escritura  pública,  sea  cual  fuere  su  valor,  en  la  que  debe  ha- 
cerse constar  especificadamente  las  calidades  del  inmueble 
y  las  cargas  y  obligaciones  que  se  imponen  al  donatario;  y 
no  produce  sus  efectos,  sino  desde  que  es  debidamente  ins- 
crita en  el  registro  público  (arts.  2,726  y  2,727.  Cód.  Civ.).^ 
'  Pudiera  parecer  extraña  esta  exigencia  de  la  ley,  sobre 
todo,  tratándose  de  las  donaciones  de  bienes  muebles;  pero 
loscomentaristasídel  Código  Francés,  que  sancionan  la  mis- 
ma exigencia,.  la  justifican,  diciendo  que  las  donaciones  des- 
pojan al  donador  sin  compensación,  y  por  lo  mismo,  con- 
viene asegurarse  de  que  su  voluntad  es  absolutamente  cierta 
y  Ubre,  y  porque. bajo  la  forma  de  una  escritura  pública,  se 
garantiza  mejor  la.irrevocabilidad  de  las  donaciones. 

Lo  ciéfto  es,  qye  la  forma  solemne  requerida  para  las  do-, 
naciones,  es  tradicional,  y  se  ha  establecido  en  odio  á  ellas 

por  la  suma  importancia  que,  antes  de  ahora,  se  le  ha  dado 

II  1 

1  Artículos  2,604,  2,605  y  2,6oó,  Cód.  Civ.  de  1S84. 

Reformado  ¿1  a^^ículo  2,606,  reduciendo  á  doscientos  pesos  Ja  cantidad  de  que  ba  de 
hacerse  la  donación  verbal. 

2  Artículo  2,607,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  en  el  mismo  sentido  (^uc  ef  precepto  anteríin*. 

3  Artículos  2,60872,609,  Cód.  Civ.  de  1884. 

El  primero  de  (ístos  preceptos  fué  reforrtiado  lirriitando  la  disposición  de  su  última 
parte  al  efecto  eft  cuanto  á  tercero,  porque  no  habría  razón  para  que  la  falta  de  registro 
privara  de  efecto  legal  á  la  donación  en  cuanto  al  donante  y  al  donatario,  siendo  así  que 
la  regla  general,  respecto  de  registro,  <s  que  el  acto  que  deba  ser  registrado,  no  surta 
efecto  contra  tercero  mientras  no  fuere  inscrito.  ( Notas  comparativas  del  Sr.  Lie.  Ma- 
cedo.) 
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á  Ja  conservación  de  los  bienes  en  las  familias  y  para  hacer- 
las menos  frecuentes. ' 

Como  él  concurso  de  laf  voluntad  de  los  interesados,  ma- 
nifestada por  el  ofrecimiento  de  uno  de  ellos,  y  la  aceptación 
del  otro,  es  lo  que  forma  el  contrato  de  donación,  y  como 
en  los  casos  antes  expresados  sólo  puede  celebrarse  hacién- 
dolo constar  en  escritura  pública,  se  infiere  que,  así  como  el 
ofrecimiento,  la  aceptación  se  debe  otorgar  también  en  es 
entura  pública. 

Por  tal  motivo,  ordena  el  artículo  2,728  del  Código  Civil, 
que  la  aceptación  se  haga  en  la  misma  escritura  de  donación 
ó  en  otra  separada;  y  declara,  á  la  vez,  que  la  aceptación  no 
surte  efecto  si  no  se  hace  en  vida  del  donador.' 

La  razón  es  perfectamente  clara;  la  aceptación  que  se 
hiciera  después  de  la  muerte  del  donador,  sería  ineficaz  para 
que  se  formara  el  contrato,  porque  no  habría  el  conpurso  de 
las  voluntades  de  los  interesados  para  tal  objeto. 

Pero  ya  hemos  dicho  que  la  ley  exige  el  concurso  de  las 
voluntades  y  no  la  simultaneidad  de  ellas;  y  por  consiguien- 
te, nada  se  opone  á  que  la  aceptación  del  donatario  se  haga 
con  posterioridad  al  ofrecimiento  del  donante;  pero  como 
en  tal  caso  debe  constar  en  una  escritura  diversa,  es  indis- 
pensable que  se  notifique  la  aceptación  ea  debida  forma  al 
donador  y  que  se  haga  constar  en  las  dos  escrituras  (art. 
2,729,  Cód.  Civ.).^ 

La  donación  debe  ser  aceptada,  bajo  pena  de  nulidad,  por 
el  donatario  mismo  ó  por  medio  de  persona  á  quien  le  haya 
conferido  poder  especial  para  el  caso,  ó  general  para  acep- 
tar donaciones  (arL  ,2,73o,  Cód.  Civ.).^ 

1  Domolombe,  tomo  XX,  núm.  8;  Toullier»  tomo  III«  núm.  i6S;  Duranton,  tomo 
VIII,  núm.  382;  Laurcnt,  tomo  XII,  aúm.  221.  etc. 

2  Artículo  2,610,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  por  la  sustitución  de  la  palabra  donanU  en  lugar  de  doitador, 

3  Artículo  2,611,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado,  sustituyendo,  para  mayor  claridad,  la'palabra  notificación  en  lugar  de  acto, 

4  Artículo  2,612,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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En  el  capítulo  siguiente  de  esta  lección,  que  trata  de  las 
personas  que  pueden  hacer  ó  recibir  donaciones,  nos  ocu- 
paremos del  estudio  de  este  principio,  que  creemos  colocado 
aquí  fuera  de  su  lugar. 

Por  nuestra  antigua  legislación  se  hallaba  prohibida  la 
donación  de  todos  los  bienes,  favore  subditoriim  etfavore 
Reipublicce,  como  dice  Antonio  Gómez,  con)entando  la  ley  6^ 
de  Toro;  y  fundado  en  las  mismas  consideraciones,  declara 
el  artículo  2,731  del  Código  Civil,  que  es  nula  la  donación 
que  comprende  la  totalidad  de  los  bienes  del  donante,  si  éste 
no  se  reserva  en  propiedad  ó  en  usufructo  lo  necesario  para 
vivir  según  sus  circunstancias.* 

Goyena  dice,  refiriéndose  al  mismo  principio,  reproducido 
por  el  Proyecto  de  Código  Español:  *'En  efecto,  la  Repú- 
blica está  interesada  en  restringir  estas  traslaciones  repen- 
tinas de  fortunas  ó  despojos,  casi  siempre  fraudulentos,  de 
las  familias;  pero  el  interés  mzyor  y  principal  ^s  el  de  los 
súbditoSy  el  de  los  mismos  donadores;  ¿cómo  tolerar  que  por 
imprudencia  y  prodigalidad  propias,  ó  por  maquinaciones 
ajenas,  se  despoje  uho  de  todo  losuyo  en  favor  de  otro,  cons- 
tituyéndose en  una  espantosa  niendícidad?  La  moral  y  el 
bien  público  se  resienten  del  repentino  cambio  de  la  hol- 
ganza ala  pobreza.  No  puede  explicarse  racionalmente  esta 
especie  de  suicidio,  sino  por  la  fuerza  irresistible  de  una  se- 
ducción ejercida  con  habilidad  y  constancia,  ó  por  acceso  pa- 
sajero de  locura," • 

Conocida  la  causa  que  motiva  la  prohibición  de  donar  to- 
dos los  bienes,  la  cual  comprende  no  sólo  los  presentes,  sino 
también  los  futuros,  supuesto  que  éstos  no  pueden  ser  el 
objeto  de  ninguna  donación,  veamos  cuál  es  la  medida  que 
la  ley  señala  á  la  facultad  de  donar. 

1  Leyes 2,  tít.  7,  lib.  X,  Nov.  Rccop..  y  7,  tít.  12,  líb.  III,  F.  R. ;  art.  2,613,  C<Síi.  Civ. 
de  1884. 

2  ConcoTihncias,  tomo  11,  pág.  299. 
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Pero  antes  de  enumerar  laá  reglad  que  á  este  respecto 
establece  el  Código  Ctvil,  conviene  advertir  que,  en  el  ar- 
tículo ^2,732,  hace  una  declaración  que,  á* primera  vista,  pa- 
rece hallarse  en  pugna  con  el  artículo  2,731,  que  prohibe 
la  donación  de. la  totalidad  de* los  bienes  del  donante.' 

En  efecto,  aquel  precepto  declara  que  si  el  donante  hace 
donación  de  todos  sus  bienes  muebles  y  raíces,  se  deben  en- 
tender comprendidos  los  derechos  y  acciones;  ó  lo  que  es  lo , 
mismo,  parece  que  permite  ó  autoriza  la  donación  de  la  to- 
talidad de  los  bieneSi  prohibida  por  el  artículo  2,731. 

Hay  que  convenir  .en  que  la  redacción  de  tal  precepto  se 
presta  á  que  nazca  la  duda?  pero  la  consideración  de  que 
no  es  postble  aceptar  que  los  redactores  del  Código  hayan 
establecido  dos  principios  contradictorios,  ni  aun  de  una 
manera  inconsciente,  el  uno  á  inmediata  continuación  del 
otro,  nos  obliga  á  buscar  la  verdadera  inteligencia  de  ese 
precepto. 

Creemos,  que  la  mejor  interpretación  que  se  puede  ha- 
cer de  él,  cónciliándolo  perfectamente  con  el  artículo  2,731. 
es  convenir  en  que  al  hablar  de  la  donación  de  todos, los 
bienes  muebleá  y  raíces,  ha  sido  bajo  el  supuesto  de  que  el 
donante  se  reserva  lo  necesario  para  vivir  según  sus  cir- 
cunstancias, y  para  explicar  que  en  los  bienes  muebles  se 
entienden  comprendidos  los  muebles  incorpóreos  y  en  los 
raíces  los  derechos,  que  le  sort  inherentes. 

Si  no  se  entiende  de  esta  manera  el  artículo  2,732,  re- 
sulta una  contradicción,  manifiesta  é  inconciliable  entre  él  y 
el  artículo  2,731. ' 

No  obstante  que  el  Código  proscribió  la  distinción  entre 
las  donaciones  entre  vivos  y  las  llamadas  mortis  causa^  asi- 
milando éstas  á  los  legados,  á  cuyas  reglas  las  sujetó,  de- 
clara en  los  artículos  2,734  y  2,735  ^^^»  si  el  que  no  tiene 


f  Artículos  2,614  y  2»6i3,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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herederos  forzosos,  hace  donación  general  de  todos  sus  bie- 
nes por  causa  de  muerte,  y  se  reserva  algunos  para  testar, 
sin  otra  declaración  se  debe  entender  reservada  la  tercia 
parte  de  los  bienes  donados;  y  que  si  el  donante  dispone 
de  su  tercia  legal,  en  la  misma  forma,  se  debe  entender  re- 
servada la  tercia  parte  de  aquella. ' 

Fácil  es  coniprender  que  estos  preceptos  tienen  por  ob- 
jeto suplir  las  omisiones  en  que  pueden  incurrir  los  donan- 
tes, y  evitar  las  contiendas  y  disputas  á  que  pudieran  dar 
lugar;  y  que  tales  preceptos  se  dirigen  á  evitar  las  conse- 
cuencias ruinosas  para  los  hombres  que^  animados  por  sen- 
timientos generosos,  se  desprenden  por  uno  ó  por  varios 
actos  sucesivos  é  inconsiderados,  de  sus  bienes,  quedando 
reducidos  á  la  miseria,  y  sólo  tienen  aplicación  cuando  no 
se  determina  el  importe  de  la  reserva  que  ordena  la  ley. 

Pero  si  el  donante  muere  sin  disponer  de  los  bienes  que 
se  haya  reservado,  y  éstos  se  encuentran  en  su  poder,  le 
suceden  en  ellos  sus  herederos  legítimos,  y  á  falta  de  éstos 
el  donatario;  pues  en  tal  caso  no  sucede  el  fisco.  Esto  se 
entiende,  salva  la  voluntad  del  donante  expresada  en  la  es- 
critura de  donación  (arts.  2,736  y  2,737,  Cód.  Civ.).' 

Este  principio  se  funda  en  una  presunción  derivada  de  la 
conducta  del  donante;  pues,  como  dice  la  Exposición  de 
motivos,  **quien  ha  donado  la  mayor  parte  de  su  fortuna. 
ha  manifestado  una  decidida  predilección  en  favor  del  do- 
natario." 

Esto  en  cuanto  se  refiere  á  la  preferencia  otorgada  al  do- 
natario sobre  el  fisco,  pues  en  cuanto  á  la  concedida  á  los 


1  Anícalos  2,616  y  2,617,  Cdd.  Civ.  de  1884. 

El  primero  de  estos  artículos  fué  reformado  en  los  términos  siguientes,  en  virtud  de 
no  haber  ya  herederos  forzosos,  según  el  sistema  adoptado  por  el  Código  de  1884. 

"Si  el  que  hace  la  donación  general  de  todos  sus  bienes  por  causa  de  muerte, se  re- 
senra  algunos  para  testar,  sin  otra  declaración,  se  entenderá  reservada  la  tercia  parte  de 
los  bienes  donados.*' 

2  Artículos  2,6i8y2,6i9,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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herederos  del  donante,  respecto  del  donafarío,  se  funda  el 
principio  á  que  aludimos  en  la  consideración  de  que  los 
bienes  reservados,  que  han  sido  excluidos  de  la  donación, 
han  quedado  en  el  dominio  de  aquél,  y  por  consiguiente, 
sujetos  á  las  reglas  que  sobre  sucesiones  legítimas  establece 
el  Código  Civil. 

Kl  artículo  2,736,  al  cual  nos  referimos,  que  sólo  es  apli- 
cable cuando  el  donante  no  ha  expresado  su  voluntad  en 
la  escritura  de  donación,  importa  una  derogación  de  las  re- 
glas establecidas  sobre  sucesiones  legítimas,  excluyendo  al 
fisco  en  favor  del  donatario,  por  las  razones  antes  expuestas. 

De  donde  se  infiere,  que  ese  precepto  establece  una  ex- 
cepción que,  como  tal,  es  de  estricto  derecho,  y  no  puede 
aplicarse  más  que  al  donatario,  pero  no  á  sus  herederos  le- 
gítimos, quienes  no  heredan  la  parte  de  los  bienes  que  se 
reservó  el  donante,  con  exclusión  del  fisco. 

Dentro  de  los  límites  legales,  se  puede  donar  la  propie- 
dad á  una  persona  y  el  usufructo  á  otra;  pero  en  tal  caso, 
la  forma  del  contrato  y  los  demás  requisitos  esenciales  pa- 
ra su  validez,  se  rigen  por  las  reglas  relativas  á  las  dona- 
ciones, y  los  derechos  de  los  interesados  se  deben  regir  por 
las  disposiciones  que  el  Código  Civil  establece  respecto  del 
usufructo  (art.  2,738,  Cód.  Civ.).' 

La  razón  de  la  regla  que  acabamos  de  establecer,  se  fun- 
da en  que  la  liberalidad  del  donante  crea  dos  situaciones 
jurídicas  distintas,  que  necesariamente  deben  producir  dis- 
tintos efectos:  la  suya  con  relación  á  los  donatarios  y  la  de 
éstos  entre  sí. 

Los  efectos  jurídicos  que  se  derivan  de  la  liberalidad  del 
donante  con  los  donatarios  son  los  que  nacen  del  contrato 
de  donación;  pero  los  que  se  producen  entre  los  donatarios 
entre  sí  á  consecuencia  de  ésta,  son  distintos  de  aquéllos. 


I  Artículo  2,620,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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son  los  que  se  derivan  del  desmembramiento  de  la  propie- 
dad producida  por  la  constitución  del  usufructo,  y  por  consi- 
guiente, deben  estar  gobernados  por  las  reglas  que  el  Có- 
digo Civil  establece  para  éste. 

Inútiles  serían  las  disposiciones  de  ese  ordenamiento  que 
prohiben  la  donación  dé  todos  los  bienes  y  la  restringe  den- 
tro de  determinados  límites,  si  carecieran  de  sanción,  pues 
quedaría  al  arbitrio  de  todos  cumplirlas  ó  no,  eludiendo  el 
fin  que  se  ha  propuesto  el  legislador;  y  por  tal  motivo,  y  para 
darles  eficacia,  declara  el  artículo  2,733  ^^1  Código  Civil, 
que  las  donaciones  son  inoficiosas  en  todo  lo  que  excedieren 
de  la  parte  que  la  ley  declara  de  libre  disposición. ' 

Según  el  sistema  adoptado  por  el  Código,  los  que  tienen 
herederos  forsozos  no  pueden  donar  ni  testar  á  favor  de  ex- 
traños más  que  la  parte  de  sus  bienes  que  les  quede  des- 
pués de  cubrir  la  legítima  de  aquéllos:  y  en  la  porción  en 
que  exceden  las  donaciones  y  legados  se  llaman  inoficiosos, 
hechos  contra  el  oficio,  como  dice  Goyena,  piedad  ó  afectos 
de  los  vínculos  de  la  sangre;  y  quedan  sujetos  á  reducción.* 

En  otros  términos:  las  donaciones  que  salen  del  límite 
que  permite  la  ley,  no  son  nulas  en  su  totalidad,  sino  sólo 
en  cuanto  al  exceso,  y  se  pueden  reducir  mediante  la  ges- 
tión judicial  de  los  interesados. 

Como  sobre  este  particular  establece  reglas  especiales  el 
Código  Civil,  nos  reservamos  hacer  el  estudio  respectivo 
para  des^pués,  al  ocuparnos  de  la  revocación  y  reducción  de 
las  donaciones. 

La  donación  puede  comprender,  ó  mejor  dicho,  puede  ser 
hecha  á  una  ó  muchas  personas,  y  en  este  último  caso, 


1  Artícalo  2.615,  ^^<^'  C»v-  de  1884. 
Reforoiado  en  los  términos  siguientes: 

'  '*  Las  donaciones  «¡eran  inoñciusas  en  cnanto  perjndiqaen  4  la  obligación  /del  donante 
de  ministrar  alimentos  á  sus  ascendientes,  descendientes  y  cónyuge,  conforme  al  cap.  IV, 
tiu  V.del  lih.  I,  y  al  cnp.  IV,  tít.  II,  del  lib.  IV." 

2  Tomo  n,pág.  300. 
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ser  designadas  conjuntamente ;  pues  bien,  en  tal  supuesto  no 
produce  á  favor  de  ellas  el  derecho  de  acrecer,  si  no  es  que 
el  donante  lo  haya  establecido  de  un  modo  expreso  (arL 
2,739,  Cód.  Civ.).' 

El  derecho  de  acrecer,  que  debe  su  origen  á  la  ficción  del 
derecho  Romano,  según  la  cual  nadie  podía  morir  en  parte 
testado  y  en  parte  intestado,  nunca  tuvo  lugar,  como  des- 
pués veremos,  en  los  contratos,  sino  en  las  últimas  volun- 
tadeSy  y  por  su  analogía  con  ellas  en  las  donaciones  mortis 
causa,  que,  como  ya  sabemos,  no  las  admite  nuestro  Códi- 
go sino  como  una  especie  de  los  legados  á  cuyas  reglas 
están  sujetas. 

Así,  pues,  en  la  donación,  lo  mismo  que  en  los  demás 
contratos,  una  vez  que  se  perfecciona  por  la  aceptación  del 
donatario  y  por  haberse  llenado  los  requisitos  de  forma  que 
la  ley  exige,  se  trasmite  la  cosa  donada  á  éste  de  una  ma- 
nera irrevocable  y  constituye  parte  de  su  patrimonio,  y  por 
su  muerte  se  trasmite  á  sus  herederos. 

Creemos  que  no  era  necesario  sancionar  este  principio 
con  la  autoridad  de  la  ley,  porque  es  elemental;  y  es  sabi- 
do que  el  derecho  de  acrecer  sólo  tiene  lugar  en  las  últimas 
voluntades. 

En  las  trasmisiones  á  título  gratuito,  en  las  cuales  una 
de  las  partes  da  algo  sin  recibir  nada  en  recompensa,  y  ejer- 
ciendo un  acto  de  mera  liberalidad,  no  hay  lugar  á  la  evic- 
ción,  porque  sería  injusto  gravar  con  tal  obligación  al  que 
ejerció  tal  acto,  y  hacer  que  se  conviertiera  en  su  perjuicio. 

En  otros  términos:  la  evicción  sólo  tiene  lugar  en  los  con- 
tratos onerosos,  á  fin  de  evitar  que  uno  de  los  contratantes 
cumpla  con  las  obligaciones  que  contrajo,  y  el  otro  se  libre 
de  ellas,  mediante  la  acción  de  un  tercero,  enriqueciéndose 
á  costa  y  con  perjuicio  del  que  fué  desapoderado  judicial- 


I  Artícalo  2,621,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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mente  de  la  cosa  objeto  del  contrato.  Pero  en  los  gratuitos 
no  existe  la  misma  razón,  porque  el  que  ejerce  un  acto 
de  liberalidad  nada  lucra  en  el  caso  de  evicción,  y  por  lo 
mismo,  no  causa  perjuicio  alguno  que  esté  obligado  á  re- 
sarcir. 

En  términos  más  claros  y  precisos  expresa  Demolombe 
la  misma  idea,  diciendo  que  debe  presumirse  que  el  donan- 
te, que  no  recibe  ningún  equivalente  de  la  cosa  que  dona, 
la  cede  tal  como  le  pertenece,  sustituyendo  al  donatario  en 
su  lugar  en  los  derechos  que  cree  tener  en  ella,  y  que  éste 
recibe  un  beneficio,  que  no  puede  invocar  contra  su  bien- 
hechor para  exigirle  más  de  lo  que  quiso  darle." 

No  puede  decirse  otro  tanto  respecto  de  la  dote,  pues 
como  dijimos  al  hacer  el  estudio  del  contrato  de  matrimo- 
nio, el  que  la  da  queda  obligado  á  la  evicción  de  los  bienes 
en  que  la  constituye;  porque  se  presume  que  el  matrimo- 
nio se  contrae  en  consideración  á  la  liberalidad  del  donante, 
otorgada  para  soportar  las  cargas  de  aquél,  que  aceptan  los 
donatarios  bajo  la  fe  de  la  donación.'' 

Pero  si  el  donatario  no  tiene  acción  para  hacer  efectiva 
la  responsabilidad  del  donante  por  la  evicción,  sí  queda  sub- 
rogado en  todos  los  derechos  de  éste  cuando  ella  se  verifica. 

La  razón  es  perfectamente  clara.  La  donación  es  un  con- 
trato translativo  de  la  propiedad,  en  virtud  del  cual  el  do- 
nador trasmite  al  donatario  todos  los  derechos  que  tiene 
sobre  la  cosa  donada,  y  en  consecuencia,  el  que  le  corres- 
ponde en  caso  de  evicción,  el  cual  puede  ejercitar  contra  el 
individuo  que  le  trasmitió  la  propiedad  á  aquél.  ^ 

Tales  son  las  razones  por  las  cuales  declaran  los  artículos 
2,740  y  2,741  del  Código  Civil,  que  el  donante  sólo  es  res- 


1  Tomo  XX,  núm.  543. 

2  Tomo  IV,  pág.  311. 

3  Laorent,  tomo  XII,  núm.  393;  Duranton,  lomo  Vlll,  nüm.  532;  Demolombe,  to- 
mo XX,  nüm.  557,  etc.,  etc. 
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ponsable  de  la  evicción  de  la  cosa  donada,  si  se  obligó  á 
prestarla  expresamente,  y  salvo  el  caso  de  la  constitución 
de  la  ^ote,  y  que  no  obstante  esto,  el  donatario  queda  sub- 
rogado en  todosilos  derechos  del  donante,  si  se  verifica  la 
evicción. ' 

En  consecuencia,  podemos  establecer  que  el  donante  está 
excepcionalmente  obligado  á  la  evicción,  en  los  dos  casos 
siguientes: 

1 9  Cuando  se  ha  obligado  formalmente  á  ella,  sustitu- 
yendo así  de  una  manera  subsidiaria  la  donación  que  hizo 
con  una  nueva: 

2?  Cuando  se  trata  de  una  donación  que  tiene  por  objeto 
la  constitución  de  la  dote. 

Es  un  principio  elementad  de  derecho  aquel  según  el  cual, 
los*  sucesores  universales  están  obligados  á  pagar  las  deu- 
das de  sus  causantes;  pero  no  los  sucesores  singulares. 

De  este  principio  se  deduce  la  consecuencia  perfecta- 
mente lógica  y  jurídica:  luego  el  donatario  que  es  sucesor 
á  título  singular  del  donador  no  está  obligado  á  pagar  las 
deudas  de  éste. 

Pero  esta  consecuencia  perfectamente  jurídica  deja  de 
tener  aplicación,  cuando  los  contratantes  determinan  otra 
cosa,  supuesto  que  la  voluntad  de  ellos  es  la  suprema  ley 
de  los  contratos. 

Este  es  el  motivo  por  el  cual  el  artículo  2,745  del  Código 
Civil,  reconociendo  esa  libertad  de  los  contratantes,  declara 
que  las  tres  reglas  que  á  continuación  expresamos  se  deben 
observar  cuando  no  hubiere  declaración  expresa  del  donante 
aceptada  por  el  donatario.' 

Tales  reglas  son  las  siguientes: 

r?  Si  la  donación  se  hace  con  la  carga  de  pagar  las  deu- 
das del  donante,  sólo  se  deben  entender  comprendidas  las 

1  Artículos  2,622  y  2,623,  ^^^'  ^iv*  ^  1^- 

2  Artículo  2,627,  ^^'^'  ^iV'  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


Lecciones  de  Derecho  Civil. 


que  existan  al  tiempo  de  la  donación  con  fecha  auténtica 
(art  2,742,  Cód.  Civ.).' 

Esta  regla  perfectamente  justa,  que  sólo  tiene  aplicación 
cuando  el  donador  impone  al  donatario  la  obligación  de  pa- 
gar sus  deudas,  sin  determinar  cuáles  sean  éstas  y  su  im- 
porte, es  una  consecuencia  del  carácter  de  irrevocabilidad 
que  constituye  uno  de  los  atributos  distintivos  de  la  dona- 
ción. 

En  efecto:  la  liberalidad  del  donante  sería  irrisoria  y  de 
ningún  valor,  si  no  se  determinara  por  la  ley  cuáles  son  los 
justos  límites  de  la  carga  impuesta  al  donatario;  porque 
aquél  podría  aumentar  á  su  arbitrio  las  deudas,  contrayen- 
do otras  nuevas,  de  manera  de  restringir  ó  anular  por  com- 
pleto la  donación. 

La  fecha  auténtica,  ó  mejor  dicho,  la  prueba  de  la  deuda 
por  instrumento  público,  tiene  el  mismo  objeto,  pues  de  otra 
manera  sería  fácil  al  donador  ponerse  de  acuerdo  con  su- 
puestos acreedores,  fabricando  títulos  de  deudas  con  fechas 
anteriores  á  la  donación,  aunque  contraídas  después,  y  ha- 
ciendo ilusoria  su  liberalidad. 

La  restricción  impuesta  por  la  regla  mencionada,  deter- 
mina con  toda  precisión  las  deudas  que  está  obligado  á  pagar 
el  donatario,  á  las  cuales  se  somete,  y  además  impide  al  do- 
nante que  pueda  destruir  ó  anular  su  liberalidad. 

2?  Si  la  donación  fuere  de  ciertos  y  determinados  bienes, 
el  donatario  no  responderá  de  las  deudas  del  donante,  sino 
cuando  sobre  los  bienes  donados  estuviere  constituida  al- 
guna hipoteca,  ó  en  caso  de  fraude  con  perjuicio  de  los 
acreedores  (art.  2,743.  C^^-  Civ.).' 

Esta  regla,  como  la  anterior,  es  justa,  porque  siendo  la 
hipoteca  un  gravamen  que  pesa  sobre  el  inmueble  hipote- 
cado, que  le  sigue,  cualquiera  que  sea  la  persona  á  cuya  po- 

I  Artículo  2.624.  Cód.  Civ.  de  1884. 
a  Artículo  2,625,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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sesión  pase,  nada  más  natural  que  el  donatario  esté  obligado 
á  pagar  la  hipoteca  constituida  sobre  el  inmueble  donado. 
•  A  nuestro  juicio  es  hasta  innecesaria  la  regla  á  que  nos 
referimos,  porque  es  una  consecuencia  incontrastable  del 
sistema  hipotecario  adoptado  por  nuestro  Código,  según  el 
cual  el  inmueble  hipotecado  responde  de  la  obligación  que 
garantiza,  y  la  acción  hipotecaria  se  ejerce  contra  el  posee- 
dor de  él,  sea  ó  no  el  que  contrajo  tal  obligación. 

En  consecuencia,  el  donatario  está  obligado,  aunque  no 
lo  haya  convenido  expresamente  con  el  donador,  á  pagar 
las  deudas  de  éste,  garantizadas  con  la  hipoteca  de  los  in- 
muebles donados. 

Tiene  la  misma  obligación  en  caso  de  fraude  con  perjuicio 
de  los  acreedores,  porque  la  moral  y  la  justicia  no  permiten 
que  á  nadie  le  aproveche  su  propio  dolo. 

Alguien  ha  sostenido  que  la  regla  que  motiva  estas  ob- 
servaciones se  halla  en  abierta  contradicción  con  el  artículo 
1,803  ^^1  Código,  que  declara,  que  el  acto  ó  cqntrato  gra- 
tuito es  rescindible  aun  cuando  haya  habido  buena  fe  por 
parte  de  ambos  contrayentes;  y  hace  consistir  aquella  en 
que  el  precepto  citado  no  distingue  entre  la  buena  ó  la  mala 
fe  de  uno  ó  de  ambos  interesados,  mientras  que  la  regla  á 
que  aludimos  establece  la  responsabilidad  del  donatario  sólo 
en  el  caso  de  fraude  en  perjuicio  de  los  acreedores.' 

No  creemos  que  exista  tal  contradicción,  porque  el  ar- 
tículo ir8o3  del  Código  y  la  regla  sancionada  por  el  2,743 
rigen  dos  casos  absolutamente  distintos,  que  ninguna  atin- 
gencia tienen  entre  sí. 

En  efecto:  el  artículo  1,803  se  refiere  á  la  rescisión  de 
los  actos  y  contratos  hechos  en  fraude  de  los  acreedores, 
y  establece  la  regla  según  la  cual  todo  acto  ó  contrato  gra- 
tuito es  rescindible  aun  cuando  haya  habido  buena  fe  de 


I  Artículo  1,689,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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parte  de  los  contrayentes;  porque  en  tales  actos  y  contra- 
tos el  adquirente  trata  de  adquirir  un  lucro,  y  en  igualdad 
de  circunstancias  es  más  conforme  ala  justicia  preferir  álos 
acreedores  que  sólo  pretenden  evitar  un  daño  y  que  aquél  se 
enriquezca  á  sus  expensas. 

Y  el  efecto  jurídico  de  la  rescisión  de  las  enajenaciones 
hechas  en  fraude  de  los  acreedores,  consiste,  según  el  ar- 
tículo 1,812  del  Código  Civil,  en  que  los  valores  enajena- 
dos vuelvan  á  la  masa  de  los  bienes  del  deudor  en  beneficio 
de  aquéllos;  ó  lo  que  es  lo  mismo,  se  restituyen  las  cosas 
al  estado  que  tenían  antes  de  la  celebración  del  acto  ó  con- 
trato fraudulento,  como  si  no  se  hubiera  verificado;  y  se  ha- 
cen entrar  los  valores  enajenados  en  el  patrimonio  del  deu- 
dor, para  que  los  acreedores  puedan  ejercitar  sobre  ellos 
sus  derechos. ' 

El  artículo  2, 743  del  Código,  rige  otro  caso  absolutamente 
distinto;  se  refiere  á  aquel  en  que  el  donador  tiene  deudas, 
y  al  hacer  donación  de  ciertos  y  determinados  bienes,  no  de- 
clara nada  acerca  del  pago  de  ellas.  Para  tal  evento  deter- 
mina el  precepto  citado,  que  el  donatario  pague  las  deudas 
del  donante,  si  están  garantizadas  con  hipoteca  de  los  bie- 
nes donados  y  si  la  donación  se  hubiere  hecho  fraudulenta- 
mente en  perjuicio  de  los  acreedores. 

Se  ve,  pues,  que  el  primero  de  los  preceptos  citados,  tiene 
por  objeto  reintegrar  los  bienes  enajenados  á  la  masa  co- 
mún de  los  que  forman  el  patrimonio  del  deudor,  á  fin  de 
que  los  acreedores  puedan  ejercitar  sobre  ellos  sus  derechos; 
y  que  el  segundo  impone  al  donatario,  salvo  convenio  en 
contrario,  la  obligación  de  pagar  las  deudas  del  donador. 

En  consecuencia,  no  puede  existir  la  contradicción  que  se 
supone  entre  esos  preceptos  que  establecen  reglas  distintas 
cuyos  efectos  jurídicos  tienen  también  distintos  fines. 


I  .Artículo  1,699,  Cód.  Qv.  de  1884. 
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3?  Si  la  donación  fuere  de  todos  los  bienes,  el  donatario 
es  responsable  de  todas  las  deudas  del  donante,  anterior- 
mente contraídas;  pero  sólo  hasta  la  cantidad  concurrente 
con  los  bienes  donados. 

,  Esta  regla  se  debe  entender  en  términos  hábiles,  pues  de 
otra  manera  se  hallaría  en  abierta  pugna  con  el  precepto 
que  prohibe  la  donación  de  la  totalidad  de  los  bienes  del 
donante;  y  en  consecuencia,  admitir  que  se  refiere  al  caso 
en  que  éste  dispone  de  todos  sus  bienes,  reservándose  en 
propiedad  ó  en  usufructo  lo  necesario  para  vivir. 

La  razón  de  esta  regla  es  perfectamente  perceptible  á  pri-' 
mera  vista,  pues  privándose  el  donador  de  todos  sus  bienes 
en  beneficio  del  donatario  sin  más  reserva  que  de  lo  nece- 
sario para  vivir  según  sus  circunstancias,  carece  df  los  me- 
dios indispensables  para  pagar  á  sus  acreedores;  y  como  la 
garantía  de  éstos  son  los  bienes  de  aquél,  es  justo  que  el  po- 
seedor de  ellos  pague  á  los  acreedores  de  su  benefactor. 
Pero  tal  deber  está  subordinado  á  tres  condiciones: 
r?  Que  sean  anteriores  las  deudas  á  la  donación: 
2?  Que  su  fecha  conste  de  una  manera  auténtica: 
3?  Que  no  excedan  delvalor  de  los  bienes  donados,  pues 
el  donatario  sólo  está  obligado  á  pagar  hasta  la  cantidad 
concurrente  con  aquéllos. 

Ya  hemos  expuesto  cuáles  son  los  fundamentos  de  justi- 
cia y  equidad  en  que  se  apoyan  estas  reglas  al  hacer  el.  es- 
tudio del  precepto  contenido  en  el  artículo  2,742  del  Código 
Civil,  y  por  lo  mismo,  sólo  nos  limitamos  á  agregar  que,  aun- 
que la  regla  á  que  aludimos  nada  dice  acerca  de  la  segunda 
de  las  condiciones  expresadas,  sin  embargo,  es  de  recta  apli- 
cación en  el  caso,  porque  existe  la  misma  razón  que  tuvo 
aquel  precepto  para  exigir  la  autenticidad  de  la  fecha  de 
las  deudas. 

Pero  no  sólo  existe  la  misma  razón  de  la  ley,  sino  mayo- 
ría de  razones;  pues  si  cuando  la  donación  se  hace  con  la 
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carga  de  pagar  las  deudas  del  donante,  el  donatario  sólo 
está  obligado  al  pago  de  las  que  existan  al  tiempo  de  aqué- 
lla con  fecha  auténtica,  con  fundamento  más  sólido  debemos 
establecer  que  no  puede  reportar  una  obligación  más  one- 
rosa  cuando  sobre  el  particular  no  ha  celebrado  convenio 
alguno. 

La  tercera  condición  se  funda  en  el  principio,  según  el 
cual,  los  sucesores,  aun  á  título  universal,  no  están  obliga- 
dos á  pagar  las  deudas  de  su  causante,  sino  hasta  la  cantidad 
concurrente  con  los  bienes  cuyo  dominio  se  les  trasrnite. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declaran  los  artículos  2,967 
y  2,968  del  Código  Civil,  que  la  aceptación  en  ningún  caso 
produce  confusión  de  los  bienes  del  autor  de  la  herencia  y 
de  los  herederos,  y  que  toda  herencia  se  entiende  aceptada 
con  beneÜcio  de  inventario,  aunque  no  se  exprese. ' 

Para  terminar,  debemos  advertir  también,  que  al  estable-  • 
cer  el  artículo  2,745,  que  las  reglas  cuyo  estudio  hemos  he- 
cho, se  deben  observar  cuando  sobre  los  puntos  á  que  se 
refieren  no  hubiere  declaración  expresa  del  donante;  no 
quiere  decir  que  éste  pueda  en  ningún  caso  libertar  al  do- 
natario, con  perjuicio  de  los  acreedores,  de  la  obligación  de 
pagar  las  deudas  anteriores  ó  existentes  al  tiempo  de  la  do- 
nación. 

Ese  precepto  legal  sólo  quiere  decir  que  el  donante  pue- 
de tomar  sobre  sí  el  pago  de  todas  ó  de  parte  de  las  deu- 
das, exonerando  al  donatario  de  las  obligaciones  que  le  im- 
ponen las  tres  reglas  mencionadas. 


I  Artículos  3,700  y  3,701,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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III 


OE  LAS  PERSONAS  QUE  PUEDEN  HACER 
O  RECIBIR  DONACIONES. 

La  donación,  hemos  dicho,  es  un  contrato,  y  como  tal,  está 
sujeto  á  las  reglas  generales  que,  para  todos  los  contratos, 
establece  el  Código,  respecto  de  la  capacidad  de  los  con- 
tratantes. 

Por  lo  mismo,  y  reproduciendo  esas  reglas,  declaran  los 
artículos  2,746  y  2,747  del  Código,  que  pueden  hacer  dona- 
ciones todos  los  que  pueden  contratar  y  disponer  de  sus  bie- 
nes; y  pueden  aceptarlas  todos  aquellos  á  quienes  no  está 
especialmente  prohibido  por  disposición  de  la  ley.* 

En  consecuencia,  debemos  establecer  que  la  regla  gene- 
ral, es  la  capacidad  para  aceptar  y  hacer  donaciones,  y  la 
incapacidad  la  excepción ;  y  por  tanto,  para  que  exista  ésta, 
es  preciso  un  texto  expreso  de  la  ley  que  la  establezca. 

A  diferencia  de  otras  legislaciones,  nuestro  Código  no 
específica  en  el  tratado  de  donaciones,  cuáles  son  las  per- 
sonas incapaces  para  hacerlas  y  aceptarlas,  sino  que  se  li- 
mita á  declarar,  en  el  artículo  2,748,  que  respecto  de  las 
mujeres  casadas,  de  los  menores  y  de  los  demás  incapaci- 
tados, se  debe  observar  lo  dispuesto  en  los  artículos  207, 
624  y  626.' 

Estos  preceptos  establecen  las  reglas  siguientes: 

1?  La  mujer  casada  no  puede,  sin  licencia  de  su  marido, 
adquirir  por  título  oneroso  ó  lucrativo,  enajenar  sus  bienes, 


1  Artículos  2,628  y  2,629,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2,630,  198,  5287530,  Cód.  Civ.  de  1884.  Véanse  las  notas  i%  pág  102  y 
2",  pág.  379,  tomo  I,  de  esta  obra. 
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ni  obligarse  en  los  casos  especificados  en  la  ley  (art.  207, 

Cód.  Civ.).^ 

2?  El  tutor  no  puede  hacer  donaciones  á  nombre  del  me- 
nor (art.  628.  Cód.  Civ.).' 

3?  El  tutor  tiene  obligación  de  admitir  las  donaciones, 
legados  v  herencias  dejados  al  menor  (art  624.  Cód. 
Civ.).^ 

Como  ya  hemos  hecho  el  estudio  de  estas  reglas,  nos  abs- 
tenemos de  dar  explicación  alguna  acerca  de  ellas,  y  nos 
limitamos  á  remitir  á  nuestros  lectores  al  tomo  I  de  estas 
lecciones. 

Pudiera  decirse  que  hay  deficiencia  del  Código  en  esta 
materia;  pero  ya  hemos  rechazado  ese  cargo,  recordando 
que  ese  ordenamiento  se  ocupa  en  diversos  títulos  de  de- 
terminar quiénes  son  incapaces,  al  ocuparse  del  estado  de 
las  personas. 

Parece  una  redundancia  enumerar  quiénes  son  capaces 
para  contratar,  y  por1o  mismo,  para  hacer  y  aceptar  dona- 
ciones, porque  ya  hicimos  la  enumeración  de  las  personas 
que  tienen  aptitud  legal  para  obligarse,  en  el  capítulo  II, 
lección  I  ?  de  este  tratado.  * 

Sin  embargo,  el  principio  que  sanciona  el  artículo  2,746 
del  Código,  según  el  cual,  pueden  hacer  donaciones  todos 
los  que  pueden  contratar  y  disponer  de  sus  bienes,  sufre  ex- 
cepción respecto  de  las  donaciones  antenupciales  y  las  que 
se  hacen  entre  consortes,  pues  el  artículo  2,240  faculta  á  los 
menores  para  hacer  donaciones  de  la  primera  especie,  pero 
sólo  con  la  intervención  de  sus  padres  ó  tutores,  y  con  apro- 
bación judicial;  y  el  2,246,  autoriza  á  los  consortes,  sin  dis- 
tinguir entre  mayores  y  menores,  para  hacer  donaciones  que 


1  Artícnlo  198,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  528,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artícalo  530,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Tomo  III,  pág.  23. 
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no  excedan  de  la  quinta' parte  de  sus  bienes  presentes,  por 
disposición  entre  vivos  ó  por  última  voluntad.* 

Estas  excepciones  se  han  introducido  única  y  exclusiva- 
mente, ya  por  el  favor  que  la  ley  otorga  al  matrimonio,  ya 
por  el  respeto  que  se  debe  á  la  libertad  individual  que,  de 
otra  manera,  quedaría  cohibida,  y  porque  la  facultad  de  re- 
vocar las  donaciones  entre  esposos,  impide  que  s^  consumen 
los  abusos  á  que  ellas  pudieran  dar  lugar. 

Acerca  de  estas  excepciones,  hemos  hecho  las  explica- 
ciones oportunas  en  los  capítulos  II  y  III  de  la  lección  12? 
de  este  tratado. ' 

De  lo  expuesto  se  infiere: 

1 9  Que  pueden  hacer  donaciones  todas  las  personas  que 
se  hallan  en  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles,  y  por 
consiguiente,  que  tienen  la  libre  disposición  de  sus»bienes: 

2?  Que  la  mujer  sólo  puede  hacer  donacioneís  con  el  con- 
sentimiento de  su  marido: 

3?  Que  los  menores  y  los  incapacitados,  que  se  hallan  en 
las  mismas  condiciones  que  ellos,  no  pueden  hacer  dona- 
ciones ni  aun  con  la  intervención  de  sus  tutores,  porque 
éstos  son  simples  administradores  de  los  bienes  de  aquéllos, 
y  los  actos  de  liberalidad  son  extraños  á  los  de  adminis- 
tración. 

Esta  regla  sufre  excepción,  como  hemos  dicho,  respecto 
de  las  donaciones  antenupciales  y  las  que  tienen  lugar  entre 
esposos,  que  pueden  hacerlas  los  menores  con  los  requisi- 
tos que  establece  la  ley. 

4?  Que  pueden  aceptar  donaciones  los  que  se  hallan  en 
el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  civiles: 

5?  Que  los  menores  y  los  incapacitados  pueden  aceptar 
donaciones  por  medio  de  sus  tutores: 


1  Artículos  i,2o8,  2,1 14  y  2,628,  Cód.  Civ.  cíe  1884.  Véase  la  nota  2?,  pág.  298,  tomo 
IV  de  esta  ol)ra. 

2  Tomo  IV,  págs.  288,  297  y  siguientes. 
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6?  Que  la  ñiujer  goza  de  igual  facultad,  con  el  consen» 
timiento  de  su  marido. 

El  artículo  2,749  del  Código,  otorga  también  la  facultad 
de  adquirir  por  donación  á  los  nacidos,  con  tal  que  hayan 
estado  concebidos  al  tiempo  en  que  aquélla  se  hizo  y  que 
sean  viables,  conforme  al  artículo  327;  esto  es,  que  se  des- 
prendan enteramente  del  seno  materno,  nazcan  con  figura 
humana  y  vivan  veinticuatro  horas  naturaks,  y  sean  pre- 
sentados vivos  al  Registro  Civil  dentro  de  ese  período  de 
tiempo.' 

En  otros  términos:  la  ley  permite  hacer  donaciones  á  los 
individíos  por  nacer,  á  condición  de  que  estén  concebidos  al 
tiempo  en  que  aquéllas  tienen  lugar  y  de  que  nazcan  viables. 

De  donde  se  infiere  que,  si  no  nacen  ó  si  nacen  sin  las 
condiciones  de  viabilidad,  las  donaciones  que  se  les  hubie- 
ren hecho  serán  nulas  y  de  ningún  valor  ni  efecto.  Lo  cual 
es  perfectamente  lógico  y  racional,  porque  es  absurdo  su- 
poner que  lo  que  no  existe,  la  nada  sea  susceptible  de  ad- 
quirir la  propiedad. 

La  concesión  de  la  facultad  á  que  nos  referimos,  es  hecha 
realmente  en  favor  de  los  individuos  nacidos,  pues  aun  cuan- 
do basta  que  estén  concebidos  al  tiempo  de  la  donación,  se 
les  reputa  como  nacidos  por  ficción  de  la  ley  en  cuanto  les 
puede  aprovechar,  porque  desde  el  momento  en  que  son 
procreados  entran  bajo  su  protección;  pero  como  lo  declara 
el  artículo  12  del  Código,  la  capacidad  jurídica  se  adquiere 
por  el  nacimiento,  y  con  ella  los  derechos  que  le  son  inhe- 
rentes. 

Pero,  como  hemos  dicho  ya,  no  basta  para  la  subsisten- 
cia y  validez  de  la  donación  que  el  donatario  nazca;  sino  es 
preciso  además  que  sea  viable:  esto  es,  que  tenga  las  con- 
diciones indispensables  para  que  se  le  repute  nacido. 

I  Artículo  303,  Cód.  Civ.  de  1884.  Véase  la  nota  2%  pág.  29,  tomo  I  de  esta  obra. 


Digitized  by 


Google 


144  Lecciones  í>e  Derecho  Civil. 


Tales  condiciones  son  las  siguientes: 

I?  Que  el  individuo  se  haya  desprendido  enteramente 
del  seno  materno. 

2?  Que  nazca  con  figura  humana. 

3?  Que  viva  veinticuatro  horas. 

4?  Que  dentro  de  este  período  se  presente  vivo  al  re- 
gistro civil. 

Todas  estas  circunstancias  deben  concurrir  copulativa- 
mente, de  manera  que  la  falta  de  una  sola  de  ellas  basta 
para  que  se  tenga  al  individuo  por  no  nacido,  y  por  consi- 
guiente, para  que  sea  incapaz  de  adquirir  donaciones. 

Los  preceptos  legales  que  crean  las  incapacidades  jurídi- 
cas para  hacer  y  aceptar  donaciones  serían  letra  enteramente 
muerta  si  carecieran  de  sanción  penal,  porque  podrían  elu- 
dirse por  los  interesados  por  medio  de  contratos  simulados, 
haciendo  recaer  las  donaciones  en  los  que  por  la  ley  son 
incapaces,  por  interpósitas  personas. 
'  Por  este  motivo  se^eclara  por  el  artículo  2, 750  del  Códi- 
go, que  las  donaciones  hechas  simulíáncameníe  á  personas 
que,  conforme  á  la  ley,  no  puedan  recibirlas,  son  nulas,  ya  se 
hagan  de  un  modo  directo,  ya  por  interpósita  persona;  y  el 
artículo  2,75 1  dice,  que  se  consideran  como  interpósitas  per- 
sonas los  descendientes,  ascendientes  ó  cónyuge  de  los  in- 
capaces, pues  las  relaciones  estrechísimas  de  parentesco  que 
unen  entre  sí  á  aquellas  con  éstos  hacen  que  tengan  comu- 
nidad de  intereses  y  que  las  donaciones  que  aceptan  sean  en 
realidad  para  las  personas  afectadas  de  incapacidad  legal.' 


I  Artículo  2,632,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  en  los  términos  siguientes : 

"Las  donaciones  hechas  simulando  otro  contrato  á  personas  que,  conforme  ala  ley, 
no  pueden  recibirlas,  son  nulas,  ya  se  hagan  de  un  modo  directo,  ya  por  interpósita  per- 
sona. Se  considerarán  como  interpósitas  personas  los  descendientes,  ascendientes  ó  cón- 
yuge de  los  incapaces. " 

La  reforma  tuvo  por  objeto  refundir  en  un  solo  precepto  los  principios  contenidos  en 
los  artículos  2,750  y  2,751  del  Código  de  1870  y  corregir  el  error  de  que  hemos  hecho  mé- 
rito en  el  texto  á  que  esta  nota  se  refiere. 
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Hay  que  advertir  que  el  primero  de  los  preceptos  citados 
contiene  un  grave  errror  de  imprenta,  pues  en  él  aparece 
la  palabra  simultáneamente  en  lugar  de  simuladamente,  el 
cual  se  hace  perceptible,  si  se  atiende  á  que  tal  precepto, 
tiene  por  objeto  impedir  los  contratos  simulados  y  hechos 
en  fraude  de  la  ley.  * 

La  pena  de  nulidad  que  establece  el  artículo  2,750,  no  es 
más  que  la  sanción  impuesta  á  la  infracción  de  toda  ley 
prohibitiva  por  el  artículo  7?  del  Código  Civil  que  dice,  que 
los  actos  ejecutados  contra  el  tenor  de  las  leyes  prohibiti- 
vas son  nulos. ' 


IV 


DE  LA  REVOCACIÓN  Y  REDUCCIÓN 
DE  LAS  DONACIONES 


La  donación,  hemos  dicho  antes,  es  por  su  naturaleza 
irrevocable,  desde  que  el  donatario  la  acepta  y  se  hace  sa- 
ber la  aceptación  al  donador  (art.  2,721,  Cód.  Civ.).' 

Pero  este  principio  no  es  absoluto,  sino  que  admite  las 
cuatro  excepciones  siguientes,  además  de  que  la  donación 
puede  rescindirse  ó  anularse  en  los  casos  en  que  pueden 
serlo  los  demás  contratos,  supuesto  que  es  también  un  con- 
trato, y  por  lo  mismo,  está  sujeto  á  las  reglas  generales  que 
rigen  á  aquéllos: 

I?  En  el  caso  de  superveniencia  de  hijos  al  donador: 

2?  En  el  caso  de  que  éste  deje  de  cumplir  alguna  de  las 
condiciones  con  que  hizo  la  donación  el  donante: 

3?  En  el  de  ingratitud  del  donatario: 

I  Articulo  2,632  y  7,  Cód.  Cív.  de  18S4. 
3  Artícolo  2,6(>3,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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4?  En  el  caso  de  que  sea  inoficipsa,  por  causar  perjuicio 
á  la  legítima  de  los  herederos  forzosos. 

Vamos  á  examinar  separadamente  cada  una  de  estas  ex- 
cepciones. 

La  donaciones  legalmente  hechas  por  una  persona,  que 
al  tiempo  de  otorgarlas  no  tenía  herederos  forzosos,  quedan 
revocadas  por  el  solo  hecho  de  sobrevenir  al  donante  hijos 
legítimos  ó  legitimados,  naturales  ó  espurios  feconocidos 
y  que  hayan  nacido  con  todas  las  condiciones  que  exige  el  ar» 
tículo  327  cuya  enumeración  hemos  hecho  antes  (art.  2,753, 
Cód.  Civ.)/ 

El  fundamento  de  esta  excepción  se  expresa  en  los  tér- 
minos siguientes  por  la  Exposición  de  motivos  del  Código 
Civil:  *'La  primera  es  la  superveniencia  de  hijos,  ya  por- 
que no  puede  creerse  que  el  hombre  quiera  beneficiar  á  un 
extraño  quizá  con  perjuicio  de  sus  hijos,  ya  porque  no  de- 


I  Artículo  2,634,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  en  los  términos  siguientes : 

'•Las  donacioqes  legalmente  hechas  por  una  persona  que  al  tiempo  de  otorgarlas  no 
tenía  hijos,  pueden  ser  revocadas  por  el  donante  cuando  le  hayan  sobrevenido  hijos  le- 
gítimos» legitimados,  naturales  reconocidos  6  espurios  designados,  y  que  hayan  naddo 
con  las  condiciones  que  exige  el  artículo  303.  Cuando  en  el  mfcmo  caso,  el  hijo  fuere 
postumo,  la  donación  se  tendrá  por  revocada  en  su  totalidad." 

Segiín  las  notas  comparativas  del  Sr.  Lie.  Macedo,  se  reftírmó  el  precepto  citado  qui- 
tando en  él  toda  mención  de  herederos  forzosos;  pero  se  dejó  subsistente  el  principio  de 
que  la  superveniencia  de  hijos,  sean  legítimos,  sean  legitimados,  naturales  reconocidos  y 
espurios  designados,  es  justa  causa  para  revocar  la  donación,  aunque  no  la  revoca  ya  tj^tv 
fado;  y  se  dispuso  además  que  cuando  le  sobreviniere  un  hijo  postumo^  la  donación  se 
tenga  por  revocada,  por  ese  solo  hecho,  en  su  totalidad,  disposición  fundada  en  la  volun- 
tad presunta  del  donante,  que  en  vida  podía  hacer  la  revocación,  y  que  probablemente  la 
habría  hecho:  no  siendo  posible  que  mfinifestasc  ya  su  voluntad,  la  ley  del>e  presumir 
que  sería  favorable  á  su  hijo  más  bien  que  á  una  persona  extraSa."  ' 

La  teoría  sancionada  por  esta  reforma,  es  la  del  Código  Francés  (art.  960)  y  la  de 
otras  legislaciones  modernas ;  y  aunque  parezca  extraña  á  primera  vista,  se  funda  en  una 
razón  enteramente  jurídica. 

Las  condiciones  tienen  efecto  retroactivo,  esto  es,  se  retrotraen  al  día  de  la  celebra- 
ción del  contrato;  y  en  toda  donación  hecha  por  aquel  que  no  tiene  hijos  existe  la  con- 
dición tácita  de  que  la  superveniencia  de  ellos  revocará  la  liberalidad.  En  consecuendüi 
si  la  condición  se  realiza,  se  retrotrae  al  día  de  la  celebración  del  contrato  y  se  resuelve 
éste  como  si  nunca  hubiera  existido  (  Pothier,  Sucetions,  entre  yifs.  núni.  164). 
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be  la  sociedad  consentir  ese  beneficio  cuando  se  interesa  el 
derecho  de  familia,  cuyo  bienestar  tiene  obligación  de  pro- 
curar." • 

El  motivo  de  esta  excepción  es,  pues,  que  la  ley  presume 
que,  si  el  donante  hubiera  sentido  el  amor  paternal,  su  in- 
finita ternura,  no  se  habría  desprendido  de  los  bienes  do- 
nados con  perjuicio  de  sus  hijos  y  en  provecho  de  un  extraño. 

Pero  esta  presunción  legal  es  juris  et  de  jure,  que  no  ad- 
mite prueba  en  contrario,  y  que  subsiste  en  todo  caso,  de 
manera  que  el  donante  no  puede  renunciar  el  derecho  de  re- 
vocación por  superveniencia  dé  hijos (art.  2, 759,  Cód.  Civ-).' 

Comentando  Demolombe  el  art.  965  del  Código  Francés, 
que  sanciona  el  mismo  principio,  dice,  que  el  fundamento 
de  él  es  la  protección  soberana  de  la  ley  que  ha  querido 
evitar  las  consecuencias  de  la  imprevisión  del  donador  que 
no  tenía  hijos,  protección  aun  más  necesaria  en  el  caso  de 
renuncia  de  la  revocación  cuyos  alcances  no  pudo  compren- 
der aquél;  y  que  como  no  se  trata  de  su  interés  privado  si- 
no principalmente  del  de  los  hijos,  el  de  la  familia,  se  puede 
decir  que  en  cierta  medida  se  trata  también  del  interés  pú- 
blico.' 

Laurent  no  acepta  esta  razón  como  buena;  pero  convie- 
ne con  Demolombe  y  con  otros  autores,  en  que  la  ley  ha 
debido  prohibir  la  renuncia  de  la  donación  para  evitar  que 
se  convirtiera  en  una  clausula  de  estilo,  de  aquellas  que  en- 
tre nosotros  se  llaman  de  estampilla,  y  que  se  aceptan  por 
los  otorgantes  sin  discusión  alguna,  y  sin  conciencia  de  sus 
alcances.  ^ 

La  revocación  se  produce  de  pleno  derecho  é  indepen- 
dientemente de  la  voluntad  del  donador,  por  la  superve- 
niencia de  un  hijo  legítimo,  legitimado,^  natural  ó  espurio 

I  Artículo  2,641.  Cód.  Civ.  de  1884. 
a  Tomo  XX,  núm.  777. 
3  Tomo  XII  í,  núm.  82. 
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reconocidos;  pues  aun  cuando  la  ley  emplea  el  plural,  la 
razón,  los  motivos  sobre  que  reposa  el  principio  que  san- 
ciona, existen  igualmente  cuando  el  donador  tiene  uno  que 
cuando  tiene  varios  hijos. 

Pero  es  requisito  indispensable  para  la  procedencia  de  la 
revocación,  que  el  hijo  ó  los  hijos  hayan  nacido  con  las  con- 
diciones que,  conforme  al  artículo  327,  son  indispensables 
para  que  se  les  repute  como  nacidos,  y  son  los  siguientes, 
según  hemos  dicho  repetidas  ocasiones: 

I?  Que  se  hayan  desprendido  enteramente  del  seno  ma- 
terno: 

2?  Que  naxcan  con  figura  humana: 

3Í  Que  vivan  veinticuatro  horas  naturales: 

4?  Que  dentro  de  este  período  de  tiempo  sean  presenta- 
dos vivos  at  Registro  civil.  * 

En  otros  términos:  para  que  pueda  verificarse  la  revoca- 
ción, es  absolutamente  necesario  que  los  hijos  nazcan  vivos 
y  sean  viables;  pues  faltando  tales  circunstancias  deja  de 
existir  la  razón  que  tuvo  la  ley  para  decretar  la  revocación 
de  las  donaciones,  el  interés  de  los  hijos.* 

Fácil  es  comprender  que  tal  efecto  no  se  produce  respec- 
to de  los  hijos  habidos  fuera  del  matrimonio,  si  no  es  llena- 
do el  requisito  indispensable  del  reconocimiento  de  ellos, 
hecho  en  la  forma  que  prescribe  la  ley;  pues  antes  de  que 
se  haya  llenado,  los  hijos  se  hallan  fuera  de  la  familki  del 
donante,  quien  no  está  unidp  con  ellos  con  ningún  vínculo 
legal  de  parentesco. 

Si  contra  la  prescripción  de  la  ley  renunciara  el  donante 
la  revocación  de  la  donación  por  causa  de  superveniencia 
de  hijos,  ejecutaría  un  acto  nulo;  porque  son  nulos,  según 
el  artículo  7?  del  Código  Civil,  todos  los  actos  ejecutados 


I  Artículo  30J,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Véate  U  nota  2?^  pág.  ig,  tomo  I  de  esta  obra. 
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contra  el  tenor  de  las  leyes  prohibitivas,  y  tiene  tal  carácter 
el  precepto  cuyo  estudio  hemos  venido  haciendo.^ 

Los  autores,  sin  distinción  alguna,  sostienen  ísobre  este 
punto,  que  no  sería  válida  la  renuncia  de  la  revocación  he- 
cha después  del  nacimiento  de  un  hijo;  porque  produciéndo- 
se ésta  de  pleno  derecho  por  el  verificativo  de  tal  aconteci- 
miento, no  podría  revivir  una  donación  que  ya  no  existe,  y 
por  lo  mismo,  tampoco  podría  confirmarla  ó  ratificarla,  por 
la  imposibilidad  de  ratificar  un  acto  inexistente. 

Sin  embargo,  hay  casos  en  que,  no  obstante  la  superve- 
niencia de  hijos  al  donador,  no  se  revoca  la  donación. 

Tales  casos  son,  según  el  artículo  2,754  del  Código,  los 
siguientes:' 

I?  Cuando  la  donación  es  menor  de  trescientos  pesos, 
porque  su  pequenez  hace  presumir  que  no  produce  per- 
juicio: 

2?  Cuando  es  antenupcial,  porque  se  estima,  según  diji- 
mos en  la  lección  1 2?,  capítulo  II  de  este  tratado,  hecha  á  tí- 
tulo oneroso  por  los  deberes  que  se  impone  el  donatario 
contrayendo  matrimonio,  y  las  donaciones  onerosas  no  son 
revocables : ' 

39  Cuando  es  hecha  á  alguno  de  los  consortes  durante 
el  matrimonio. 

En  este  último  caso  ño  procede  la  revocación,  porque  no 
resulta  perjuicio  alguno  para  los  hijos,  supuesto  que  son  he- 
rederos lo  mismo  del  cónyuge  donante  que  del  donatario: 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  en  el  caso  expresado  cesa  la  razón  de 
la  ley,  y  por  tanto,  debe  dejar  de  aplicarse. 

La  acción  de  revocación  por  superveniencia  de  hijos,  for- 
ma parte  del  patrimonio  del  donante,  y  por  tanto,  se  tras- 

1  Artículo  7,  Cód.  Cív.  de  1884. 

2  Artículo  2,636,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformada  la  fracdón  T  de  este  precepto,  limitando  la  cantidad  á  t\nc  se  refiere  á  dos- 
tientos  pesos. 

3  Tomo  IV,  p.ig.  294. 
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mite  áaquéllos  y  á  sus  descendientes  legítimos;  pero  noá 
otra  clase  de  herederos  (art.  2,760,  Cód.  Civ.). ' 

En  consecuencia,  la  acción  se  puede  ejercitar  por  el  do- 
nante mientras  viva,  por  sus  hijos  después  de  su  muerte,  y 
si  éstos  fallecen,  por  sus  descendientes  legítimos. 

Se  infiere  también,  que  esta  acción  no  puede  trasmitirse 
ni  por  testamento  ni  ab-intestato,  ni  á  los  ascendientes  ni 
á  los  herederos  colaterales,  porque  no  ha  sido  establecida 
en  favor  de  ellos,  sino  exclusivamente  en  el  de  los  hijos  y  de 
sus  descendientes  legítimos.  De  otra  manera  se  daría  pre- 
texto al  donador  para  revocar  la  donación  á  su  arbitrio. 

Pero  si  la  acción  ya  hubiere  sido  propuesta  en  juicio,  se 
trasmite  á  los  herederos,  pues  como  dice  Ferreira,  el  ejer- 
cicio de  la  acción  crea  un  derecho  transmisible  como  cual- 
quiera otro. ' 

La  acción  para  pedir  la  revocación  por  superveniencia 
de  hijos  se  pierde  á  los  veinte  años,  contados  desde  el  na- 
cimiento de  aquéllos,  según  el  artículo  2,761  del  Código 
Civil.  3 

Es  de  lamentarse  que  este  precepto  sea  obscuro  en  su 
redacción,  y  que  dé  motivo  para  que  se  susciten  dificulta- 
des  acerca  de  la  manera  de  contarse  el  tiempo  de  la  pres- 
cripción. 

¿Debe  contarse  desde  la  fecha  del  nacimiento  del  primer 
hijo,  ó  desde  aquella  en  que  nació  el  último? 

El  precepto  citado  no  lo  dice  de  una  manera  terminante, 
como  lo  hacen  el  Código  Francés  y  otras  legislaciones  mo- 
dernas, que  declaran  que  el  tiempo  de  la  prescripción  debe 
contarse  desde  la  fecha  del  nacimiento  del  último  hijo;  pero 
parece  deducirse  de  sus  palabras  que  así  debe  hacerse  el 
cómputo  de  ese  término,  pues  dice  que  la  acción  para  pedir 


1  Artículo  2,642,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Tomo  III,  pág.  463. 

3  Artículo  2,643,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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la  revocación,  se  pierde  á  los  veinte  años,  contados  desde  el 
nacimiento  de  los  hijos. 

La  designación  en  plural  de  éstos,  hace  suponer  que  la 
mente  de  los  codificadores,  fué  que  el  tiempo  de  la  prescrip- 
ción se  contara  desde  el  nacimiento  de  cada  uno  de  ellos, 
y  por  consiguiente,  desde  el  del  último. 

Nos  fundamos  para  sostener  esta  teoría,  en  todos  los  juris- 
consultos, que  afirman  que  cada  hijo  que  nace,  le  da  al  do- 
nador un  nuevo  derecho  para  pedir  la  revocación  de  la  dona- 
ción, y  se  fundan  en  las  siguientes  palabras  de  la  ley  139  D. 
de  Regulis  Juris, ' 

^'Nam  Ídem  ex  pluribus  causis  deberi potest!' 

Sin  embargo,  Laurent,  como  otros  autores,  estima  poco 
jurídico  este  fundamento,  porque  no  puede  haber  una  nueva 
revocación,  supuesto  que  por  la  superveniencia  del  primer 
hijo,  queda  revocada  la  donación  de  pleno  ijlerecho,  y  estima 
que  la  ley  deroga  al  derecho  común  en  esta  parte  por  el 
favor  extremado  del  legislador  á  la  causa  de  la  revocación.^ 

Reservando  para  después  la  explicación  de  los  efectos  de 
la  revocación  en  este  casp,  así  como  en  los  demás  en  que 
procede  conforme  á  la  ley,  vamos  á  estudiar  las  condiciones 
y  circunstancias  que  son  necesarias  en  éstos,  para  que  las 
donaciones  puedan  ser  revocadas. 

La  ingratitud  del  donatario  es  causa  para  la  revocación 
de  las  donaciones,  pero  sólo  en  los  casos  que  determina  el 
artículo  2,764  del  Código  Civil,  que  dice: 

**La  donación  puede  ser  revocada  por  causa  de  ingratitud: 

**  I?  Si  el  donatario  comete  algún  delito  contra  la  perso- 
na la  honra  ó  los  bienes  del  donante: 

**2?  Si  el  donatario  acusa  judicialmente  al  donante  de 
algún  delito  que  pudiera  ser  perseguido  de  oficio,  aunque 

1  Pothicr,  Costume  d'Orleans,  núm.  iii;  Demolombe,  tomo  XX,  núm.  809;  Tro- 
plong,  tomo  III,  núm.  1422. 

2  Tomo  XIII,  núm.  96;  Mourlon,  tomo  II,  pág.  334;  Coin  Dclisle,  pág.  317. 
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lo  pruebe,  á  no  ser  que  hubiere  sido  cometido  contra  el  mis- 
mo donatario,  su  cónyuge,  sus  ascendientes  ó  descendientes 
legítimos: 

"3?  Si  el  donatario  rehusa  socorrer,  según  el  valor  de  la 
donación,  al  donante  que  ha  veni4o  á  pobreza."' 

Previendo  el  legislador  que  la  conducta  del  donatario 
pudiera  ser  de  tal  manera  indigna  contra  el  donante,  que 
fuere  contrario  á  la  moral  y  á  las  buenas  costumbres  no  per- 
mitirle á  éste  retirar  el  beneficio  hecho;  y  queriendo  á  la  vez 
evitar  los  abusos  que  se  pudieraa  cometer  en  el  ejercicio  de 
esta  facultad,  permitió  la  revocación  de  las  donaciones  por 
causa  de  ingratitud,  pero  especificando  á  la  vez  los  casos  en 
los  cuales  puede  tener  lugar. 

Es  decir,  que  permitió  la  revocación  de  las  donaciones 
por  causa  de  ingratitud  en  casos  excepcionales,  y  por  tanto, 
aunque  se  verifiquen  hechos  de  mayor  ó  de  igual  entidad 
que  los  especificados  en  el  artículo  2,764  del  Código,  que 
revelen  mayor  ingratitud  del  donatario,  no  pueden  servir  de 
fundamento  para  pretender  la  revocación. 

Es  perfectamente  perceptible  la  razón,  pues  las  excep- 
ciones a  las  reglas  generales,  son  de  estricta  interpretación, 
por  ser  otras  tantas  derogaciones  de  éstas,  y  por  lo  mismo, 
aplicables  sólo  á  los  casos  comprendidos  en  ellas  y  no  á  otros, 
ni  aun  por  mayoría  de  razones. 

Por  lo  mismo,  debemos  de  establecer  que  los  casos  mar- 
cados por  el  precepto  á  que  nos  referimos,  no  se  han  ex- 
presado poi:  vía  de  ejemplo,  sino  á  efecto  de  determinar  los 
únicos  casos  en  que  procede  la  revocación  por  ingratitud 
del  donatario. 


I  Artículo  2,^46,  Cóii.  Civ.  de  1S84. 

Reformada  la  fracción  II  en  los  términos  siguientes,  á  fin  de  que  en  ella  estuvieran 
comprendidos  los  ascendientes  y  descendientes,  sin  distinción  de  legítimos  é  ilegftimot. 

**II.  Si  el  donatario  acusa  judicialmente  al  donante,  de  algún  delito  que  pudiera  ser 
perseguido^de  oficio,  aunque  lo  pruebe,  á  no  ser  que  hubiere  sido  cometido  contra  el  mis- 
mo donatario,  su  c^nvuge,  sus  ascendientes  ó  descendientes.** 
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El  primer  motivo  para  obtener  la  revocación,  es  el  delita 
cometido  contra  la  persona  del  donante,  como  si  lo  lesiona 
ó  le  da  de  golpes,  etc.,  ó  contra  su  honra,  como  si  lo  injuria, 
difama  ó  calumnia,  ó  contra  sus  bienes,  como  si  los  roba,  los 
incendia  6  los  destruye. 

Para  el  efecto  indicado  nada  importa  cuál  sea  el  delito  ni 
su  gravedad,  porque  la  ley  no  hace  ni  autoriza  distinción  al- 
guna, y  sólo  exige  la  comisión  de  un  delito  contra  la  per- 
sona, la  honra  ó  los  bienes  del  donador  para  que  haya  lugar 
á  la  revocación. 

Podría  decirse  que  todo  hecho  considerado  por  la  ley 
como  un  delito,  demuestra  la  ingratitud  del  donatario,  y  le 
imposibilita  para  conservar  los  objetos  donados;  pero  tal 
afirmación  carecería  de  fundamento,  porque  la  ley  quiere 
castigar  los  actos  voluntarios  y  libres  del  donatario  que  de- 
muestran su  perversión  moral  á  la  vez  que  su  ingratitud  para 
con  su  benefactor;  pero  de  ninguna  manera  aquellos  que  son 
el  fruto  de  la  imprevisión,  de  la  inexperiencia,  de  la  imperi- 
'cia,  etc.,  y  no  de  la  voluntad  del  que  los  ejecuta,  y  que  son 
punibles,  no  porque  acusen  perversidad  de  éste,  sino  por  el 
mal  que  ocasionan  y  para  reprimir  aquellas  causas. 

Pero  sí  es  digno  de  notarse  que  el  más  leve  delito  del  do- 
natario contra  la  persona,  la  honra  ó  los  bienes  del  donante, 
basta  para  que  éste  pueda  pedir  la  revocación  de  la  dona- 
ción; pero  si  comete  algún  delito  contra  la  mujer  ó  los  hijos 
de  su  bienhechor,  no  puede  pretenderla,  porque  la  ley  no 
determina  nada  con  respecto  á  los  atentados  de  que  pueden 
ser  víctimas  esas  personas,  y  como  es  excepcional  y  odiosa 
no  puede  aplicarse  por  interpretación  extensiva  á  otros  ca- 
sos no  comprendidos  en  ella. 

El  segundo  motivo  que  la  ley  estima  como  prueba  sufi- 
ciente de  la  ingratitud  del  donatario,  es  la  acusación  judicial 
hecha  por  él  contra  el  donante,  de  algún  delito  que  pueda 
ser  perseguido  de  oficio,  aunque  lo  pruebe;  pues  como  dice 
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Goyena,  sobre  delitos  cuya  persecución  debe  instaurarse  por 
el  Ministerio  Público  y  puede  serlo  por  la  acción  popular, 
no  está  bien  al  donatario  perseguir,  sino  más  bien  compa- 
decer á  su  bienhechor;  y  no  queda  libre  de  la  nota  de  in- 
grato por  la  prueba  de  delito  imputado,  aunque  le  quede  de 
la  pena  de  calumniador.' 

Pero  si  el  donatario  acusa  al  donante  de  delito  cometido 
contra  el  mismo,  su  cónyuge,  sus  ascendientes  ó  sus  descen- 
dientes legítimos  no  incurre  en  la  nota  de  ingrato,  y  por  con- 
siguiente, no  hay  lugar  á  la  revocación;  pues  como  dice  el 
autor  citado,  con  otros  muchos,  el  derecho  de  vindicarse  á  sí 
mismo  ó  á  las  personas  cuya  defensa  le  está  encomendada 
por  la  iey,  es  anterior  y  preferente  á  todo  otro  derecho.' 

El  tercer  motivo  que  la  ley  considera  como  bastante  para 
que  el  donante  pueda  pretender  la  revocación  por  causa  de 
ingratitud,  es  la  repulsa  del  donatario  para  socorrerle,  si 
ha  venido  ala  desgracia,  según  el  valor  de  la  donación ;  por- 
que, en  electo,  no  hay  mayor  ingratitud  que  el  rehusar  el 
socorro  al  bienhechor  que  se  halla  en  la  estrechez,  á  causa 
de  su  iiidiíjencia. 

■Tí 

Los  jurisconsultos  sostienen  que  el  donatario  está  obli- 
gado á  socorrer  al  donante,  aunque  haya  llegado  á  la  pobreza 
por  culpa  suya,  por  actos  reprochables  y  no  por  reveses  de 
la  fortuna;  y  tal  opinión  nos  parece  justa,  porque  la  ley  no 
distingue  la  causa  de  la  situación  aflictiva  del  bienhechor 
al  imponer  al  donatario  la  obligación  de  socorrerlo,  sino  que 
toma  en  cuenta  su  conducta  noble  y  generosa  cuando  ejer- 
ció un  acto  de  liberalidad,  tal  vez  no  recompensado  de  nin- 
guna manera. 

I^ero  la  severidad  de  la  misma  ley  está  templada,  ence- 
rrando los  deberes  del  donatario  dentro  de  límites  justos,  de 
manera  que  no  redunden  en  su  perjuicio  superando  al  be- 

1  CdRcordaíidas,  tomo  II,  pág.  311. 

2  Loco  dlatco;  Ferreira,  tomo  III,  pág.  469. 
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neficio  recibido,  y  por  tal  motivo,  declara  que  el  socorro 
debido  al  donante  debe  ser  proporcionado  al  valor  de  la 

j         donación. 

A  diferencia  de  la  revocación  por  superveniencia  de  hijos 
al  donante,  la  que  tiene  lugar  por  causa  de  ingratitud  no  se 
produce  de  pleno  derecho,, sino  que  es  necesario  el  ejerci- 
cio de  la  acción  que  compete  á  aquél  para  que  se  decrete 
por  los  tribunales  con  conocimiento  de  causa  y  después  de 
un  debate  judicial. 

Fundamos  nuestra  opinión  no  sólo  en  la  de  los  juriscon- 
sultos, sino  también  en  los  términos  con  que  está  concebido 
el  artículo  2, 764  del  t3ódigo  que  dice,  que  la  donación  puede 
ser  revocada  por  ingratitíid,  que  no  quieren  decir  otra  cosa, 
sino  que  queda  al  arbitrio  del  donante  pedir  ó  no  la  revo- 
cación. ' 

Este  concepto  lo  encontramos  confirmado  en  los  artícu- 
los 2,767  y  2,768  del  Código,  que  prohibe  el  ejerfiicio  de  la 
acción  de  revocación  por  causa  de  ingratitud  contra  los  he- 
rederos del  donatario,  si  no  hubiere  sido  intentada  en  vida 
de  éste;  y  por  los  del  donante,  si  pudiendo  no  la  hubieren 

\        intentado. ' 

Si  la  revocación  se  produjera  de  pleno  derecho,  se  tras- 
mitiría la  acción,  como  ^n  el  caso  de  superveniencia  de  hi- 

.        jos,  á  los  del  donante  y  sus  descendientes  legítimos,  sin  que 

;        el  silencio  de  él,  su  negligencia,  fueran  causa  bastante  para 

\       que  se  extinguiera. 

I  El  principio  establecido  en  los  preceptos  mencionados  no 

¡        es  una  novedad,  sino  la  reproducción  de  la  teoría  sancio- 
nada desd.e  el  tiempo  de  la  legislación  Romana,  según  la 

I        cual  la  acción  de  injurias,  como  la  que  proviene  de  la  in- 
gratitud del  donatario,  es  meramente  personal,  y  la  falta  de 


[       su  ejercicio  hacía  presumir  el  perdón  del  ofendido. 

1  Artículo  2,646,  C(5d.  Civ.  de  1884.  Véase  la  nota  i»,  pá^.  152. 

2  Artículos  2,895  y  2,896,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Tal  es  la  razón  por  la  cual  la  acción  de  injurias,  y  por  con- 
siguiente, la  que  proviene  de  la  ingratitud  del  donatario,  no 
procede  ni  á  favor  ni  en  contra  de  los  herederos. 

Lo  mismo  se  halla  establecido  respecto  de  las  demás  ac- 
ciones de  índole  parecida,  como  la  de  querella  de  inoficioso 
testamento,  y  todas  las  demás  que  tienen  por  objeto  la  vin- 
dicta personal,  como  lo  declaran  las  leyes  25,  t{t.  i9  y  23, 
tít.  9?,  Partida  7^ 

Ferreira,  comentando  el  artículo  1,491  del  Código  Por- 
tugués, copiado  en  los  preceptos  que  motivan  estas  expli- 
caciones, dice,  que  da,  por  su  redacción,  lugar  á  que  queden 
impunes  crímenes  é  inmoralidades  más  graves  que  los  que 
prevee;  pues  si  el  donatario  comete  el  más  leve  delito  contra 
el  donante,  procede  la  revocación  y  se  trasnlite  á  sus  here- 
deros la  acción  para  pedirla,  si  muere  después  de  haberla 
intentado.  Pero  si  el  donatario  asesina  á  su  bienhechor,  co- 
mo éste  rfo  puede  intentar  la  acción,  los  herederos  tampoco 
pueden  ejercitarla,  porque  no  se  hallaba  pendiente  al  tiem- 
po de  la  muerte  del  ofendido  y  no  se  les  trasmite;  y  entre- 
tanto el  delincuente  continuará  gozando  de  los  bienes  do- 
nados, aunque  sujeto  á  la  responsabilidad  penal  proveniente 
del  delito. ' 

Esta  crítica  severa  alcanza  al  sistema  adoptado  por  nues- 
tro Código,  pues  los  artículos  2,767  y  2,768,  sancionan  la 
teoría  admitida  por  el  Código  Portugués;  y  debe  lamen- 
tarse que  no  hubiere  seguido  la  doctrina  del  Francés,  cuyo 
artículo  957  concede  la  acción  de  revocación  á  los  herede- 
ros del  donador  cuando  éste  muere  dentro  del  año  que  la 
ley  le  otorga  para  deducirla  en  juicio.' 

Nuestro  Código  otorga  igual  plazo  para  el  ejercicio  de  la 
acción  de  revocación  de  la  donación  por  causa  de  ingrati- 
tud; pues  el  artículo  2,766  declara,  qué  no  puede  ser  re- 

1  Tomo  111,  pág.  463. 

2  Artícelos  2,649  y  2.650,  CótI.  Civ.  ele  1884. 
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nunciada  anticipadamente,  y  ,qui&  prescribe  dentro  de  un 
año  contado  desde  que  se  tuvo  conocimiento  del  hecho. ' 

El  Código  presume  en  este  caso,  como  lo  hacía  nuestra 
antigua  legislación,  fundado  én  el  lapso  de  un  año  y  el  silen- 
cio del  donador,  que  perdonó  la  injuria,  y  por  tanto,  que 
renunció  tácitamente  su  derecho. ' 

Además,  la  acción  de  revocación  por  causa  de  ingratitud 
tiene  un  carácter  penal,  y  por  tal  motivo,  su  naturaleza  de- 
manda que  se  intente  dentro  de  un  período  de  tiempo  corto, 
porque  los  motivos  de  enemistad  deben  terminarse  cuanto 
antes.  ^ 

¿Pero  cómo  debe  hacerse  el  cómputo  del  tiempo  de  la 
prescripción  ? 

El  artículo  2,766  á  que  aludimos  dice  claramente,  que  el 
año  que  señala  para  la  prescripción  debe  contarse  desde 
qUe  el  donador  tuvo  conocimiento  del  hecho  que  da  motivo 
para  la  revocación. 

En  consecuencia,  podemos  establecer,  que  mientras  el 
donador  ignora  el  hecho  que  estima  la  ley  como  prueba  de 
la  ingratitud  del  donatario  no  corre  el  tiempo  de  la  pres- 
cripción; pues  en  tanto  se  cuenta  éste,  en  cuanto  á  que  el 
silencio  del  ofendido  hace  presumir  que  perdona  la  ofensa, 
pero  malamente  puede  decirse  que  otorga  su  perdón  de  una 
manera  tácita  ó  expresa,  cuando  ignora  la  existencia  de 
ella. 

La  tercer  causa  por  la  cual  puede  ser  revocada  la  dona- 
ción es  la  falta  de  cumplimiento  de  las  condiciones  con  que 
se  hizo  (art  2,762,  Cód.  Civ.).* 

Hay  que  tener  presente  que  al  establecer  el  Código  esta 
causa  de  revocación  usa  de  la  palabra  condiciones  no  en  un 


1  Artícalo  2,648,  Cód.  Civ.  de  18S4. 

2  Ley  22,  tít.  9,  Part.  7% 

3  Troplong»  tomo  III,  núm.  1,323. 

4  Artícalo  2,644,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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sentido  estricto,  pues  con  ella  no  quiere  significar  el  verifi- 
cativo de  ¿fírontecimientos  inciertos,  <3  lo  que  es  lo  mismo, 
de  donaciones  sujetas  al  cumplimiento  de  una  condición 
suspensiva,  que,  según  los  principios  elementales  del  dere- 
cho, suspende  la  existencia  de  la  obligación,  sino  las  cargas 
ó  deberes  que  el  donante  impone  al  donatario. 

Sin  ernbargo,  Laurent  sostiene  que  esa  palabra,  empleada 
también  por  el  artículo  953  del  Código  Francés  que  esta- 
blece la  misma  causa  de  revocación,  no  es  del  todo  impropia; 
porque  la  donación  se  revoca  en  virtud  de  una  condición  re- 
solutoria tácita,  y  cuando  concurre  ésta  en  el  contrato,-  la 
obligación  que  de  él  se  deriva  es  condicional. ' 

Cuando  el  donatario  no  cumple  ó  satisface  alguna  de  las 
condiciones,  ó  más  bien  dicho,  alguna  de  las  cargíis  im- 
puestas por  el  donante,  puede  éste  pretender  que  se  revo- 
que la  donación;  porque  por  el  hecho  de  haberla  gravado 
con  tales  cargas,  el  contrato  cambia  de  naturaleza,  convir- 
tiéndose de  unilateral  en  bilateral  ó  sinalagmático  con  obli- 
gaciones recíprocas  para  el  donador  y  el  donatario. 

Es  cierto  que  existe  una  notable  diferencia  entre  la  do- 
nación que  es  un  contrato  de  beneficencia,  no  obstante  las 
cargas  con  las  cuales  se  le  grave,  si  el  importe  de  ellas  no 
excede  del  valor  de  los  bienes  donados,  y  los  demás  contra- 
tos bilaterales,  que  son  conmutativos;  pero  esta  diferencia 
no  influye  sobre  los  efectos  de  la  donación  onerosa,  que, 
como  esos  contratos,  está  sujeta  á  la  condición  resolutoria 
tácita.  = 

Fundándose  en  esta  teoría,  sostiene  la  mayoría  de  los 
autores,  que  el  donador  puede  exigir  del  donatario  que  sa- 
tisfaga las  cargas  que  él  impuso,  ó  pretender  la  rescisión 
del  contrato  y  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios.' 

1  Tomo  XI T,  núm.  487. 

2  Laurent,  tomo  XII,  núm.  487. 

3  Thiry,  torao  II,  núm.  37ÍJ;  Mourlon,  tomo  II,  núm.  720;  Daranton,  tomo  VIII, 
núm.  1 7,  y  otros. 
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Sin  embargo,  este  principio  ha  sido  combatido  por  otros 
autores,  y  ha  dado  lugar  á  calurosas  controversias  ya  dis- 
tinciones y  sistemas,  que  no  es  del  caso  exponer,  por  no 
permitirlo  la  naturaleza  de  estos  estudios. 

También  ha  sido  objeto  de  controversia  la  cuestión  rela- 
tiva á  si  el  donatario  puede  sustraerse  á  la  ejecución  de  las 
cargas,  renunciando  la  donación;  pero  los  jurisconsultos 
más  respetables  por  su  ciencia  han  decidido  que,  siendo  la 
donación  un  contrato,  es  irrevocable  y  tiene  para  los  inte- 
resados la  misma  fuerza  obligatoria  que  una  ley,  la  cual  no 
puede  perder  sino  en  virtud  del  mutuo  consentimiento  de 
ellos. 

A  diferencia  de  la  revocación  por  superveniencia  dé  hi- 
jos, la  que  tiene  por  causa  la  falta  de  cumplimiento  de  las 
condiciones  impuestas  en  la  donación,  no  se  produce  de 
pleno  derecho,  sino  que  se  obtiene,  como  dice  el  artículo 
2,762  del  Código,  á  msíaftcia  del  donador,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  mediante  declaración  judicial. 

Esta  diferencia  se  explica  fácilmente,  por  medio  de  la 
teoría  en  que  se  funda  la  revocación  por  falta  de  cumpli- 
miento de  las  condiciones  ó  cargas  impuestas  en  la  dona- 
ción. 

En  efecto:  si  por  ellas  se  convierte  ésta  en  un  contrato 
bilateral  en  el  que,  como  en  todos  los  contratos  sinalagmá- 
ticos va  implícita  la  condición  resolutoria,  la  cual  no  se  opera 
de  pleno  derecho;  y  si  el  donador  tiene  facultad  para  exigir 
el  cumplimiento  de  las  condiciones  que  impuso  ó  de  pre- 
tender la  revocación  del  contrato,  es  evidente  que  ésta  no 
puede  producirse  de  pleno  derecho,  porqae  se  le  privaría 
de  la  facultad  de  adoptar  el  medio  que  más  conviniera  á  sus 
intereses,  ó  de  renunciar  su  derecho,  ó  de  exigir  el  cumpli- 
miento de  las  condiciones. 

Fundados  en  la  misma  teoría,  que  es  de  general  aplica- 
ción en  los  contratos  bilaterales,  podemos  establecer  que  la 
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acción  para  pedir  la  revocación  se  puede  ejercitar  por  el  do- 
nador y  sus  herederos,  contra  el  donatario  y  sus  herederos, 
porque  todos  los  derechos  y  obligaciones  provenientes  de 
los  contratos  se  trasmiten  á  los  herederos  de  los  contra- 
tantes. 

Finalmente,  la  donación  puede  ser  revocada  por  inofi- 
ciosa, si  importa  perjuicio  á  legítima  de  los  herederos  for- 
zosos del  donante,  y  es  nula  aquella  que  se  hace  en  fraude 
de  los  acreedores  (art.  2,769,  Cód.  Civ.).' 

Esta  causa  de  revocación  es  una  consecuencia  necesaria 
y  lógica  del  sistema  adoptado  por  nuestro  Código  respecto 
de  las  sucesiones,  según  el  cual,  los  descendientes  y  ascen- 
dientes son  herederos  forzosos,  y  el  testador  no  puede  dis- 
poner sino  de  determinada  porción  de  sus  bienes:  esto  es, 
está  obligado  á  conservar  á  favor  de  aquéllos  la  cantidad 
que  les  señala  la  ley  como  haber  hereditario,  y  todo  acto 
-entre  vivos  ó  por  testamento  que  disminuye  ese  haber  es 
inoficioso  y  no  produce  ningún  efecto. 

En  cuanto  á  la  declaración  de  nulidad  de  las  donaciones 
hechas  en  fraude  de  los  acreedores,  es  enteramente  inútil 
que  se  repita  aquí,  toda  vez  que  antes  ha  consagrado  el  Có- 
digo todo  un  capítulo  ala  rescisión  de  las  enajenaciones  he- 
chas en  fraude  de  los  acreedores,  y  que  entre  sus  preceptos 
ha  dedicado  alguno  especialmente  á  las  hechas  á  título  gra- 
tuito. 

Como  consecuencia  del  sistema  de  legítimas  adoptado 
por  el  Código,  en  tanto  tiene  lugar  la  revocación  de  las  do- 

I  Artículo  2,651,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  en  los  términos  siguientes,  suprimiendo  la  parte  que  se  refería  á  la  legi- 
tima y  á  los  herederos  forzosos,  por  no  haberlos  ya,  según  el  sistema  adoptado  por  el 
Código. 

*<La  donación  debe  ser  revocada  cuando  sea  inoficiosa  conforme  al  artículo  2,615; 
pero  si  el  perjuicio  que  con  ella  se  haya  causado  á  los  que  tienen  derecho  á  percibir  ali- 
mentos, no  iguala  al  valor  total  de  la  donación,  ésta  sólo  se  reducirá  en  la  parte  que  fuere 
necesaria,  observándose  lo  dispuesto  en  los  artículos  2,636  y  2,639.'' 

En  este  precepto  se  refundieron  los  artículos  2,769  y  2,770  del  Código  de  1870. 
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naciones,  en  cuanto  causan  perjuicio  á  aquéllas;  y  por  lo 
mismo,  si  ese  perjuicio  no  iguala  al  valor  total  de  la  dona- 
ción, se  debe  reducir  ésta  en  lo  que  sea  necesario  para  que 
se  integren  las  legítimas  (art.  2,770,  Cód.  Civ.).' 

De  lo  expuesto  se  infiere,  que  son  dos  los  efectos  que  se 
producen,  según  que  el  perjuicio  de  la  legítima  iguala  ó  no 
al  valor  de  }a  donación;  pues  en  el  primer  caso  procede  la 
revocación  de  ellas,  y  en  el  segundo  solamente  su  reducción 
en  cuanto  fuere  necesario  para  evitar  el  perjuicio  de  la  le- 
gítima. 

Las  reglas  para  declarar  inoficiosa  una  donación,  se  ha- 
llan establecidas  en  el  capítulo  IV,  título  2?,  libro  4?  del  Có- 
digo Civil,  que  determina  cuál  es  la  porción  de  bienes  des- 
tinada á  los  herederos  forzosos  (art  2,771,  Cód.  Civ.).* 

Por  no  ser  este  lugar  á  propósito  para  el  estudio  de  las 
diversas  reglas  que,  sobre  las  legítimas,  establece  el  Código 
Civil,  nos  limitamos  á  exponer: 

1?  Que  la  legítima  es  de  cuatro  quintas  partes  de  los  bie- 
nes, si  el  testador  deja  solamente  descendientes  legítimos 
ó  legitimados: 

2?  Que  es  de  dos  tercios,  si  sólo  deja  hijos  naturales:  * 

39  Que  es  de  la  mitad,  si  sólo  deja  hijos  expurios; 

4?  Que  e3  de  los  dos  tercios,  si  deja  descendientes. 

Establecidos  estos  precedentes,  veamos  cuáles  son  los 
efectos  de  la  revocación  en  cada  uno  de  los  casos  expre- 
sados. 

Rescindida  la  donación  por  superveniencia  de  hijos,  se 
deben  restituir  al  donante  los  bienes  donados,  ó  su  valor,  si 
han  sido  enajenados  antes  del  nacimiento  de  los  hijos  (art. 
2755.  Cód.  Civ.).3 


1  Artículo  2,651,  C*^^-  C^^-  ^^  'S84-  Véase  !a  nota  precedente. 

2  Ei  artículo  2,771  del  C(^digo  de  1870,  fué  suprimido  en  el  de  1884,  por  innecesario, 
por  haberse  establecido  en  los  artículos  2,636  y  2,639,  las  reg'.as  á  las  cuales  se  refería. 

3  Artículo  2,637,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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A  diferencia  del  Código  Francés  que  distingue  la  revo- 
cación de  las  donacioiies,  segün  que  tenga  lugar  por  super- 
veniencia de  hijos,  por  ingratitud  ó  por  inoficiosas,  y  que  es- 
tablece que  en  los  dos  primeros  casos  importa  la  anulación 
de  todas  las  enajenaciones  de  los  bienes  donados  ó  gra- 
vámenes impuestos  sobre  ellos  por  el  donatario;  nuestro 
Código  equipara  los  casos  primero  y  tercero,  y  establece  el 
principio  de  moral  y  de  justicia  que  manda  respetar  los  dere- 
chos del  tercero  que  contrató  de  buena  fe  con  el  donatario. 

Si  se  le  diera  á  la  revocación  en  todo  caso  los  efectos 
de  la  cláusula  resolutoria,  se  harían  difíciles,  si  no  imposi- 
bles, las  transacciones  sobre  los  bienes  donados,  con  grave 
perjuicio  del  donatario  y  de  la  sociedad,  porque  tales  bienes 
quedarían  casi  fuera  del  comercio  á  causa  del  peligro  cons- 
tante en  que  se  hallaría  el  que  celebrara  algún  contrato  so- 
bre ellos,  de  que  tarde  ó  temprano  fuera  anulado  éste  por 
la  revocación. 

Tales  son  las  razones  que  obligaron  á  los  codificadores 
á  prevenir  que  la  revocación  obligue  al  donatario  á  restituir 
los  bienes  donados,  si  aun  los  conserva  en  su  poder,  ó  su 
valor,  si  los  ha  enajenado. 

Cuando  acontece  este  último  caso,  y  por  lo  mismo  no  pue- 
de el  donatario  restituir  los  bienes  en  especie,  el  valor  que 
debe  pagar  y  le  es  exigible,  es  el  que  tenían  aquéllos  al  tiem- 
po de  la  donación,  aunque  haya  aumentado  ó  disminuido 
ese  valor,  porque  el  donante  no  debe  enriquecerse  á  expen- 
sas del  donatario,  ni  sufrir  ningún  perjuicio,  sino'  ser  res- 
tituido exactamente  en  lo  que  entregó,  ni  más  ni  menos 
(art.  2,757,  Cód.  Civ.)." 

Por  las  razones  ya  expuestas,  declara  el  artículo  2,756  del 
Código,  que  si  el  donatario  hubiere  hipotecado  los  bienes 
donados,  subsistirá  la  hipoteca,  pero  tendrá  el  donante  de-. 


I  Artículo  2,639,  Cód.  Civ.  de  1884, 
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recho  de  exigirle  que  la  redima,  y  que  en  los  casos  de  usu- 
fructo y  servidumbre,  se  observen  las  reglas  siguientes: ' 

I?  El  usufructo  se  extingue  por  efecto  de  la  revocación 
(art.  1.026,  frac.  VIH,  Cód.  Civ.):' 

2?  Por  esta  misma  causa  se  extingue  la  servidumbre  (  art. 
UIS7,  Cód.  Civ.):' 

En  cuanto  á  estas  dos  últimas  reglas,  creemos  fundada- 
mente que  no  se  hallan  en  perfecta  armonía  con  la  conte- 
nida en  el  artículo  2,756  del  Código,  que  declara  subsistente 
la  hipoteca  constituida  por  el  donat;ario  á  pesar  de  haberse 
revocado  la  donación,  porque  no  existe  ningún  motivo  fun- 
dado en  la  equidad  y  en  la  justicia,  que  obligue  á  distinguir 
entre  el  gravamen  hipotecario  y  los  que  provienen  de  la 
constitución  del  usufructo  y  de  una  servidumbre. 

Por  el  contrario,  la  misma  razón  que  existe  para  que  no 
se  extinga  la  hipoteca  por  la  revocación,  concurre  para  sos- 
tener que  tampoco  se  deben  de  extinguir  por  ella  el  usufruc- 
to y  la  servM'dumbre. 

La  verdad  es  que  el  precepto  mencionado,  como  el  ar- 
tículo 2,763,  adolecen  del  defecto  de  hallarse  en  pugna  con 
otro  precepto  relativo  á  la  extinción  de  la  hipoteca,  como 
fácilmente  lo  demostraremos  adelante. 

La  revocación  por  superveniencia  de  hijos  al  donante,  se 
produce  de  pleno  derecho  y  por  el. verificativo  de  tal  acon- 
tecimiento. En  otros  términos:  desde  el  día  en  que  nace  un 
hijo  al  donador,  y  por  solo  este  hecho  queda  revocada  la 
donación,  cuyos  efectos  jurídicos  cesan  en  el  acto. 

Como  uno  de  esos  efectos  es  que  el  donatario  haga  suyos 
los  frutos  que  producen  los  bienes  donados,  se  infiere  lógi- 
camente que  debe  cesar  tal  efecto,  y  que  si  percibe  algunos 


1  Artículo  2,638,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  .artículo  925,  fracción  VIH,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Articulo  1,051,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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después  del  niiclmiento  del  hijo  del  donador  tenga  obliga- 
ción de  restituirlos.    '  • 

Tal  es  el* motivo  poS:  el  cual  declarad  artículo  í, 758 del 
Código,  que  el  donatario  hace  suyos  los  frutos  de  los  bienes^ 
donados  hasta  el  día  del  nacimiento  del  hijo.' 

En  cuanto  á  la  revocación  de  las  donaciones  por  causa 
de  ingratitud,  produce  los  mismos  efectos  que  la  debida  á 
la  superveniencia  de  hijos,  según  lo  determina  el  articuló 
2,765  del  Código  Civil,  de  manera  que  cuanto  hemos  dicho 
relativamente  á  ésta,  tiene  exacta  aplicación  respecto  de 
aquélla." 

El  mismo  precepto  declara  que  también  son  aplicables 
á  la  revocación  por  ingratitud,  las  excepciones  contenidas 
en  el  artículo  2,754,  que  hacen  irrevocable  la  donación. 

En  consecuencia,  las  donaciones  no  son  irrevocables  por 
ingratitud,  en  los  casos  siguientes: 

I?  Siendo  de  menosde  trescientos  pesos,  por  su  pequenez: 

2?  Siendo  antenupciales: 

3?  Siendo  hechas  á  alguno  de  los  consortes  durante  el 
matrimonio,  porque  en  este  caso  como  en  el  anterior,  las 
donaciones  se  hacen  en  consideración  al  matrimonio,  por 
cuyo  motivo  se  estiman  onerosas. 

El  artículo,  objeto  de  las  observaciones  que  preceden,  de- 
clara también  que  subsisten  las  hipotecas  registradas  antes 
de  la  demanda,  y  sólo  se  deben  restituir  los  frutos  percibi- 
dos después  de  ella. 

Tal  declaración  era  absolutamente  necesaria,  porque  dis- 
tinguiéndose la  revocación  por  superveniencia  de  hijos  de  la 
motivada  por  ingratitud  en  que  aquella  se  produce  de  pleno 
derecho  y  ésta  no,  sino  á  instancia  del  donador,  era  preciso 
determinar  desde  cuándo  se  producen  los  efectos  jurídicos 
de  tal  revocación. 


1  Artículo  2,640,  Cód.  Civ.de  1884. 

2  Artículo  2,647,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Por  tal  motivo,  se.señaló  por  el  precepto.indicado  la  fecha 
de  la  demanda,  como  punto  de  partida  para  determinar  ta- 
les efectos,  pues  desde  ella  tiene  el  donatario  conocimiento 
de  la  voluntad  del  donante  de  revocar  la  donación  y  se  cons- 
tituye en  mora. 

En  consecuencia,  sólo  son  válidas  las  hipotecas  constitui- 
das é  inscritas  en  el  registro  publico  antes  de  la  demanda 
del  donante,  supuesto  que  tales  gravámenes  sólp  producen 
efecto  desde  la  fecha  de  su  inscripción;  y  las  constituidas  an- 
tes, pero  registradas  después,  no  subsisten,  porque  la  ins- 
cripción se  hizo  cuando  ya  estaba  manifestada  la  voluntad 
de  aquél  de  revocar  la  donación;  y  es  sabido  que  los  efec- 
tos de  la  sentencia  se  retrotraen  á  la  fecha  de  la  promoción 
de  la  demanda. 

Esta  es  también  la  razón  por  la  cual  tiene  el  donatario  el 
deber  de  restituir  los  frutos  que  hubiere  recibido  después 
de  la  demanda. 

Respecto  de  los  efectos  jurídicos  que  produce  la  revoca- 
ción de  la  donación  por  falta  de  cumplimiento  de  alguna  de 
las  condiciones  ó  cargas  impuestas  por  el  donante,  es  muy 
fácil  determinarlos,  porque,  á  diferencia  de  las  demás  cau- 
sas de  revocación,  la  que  nos  ocupa  produce  los  efectos  de 
cláusula  resolutoria. 

Y  que  es  así,  nos  lo  demuestra  el  precepto  contenido  en 
el  artículo  2,763  del  Código  Civil,  que  declara,  que  en  el 
caso  de  revocación  por  no  haber  cumplido  el  donatario  las 
condiciones  impuestas  por  el  donante,  serán  restituidos  á 
éste  los  bienes  donados  ó  su  valor  si  han  sido  enajenados, 
subsistiendo  la  hipoteca  constituida  sobre  ellos,  pero  con 
obligación  del  donatario  de  redimirla,  haciéndose  la  resti- 
tución en  los  términos  que  prescriben  los  artículos  1,462  y 
í»463,  que  se  refieren  á  los  efectos  de  la  condición  resolu- 
toria, y  mandan: ' 

I  Artículos  1,3467  1,347,  Cód.  Civ.  de  1884.  ^ 
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I?  Que  se  restituya  lo  que  se  hubiere  percibido  en  vir- 
tud del  contrato: 

2?  Que  la  restitución  se  haga  con  frutos  é  intereses  por 
aquel  que  hubiere  faltado  al  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción. 

En  este  punto  encontramos  que  nuestro  Código  incurre 
en  notoria  inconsecuencia,  estableciiendo  principios  que  no 
se  hallan  en  perfecta  armonía  entre  sí,  sin  que  haya  una  ra- 
zón que  pueda  justificar  tal  defecto. 

Si  se  ha  dado  á  la  revocación  por  falta  de  cumplimiento  de 
las  condiciones  impuestas  por  el  donante  los  mismos  efec- 
tos que  produce  la  condición  resolutoria,  determinados  por 
los  artículos  1,462  y  1,463  del  Código  Civil,  y  si  conforme 
á  los  principios  elementales  del  derecho  el  verificativo  de 
tal  condición  produce  la  extinción  de  la  hipoteca;  es  fuera 
de  toda  duda  que  el  artículo  2, 763  de  dicho  ordenamien- 
to, que  motiva  estas  observaciones,  contiene  un  error  y  se 
halla  en  abierta  é  inexplicable  contradicción  con  otros  pre- 
ceptos. 

Para  hacer  más  perceptible  tal  contradicción  basta  compa- 
rar la  fracción  3?  del  artículo  2,051  del  Código,  que  declara 
que  las  hipotecas  se  extinguen  por  la  resolución  ó  extinción 
del  derecho  del  deudor  sobre  el  predio  hipotecado,  con  el 
artículo  2,763  que,  refiriéndose  al  2,756  dice,  que  si  el  do- 
natario hubiere  hipotecado  los  bienes  donados,  subsistirá  la 
hipoteca,  pero  tendrá  derecho  el  donante  de  exigir  que  aquél 
la  redima, ' 

En  cuanto  á  la  reducción  de  las  donaciones  por  inoficio- 
sas, establece  el  Código  las  reglas  siguientes: 

1?  La  reducción  de  las  donaciones  entre  vivos  debe  co- 
menzar por  la  última  en  fecha,  que  ha  de  ser  totalmente 


I  Artícelos  1,925,  2,645  y  2,633,  Cód.  Civ-  de  1884.  Véase  la  nota  1*»  pág.  122,  tomo 
IV  de  esta  obra. 
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suprimida,  si  la  reducción  no  bastare  á  completar  la  legíti- 
ma (art  2,772,  Cód.  Civ.).' 

La  razón  en  que  se  funda  esta  regla  es,  que  la  supi'esión 
6  la  deducción  debe  principiar  en  donde  la  liberalidad  co- 
mienza á  ser  inoficiosa,  á  causar  perjuicio  á  legítima;  y  como 
ésta  nace  con  la  útima  donación,  de  aquí  la  necesidad  dé 
seguir  el  orden  indicado. 

Laurent  expresa  ía  misma  razón  exponiéndola  en  térmi- 
nos más  claros.  "Esto  es  muy  justo,  dice,  porque  las  prime- 
ras liberalidades  se  han  hecho  sobre  la  parte  disponible:  el 
difunto  tenía  derecho  de  hacerlas,  y  el  donatario  ha  adquirido 
un  derecho  irrevocable  sobre  los  bienes  donados.  Solamente 
cuando  después  de  haber  agotado  su  parte  disponible»  el  di- 
funto continúa  haciendo  liberalidades,  disminuye  la  legíti- 
ma, y  entonces  hay  lugar  á  la  reducción.  De  aquí  se  sigue 
que  en  caso  de  exceso  es  necesario  comenzar  por  reducir 
las  últimas  liberalidades,  supuesto  que  son  las  que  dismi- 
nuyen la  legítima.  ""* 

Además  de  esta  razón  existe  otra,  no  menos  digna  de 
tomarse  en  cuenta,  y  que  consiste  en  que,  si  no  se  siguiera 
el  orden  establecido,  quedaría  al  arbitrio  del  donador  per- 
judicar al  donatario  anterior,  ó  hacer  completamente  ilu- 
sorio el  derecho  que  adquirió  de  una  manera  irrevocable, 
para  lo  cual  le  bastaría  hacer  posteriormente  otras  dona- 
ciones. 

2?  Si  la  donación  menos  antigua  no  alcanzare,  se  debe 
proceder  respecto  de  la  anterior  en  los  términos  estableci- 
dos en  la  primera  regla,  siguiéndose  el  mismo  orden  hasta 
llegar  á  la  más  antigua  (art.  2.773,  Cód.  Civ.).^ 


1  Articulo  2,653,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Rcfonnado  en  los  términos  signientes,  para  ponerlo  de  acuerdo  con  el  artículo  2,615: 
'*  La  redacción  de  las  donaciones  entre  vivos  comenzará  por  la  última  en  fecho,  que 
será  totalmente  suprimida  si  la  reducción  no  bastare  n  completar  los  alimentos.*' 

2  Tomo  XII,  núm.  174. 

3  Artículo  2,654.  Cód.  Civ.  de  18S4. 


Digitized  by 


Google 


i68  Liccci(>NEs  DE  Derecho  Civil. 


Esta  regla  es  complemCfiito  de  la  anterior  y  se  funda  en 
las  mismas  razones  que  ella. 

3?  Habiendo  diversas  donaciones  otorgadas  en  el  mismo 
acto  ó  en  la  mísnia  fecha,  se  debe  hacer  la  reducción  eníre 
ellas  á  prorrata;  porque  ni  se  puede  observar  la  regla  de 
prioridad,  ni  sería  juslo  que  unos  dojiataríos  quedaran  pri- 
vados totalmente  de  los  bienes  donados  en  provecho  de 
otros  que  n6  tienen  título  alguno  que  Ibs  haga  acreedores 
á  ese  privilegio.  * 

Aunque  el  Código  Civil  no  establece  ningún  precepto 
que  haga  una  declaración  expresa  sobre  el  particular,  cree- 
mos que  aun  cuando  las  donaciones  se  hayan  hecho  en  una 
misma  fecha,  si  recaen  sobre  bienes  cuya  trasmisión  deba 
de  inscribirse  en  el  registro  público,  no  qs  aplicable  la  re- 
gla anterior,  sino  que  la  reducción  debe  hacerse  por  or- 
den de  las  inscripciones,  comenzando  por  la  de  fecha  más 
reciente. 

Fundamos  esta  opinión  en  el  principio  según  el  cual  toda 
trasmisión  de  la  propiedad  de  bienes  inmuebles,  sujeta  por 
la  ley  á  inscripción  en  el  registro  público,  no  produce  efecto 
contra  tercero,  sino  desdecía  fecha  en  que  se  llena, ese  re- 
quisito; pues  entonces  es  cuando 'causa  perjuicio  á  los  he- 
rederos forzosos  cuya  legítima  disminuye. 

4?  Si  la  donación  consiste  en  bienes  muebles,  se  ha  de 
tener  presente  para  la  reducción,  el  valor  que  tenían  al  ser 
donados;  porque  ese  es  el  que  separó  de  su  patrimonio  el 
donante  con  perjuicio  de  la  legítima  de  los  herederos  (art. 
2,775,  Cód.  Civ.).^ 

5?  Cuando  la  donación  consista  en  bienes  raíces  que  fue- 
ren cómodamente  divisibles,  la  reducción  debe  hacerse  en 
especie,  á  fin  de  evitar  las  dificultades  con  que  el  donatario 
y  los  herederos  pudieran  tropezar  por  [a  falta  de  numera- 


1  Artículo  2,655,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,656,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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rio,  y  para  satisfacer  el  natural. deseo  que  una.y  otro  pue- 
den tener  de  conservar,  siquiera  sea  en  parte,  los  biene.s  de 
sucausante  (art.  2,776,  Cód.Civ.).' 

6?  Caandoí  el  inmueble-  no  pueda  ser  dividido  y  el  im- 
porte de  la  reducción  exceda  de  la  mitad  del  valor  de  aquél, 
recibirá  el  donatario  el  r^sto  en  dinero;  pero  si  no  excede 
^    déla  mitad  del  valor,  el  donatario  pagará  el  resto  en  dinero 
(art  2,777  y  ^m^  Cód.  Civ.).'- 

En  esta  regla  se  han  querido  conciliar  los  intereses  de 
los  herederos  y  donatarios,  á  fin  de  que  no  sufran  perjuicio, 
otorgando,  como  es  natural,  el  derecho  de  preferencia  para 
conservar  los  bienes  donados  á  aquel  de  los  interesados  que 
tenga  derecho  á  la  mayor  parte  de  ellos,  pero  pagando  al 
otro  en  dinero  efectivo  lo  que  sobrare,  hecha  la  reducción. 
Pero  esta  regla  sufre  excepción,  cuando  el  donatario  reú- 
ne á  la  vez  la  cualidad  de  heredero,  porque  puede  éste  en 
tal  caso  retener  el  inmueble  donado,  pagando  lo  que  el  valor 
de  éste  exceda  de  su  legítima  (art.  2,779,  Cód.  Civ.).  ^ 

7?  Si  los  inmuebles  no  se  hallan  al  tiempo  de  la  revoca- 
ción ó  reducción,  en  poder  del  donatario,  éste  es  responsa- 
ble del  valor  que  tenían  al  tiempo  de  la  donación  (art,  2,781, 
Cód.  Civ.).^ 

i  Es  decir,  que  el  donatario  tiene  la  obligación  de  restituir 

i  los  bienes  donados  si  se  hallan  en  su  poder,  y  en  caso  con  - 
trario,  debe  pagar  el  valor  que  tenían  al  tiempo  de  la  dona- 
ción, pues  como  hemos  dicho  antes,  no  debe  restituir  ni  más 

j        ni  menos  de  lo  que  recibió. 

8?  Cuando  el  donatario  se  hallare  insolvente,  podrán  los 

\       herederos  reivindicar  los  bienes  donados,  si  el  tercer  posee- 

í       


i  Artículo  2,657,  Cütl.  Civ.  de  1884. 

a  Artículos  2,65872,659,  Cód.  Civ.  de  1S84. 

3  El  artículo  i,779  del  C<jdigo  de  1S70,  fui  supriinid<j  en  el  de  1884,  por  estimarlo 
iimecesarío. 

4  El  artículo  2,781  del  Código  de  1870,  íué  suprimido  eo  r]  de  18S4. 
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dor  se  negare  á  pagar  el  precio  que  dio  por  ellos  (art  2, 782, 
C6d.  Civ.). ' 

Esta  regla  impone  al  tercer  poseedor  la  obligación  de  pa- 
gar por  segunda  vez  el  precio  que  dio  por  los  bienes  dona- 
dos, ó  de  restituirlos  perdiendo  ese  precio. 

A  nuestro  juicio,  tal  regla  es  injustay  no  tiene  explicación 
alguna  posible,  si  no  es  que  nuestro  Código  adoptó  el  sis- 
tema francés,  dándole  á  la  revocación  de  las  donaciones  por 
inoficiosas,  los  efectos  de  la  condición  resolutoria,  determi- 
nados por  el  principio  jurídico  que  dice: 

'' Resoluto  juris  dantis,  resolvitur  jus  accipieníis.^' 

Y  tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  también  el  artículo 
2,780  del  Código,  que  hecha  la  reducción  ó  la  supresión  en 
su  caso,  queda  el  inmueble  de  pleno  derecho  exonerado 
en  todo  ó  en  parte  de  los  gravámenes  é  hipotecas  que  el 
donatario  le  haya  impuesto/ 

Es  de  lamentarse  que  nuestros  codificadores  hayan  roto 
la  armonía  del  sistema  del  Código  Portugués  que  habían 
adoptado,  siguiendo  en  este  punto  el  del  Francés,  pues  aquél 
establece  un  principio  justo,  y  por  ló  mismo,  preferible,  de- 
clarando que  si  la  donación  consistiere  en  bienes  muebles, 
y  el  donatario  se  hallare  insolvente,  sólo  podrán  demandar  al 
inmediato  adquirente  por  el  valor  de  «sos  muebles  al  tiempo 
de  su  adquisición,  habiendo  sido  transferidos  gratuitamente.^ 

9?  Revocada  ó  reducida  una  donación  por  inoficiosa,  el 
donatario  sólo  responderá  de  los  frutos  desde  que  fuere  de- 
mandado; pero  si  es  coheredero  responde  de  ellos  desde  la 
muerte  del  donador  (art.  2,784,  Cód.  Civ.).^ 

La  razón  de  la  diferencia  que  establece  esta  regla,  con- 
siste en  que  el  donatario  es  poseedor  de  buena  fe  de  los  bie- 

1  El  articulo  2, 782  del  Código  de  1870,  fué  snprixnido  en  el  Je  1884. 

2  El  artículo  2,780  del  Código  de  1870,  fué  suprimido  en  el  de  1884. 

3  Artículo  1,502,  Código  Portugués. 

4  Artículo  2,660,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  por  la  supresión  de  las  siguientes  palabras : 

•* Pero  si  es  coheredero,  responde  de  ellM  desde  la  muerte  del  donante.'' 
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nes  donados,  hasta  el  momento  en  que  se  promueve  en  su 
contra  el  juicio  de  revocación,  y  según  los  principios  ele- 
mentales del  derecho,  los  poseedores  de  esa  especie  hacen 
suyos  los  frutos  percibidos;  y  en  que  él  donatario  cohere- 
dero tiene  el  deber  de  traer  á  colación  los  bienes  donados 
para  que  se  le  imputen  á  su  legítima,  y  tal  deber  comienza 
desde  la  muerte  del  testador  (art.  4,017,  Cód.  Civ.).' 

En  cuanto  á  la  razón  que  funda  el  segundo  de  los  casos 
áque  se  refiere  la  regla  anterior,  es  de  muy  fácil  explicación, 
pues  si  desde  la  muerte  del  testador  se  abre  la  sucesión  y  la 
partición  de  los  bienes  que  forman  el  caudal  mortuorio  se 
retrotrae  á  aquella  fecha,  es  natural  que  se  deban  por  el  do- 
natario coheredero  los  frutos,  supuesto  que  desde  entonces 
resulta  demostrado  que  el  importe  de  la  donación,  excede 
del  de  su  legítima,  y  por  tanto,  que  no  ha  tenido  derecho 
para  hacer  suyos  los  frutos  de  la  porción  en  que  aquella  re- 
sultó inoficiosa. 

Los  comentaristas  del  Código  Francés,  cuyo  artículo  928 
sanciona  la  misma  regla,  la  justifican,  diciendo  que,  en  ge- 
neral, el  efecto  retroactivo  de  la  condición  resolutoria,  no  se 
aplica  al  goce  de  los  bienes,  y  porque  el  difunto  habrfa  gas- 
tado probablemente  los  frutos,  lutius  vivendo,  si  no  hubiera 
hecho  la  donación,  y  que  la  sucesión  se  encuentra  en  él  mis- 
mo estado  que  sí  los  bienes  donados  no  hubieran  salido  de 
ella,  y  por  último,  porque  es  preciso  evitar  que  aquella  libe- 
ralidad se  convierta,  para  el  donatario,  en  una  causa  de  rui- 
na y  en  una  celada,  lo  que  sucedería  si  estuviera  obligado 
¿restituir  los  frutos  de  la  cosa  de  que  era  propietario,  y  que 
tenía  el  derecho  de  gastar. ' 

Pero  todos  convienen  en  que  la  regla  mencionada  es  ex- 
cepcional, é  introducida  por  razón  de  equidad. 

1  El  artículo  4,017  del  Código  de  1870,  fué  suprimido  en  el  de  1884,  {X)rque  en  virtud 
uel  sistema  tdoptaido  por  éste,  ya  no  hay  legítimas  forzosas,  y  por  consiguiente,  ya  no  hay 
necesidad  de  la  colación. 

2  Demolombe,  tomo  XVI,  núm.437  y  XIX,  núm.  608;  Laurenl,  tomo  XII,  núm.  206 
yX,  núm.  628;  Anbry  y  Rao,  tomo  V I,  pág.  633,  note 43 ;  Marceé,  tomo  III,  núm.  619; 
wttdry  LacantÍDeríe,  tomo  II,  núm.  436;  Monrlon,  tomo  II, núm.  647,  etc.,  etc. 
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LECCIÓN  DÉCIMANOVENA. 


DEL  PRÉSTAMO. 


PRINCIPIOS   GENERALES. 

**La  palabra  pr^-stamo,  dice  Demante,  formada  de  la  h- 
únd^  prcBstare^  indica  el  envío  ó  la  tradición  de  una  cosa  sin 
la  traslación  de  propiedacj.  Esta  palabra  se  aplica  en  nues- 
tro idioma  á  la  comunicación  oficiosa  que  una  persona  hace 
de  su  cosa  á  otra,  para  que  la  use"  temporalmente  y  la  de- 
vuelva después.  Además,  como  la  enajenación  de  las  cosas 
que  consisten  en  número,  peso  6  medida,  cuando  se  hace 
con  la.  obligación  de  restituirla  misma  cantidad  y  calidad, 
equivale  realmente  á  la  concesión  del  simple  uso,  se  ha  ex- 
tendido también  á  este  caso  el  nombre  de  préstamo  que 
nuestro  Código  parece  aplicarle  más  particularmente."' 

Las  palabras  de  Demante,  que  acabamos  de  transcribir, 
tienen  una  exacta  aplicación  entre  nosotros,  porque  nuestro 
Código  Civil  comprende,  bajo  la  denominación  general  de 
préstamo,  dos  contratos  distintos,  el  comodaio  y  el  mutuo. 

En  efecto;  el  artículo  2,785  del  Código,  dice:  bajo  el  nom- 
bre de  préstamo  se  comprende  toda  concesión  gratuita,  por 
tiempo  y  para  objetos  determinados,  del  uso  de  una  cosa  no 

t  Tomo  VJII,  núm   70. 
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fangíblei  con  oh\\gdLC\6ñ'*'de  restituir  ésta  en  especie:  y  de 
toda  concesión  gratuita  á  interés,  de'có^á  fungiblé,  con  obli- 
gación de  devolver  otro  tanto  del  mismo  género  y  calidad. 
En  el  primer  caso,  el  préstarno  se  llama  comodato,  y  en  el 
segundo  mutuo* 

Dividiendo  esta  definición,  para  mayor  claridad  tendre- 
mos las  dos  definiciones  siguientes: 

Se  llama  comodato  toáz.  concesión  gratuita,  por  tiempo  y 
para  objeto  determinados,  del  uso  de  uha  cosa  no  fungiblé, 
con  obligación  de  restituirla  en  especie. 

Sé  llama  mutuo  toda  concesión  gratuita  ó  á  interés,  de 
cosa  fungiblé,  con  obligación  de  restituir  otro  tanto  del  mis- 
mo género  y  calidad. 

De  las  definiciones  que  preceden  se  infiere,  que  existe 
una  diferencia  esencial  entre  el  comodato  y  el  mutuo,  que 
los  distingue  y  los  caracteriza,  y  que  consiste  en  que  el  pri- 
mero sólo  puede  tener  por  objeto  cosas  que  no  se  consumen 
por  el  uso,  y  cuyo  dominio  no  se  traskiite  al  que  recibe  el 
préstamo;  en  tanto  que  el  mutuo  tiene  por  objeto  cosas  fun- 
gibles  que  no  se  pueden  usar  sin  consumirlas,  y  por  lo  mismo 
adquiere  el  mutuatario  su  dominio. 

Esta  diferencia  proviene  de  la  naturaleza  misma  de  las 
cosas,  pues  si  el  que  recibe  en  comodato  una  cosa  tiene  que 
devolverla  después  de  que  se  haya  servido  de  ella,  es  evi- 
dente que  no  pueden  ser  objeto  de  ese  contrato  las  cosas  que 
no  se  pueden  usar  sin  consimiirlas  ó  destruirlas. 

Sin  embargo,  hay  cosas  de  esta  especie,  que  algunas  ve- 
ces pueden  ser  objeto  del  comodato,  cuando  se  prestan,  no 
para  el  uso  natural  á  que  están  destinadas,  sino  solamente 
ad  ostentationem,  pues  en  tal  caso  no  se  consumen  por  el 
uso  y  pueden  ser  restituidas  en  especie.  "* 


1  Artículo  2,ó6i.  C6d.  Civ.  de  1S84. 

2  Pothicr,  Du  Prelá  usagc,  núm.  17. 
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Este  principio  do  es  una  novedad,  pues  está  sancionado 
por  la  legislación  Romana. 

Las  leyes  3,  §§  6  y  4,  libro  13,  título  ó? del  Digesto,  dicen: 

''Non  potest  commodari  id,  quod  nsu  consumitur:  nisi 
forte  ad pompante  vel ostentaíionem  quis  accipiat'' 

**  Sapc  etiam  adhoc  commodatur pecunice,  ut  dicis  gratia 
numerationis  loco  interccdant!' 

La  diferencia  que  hemos  procurado  hacer  notar  entre  el 
comodato  y  el  mutuo,  tiene  una  consecuencia  muy  impor- 
tante que  ya  hemos  indicado.  El  que  recibe  una  cosa  en 
mutuo  se  hace  propietario  de  ella,  y  por  tanto,  perece  para 
él,  de  cualquiera  manera  que  acontezca  la  pérdida,  á  dife- 
rencia del  que  recibe  una  cosa  en  comodato,  que  sólo  está 
obligado  á  conservarla  con  la  misma  diligencia  que  emplea 
en  las  suyas  propias;  y  si  cumple  este  deber  no  responde 
por  la  pérdida  acaecida  por  caso  fortuito,  que  es  á  cargo 
del  propietario. 

El  contrato  de  préstamo,  bajo  cuya  denominación  com- 
prendemos las  dos  especies  cuya  diferencia  hemos  hecho 
notar,  es  real.  Esto  es,  no  basta  para  su  existencia  el  mu- 
tuo consentimiento  de  los  contratantes,  sino  que  es  preciso 
que  el  que  hace  el  préstamo  entregue  al  otro  contratante  la 

cosa  sobre  la  cual  recae  el  contrato. 

» 

Esto  es  una  consecuencia  que  se  deriva  de  la  naturaleza 
misma  del  contrato,  pues  si  uno  de  los  contratantes  se  obliga 
por  él  á  restituir  la  cosa  que  tiene  por  objeto,  malamente 
puede  existir  tal  obligación  cuando  no  se  le  ha  entregado 
esa  cosa. 

El  consentimiento  mutuo  de  los  contratantes  produce  sin 
duda  algunos  efectos  jurídicos,  porque  engendra  la  obliga- 
ción del  que  presta  de  entregar  la  cosa  que  prometió,  al 
cumplimiento  de  la  cual  se  le  puede  estrechar  judicialmente; 
pero  entretanto  no  cumpla  ese  deber  no  existirá  en  reali- 
dad el  préstamo  sino  una* promesa  de  él 
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Creemos  respecto  de  este  contrato,  así  como  respecto  de 
los  demás  en  que  es  necesaria  la  tradición  de  la  cosa  sobre 
que  recaen,  que  se  deben  distinguir  dos  actos  en  él,  el  de 
su  celebración  y  el  de  su  consumación. 

En  el  primero  basta  la  concurrencia  de  las  voluntades  de 
los  contratantes,  su  mutuo  consentimiento,  para  que  se  per- 
feccione el  contrato  y  produzca  los  efectos  jurídicos  que  le 
atribuye  la,  ley  respecto  del  que  se  obligó  á  la  tradición  de 
la  cosa.        ^ 

En  el  segundo,  es  indispensable  que  se  verifique  la  entre- 
ga de  ella  para  que  se  consume,  para  que  se  realice  y  pro- 
duzca los  efectos  jurídicos  consiguientes  respecto  del  que  la 
recibe. 

Esta  misma  distinción  hemos  hecho  al  ocuparnos  de  enu- 
merar las  disitintas  especies  en  que  se  dividen  los  contratos. ' 

Siendo  el  préstamo  un  contrato,  se  infiere  que  está  su- 
jeto á  las  reglas  generales  que  rigen  á  todos  los  contratos 
sobre  el  consentimiento  y  la  capacidad  de  las  personas. 

Sin  embargo,  por  circunstancias  que  no  nos  ha  sido  po- 
sible inquirir,  el  Código  reproduce  algunas  de  esas  reglas, 
de  una  manera  innecesaria;  y  declara  en  los  artículos  2,786 
y  2,787.  que  pueden  dar  y  recibir  en  préstamo  los  que  pue- 
den disponer  libremente  de  sus  cosas;  y  que  los  derechos 
y  obligaciones  que  resultan  del  préstamo  sontrasmisibles 
tanto  á  los  herederos  como  á  los  representantes  del  que 
pres^  y  del  que  recibió  el  préstamo.^ 

Estos  preceptos  sancionan  f)rincip¡os  verdaderamente 
elementales,  cuyo  estudio  hemos  hecho  ya,  y  por  lo  mis- 
mo creemos  inútil  hacer  explicación  alguna  acerca  de  ellos. 

El  artículo  2,788  del  mismo  Código  sanciona  también 
otro  principio  enteramente  elemental,  diciendo  que,  si  el 
préstamo  se  declara  nulo  ó  se  rescinde,  el  prestamista  debe 


t  Tomo. III,  págs.  i6y  17. 

2  Artículos  2,662  y  2,663,  Cód.  Cív.  de  1884. 
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recobrar  la  cosa  que  hubiere  prestado,  como  lo  dispon^  el 
artículo  1,794,' esto  es,  con  sus  frutos,  ó  el  valor  de  ellos, 
y  el  que  aquélla  tenía  cuando  se  perdió,  con  los  intereses, 
sí  no  fuere  posible  la  restitución- en  especie.' 

La  inteligencia  y  la  extensión  de  esta  regla  ha  sido  ex- 
plicada ya  en  el  tomo  III  de  esta  obra,  al  ocuparnos  délos 
efectos  de  la  rescisión  y  nulidad  de  las  obligaciones.* 

Finalmente:  reproduciendo  el  artíctrk)  2,789  el  precepto 
contenido  en  el  5 16,  declara  innecesariamente,  que  si  el  con- 
trato de  préstamo  se  rescinde  ó  anula  por  ser  incapaz  uno 
de  los  contratantes,  la  excepción  de  nulidad  no  aprovecha 
al  fiador  que  haya  intervenido  en  el  contrato,  si  no  prueba 
que  al  otorgar  la  fianza  ignoraba  la  incapacidad  que  fundó 
la  rescisión.  3 

En  otros  términos  más  daros  y  precisos,  el  precepto  ci- 
tado dice,  que  la  nulidad  del  contrato  de  préstamo,  prove- 
niente de  la  incapacidad  de  uno  de  los  contratantes  no  puede 
ser  alegada  por  el  fiador  que  haya  garahtizado  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  que  hubiere  contraído  éste,  salvo 
el  caso  eñ  que  pruebe  que  al  otorgar  la  fianza  ignoraba  la 
incapacidad  que  dio  origen  á  la  nulidad. 

Repetimos  que  este  precepto  es  la  reproducción  innece- 
saria del  contenido  en  el  artículo  516  del  Código,  y  adolece 
del  defecto  de  usar  de  la  palabra  rescisión  como  sinónima 
de  nulidad,  siendo  así  que  una  y  otra  tienen  distinto  origen 
y  diversa  significación  en  derecho,  por  más  que  sus  efectos 
jurídicos  sean  casi  los  mismos. 

Sin  embargo,  hay  que  convenir  en  que  el  precepto  á  que 
nos  referimos  es  perfectamente  justo;  pues  como  dice  la  Ex- 
posición de  motivos,  el  contrato  de  préstamo  es  uno  de  los 
más  expuestos  al  abuso;  y  así  como  es  justo  que  cuando  uno 


1  Artículo  2,664,  C^t^d.  Civ.  de  1884. 

2  Pág.  400  y  401. 

3  ^^rtíoulo  2,665,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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de  los  contratantes  sea  incapaz,  se  anule  el  contrato,  lo  es 
también  que  la  nulidad  no  aproveche  al  fiador  que  conocía 
la  incapacidad,  porque  la  ley  en  este  caso  no  serviría  de 
amparo  al  débil,  sino  á  un  tercero,  que  de  mala  fe  garan- 
tizó una  obligación  con  pleno  conocimiento  de  que  no  podía 
subsistir  legalmente. 


II 
DEL  COMODATO. 

El  comodato  es,  como  dijimos  al  principio  de  esta  lección, 
toda  concesión  gratuita,  por  tiempo  y  para  objetos  determi- 
nados, del  uso  de  una  cosa  no  fungible,  con  obligación  de 
restituir  ésta  en  especie  (art.  2,785,  Cód.  Civ.).' 

También  dijimos,  que  de  esta  definición  se  infiere  la  con- 
secuencia de  que  este  contrato  es  real,  y  no  se  consuma  sino 
por  la  tradición  de  la  cosa  que  es  objeto  de  él. 
.  Este  contrato  es,  además,  unilateral  y  de  beneficencia,  por- 
que sólo  produce  obligaciones  para  el  que  recibe  la  cosa  en 
préstamo,  y  ninguna  para  el  que  1^  entrega,  y  porque  si  no 
fuera  gratuito,  degeneraría,  convirtiéndose  en  el  de  arren- 
damiento ó  en  alguno  otro  innominado,  según  que  la  recom- 
pensa consista  en  dinero  ó  en  alguna  otra  cosa. 

Esta  última  circunstancia  es  de  tal  manera  esencial  del 
comodato,  que  si  no  existe,  tampoco  puede  existir  este  con- 
trato; y  así  lo  declara  el  artículo  2,792  del  Código,  que  dice: 
si  el  comodatario  paga  alguna  cantidad  por  el  uso  de  la  cosa 
prestada,  el  contrato  deja  de  ser  comodato.' 

La  primera  de  las  circunstancias  indicadas,  ha  sido  con- 


1  Artículo  2,661,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,668,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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tradicha  por  algunos  autores,  que  sostienen  que  el  como- 
dato pertenece  á  la  clase  de  los  contratos  que  llaman  sina- 
lagmáticos imperfectos,  por  cuanto  á  que  el  deudor  tiene 
derecho  para  exigir  del  acreedor  el  reembolso  de  los  gastos 
extraordinarios  que  demande  la  conservación  de  la  cosa 
prestada. 

Pero  al  principio  de  este  tratado  rechazamos  la  teoría  que 
distingue  los  contratos  bilaterales  en  perfectos  é  imperfec- 
tos, fundados  en  que,  aunque  es  cierto  que  alguno  de  los 
unilaterales  pueden  producir  una  obligación  á  cargo  del  con- 
tratante que  no  quedó  obligado  al  principio,  también  lo  es 
que  tales  contratos  no  tienen  por  objeto  producir  esa  obli- 
gación, la  cual  no  es  una  condición  esencial  de  su  existencia, 
sino  eventual  y  secundaria;  y  ni  aun  cuando  se  produce  tiene 
el  carácter  de  la  principal,  sino  que  es  una  consecuencia  de 
ésta,  único  objeto  del  contrato.* 

En  el  contrato  de  comodato  intervienen  dos  personas^  la 
que  presta  la  cosa,  objeto  de  él,  que  se  designa  con  el  nom- 
bre de  comodante,  y  la  que  recibe  esa  cosa,  á  quien  se  le  lla- 
ma comodatario. 

También  dijimos  al  principio  de  esta  lección,  que  existe" 
una  diferencia  esencial  entre  el  comodato  y  el  mutuo,  que  se 
deriva  de  la  naturaleza  de  las  cosas  sobre  las  cuales  recaen 
ambos  contratos,  y  que  consiste  en  que,  en  el  primero,  no 
adquiere  el  comodatario  el  dominio  de  la  cosa  prestada,  sino 
que  lo  conserva  el  comodante,  como  lo  declara  el  artículo 
2,790  del  Código  Civil.'' 

La  razón  es,  porque  el  comodatario  tiene  obligación  de 
conservar  la  cosa  prestada  y  de  restituirla  tan  luego  como 
haya  hecho  de  ella  el  uso  para  que  se  le  entregó;  y  esa  obli- 
gación pugna  con  las  nociones  que  tenemos  del  derecho  de 
propiedad,  que  faculta  al  propietario  para  usar  y  disfrutar 


1  Tomo  III,  pág.  9. 

2  Artículo  2,666,  CiSd.  Civ.  de  1884, 
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y  aun  abusar  de  su  cosa,  con  exclusión  de  cualquiera  otra 
persona. 

De  este  principio  se  infiere,  como  una  consecuencia  ló- 
gica y  necesaria,  el  que  establece  el  artículo  2,791  del  Códi- 
go, según  el  cual,  el  comodatario  adquiere  el  uso,  pero  no 
los  frutos  y  accesiones  de  la  cosa  prestada,  de  la  que  no  es 
poseedor  conforme  á  derecho;  pues  si  es  una  verdad  indis- 
cutible que  las  cosas  fructifican  para  su  dueño,  y  que  todos 
los  aumentos  y  accesiones  que  tienen  pertenecen  á  éste,  es 
indudable  que,  conservando  el  comodante  el  dominio  de  la 
cosa  prestada,  deben  pertenecerle  necesariamente  los  frutos 
que  produzca,  los  aumentos  y  accesiones  que  tenga. ' 

Por  la  misma  razón  conserva  el  comodante  la  posesión 
de  la  cosa  prestada,  pues  si  retiene  el  dominio  de  ella  y  el 
comodatario  sólo  la  recibe  por  un  tiempo  y  para  un  uso 
determinado,  es  evidente  que  sólo  es  detentador  de  ella  y 
no  poseedor,  porque  la  posesión  supone  necesariamente  la 
voluntad  de  retener  la  cosa  para  sí,  con  exclusión  de  cual- 
quiera otra  persona,  circunstancia  que  no  concurre  en  el 
comodatario. 

Algunos  autores  creen,  que  los  principios  que  hemos  es- 
tablecido son  demasiado  absolutos,  porque  de  ellos  se  in- 
fiere que  sólo  el  propietario  de  una  cosa  puede  darla  en  co- 
modato, lo  cual  es  inexacto,  porque  el  usufructuario  puede 
prestar  las  cosas  que  recibe  en  usufructo. 

Pero  á  esta  objeción  se  ha  contestado  diciendo,  que  los 
principios  indicados  no  significan  otra  cosa,  sino  que  el  con- 
trato de  comodato  no  produce  ningún  cambio  en  el  derecho 
de  propiedad  de  la  cosa  prestada,  y  por  tanto,  que  si  el  co- 
modante es  propietario  de  ésta,  conserva  su  dominio,  y  si 
tiene  la  posesión  legal  de  ella,  como  el  usufructuario,  con- 
serva esa  posesión  y  sólo  trasmite  al  comodatario  la  deten- 


I  Artículo  2,667,  CcSd.  Civ.  de  1884. 
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ción  de  la  cosa  con  el  derecho  de  emplearla  en  el  uso  á  que 
está  destinada. ' 

En  el  capítulo  I  de  este  estudio,  manifestamos  que  los  de- 
rechos y  obligaciones  que  nacen  del  préstamo,  son  trasmi- 
sibles,  como  los  que,  en  general,  provienen  de  todos  los  ccn- 
tratos,  á  los  herederos  del  que  prestó  y  del  que  recibió  la  cosa 
prestada;  pero  aun  cuando  este  principio  es  perfectamente 
legal,  no  es  absoluto,  de  tal  manera  que  no  admita  excep- 
ción en  ningún  caso. 

Por  el  contrario,  el  artículo  2,793  del  Código  Civil,  esta- 
blece  una  excepción,  declarando  que,  si  el  préstamo  se  hace 
en  contemplación  á  sola  la  persona  del  comodatario,  los  he- 
rederos de  éste  no  tienen  derecho  de  continuar  en  el  uso  de 
la  cosa  prestada,  porque  la  voluntad  del  comodante  ha  sido 
beneficiar  tan  sólo  al  comodatario  y  no  á  sus  herederos. ' 

De  la  definición  que  del  artículo  2,785  del  Código  da  del 
comodato,  diciendo  que  es  la  concesión  gratuita,  por  tiempo 
y  para  objetos  determinados,  del  uso  de  una  cosa  no  fun- 
gible,  con  obligación  de  restituir  ésta  en  especie,  se  infiere 
que  es  de  esencia  de  ese  contrato  que  el  comodatario  la  em- 
plee en  el  uso  para  la  cual  se  le  prestó,  y  por  tanto,  que  si  no 
se  le  entrega  con  ese  objeto,  no  existe  ese  contrato,  sino  el 
de  depósito  ó  uno  innominado. 

El  comodato  tiene  alguna  semejanza  con  el  usufructo,  el 
arrendamiento,  el  depósito  y  la  donación,  por  cuyo  motivo 
todos  los  autores  procuran  marcar  con  toda  claridad  y  pre- 
cisión las  diferencias  que  los  distinguen  de  ellos,  las  cuales 
vamos  á  exponer. 

El  comodato  se  asemeja  al  usufructo  en  que  el  comoda- 
tario, como  el  usufructuario,  tiene  derecho  de  gozar  de  la 
cosa  prestada:  pero  se  diferencia  en  que  el  derecho  del  co- 


1  Troplong,  Du  Pret,  núm.  i6y38:  Aubryy  Rau,  tomo  IV,  §391,  texto  y  nota  3?; 
Pont,  Des  Petits  contrats,  tomo  I,  núm.  22;  Guillouard,  núm.  12. 

2  Artículo  2,669,  Cód.  Civ.  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


Lecciones  de  Derecho  Civil.  i8i 


modatario  es  esencialmente  personal,  y  por  consiguiente, 
intrasmisible  á  tercera  persona,  en  tanto  que  el  usufructo  es 
un  derecho  real,  porque  es  un  desmembramiento  de  la  pro- 
piedad, y  puede  ser  arrendado  y  aun  enajenarse  y  gravarse 
el  ejercicio  de  ese  derecho  (art.  982,  Cód.  Civ.). ' 

Mayor  semejanza  tiene  con  el  uso,  porque  éste  tampoco  es 
trasn\isible  á  tercera  persona,  y  sin  embargo,  existe  una  di- 
ferencia capital  que  lo  distingue  de  éste,  y  que  consiste  en 
que  el  uso  es  un  derecho  real  constituido  sobre  la  cosa  dada 
en  uso,  mientras  que  el  comodato,  no  nos  cansaremos  de  re- 
petirlo, sólo  engendra  un  derecho  personal  contra  el  como- 
dante, que  nace  de  la  obligación  que  éste  contrae  de  per- 
mitir que  el  comodatario  se  sirva  de  la  cosa  prestada  por  el 
tiempo  y  para  el  objeto  convenidos. 

El  comodato  tiene  también  atingencia  con  el  arrenda- 
miento, porque,  en  uno  y  en  otro  contrato,  el  comodatario 
y  el  arrendatario,  sólo  adquieren  el  derecho  de  gozar  de  las 
cosas  sobre  las  cuales  recaen  aquéllos,  que  es  puramente 
personal. 

Sin  embargo,  existe  la  siguiente  diferencia  capital  entre 
uno  y  otro  contrato,  y  que  consiste  en  que  el  comodato  es 
esencialmente  gratuito,  de  manera  que,  si  se  pacta  una  re- 
tribución, pierde  su  naturaleza  y  se  convierte  en  un  contrato 
innominado  ó  en  un  arrendamiento.  Por  el  contrario,  éste 
exige,  por  su  naturaleza,  el  pago  de  una  merced  por  el  goce 
de  la  cosa  arrendada,  y  su  falta  hace  degenerar  el  contrato. 

Tiene  también  semejanza  el  comodato  con  el  depósito, 
porque,  como  éste,  es  unilateral,  gratuito,  real  y  no  trasmite 
la  propiedad  al  comodatario;  pero  se  diferencian  esencial- 
mente en  que  el  comodatario  recibe  la  cosa  prestada  para 
usarla  en  provecho  propio,  hasta  la  conclusión  del  tiempo 
estipulado,  mientras  que  el  depositario  no  puede  usar  de  la 
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cosa  depositada  en  provecho  propio,  ni  conservarla  en  su 
poder  contra  la  voluntad  del  deponente,  aunque  se  haya  se- 
ñalado un  plazo  para  la  duración  del  depósito;  y  este  con- 
trato no  tiene  por  objeto  el  beneficio  del  depositario,  sino  el 
del  dueño  de  la  cosa  depositada. 

Finalmente:  el  comodato  tiene  semejanza  con  la  dona- 
ción, porque,  como  este  contrato,  tiene  por  objeto  beneficiar 
á  la  persona  que  recibe  la  cosa  prestada;  pero  se  distingue 
de  él,  en  que  el  beneficio  que  otorga  al  comodatario  es  tem- 
poral y  recae  solamente  sobre  el  usó  de  la  cosa  prestada, 
mientras  que  el  beneficio  que  recibe  el  donatario  es  perpe- 
tuo y  tiene  por  objeto  la  propiedad,  ó  alguno  de  los  des- 
membramientos de  ella. 

Hechas  las  explicaciones  que  preceden,  que  determinan 
la  naturaleza  y  los  caracteres  que  constituyen  la  índole  es- 
pecial del  comodato,  veamos  cuáles  son  las  obligaciones  que 
impone  y  los  derechos  que  otorga  al  comodatario. 

Este  debe  emplear  en  el  uso  de  la  cosa  prestada  la  mis- 
ma diligencia  que  en  el  de  las  suyas  propias,  y  no  puede 
destinarla  á  un  uso  distinto  del  convenido,  y  en  caso  de  in- 
fracción de  estos  deberes  responde  de  los  daños  y  perjuicios 
(¿rts.  2,794  y  2,795,  Cód.  Civ.).' 

La  principal  obligación  del  comodatario,  que  se  deriva 
de  la  naturaleza  del  contrato,  es  la  restitución  de  la  cosa 
prestada  después  de  haberse  servido  de  ella,  la  cual  no  po- 
dría cumplir  si  no  tuviera  el  cuidado  y  diligencia  que  de- 
manda su  conservación  y  si  la  empleara  en  usos  distintos 
de  aquellos  para  los  cuales  está  destinada. 

De  manera  que  el  deber  á  que  nos  referimos  no  es  en 
realidad  otra  cosa  que  la  reproducción  del  principio  que  or- 
dena que  los  contratos  legalmente  celebrados  sean  puntual- 
mente cumplidos,  y  del  que  declara,  que  el  contratante  que 


I  Artículos  2,670  y  2,671,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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falta  al  cumplimiento  del  contrato,  sea  en  la  sustancia,  sea 
en  el  modo,  es  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que 
cause  al  otro  contratante  (arts.  1,535  Y  ^575>  Cód.  Civ.V 

Es  de  notarse  que  nuestro  Código  se  separa  de  las  re- 
glas  que  generalmente  establecen  las  legislaciones  moder- 
nas, que  exigen  que  el  comodatario  emplee  en  el  uso  y  con- 
servación de  la  cosa  prestada  la  diligencia  que  prestaría  un 
buen"  padre  de  familia,  por  cuanto  á  que  todo  el  provecho 
resultante  del  contrato  redunda  en  beneficio  suyo,  sin  que 
obtenga  alguno  el  comodante. 

Nuestro  Código  sólo  exige  del  comodatario  la  misma  di- 
ligencia que  emplea  en  el  uso  de  sus  cosas,  imponiéndole 
por  consiguiente  una  responsabilidad  menor;  pero  no  sin 
justicia,  porque  el  comodante  puede  con  toda  libertad  con- 
ceder ó  no  el  uso  de  su  cosa  teniendo  en  cuenta  la  diligen- 
cia de  aquél,  y  si  no  obstante  el  conocimiento  de  ella  y  del 
peligro  que  corre  se  la  presta,  debe  imputarse  las  conse- 
cuencias. 

Por  tanto,  el  comodatario  queda  quito  de  toda  respon- 
sabilidad, si  prueba  que  en  el  uso  de  la  cosa  prestada  ha 
empleado  la  misma  diligencia  que  en  el  de  las  suyas  propias, 
aunque  no  iguale  á  la  que  comunmente  pone  un  buen  pa- 
dre de  familia. 

Siguiendo  el  Código  Ci\^l  el  sistema  adoptado  por  el 
Francés,  considera  en  el  derecho  que  tiene  el  comodatario 
de  usar  de  la  cosa  prestada,  los  límites  dentro  de  los  cuales 
puede  ejercerlo,  los  que  no  le  permiten  emplearla  en  otro 
uso  distinto  de  aquel  á  que  está  destinada  por  la  naturaleza 
ó  por  el  contrato;  de  manera  que  la  regla  que  sobre  el  par- 
ticular establece,  impone  una  obligación  en  realidad  al  co- 
modatario, más  bien  que  le  otorga  un  derecho. 

De  aquí  proviene  la  obligación  de  que  antes  hemos  hecho 


I  Artículos  1,419  y  1,459,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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mérito,  la  sanción  que  la  acompaña,  de  pagar  los  daños  y 
perjuicios  que  resulten  en  el  caso  de  inobservancia  de  ella, 
y  la  regla  que,  como  consecuencia,  establece  el  art.  2, 79*  del 
Código,  declarando  que  el  comodatario  responde  de  la  pér- 
dida de  la  cosa  si  la  emplea  en  un  uso  diverso  ó  por  más 
tiempo  del  convenido,  aun  cuando  aquélla  sobrevenga  por 
caso  fortuito. ' 

En  general,  nadie  está  obligado  al  caso  fortuito,  si  no  es 
en  virtud  de  convenio  expreso  ó  cuando  el  deudor  ha  dado 
ocasión  á  él;  pero  la  regla  contenida  en  el  artículo  2,796 
establece  un  principio,  á  nuestro  juicio,  excepcional,  por 
cuanto  á  que  el  comodatario  viola  sus  compromisos  é  in- 
curre en  una  falta,  qye  hace  presumir  que  no  habría  acon- 
tecido el  caso  fortuito  si  no  se  le  hubiera  dado  otro  uso  ó 
no  se  hubiera  retenido  indebidamente  la  cosa  prestada. 

Grande  controversia  se  ha  suscitado  entre  los  comenta- 
ristas del  Código  Francés,  cuyo  artículo  1,881  establécela 
misma  regla,  acerca  de  si  es  preciso  constituir  en  mora  al 
comodatario,  por  medio  de  la  interpelación  para  que  res- 
ponda del  caso  fortuito,  y  si  puede  librarse  probando  que 
la  cosa  prestada  habría  perecido  igualmente  en  poder  del 
comodante. 

Como  el  carácter  de  estas  lecciones  no  nos  permite  se- 
guir á  los  polemistas  en  sus  diversas  argumentaciones,  nos 
limitamos  á  manifestar,  que  ha  predominado  la  opinión  de 
los  jurisconsultos  que  sostienen  que  no  es  necesaria  la  in- 
terpelación al  comodatario  para  constituirlo  en  mora,  por- 
que en  el  caso  previsto  por  el  artículo  1,881  no  se  trata  de 
retardo  sino  de  la  violación  de  las  obligaciones  contraídas 
por  aquél,  lo  que  constituye  una  falta  que  produce  de  ple- 
no derecho  la  demora.  * 


1  Artículo  2,672,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Laarcnt,  tomo  XXVI,  núm.  469 ;  Troplong,  núm.  105 ;  Duvergier,  tomo  VII,  núm. 
82;  Pont,  tomo  I,  núm.  82;  Baudry  Lacantinerie,  tomo  III,  núm.  801 ;  Guillouard,  núm. 
31,  etc.,  etc. 
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En  cuanto  á  la  segunda  cuestión  ha  prevalecido  también 
la  teoría  según  la  cual,  se  libra  el  comodatario  de  la  res- 
ponsabilidad proveniente  de  la  pérdida  de  la  cos^  por  caso 
fortuito,  si  se  prueba  que  ésta  habría  perecido  igualmente 
hallándose  en  poder  del  acreedor;  porque  responde  del  ca- 
so fortuito  en  tanto  que  se  presume  que  éste  aconteció  por 
su  culpa.  De  donde  se  infiere  que,  existiendo  la  prueba 
contraria,  debe  cesar  su  responsabilidad,  pbes  de  otra  ma- 
nera se  le  impondría  realmente  una  pena  injusta,  que  ten- 
dría por  objeto  enriquecer  al  propietario  á  sus  expensas." 

Además  del  caso  indicado,  existen  otros  dos  en  los  cua- 
les el  comodatario  no  es  responsable  del  caso  fortuito,  á  cuyo 
estudio  nos  vamos  á  consagrar. 

Si  la  cosa,perece  por  caso  fortuito,  dice  el  artículo  2,797 
del  Código  Civil,  de  que  el  comodatario  haya  podido  ga- 
rantirla, empleando  la  suya  propia,  y  no  pudiendo  conser- 
var más  que  una  de  las  dos,  ha  preferido  la  suya,  responde 
de  la  pérdida  de  la  otra.  * 

La  Exposición  de  motivos  estima  este  precepto  severo, 
pero  justo;  porque  el  comodato  en  general  se  constituye  en 
beneficio  del  comodatario,  quien  disfruta  de  la  cosa,  pri- 
vando de  ella  al  dueño,  que  tal  vez  sufre  con  esa  privación, 
y  que  en  todo  caso  presta  un  servicio.  Por  lo  mismo,  es 
justo  que  el  comodatario  salve  la  cosa  ajena  á  costa  de  la 
suya,  áfin  de  retribuir  de  algún  modo  el  beneficio  recibido. 

El  precepto  á  que  nos  referimos  supone  realmente  dos 
casos  distintos  en  los  cuales  se  verifica  la  pérdida  de  la  cosa 
prestada: 

I?  Cuando  ésta  perece  por  caso  fortuito  de  que  el  como- 
datario pudo  garantizarla,  empleando  la  suya  propia: 


1  Laurent,  tomo  XXVI,  num.  470;  Guilloaard,  núm.  30;  Colmet  de  Santerre,  tomo 
VIII,  núm.  81  bis  III;  Troplong,  núm.  loi;  Duvergier,  tomo  VI,  núm.  64:  Duranton, 
tomo  XVII,  núm  580;  Baudry  Lacantinerie,  tomo  III  núm.  800. 

2  Artículo  2,673,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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.  2?  Cuando  en  la  alternativa  de  conservar  la  cosa  prestada 
ó  la  suya,  prefiere  á  ésta. 

En  el  primer  caso,  ha  podido  salvar  la  cosa  prestada,  em- 
pleando la  suya,  y  como  la  ha  dejado  perecer,  es  justo  y  equi- 
tativo que  sufra  la  pérdida  causada  por  su  culpa. 

Laurent  sostiene  que  para  que"iiaya  lugar  á  la  respon- 
sabilidad en  este  caso,  es  preciso  que  el  comodatario  posea 
una  cosa  de  que  pueda  servirse  y  otra  que  haya  pedido 
prestada;  y  que  si  emplea  las  dos  á  la  vez,  dos  caballos,  por 
ejemplo,  no  es  responsable  cuando  emplea  el  que  se  le  pres- 
tó; pero  que  si  empleó  solamente  éste  en  lugar  del  suyo,  es 
culpable  de  una  falta  grave,  porque  el  préstamo  supone  que 
carece  de  cosa  propia  de  que  servirse;  y  de  ahí  se  infiere 
que  el  comodatario  abusa  de  la  cosa  prestada,  la  expone  sin 
derecho  al  peligro  que  la  hace  perecer,  y  por  tanto  que  es 
responsable  de  la  pérdida.  * 

En  el  segundo  caso,  el  comodatario  responde  de  la  pér- 
dida de  la  cosa  prestada,  porque  no  es  justo  ni  equitativo 
que  por  egoísmo  perjudique  los  intereses  del  comodante  que, 
ejerciendo  un  acto  de  generosidad,  se  desprendió  de  ella 
para  prestarle  un  servicio  del  todo  desinteresado,  que  la 
moral  no  permite  que  reciba  por  recompensa  un  daño  en 
su  patrimonio. 

El  último  caso  en  que  el  comodatario  es  responsable  de 
la  pérdida  de  la  cosa  por  caso  fortuito  es  aquel  en  que  se 
estima  ésta  al  prestarla,  pues  entonces  debe  entregar  su 
precio,  si  no  hay  convenio  en  contrario  (art.  2,798,  Cód. 
Civ.).^ 

Es  un  principio  de  derecho  explorado,  aquel  según  el 
cual  ningún  contratante  responde  del  caso  fortuito,  si  no 
da  causa  á  él;  y  hemos  dicho  también  que  este  principio 
sufre  excepción  cuando  los  interesados  toman  sobre  sí  la 


1  Tomo  XXVI,  núm.  474. 

2  Artículo  2,674,  Có^^-  Cív.  de  1884. 
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responsabilidad  proveniente  de  ese  caso,  porque  la  volun- 
tad de  ellos  es  la  suprema  ley  de  los  contratos. 

Pues  bien,  la  ley  presume  que  en  el  caso  á  que  nos  refe- 
rimos, el  comodatario  se  ha  obligado  á  responder  de  la  pér- 
dida de  la  cosa  por  caso  fortuito,  y  deduce  tal  presunción* 
del  hecho  de  haberla  recibido  estimada,  ó  mejor  dicho, ■fija- 
do su  {valor. 

De  manera  que,  según  la  regla  establecida  por  la  ley 
para  este  caso,  el  comodatario  está  estrictamente  obligado- 
á  devolver  la  cosa  prestada  ó  su  valor. 

Pero  es  preciso  comprender  esa  regla  dentro  de  los  jus- 
tos límites  que  le  señala  la  ley  y  no  darle  alcances  que  no 
tiene,  interpretándola  en  el  sentido  de  que  es  lícito  al  co- 
modatario devolver  á  su  arbitrio  la  cosa  prestada  ó  su  valor. 

Tal  interpretación  sería  arbitraria  y  extraña  á  la  natura -% 
leza  del  comodato,  que  impone  al  comodatario  la  indiscuti- 
ble obligación  de  restituir  en  especie  la  cosa  prestada,  des- 
pués de  haberse  servido  de  ella.  La  mente  de  la  regla  á  que 
aludimos,  no  es  otra  que  la  de  obligar  al  comodatario  á  la 
restitución  de  la  cosa,  si  exi^e,  y  la  de  facilitar  la  indemni- 
zación si  ha  perecido,  aun  por  caso  fortuito,  mediante  el  se- 
ñalamiento anticipado  del  precio  de  la  cosa. 

Pero  la  regla  á  que  aludimos  no  es  absoluta,  y  la  presun- 
ción que  crea  deja  de  existir,  cuando  por  convenio  de  Ios- 
interesados  se  hace  constar  que  el  señalamiento  de  precio 
ala  cosa  prestada  no  importa  para 'el  comodatario  la  obli- 
gación de  responder  por  los  casos  fortuitos.  En  otros  tér- 
minos: en  tanto  existe  esta  obligación  en  cuanto  á  que  los 
contrayentes  no  hacen  salvedad  alguna  que  dé  á  conocer 
su  intención  d^  destruir  la  presunción  creada  por  la  ley. 

Si  lacosa  se  deteriora  por  el  solo  efecto  del  uso  para  el  cual^ 
fué  prestada  y  sin  culpa  del  comodatario,  no  es  éste  respon- 
sable del  deterioro;  porque  permitiendo  el  comodante  el 
uso,  ha  consentido  ese  deterioro,  supuesto  que  sabía  que  tal 
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debía  ser  la  consecuencia  del  servicio  á  que  se  destinábala 
cosa  (art.  2,799,  Cód.  Civ.). ' 

Esta  misma  razón  da  Laurent,  aunque  en  distintos  tér- 
minos, diciendo  que  el  préstamo  tiene  por  objeto  el  uso  de 
la  cosa  prestada,  y  por  lo  mismo,  el  comodatario  ejerce 
un  derecho  al  servirse  de  ella;  si  el  uso  no  puede  hacer- 
se sin  que  la  cosa  se  deteriore  más  ó  menos,  no  puede  ser 
responsable  del  deterioro,  porque  al  usarla  y  deteriorarla 
ha  ejercido  un  derecho  para  el  cual  le  autorizó  el  como- 
dante.' 

Es  también  obligación  del  comodatario  erogar  los  gastos 
ordinarios  que  se  necesitan  para  el  uso  y  conservación  de 
la  cosa  prestada,  y  por  tanto,  no  tiene  derecho  para  repetir 
su  importe,  pues  habría  notoria  injusticia  en  que  se  apro- 
vechara del  uso  de  la  cosa,  y  que  no  obstante,  su  duenfó  tu- 
viera que  pagar  los  gastos  que  demandó  su  conservación 
ó  su  adaptación  al  servicio  que  deseaba  el  comodatario  (art 
2,800,  Cód.  Civ.).^ 

Además,  si  éste  tiene  el  deber  de  velar  por  la  conserva- 
ción de  la  cosa,  es  evidente  que  está  obligado  á  erogar  los 
gastos  ordinarios  que  ella  demanda,  pues  de  otra  manera 
faltaría  al  cumplimiento  de  esa  obligación  y  daría  lugar  á  que 
la  cosa  pereciera.  Por  ejemplo,  si  un  individuo  recibiera  en 
comodato  un  animal  de  labranza,  tendría  obligación  de  ero- 
gar los  gastos  de  alimentación  de  éste,  y  si  no  lo  hiciera  in- 
curriría en  una  responsabilidad,  porque  no  cumpliría  el  de- 
ber de  velar  por  la  conservación  del  animal. 

Pero  ya  hemos  indicado  que  tal  obligación  se  refiere  sólo 
Á  los  gastos  ordinarios,  pues  los  extraordinarios,  como  des- 
pués veremos,  son  á  cargo  del  comodante. 

Por  último,  el  comodatario  está  también  obligado,  según 


1  Artículo  2,675,  Cód.  Civ.  <le  1884. 

2  Tomo  XXyi,  núm.  471. 

3  Artículo  2,676,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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se  infiere  necesariamente  de  la  definición  que  da  el  Código 
Civil  del  comodato,  á  restituir  la  cosa  prestada. 

¿Pero  en  qué  tiempo  debe  cumplir  ese  deber? 

El  Código  resuelve  esta  cuestión  estableciendo  las  reglas 
contenidas  en  los  artículos  2,803  Y  2804,  de  las  cuales  nos 
vamos  á  ocupar,  no  sin  advertir  antes  que  la  obligación  del 
comodatario  es  tal,  que  no  puede  retener  la  cosa  prestada 
ni  aun  á  pretexto  de  lo  que  por  expensas  ó  por  cualquiera 
otra  causa  le  deba  el  dueño  (art.  2,801,  Cód.  Civ.)." 

Este  principio  no  es,  á  nuestro  juicio,  más  que  la  conse- 
cuencia del  general,  que  establece  que  el  individuo  que  pres- 
ta una  suma  sin  exigir  prenda  para  garantizar  su  pago,  no 
puede  constituirse  una  después,  y  retener  de  propia  autori- 
dad la  cosa  del  deudor,  sobre  la  cual  no  tiene  ningún  de- 
recho. ""  \ 

Además,  si  se  permitiera  al  comodatario  retener  de  propia 
autoridad  la  cosa  prestada,  á  pretexto  de  las  expensas,  ó  que 
por  cualquiera  otra  causa  le  deba  el  dueño,  se  daría  lugar 
ala  comisión  de  muchos  abusos,  ó  á  que  se  suscitaran  con- 
tiendas de  obra,  que  se  deben  evitar. 

Si  el  comodatario  tiene  algún  derecho  que  deducir  con- 
tra el  comodante,  lo  lógico  y  legal  es,  que  ocurra  al  juez, 
quien,  con  conocimiento  de  causa,  podrá  mandar  retener 
la  cosa.  3 

Las  reglas  á  que  antes  aludimos,  son  las  siguientes: 

I?  El  comodatario  tiene  obligación  de  restituir  la  cosa 
prestada»  terminado  que  sea  el  plazo  convenido,  ó  satisfecho 
el  objeto  del  préstamo  (art.  2,803^  Cód.  Civ.)* 

Si  se  ha  señalado  un  plazo,  entonces  termina  el  contrato 
de  pleno  derecho  y  por  el  solo  lapso  del  tiempo  convenido, 


1  Artículo  2,677,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Troplong,  núm.  127. 

3  Exposición  de  motivos. 

4  Artícnlo  2,679,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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-en  virtud  de  la  voluntad  de  los  contratantes,  manifestada  de 
antemano. 

Pero  si  no  se  ha  estipulado  plazo  alguno,  la  ley  presu- 
^me  que  se  señaló  tácitamente,  y  que  la  voluntad  de  los 
•contratantes  no  ha  sido  otra  que  el  comodatario  se  sirva 
de  ella  por  el  tiempo  indispensable  para  el  uso  á  que  la 
destina.  Por  consiguiente,  satisfecha  la  necesidad  del  co- 
modatario, cesa^l  derecho  que  tenía  para  usarla  y  debe  res- 
tituirla. 

2?  Si  no  se  han  determinado  el  uso  y  el  plazo  del  prés- 
tamo, el  comodante  puede  exigir  la  cosa  cuando  le  pare- 
ciere, por  cuanto  á  que  es  de  suponerse  que  se  dejó  á  su 
arbitrio  señalar  el  término  del  uso  que  concedió  (art  2,804, 
Cód,  Civ.).' 

Pero  aun  cuando  no  hubiere  ese  motivo  fundado  para  su- 
poner que  tal  había  sido  la  intención  de  los  contratantes,  hay 
que  tener  presente  que  todas  las  ventajas  en  el  comodato  son 
para  el  comodatario,  que  ninguna  utilidad  alcanza  el  como- 
dante, y  que  habiendo  duda  acerca,  de  la  extensión  de  los 
xlerechos  de  aquél,  tiene  exacta  aplicación  el  principio  san- 
cionado por  el  artículo  1,441  del  Código  Civil,  que  manda 
que  en  los  contratos  gratuitos  se  resuelva  la  duda  en  favor 
de  la  menor  trasmisión  de  derechos  é  intereses.^ 

Es  decir,  que  se  debe  prolongar  indefinidamente  el  uso  de 
3a  cosa  prestada,  al  arbitrio  del  comodatario,  porque'  la  equi- 
dad exige  que  se  restrinjan  los  derechos  de  éste  en  favor 
del  comodante,  que  ninguna  utilidad  obtiene  por  la  celebra- 
<:ión  del  contrato  de  comodato. 

Por  la  misma  razón,  y  en  caso  de  duda  acerca  de  si  se 
determinó  ó  no  el  plazo  ó  el  uso  de  la  cosa  prestada,  se  da 
crédito  á  las  afirmaciones  del  comodante  y  no  á  las  del  co- 


1  Artículo  2,680,  Cód.  Civ.  de  1884. 

En  este  precepto  se  refundieron  los  artículos  2,804  y  2,805,  del  Código  de  1870. 

2  Artículo  1,325,  Cód.  Civ.  de  1884.  Véase  la  nota  2»,  pág.  70,  tomo  1 11,  de  esta  obra. 
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modatario,  quien  tiene  que  rendir  la  prueba  de  haberse  con- 
venido el  uso  ó  el  plazo  (art.  2,805,  Cód.  Civ.).' 

Previendo  el  Código  el  caso  en  que  dos  ó  más  personas 
solicitan  de  otra  alguna  cosa  en  comodato,  y  á  fin  de  deter- 
minar el  límite  y  extensión  de  los  deberes  que  contraen,  de- 
clara el  artículo  2,802,  que,  siendo  dos  ó  más  los  comodata- 
rios, están  sujetos  solidariamente  á  las  mismas  obligaciones.' 

^Iguien  ha  visto  en  esta  declaración  del  artículo  2,802 
del  Código,  una  contradicción  con  el  principio,  según  el  cual, 
la  mancomunidad  pasiva  no  se  presume,  sino  que  debe  cons- 
tar expresamente. 

Pero  es  fácil  contestar  á  esta  objeción,  recordando  que, 
según  el  artículo  1,512  del  Código  Civil,  la  mancomunidad 
pasiva  se  presume  cuando  la  obligación  es  de  dar  indivi- 
dualmente alguna  cosa  determinada,  y  que  por  su  natura- 
leza no  admita  cómoda  división;  ó  aunque  la  admita,  siem- 
pre que  el  conjunto  de  las  partes  prestadas  separadamente, 
tenga  un  valor  menor  que  el  que  corresponda  á  la  especie 
determinada.^ 

Se  ve,  pues,  que  lejos  de  haber  contradicción,  existe  la 
más  perfecta  armonía  entre  los  preceptos  del  Código  que 
se  refieren  á  las  obligaciones  de  los  comodatarios  y  á  la 
mancomunidad  pasiva. 

En  el  caso  á  que  se  refiere  el  artículo  2,802,  existe  la  man- 
comunidad pasiva  de  los  comodatarios,  aunque  no  se  haya 
estipulado  expresamente,  porque  son  deudores  de  cosa  in- 
dividualmente determinada,  que  no  es  divisible  por  su  na- 
turaleza. Por  ejemplo,  si  un  individuo  presta  un  carruaje 
ó  un  caballo  á  Juan  y  Pedro,  ¿cómo  será  posible  que  la 
obligación  que  tienen  de  restituir  el  carruaje  ó  el  caballo, 
se  divida  por  mitad  entre  ellos? 


1  Véase  la  nota  lí^,  página  precedente. 

2  Artículo  2,678,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Articulo  1,396,  Cód.  Cív.  de  1884. 
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La  naturaleza  misma  de  las  cosas  demanda  que  las  obli- 
gaciones de  los  comodatarios  sean  indivisibles,  y  por  con- 
siguiente, que  haya  mancomunidad  pasiva  entre  ellos,  por 
más  que  no  la  hayan  estipulado  expresamente  con  el  pro- 
pietario de  las  cosas  prestadas. 

Las  obligaciones  del  comodatario  son  correlativas  de 
otros  tantos  derechos  otorgados  al  comodante,  que  tiene 
por  la  ley  los  siguientes: 

1 9  El  comodante  tiene  derecho  para  exigir  la  devolución 
de  la  cosa,  terminado  el  plazo  convenido,  ó  satisfecho  el  ob^ 
jeto  del  préstamo  (art.  2,803,  Cód.  Civ.).' 

2?  Goza  del  mismo  derecho  cuando  le  pareciere,  si  no  se 
han  determinado  el  uso  ó  el  plazo  del  préstamo  (art.  2,804, 
Cód.  Civ.).' 

3?  El  comodante  puede  exigir  la  devolución  de  la  cosa 
antes  de  que  termine  el  plazo  ó  el  uso  convenidos: 

I.  Si  le  sobreviene  necesidad  urgente  de  la  cosa: 

II.  Probando  que  hay  peligro  de  que  ésta  perezca,  si 
continúa  en  poder  del  comodatario  (art.  2„8o6,  Cód.  Civ.).^ 

La  Exposición  de  motivos  se  expresa  en  los  términos  si- 
guientes, con  relación  á  este  último  derecho  del  comoda- 
tario: **Muy  frecuentemente  se  ve  que  por  causas  impre- 
vistas necesita  uno  de  la  cosa  que  prestó;  justo  es  que  la 
pueda  recobrar  antes  del  plazo,  supuesto  que  siempre  hizo 
un  favor.  Este  precepto  es  mucho  más  justo  cuando  hay 
peligro  de  que  la  cosa  se  pierda,  porque  la  ley  no  puede 
precisar  al  que  prestó  un  servicio,  á  correr  el  riesgo  cono- 
cido de  perder  la  cosa  después  de  haber  carecido  de  su  go- 
ce en  obsequio  de  otro." 

Los  comentaristas  del  Código  Francés,  que  otorga  al 
mandante  el  derecho  de  exigir  la  cosa  prestada  antes  del 


1  Artículo  2,679.  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,680,  Cód.  Civ.  de  1884.  Véase  la  nota  i»,  pág.  190. 

3  Artículo  2,681,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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plazo  convenido  si  le  sobreviene  necesidad  urgente  de  ella, 
se  expresan  en  idénticos  términos,  aunque  con  mayor  cla- 
ridad y  precisión,  sosteniendo  que  no  puede  presumirse  que 
nadie  quiera  perjudicarse  por  servir  á  otro;  y  que  aquél 
que  presta  su  cosa,  obra  así  bajo  el  supuesto  de  que  no  le 
hará  falta,  y  que  en  el  caso  de  una  necesidad  apremiante 
é  imprevista  la  podrá  recoger.  Y  de  ahí  infieren  que  el  co- 
modante presta  la  cosa  bajo  la  condición  tácita  resolutoria 
del  contrato.  * 

Sin  embargo,  este  derecho  del  propietario  no  es  abso- 
luto, sino  que  está  necesariamente  subordinado  á  su  nece- 
sidad imprevista  y  urgente ;  de  manera  que  tiene  que  rendir 
las  pruebas  justificativas  de  la  concurrencia  simultánea  de 
esas  circunstancias,  y  si  falta  alguna  de  ellas  no  procede  la 
restitución  de  la  cosa  prestada. 

En  cuanto  al  caso  en  que  haya  peligro  de  que  la  cosa 
perezca  si  continúa  en  poder  del  comodatario,  su  simple 
enunciación  basta  para  justificarla.  No  es  justo  que  se  obli- 
gue al  comodante  á  dejar  que  se  pierda  su  cosa,  y  que  sufra 
un  daño  en  recompensa  de  un  servicio  enteramente  gratuito 
que  prestó. 

El  comodante  tiene  también  obligaciones  que  cumplir, 
y  son  las  siguientes: 

I?  Si  durante  el  préstamo  ha  tenido  el  comodatario  que 
hacer  para  la  conservación  de  la  cosa  algún  gasto  extraor- 
dinario, y  de  tal  manera  urgente,  que  no  haya  podido  dar 
aviso  de  él  al  comodante,  éste  tiene  obligación  de  reembol- 
sarle (art ^2,807,  Cód.  Civ.).' 

2?  Cuando  la  cosa  prestada  tiene  defectos  tales  que 
puede  causar  perjuicios  al  que  se  sirve  de  ella,  el  como- 
dante es  responsable  de  ellos,  si  conoció  los  defectos  y  no 

1  Pothier,  núm.  25;  Guillouard,  núm.  48;  Colmet  de  Santerre,  tomo  VIII,  núm.  91; 
I*ont,op.  cit  núm.  117;  Troplong,  núm.  151. 

2  Artículo  2,682,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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dio  aviso  oportuno  al  comodatario  (art.  2,808,  Cód.  Civ.).' 

La  primera  regla  tiene  íntima  relación  con  la  que  le 
impone  al  comodatario  el  deber  de  erogar  los  gastos  que 
demanda  la  conservación  de  la  cosa  prestada,  porque  deter- 
mina con  ella  cuáles  son  los  límites  de  ese  deber. 

Los  gaátos  ordinarios,  como  dice  Goyena,  hechos  para 
la  conservación  de  la  cosa  dada  en  comodato,  son  una  con- 
secuencia del  uso  ó  provecho  que  se  reporta  de  ella,  y  de- 
ben compensarse  con  el  mismo:  está,  pues,  obligado  á  so- 
portarlos el  comodatario,  puesto  que  el  uso  mismo  de  la  cosa 
los  hace  necesarios.  No  es  así  de  los  extraordinarios  que, 
como  imprevistos,  deben  ser  carga  de  la  propiedad:  de  otro 
modo  el  comodato  podría  degenerar  en  gravamen.'' 

Algún  otro  autor  da  otra  razón  tan  concisa  como  conclu- 
yente:  el  comodato  es  y  debe  ser  siempre  un  contrato  de 
beneficencia  de  parte  del  comodante  hacia  el  comodatario, 
y  no  de  éste  hacia  aquél. 

De  los  términos  con  que  está  concebido  el  precepto  le- 
gal que  contiene  la  regla  á  que  aludimos,  se  deduce  con 
toda  claridad,  que  es  necesaria  la  concurrencia  de  los  re- 
quisitos siguientes  para  que  el  comodante  quede  obligado 
á  reembolsar  al  comodatario  de  los  gastos  que  erogue  en 
la  conservación  de  la  cosa  prestada : 

I?  Que  los  gastos  se  eroguen  en  la  conservación  de  la 
cosa:  de  donde  se  infiere,  que  los  que  tienen  por  objeto  su 
mejora,  por  útil  que  sea,  no  son  reembolsables  por  el  co- 
modante: 

2?  Que  tales  gastos  sean  extraordinarios;  pues  como  he- 
mos dicho,  los  ordinarios  son  á  cargo  del  comodatario: 

3?  Que  haya  necesidad  urgente  de  erogar  tales  gastos; 
pues  si  hay  tiempo  de  consultar  al  dueño  de  la  cosa,  no 
debe  hacerlos,  causándole  tal  vez  algún  perjuicio. 


1  Artículo  2,683,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Concordancias,  tomo  IV,  pág.  69. 
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Los  autores  sostienen  que  la  obligación  del  comodante 
es  personal,  y  por  tanto,  que  no  la  cumpliría,  ó  más  bien 
dicho,  que  no  quedaría  libre  de  ella  por  el  abandono  de  la 
cosa  prestada,  ni  por  su  pérdida  6  destrucción.* 

La  segunda  obligación  de  las  que  la  ley  impone  al  co- 
modante, se  funda  en  consideraciones  de  moral  y  de  justicia,  i 

•*No  hay  realmente  epíteto  bastante  ignominioso,  dice 
Ferreira,  para  calificar  el  procedimiento  del  hombre  que, 
bajo  apariencia  de  obsequiar  á  alguno,  le  presta  dolosamen- 
te alguna  cosa  que  puede  perjudicar  la  vida,  la  salud  ó  la 
fortuna  de  quien  ha  de  usar  de  ella."' 

Fácil  es  comprender  que  esta  obligación  del  comodante 
no  debe  su  origen  al  contrato,  sino  á  su  propio  dolo,  porque 
si  conoce  los  vicios  de  la  cosa,  sabe  que  pueden  causarle  per- 
juicio al  comodatario,  y  sin  embargo,  no  le  da  el  aviso  opor- 
tuno, su  conducta  es  tan  reprensible  como  dolosa;  y  por 
consiguiente,  debe  ser  responsable  de  las  consecuencias  de 
ella. 

Pero  todos  los  autores  sostienen  que  la  regla  que  impo- 
ne tal  obligación  al  comodante  sufre  excepción,  ó  lo  que  es 
lo  mismo,  no  es  aplicable  cuando  los  vicios  de  la  cosa  son 
aparentes  de  manera  que  pueda  hacerse  cargo  de  ellos  el 
comodatario;  pues  si  en  la  compra- venta,  que  es  un  contra- 
to oneroso,  no  responde  de  tales  vicios  el  vendedor,  con  me- 
nos razón, debe  ser  responsable  de  ellos  el  comodante  que 
ejerce  un  acto  de  liberalidad.  ^ 

Aunque  esta  razón  es  concluyente,  creemos  que  hay  otra 
más  poderosa:  los  vicios  aparentes  de  la  cosa  están  á  la  vis- 
ta y  se  denuncian  por  sí  mismos,  y  por  tanto,  no  existe  dolo 


1  Pothicr,  núm.  S3;  Troplong,  núm.  162;  Pont, ni'im.  123;  Guillouard,  núni.  58. 

2  Tomo  III,  pág.  482. 

3  Laarent,  tomo  XXVI,  núm.  483;  Pont,  núm.  130;  Troplong,  núm.  68;  Aubry  y  Rau, 
tomo  IV,  $  393,  texto  y  nota  3";  Guillouard,  núm.  59;  Delvincort,  tomo  Til,  pág.  910;  Dn- 
▼ergier,  núm.  ii2. 
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de  parte  del  comodante  que  le  obligue  á  responder  de  los 
daños  y  perjuicios  que  debió  prever  el  comodatario. 

El  comodante  tiene  por  la  ley  dos  acciones:  la  que  nace 
del  contrato  de  comodato,  que  es  personal  y  tiene  por  causa 
la  obligación  del  comodatario  de  restituir  la  cosa  prestada; 
y  la  reivindicatoria,  que  nace  del  derecho  de  dominio  que 
tiene  sobre  ésta  y  que  puede  ejercer  contra  el  mismo  como- 
datario ó  contra  cualquier  poseedor. 
'■  Una  y  otra  acción  difieren  esencialmente  entre  sí,  no  sólo 
porque  la  primera  es  personal  y  sólo  procede  contra  el  co- 
modatario, y  la  segunda  es  real,  y  por  tanto,  se  puede  ejer- 
citar contra  cualquier  poseedor,  sino  también  por  su  dura- 
ción, pues  aquélla  se  extingue  por  la  prescripción  de  veinte 
años  y  ésta  en  diez,  si  la  cosa  es  mueble,  independientemen- 
te de  la  buena  fe  y  del  justo  título  (arts.  1,200,  1,196  Cód, 
Civ.).' 

ni 

DEL  MUTUO  SIMPLE. 

Mutuo  es,  según  la  definición  que  hemos  dado  antes,  re- 
produciendo la  del  artículo  2,885  ^^^  Código  Civil,  toda  con- 
cesión gratuita  ó  á  interés  de  cosa  fungible,  con  obligación 
de  devolver  otro  tanto  del  mismo  género  y  calidad.' 

En  este  contrato,  el  que  hace  la  concesión  ó  presta  su 
cosa,  se  llama  mutuante,  y  el  que  la  recibe  mutuatario. 

Siendo  el  mutuo  una  especie  del  préstamo,  es  evidente 
que  afecta  las  circunstancias  características  de  éste,  las  cua- 
les hemos  explicado  ya,  y  por  lo  mismo  nos  limitamos  á  re- 
cordar que  se  diferencia  esencialmente  de  la  otra  especie, 

1  Artículo  1,091  y  1,088,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2.661  Cód.  Civ.  de  1884. 
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el  comodato,  en  que  éste  sólo  puede  tener  por  objeto  cosas 
que  no  se  consumen  por  el  uso;  mientras  que  el  mutuo  sólo 
recae  sobre  cosas  fungibles,  que  no  se  pueden  usar  sin  con- 
sumirlas, y  por  tanto,  que  transmite  su  dominio  al  mutua- 
tario. 

El  mutuo  se  distingue  en  dos  especies,  el  mutuo  simple^ 
de  cuyo  estudio  nos  ocuparemos  en  este  capítulo,  y  el  mu- 
tuo con  interés,  el  .cual  será  objeto  de  nuestro  estudio  en  el 
capítulo  siguiente. 

Esta  distinción  proviene  de  que  el  rnutuo  simple  es  ente- 
ramente gratuito,  un  acto  de  verdadera  liberalidad,  y  el  mu- 
tilo con  interés  se^celebra  pactando  una  retribución  para  el 
mutuante. 

Como  lo  indicamos  ya,  y  se  infiere  de  la  definición  que 
da  del  mutuo  el  Código  Civil,  el  mutuatario  hace  suya  la 
cosa  prestada,  pues  de  otra  manera  no  podría  emplearla  en 
el  uso  para  que  se  le  prestó. 

De  esta  consecuencia  se  infieren  otras  dos  tan  jurídicas 
como  importantes: 

i^  El  riesgo  de  la  cosa  prestada  es  de  cuenta  del  mutua- 
tario desde  que  se  le  entrega  (arL  2,809,  Cód.  Civ.):' 

2?  El  mutuatario  tiene  obligación  de  restituir  en  el  plazo 
convenido,  otro  tanto  del  mismo  género  y  calidad  (art.  2,810,, 
Cód.  Civ.).' 

La  primera  consecuencia  no  es  más  que  la  reproducción 
del  principio!  elemental  de  derecho,  según  el  cual,  las  cosas 
perecen  para  su  dueño;  pues  si  por  el  contrato  de  mutuo  se 
trasmite  el  dominio  de  la  cosa  prestada  al  mutuatario,  es  evi- 
dente que,  desde  que  se  consuma  el  contrato,  corre  el  riesgo 
de  ella  por  cuenta  de  aquél. 

Y  decimos  desde  que  se  consuma  el  contrato,  porque  sien- 
do el  mutuo  de  aquellos  contratos  que  se  designan,  en  el  tec- 

I  Artículo  2,684,  Cód.  Civ.  de  1884. 
1  Articulo  2,68$,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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nicismo  del  derecho,  con  el  nombre  de  reales,  mientras  el 
mutuante  no  haga  la  entrega  de  la  cosa  prestada,  conserva 
sp  dominio,  y  en  realidad,  sólo  existe  la  promesa  de  mutuo, 
que  produce  el  efecto  de  poder  estrechar  á  éste  al  cumpli- 
miento de  lo  pactado,  es  decir,  ala  entrega  de  la  cosa;  pero 
no  los  demás  efectos  jurídicos  que  al  contrato  otorga  la  ley. 

Hemos  indicado  antes  la  razón,  que  proviene  de  la  natura- 
leza misma  de  las  cosas;  pues  en  tanto  se  trasmite  el  domi- 
nio de  la  cosa  prestada  al  mutuatario,  y  en  tanto  tiene  la 
obligación  de  devolver  otra  del  mismo  género  y  calidad,  en 
cuanto  se  la  entrega  el  mutuante  para  que  haga  uso  de  ella. 

La  segunda  consecuencia  se  deriva  también  de  la  natu- 
raleza misma  del  contrato,  pues  si  el  mutuatario  no  tuviera 
obligación  de  restituir  otra  cosa  del  mismo  género  y  cali- 
dad  que  la  prestada,  no  existiría  el  contrato  de  mutuo,  sino 
el  de  donación,  si  se  hubiera  dado  gratuitamente,  ó  el  de 
compra -venta  ó  permuta,  según  que  se  hubiera  entregado 
por  un  precio  convenido  ó  en  cambio  de  alguna  otra  cosa. 

Hay  que  tener  presente,  respecto  de  esta  consecuencia, 
que  impone  al  mutuatario  la  principal  de  sus  obligaciones, 
que  el  mutuo  tiene  por  objeto  precisamente  cosas  fungibles, 
aquellas  que  se  consumen  por  el  uso,  y  que  entran  en  el 
comercio  por  peso,  numero  y  medida,  ó  lo  que  es  lo  mismo, 
que  en  ellas  se  consideran  más  bien  cierto  peso,  cierto  nú- 
mero y  cierta  medida,  que  los  individuos  de  que  se  com- 
ponen. 

Hacemos  esta  observación,  á  fin  de  que  se  advierta  que 
el  mutuatario  no  está  obligado  á  restituir  cosas  del  mismo 
valor,  sino  cosas  del  mismo  género,  en  igual  número,  peso, 
medida  y  calidad  que  las  que  recibió. 

Laurent  dice,  refiriéndose  á  los  preceptos  del  Código 
Francés,  que  sanciona  idénticos  principios,  que  es  difícil 
dar  una  buena  razón  que  los  justifique,  si  no  es  que  contie- 
nen una  disposición  tradicional  que  facilita  la  restitución; 
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pues  si  se  hubiera  exigido  que  se  hiciera  en  natura  y  por 
el  mismo  valor,  habría  habido  que  devolver  unas  veces  más 
y  otras  menos  cosas  que  las  recibidas,  lo  que  hubiera  alte- 
rado la  naturaleza  del  contrato,  porque  la  primera  idea  que 
implica  el  mutuo,  es  que  el  mutuatario  devuelva  la  cantidad 
de  géneros  que  ha  recibido.  El  sistema  tradicional  previene 
dificultades  de  apreciación  que  muchas  veces  habrían  retar- 
dado la  restitución  y  producido  litigios;  el  Código  prefiere 
un  sistema  menos  jurídico,  pero  más  sencillo. ' 

El  Código  Civil  prevé  el  caso  en  que  sea  imposible  al 
mutuatario  hacer  la  restitución  á  que  está  obligado,  y  esta- 
blece la  regla  siguiente,  que  concilia  los  intereses  de  los  dos 
contratantes. 

Si  no  fuere  posible  al  mutuatario  restituir  en  género,  sa- 
tisfará pagando  el  valor  que  lacosa  prestada  tenía  en  el  tiem- 
po y  lugar  en  que  se  hizo  el  préstamo,  ajuicio  de  peritos,  si 
no  hubiere  estipulación  contraria  (art.  2,817,  Cód.  Civ.)."* 

Esta  regla  importa  una  derogación  de  los  principios  ge- 
nerales de  derecho,  que  obliga  á  los  contratantes  á  cumplir 
puntualmente  las  obligaciones  que  hubieren  contraído,  por- 
que entre  ellos,  la  voluntad  expresada  por  el  mutuo  consen- 
timiento, tiene  la  fuerza  y  la  autoridad  de  una  verdadera  ley; 
y  tal  derogación  se  funda  en  el  principio  de  equidad  que 
dice:  ''Nemo  ad  imposibile  ieneíur'' 

Pero  tal  derogación  no  importa  de  ninguna  manera  la  de 
las  obligaciones  contraídas  por  el  mutuatario  con  perjuicio 
del  mutuante,  sino  un  cambio  en  la  forma  de  cumplirlas,  pues 
sólo  permite  á  aquél  que  las  satisfaga  por  equivalencia,  pa- 
gando el  valor  de  las  cosas  que  tenía  que  restituir. 

La  regla  á  que  aludimos,  sólo  tiene  aplicación  dentro  de 
límites  muy  estrechos,  toda  vez  que  es  excepcional  y  para 
determinadas  circunstancias,  para  el  caso  de  imposibilidad, 

1  Tomo  XXVI,  núm.  505. 

2  Artículo  2,689,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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no  absoluta,  supuesto  que  til  mutuatario  es  deudor  de  géne- 
ro, y  éste  nunca  perece,  sino  relativa,  la  que  proviene  de  difi- 
cultades de  tal  manera  graves,  que  no  han  podido  preverse 
.  por  los  contratantes  al  celebrar  el  contrato;  como  una  gue- 
rra, una  revolución,  una  mala  cosecha,  que  hacen  las  cosas 
del  mismo  género  que  las  prestadas  de  tal  manera  raras  y 
escasas,  que  es  extremadamente  difícil  adquirirlas,  si  no  es 
á  precios  exorbitantes  y  tal  ve/,  fuera  del  alcance  de  la  for- 
tuna del  deudor. ' 

Cuando  el  mutuatario  se  encuentra  en»  circunstancias  se- 
mejantes, está  autorizado  para  satisfacer  su  obligación,  pa- 
gando el  valor  de  la  cctsa  que  hubiere  determinado  mediante 
una  estipulación,  y  en  el  caso  de  que  no  se  haya  convenido 
de  antemano,  debe  pagar  el  que  tenía  esa  cosa  al  tiempo 
y  en  el  lugar  en  que  se  hizo  el  préstamo. 

Comentando  Laurent  el  artículo  1,903  del  Código  Fran- 
cés, que  sanciona  el  mismo  principio,  lo  critica  como  contra- 
rio á  la  equidad,  porque  en  el  caso  á  que  se  refiere  ese  pre- 
cepto, la  imposibilidad  del  mutuatario,  proviene  de  la  escasez 
de  cosas  del  mismo  género  que  la  prestada,  circunstancia 
que  hace  que  alcancen  un  valor  elevado;  y  fei  entonces  paga 
aquel  el  valor  que  tenían  en  la  fecha  de  la  celebración  del 
contrato,  el  mutuante  no  podrá  procurarse  con  la  suma  que 
reciba,  cosas  de  la  misma  calidad  y  en  lá  misma  cantidad 
que  las  que  prestó. ' 

Esta  crítica,  á  nuestro  juicio,  enteramente  justa,  conduce 
de  una  manera  ineludible,  como  lo  hace  Laurent,  á  concluir 
que  tal  principio  es  también  contrario  á  la  intención  de  los 
contratantes  y  á  la  naturaleza  del  contrato,  que  exigen  que 
el  mutuatario  restituya  otro  tanto  del  mismo  género  y  ca- 
lidad de  lo  que  recibió. 

Lo  más  justo  y  equitativo  habría  sido  que  el  mutuatario 

1  Laurent,  tomo  XXVI,  núm.  506;  Guillouard,  núm.  95. 

2  Tomo  XXVÍ,  núm.  507. 
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pagara,  en  el  caso  á  que  nos  referimos,  el  valor  que  tuviera 
la  cosa  prestada  en  la  fecha  en  que  debiera  ser  restituida, 
pues  así  recibiría  el  mutuante  lo  que  por  derecho  le  corres- 
ponde, y  no  menos. 

A  diferencia  del  Código  Francés  y  de  otras  legislaciones 
modernas,  que  imponen  al  mutuatario  de  una  cantidad  de 
dinero  la  obligación  de  restituir  la  suma  numérica  en  las  es- 
pecies en  curso  en  el  momento  del  pago,  nuestro  Código 
establece  en  el  artículo  2,818,  que  cuando  el  préstamo  se 
hace  en  dinero  y  en  determinada  especie  de  moneda,  el  mu- 
tuatario debe  pagar  en  la  misma  especie  recibida,  sea  cual 
fuere  el  valor  que  ésta  tenga  en  el 'momento  de  hacerse  el 
pago:  y  que  si  no  puede  pagar  en  la  misma  especie,  debe  en- 
tregar la  cantidad  de  moneda  corriente  que  corresponda  al 
\^lor  de  la  cosa  recibida^' 

En  consecuencia,  si.el  mutuat^irio  recibió  quinientos  pe- 
sos en  moneda  del  cuño  corriente  de  diez  dineros  y  veinte 
granos,  y  durante  el  plazo  que  fué  convenido  el  valor  de 
esa  especie  de  moneda  sufre  alguna  alteración,  está  obli- 
gado á  restituir  al  mutuante  igual  número  de  pesos  de  la 
misma  ley  de  diez  dineros  y  veinte  granos;  y  sólo  en  el  caso 
de  que  le  sea  imposible  obtenerlos  debe  entregar  la  cantidad 
en  moneda  corriente  que  corresponda  al  valor  de  aquéllos. 

Este  sistema  nos  parece  más  justo,  y  por  tanto,  preferible, 
pues  no  sólo  quita,  como  dice  la  Exposición  de  motivos,  todo 
pretexto  á  la  mala  fe  en  los  casos  en  que  haya  variación  en 
la  moneda;  sino  que  haciéndose  el  pago  en  la  misma  espe- 
cie recibida,  el  mutuante  en  nada  se  perjudica,  supuesto  que 
si  la  moneda  hubiera  estado  en  su  poder,,  habría  sufrido  la 
misma  modificación,  favorable  ó  adversa.  Pero  si  el  pa- 
go no  se  hace  en  la  especie  recibida,  es  justo  que  el  mu- 
tuatario, que  fué  el  que  recibió  el  beneficio,  entregue  en 


I  Artículo  2,690,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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moneda  corriente  la  cantidad  que  corresponda  á  la  especie 
que  se  le  prestó,  á  fin  de  que  el  mutuante  no  sufra  menos- 
cabo alguno. 

La  restitución  se  debe  hacer  en  el  plazo  convenido  por 
los  contratantes;  pero  si  éstos  no  hubieren  celebrado  con- 
venio alguno,  se  observarán  las  reglas  siguientes  (art.  2,811. 
Cód.  Civ.):' 

I?  Si  el  mutuatario  fuere  labrador,  y  el  préstamo  consis- 
tiere en  cereales  ú  otro^  productos  del  campo,  la  restitución 
se  debe  hacer  en  la  siguiente  cosecha  de  los  mismos  ó  se- 
mejantes productos  (art.  2,812,  Cód.  Civ.):* 

2Í^  Lo  mismo  se  debe  observar  respecto  de  los  mutuata- 
rios, que  no  siendo  labradores,  perciban  frutos  semejantes 
de  sus  tierras  (art.  2,813,  Cód.  Civ.):^ 

3?  En  todos  los  demás  casos  la  obligación  de  restituir 
comienza  desde  el  requerimiento  judicial  (art.  2,814,  Cód. 
Civ.).^ 

Todas  estas  reglas  son  perfectamente  justas,  y  tienen  por 
objeto  evitar  que  el  contrato  de  mutuo  simple,  que  es  de 
beneficencia,  se  convierta  en  una  especulación  de  mala  fe, 
como  dice  la  Exposición  de  motivos,  ya  para  evitar  la  pér- 
dida próxima  del  objeto,  ya  para  obtener  mejor  precio. 

Es  verdad  que  la  justicia  demanda  que,  cuando  no  se  ha 
señalado  plazo  para  la  restitución  de  la  cosa  prestada,  se  de- 
vuelva tan  luego  como  la  exija  el  mutuante,  porque  parece 
que  ha  sido  la  intención  de  los  interesados  dejar  al  arbitrio 
de  aquél  la  duración  del  contrato;  pero  en  los  casos  á  que  se 
refieren  las  reglas  i?  y  2?,  sufriría  graves  perjuicios  el  mu- 
tuatario si  quedara  al  arbitrio  del  mutuante  la  devolución  de 
los  frutos  ó  cereales  prestados. 


1  Artículo  2,686,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,686,  frac.  I,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,686,  frac.  II,  Cód.  Civ.  de  1884. 
^\rtículo  2,686,  frac.  11 1,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Parece  que  en  tales  casos,  si  no  se  ha  estipulado  expresa- 
mente lo  contrarío,  va  implícita  la  concesión  del  plazo  ne- 
sario  para  colectar  la  próxima  cosecha  de  frutos  ó  cereales- 
semejantes  ó  iguales  á  los  prestados;  porque  el  labrador  que 
solicita  tal  préstamo,  demuestra  que  carece  de  frutos  de  esa^ 
especie,  porque  los  ha  consumido  ó  por  otra  circunstancia, 
y  que  le  son  indispensables  paríi  satisfacer  sus  necesidades, 
entretanto  obtiene  una  nueva  cosecha. 

Creemos  encontrar  en  la  tercera  regla  algo  de  inconse- 
cuencia con  los  principios  generales  que  sobre  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  establece  el  Código  Civil,  porque, 
según  los  artículos  1,539  y  i>548  de  este  ordenamiento,  si 
la  obligación  no  dependiere  de  plazo  cierto,  correrá  la  res- 
ponsabilidad desde  el  día  en  que  el  deudor  fuere  interpe- 
lado; y  sabido  es  que  la  interpelación  puede  ser  hecha  ante 
dos  testigos  ó  un  notario. ' 

Si  se  constituye  en  mora  al  deudor  de  prestación  de  he- 
chos ó  de  cosas,  mediante  la  interpelación  extrajudicial,  n<y 
hay  motivo  para  que,  haciendo  una  excepción  injustificada, 
se  declare  que  se  obtiene  ese  efecto  solamente  por  el  re- 
querimiento judicial. 

Complementando  á  las  reglas  mencionadas,  declara  el 
artículo  2,820  del  Código,  que  el  mutuatario  es  responsa- 
ble de  los  intereses  desde  que  se  ha  constituido  én  mora.  ^ 

Los  comentaristas  del  Código  Francés  que  establece  el 
mismo  principio,  sostienen  que  es  aplicable  en  todos  Ios- 
casos  en  que  incurre  en  mora  el  mutuatario,  aunque  el  prés- 
tamo no  sea  de  dinero;  y  fundan  su  opinión,  en  que  el  pre- 
cepto que  sanciona  tal  principio,  no  tendría  otro  objeto  que 
reproducir  inútilmente  la  regla  que  obliga  al  deudor  de  una 
cantidad  de  dinero  á  pagar  sus  intereses  en  el  caso  de  mo- 
ra; en  que  los  términos  de  aquel  precepto  son  generales  y 

1  Artículos  1,423  y  1,432,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,692,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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no  Hacen  distinción  alguna;  y  en  que  el  préstamo  es  un  con- 
trato de  beneficencia,  y  es  justo  que  al  menos,  en  caso  de 
mora,  el  acreedor  obtenga  una  compensación  por  el  pago 
de  los  perjuicios  que  le  ocasiona  el  retardo  de  la  restitu- 
ción de  la  cosa  prestada/ 

Sin  embargo,  los  autores  de  la  teoría  expuesta  sostienen 
generalmente,  que  el  principio  del  cual  la  derivan  es  injus- 
to, porque  limita  la  indemnización  á  que  está  obligado  el 
mutuatario  al  interés  legal,  cuando  en  muchos  casos  pue- 
den importar  una  cantidad  mayor  que  los  daños  y  perjuicios 
sufridos  por  el  mutuante. 

Creemos  que  la  mencionada  teoría  no  puede  tener  apli- 
cación entre  nosotros,  porque  los  términos  del  artículo  2,820 
del  Código  Civil,  que  obliga  al  mutuatario  moroso  al  pago 
de  los  intereses,  no  se  prestan  á  interpretarlo  de  la  misma 
manera  que  lo  hacen  los  comentaristas  del  Código  Francés 
respecto  del  precepto  que  sanciona  un  principio  semejante. 

El  artículo  2,820  declara  simplemente  que  el  mutuatario  , 
es  responsable  de  los  intereses  desde  que  se  ha  constituido 
en  mora,  sin  decir  si  es  ó  no  aplicable  aún  el  caso  de  que  el 
contrato  no  haya  tenido  por  objeto  una  cantidad  de  dinero; 
y  por  tanto  se  halla  en  perfecta  armonía  con  el  principio 
establecido  por  el  artículo  1,567  del  Código,  según  el  cual, 
si  la  prestación  á  que  está  obligado  el  deudor  consiste  en  el 
pago  de  cierta  cantidad  de  dinero,  los  daños  y  perjuicios 
que  resulten  de  la  falta  de  cumplimiento  del  contrato  no 
pueden  exceder  del  interés  legal. " 

Si,  pues,  el  artículo  2,820  no  es  más  que  una  repetición 
inútil,  á  nuestro  juicio,  del  principio  contenido  en  el  1,567, 
y  no  importa  ninguna  modificación  al  sistema  adoptado  por 

1  Duranton,  tomo  XVII,  núm.  590;  Troplong,  núin.  301 ;  Larombiérc,  tooio  I,  ari. 
1,153,  núras.  II  y  20;  Demolombe,  tomo  XXIV,  núm.  624;  Pont,  tomo  I,  núm.  219; 
Colraet  de  Santerrc.  tomo  VIII,  núm.  Ili  bis;  Aubry  y  Rau,  tomo  IV,  J  395,  texto  y 
nota  6";  Laurent,  tomo  XXVI,  núm.  511. 

2  Artículo  1,451,  Cód.  Civ.  de  1884 
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el  Código  sobre  la  responsabilidad  proveniente  de  la  falta 
de  cumplimiento  de  los  contratos,  y  si,  según  los  principios 
que  forman  ese  sistema,  sólo  se  deben  intereses  por  la  mora 
cuando  las  obligaciones  consisten  en  la  prestación  de  al- 
guna cantidad  de  dinero,  y  cuando  tienen  por  objeto  otras 
cosas,  el  contratante  moroso  es  responsable  de  los  daños 
y  perjuicios  que  sufre  el  otro  contratante,  es  fuera  de  toda 
duda  que  el  primero  de  los  preceptos  citados  no  tiene  apli- 
cación fuera  de  los  casos  en  que  el  mutuo  ha  recaído  sobre 
una  suma  de  dinero.  * 

La  restitución  de  la  cosa  prestada  se  debe  hacer  en 
el  lugar  convenido,  supuesto  que  la  voluntad  de  los  con- 
tratantes es  la  suprema  ley  de  los  contratos,  y  que  és- 
tos deben  ser  puntualmente  cumplidos  (art.  2,815,  Cód. 
Civ.).^ 

Pero  como  puede  haber  omisión  en  el  contrato  sobre  este 
punto,  el  Código  viene  á  suplir  ese  defecto  estableciendo 
dos  reglas,  mediante  una  distinción,  en  el  artículo  2,816  que 
declara,  que  cuando  no  se  haya  señalado  lugar,  se  haga  la 
restitución :  ^ 

I?  En  el  lugar  en  donde  se  recibieron  los  efectos  en  que 
consiste  el  préstamo: 

2?  Si  éste  consistiere  en  dinero,  en  el  domicilio  del  mu- 
tuante. 

Estas  reglas  se  hallan  en  perfecta  armonía  con  las  que 
establece  el  artículo  1,634  del  Código  para  los  contratos 
en  general,  respecto  del  lugar  en  que  se  debe  verificar  el 
pago.^ 

Las  explicaciones  que  hicimos  estudiando  dicho  precep- 
to, nos  excusan  de  entrar  de  nuevo  en  ellas,  y  por  lo  mismo,  ^ 


I  Articulo  1,459,  Cód.  Civ.  de  18S4. 

3  Artículo  2,687,  Cód.  Civ.  de  18S4. 

3  Artículo  2,688,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  1,520,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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nos  limitamos  á  remitir  á  nuestros  lectores  al  Capítulo  II, 
lección  4?  de  este  tratado. ' 

En  el  caso  de  haberse  pactado  que  la  restitución  se  hará 
cuando  pueda  ó  tenga  medios  el  deudor,  los  tribunales  de- 
ben fijar,  según  las  circunstancias,  el  tiempo  en  que  debe 
hacerse,  pero  á  condición  de  que  el  acreedor  pruebe  que 
aquél  se  halla  en  posibilidad  de  pagarle  (art.  2,821,  Cód. 
Civ.).' 

En  este  caso  hay  un  término  indefinido  para  el  pago,  que 
está  subordinado  á  la  condición  de  que  mejoren  las  circuns- 
tancias del  deudor  y  le  permitan  pag^ar;  y  el  juez  está  lla- 
mado á  decidir  si  éste  se  halla  ó  no  en  posibilidad  de  satis- 
facer la  obligación  que  contrajo  y  á  determinar  el  tiempo  en 
que  debe  verificar  el  pago,  evitando  con  su  decisión  que  se 
queden  burlados  los  justos  derechos  del  acreedor  y  que  el 
deudor  sea  víctima  de  inoportunas  exigencias. 

Creemos  que  esta  regla,  como  alguna  otra  que  establece 
el  Código  respecto  del  mutuo,  es  enteramente  innecesaria, 
porque  contiene  la  inútil  repetición  del  principio  sancionado 
en  el  artículo  1,632,  según  el  cual,  el  acreedor  no  puede  exi- 
gir el  pago  que  haya  dejado  á  la  posibilidad  del  deudor, 
sino  probando  ésta.^ 

El  mutuo,  ya  lo  hemos  dicho,  es  un  contrato  unilateral 
que  no  produce  obligación  alguna  á  cargo  del  mutuante; 
pero  la  buena  fe  que  debe  presidir  en  él,  como  en  todos  los 
contratos,  exige  que  aquél  no  engañe  al  mutuatario,  no  de- 
fraude sus  esperanzas;  y  por  tal  motivo  declara  el  artículo 
2,819  del  Código,  que  de  la  misma  manera  que  el  como- 
dante, está  obligado  el  mutuante  á  denunciar  al  mutuatario 
Jos  defectos  que  tiene  la  cosa  prestada,-  si  son  tales  que  pue- 


1  Tomo  III,  pág.  239. 

2  Artículo  2,693,  Cód.  Civ.  de  1884.. 

3  Artícnlo  1,518,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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den  causarle  perjuicios,  y  si  no  lo  hiciere  así,  es  responsable 
de  ellos. ' 

Acerca  de  esta  regla,  que  es  la  reproducción  de  la  con- 
tenida en  el  artículo  2,808,  hemos  hecho  las  explicaciones 
respectivas  en  el  capítulo  precedente  de  esta  lección."* 


IV 
DEL  MUTUO  CON  INTERÉS. 

Sería  fuera  de  propósito  entrar  en  la  discusión  tan  deba- 
tida, que  por  tanto  tiempo  se  ha  .sostenido  acerca  de  la  legi- 
timidad del  mutuo  con  interés,  por  ser  enteramente  extraña 
al  carácter  de  estas  lecciones;  pero  sí  creemos  conveniente 
advertir  que  las  legislaciones  modernas  han  puesto  término 
áesa  cuestión,  declarando  la  legitimidad  disputada  del  mu-, 
tuo  con  interés. 

La  ciencia  económica  ha  destruido  en  buena  lid  los  prin- 
cipios erróneos  que  estimaban  el  pago  del  interés  como  con- 
trario á  la  equidad  y  á  la  moral,  mediante  los  razonamientos 
que  muy  en  compendio  vamos  á  exponer. 

Según  la  ciencia  económica  el  interés  del  dinero  dado 
en  mutuo,  es  una  percepción  legítima,  una  ganancia  líci- 
ta que  obtiene  el  prestamista,  porque  representa  las  venta- 
jas que  éste  podía  obtener  por  el  goce  de  í?u  dinero  ó  de  sus 
géneros,  las  que  procura  al  deudor,  y  los  riesgos  que  corre 
de  no  ser  reembolsado. 

Con  el  dinero  de  que  se  desprende  el  prestamista,  podría 
acometer  varias  empresas  y  alcanzar  beneficios,  de  los  cua- 
les se  priva  por  un  tiempo  más  ó  menos  largo,  por  lo  cual 


1  Artículo  2,691,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo^  2,683.  Cód.  Civ.  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


2o8  Lecciones  de  Derecho  Civiu 

es  justo  y  equitativo  que  el  deudor  le  restituya  su  capital  y 
le  indemnice  de  los  beneficios  que  hubiera  podido  obtener 
y  que  no  ha  obtenido. 

Además,  el  que  recibe  el  dinero  en  préstamo,  obtiene  con 
él  una  fuente  de  beneficios  que  le  permite  ampliar  sus  ope- 
raciones, acometer  nuevas  empresas,  fomentar  las  antiguas 
y  hacer  que  aquéllas  alcancen  un  aumento  proporcional  á  la 
extensión  de  sus  negocios.  Y  si  es  así,  sería  injusto  y  con- 
trario á  la  equidad  que  no  pagara  por  el  empleo  del  dinero 
una  retribución,  que  compensara  de  algún  modo  el  bien  que 
le  produce. 

Ppr  último:  el  prestamista  corre  el  peligro  de  no  obtener 
el  reembolso  de  su  dinero,  si  el  deudor  se  hace  insolvente, 
y  tal  peligro  presta  un  fundamento  de  justicia  y  equidad, 
para  que  se  otorgue  al  que  lo  corre  el  derecho  de  exigir 
una  indemnización  por  él. 

En  pocas  palabras:  en  la  actualidad,  y  según  los  princi- 
pios de  la  economía  política,  los  intereses  son  los  frutos  del 
capital. 

El  mutuo  con  interés  cjifiere  del  simple,  en  que  es  un  con- 
trato oneroso,  en  el  cual,  el  mutuante  recibe  los  intereses 
estipulados  en  cambio  del  goce  de  las  cosas  prestadas,  y  en 
que  éste  es  por  su  naturaleza  gratuito. 

Pero  la  designación  de  los  intereses  no  altera  la  natura- 
leza del  contrato  de  mutuo,  que  es  unilateral,  y  por  lo  mis- 
mo, sólo  queda  obligado  por  él  el  mutuatario,  aunque  su 
obligación  sea  más  onerosa,  por  cuanto  á  que  debe  restituir 
la  cosa  prestada  más  los  intereses  pactados. 

Como  el  mutuo,  es  por  su  naturaleza  gratuito;  es  preciso, 
para  que  sea  productivo  de  intereses,  que  los  contratantes 
los  estipulen  expresamente  al  contratar;  y  por  tatito,  pode- 
mos establecer  que  los  intereses,  aun  tratándose  de  una  can- 
tidad de  dinero,  no  se  deben  si  no  se  pactan. 

Podrá  objetarse  contra  esta  conclusión  que  los  intereses 
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se  deben  por  la  ley,  cuando  el  deudor  de  una  cantidad  de 
dinero  no  paga  á  su  acreedor  en  e!  plazo  estipulado;  pero 
esa  objeción  queda  destruida,  teniendo  presente  que  los  in- 
tereses no  se  pagan  en  tal  caso  por  el  goce  del  dinero,  sino 
para  indemnizar  al  acrreedor  de  los  daños  y  perjuicios  que 
sufre  por  la  demora. 

'  De  lo  expuesto  se  infiere,  que  es  permitido  estipular  in- 
terés por  el  mutuo,  ya  consista  en  dinero  ya  en  géneros 
(art.  2,822,  Cód.  Civ.). ' 

Este  principio,  sancionado  por  la  ley,  está  tomado  del  Có- 
digo Francés,  cuyos  comentaristas  lo  justifican,  diciendo  que 
se  pueden  estipular  intereses,  aun  cuando  la  deuda  consista 
en  géneros  y  no  en  dinero,  porque  éstos  representan  el  goce 
de  aquéllos,  como  representan  el  de  éste;  y  no  hay  razón  al- 
guna para  distinguir  entre  el  mutuo  de  dinero  y  el  de  otras 
cosas  fungibles.  ^ 

El  interés,  según  el  artículo  2,823  dd  Código  Civil,  es 
legal  ó  convencional  * 

El  interés  legal  es  el  que  está  fijado  por  la  ley,  y  su  tasa 
es  en  todo  caso  el  seis  por  ciento  anual. 

El  interés  convencional  es  el  que  se  fija  á  arbitrio  de  los 
contratantes,  y  puede  ser  mayor  ó  menor  que  el  interés  legal 
(art.  2,824,  Cód.  Civ.).^ 

Siendo  indispensable,  como  manifestamos  antes,  que  se 
estipulen  los  intereses  para  que  sean  debidos,  porque  el  mu- 
tuo es  por  su  naturaleza  gratuito,  se  infiere  que  es  indis- 
pensable que  se  incluya  la  tasa  del  interés  convencional 
en  el  mismo  contrato,  y  que  su  prueba  queda  subordina- 
da á  la  de  éste.   En  otros  términos:  puede  probarse  por 


1  Artículo  2,694,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,695,  C6d.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,696,  Cód.  Civ.  de  1884. 


27 

Digitized  by 


Google 


2IO  Lecciones  de  Derecho  Civiu 

los  mismos  medios  que  el  contrato  (art.  2,825,  Cód.  Civ.)/ 

Nuestro  Código  ha  pasado  sobre  las  preocupaciones  que 
han  dado  motivo  á  la  laboriosa  discusión  acerca  de  si  la  usu- 
ra debe  ser  permitida  en  una  sociedad  moralizada,  aceptan- 
do, con  los  adelantos  de  la  ciencia  moderna,  la  libertad  de 
los  ciudadanos  para  estipular  la  tasa  de  los  intereses  que 
deben  pagar  en  las  operaciones  de  mutuo  que  concierten. 

No  es  propio  del  carácter  de  estas  lecciones,  expender 
los  argumentos  científicos  que  apoyan  él  sistema  adoptado 
por  el  Código  Civil;  pero  baste  decir,  que  tal  sistema  es  pre 
ferible  al  de  severa  represión  seguido  por  nuestras  antiguas 
leyes;  porque  evita  los  abusos,  los  fraudes  y  las  simulacio- 
nes, mil  veces  más  perjudiciales,  que  se  cometían  bajo  el  im- 
perio de  esas  leyes,  á  fin  de  eludirlas. 

Inútil  era  la  existencia  de  las  leyes  prohibitivas  y  repre 
sivas  de  la  usura,  pues  como  dice  la  Exposición  de  motivos, 
la  prohibición  se  estrellaba  ante  la  necesidad,  y  sólo  daba 
lugar  á  abusos  punibles,  que  nunca  ó  casi  nunca  podían  cas- 
tigarse, los  cuales  se  evitan  por  la  libertad  de  que  gozan 
los  prestamistas  y  la  concurrencia  de  éstos  á  que  ella  da 
lugar. 

El  anatocismo,  que  consiste  en  el  pago  de  intereses  por 
los  intereses,  estaba  prohibido  por  nuestra  antigua  legisla- 
cióri,  por  las  mismas  razones,  y  aun  con  mayor  motivo,  por 
las  cuales  estaba  prohibida  la  usura;  pero  destruidos  los 
fundamentos  erróneos  y  contrarios  á  la  ciencia  económica 
en  que  descansaba  la  prohibición  de  ésta,  era  consiguiente 


.     I   Artículo  2,097,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  en  los  términos  siguientes : 

**La  tasa  del  interés  convencional,  debe  incluirse  en  el  mismo  contrato  de  mutuo,  y 
puede  probarse  por  los  mismos  medios  que  éste,  si  no  excediere  del  interés  legal ;  en  caso 
de  que  el  interés  pactado  exceda  del  legal,  sólo  podrá  probarse  por  medio  de  documen- 
tos ó  instrumentos." 

La  reforma  se  h'uo  según  las  notas  comparativas  del  Lie.  Macedo,  para  evitar  la  co 
misión  de  abusos. 
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que  al  levantarse  la  prohibición  de  ella  se  permitiera  tam- 
bién el  anatocismo,  aunque  con  ciertas  restricciones. 

El  anatocismo,  que  consiste,  como  hemos  dicho,  en  la 
producción  de  intereses  por  los  intereses,  es  decir,  en  la  ca- 
pitalización de  los  intereses  que,  á  su  vez  producen  intere- 
ses, fué  prohibido  por  el  justo  y  fundado  temor  de  que  fue- 
ran sorprendidos  los  deudores,  cuya  ignorancia  ño  les  puede 
permitir  saber  cuál  es  el  alcance  de  la  obligación  que  con- 
traen. ^ 

La  capitalización  de  los  intereses  duplica  la  deuda  al  cabo 
de  muy  poco  tiempo,  sin  que  el  deudor  ignorante  ó  poco 
versado  en  el  cálculo  pueda  darse  cuenta  de  ese  resultado; 
y  por  lo  mismg  acepta  fácilmente  esa  capitalización,  que  le 
conduce  á  su  ruina,  si  no  paga  oportunamente  los  intereses 
de  la  suma  que  recibe. 

Ese  inconveniente  subsiste  ahora,  como  antes,  y  sin  em- 
bargo, la  ley  permite  el  anatocismo,  bajo  prudentes  restric- 
ciones, que  tienen  por  objeto  precaver  y  evitar  los  peligros 
á  que  están  expuestas  las  personas  ignorantes;  porque  la 
prohibición  de  él  era  ilógica  desde  el  momento  en  que  dejó 
á  los  prestamistas  en  ta  más  absoluta  libertad  para  contra- 
tar la  tasa  del  interés  que  se  les  debe  abonar  por  las  canti- 
dades de  dinero  que  dan  en  mutuo. 

Además,  si  el  mutuante  percibiera  en  su  oportunidad  el 
importe  de  los  intereses  vencidos,  podría  desde  luego  dar- 
les tana  inversión  productiva,  ya  prestándolo  á  otra  persona 
mediante  el  pago  de  intereses,  ya  ampliando  sus  empresas 
ó  especulaciones  de  otro  género. 

Es  decir,  que  los  intereses  producidos  por  una  cantidad 
entregada  en  mutuo,  forman  un^  nuevo  capital,  sobre  el  cual 
tiene  derecho  el  prestamista  para  exigir  intereses,  como  lo 
tuvo  para  exigirlos  sobre  aquella  cantidad. 

Estas  razones,  que  no  nos  es  lícito  ampliar  en  toda  su 
extensión,  por  no  permitirlo  la  índole  de  estos  estudios,  sir- 
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vieron  principalmente  de  fundamento  á  las  legislaciones 
modernas  y  á  nuestro  Código  para  permitir  la,  capitaliza- 
ción de  intereses  en  el  mutuo»  bajo  las  restricciones  que 
vamos  á  exponer. 

En  efecto:  el  artículo  2,827  del  Código  Civil  declara,  que 
no  puede  cobrarse  interés  de  los  intereses  vencidos,  si  no 
está  expresamente  estipulado  en  el  contrato,  observándose 
lo  que  en  él  se  establezca  sobre  plazos  en  que  deba  hacerse 
la  capitalización. ' 

Según  este  precepto,  para  que  proceda  la  capitalización 
de  los  intereses  es  preciso  que  concurran  jios  requisitos  si- 
guientes: 

I?  Que  los  intereses  sean  vencidos,  esto  es,  debidos  y  por 
pagar,  y  no  futuros  y  que  no  se  han  causado  todavía: 

2?  Que  se  estipulen  expresamente  en  el  contrato: 

3?  Que  en  él  se  señalen  los  plazos  en  que  se  deba  hacer 
la  capitalización. 

El  primer  requisito  se  exige,  porque  mientras  no  hay  in- 
tereses vencidos  no  existe  el  capital  en  cuya  consideración 
se  causan  los  nuevos  intereses,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  no 
pueden  ser  aplicables  las  razones  en  que  se  funda  la  ley  pa- 
ra permitir  el  pago  de  interés  de  los  intereses,  el  adeudo 
de  un  capital,  que  por  no  ser  pagado  en  su  oportunidad  al 
acreedor,  le  causa  el  perjuicio  de  no  emplearlo  debidamente 
y  obtener  los  productos  ó  rendimientos  respectivos. 

El  segundo  requisito  es  también  esencial,  porqlie  es  de 
tal  manera  oneroso  el  anatocismo,  que  nunca  se  puede  pre- 
sumir el  consentimiento  del  deudor  para  la  capitalización 
de  los  intereses;  y  esta  es  la  causa  por  la  cual  dice  la  Ex- 
posición de  motivos,  refiriéndose  á  ella,  que  siendo  real- 
mente un  nuevo  y  terrible  gravamen  para  el  mutuatario,  es 
preciso  que  consienta  terminantemente  en  imponérselo. 


I   Articulo  2,699,  ^^^-  ^'iv.  de  18S4. 
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Por  idéntica  y  tan  poderosa  razón  se  exige  el  tercer  re- 
quisito, cuya  concurrencia  evita  la  comisión  de  los  abusos 
que  redundan  en  perjuicio  de  las  personas  á  quienes  la  ne- 
cesidad conduce  á  solicitar  y  recibir  dinero  prestado  bajo 
las  condiciones  más  onerosas. 

El  artículo  2,827,  que  motiva  las  observaciones  prece- 
dentes, no  tiene  sanción  alguna;  y,  sin  embargo,  nos  atre- 
vemos á  sostener  que,  si  no  concurren  los  tres  requisitos 
que  exige,  no  puede  hacerse  la  capitalización  de  los  inte- 
reses. 

Nos  fundamos  para  asentar  esta  tesis,  en  la  consideración 
de  que  tales  requisitos  son  otras  tantas  restricciones  bajo 
las  cuales  ha  permitido  la  ley  el  anatocismo,  á  fin  de  alejar 
y  precaver  las  consecuencias  tan  onerosas  como  funestas 
de  él.  Es  decir,  que  tales  requisitos  son  esenciales,  y  su 
concurrencia  se  estima  como  la  de  otras  tantas  condiciones 
bajo  las  cuales  se  permite  solamente  la  capitalización  de  los 
intereses. 

Si  el  mutuatario  debe  intereses  y  abona  algunas  canti- 
dades, se  deben  aplicar  éstas  á  los  intereses  vencidos,  y  lo 
que  de  ellas  sobre,  se  debe  imputar  al  capital ;  porque  la  deu- 
da proveniente  de  los  intereses  debidos  es  exigible  antes 
que  el  capital  que  no  es  de  plazo  cumplido,  y  porque  si  se 
hiciera  la  imputación  de  otra  manera,  se  reduciría  sin  jus- 
ticia, el  capital,  y  por  consiguiente,  el  importe  de  los  inte- 
reses, con  verdadero  perjuicio  para  el  acreedor  (art.  2,826, 
Cód.  C¡v.).« 

Por  lo  demás,  este  principio  no  es  más  que  la  reproduc- 
ción del  contenido  en  el  artículo  1,572  del  Código,  acerca 
del  cual  hicimos  las  explicaciones  respectivas  en  el  capítulo 
III,  lección  3?  de  este  tratado.' 

Para  terminar  esta  lección  debemos  advertir,  que  el  ar- 

1  Artículo  2,698,  Cód.  C:^.  de  1884. 

2  Tomo  III,  pág.  196. 
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tículo  2,828  del  Código  sanciona  la  regla,  según  la  cual,  el 
recibo  que  el  mutuante  otorga  por  el  capital  sin  reserva  de 
intereses,  establece  á  favor  del  deudor  la  presunción  de  ha- 
berlos pagado. ' 

El  mutuatario  tiene,  en  general,  la  obligación  de  probar 
que  ha  pagado  los  intereses  de  la  cantidad  que  adeuda;  pe- 
ro en  el  caso  á  que  se  refiere  el  artículo  2,828  del  Código, 
está  relevado  de  esa  prueba,  supuesto  que  éste  crea  á  su 
favor  la  presunción  de  pago. 

Esta  se  funda,  como  todas  las  presunciones,  en  probabi- 
lidades, que  se  apoyan  en  varias  consideraciones.  Cuando 
el  acreedor  tiene  derecho  al  pago  de  una  cantidad  y  de  sus 
intereses,  cuida  siempre  de  que  le  sean  pagados  éstos  an- 
tes; porque  el  capital  no  reembolsado  los  sigue  produciendo, 
mientras  que  los  intereses  no  producen  intereses,  sin  con- 
venio expreso  y  se  perciben  en  un  tiempo  más  corto  que 
aquél.  Tal  es  la  razón  por  la  cual  declaran  los  artículos 
1,572  y  2,826  del  Código,  que  las  cantidades  pagadas  por 
cuenta  de  deudas  con  interés,  no  se  deben  imputar  al  capi- 
tal mientras  hubiere  intereses  vencidos.' 

Se  ha  disputado  entre  los  autores  acerca  de  sí  la. presun- 
ción que  crea  el  segundo  de  los  preceptos  citados  es  de 
aquellas  que  eh  el  tecnicismo  del  derecho  se  llaman //^m^/ 
de  jure,  que  no  admiten  prueba  en  contrario;  y  se  han  divi- 
dido, sosteniendo  unos  la  afirmativa  y  otros  la  tesis  contraria. 

Cualquiera  que  sea  la  opinión  y  la  autoridad  de  los /ju- 
risconsultos que  sostienen  la  afirmativa  en  esa  contienda, 
nos  atrevemos  á  sostener  que  la  presunción  á  que  aludimos 
esjurzs  tantum,  que  admite  prueba  en  contrario, -y  por  lo 
mismo,  que  el  acreedor  tiene  derecho  de  probar  que  se  le 
adeudan  los  intereses. 

Nos  fundamos  para  sostener  esta  teoría,  en  la  considera- 


1  Artículo  2,700,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  1,456x2,698,  Cód.  Cív.  de  1884. 
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ción- de  que  el  artículo  1,572  del  Código  prohibe  que  las 
cantidades  pagadas  por  cuenta  de  deudas  con  intereses  se 
imputen  al  capital,  mientras  hubiere  intereses  vencidos;  sal- 
vo convenio  en  contrario.  Es  decir,  que  la  ley  supone,  con 
razón,  que  puede  haber  convenio  entre  los  interesados,  en 
virtud  del  cual  se  apliquen  las  cantidades  pagadas  á  la. 
amortización  del  capital  y  no  de  los  intereses;  y  si  es  así, 
la  presunción  que'  crea  acerca  del  pago  de  éstos  debe  estar 
subordinada  á  la  existencia  de  ese  convenio,  y  por  consi- 
guiente á  la  prueba  de  ella. 
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LECCIÓN  VIGÉSIMA. 


DE  LOS  CONTRATOS  ALEATORIOS. 


PRINCIPIOS    GENERALES. 

Al  principio  de  la  lección  primera  de  este  tratado  mani- 
festamos, al  ocuparnos  de  las  diversas  especies  en  que  se 
distinguen  los  contratos,  que  la  división  de  ellos  en  conmu- 
tativos y  aleatorios,  es  realmente  una  subdivisión  de  los 
onerosos,  porque  cada  parte  se  obliga  á  dar  ó  hacer  alguna 
cosa  que  se  estima  como  equivalente  de  lo  que  recibe  ó  del 
servicio  que  se  le  presta,  sin  que  haya  más  diferencia  que 
en  el  contrato  conmutativo  se  fija  desde  luego  por  los  inte- 
resados el  equivalente  de  la  cosa  ó  servicio  que  prestan,  el 
cual  puede  variar,  y  que  en  el  aleatorio  no  se  fija  el  equiva 
lente  por  ellos,  sino  que  depende  del  azar. ' 

Esta  explicación  está  fundada  en  los  principios  sanciona- 
dos por  los  preceptos  del  Código  Civil. 

En  efecto:  el  artículo  1,391  define  el  contrato  oneroso,  di- 
ciendo que  es  aquel  en  que  se  estipulan  provechos  y  gra- 
vámenes recíprocos;  y  el  artículo  2,829  ^^c^»  ^^^  ^^  contrato 
aleatorio  es  un  convenio  recíproco,  cuyos  efectos  en  cuanto 
á  las  ganancias  y  pérdidas,  ya  para  todas  las  partes,  ya  pa- 

I  Tomo  III,  pág.  II 


Digitized  by 


Google 


Lecciones  de  Derecho  Civil.  217 

ra  una  ó  alguna  de  ellas,  depende  de  un  acontecimiento  in- 
cierto. ' 

Así,  pues,  la  diferencia  entre  los  contratos  conmutativos 
y  los  aleatorios  consiste  en  que  el  equivalente  que  cada  in- 
teresado recibe  en  aquéllos,  en  cambio  del  beneficio  que 
procuran,  es  una  ventaja  cierta  y  apreciable,  de  un  valor  fijo 
desde  el  momento  mismo  de  la  celebración;  y  en  que  ese 
equivalente,  en  los  segundos,,  consiste  en  una  ventaja  incier- 
ta é  indeterminada,  cuya  realización  depende  del  verificati- 
vo de  un  acontecimiento  incierto. 

Unos  ejemplos  harán  más  fácilmente  comprensible  la  di- 
ferencia que  existe  entre  los  contratos  conmutativos  y  los 
aleatorios. 

En  la  compra-venta,  que  es  un  contrato  conmutativo,  el 
vendedor  recibe  el  precio  cierto  y  determinado  en  dinero, 
que  es  el  equivalente  de  la  cosa  vendida,  que  también  es 
cierta  y  determinada. 

En  el  contrato  de  seguro,  que  es  aleatorio,  el  equivalente 
es  para  uno  de  los  interesados,  el  asegurado,  cierto  desde  el 
acto  mismo  de  la  celebración  del  contrato,  mientras  que  para 
el  otro,  el  asegurador,  es  incierto  y  dependiente  del  azar. 

En  efecto:  el  asegurador  ganará  la  prima  estipulada,  si  no 
ocurre  ningún  siniestro;  y  perderá  en  caso  contrario,  por- 
que está  obligado  á, pagar  al  asegurado  una  indemnización 
mucho  mayor  que  las  primas  que  hubiere  recibido.  Pero  el 
asegurado  no  se  encuentra  en  las  mismas  condiciones,  por- 
que desde  el  momento  de  la  celebración  del  contrato,  está 
determinada  su  responsabilidad,  que  nunca  puede  exceder 
de  la  prima  estipulada. 

Los  comentaristas  del  Código  F"rancés,  de  donde  está  to- 
mada literalmente  la  definición  que  elwiuestro  da  del  con- 
trato aleatorio,  hacen  de  ella  una  crítica  severa,  por  los  tér 


I   Artículos  1,275  y  2,701,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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minos  con  que  está  concebida,  diciendo  que  es  un  convenio 
recíproco,  pues  todas  las  convenciones  son  recíprocas,  aun 
en  los  contratos  unilaterales,  supuesto  que  se  forman  por  el 
mutuo  consentimiento  de  los  interesados. 

Sin  embargo,  Pont  sostiene  que  los  legisladores  quisie- 
ron decir  en  esa  definición,  que  el  contrato  aleatorio  es  á 
título  oneroso  y  celebrado  por  interés  recíproco  de  los  dos 
contratantes.  Pero  por  más  que  esta  explicación  contenga 
una  idea  exacta,  la  verdad  es  que  los  términos  de  la  defini- 
ción son  defectuosos.' 

Todos  los  autores  procuran  distinguir,  ó  mejor  dicho,  evi- 
tar que  se  confundan  los  contratos  aleatorios  con  los  con- 
dicionales, estableciendo  las  diferencias  esenciales  que  los 
caracterizan. 

En  unos  y  en  otros  contratos,  hay  algo  subordinado  al  ve- 
rificativo de  un  acontecimiento  incierto;  pero  se  diferencian 
en  que  en  los  contratos  condicionales,  dependen  de  ese  acon- 
tecimiento, su  existencia  ó  su  resolución,  mientras  que  en  los 
aleatorios,  la  obligación,  y  por  consiguiente,  los  derechos  y 
deberes  de  los  contratantes,  existen  desde  el  momento  de  su 
celebración  y  solamente  permanece  incierto  el  emolumento 
ó  pérdida  que  resulte  para  cada  uno  de  aquéllos. 

Sin  embargo,  esta  distinción  no  puede  hacerse  cuando  el 
contrato  no  es  bilateral  y  no  tiene  por  objeto  obligar  á  los 
contratantes  á  prestaciones  recíprocas,  sino  que  uno  solo  de 
ellos  se  obliga  á  dar  ó  hacer  algo  en  favor  del  otro;  pues 
entonces  el  contrato  es  esencialmente  condicional,  porque 
la  prestación  prometida  queda  subordinada  al  verificativo 
de  un  acontecimiento  incierto. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  2,832  del 
Código  Civil,  que  cualquier  contrato  aleatorio  se  considera 
como  donación  condicional,  si  el  que  debe  recibir  la  pres- 


I  Tomo  I,  pág.  574. 
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tación  no  queda  sujeto  á  retribución  alguna,  cuando  se  rea- 
lice el  acontecimiento  incierto. ' 

Son  contratos  aleatorios,  según  el  artículo  2,830  del  Có- 
digo:^ 

I?  El  contrato  de  seguros: 

2?  El  préstamo  á  la  gruesa  ó  riesgo  marítimo: 

3?  El  juego  y  la  apuesta: 

4?  El  contrato  de  renta  vitalicia: 

5?  La  sociedad  de  minas: 

6?  La  compra  de  esperanza. 

De  estas  seis  especies  de  contratos,  son  mercantiles  y  es- 
tán regidos  por  los  preceptos  del  Código  de  Comercio,  los* 
contratos  de  seguros,  de  préstamo  á  rresgo  marítimo  y  la 
sociedad  de  minas,  por  cuyo  motivo  no  nos  ocuparemos  de 
ellos,  exceptuando  el  primero,  que  está  reglamentado  por 
un  capítulo  especial  del  Código  Civil. 

Parecerá  extraña  esta  usurpación  ^1  Código  de  Comer- 
cio; pero  tiene  fácil  explicación,  si  se  atiende  á  que  éste  rige 
solamente  los  contratos  de  seguros  de  cualquiera  especie 
que  sean,  siempre  que  se  celebren  por  empresas,  pues  en* 
tal  caso  tienen  el  carácter  de  mercantiles,  según  los  artícu- 
los 77,  frac.  XVI  y  392  de  dicho  ordenamiento. 

En  consecuencia,  los  contratos  de  seguros  celebrados  por 
particulares,  que  no  hacen  de  ellos  su  ocupación  ordinaria, 
son  civiles  y  se  rigen  por  los  preceptos  del  Código  Civil  ;- 
y  los  celebrados  por  empresas  organizadas  con  ese  objeto* 
son  mercantiles  y  se  gobiernan  por  las  reglas  que  establece 
el  Código  de  Comercio. 

En  cuanto  á  las  otras  dos  especies  de  contratos  aleato- 
rios, declara  el  artículo  2,831  del  Código  Civil  que  el  prés- 
tamo á  riesgo  marítimo  se  rige  por  las  disposiciones  del 
Código  de  Comercio,  y  el  de  sociedad  de  minas  por  las  Of- 


1  Artícalo  2,704,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,702,  Cód.  Cív.  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


220  Lecciones  dé  Derecho  Civil. 


denanzas  especiales  relativas;  pero  este  precepto,  reprodu- 
cido en  el  Código  de  1884,  ^^  sido  modificado  por  el  art.  24 
déla  Ley  Minera,  expedida  en  4  de  Jtiniode  1892,  que  pre- 
vino expresamente  que  las  sociedades  ó  compañías  que  se 
formen  para  la  explotación  de  las  minas,  se  rijan  por  las 
disposiciones  del  segundo  de  los  Códigos  mencionados.' 

Los  autores  sostienen,  con  razón,  que  los  contratos  alea- 
torios no  son  únicamente  los  enumerados  por  la  ley,  y  que 
su  número  es  tan  ilimitado  como  lo  es  la  imaginación  del 
hombre  en  sus  concepciones;  y  señalan  varios  ejemplos, 
entre  otros,  la  venta  de  la  nuda  propiedad  y  la  cesión  de 
derechos  litigiosos,  pues  aun  cuando  tales  contratos  tienen 
una  existencia  cierta,  desde  el  momento  de  su  celebración, 
es  incierta,  en  el  primero,  la  fecha  en  que  se  consolidará  la 
propiedad  por  la  reunión  del  dominio  directo  y  del  útil  en 
el  comprador;  y  en  el  segundo,  el  valor  de  la  cosa  cedida 
depende  de  multitud  de  circunstancias  futuras,  entre  otras, 
la  falibilidad  de  los  juicios  humanos,  á  la  cual  están  sujetos 
los  fallos  de  los  tribunales. 


II 
DE  LOS  SEGUROS. 


No  se  compadece  con  el  carácter  de  estas  lecciones  ha- 
cer el  estudio  histórico  del  contrato  de  seguros,  y  por  lo 
mismo,  nos  limitamos  solamente  á  decir  que  su  creación  es 
de  origen  reciente,  pues  aun  cuando  el  seguro  marítimo 
"se  conoce  desde  hace  algunos  siglos,  las  demás  especies  de 
seguros  son  de  moderna  creación,  y  su  actual  desarrollo  es 
de  nuestros  días. 


I   Artículo  2,703.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Este  es,  sin  duda  alguna,  el  motivo  por  el  cual  nuestras 
antiguas  leyes  nada  establecían  acerca  de  los  seguros,  si 
no  es  respecto  del  contrato  de  préstamos  á  la  gruesa  ó  ries- 
go marítimo,  hasta  que  nuestros  Códigos  de  Comercio  fija- 
ron sucesivamente  las  reglas  que  los  rigen. 

El  seguro,  considerado  en  general,  está  destinado  á  pro- 
curar la  reparación  de  las  consecuencias  perjudiciales  que 
un  acontecimiento  fortuito  puede  causar,  ya  á  la  persona, 
ya  á  sus  bienes. ' 

Así,  pues,  se  puede  decir,  valiéndonos  de  las  palabras 
de  un  autor  respetable,  tiene  por  objeto  eliminar  de  los 
negocios  el  temor  que  paraliza  toda  actividad,  consolidar 
los  patrimonios,  creando  entre  ellos  una  relación  de  cosas, 
de  valores,  borrando  en  cuanto  es  posible  las  relaciones  de 
personas;  tiende  á  disminuir  la  desigualdad  material  que 
existe  entre  las  diferentes  condiciones  procurando  la  segu- 
ridad para  el  porvenir;  permite  reparar  la  destrucción  de  los 
capitales,  desarrolla  el  espíritu  de  empresa  y  aumenta  el  va- 
lor de  los  existentes  y  crea  valores  nuevos,  que  bajo  la  forma 
de  pólizas  trasmisibles,  sirven  de  instrumentos  de  crédito. ' 

Nadie  pone  en  duda  actualmente  las  ventajas  que  ofre- 
cen los  seguros,  y  su  moralidad,  por  más  que  tengan  al- 
gunos inconvenientes,  frutos  de  la  imperfección  de  las  obras 
humanas,  pero  que  no  pueden  competir  con  tales  y  tan  im- 
portantes ventajas. 

Contrato  de  seguros,  dice  el  artículo  2,833  ^^j  Código 
Civil,  es  aquel  por  el  cual  una  de  las  partes  se  obliga,  me- 
diante cierto  precio,  á  responder  é  indemnizar  á  la  otra  del 
daño  que  podrían  causarle  ciertos  casos  fortuitos  á  que  está 
expuesta.  ^ 

En  este  contrato  se  W^Lma.  asegurador  al  que  se  obliga  á 


X  ChauítOD,  Les  Assurances,  tomo  I,  núms.  i  y  107. 

2  Repcrtoire  du  Droit  Fran9ais  de  Fuzier  Hermán,  v?  AssuraDces,  nám.  10  y  sig. 

3  Artículo  2,505,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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responder  de  los  riesgos;  asegurado^  á  aquel  á  quien  se  res- 
ponde de  ellos.:  prima  ó  premio  de  seguro,  el  precio  que 
exige  el  asegurador  por  su  responsabilidad;  y  póliza  de  se- 
guro, la  escritura  que  se  extiende  para  hacer  constar  el  con- 
trato (art.  2,834,  Cód.  Civ.). ' 

Mucho  se  ha  discutido  antes  de  ahora  acerca  de  la  natu- 
raleza del  contrato  de  seguros,  pues  unos  jurisconsultos  han 
visto  en  él  uVi  contrato  innominado,  otros  una  simple  fianza 
ó  una  venta,  y  algunos,  arrendamiento,  sociedad  ó  mandato; 
pero  al  fin  se  ha  llegado  á  reconocer  que  es  un  contrato 
especial,  distinto  de  los  demás,  y  que  tienen  un  carácter 
propio. 

De  la  definición  que  hemos  dado  de  él,  se  infiere: 

1?  Que  es  sinalagmático  ó  bilateral,  porque  produce  obli- 
gaciones recíprocas  para  el  asegurado,  que  tiene  la  de  pa- 
gar la  prima  convenida,  y  para  el  asegurador,  que  reporta 
la  de  reparar  las  pérdidas  causadas  por  un  acontecimiento 
incierto  y  previsto  en  el  mismtí  contrato: 

2?  Que  es  oneroso,  porque  cada  contratante  se  impone 
obligaciones  que  tienen  equivalente  en  las  del  otro: 

3?  Que  es  consensual  como  todos  los  contratos  de  dere- 
cho civil,  porque  se  perfecciona  por  el  mero  consentimiento, 
y  porque  entre  nosotros  no  existe,  como  en  algunas  legis- 
laciones extranjeras,  el  seguro  obligatorio: 

4?  Es,  como  todos  los  contratos,  de  buena  fe,  pero  de 
interpretación  estricta,  porque  la  responsabilidad  del  ase- 
gurador sólo  se  extiende  á  los  peligros  expresamente  de- 
terminados en  la  póliza  respectiva  y  no  á  otros.  Tal  es  el 
motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  2,840  del  Código,  que 
la  obligación  del  asegurador  no  comprende  más  que  los 
bienes  y  acontecimientos  expresamente  señalados  en  el  con- 
trato.^ 


1  Artículo  2,706,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,712,  Cód.  Civ.  de  i«84. 
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5?  Es  solemne,  porque  se  debe  hacer  constar  en  escritura 
pública,  bajo  la  pena  de  nulidad,  según  declaración  expresa 
del  artículo  2,835  del  Código  Civil.' 

69  Es  principal,  y  por  lo  mismo,  puede  contratarse  con 
garantías,  como  prenda,  fianza,  hipoteca,  tanto  por  parte 
del  asegurado  como  del  asegurador  (art.  2,836,  Cód.  Civ.).  * 

Los  autores  distinguen  el  seguro  en  dos  especies  princi- 
pales: el  seguro  d  prima  Jija  y  el  mutuo,  que,  aunque  repo- 
san sobre  los  mismos  principios,  difieren  entre  sí  notable- 
mente. 

El  seguro  á  prima  fija  es  aquel  en  el  cual  se  obliga  el 
asegurador  á  indemnizar  al  asegurado  de  los  daños  causa- 
dos por  determinados  casos  fortuitos,  mediante  una  suma 
fija,  que  se  llama  prima,  y  el  asegurado  paga  en  el  mo- 
mento de  la  celebración  del  contrato  ó  en  los  términos  que 
conviene,  haya  ó  no  siniestro. 

Por  el  contrario,  el  seguro  mutuo  es  aquel  en  que  varios 
^individuos,  expuestos  á  los  mismos  riesgos,  se  obligan  á  so- 
portar en  común,  y  proporcionalmente  á  su  interés,  el  per- 
juicio que  experimenta  cada  uno  de  ellos,  desempeñando 
así  á  la  vez  el  papel  de  aseguradores  y  de  asegurados. 

Esta  definición  basta  por  sí  sola  para  marcarnos  las  dife- 
rencias esenciales  que  existen  entre  uno  y  otro  seguro,  pues 
en  el  mutuo  no  hay  prima  alguna  que  pagar,  sino  que  se 
espera  el  verificativo  de  algún  accidente  para  valuarlos  da- 
ños que  produce  y  repartir  su  importe  proporcionalmente 
entre  los  individuos  que  celebraron  el  contrato. 

En  otros  términos:  cada  uno  de  los  contratantes  queda 
obligado  á  contribuir  personalmente  á  la  reparación  de  las 
pérdidas,  que  por  accidentes  previstos  en  el  contrato  sufren 
los  demás. 

Nuestro  Código  no  define  el  seguro  mutuo  ni  establece 


1  Artículo  2,707,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,708.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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las  diferencias  que  existen  entre  él  y  el  de  prima  fija,  pero 
reconoce  su  legitimidad,  declarando  en  el  artfculo  2,850, 
que  pueden  dos  ó  más  propietarios  asegurarse  mutuamente 
el  daño  fortuito  que  sobrevenga  en  sus  respectivos  bienes; 
y  en  el  2,8^1,  que  en  el  contrato  de  seguros  mutuos  cada 
contratante  responde  á  proporción  de  los  bienes  que  tiene 
asegurados. ' 

Si  se  examina  detenidamente  el  seguro  mutuo,  no  es  en 
realidad  más  que  una  especie  de  sociedad  á  pérdidas,  y  esta 
es  la  razón  por  la  cual  establece  el  Código  que  los  intere- 
sados sólo  sean  responsables  de  las  pérdidas  en  proporción 
á  los  bienes  que  aseguran;  pues,  como  dice  la  Exposición 
de  motivos,  repugna  á  la  justicia  que  la  responsabilidad 
para  el  pago  se  haga  extensiva  á  bienes  respecto  de  los  cua- 
les no  participa  de  la  ventaja  del  seguro. 

Pueden  celebrar  el  contrato  de  seguro  todas  las  personas 
que  tienen  la  libre  disposición  de  sus  bienes,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  las  que  tienen  capacidad  legal  para  obligarse:  y  pue- 
de contratarse  para  la  persona  del  contratante  ó  para  sus 
herederos  ú  otras  personas  con  tal  que  se  designen  expre- 
samente en  la  escritura  (arts.  2,844  y  2,837,  Cód.  Civ.).' 

Parece  á  primera  vista  que  en  este  punto  se  separó  el 
Código' Civil  de  las  reglas  generales  que  dominan  en  todos 
los  contratos,  según  las  cuales,  nadie  puede  contratar  en 
nombre  de  otro  sin  estar  legalmente  autorizado  para  ello; 
pero  no  es  así,  porque  el  que  asegura  la  vida  ó  los  intere- 
ses de  otra  persona,  no  contrata  en  nombre  de  ella,  sino  en 
el  propio  y  no  le  impone  ninguna  obligación,  pues  la  de  pa- 
gar la  prima  convenida  queda  única  y  exclusivamente  á  su 
cargo  (art.  1,400,  Cód.  Civ.).^ 

Sujeto  este  contrato,  como  lo  está,  á  las  reglas  generales 


1  Artículos  2,722  y  2,723,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2,709  y  2,716,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  1,284,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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que  rigen  á  todos  los  coritratos,  se  infiere  que,  según  éstas, 
el  que  administra  bienes  de  otro,  1I0  puede  constituirse  ase- 
gurador en  nombre  de  éste,  si  no  tiene  mandato  ó  autori- 
zación especial  para  ello. 

Sin  embargo,  el  Código  Civil  ha  reproducido  esta  regla 
en  el  artículo  2,845,  4^^  ^^^  estimamos  innecesaria,  porque  la 
regla  general  que  exige  el  mandato  ó  procuración  para  po- 
der contratar  en  nombre  de  otro,  no  tiene  aplicación  res- 
pecto del  asegurado,  como  hemos  visto  ya,  y  era  necesario 
advertir  que  la  derogación  de  ella  no  es  total,  y  por  tanto, 
que  alcanza  al  asegurador,  á  quien  no  se  puede  obligar  vá- 
lidamente sin  llenar  el  requisito  indicado. ' 

Los  tutores  en  ningún  caso,  ni  aun  con  licencia  judicial, 
pueden  constituir  á  los  incapacitados  aseguradores  de  otros 
bienes;  pero  sí  pueden  hacer  que  sean  asegurados  aun  sin 
licencia  judicial  (art.  2,846,  Cód.  Cív.).' 

Como  puede  comprenderse,  esta  prohibición  es  una  con- 
secuencia necesaria,  no  sólo  de  las  limitadas  facultades  que 
la  ley  otorga  á  los  tutores,  que  no  exceden  de  las  de  meros 
administradores,  sino  también  de  las  eventualidades  á  que 
está  sujeto  el  contrato  de  seguro,  pues  por  fundadas  que  sean 
las  probabilidades  de  ganancia  que  en  él  pueda  haber,  pue- 
den verse  desvanecidas  por  multitud  de  eventos  y  quedar 
arruinado  el  asegurador.  ^ 

No  acontece  lo  mismo  cuando  el  incapaz  es  el  asegurado, 
pues  lejos  de  estar  expuesto  á  sufrir  un  grave  perjuicio  en 
su  patrimonio,  se  le  precave  de  él  y  de  sus  consecuencias 
mediante  el  seguro;  y  este  es  el  motivo  por  el  cual  no  nece- 
sita el  tutor  de  la  licencia  judicial  para  asegurar  al  incapaz  y 
sus  bienes. 

Por  regla  general  debemos  establecer,  que  puedq  estipu- 

1  Artículo  2,717,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,718,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  EiposiciÓQ  de  motSvos. 
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lar  el  seguro  á  su  favor,  no  sólo  el  individuo  de  cuyos  bie- 
nes se  trata,  sino  todo  aquel  que  tenga  interesen  la  conser- 
vación de  éstos. 

Este  principio  se  halla  consagrado  por  el  artículo  2.860 
del  Código  Civil,  que  expresamente  declara  que  puede  es- 
tipular á  su  favor  el  seguro  no  sólo  el  que  es  propietario  de 
los  bienes  asegurados,  sino  el  que  tiene  interés  en  su  con- 
servación. ' 

Este  principio  se  considera  de  esencia  del  contrato  de  se- 
guro, por  todos  los  jurisconsultos  que  sostienen  que,  parala 
validez  de  él  no  basta  la  capacidad  legal  del  asegurado,  sino 
tener  un  interés  legítimo  en  la  conservación  de  la  cosa,  ob- 
jeto del  contrato;  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  corra  personal- 
mente un  riesgo  con  ocasión  de  la  cosa  asegurada. "* 

Los  aseguradores  pueden  ser  uno  ó  varios,  y  en  este  caso 
cada  uno  responde  de  su  obligación,  y  no  tiene  derecho  de 
exigir  que  el  asegurado  le  ceda  sus  derechos  contra  los  de- 
más, ya  porque 'cada  uno  contrató  por  sí  é  independiente- 
mente, por  cuyo  motivo  son  tantas  obligaciones  cuantos  son 
los  aseguradores,  ya  porque  la  mancomunidad  pasiva  jamás 
se  presume,  sino  que  debe  constar  de  una  manera  expresa 
(art.  2,847,  Cód.  Civ.).^ 

Pero  si  los  aseguradores  fueren  solidarios,  se  deben  ob- 
servar las  reglas  que,  sobre  mancomunidad,  establece  el  Có- 
digo Civil,  esto  es,  el  asegurado  puede  exigir  de  cualquiera 
de  ellos,  el  pago  total  de  la  indemnización  convenida,  y  el 
que  pague  puede  exigir  de  los  demás  el  reembolso  de  la 
cantidad  que  hubiere  satisfecho  por  ellos  (art.  2,848.  Cód. 
Civ.)/ 

La  razón  en  que  se  funda  el  principio  que  acabamos  de 

1  Artículo  2,732,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Bliss,  On  Ufe  insurance,  núm.  7;  Fuzíer  Hermán,  loco  cit.  núm.  176;  Cookc,  ün 
Hfe  ÍDSurance,  núm.  58. 

3  Artículo  2,719,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  2,720,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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establecer,  ha  sido  expuesta  ya  al  ocuparnos  del  estudio  de  la 
mancomunidad  pasiva. '  f 

Debemos  advertir  que  el  precepto  que  sanciona  dicho 
principio,  contiene  un  error  de  imprenta  que  ha  pasado  des- 
apercibido, no  obstante  que  esde  trascendentales  conse- 
cuencias, porque  hace  suponer  que  se  refiere  á  los  asegu- 
rados, siendo  así  que  tiene  por  objeto  regirlas  obligaciones 
de  los  aseguradores. 

En  comprobación  de  este  aserto,  insertamos  á  continua- 
ción la  parte  de  la  Exposición  de  motivos  que  explica  dicho 
precepto,  y  pone  de  relieve  el  error  á  que  aludimos. 

"Cuando  diversas  personas  ó  compañías  aseguran  á  un 
individuo,  pueden  hacerlo  con  total  independencia  unas  de 
otras,  y  entonces  es  evidente  que  hecho  el  pago  por  cada 
una  de  ellas,  no  tienen  derecho  de  exigir  del  asegurado  la 
cesión  de  acciones;  porque  siendo  extrañas  unas  á  otras,  no 
hay  el  mandato  tácito  que  es  la  base  de  la  cesión,  y  este  es 
el  caso  previsto  en  el  artículo  2,848.  Pero  si  las  personas 
ó  compañías  son  solidarias,  entonces  prescribe  el  artículo 
2,848,  que  se  observen  las  reglas  de  la  mancomunidad,  y  el 
asegurador  que  haga  el  pago,  podrá  exigir  de  los  demás  la 
indemnización  respectiva." 

Como  dijimos  antes,  el  seguro  es  un  contrato  solemne 
que  debe  constar  necesariamente  y  bajo  la  pena  de  nulidad 
en  escritura  pública;  pues  bien,  en  ella  se  deben  consignar 
especificadamente  los  bienes  que  se  aseguran  y  los  aconte- 
cimientos de  que  responde  el  asegurador  (art.  2,839,  Cód. 
Civ.).^ 

La  razón  es,  porque  es  de  esencia  del  contrato  de  seguro, 
que  haya  uno  ó  varios  objetos  expuestos  á  algún  riesgo,  y 
por  tanto,  supone  la  existencia  de  aquéllos  en  el  momento 
en  que  se  celebra. 

1  Tomo  III,  págs.  147  y  155. 

2  Artículo  2,711,  Cód.  Cív.  de  1884. 
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Tal  es  la  razón  por  la  cual  es  nulo  el  contrato  de  segu- 
ros, según  el  artículo  2,868  del  Código,  sí  al  tiempo  de  cele- 
brarlo tenían  conocimiento  el  asegurado  de  haber  ocurrido 
ya  el  daño  de  que  se  le  aseguraba,  ó  el  asegurador  de  ha- 
berse ya  preservado  de  él  los  bienes  asegurados. ' 

Pero  si  hubo  buena  fe  é  igual  ignorancia  de  parte  de  los 
dos  contrayentes,  vale  el  contrato,  aunque  al  tiempo  de  ce- 
lebrarlo hubiere  ya  perecido  la  cosa  ó  estuviere  en  salvo 
(art.  2,86§|,  Cód.  Civ.).' 

Si  se  examinan  detenidamente  estas  reglas,  habrá  que 
convenir  en  que  el  Código  adoptó,  por  razón  de  analogía, 
las  que  estableció  respecto  de  las  condiciones  conocidas  en 
el  tecnicismo  del  derecho  con  el  nombre  de  prepósteras. 

En  efecto:  en  el  caso  indicado,  como  en  éstas,  no  existe 
una  condición  propiamente  dicha;  pero  la  ignorancia  délos 
contratantes  produce  resultados  idénticos,  porque  se  sus- 
pepden  los  efectos  de  la  obligación,  hasta  que  se  adquiere 
la  certeza  de  haberse  verificado  ó  no  el  acontecimiento  for- 
tuito, del  cual  depende. 

De  aquí  se  infiere  quq  no  pueden  ser  objeto  de  este  con- 
trato las  cosas  que  no  existen  aiín,  porque  no  están  expues- 
tas á  ningún  peligro  actual. 

En  cuanto  á  la  designación  especificada  de  los  objetos, 
que  son  materia  del  seguro,  se  exige  para  que  la  obligación 
del  asegurador  quede  perfectamente  determinada,  y  evitar 
los  fraudes  y  los  abusos  que,  por  falta  de  ella,  se  pudieran 
cometer,  ya  con  perjuicio  de  aquél,  ya  con  el  del  asegurado. 

Por  idéntico  motivó  prohibe  el  artículo  2,838  del  Código, 
que  se  estipule  el  seguro,  sino  por  tiempo  expresamente  se- 
ñalado por  número  de  días,  meses  ó  años,  ó  determinado 
por  un  acontecimiento  que  precise  sus  límites.^ 


1  Artículo  2,740,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,741,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,710,  Cód.  Civ.  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


Lecciones  de  Derecho  Civil.  229 

La  ley  no  quiere  que  en  ningún  caso  quede  indetermi- 
nada la  obligación  délos  contratantes,  perpetuándola  y  ha- 
ciéndola más  onerosa  por  esta  causa;  y  á  tales  y  tan  perni- 
ciosos extremos  se  llegaría,  si  no  se  señalara  un  término  fijo 
al  contrato  de  seguro. 

Además,  el  legislador  ha  querido  la  determinación  del 
tiempo  ó  del  evento,  porque  no  sólo  evita  disputas  y  forma 
una  base  cierta  para  la  tasa  del  premio,  sino  que  produce  el 
bien  de  que,  al  vencerse  el  uno  ó  realizarse  el  otro,  pueden 
los  interesados,  con  vista  de  los  resultados,  calcular  mejor  la 
renovación  del  contrato. ' 

En  la  póliza  debe  expresarse  también  el  precio  del  se- 
guro, esto  es,  el  importe  de  la  prima,  así  como  la  suma  de 
la  indemnización  en  el  caso  de  que  se  verifique  el  siniestro, 
á  efecto  de  determinar  de  una  manera  indiscutible  el  límite 
de  la  obligación  de  cada  uno  de  los  contratantes.  Pero  si  la 
indemnización  fuere  por  deterioros,  se  debe  fijar  el  importe 
por  peritos,  á  no  ser  que  los  contratantes  adopten  otro  me- 
dio (art.  2,870,  Cód.  Civ.).' 

El  precio  del  seguro  puede  fijarse  libremente  por  los  in- 
teresados, y  puede  pagarse  de  una  vez  ó  en  plazos;  peVo  los 
efectos  que  en  uno  y  en  otro  caso  se  producen,  son  idénti- 
ticos  (art.  2,871,  Cód.  Civ.).  ^ 

Si  la  prima  se  ha  pagado  de  una  vez,  sobrevenido  el  ac- 
cidente ó  vencido  el  término  del  contrato,  no' tiene  el  ase- 
gurado derecho  para  exigir  la  devolución  de  ninguna  parte 
del  precio  que  haya  satisfecho  (art.  2,872,  Cód.  Civ.).  * 

Pero  si  para  el  pago  de  la  prima  se  han  convenido  pla- 
zos, llegado  el  caso  del  seguro,  tiene  derecho  el  asegurador 
para  descontar  de  la  indemnización  el  importe  dé  las  pen- 


1  Exposición  de  motivos. 

2  Artículo  2,742,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,743,  Cód.  Cív.  de  1884. 

4  Artículo  2,744,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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siones  que  tendría  que  recibir  hasta  el  vencimiento  del  tér- 
mino (art  2,873,  Cód.  Civ.).' 

La  razón  consiste  en  que  en  uno  y  en  otro  caso  se  esti- 
pula la  indemnización  para  reembolsar  al  asegurado  de  los 
perjuicios  que  le  cause  el  siniestro  previsto  en  el  contrato, 
mediante  el  pago  de  determinada  cantidad,  exhibida  de  una 
vez  ó  en  diversos  plazos.  En  consecuencia,  el  asegurado  es 
deudor  de  esa  cantidad  verifiqúese  ó  no  el  siniestro,  y  está 
obligado  á  pagarle  en  todo  caso. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  no  tiene  derecho  el  asegu- 
rado para  exigir  la  devolución  de  la  parte  de  la  prima  pa- 
gada, y  por  el  cual  se  le  otorga  al  asegurado  para  descontar 
de  la  indemnización  el  importe  de  tas  pensiones  que  ten- 
dría que  recibir  hasta  el  vencimiento  del  término  del  con- 
trato. 

Pero  cuando  el  precio  del  seguro  no  se  ha  fijado  en  los 
términos  indicados,  sino  que  se  expresa  en  la  póliza  que  sólo 
se  reputarán  como  tal  las  pensiones  vencidas,  el  asegurador 
no  tiene  el  derecho  de  descontar  el  importe  de  las  corres- 
pondientes hasta  el  vencimiento  del  término  convenido,  por- 
que si  no  fuera  así,  se  le  otorgaría  una  recompensa  mayorque 
la  estipulada,  con  infracción  del  contrato  (art.  2,874,  Cód. 

Civ.).^ 

Cuando  se  estipula  que  el  precio  del  seguro,  esto  es,  la 
prima,  se  ha  de  satisfacer  en  prestaciones  periódicas,  co- 
rrespondientes á  la  duración  del  aseguramiento,  y  éstas  no 
están  debidamente  satisfechas,  el  asegurador  no  responde 
del  daño  causado  cuando  se  sufre  dentro  del  plazo  corres- 
pondiente á  la  prima  no  pagada;  sencillamente,  porque  sien- 
do el  contrato  bilateral,  en  tanto  está  obligado  el  asegurador 
á  pagar  el  importe  de  los  daños  causados  por  el  siniestro, 


1  Artículo  2,745,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,746,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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en  cuanto  se  le  paga  la  prima  convenida  (.art.  2,875,  Cód. 
Civ.).^ 

Además,  siendo  el  pago  de  ésta  periódico,  parece  que  la  in- 
tención de  los  contrayentes,  fué  que  el  seguro  tuviera  efecto 
por  cada  uno  de  los  períodos  correspondientes  ácada  pres- 
tación. 

Como  lo  indica  la  definición  que  hemos  dado  del  contrato 
de  seguro,  éste  tiene  por  objeto  garantizar  al  asegurado  del 
daño  que  puedan  causarle  ciertos  casos  fortuitos  á  que  esté 
expuesto;  y  como  indicamos  también,  aunque  de  buena  fe, 
como  lo  son  todos  los  contratos  según  los  principios  de  nues- 
tro derecho  civil,  el  de  seguro  es  de  estricta  interpretación 
y  no  se  extiende  á  más  casos  de  los  expresamente  compren- 
didos en  él. 

Pues  bien,  de  la  definición  y  de  los  principios  á  que  he- 
mos hecho  referencia,  se  infiere  que  el  contrato  de  seguro 
sólo  comprende  los  casos  fortuitos;  y  tal  es  el  motivo  por 
el  cual  declara  expresamente  el  artículo  2.849  del  Código, 
que  en  el  caso  fortuito  no  se  comprende  la  fuerza  mayor,  si 
no  se  ha  pactado  de  "una  manera  expresa.  "^ 

Hacemos  esta  observación,  porque  ya  antes  habíamos  in- 
dicado, que  aunque  siempre  se  han  empleado  las  palabras 
fuerza  ynayory  caso  fortuito  como  sinónimas  y  expresando 
una  misma  idea,  los  jurisconsultos  han  distinguido,  diciendo 
que  la  íx^^^  fuerza  mayor  \mp\ica  la  idea  de  un  accidente  que 
debe  su  origen  á  la  naturaleza,  y  el  caso  fortuito  expresa  la 
de  un  hecho  debido  al  hombre;  y  tal  teoría  está  confirmada 
por  el  precepto  referido. ' 

De  la  consecuencia  anterior,  se  infiere  otra  no  menos  im- 
portante, que  se  funda  también  en  la  presunción  de  culpabi- 
lidad que  engendra  el  verificativo  de  un  caso  fortuito;  luego 


1  Artículo  2,747,  Cód  Civ.  de  1884. 

2  Articulo  2,721,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Tomo  III,  pág.  202. 
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la  prueba  de  haber  ocurrido  á  causa  de  éste  el  daño  previsto 
en  el  contrato,  sin  culpa  del  que  lo  experimentó,  incumbe 
á  éste  (art.  2,864,  Cód.  Civ.). ' 

Pero  no  sólo  crea  la  ley  la  presunción  de  culpa  del  que 
experimentó  el  daño  en  los  casos  ordinarios,  sino  que  la  es- 
tima plenamente  probada  cuando  el  asegurado  destina  la 
cosa  asegurada  á  un  uso  indebido,  y  cuando,  en  caso  de  des- 
gracia, no  ha  cuidado  de  evitarla  ó  de  disminuir  los  daños, 
pudiendo  hacerlo;  porque  en  unc>  y  en  otro  caso,  ha  influido 
directamente  en  el  verificativo  del  acontecimiento  que  pro- 
dujo el  daño,  y  dio  ocasión  á  que  tomara  proporciones,  que 
no  debiera  alcanzar  (art.  2,865,  Cód.  Civ.). ' 

Por  idénticas  razones  declara  el  artículo  2,859,  que,  cuan- 
do la  cosa  asegurada  se  consume  ó  muda  de  forma  por  el 
asesfurado  ó  con  su  consentimiento,  cesa  la  oblicración  del 
asegurador,  aunque  aquella  se  pierda  después  dentro  del  tér- 
mino señalado;  pues  si  se  consume,  es  por  un  acto  delibe- 
rado del  asegurado  y  deja  de  haber  materia  para  el  seguro, 
y  si  cambia  de  forma,  porque  dejó  de  existir  entonces  el 
objeto  asegurado,  de  tal  manera,  que  aun  puede  haber  cam- 
biado de  nombre,  haciéndose  más  expuesta  á  los  peligros,  y 
en  tal  caso  no  sería  justo  que  los  actos  imprudentes  del  due- 
ño, que  aumentan  los  riesgos  de  la  cosa,  refluyan  sobre  el 
asegurador, /:on  perjuicio  de  sus  intereses.' 

La  obligación  principal  del  asegurador,  es  la  de  reparar 
el  daño  causado  por  el  siniestro  al  asegurado,  la  cual  nace 
en  el  momento  mismo  en  que  tal  acontecimiento  se  realiza. 

Pero  aun  cuando  tal  obligación  nace  en  el  acto  en  que  se 
verifica  el  acontecimiento  previsto  en  el  contrato,  no  basta 
éste  para  hacerla  efectiva,  sino  que  es  necesario  además  que 
se  le  haga  saber  al  asegurador  dentro  de  seis  días,   conta- 


1  Artículo  2,736,  Cód.  Civ.  do  1884. 

2  Artículo  2,737,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,731,  Cód.  Civ.  de  1S84. 
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dos  desde  que  sobrevino  el  daño;  y  s¡  no  lo  hace  no  tiene 
acción  contra  él  (art.  2,863.  Cód.  Civ.)/ 

La  razón  es  muy  fácil  de  comprender,  pdrque  teniendo 
por  origen  la  obligación  del  asegurador  el  verificativo  del 
caso  fortuito  previsto  en  el  contrato,  el  cual  no  debe  de  ser 
de  ninguna  manera  imputable  al  asegurado,  si  no  se  le  die- 
ra el  aviso  debido  en  el  plazo  indicado,  se  perderían  todas 
las  huellas,  todos  los  datos  que  pudiera  adquirir  de  la  con- 
ducta culpable  de  éste,  quien,  por  el  artículo  2,864  del  Có- 
digo Civil,  tiene  la  obligación  de  probar  que  el  daño  fué 
producido  por  el  caso  fortuito  sin  culpa  de  su  parte. ' 

Como  la  pérdida  de  la  cosa  asegurada  ó  el  deterioro  cau- 
sado en  ella,  otorga  en  el  acto  derecho  al  asegurado  para 
exigir  la  indemnización  respectiva,  el  cual  forma  parte  de 
su  patrimonio  y  entra  en  el  comercio,  es  natural  que  con.  tal 
carácter  sea  trasmisible  como  cualquiera  otro  derecho  (  art. 
2,843,  Cód.  Civ.).2 

En  consecuencia,  la  indemnización  debe  ser  satisfecha 
al  asegurado  conforme  á  las  reglas  generales  que  sobre  el 
pago  establece  el  Código  Civil,  á  quien  legalmente  le  re- 
presente ó  á  los  cesionarios  de  sus  derechos  ó  acciones. 

El  Código  Civil  establece  las  reglas  siguientes,  relativas 
á  la  manera  de  satisfacer  el  asegurador  la  obligación  que 
tiene  de  pagar  la  indemnización  convenida: 

I?  Si  el  aseguramiento  es  parcial,  ya  de  parte  señalada 
de  una  cosa,  ya  de  cierta  cantidad  de  un  crédito,  ya  de  un' 
interés  determinado,  el  asegurador  sólo  responde  de  la  par- 
te^designada  aunque  se  pierda  toda  la  cosa  (art.  2,842,  Cód. 

2?  El  asegurador  debe  pagar  la  indemnización  cstipula- 


1  Artículo  2,735,  ^^^-  ^iV'  '^^  1S84. 

2  Artículo  2,736,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Articulo  2,715,  Cód.  Cív.  de  1884. 

4  Artículo  2,714,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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da;  y  ni  él  ni  el  asegurado  pueden  alterarla  por  el  mayor 
ó  menor  valor  de  la  cosa  perdida  (aft  2,852,  Cód.  Civ.).' 

Los  contrayentes  pueden  señalar  los  límites  de  sus  res- 
pectivas obligaciones;  pero  una  vez  determinados,  no  pue- 
den traspasarlos,  alterando  su  extensión,  ni  aun  á  pretexto 
del  mayor  ó  menor  valor  que  hubiere  alcanzado  la  cosa. 

La  ley,  de  acuerdo  con  la  moral  y  la  justicia,  quiere  que 
la  voluntad  de  los  contratantes  se  cumpla  de  una  manera 
estricta,  de  modo  que  cada  uno  hágalas  prestaciones á que 
se  obligó,  y  no  más  ni  menos:  ó  lo  que  es  lo  mismo,  exige 
en  las  dos  reglas  que  preceden  el  cumplimiento  de  la  ge- 
neral, que  manda  que  los  contratos  legalmente  celebrados 
sean  puntualmente  cumplidos. 

3^  El  asegurador  se  libra  dtl  pago,  si  constando  desde 
luego  cuál  fué  la  cosa  perdida,  y  no  habiendo  disputa  sobre 
su  calidad  y  cuantía,  la  repone  con  otra  igual  y  de  la  mis- 
ma calidad,  cuando  por  ello  está  autorizado  por  el  contrato; 
porque  además  de  que  la  voluntad  de  los  contratantes  es  la 
suprema  ley  de  los  contratos,  no  repugna,  y  antes  bien  cua- 
dra con  la  naturaleza  y  el  objeto  del  seguro  que  se  hágala 
indemnización  en  los  términos  indicados  (art.  2,853,  Cód. 
Civ.).= 

En  efecto,  el  seguro  (iene  por  objeto  garantizar  al  ase- 
gurado de  las  consecuencias  funestas  de  determinados  casos 
fortuitos,  de  manera  que,  por  medio  de  la  indemnización, 
'queden  compensados,  ó  mejor  dicho,  reparados  los  perjui- 
cios causados  por  el  siniestro.  Pues  bien,  es  fuera  de  toda 
duda  que  tal  fin  se  llena  de  la  manera  más  perfecta  cuando 
el  asegurador  repone  la  cosa  perdida  con  otra  idéntica  y  de 
la  misma  calidad. 

Pero  como  la  reparación  demanda  necesariamente  algún 
tiempo,  si  los  interesados  no  han  convenido  nada  sobre  el 

1  Artículo  2,724,  Cód.  C¡v.  de  1884. 

2  Artículo  2,725,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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particular,  el  juez  debe  hacer  la  designación  del  que  sea^ 
competente,  según  declaración  expresa  del  artículo  2,854 
del  Código  Civil. ' 

Este  precepto  no  lo  dice,  pero  lo  indica  el  sentido  común, 
que  en  el  caso  á  que  él  se  refiere  no  debe  hacer  el  juez  la 
designación  del  tiempo,  sino  consultando  la  opinión  de  pe- 
ritos expertos,  porque  en  la  mayor  parte  de  las  veces  erv 
que  se  ocurra  á  su  autoridad,  no  le  será  posible  calcular  den- 
tro de  qué  término  justo  podría  ser  reparada  la  cosa. 

4?  Si  en  virtud  de  convenio  expreso  toma  sobre  sí  el 
asegurador  la  reposición  de  la  cosa  asegurada,  está  obli- 
gado á  concluirla,  sea  cual  fuere  su  costo;  porque  fué  su 
voluntad  obligarse  en  esa  forma,  y  antes  de  contraer  tal 
pbligación  debió  medir  la  irfiportancia  de  ella  (art.  2,855,- 

CódCiv.).^ 

De  manera  que  esta  regla  no  es  más  que  la  reiteración- 
de  aquella  que  manda  que  los  contratos  legalmente  cele- 
brados sean  puntualmente  cumplidos. 

5?  Si  la  cosa  asegurada  se  pierde  y  el  asegurador  paga 
el  valor  de  ella  ó  todo  lo  convenido  para  el  caso  de  pérdi- 
da, puede  exigir  que  se  le  entreguen  los  restos  de  la  cosa,  si 
los  hubiere,  pues  por  el  hecho  de  pagar  su  valor  adquiere 
su  propiedad  (art.  2,856,  Cód.  Civ.).^ 

Además,  si  el  asegurador  careciera  del  derecho  que  le 
otorga  la  regla  que  precede,  el  asegurado  obtendría  el  va- 
lor de  la  cosa  destruida,  más  el  que  pudieran  tener  los  res- 
tos de  ella,  á  expensas  de  aquél,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  se 
haría  más  rico  á  expensas  y  con  perjuicio  de  él,  lo  cual  se- 
ría notoriamente  injusto. 

Puede  suceder  que  la  pérdida  ó  deterioro  de  la  cosa  ase- 
gurada se  deba  á  los  actos  de  un  tercero,  que  hubieren  da- 


1  Artícnlo  2,726,  Cód.  C¡v.  de  1884. 

2  Artículo  2,727,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,728,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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úo  origen  al  siniestro,  y  cpmo  en  tal  caso  es  fuera  de  toda 
duda  que,  tanto  el  asegurado  como  el  asegurador  tienen 
interés,  y  por  consiguiente,  acción  contra  ese  tercero,  para 
exigirle  la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  sufridos 
por  su  culpa,  ordena  el  artículo  2,866  del  Código  Civjl,  que 
el  dueño  no  pueda  ejercitar  tal  acción  sino  mancomunada- 
mente  con  el  asegurador,  á  fin  de  que  los  derechos  de  éste 
no  queden  burlados  ó  comprometidos. ' 

Pero  este  precepto  ha  dado  lugar  á  las  dos  reglas  siguien- 
tes, cuya  justicia  se  impone  por  la  simple  enunciación  de 
ellas. 

6?  Con  lo  que  se  obtuviere  por  el  ejercicio  de  la  acción 
del  dueño  contra  tercero,  por  la  pérdida  ó  deterioro  de  la 
cosa  asegurada,  se  debe  cubrir  primero  el  desembolso  he- 
•cho  por  el  asegurador,  y  el  sobrante  pertenece  al  asegura- 
do (art.  2,867,  Cód.  Civ.).= 

7^  El  asegurador  no  puede  suspender  ni  disminuir  el 
pago,  a  pretexto  del  ejercicio  de  la  acción  indicada:  porque 
obrando  así  faltaría  al  cuñlplimiento  de  su  obligación,  no 
sólo  porque  retardaría  indefinidamente  el  pago  de  la  indem- 
nización con  perjuicio  del  asegurado,  sino  porque  la  con- 
vertiría en  condicional  é  incierta,  dependiente  de  los  fallos 
de  los  tribunales  y  de  las  circunstancias  pecuniarias  de  aquél 
Á  quien  se  exige  la  responsabilidad  civil  (art.  2,857,  C^^- 
Civ.).^ 

8í  Cuando  la  cosa  fuere  asegurada,  no  por  el  dueño  si- 
'^no  por  el  que  sólo  tenga  en  ella  cierto  interés,  el  asegura- 
do debe  cobrar  la  indemnización;  pero  sólo  hace  suya  la 
parte  que  de  ella  corresponda  á  su  propio  interés,  y  el  due- 
ño debe  recibir  la  parte  restante  abonando  al  asegurado  la 


1  Artículo  2,738,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,739,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,759,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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que  en  los  seguros  pagados  corresponda  á  la  cantidad  re- 
cibida (arts.  2,860 y  2,861,  Cód.  Civ.).' 

La  Exposición  de  motivos  justifica  esta  regla,  diciendo, 
que  la  equidad  se  opone  á  que  un  extraño  lucre  sin  causa 
con  los  bienes  de  otro,  recibiendo  una  cantidad  mayor  que 
la  asegurada:  así  como  que  el  dueño  de  los  bienes  participe 
de  las  ve'ntajas  del  seguro  sin  contribuir  á  los  gastos. 
•  La  regla  á  que  nos  referimos  supone,  que  el  tercero  que, 
para  garantir  el  interés  que  tiene  en  la  conservación  de  de- 
terminada cosa,  obtiene  el  seguro  de  ella  y  cobra  la  indem- 
nización convenida  para  el  caso  de  siniestro;  y  ordena'que 
pagado  ese  interés,  el  resto  de  ella  se  entregue  al  dueño 
de  la  cosa,  mediante  el  pago  que  hará  á  su  vez  de  la  parte 
proporcional  de  las  primas  pagadas  por  el  tercero,  corres- 
pondientes á  la  porción  que  percibe  de  la  indemnización; 
porque  satisfecho  el  interés  que  aquél  tenía,  no  es  justo  que 
el  dueño  de  la  cosa  sufra  porcompleto  la  pérdida  y  que  tal 
desgracia  le  permita  á  aquél  un  lucro  que  repugna  la  moral. 

Pero  sería  igualmente  repinante  que  el  dueño  lucrara 
con  perjuicio  (leí  tercero,  que  estuvo  pagando  algún  tiempo 
las  primas  xonvenidas,  y  tal  es  el  motivo  por  el  cual  exige 
la  ley,  como  requisito  indispensable,  que  sólo  puede  reci- 
bir la  parte  sobrante  de  la  indemnización,  reembolsando  al 
tercero  de  la  parte  proporcional  á  aquél  de  las  primas  que 
hubiere  pagado. 

Si  llegado  el  caso  previsto,  la  cosa  se  liberta  en  todo  ó  ' 
en  parte,  causando  gastos  de  salvamento,  están  obligados 
el  asegurador  y  el  asegurado  á  pagar  dichos  gastos  á  pro- 
rrata de  su  interés,  á  no  ser  que  el  asegurador  prefiera  pa- 
gar el  aseguramiento  (art.  2,858,  Cód.  Civ.)."" 

El  asegurado  sólo  tiene  derecho  para  reclamar  la  indem- 
nización, cuando  la  pérdida  6  deterioro  de  la  cosa  sobreviene 

1  Artículos  2,732  y  2,733,  Cód.  C¡v.  de  1884. 

2  Artículo  2,730,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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.antes  de  la  conclusión  del  plazo:  es  decir,  cuando  el  acci- 
dente se  verifica  dentro  del  plazo  estipulado  en  el  contrato, 
pues  de  otra  manera  reclamaría  una  cantidad  que  no  le  se- 
4'fa debida  (art.  2,876^  Cód.  Civ.).' 

El  contrato  de  seguro  no  exige  para  su  esencia  y  validez 
que  se  verifique  necesariamente  el  caso  fortuito  previsto  en 
^él,  de  manera  que  si  éste  no  se  llega  á  realizar  tío  se  pro- 
-duzca  ninguna  obligación  para  los  contratantes. 

El  efecto  de  él  es,  que  el  asegurado  contraiga  la  obliga- 
ción de  pagar  la  prima  convenida  durante  un  tiempo  inde- 
^nido  ó  determinado  en  cambio  de  la  que  el  asegurador 
contrae  de  pagar  la  indemnización  estipulada,  si  durante 
ese  tiempo  acontece  el  caso  fortuito  previsto. 

En  consecuencia,  la  obligación  del  asegurado  se  comien- 
za á  ejecutar  desde  luego,  ya  sea  pagando  en  un  soló  acto 
-el  importe  de  la  prima,  ya  en  prestaciones  periódicas;  pero 
/la  del  asegurador  no  es  exigible  sino  hasta  el  verificativo 
•del caso  fortuito  previsto,  Y  por  tanto,  si  esteno  llega  á ve- 
rificarse, queda  libre  de  toda  responsabilidad. 

Si  el  caso  fortuito  se  verifica  después  del, tiempo  estipu- 
lado ya  no  tiene  derecho  alguno  -el  asegurado  para  exigir 
la  indemnización  convenida,  por  la  sencilla  razón  de  que 
entonces  ya  no  existe  el  contrato,  se  han  extingin'do  los  vín- 
culos que  creó  entre  los  contratantes. 

Tal  es  el  principio  qué  establece  la  regla  á  que  se  refie- 
ren estas  observaciones,  el  cual  no  es  perceptible  á  primera 
vista,  por  más  que  no  sea  otra  cosa  que  la  reproducción  de 
un  principio  elemental  de  derecho. 

Pueden  ser  materia  del  contrato  de  seguro,  según  el  ar- 
artículo  2,877  <i^l  Código  Civil:' 

I?  La  vida: 

2?  Las  acciones  y  derechos: 


1  Artículo  2,748,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,749,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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3?  Las  cosas  raíces: 

4?  Las  cosas  muebles. 

Deberíamos  hacer  separadamente  el  estudio  de  cada  una 
de  estas  especies  de  seguros ;  'pero  como  tenemos  que  se- 
guir estrictamente  el  orden  establecido  por  el  Código  Civil 
y  éste  es  deficiente,  porque  consagra  unos  cuantos  preceptos 
para  cada  una  de  aquéllas,  cuando  se  han  escrito  volúmenes 
sobre  ellas,  creemos  que  no  debemos  salir  de  la  exposición 
de  esos  preceptos,  porque  si  lo  hiciéramos,  obraríamos  con  - 
tra  el  carácter  de  estas  lecciones. 

El  Código  Civil  no  da  una  definición  del  seguro  de  la 
vida,  pero  puede  inferirse  de  la  que  da  del  seguro  en  ge- 
neral, diciendo  con  Marshall  que,  es  un  contrato  por  el  cual 
st  obliga  el  asegurador,  mediante  una  prima  pagada  por 
una  sola  vez  ó  dividida  en  prestaciqnes  periódicas,  á  pagar 
á  la  persona  en  cuyo  provecho  se  constituye  el  seguro,  á  la 
muerte  del  individuo  cuya  vida  se  asegura,  ó  á  la  conclusión 
de  un  tiempo  determinado. 

De  esta  definición  se  infiere,  que  el  seguro  de  la  vida 
puede  hacerse  de  dos  maneras: 

i^  Para  el  caso  de  muerte: 

2?  Para  el  caso  en  que  el  asegurado  viva  después  de  una 
época  determinada. 

Cuando  no  se  fija  la  época  de  la  muerte,  el  asegurador 
se  obliga,  mediante  una  prima  anual  ó  una  suma  pagada 
inmediatamente,  á  pagar  después  de  la  muerte  del  asegu- 
rado el  capital  convenido  á  los  herederos  de  éste  ó  á  la 
persona  ó  personas  que  hubiere  designado. 

En  el  segundo  caso,  el  asegurado  se  obliga  á  pagar  un 
capital  al  asegurado,  si  sobrevive  después  del  tiempo  ó 
época  convenida. 

El  seguro  puede  ser  el  objeto  de  multitud  de  condiciones 
y  combinaciones,  dependientes  todas  de  la  voluntad  de  los 
interesados,  y  por  lo  mismo,  puede  estipularse  por  deter- 


Digitized  by 


Google 


240  Lecciones  de  Derecho  Civil. 

minado  tiempo,  sin  que  el  asegurador  quede  obligado  á  pa- 
gar cantidad  alguna  al  asegurado;  y  en  tal  caso,  el  simple 
lapso  del  término  convenido  pone  fin  al  contrato,  sin  que 
aquél  reporte  obligación  de  ninguna  especie,  aunque  éste 
quede  afectado  de  gravísima  enfermedad  de  la  que  muera 
luego  (art.  2,881,  Cód.  Civ.)/ 

El  seguro  de  la  vida  puede  ser  para  sólo  el  caso  de  muer- 
te natural  ó  para  todo  evento,  aun  cuando  sea  de  muerte 
violenta;  pero  concertado  en  esta  última  forma,  no  produ- 
ce efectos  legales  cuando  la  muerte  ha  sido  procurada  por 
suicidio  (arts.  2,878  y  2,882,  Cód.  Civ.).^ 

La  razón  es,  porque  el  seguro  se  otorga  previendo  los 
riesgos  ordinarios  de  muerte,  que  sirven  de  base  para  cal- 
cular el  importe  de  la  prima,  en  los  cuales  no  era  natural 
incluir  el  atentado  del  asegurado  contra  su  propia  exis- 
tencia. 

Además,  la  ley  ha  debido  excluir  todos  aquellos  casos  en 
que  pudiera  cometerse  un  fraude  contra  los  intereses  del 
asegurador,  obteniendo  de  él  el  asegurado,  mediante  el  pa- 
go de  una  cantidad  insignificante,  una  fuerte  para  sus  he- 
rederos; y  en  la  práctica  existen  pruebas  que  justifican  esta 
previsión  de  la  ley,  porque  ha  habido  hombres  que  han 
obtenido  el  seguro  sobre  su  vida,  y  muy  poco  tiempo  des- 
pués se  han  suicidado  para  que  sus  herederos  perciban  la 
indemnización  y  obtengan  un  patrimonio  de  que  carecían. 

Sin  embargo,  los  comentaristas  del  derecho  inglés  y  del 
americano,  sostienen,  á  nuestro  juicio,  con  razón,  que  el 
principio  á  que  aludimos  no  es  aplicable  cuando  el  suicidio 
es  producido  por  un  acto  de  perturbación  mental  que  priva 
al  individuo  de  la  facultad  de  discernir  lo  justo  de  lo  injusto; 
pues  en  tal  caso  no  existe  la  razón  que  motivó  la  sanción 
de  este  principio,  esto  es,  no  ha  habido  fraude  de  parte  del 

i  Artículo  2,753,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2,750  y  2,754,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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asegurado,  sino  un  acto  de  insanidad  que  no  le  es  imputable. 

Por  idénticas  razones  establecen  todas  las  legislaciones 
el  principio,  según  el  cual,  no  produce  ningún  efecto  el  se- 
guro cuando  el  asegurado  muere  de  muerte  violenta  pro- 
curada por  sus  propios  actos,  como  una  batalla,  un  duelo, 
ó  cuando  es  condenado,  por  la  comisión  de  un  delito,  á  la 
pena  capital. 

En  el  caso  de  suicidio,  como  el  seguro  no  produce  nin- 
gún efecto  legal,  los  herederos  del  suicida  tienen  derecho 
de  exigir  la  devolución  de  la  prima,  que  es  el  precio  del  se- 
guro, que  no  pudo  prestar  el  asegurador  por  culpa  de  aquél, 
y  que,  por  lo  mismo,  no  tiene  derecho  para  retenerla  en  su 
poder. 

El  seguro  de  la  vida  sólo  se  puede  hacer  por  la  misma 
persona  cuya  vida  se  asegura,  y  la  indemnización,  llegado 
el  caso,  se  debe  considerar  como  parte  del  caudal  mortuo- 
rio, y  se  debe  aplicar  conforme  á  derecho  (art.  2,879,  Cód.  . 
Civ.).' 

La  Exposición  de  motivos  justifica  este  precepto,  dicien- 
do que  tiene  por  objeto  evitar  el  riesgo  á  que  quedaría  ex- 
puesto el  individuo  cuya  vida  fuere  asegurada  por  otro  sin 
su  consentimiento;  y  esa  es  la  razón  en  que  se  fundan  al- 
gunas legislaciones  extranjeras,  como  la  americana,  para 
consignar  el  mismo  principio.'' 

Sin  embargo,  nuestro  Código  de  Comercio,  siguiendo  al 
Español,  sanciona  el  principio  contrario  en  el  artículo  430, 
declarando  que  el  que  asegure  á  una  tercera  persona,  es  el 
obligado  á  cumplir  las  condiciones  del  seguro. 

Es  decir,  que  uno  y  otro  Código,  el  Civil  y  el  de  Comer- 
cio, establecen  principios  notoriamente  contradictorios,  de 
lo  que  resulta  algo  que  no  tiene  explicación  posible. 

Según  el  sistema  adoptado  por  el  Código  Civil,  nadie  pue- 

vj  Artículo  2,751,  Cód.  Civ.  de  1884. 
2  Cookc,  The  law  of  lifc  insurance,  $4  64  y  76. 
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de  celebrar  el  contrato  de  seguro  sobre  la  vida  de  otro,  por 
estimarse  ese  acto  peligroso  para  la  existencia  del  asegura- 
do, y  por  consiguiente,  inmoral  é  ilícito;  pero  según  el  siste- 
ma del  Código  de  Comercio,  es  perfectamente  moral  y  lícito 
y  de  ninguna  manera  peligroso. 

Resulta,  pues,  la  consecuencia  absurda  y  repugnante  de 
que  el  seguro  sobie  la  vida  de  tercero,  es  inmoral  cuando 
se  celebra  como  un  contrato  civil,  y  es  perfectamente  moral 
cuando  es  un  contrato  mercantil;  ó  lo  que  es^lo  mismo,  que 
para  el  legislador,  es  unas  veces  moral  y  otras  inmoral,  sin 
que  haya  circunstancia  alguna  que  influya  de  ninguna  ma- 
nera en  el  cambio  de  calidad. 

Fundado  en  las  mismas  consideraciones  que  el  precepto 
á  que  aludimos,  y  para  garantir  la  vida  del  asegurado  con- 
tra los  atentados  de  los  herederos  ó  de  los  que  resulten  be- 
neficiados por  su  muerte,  declara  el  artículo  2,880  del  Có- 
digo, que  las  personas  que  hayan  procurado  la  muerte  del 
asegurado,  nunca  tendrán  derecho  al  aseguramiento  de  la 
vida  de  éste,  esto  es,  á  la  indemnización  convenida,  aunque 
para  ellas  se  hubiere  pactado  ésta,  y  que  ningún  pacto  en 
contrario  es  válido. ' 

Indicamos  ya,  que  también  pueden  ser  materia  d^l  con- 
trato de  seguro,  los  derechos  y  acciones,  y  ahora  debemos 
advertir  que  tal  contrato  puede  recaer  sobre  ellos,  aun  cuan- 
do sean  litigiosos  (art.  2,884,  Cód.  Civ.)." 

Pero  á  fin  de  evitar  los  fraudes  que  pudieran  .cometerse 
por  el  dueño  del  ó  de  los  derechos  litigiosos,  declara  el  ar- 
tículo 2,886  del  Código,  que  el  seguro  de  un  derecho  liti- 
gioso no  obliga  al  asegurador  sino  después  que  se  haya 
pronunciado  sentencia  irrevocable,  que  no  lo  sea  por  desis- 
timiento del  interesado  ó  por  haberse  pronunciado  en  su 
rebeldía.  ^ 


1  Artículo  2,752,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,756,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,758.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Creemos  que,  además  del  fin  que  hemos  indicado,  tiene 
por  fundamento  el  precepto  referido,  la  consideración  de 
que,  antes  de*  que  se  decida  por  sentencia  ejecutoria  que 
el  derecho  litigioso  no  forma  parte  del  patrimonio  del  ase- 
gurado, no  está  definitivamente  perdido  ese  derecho,  mate- 
ria sobre  la  cual  recae  el  seguro. 

El  precepto  á  que  aludimos  se  funda  en  el  principio  que 
antes  hemos  establecido,  según  el  cual,  el  seguro  sólo  tiene 
por  objeto  garantizar  al  asegurado  las  pérdidas  á  que  está 
expuesto  por  un  caso  fortuito,  y  le  impone  á  éste  la  obliga- 
ción de  probar  que  el  daño  previsto  en  el  contrato,  ocurrió 
sin  culpa  de  su  parte. 

Y  es  fuera  de  toda  duda  que  el  desistimiento  voluntario 
del  interesado,  así  como  el  hecho  de  haberse  seguido  el  jui- 
cio en  su  rebeldía,  son  actos  culpables  de  él,  que  no  pueden 
refluir  nunca  en  perjuicio  de  los  intereses  del  asegurador, 
sin  agravio  de  )a  justicia. 

Como  consecuencia  necesaria  de  este  principio,  declara 
X  también  el  artículo  2,887  ^^^  Código,  que  tampoco  está  obli* 
gado  el  asegurador,  si  el  asegurado  termina  el  pleito  por 
transacción.' 

Esta  constituye  un  acto  enteramente  voluntario  del  ase- 
gurado, no  es  un  caso  fortuito,  no  produce  los  efectos  de 
tal,  segúti  los  principios  elementales  de  derecho,  que  exigen 
que  ninguno  de  los  contratantes  sea  responsable  del  verifi- 
cativo de  tal  caso,  que  impide  el  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción que  se  impuso  ú  obliga  al  otro  á  una  pérdida. 

El  principio  general  que  hemos  establecido,  según  el  cual, 
pueden  ser  objeto  del  contrato  todos  los  derechos  y  acciones 
aun  cuando  sean  litigiosos,  sufre  excepción  cuando  se  trata 
de  los  derechos  y  acciones  á  una  herencia  futura,  por  el  justo 
temor  de  que  el  asegurado  atente  contra  la  vida  de  las  per- 

1  Artículo  2,759,  Cód.  Civ.  de  1884.  I 
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senas  á  cuya  sucesión  es  llamado  por  la  ley;  y  tal  es  el  mo- 
tivo que  indujo  al  legislador  á  establecer  esta  excepción  y 
á  sancionarla,  declarando  la  nulidad  del  contrato  que  la  in- 
fringiere  (art.  2,885,  Cód.  Civ.)/ 

Fundado  en  las  mismas  consideraciones  que  el  precepto 
que  prohibe  que  el  seguro  sobre  la  vida  se  contrate  por  otra 
persona  distinta  de  la  interesada,  declara  el  artículo  2.888 
del  Código  Civil,  que  los  que  tienen  algún  giro  mercantil 
ó  industrial,  ó  de  cualquiera  otra  clase  en  finca  ajena,  no 
pueden  asegurar  el  valor  de  su  establecimiento,  sin  asegu- 
rar el  valor  de  la  finca  en  favor  del  propietario  para  el  caso 
de  siniestro,  y  que  si  éste  sobreviene,  se  observe,  respecto  de 
la  indemnización,  lo  dispuesto  en  los  artículos  2,861  y  2,862.' 

Esto  es,  el  asegurado  sólo  hará  suya  la  parte  de  la  indem- 
nización que  corresponde  á  su  propio  interés,  y  el  dueño  re- 
cibirá la  parte  restante,  abonando  á  aquél  la  que  en  las  pr¡* 
mas  pagadas  corresponda  á  la  cantidad  que  reciba. 

Con  el  laudable  fin  de  evitar  que  el  contrato  de  seguro 
se  convierta  en  el  origen  de  punibles  fraudes,  que  no  sólo 
pudieran  escapar  de  la  acción  de  los  tribunales  represivos, 
sino  que  se  harían  imposibles  de  evitar,  establece  el  Código 
las  reglas  siguientes  para  el  caso  de  seguro  para  incendio: 

I.  Si  por  razón  del  giro  mercantil  ó  industrial,  establecido 
en  la  finca  urbana,  tuvieren  que  introducirse  en  ésta  mate- 
rias  combustibles,  deberá  contener  la  póliza,  además  de  los 
requisitos  comunes: 

I?  Una  certificación  de  los  encargados  de  policía,  por  la 
que  conste  que  los  reglamentos  de  ésta  no  han  sido  viola- 
dos en  la  importación  de  dichos  efectos: 

2?  Nota  expresa  de  haber  dado  aviso  á  los  colindantes  y 
haber  contestado  éstos  de  enterados  (art.  2,889,  Cód.  Civ.).^ 


1  Artículo  2,757,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2,760  y  2,733  y  2,734,  Cód.  Civ.  de  18S4. 

3  Artículo  2,761,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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II.  En  el  caso  expresado,  puede  estipular  el  asegurador 
el  derecho  de  hacer,  siempre  que  lo  crea  necesario,  la  ins- 
pección de  los  objetos  y  su  colocación  (art  2,890,  Cód. 
Civ.).' 

Dijimos  en  su  oportunidad,  que  pueden  ser  objeto  del 
seguro,  entre  otras  cosas,  I03  muebles,  que,  como  es  sabido, 
se  dividen  en  fungibles  y  no  fungibles  ó  que  no  se  consu- 
men por  el  uso. 

Respecto  de  las  primeras  ofrece  dificultad  la  constitución 
del  seguro  porque  no  se  pueden  identificar  de  la  misma  ma- 
nera que  las  segundas:  pero  como  no  es  esta  una  razón  pa- 
ra excluirlas-de  las  ventajas  que  aquélla  ofrece,  sobre  todo, 
cuando  numerándolas,  pesándolas  ó  midiéndolas,  quedan 
en  cierto  manera  identificadas,  porque  así  entran  en  el  co- 
mercio, determina  la  ley,  que  tales  cosas  pueden  asegurarle, 
á  condición  de  que  se  exprese  claramente  su  número,  peso, 
medida,  cantidad  y  calidad. 

Además  de  que,  de  esta  manera  quedan  identificadas  las 
cosas  fungibles  y  pueden  determinarse,  se  evitan  los  frau- 
des de  que  pudieran  ser  víctimas  el  asegurador  y  el  asegu- 
rado; pues  si  faltaran  las  circunstancias  enunciadas,  sería 
imposible  determinar  esas  cosas,  y  por  consiguiente,  la  ex- 
tensión del  perjuicip  producido  por  el  siniestro.  Tal  es  la 
razón  por  la  cual  declara  er  artículo  2,891  del  Código,  que 
es  nulo  el  seguro  de  cosas  fungibles,  si  no  se  expresan  cla- 
ramente su  número,  peso,  medida,  cantidad  y  calidad.' 

El  contrato  de  seguro,  no  nos  cansaremos  de  repetirlo» 
tiene  por  objeto  garantir  al  asegurado  de  los  perjuicios  que 
en  las  cosas,  objeto  de  él,  pueden  causar  determinados  ca- 
sos fortuitos,  sin  culpa  del  asegurado;  y  este  principio,  que 
es  fundamental,  es  el  punto  de  donde  se  derivan  todas  las 


1  Artículo  2,762,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,763,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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consecuencias  aplicables  á  todas  y  cada  una  de  las  especies 
en  que  tal  contrato  se  divide. 

Por  este  motivo  dice  el  artículo  2,892  del  Código  Civil, 
refiriéndose  al  seguro  constituido  para  garantizar  los  ries- 
gos del  transporte  terrestre,  que  cuando  el  aseguramiento 
tiene  por  objeto  el  transporte  dq  cualquiera  cosa,  y  se  desig- 
nan la  manera  y  medios  de  conducirla,  así  como  el  camino 
que  debe  seguirse,  el  asegurador  queda  libre  de  sus  obli- 
gaciones, si  se  verifica  el  transporte  con  infracción  del  con- 
trato. ' 

El  contrato  no  produce  ningún  efecto,  ó  mejor  dicho,  se 
tiene  como  no  existente,  cuando  habiendo  sido  hecho  para 
un  transporte,,  dejare  de  verificarse  éste  por  caso  fortuito  ó 
fuerza  mayor;  porque  ya  no  tiene  objeto  sobre  que  recaer. 
Y  como  sería  injusto  que  en  tal  caso  conservara  el  asegu- 
rador, sin  título  alguno,  lo  que  por  cuenta  del  seguro  hu- 
biere recibido,  de  aquí  la  obligación  que  le  impone  la  ley 
de  restituirlo  (arts.  2,893  y  2,894,  Cód.  Civ.).' 

Es  excusado  advertir,  como  lo  hacen  los  artículos  2,894 
y  2,896  del  Código  Civil,  que  si  el  trasporte  deja  de  veri- 
ficarse ó  no  se  lleva  totalmente  á  su  término  por  culpa  del 
asegurador,  es  éste  responsable  de  los  daños  y  perjuicios 
que  sufra  el  asegurado;  porque  esto.es  una  consecuencia 
necesaria  de  los  principios  generales  que  rigen  á  todos  los 
contratos,  que  hacen  responsable  al  contratante  que  falta  al 
cumplimiento  del  contratto,  de  los  daños  y  perjuicios  que, 
por  su  culpa,  sufre  el  otro  interesado.  ^ 

El  segundo  de  los  preceptos  indicados  establece  también 
una  regla  fundada  en  las  exigencias  de  la  justicia  y  la  equi- 
dad, declarando  que  si  el  transporte  comenzó  y  no  llegó  á 
su  término,  el  contrato  surte  todos  sus  efectos;  porque  no 


1  Artículo  2,764,  Cód,  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2,765  y  2,766,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículos  2,766  y  2,768,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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fué  culpadel  asegurador  que  los  efectos  transportados  no  lle- 
garan al  lugar  convenido,  sino  por  la  voluntad  del  asegu- 
rado, y  no  es  justo  que  las  consecuencias  de  ésta,  contraria 
á  lo  estipulado  en  el  contrato,  refluyan  en  perjuicio  de  sus 
intereses. 

Además,  si  se  estableciera  otra  cosa,  se  daría  lugar  á  la 
comisión  Nde  fraudes;  porque  bastaría  que,  por  voluntad  del 
asegurado^  ó  por  cualquiera  otra  causa,  ^e  suspendiera  el 
transporte,  impidiendo  que  llegaran  los  objetos  al  lugar  de 
su  destino,  para  que  quedaran  burlados  los  derechos  del 
asegurador. 

Cuando  el  transporte  deja  de  verificarse,  no  por  caso  for- 
tuito ó  por  fuerza  mayor,  ni  por  culpa  del  asegurador,  sino 
por  alguna  causa  diversa,  éste  sólo  puede  cobrar  el  diez  por 
ciento  de  la  prnna  convenida;  quedando  así  conciliados  los 
intereses  de  ambos  contratantes,  pues  el  asegurador  recibe 
por  vía  de  daños  y  perjuicios  el  diez  por  ciento  del  impor- 
te de  la  prima,  y  el  asegurado  que  no  perdió  sus  bienes,  el 
pago  de  esa  pequeña  cantidad  (art.  2,895,  Cód.  Civ.).' 

Esta  razón  expendida  por  algún  autor,  no  nos  satisface, 
porque  no  encontramos  justo  que  el  asegurado,  por  cuya 
voluntad  no  se  verifica  el  transporte,  esté  solamente  obliga- 
do á  pagar  eí  diez  por  ciento  del  importe  de  la  prima,  elu- 
diendo á  su  arbitrio  el  cumplimiento  del  contrato,  contra  la 
prohibición  de  la  ley,  que  no  permite  que  dependa  éste  de 
la  voluntad  de  los  contratantes. 

Cuando  la  cosa  asegurada  se  pierde,  y  antes  de  que  se 
pague  la  indemnización,  se  encuentra  ó  se  tiene  constancia 
del  lugar  donde  se  halla,  el  contrato  debe  continuar  hasta 
su  término;  y  el  asegurador  no  tiene  obligación  más  que  res- 
pecto de  los  deterioros  que  hubiere  habido;  pues  entonces 
se  ha  verificado  el  caso  fortuito  previsto  en  el  contrato,  y  por 


I   Artículo  2.ÍÍ67,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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lo  mismo,  cumple  su  obligación,  indemnizando  al  asegura- 
do los  perjuicios  que  sufriere  por  los  deterioros  de  la  cosa 
(art.  2:897,  Cód.  Civ.).' 

Pero  si  la  cosa  perdida  se  halla  después  de  pagada  la  in- 
demnización, el  asegurado  puede  á  su  arbitrio  retener  esa 
cosa  ó  la  cantidad  que  haya  recibido;  pero  no  ambas,  por- 
que obtendría  un  lucro,  se  enriquecería  á  expensas  del  ase- 
gurador, contra  lo  que  exigen  la  moral,  la  justicia  y  el  fin 
que  se  propusieron  los  contratantes  al  celebrar  el  contrato. 

Este  fin  no  es  otro  que  el  de  garantir  al  asegurado  de 
los  daños  y  perjuicios  que  pudiera  sufrir  á  consecuencia  del 
verificativo  de  determinados  casos  fortuitos,  de  manera  que 
quedara  en  la  misma  situación  que  si  no  hubiera  sufrido 
aquéllos;  y  como  tal  objeto  se  obtiene  cuando  el  asegurado 
recibe  el  importe  de  la  indemnización  estipulada,  no  hay 
una  causa  legal  que  le  pueda  autorizar  para  que  retenga  á 
la  vez  la  cosa  que  suponía  perdida. 

Las  reglas  expuestas  y  las  ligeras  explicaciones  que  he- 
mos hecho,  demuestran  la  insuficiencia  de  ellas  para  regir 
el  contrato  de  seguros,  y  nos  prestan  sólido  fundamento 
para  establecer,  que  el  Código  Civil  es  deficiente  en  tan 
importante  materia,  sin  que  sea  dable  suplir  esa  deficiencia 
por  las  reglas  generales  de  los  contratos,  porque  en  muchas 
ocasiones  no  lo  permitirá  la  naturaleza  especial  de  él. 

Pero  se  hace  más  notoria  la  deficiencia  del  Código,  cuan- 
do se  buscan  las  reglas  que  establezcan  la  manera  de  ter- 
minarse el  contrato  de  seguro,  pues  no  contiene  un  solo 
precepto  que  se  dirija  á  este  fin. 

Esta  circunstancia  nos  obliga  á  establecer  que  el  contrato 
de  seguros  se  termina,  según  el  Código  Civil,  de  la  misma 
manera  y  por  las  mismas  causas  que  los  demás  contratos. 

Para  terminar  este  capítulo  diremos,  que  el  artículo  2,899 


I  Artículo  2,769,  Cód.  Cív.  de  1884. 
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de  dicho  Código,  sanciona  el  principio  que  antes  hemos 
establecido,  declarando  que  el  seguro  marítimo  es  un  con- 
trato mercantil,  que  se  rige  solamente  por  los  preceptos  del 
Código  de  Comercio.* 


DEL  JUEGO  Y  DE  LA  APUESTA 


El  juego,  considerado  en  general,  es  un  acto  que  tiene 
por  objeto  procurar  el  descanso  y  la  expansión  del  ánimo, 
y  bajo  tal  aspecto,  se  comprende  desde  luego,  no  tiene  nin- 
g[una  atingencia  con  los  principios  del  derecho. 

Pero  si  dos  personas  convienen  en  que  la  que  pierda  pa- 
gará á  la  otra  determinada  cantidad  de  dinero,  el  juego 
pierde  su  carácter  de  simple  diversión  para  convertirse  en 
un  acto  jurídico,  sujeto  necesariamente  á  las  prescripciones 
del  derecho,  que  determinan  su  naturaleza  y  sus  efectos. 

Considerado  bajo  este  aspecto,  el  juego  es  un  contrato 
por  el  cual  convienen  dos  ó  más  personas  en  que  la  que 
pierda  pague  cierta  cantidad  ú  otra  cosa  fijada  de  ante- 
mano. " 

Hay  tres  clases  ó  especies  de  juegos: 

I?  Juegoí^  cuyo  éxito  depende  única  y  exclusivarnénte 
de  la  destreza  é  inteligencia  del  jugador,  como  el  ajedrez, 
el  billar,  la  esgrima,  etc.,  etc.,  por  cuyo  motivo  se  les  llama 
de  destreza: 

2?  Juegos  cuyo  resultado  depende  únicamente  del  azar, 
como  la  banca,  los  dados,  la  ruleta,  etc.,  y  que  se  les  llama 
de  azar: 


1  Articulo  2,771,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Escriche,  Diccionario,  v?  Juego. 
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3?  Juegos  en  que  el  éxito  depende  tanto  del  azar  como 
de  la  destreza  é  inteligencia  de  los  jugadores,  como  el  tre- 
sillo, la  malilla  y  demás  de  cartas,  que  son  llamados  mixtos. 

No  son  consideradas  estas  tres  especies  de  juegos  de  la 
misma  manera  por  la  ley,  pues  mientras  que  otorga  su  pro- 
tección, dentro  de  ciertos  límites  á  la  primera  y  á  la  última, 
se  la  rehusa  por  completo  á  los  de  la  segunda  y  los  estima 
como  delitos  contrarios  al  orden  público. 

En  efecto:  siguiendo  los  principios  del  derecho  Romano 
y  de  nuestra  antigua  legislación,  el  Código  Penal  estima  el 
juego  de  azar  ó  de  suerte  como  delito,  é  impone  diversas 
penas  en  los  artículos  869  y  siguientes  á  los  dueños  de  ca- 
sas de  juego,  á  los  jugadores  y  expectadores  y  aun  á  los 
empleados  de  la  policía  que,  teniendo  el  deber  de  perse- 
guir el  juego,  dejaren  de  hacerlo  en  algún  caso. 

Inspirándose  en  los  mismos  principios,  declara  el  artículo 
2,900  del  Código  Civil,  que  la  ley  no  concede  acción  algu- 
na para  reclamar  una  deuda  contraída  en  juego  prohibido; 
el  artículo  2,911  dice,  que  se  consideran  prohibidos,  todos 
los  juegos  en  que  la  ganancia  ó  la  pérdida  despendan  ex- 
clusivamente déla  suerte,  sin  intervención  del  ingenio  ó  de 
los  medios  lícitos  conocidos  por  ambas  partes. ' 

Esta  severidad  de  las  leyes  es  perfectamente  justa,  por- 
que el  juego  de  suerte  ó  azar  es  un  verdadero  azote  social, 
ya  porque  protege  la  ociosidad,  separando,  como  decía  un 
jurisconsulto,  la  idea  de  la  ganancia  del  trabajo,  ya  por  la 
ruina  y  la  desolación  que  de  una  manera  repentina  introdu- 
ce en  las  familias,  reduciéndolas  á  la  mendicidad,  con  per- 
juicio de  las  buenas  costumbres,  y  por  tanto,  de  la  sociedad. 

Esta  no  puede  permitir  que  el  bienestar  y  el  porvenir  de 
las  familias  se  expongan  al  azar,  y  que  en  una  hora,  en  unos 
cuantos  instantes,  se  vean  privadas  de  todos  sus  recursos, 


I   Artículos  2,772  T  2,773,  ^'^''-  ^>v.  de  1884. 
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de  sus  esperanzas  para  lo  futuro  y  aun  de  los ^  medios  más- 
indispensables  para  la  existencia. 

La  ley  ha  obrado  cuerdamente  al  enumerar,  entre  los  de- 
litos, los  juegos  de  suerte  ó  azar,  y  al  haber  negado  toda  cla- 
se de  acción  para  reclamar  la  deuda  contraída  en  ellos ;  pues 
si  tales  juegos  son  contrarios  á  la  moral  y  al  orden  públicos, 
y  por  tal  motivo  se  les  ha  prohibido,  sería  absurdo  y  con- 
trario á  éstos  que  la  autoridad  de  los  tribunales  sirviese  para 
asegurar  los  efectos  de  un  hecho  ilícito. ' 

Pero  si,  como  dice  Escriche,  no  se  busca  en  los  juegos  líci- 
tos el  recreo  y  el  descanso  del  espíritu  fatigado,  el  desarrollo 
de  las  fuerzas  y  el  recobro  de  la  salud  perdida,  sino  que  los 
jugadores  sólo  tratan  de  despojarse  mutuamente  de  sus  bie- 
nes, como  dos  duelistas  procuran  quitarse  la  vida,  entonces» 
tales  juegos  ofrecen  los  mismos  peligros  é  inconvenientes 
que  los  prohibidos. 

Para  evitar  tales  inconvenientes  y  contener  á  los  juegos- 
lícitos  dentro  de  los  justos  límites  del  placer  y  del  interés 
público,  establece  la  ley  reglas  cuya  justicia  resalta  y  es  per- 
ceptible por  su  simple  enunciación. 

Tales  reglas  son  las  siguientes: 

1?  Las  deudas  contraídas  en  juegos  lícitos,  sólo  pueden 
demandarse  en  juicio,  si  no  excedieren  de  cien  pesos  (art. 
2,902,  Cód.  Civ.):^ 

2?  Si  para  eludir  la  regla  anterior,  se  suponen  varias 
apuestas  de  cantidad  igual  ó  menor  que  la  permitida,  y  lo- 


1  Elxposición  de  motivos. 

2  Artículo  2,774,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  en  los  términos  siguientes :  , 

'*Las  deudas  contraídas  enjuego  licito,  sólo  podrán  demandarse  en  juicio,  si  no  ex- 
cedieren de  la  cantidad  de  cien  pesos.  Los  premios  obtenidos  en  sorteos  de  loterías  esta- 
blecidas conforme  á  la  ley,  pueden  ser  demandados  cualquiera  que  sea  su  importe." 

La  reforma,  que  consistió  en  la  adición  del  período  que  se  refiere  á  los  premios  ob-- 
tenidos  en  loterías,  tuvo  por  objeto  sancionar  el  pago  de  éstos;  pues  si  la  ley  autoriza  el 
establecimiento  de  loterías  cuyos  premios  exceden  de  cien  pesos,  sería  inmoral  é  injusto- 
que  no  se  diera  acción  para  el  cobro  de  e§os  premios. 
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prueba  así  alguno  de  los  demandados,  perderá  el  actor  todo 
derecho,  sin  perjuicio  de  las  penas  en  que  pueda  Incurrir, 
conforme  á  las  prescripciones  del  Código  Penal  (art.  2,983, 
Cód.  Civ.).' 

El  límite  puesto  en  la  primera  de  las  dos  reglas  enuncia- 
das, impide  que  pueda  llevar  hasta  la  ruina,  la  irreflexión, 
la  ligereza  de  los  jugadores  en  una  hora  de  excitación  y 
falta  de  juicio;  y  la  segunda  tiene  por  objeto  la  observancia 
de  aquélla,  y  evitar  la  comisión  de  los  fraudes  que  tiendan  á 
eludirla,  para  lo  cual  bastaría  suponer  varias  apuestas  su- 
cesivas de  cantidad  igual  ó  menor  que  la  permitida. 

El  juego  es  un  contrato  aleatorio,  porque  sus  efectos  en 
cuanto  á  las  ganancias  y  pérdidas,  dependen,  para  ambos 
contratantes,  de  un  acontecimiento  incierto. 

Es,  además,  conmutativo,  pues  aun  cuando  el  que  gana 
recibe  la  cantidad  ó  cosa  convenida,  sin  estar  obligado  á  dar 
equivalente,  sin  embargo,  no  la  recibe  gratuitamente,  sino 
como  precio  del  riesgo  que  corrió  de  dar  otra  cosa  ó  canti- 
dad 'al  otro  interesado  si  hubiera  ganado. 

Los  juegos  lícitos,  restringidos  dentro  de  los  límites  esta- 
blecidos por  la  ley,  obtienen  la  protección  de  ella,  toda  vez 
que  otorga  acción  para  exigir  en  juicio  las  deudas  contraídas 
en  ellos;  y  en  tal  caso  constituyen  contratos  aleatorios,  que 
producen  todos  los  efectos  de  un  contrato  ordinario  de  de- 
recho civil. 

Pero  para  que  se  produzcan  tales  efectos,  es  indispen- 
sable que  el  contrato  á  que  nos  referimos,  reúna  todos  los 
requisitos  esenciales  para  la  validez  de  todos  los  contratos, 
que  Pothier  y  Escriche  enumeran  en  la  forma  siguiente:' 

1 9  Que  cada  uno  de  los  jugadores  tenga  derecho  de  dis- 
poner de  la  suma  que  juega,  esto  es,  que  tenga  capacidad 
para  obligarse  respecto  de  ella: 


1  Artículo  2,775,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Da  contrat  de  Jcu ;  Diccionario  v?  Juego. 
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2?  Que  cada  uno  de  los  jugadores  celebre  el  contrato  con 
un  conocimiento  perfecto,  es  decir,  libre  de  los  vicios  que, 
según  los  principios  generales  del  derecho,  lo  anulan  y  lo 
hacen  ineficaz,  como  el  dolo,  el  error  y  la  violencia. 

Tal  sería,  por  ejemplo,  como  dice  Pont,  el  caso  efl  que  un 
individuo  disimula  su  habilidad  en  el  juego,  para  el  cual  in- 
vita á  otro  que  carece  de  ella,  y  le  induce  á  jugar  y  á  hacer 
una  apuesta  más  ó  menos  considerable;  pues  en  tal  caso, 
el  jugador  que  ha  contratado  bajo  la  influencia  de  las  ma- 
quinaciones de  su  adversario,  otorgando  un  consentimiento 
que,  de  otra  manera  hubiera  rehusado,  no  queda  obligado 
por  él,  por  habérsele  arrancado  dolosamente.' 

3?  Que  haya  igualdad  entre  los  jugadores,  esto  es,  que 
el  riesgo  que  corre  cada  uno,  sea  igual  al  que  corre  el  otro, 
ya  poniendo  ambos  el  mismo  valor  en  el  juego,  ya  dando 
ventaja  el  más  diestro  al  que  lo  sea  menos,  de  manera  que 
haya  la  misma  probabilidad  de  ganar  por  una  que  por  otra 
parte. 

Sin  embargo,  este  requisito  puede  ser  modificado  por  la 
voluntad  del  contratante  menos  diestro  en  el  juego,  quien 
con  pleno  conocimiento  de  la  superioridad  de  su  adversario, 
puede  renunciar  toda  compensación,  pues  en  tal  caso  se 
•  presume  que  obra  así,  por  beneficencia  ó  por  otra  causa 
análoga. 

4?  Que  ninguno  de  los  jugadores  use  de  maniobras  frau- 
dulentas, esto  es,  que  se  ejetute  el  contrato  sin  dolo  ni  fraude, 
que,  como  es  sabido,  vician  y  anulan  todos  los  contratos. 

Los  jurisconsultos  se  han  dividido  en  la  discusión  relativa 
á  si  las  deudas  provenientes  del  juego  producen  una  obli- 
gación civil  ó  una  natural;  pero  no  creemos  conveniente 
entrar  en  ella,  ni  siquiera  exponer  los  fundamentos  en  que 
se  apoyan  las  diversas  y  encontradas  opiniones,  porque  es 

1  Des  pctits  contraes,  núm.  616. 
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íinútil,  toda  vez  que  nuestros  codificadores  adoptaron  la  opi- 
nión, según  la  que,  las  deudas  provenientes  del  juego,  en- 
gendran una  obligación  natural. 

En  efecto:  explicando  los  fundamentos  sobre  que  reposa 
'Cl  artíAilo  2,904  del  Código  Civil,  que  declara  que  el  que 
ha  perdido  en  el  juego  no  puede  repetir  lo  que  ha  pagado 
voluntariamente,  dicela  Exposición  de  motivos:  **Comoen 
el  juego  de  buena  fe  el  peligro  es  igual  para  los  interesa- 
dos, es  evidente  que  al  pagar  el  que  pierde,  cumple  con  una 
obligación  de  derecho  natural,  la  cual  basta,  según  las  doc- 
trinas admitidas  generalmente  en  derecho,  para  que  se  nie- 
gue la  repetición  de  lo  pagado.**' 

Poco  ó  nada  satisfactoria  es,  á  nuestro  juicio,  la  expli- 
*cación  que  precede,  que  no  tiene  siquiera  el  mérito  de  la 
novedad,  y  que  ya  ha  sido  victoriosamente  combatida  por 
Laurent. 

Este  fenombrado  jurisconsulto  critica  el  principio  á  que 
aludimos,  sancionado  por  el  artículo  1,967  del  Código  Fran- 
jees, diciendo  que  el  juego  es  reprobado  como  contrario  á 
las  buenas  costumbres  y  al  orden  público,  y  por  tanto,  las 
deudas  contraídas  én  él,  tienen  por  origen  una  causa  ilícita, 
Ja  cual,  según  los  priocipios  del  derecho,  permite  la  repe- 
tición. 

Y  luego  agrega:  "Si  es  cierto  que  el  juego  es  reprobado 
portjue  ofende  á  las  buenas  costumbres  y  al  interés  social, 
los  jugadores  carecen  de  derecho  para  invocar  sus  concien- 
cias y  para  obrar  según  sentimientos  muy  honrados  sin  du- 
da, pero  que,  en  el  caso,  tienden  á  contravenir,  indirecta- 
mente á  una  ley  de  orden  público."' 

Pero  el  principio,  según  el  cual,  el  que  ha  perdido  en  el 
juego,  no  puede  repetir  lo  que  ha  pagado  voluntariamente, 


1  Artículo  2,776,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Tomo  XXVII,  núm.  207. 
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no  es  absoluto,  sino  que  sufre  las  dos  excepciones  siguien- 
tes, que  sanciona  el  artículo  2,904  del  Código:' 

I?  En  caso  de  dolo  ó  fraude  de  la  otra  parte:  ó  en  cual- 
quiera otro  caso  en  que  el  contrato  no  debiera  producir  efec- 
to según  las  reglas  generales: 

2?  Cuando  la  cantidad  ó  cosa  que  se  pagó,  se  hubiere 
perdido  en  juego  prohibido. 

La  primera  excepción  se  deriva  inmediatamente  del  prin- 
cipio general  á  que  se  refiere,  pues  si  éste  niega  la  acción 
para  repetir  lo  que  se  haya  pagado  voluntariamente,  se  de- 
duce de  una  manera  lógica  é  incontrovertible,  que  aquel  que, 
ha  pagado,  inducido  por  dolo  ó  fraude  de  la  otra  parte,  no 
ha  obrado  con  voluntad,  y  por  lo  mismo,  debe  tener  derecho 
para  repetir  lo  que  así  pagó. 

Además,  según  los  principios  generales  del  derecho,  que 
no  hacen  más  que  reproducir  los  de  la  más  estricta  moral, 
á  nadie  puede  aprovechar  su  propio  fraude;  y  ciertamente 
se  destruiría  esta  máxima  fundamental,  si  no  se  otorgara  al 
que  pagó  siendo  víctima  del  dolo  ó  del  fraude,  acción  para 
repetir  la  cosa  ó  cantidad  pagada. 

La  segunda  excepción,  apenas  si  necesita  explicarse; 
pues  si  el  juego  de  suerte  ó  azar  está  prohibido  y  conside- 
rado por  la  ley  como  un  delito,  malamente  podría  autorizar 
ó  permitir  ésta  el  pago  de  las  deudas  contraídas  en  él,  ne- 
gando al  que  pagó  acción  para  repetir  la  cantidad  ó  cosa 
que  entregó  para  satisfacerlas.  Sería  tanto  como  sancionar 
la  comisióii  de  un  delito  previsto  y  penado  por  el  Código 
Penal. 

Por  esta  razón  declara  también  el  artículo  2,905  del  Có- 
digo Civil,  que  si  una  persona  juega  y  pierde  dinero  ajeno, 
ignorándolo  el  dueño,  puede  éste  demandar  la  suma  per- 
dida; pues  si  el  juego  es  un  delito  y  la  víctima  de  él  es  el 


I   Artículo  2,776,  Cód.  Civ.  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


256  Lecciones  de  Derecho  Civil. 


dueño  del  dinero,  es  natural  que  tenga  acción  para  obtener 
la  indemnización  civil/ de  los  delincuentes  (los  jugadores) 
cuyos  efectos  principales  consisten  en  la  restitución/ 

La  apuesta  se  define  generalmente  por  los  jurisconsultos, 
diciendo  que  es  el  contrato  por  el  cual  dos  ó  más  personas 
que  sostienen  cosas  contrarias,  se  obligan  á  pagar  una  su- 
ma ó  determinada  cosa  á  aquella  ó  aquellas  que  tengan 
razón. 

La  apuesta,  como  el  juego  al  cual  se  le  equipara  por  to- 
dos los  autores,  es  un  contrato  aleatorio  y  conmutativo, 
porque  sus  efectos  en  cuanto  á  la  ganancia  y  la  pérdida,  de- 
penden de  un  acontecimiento  incierto,  y  porque  aun  cuando 
el  que  gana  nada  tiene  que  dar  como  equivalente  de  lo  que 
recibe,  sin  embargo,  la  cantidad  ó  cosa  apostada  no  se  le 
entrega  gratuitamente,  sinacomo  precio  del  riesgo  que  co- 
rrió de  pagar  á  su  vez  al  otro  contratante  otra  cosa  ó  igual 
suma. 

La  ley  ha  tomado  en  consideración  esta  analogía  que 
existe  entre  el  juego  y  la  apuesta,  subordinando  uno  y  otro 
contrato  á  reglas  idénticas,  ya  mediante  el  señalamiento  de 
límites  de  los  cuales  no  pueden  pasar  las  apuestas  para  que 
sean  lícitas,  ya  mediante  la  declaración  de  la  nulidad  de 
aquellas  que  tengan  analogía  con  los  juegos  prohibidos. 

En  efecto,  el  artículo  2,906,  dice,  que  las  apuestas  he- 
chas de  buena  fe  y  fuera  del  juego,  S9n  válidas  cuando  el 
valor  no  excede  de  la  cantidad  de  cien  pesos;  y  el  artículo 
2,910  declara,  que  es  nula  toda  apuesta  que  tenga  analogía 
con  un  juego  prohibido.' 

Uno  y  otro  precepto  descansan  sobre  consideraciones  que 
tienen  por  objeto  el  bien  público  y  evitar  que  se  produzcan, 
mediante  las  apuestas,  los  males  desastrozos  que  ocasionan 
aun  los  juegos  lícitos  llevados  fuera  de  límites  racionales 


1  Artículo  2,777,  Cód.  Cív.  de  1884. 

2  Artículos  2,778  y  2,782,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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y  justos,  y  que  bajo  el  nombre  de  apuestas  se  viole  la  ley 
ejecutando  los  actos  que  constituyen  los  juegos  prohibi- 
dos; ó  lo  que  es  lo  mismo,  la  ley  ha  querido  evitar  que 
éstos  se  disfracen  bajo  la  apariencia  de  una  diversión  ho- 
nesta. 

Pero  como  lo  expresa  con  toda  claridad  el  primero  de  los 
preceptos  indicados,  sólo  son  válidas  y  producen  efectos 
jurídicos  las  apuestas  hechas  de  buena  fe,  que  están  con- 
tenidas dentro  de  los  límites  que  él  les  señala;  lo  cual  nos 
conduce  necesariamente  á  averiguar  cuáles  son  las  apues- 
tas hechas  de  buena  fe. 

El  Código  Civil  no  establece  reglas  especiales  sobre  el 
'articular,  pero  sí  sanciona  una  que,  por  contraposición,  nos 
hace  conocer  cuáles  son  tales  apuestas. 

En  el  artículo  2,907  declara,  que  se  considera  de  mala  fe 
la  apuesta,  siempre  que  una  de  las  partes  haya  conocido  la 
verdad  á  tiempo  de  provocar  ó  aceptar  aquélla;  porque  en- 
tonces  no  es  dudoso  para  esa  parte  la  verdad  ó  la  existen- 
cia del  hecho  que  motivó  la  discusión  y  que  se  concertara 
el  contrato. " 

Si,  pues,  hay  mala  fe  cuando  existe  la  circunstancia  in- 
dicada, es  claro  que  habrá  buena  fe  cuando  ninguno  de  los 
contratantes  ha  conocido  la  verdad  al  tiempo  de  provocar 
6  aceptar  la  apuesta. 

Esta  puede  hacerse  sobre  cosas  cuya  ejecución  dependa 
de  los  mismos  interesados,  ó  sobre  cosas  pasadas,  presen- 
tes ó  futuras  que  sean  inciertas  para  ellos;  pero  como  en  el 
primer  caso  contraen  la  obligación  de  ejecutar  lo  que  mo- 
tivó la  apuesta,  se  infiere  que  si  la  persona  obligada  no  hace 
loque  debía  para  obtener  resultado,  pierde  la  apuesta  (art. 
2,909,  Cód.  Civ.).= 

La  razón  es  obvia:  si  no  fuera  así,  quedaría  al  arbitrio  de 
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/Art 


x/Artfculo  2,779,  C6d.  Civ.  de  1884. 
Artículo  2,781,  Céd.  Civ.  de  1884. 
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uno  de  los  contratantes  que  no  se  verificara  el  hecho  cuya 
existeacia  debería  decidir  del  triunfo  ó  pérdida  del  otro  con- 
tratante, ó  lo  que  es  lo  mismo,  dependería  de  su  voluntad 
el  cumplimiento  del  contrato,  contra  los  principios  elemen- 
tales del  derecho,  que  prohiben  tal  abuso. 

Por  lo  demás,  fácil  es  comprender  que  la  ley  sólo  exige 
para  la  validez  de  la  apuesta,  que  se  haga  de  buena  fe  y  que 
no  sea  exorbitante,  esto  es,  que  no  salga  de  los  Ifmites 
que  ella  misma  le  señala;  pero  no  que  las  partes  arriesguen 
cantidades  iguales,  pues  la  igualdad  de  las  obligaciones  que 
exigen  la  justicia  y  la  equidad  en  todos  los  contratos,  la  es- 
tablecen los  interesados  midiendo  la  mayor  6  menor  pro- 
babilidad que  tienen  de  ganar,  compensando  el  mayor  pe* 
ligro  con  la  menor  importancia  de  la  apuesta  que  hacen. 


IV 

f 

DE  LA  RENTA  VITALICIA/ 


La  renta  vitalicia  es  uno  de  los  contratos  aleatorios  de 
grande  importancia,  y  que,  apenas  usado  entre  nosotros,  es 
casi  desconocido. 

Esto  no  quiere  decir  que  sea  una  creación  del  derecho 
moderno,  pues  según  sostienen  varios  autores,  con  justicia, 
ya  existía  desde  la  época  de  la  legislación  Romana  y  fué 
sancionado  por  la  anterior  al  Código  Civil,  bajo  el  nombre 
de  censo  por  vida,  como  lo  demuestra  la  ley  6?,  tft  1 5,  lib. 
X  Nov.  Rec.  que  prohibía  que  pudiera  constituirse  la  ren- 
ta por  más  de  dos  vidas  y  señalaba  la  tasa  á  que  debía  su- 
jetarse. ' 

I  Pont,  Des  Petils  Contrata,  tomo  I,  núm.  666;  ÜuÜIouard,  Des  Contrats  sdcatoircs. 
núm.  121. 
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El  contrato  de  renta  vitalicia  ha  tenido  en  x>tros  tiernipos 
sus  detractores  y  enemigos,  que  lo  consideraban,  ya  como 
usurario,  y  por  lo  mismo,  reprobado  por  la  moral  y  por  la  - 
ley,  ya  como  el  resultado  de  un  odioso  cálculo  de  la  avari- 
cia ó  del  egoísmo  que  produce  el  efecto  de  despojar  á  las 
familias,  y  el  de  habituar  al  hombre  á  calcular  fríamente  so- 
bre la  vida  y  la  muerte  de  sus  semejantes. 

Pero  en  la  actualidad  se  han  desechado  tales  preocupa- 
ciones, y  sólo  $e  ve  en  el  contrato  de  renta  vitalicia  un  me- 
dio honesto  é  ingenioso  de  aumentar  los  recursos  necesarios 
para  la  vida  del  anciano  incapaz  de  adquirirlos  por  medio 
de  su  trabajo,  y  de  asegurarle  una  existencia  tranquila,  que 
no  tiene  ninguno  de  los  inconvenientes  que  se  le  atribuyen, 
6  que  aun  bajo  el  supuesto  de  que  los  tuviera,  siempre  se- 
rían menores  comparados  con  los  beneficios  que  producen. 

Combatiendo  Laurent  el  cargo  que  se  le  hace  á  la  renta 
vitalicia  de  favorecer  el  egoísmo  del  hombre  que  se  procu- 
ra el  bienestar,  tal  vez  la  riqueza  á  expensas  de  su  familia, 
dice  que  tal  cargo  tiene  muchas  contestaciones,  y  que  isiío 
menciona  es  tan  sólo  para  citar  las  palabras  de  Portalis  y 
de  Simeón  contestando  al  mismo  reproche:  "Se  debe  des- 
cansar sobre  la  libertad  de  cada  individuo  del  cuidado  de 
velar  por  su  conservación  y  bienestar.  La  ley  gobernaría 
mal  si  gobernara  demasiado;  la  libertad  produce  grandes 

bienes  y  pequeños  males" '*E1  abuso  que  los  hombres 

hacen  de  lo  que  no  es  malo  en  sí,  no  es  una  razón  suficiente 
para  proscribir  aquello  de  que  abusan:  sería  necesario  pri- 
varlos de  la  libertad."' 

La  renta  vitalicia,  dice  el  artículo  2,91 1  del  Código  Ci- 
vil, es  un  contrato  aleatorio  por  el  cual  uno  se  obliga  á  pa- 
gar una  pensión  ó  rédito  anual  durante  la  vida  de  una  ó 
más  personas  determinadas,  mediante  la  entrega  de  una 

I  Portalis,  Exp.  de  mot.  (  Locré,  tomo  VIII,  pág.  344.)  Simeón  (  Locré  op.  cit.  pá^. 
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cantidad  de  dinero  ó  de  una  cosa  mueble  ó  raíz  estimadas.' 

La  renta  vitalicia  puede  también  constituirse  á  título 
'  puramente  gratuito,  sea  por  donación  entre  vivos  ó  por 
testamento,  según  lo  declara  el  artículo  2.912  del  Código 
Civil.  ^ 

En  consecuencia,  podemos  establecer  que  la  renta  vita- 
licia se  puede  constituir  á  título  oneroso  y  á  título  gratuito, 
por  contratq  ó  por  última  voluntad. 

Pont,  comentarista  del  Código  Francés,  que  sanciona  el 
mismo  principio,  sostiene  que  aunque  la  renta  vitalicia  está 
enumerada  y  reglamentada  entre  los  contratos  aleatorios, 
no  se  debe  inferir  necesariamente  que  en  todo  caso  consti- 
tuya un  contrato  aleatorio  y  que  siempre  deba  su  origen  á 
una  convención;  porque,  según  los  principios  del  derecho, 
los  contratos  aleatorios  son  una  subdivisión  de  los  conmu- 
tativos, ó  lo  que  es  lo  mismo,  de  los  onerosos,  y  en  los  gra- 
tuitos no  se  concibe  la  incertidumbre  propia  de  aquéllos, 
pues  el  que  por  donación  constituye  la  renta,  no  tiene  nin- 
guna esperanza  de  ganancia  ni  temor  alguno  de  pérdida.' 

Como  es  fácil  comprender,  y  así  lo  expresa  el  autor  ci- 
tado, el  legislador  ha  tenido  por  mira  principal  el  contrato 
de  renta  vitalicia,  constituida  á  título  oneroso,  es  decir,  el 
contrato  aleatorio,  y  sólo  se  ha  ocupado  por  incidencia  de 
la  creada  á  título  gratuito,  que  no  tiene  ese  carácter. 

En  este  caso,  es  decir,  cuando  la  renta  vitalicia  se  cons- 
tituye á  título  gratuito,  por  donación  ó  por  testamento,  se 
deben  observar  para  la  validez  y  pago  de  aquélla,  las  dis- 
posiciones relativas  á  la  solemnidad  externa  del  acto  en  que 
se  constituya;  esto  es,  á  las  reglas  que  rigen  respecto  délas 
donaciones  y  de  los  testamentos  en  cuanto  á*las  solemni- 
dades externas,  y  en  cuanto  á  la  capacidad  del  constitu- 


/  I  Artículo  2,783,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,784,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Tomo  I,  núm.  666. 
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yente  y  á  los  límites  impuestos  por  la  ley  á  los  actos  de 
liberalidad  para  que  no  redunden  en  perjuicio  de  la  legiti- 
ma de  los  herederos  forzosos  (art.  2,913,  Cód.  Civ.)/ 

La  razón  es  perfectamente  perceptible;  en  uno  y  en  otro 
caso,  la  renta  vitalicia  no  tiene  el  carácter  de  un  contrato 
aleatorio,  sino  que  debe  su  origen  á  un  acto  de  liberalidad, 
ya  sea  donación,  ya  legado,  y  es  natural  que  revista  las  for- 
mas y  produzca  los  efectos  jurídicos  que  la  ley  atribuye  á  la 
donación  y  á  los  testamentos. 

De  la  definición  que  da  el  artículo  2,91 1  del  Código,  de 
la  renta  vitalicia,  se  infiere  que  puede  constituirse  median- 
te la  entrega  de  una  cosa  mueble  ó  raíz  estimadas,  en  cuyo 
caso  se  celebra  un  contrato  sinalagmático,  que,  salvas  las 
modificaciones  que  resultan  de  su  carácter  aleatorio,  está  re- 
gido por  las  reglas  de  la  venta,  ó  bien  mediante  la  entrega 
de  una  cantidad  de  dinero,  y  entonces  el  contrato  es  unila- 
teral y  afecta  la  naturaleza  del  préstamo  á  interés. ' 

Este  debe  ser  el  que  establezca  el  contrato,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  los  contratantes  gozan  de  la  más  completa  libertad 
para  determinar  el  monto  del  interés,  porque  no  puede  ha- 
ber medida  absoluta,  como  dice  Goyena,  para  arreglar  co- 
sas inciertas,  y  por  tanto,  ha  sido  necesario  dejar  al  arbitrio 
de  los  interesados  la  designación  de  ese  interés,  por  hallarse 
en  aptitud  para  calcular  todas  las  probabilidades  de  pérdi- 
da á  que  se  hallan  expuestos,  y  la  compensación  mayor  ó 
menor  que  por  ellos  deben  exigir  (art.  2,918,  Cód.  Civ.).' 

La  renta  puede  constituirse: 

I?  Sobre  la  vida  del  que  da  el  capital,  6  sobre  la  de  un 
tercero  (art.  2,914,  Cód.  Civ.):* 


1  Artículo  2,785,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2.783,  Cód.  Cív.  de  1884;  GuiHouard,  nám.  135;  Pont,  tomo  I.  oá».  679; 
Unrent,  tomo  XXVII,  núm.  265. 

3  Tomo  IV,  pág.  125;  art.  2,790,  Cód.  Cir.  de  1884. 

4  Artículo  2,786,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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2?  Sobre  la  vida  de  varias  personas  determinadas,  aun* 
que  ninguna  de  ellas  ponga  el  capital  (art.  2,91 5,  Cód.  Civ.)/ 

3?  A  favor  de  aquella  ó  aquellas  personas  sobre  cuya  vida 
se  otorga,  ó  á  favor  de  otra  ú  otras  personas  distintas  (art 
2,916,  Cód.  Civ.).' 

El  modo  más  natural  de  constituir  la  renta,  es  el  primero 
de  los  indicados,  toda  vez  que  la  constitución  de  ella  tiene 
por  objeto  subvenir  á  la^  necesidades  de  la  vida  de  aquel  á 
favor  de  quien  se  otorga. 

No  puede  decirse  otro  tanto  respecto  de  la  constitución 
de  la  renta  sobre  la  vida  de  un  tercero,  que  ningún  interés 
tiene  en  ella;  y  las  razones  que  se  dan  para  explicar  este 
principio,  que  es  tradicional  en  el  derecho  francés,  de  donde 
fué  trasladado  á  nuestro  Código,  no  son  satisfactorias,  como 
lo  reconocen  los  comentaristas  de  aquel  derecho.^ 

La  principal  razón  que  se  da,  es  que,  permitiendo  cons- 
tituir la  renta  sobre  la  vida  de  un  tercero,  puede  estipularse 
sobre  la  vida  de  una  persona  más  joven  que  el  constituyente, 
de  manera  que,  según  todas  las  probabilidades,  viva  más 
que  éste;  pero  esta  razón  no  explica  los  motivos  que  tuvo 
el  legislador  para  adoptar  el  principio  aludido. 

La  segunda  razón  carece  también  de  importancia,  porque 
se  funda  en  la  utilidad  que  resulta  al  pensionista,  porque  que- 
da libre  de  la  obligación  de  justificar  su  supervivencia. 

Estas  dos  razones  son,  en  efecto,  insuficientes  para  ex- 
plicar los  motivos  que  tuvo  el  legislador  para  sancionar  di- 
cho principio,  sobre  todo,  en  el  Código  Francés;  pero  entre 
nosotros,  hay  una  fácil  explicación,  porque  nuestro  Código 
adoptó  otro  principio  que  es,  por  decirlo  así,  complementa- 
rio de  aquél,  declarando  que  si  la  renta  se  constituye  sobre 
la  vida  de  un  tercero,  no  cesa  con  la  muerte  del  pensionis- 


I.  Artículo  2,787,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,788,  Cód.  Qv.  de  1884. 

3  Ijinrent,  tomo  XXVII,  núm.  269;  Goillonard,  núm.  141 ;  etc.,  etc. 
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ta,  sino  que  se  trasmite  á  sus  herederos,  y  sólo  cesa  con  la 
muerte  de  la  persona  sobre  cuya  vida  se  constituyó  (art 
2,931,  Cód.  Civ.).  * 

Es  decir,  que  según  el  sistema  adoptado  por  nuestro  Có- 
digo, la  renta  puede  constituirse  sobre  la  vida  de  un  tercero, 
y  en  tal  caso,  se  entiende  otorgada  á  favor  del  pensionista  y 
de  sus  herederos,  por  el  tiempo  que  viva  aquél;  y  por  tanto, 
resulta,  que  al  otorgarse  la  facultad  de  constituir  la  renta  en 
la  forma  indicada,  se  ha  concedido  al  pensionista  la  de  pro- 
curar la  duración  probable  de  ella  por  un  tiempo  mayor  que 
el  de  su  vida,  en  beneficio  de  sus  herederos. 

Parece  excusado  advertir  que,  en  el  caso  á  que  nos  refe- 
rimos, el  tercero  no  tiene  ningún  interés  en  el  contrato,  no 
interviene  en  él  de  ninguna  manera,  y  por  tanto,  que  no  es 
necesaria  su  aceptación  ó  su  consentimiento,  y  sólo  se  le  de- 
signa para  arreglar  la  duración  de  la  renta  por  la  de  su  vida. 

Por  idéntica  razón  puede  constituirse  la  renta  vitalicia 
sobre  la  vida'de  varias  personas  determinadas,  aunque  nin- 
guna de  ellas  ponga  el  capital;  pues  otorgando  el  legisla- 
dor esta  facultad  al  pensionista,  le  concede  la  de  gozar  él 
y  sus  herederos  la  pensión  hasta  la  muerte  de  todas  las  per- 
sonas sobre  cuya  vida  se  constituyó  la  renta. 

La  ley  no  lo  dice  expresamente,  pero  se  infiere  de  sus  pa- 
labras, y  así  lo  sostienen  los  autores,  que  en  el  caso  indicado 
deben  determinarse,  en  el  acto  de  celebrarse  el  contrato,  las 
diversas  personas  sobre  cuya  vida  se  constituye  la  renta,  óin 
que  sea  permitido  al  pensionista  reservarse  el  derecho  de 
designarlas  á  su  arbitrio,  á  la  muerte  de  la  designada  en  el 
contrato,  pues  de  otra  manera  se  le  otorgaría  facultad  para 
alterar  ó  agravar  la  obligación  del  deudor,  designando  libre- 
mente la  persona  cuya  vida  debiera  prolongar  la  duración 
de  la  renta,  ó  bien  haciendo  revivir  la  que  iba  á  extinguirse.' 

1  Artículo  2,803,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  I^urent,  tomo  XXVII,  ntSm.  273;  Gaillouard,  m'im.  145;  Pont,  tomo  I,  núm.  690. 
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Dijimos  que  también  puede  constituirse  la  renta  á  favor 
de  aquella  ó  aquellas  personas  sobre  cuya  vida  se  otorga,  6 
.  en  favor  de  otra  ú  otras  personas,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  en 
favor  de  tercero;  pero  en  tal  caso,  aunque  el  contrato  es 
oneroso  entre  ambos  contratantes,  tiene  el  carácter  de  gra- 
tuito, porque  constituye  un  acto  de  Ijberalidad  respecto  del ' 
tercero. 

Esta  aseveración  está  confirmada  por  el  artículo  2,917 
del  Código  Civil,  que  declara:  que  aun  cuando  la  rentase 
debe  considerar  como  una  donación,  si  se  constituye  á  favor 
de  una  persona  qué  no  ha  puesto  el  capital,  sin  embargo, 
no  se  sujeta  á  los  preceptos  que  arreglan  este  contrato,  salvo 
los  casos  en  que  deba  ser  reducida  por  inoficiosa  ó  anulada 
por  incapacidad  del  que  deba  recibirla.  * 

Todos  los  comentaristas  del  Código  Francés,  que  sancio- 
na el  principio  que  acabamos  de  establecer,  sostienen  que 
la  liberalidad  áque  nos  referimos  no  está  sujeta  á  las  reglas 
que  norman  la  donación,  porque  forma  una  délas  cláusulas 
de  otro  contrato  principal;  y  ponen  un  ejemplo,  el  caso  en 
que  una  persona  vende  un  inmueble,  y  estipula  que  se  pa- 
gue el  precio,  parte  en  dinero  y  parte  mediante  la  consti- 
tución de  una  renta  vitalicia  en  favor  de  un  tercero. 

De  manera  que,  según  los  comentaristas,  el  contrato,  en 
el  caso  supuesto,  se  descompone  en  dos  partes:  una  que 
crea  relaciones  entre  el  comprador  y  el  vendedor,  sujeta  a 
la¿  reglas  del  contrato  de  compra -venta,  y  otra  que  crea 
relaciones  de  otra  especie  entre  el  vendedor  y  el  tercero,  á 
causa  de  la  donación,  que  no  está  sujeta  á  las  reglas  esta- 
blecidas para  ésta,  en  cuanto  se  refiere  á  la  forma  en  que 
debe  constituirse  y  aceptarse. ' 

Sin  embargo,  Laurent  sostiene  que,  cuando  no  existe  otro 


1  Artículo  2,789,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Guillouard,núm.  127;  Colmet  de  Santerre,  tomo  VIH,  núm.  187,  ^ixll;  Pont,  to. 
mo  I,  núra.  696;  Troplong,  Des  contrats  aléatoires,  núm.  249. 
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contrato  principal  al  cual  se  adjunte  la  constitución  de  la 
renta,  sino  que  se  hace  ésta  directamente  sirviendo  el  que 
la  constituye  de  intermediario  entre  el  tercero  y  el  deudor 
de  la  renta,  hay  una  verdadera  liberalidad  que  debe  estar 
sometida  á  las  condiciones  y  á  las  reglas  que  la  ley  estable- 
ce para  la  validez  y  existencia  de  las  donaciones;  porque  no 
hay  motivo  alguno  que  legitime  la  excepción  á  que  aludi- 
mos, que  tienda  á  destruir  la  regla. ' 

Esta  opinión,  es  á  nuestro  juicio  justa,  por  estar  funda- 
da en  el  artículo  1,121  del  Código  Francés,  que  declara 
que  puede  estipularse  en  beneficio  de  un  tercero  cuando  tal 
es  la  condición  de  un  contrato  celebrado  para  sí  mismo,  ó 
de  una  donación  que  se  hace  á  otro;  pero  no  puede  tener 
aplicación  entre  nosotros,  porque  nuestro  Código  no  san- 
ciona un  principio  semejante  al  expresado. 

El  precepto  que  motiva  las  observaciones  que  preceden, 
es,  á  nuestro  juicio,  una  excepción  al  principio  general  que 
prohibe  contratar  en  nombre  de  otro  sin  estar  autorizado 
por  él;  pero  aun  cuando  faculta  al  que  contrata  la  renta 
para  constituirla  en  favor  de  un  tercero  con  la  calidad  de 
una  donación,  ésta  no  produce  efecto  si  no  es  aceptada  por 
el  tercero. 

De  donde  se  infiere,  que  hasta  la  aceptación  puede  ser 
revocada  por  el  constituyente,  toda  vez  que  antes  no  pasa  de 
la  categoría  de  una  propuesta,  y  que  toda  donación  puede 
revocarse  antes  de  la  aceptación  del  donatario;  pero  no  es 
necesario  que  ésta  revista  solemnidad  alguna,  supuesto  que 
la  donación  de  la  renta  no  está  sujeta  á  los  preceptos  que 
arreglan  ese  contrato,  según  el  artículo  2,917  del  Código.' 

Pero  la  declaración  de  este  pr-ecepto  está  limitada,  según 
dijimos,  y  no  se  extiende  hasta  los  principios  relativos  á  la 
capacidad  del  donatario  y  á  los  que  determinan  los  límites 

1  Tomo  XXVII,  núm.  266. 

2  Artíctilo  2,789,  Cód.  Cir.  de  i8a4. 
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dentro  de  los  cuales  están  permitidos  los  actos  de  líberali- 
dad;  para  que  ao  redunden  en  perjuicio  del  donador  ó  de  la 
legítima  de  sus  herederos  forzosos;  pues  tales  principios  son 
de  observancia  inexcusable. 

Es  de  esencia  del  contrato  de  renta  vitalicia,  que  haya 
una  persona  sobre  cuya  vida  se  constituya;  porque  el  cons- 
tituyente celebra  ese  contrato  para  obtener  la  renta  durante 
un  tiempo  incierto,  que  debe  durar  tanto  como  la  vida  de  la 
persona  designada,  y  si  ésta^  no  existía  ya  en  el  momento 
de  la  constitución,  falta  uno  de  los  elementos  esenciales,  el 
que  regula  y  determina  el  tiempo  durante  el  cual  debe  pa- 
garse la  renta. 

En  caso  semejante,  se  dice  por  los  jurisconsultos,  que  el 
contrato  no  tiene  causa;  y  como  los  contratos  que  carecen 
de  causa  son  nulos,  tal  es  la  razón  por  la  cual  declara  el  ar- 
tículo 2,919  del  Código  Civil,  que  el  contrato  de  renta  vita- 
licia es  nulo,  si  la  persona  sobre  cuya  vida  se  constituye  ha 
,  muerto  antes  de  su  otorgamiento. ' 

Por  idéntica  razón  declara  el  artículo  2,920  del  Código, 
que  también  es  nulo  el  contrato,  si  la  persona  á  cuyo  favor 
se  constituye  la  renta,  muere  dentro  del  plazo  que  en  él  se 
señale  y  que  no  podrá  bajar  de  treinta  días,  contados  desde 
el  otorgamiento. "" 

En  efecto,  ninguna  diferencia  existe  entre  el  caso  en  que 
haya  muerto  la  persona  sobre  cuya  vida  se  constituye  la  ren- 
ta, y  aquel  en  que  esté  muribunda;  porque  en  uno  y  en  otro 
caso,  el  constituyente  celebra  el  contrato  bajo  el  supuesto 
de  que  él  ó  la  persona  designada  vivan,  esto  es,  que  tengan 
las  condiciones  ordinarias  de  vida;  pero  si  una  muerte  in- 
mediata es  cierta,  es  lo  mismo  que  si  no  hubiera  existido  en 
el  momento  de  la  celebración  del  contrato;  falta  la  causa  de 
él,  y  por  consiguiente,  es  nulo. 

1  Artículo  2,791,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,792,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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La  Exposición  de  motivos  justifica  y  funda  los  principios* 
cuyo  estudio  hemos  venido  haciendo,  en  estos  términos: 

'*La  comisión  ha  adoptado  las  bases  siguientes:*' 

"I?  Libertad  absoluta  para  la  tasa;  supuesto  que  no  es- 
tando prohibida  la  usura,  ha  dejado  de  existir  la  razón  pa- 
ra limitar  la*  libertad:" 

'*2?  Como  consecuencia  de  la  base  anterior,  libertad  ab- 
soluta para  constituir  la  renta  por  dos  ó  más  vidas:" 

'*3"  Enajenación  absoluta  é  irrevocable  del  capital  de  la 
renta,  por  ser  éste  el  carácter  distintivo  del  contrato,  y  por- 
que siendo  libre  la  tasa,  por  elevada  que  sea,  debe  com- 
pensarse ese  interés  con  la  adquisición  irrevocable  del  ca- 
pital." 

**E1  caso  previsto  en  el  artículo  2,920,  es  una  excepción 
déla  base  3?,  y  se  funda  en  que  el  contrato  dejaría  de  ser 
aleatorio,  si  aun  verificada  fe.  muerte  dentro  de  un  plazo  tan 
corto  y  sin  haberse  hecho  el  pago  de  pensiones,  se  lucrara 
todo  el  capital  de  la  renta.  Tiene  además  este  artículo  por 
objeto,  que  los  hombres  astutos  y  que  pueden  tener  cono- 
cimiento del  fin  próximo  de  una  persona,  la  induzcan  á  la 
celebración  de  un  contrato,  que  por  su  indudable  desventaja, 
podría  equipararse  á  un  robo." 

Estas  explicaciones  y  los  términos  con  que  está  conce- 
bido el  art.  2,920  del  Código  nos  demuestran,  que  nuestros- 
codificadores  se  separaron  del  sistema  adoptado  por  el 
Francés,  al  cual  siguieron  en  esta  importante  materia,  en* 
los  demás  principios  que  sanciona. 

En  efecto,  el  artículo  1,975  ^^1  Código  Francés  declara 
nulo  el  contrato  por  el  cual  se  constituyó  la  renta  sobre  la 
vida  de  una  persona  afectada  de  una  enfermedad  de  la  cual 
muere  dentro  de  veinte  días  contados  desde  la  fecha  cfel 
contrato;  y  el  artículo  2,920  de  nuestro  Código  dice,  que 
es  nulo  tal  contrato,  si  la  persona  ácuyo  favor  se  constitu- 
ye la  renta,  muere  dentro  del  plazo  que  en  él  se  señale,  que 
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no  puede  bajar  de  treinta  días,  contados  desde  el  otorga- 
miento. 

Entre  uno  y  otro  precepto  existen  las  siguientes  dife- 
rencias: 

I?  El  primero  se  refiere  á  la  muerte  de  la  persona  sobre 
cuya  vida  se  constituye  la  renta,  mientras  que  el  segundo 
se  refiere  á  la  del  pensionista: 

2?  El  primero  señala  el  plazo  de  veinte  días,  mientras  el 
segundo  deja  ese  plazo  al  arbitrio  de  los  contratantes,  por- 
que lo  estima  materia  de  una  estipulación,  siempre  que  no 
sea  menor  de  treinta  días. 

La  comparación  de  ambos  preceptos  nos  conduce  á  de- 
ducir una  consecuencia  poco  favorable  al  sistema  adoptado 
por  nuestro  Código,  que  deja  una  vacío  para  el  caso  en  que 
los  contratantes  sean  poco  previsores  y  no  señalen  en  el 
contrato  un  plazo,  para  que  si  dentro  de  él  muere  el  pen- 
sionista, se  estim?  nulo  y  de  ningún  efecto;  pues  en  tal  caso 
subsistirá  el  contrato  y  producirá  todos  sus  efectos  jurídi- 
cos, no  obstante  que  el  pensionista  ó  la  persona  sobre  cuya 
vida  se  constituyó  la  renta  fallezcan  muy  pocos  días  después 
del  otorgamiento,  lo  cual  es  inicuo. 

La  constitución  de  la  renta  tiene  el  carácter  de  irrevoca- 

« 

ble.  Sin  embargo,  este  principio,  que  es  fundamental  del 
contrato,  sufre  excepción  si  el  pensionista  no  obtiene  ó  no 
se  le  conservan  las  seguridades  estipuladas  para  su  ejecu- 
ción, pues  en  tal  caso  puede  demandar  que  se  rescinda  el 
-contrato;  porque  negadas  las  seguridades  prometidas,  falta 
una  condición  necesaria  para  el  cumplimiento  y  consuma- 
ción de  él. ' 

Algunos  autores,  entre  ellos  Pont,  estiman  que  este  prin- 
■cipio  no  es  una  derogación  de  la  regla  general  que  consi- 
sidera  el  contrato  de  renta  vitalicia  irrevocable,  sino  una 
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aplicación  de  otro  principio  general,  según  el  que,  en  todo 
contrato  oneroso  va  implícita  la  condición  resolutoria,  de 
manera  que,  si  alguno  de  los  contratantes  deja  de  cumplir 
las  obligaciones  que  se  impuso,  puede  el  otro  pretender  que 
se  rescinda  el  contrato. ' 

'Pero  Laurent  rechaza  semejante*  teoría,  con  razón,  por- 
que no  se  funda  en  ningún  principio  legal,  pues  la  condición 
resolutoria  tácita  va  sólo  implícita  en  los  contratos  bilate- 
rales y  no  en  aquellos  que,  aunque  onerosos,  sólo  obligan 
á  uno  de  los  contratantes,  como  en  el  caso  de  que  se  cons- 
tituya la  renta  mediante  una  suma  que  entrfega  el  pensio- 
nista; y  sostiene  que  el  principio  que  motiva  estas  observa- 
ciones se  funda  en  una  condición  resolutoria  expresa,  por 
cuanto  á  que  el  que  constituye  la  renta  entrega  la  suma 
convenida,  bajo  la  condición  de  que  se  le  otorguen  deter- 
minadas garantías,  y  que  respecto  de  este  contrato  existe 
en  realidad  una  teoría  especial,  que,  lejos  de  ser  una  apli- 
cación de  la  condición  resolutoria  tácita,  la  deroga. ' 

Si  la  renta  se  hubiere  constituido  en  testamento,  dice  el 
artículo  2,922  del  Código  Civil,  sin  designación  de  bienes 
determinados,  el  legatario  tendrá  derecho  á  que  el  heredero 
señale  bienes  bastantes  sobre  los  que  haya  de  constituirse 
hipoteca. ' 

Este  principio,  tal  vez  puesto  fuera  de  su  lugar,  está  san- 
cionado también  por  la  fracción  X  del  artículo  1,999  del 
Código,  que  se  refiere  á  la  constitución  de  la  hipoteca  ne- 
cesaria, cuyo  estudio  hemos  hecho  ya,  y  tiene  por  objeto 
garantir  los  derechos  del  legatario,  que  podrían  ser  fácil- 
mente burlados  por  el  heredero.  * 

Como  dijimos  antes,  el  contrato  de  renta  vitalicia  es  por 

1  Tomo  I,  núm.  734. 

2  Tomo  XXVI I,  núm.  309. 

3  Artículo  2,794,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  £1  articulo  1,999  ^^^  Código  de  1870,  fué  suprimido  en  el  de  1884.  Véase  la  nota 
2*,  pág.  71,  tomo  IV  de  esta  obra. 
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su  naturaleza  irrevocable,  salvas  las  excepciones  que  hemos 
indicado,  y  por  lo  mismo,  no  goza  el  pensionista  del  dere- 
cho que  otorga  la  ley  á  todo  acreedor  de  exigir  la  rescisión 

•del  contrato  por  falta  de  cumplimiento  de  las  obligaciones 

•que  se  impuso  el  deudor. 

Así  es,  que  el  artículb  2,923  del  Código  declara,  que  1a 

•sola  falta  del  pagfo  de  las  pensiones,  no  ailtoríza  al  pensio- 
nista para  demandar  el  reembolso  del  capital  ó  la  devolu- 

-ción  de  la  cosa  dada  para  constituir  la  renta;  y  el  2,924 

^declara  á  su  vez,  que  esa  falta  sólo  otorga  derecho  al  pen- 
sionista de  ejecutar  judicialme/ite  al  deudor  por  el  pago  de 
las  rentas  vencidas,  y  para  pedir  la  aseguración  de  las  fu- 

:  turas. ' 

Esta  derogación  de  los  principios  generales  que  rigen  á 
todos  los  contratos,  tiene  por  fundamento  una  consideración 
de  equidad.  Repugna  que  se  rescinda  el  contrato  cuando  se 
pueden  satisfacer  de  otra  manera  las  justas  exigencias  del 

,  acreedor,  sin  vulnerar  sus  derechos. 

En  efecto,  sería  inicuo  hacer  perder  al  deudor  las  pen- 
siones que  hubiere  pagado,  cuando  por  otros  medios  se 

.pueden  garantizar  y  hacer  efectivos  los  derechos  del  pen- 
sionista, que  tal  vez  ha  sido  reembolsado  ya  del  capital  que 
dio  por  la  constitución  de  •la  renta,  el  cual  se  le  entregará 
íntegro  con  notorio  perjuicio  del  deudor,  ó  lo  que  es  lo  mis- 
mo, resultaría  que  recobraba  su  cosa,  y  además  se  queda- 
ba con  las  rentas  pagadas,  que  son  una  parte  del  precio  de 
la  misma  cosa. ' 

Todos  los  comentaristas  del  derecho  Francés  sostienen 
que  el  principio  á  que  aludimos,  que  constituye  una  dero- 
gación del  derecho  qomún  de  los  contratos,  se  debe  aplicar 
restrictivamente,  esto  es,  á  aquellos  casos  en  que  la  renta 

•vitalicia  tenga  el  carácter  de  un  contrato  aleatorio;  pero  no 

I  Artículos  2,795  y  3>79^»  C^'  ^v.  de  1884. 
.2  GoiUonard,  núm.  204;  Goyena,  Conoordandas,  tomo  IV,  pág.  125. 
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en  aquellos  en  que  deba  su  origen  á  una  donación  ó  á  un 
contrato  conmutativo,  pues  en  tales  casos  puede  revocarse 
por  el  donador  la  renta. ' 

La  razón  en  que  se  funda  esta  doctrina  consiste,  en  que 
en  el  contrato  conmutativo  ó  en  la  donación,  el  deudor  no 
está  expuesto  á  un  acontecimiento  aleatorio  de  pérdida,  y 
por  consiguiente,  cesa  la  razón  de  equidad  que  impide  la 
rescisfón  del  contrato  de  renta  vitalicia. 

Se  funda  también  la  teoría  expuesta,  en  los  términos  .con 
que  están  concebidos  diversos  preceptos  relativos  á  la  renta 
vitalicia,  de  los  cuales  se  infiere  rectamente  que  la  irrevo- 
cabilidad  de  ésta  se  refiere  sólo  á  la  constituida  á  título  one- 
roso; como  por  ejemplo,  el  artículo  2,92 1  del  Código  Civil, 
que  prohibe  la  rescisión,  dice  aquel  d  cuyo  favor  se  haya 
constituido  la  renta,  mediante  un  precio,  no  puede  deman- 
dar la  rescisión  del  contrato. ' 

Así,  pues;  fuera  de  los  casos  de  excepción,  determinados 
por  la  teoría  expuesta,  el  pensionista  sólo  puede  ejercitar 
las  acciones  respectivas,  en  el  caso  de  falta  de  pago  de  las 
pensiones,  para  obtenerlo  ejecutivamente,  embargando  bie- 
nes del  deudor,  y  para  que  éste  le  asegure  las  futuras  me- 
diante la  constitución  de  una  garantía,  como  la  hipoteca. 

Como  una  consecuencia  lógica  y  necesaria  de  la  irrevo- 
cabilídad  del  contrato  de  renta  v/talicia,  declara  el  artículo 
2,925  del  Código,  que  el  constituyente  no  puede  librarse 
del  pago  de  la  renta,  ofreciendo  el  reembolso  del  capital  ó- 
renunciando  á  la  repetición  de  las  pensiones  pagadas,  sino 
que  debe  cumplir  el  contrato  en  la  forma  y  términos  con- 
venidos, por  onerosos  que  fueren ;  salvo  que  la  oferta  fuere 
aceptada  voluntariamente.-^ 

1  Daranton,  tomo  XVIII,  núm.  $43;  Pont,  tomo  I,  núm.  751;  Aubry  y  Rau,  %  391; 
Laojent,  tomo  XXVII,  núm.  318;  Guillooard,  núm.  206;  Demolombe,  tomo  XX,  núm. 
582;  Colmet  de  Santerre,  tomo  VIII,  núm.  193  bis  VII.     . 

2  Artículo  2,793,  Cód.  Civ.  de  18S4. 

3  Artículo  2,797,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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La  Exposición  de  motivos  funda  este  precepto  en  los  tér- 
minos siguientes: 

**  Esta  disposición  es  sin  duda  conforme  á  la  equidad ;  pues 
que  compensa  la  pérdida  irrevocable  del  capital  y  da  al  con- 
trato la  estabilidad  que  es  su  principal  objeto;  porque  sin 
ella,  no  habría  renunciado  el  pensionista  á  su  capital  ni  ha- 
bría roto  todas  las  relaciones  que  por  razón  de  su  giro  6  in- 
dustria tuviera.  La  rescisión  del  contrato  equivaldría  en 
muchos  casos  á  la  completa  ruina  del  censualista;  pues  una 
vez  separado  de  su  giro  y  aun  trasladado  á  un  lugar  di- 
ferente, con  la  seguridad  de  la  pensión,  se  encontraría  de 
improviso  sin  el  capital  ni  la  pensión,  ó  con  sólo  el  capital 
improductivo." 

Además  de  estas  razones  que  son  de  equidad,  existe  otra 
poderosa  que  se  funda  en  los  preceptos  de  la  ley  que  de- 
claran, que  los  contratos  legalmente  celebrados  deben  ser 
puntualmente  cumplidos,  y  no  pueden  revocarse  ni  alterar- 
se sino  por  mutuo  consentimiento  de  los  contratantes;  pues 
si  fuera  lícito  al  deudor  redimirse  de  la  obligación  de  pagar 
la  renta  restituyendo  el  capital  y  renunciando  al  reembolso 
de  las  pensiones  pagadas,  se  dejaría  al  arbitrio  de  él  cum- 
plir ó  no  el  contrato  con  infracción  de  los  principios  men- 
cionados, que  son  fundamentales  (arts.  1,535  y  1,390,  Cód. 
Civ.).* 

Pero  si  el  deudor  no  puede  librarse  del  pago  de  la  renta, 
rescindiendo  el  contrato  por  el  solo  efecto  de  su  voluntad, 
sí  le  es  lícito  obtener  ese  resultado  por  el  consentimiento 
del  pensionista,  esto  es,  puede  rescindirse  el  contrato  por 
el  mutuo  consentimiento  de  los  interesados,  lo  que  apenas 
si  merece  la  pena  de  mencionarse,  supuesto  que  es  un  prin- 
cipio elemental,  sancionado  por  el  artículo  1,535  ^^^  Código, 
que  declara,  que  los  contratos  legalmente  celebrados  no- 


I  Artículos  1,419  y  1,274,  Cód,  Civ.  de  1884. 
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pueden  revocarse  ni  alterarse  sino  por  mutuo  consentimien- 
to de  los  contratantes. ' 

El  constituyente  de  la  renta  vitalicia  está  obligado  á  pa- 
gar las  pensiones  respectivas  en  los  plazos  y  términos  es- 
tipulados en  el  contrato  ó  señalados  en  el  testamento,  si  fué 
constituida  por  legado;  peroá  falta  de  estipulación,  laren-» 
ta  correspondiente  al  año  en  que  muere  el  pensionista,  se 
debe  pagar  en  proporción  á  los  días  que  este  vivió,  y  si  de- 
bía pagarse  por  plazos  anticipados,  se  debe  pagar  el  im- 
porte total  del  plazo  que  dirante  la  vida  de  aquél  se  hubiere 
comenzado  á  cumplir  (art.  2,926,  Cód.  Civ.).'' 

En  consecuencia,  hay  que  distinguir  si  el  pago  se  debe 
hacer  ó  no  por  plazos  anticipados. 

En  el  primer  caso,  se  debe  pagar  íntegra  la  pensión  co- 
rrespondiente al  plazo  que  hubiere  comenzado  á  correr  du- 
rante la  vida  del  pensionista;  porque  cuando  se  estipula  el 
pago  por  plazos  anticipados,  desde  el  principio  de  ellos  se 
tiene  ya  un  derecho  indisputable  para  exigirlo,  y  hay  áni- 
mo por  parte  del  obligado  de  desprenderse  de  la  pensión 
correspondiente  á  todo  el  plazo,,  aun  cuando  dentro  de  él 
muera  el  censualista.  ^ 

Los  comentaristas  del  Código  Francés,  que  sancionan  el 
mismo  principio,  sostienen  que  éste  se  funda  en  la  voluntad 
del  constituyente,  quien  al  imponerse  la  obligación  de  pa- 
gar las  pensiones  por  planos  adelantados,  demuestra  que  su 
intención  ha  sido  que  el  pensionista  hiciera  suyas  irrevoca- 
blemente las  .cantidades  que  en  esa  forma  recibiera.'* 

En  el  segundo  caso,  se  debe  pagar  la  renta  en  proporción 
á  los  días  que  vivió  el  pensionista,  porque  la  vida  limita  el 
derecho  de  cobrar  la  pensión,  y  porque  las  pensiones  son 

1  Artículo  1,419,  Cód  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,798,  Cód.  Cív.  de  1884. 

3  Exposición  de  motivos. 

4  Colmet de Santerre,  tomo  VIII,  núm.  196;  Laarent,  tomo  XXVIl,  nüm.  295;  Pont, 
tomo  I,  núm.  744. 
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frutos  civiles  que  se  adquieren  día  por  día,  según  hemos 
dicho  al  hacer  el  estudio  de  la  posesión  y  del  usufructo/ 

Pero  para  que  el  pensionista  pueda  exigir  las  pensiones, 
es  preciso  que  justifique  su  supervivencia  ó  la  de  la  perso- 
na sobre  cuya  vida  se  constituye  la  renta,  supuesto  que  ésta 
es  enteramente  condicional  y  está  subordinada  á  la  existen- 
cia de  la  persona  sobre  cuya  vida  se  hizo  la  constitución 
(art.  2,932,  Cód.  Civ.).' 

Antes  de  ocuparnos  del  estudio  de  los  modos  de  extin- 
guirse la  renta  vitalicia,  debemos  advertir  que,  cualquiera 
que  sea  el  punto  de  vista  bajo  el  cual  se  consideren  las  pen- 
siones debidas  por  ella,  forman  parte  de  los  bienes  del 
pensionista,  y  como  éstos,  son  la  garantía  de  las  obligacio- 
nes contraídas  por  éste  y  embargables  por  sus  acreedores. 

Sin  embargo,  si  la  renta  se  constituye  á  título  gratuito 
sobre  los  bienes  del  constituyente,  puede  disponer  éste  al 
tiempo  del  otorgamiento  que  no  esté  sujeto  á  embargo  por 
derechos  de  un  tercero  (art.  2,927,  Cód.  Civ.). ' 

La  razón  es,  según  la  Exposición  de  motivos,  porque  to- 
do donante  tiene  derecho,  para  poner  las  restricciones  que 
quiera  á  la  donación,  y  por  lo  mismo,  tiene  facultad  de 
prohibir  que  se  sujete  la  renta  á  embargo,  por  obligaciones 
contraídas  por  el  pensionista  respecto  de  terceras  personas. 

Pero  por  razones  que  son  muy  fáciles  de  comprender, 
que  afectan  ai  interés  público,  la  regla  que  acabamos  de 
establecer  no  tiene  aplicación  cuando  las  deudas  contraídas 
por  el  pensionista  provengan  de  contribuciones  (art.  2,928, 

Cód.  Civ.)/ 

Cuando  la  renta  se  constituye  para  alimentos,  su  carácter 
para  satisfacer  las  más  imperiosas  necesidades  del  pensio- 


1  Tomo  11,  págs.  113  y  144. 

2  Artículo  2,804,  Cód.  Cív.  dé  1884. 

3  Artículo  2,799,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  2,800,  Cód.  Civ.  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


Lecciones  de  Derecho  Civil.  275 

nista,  hace  que  no  pueda  ser  embargada  sino  en  la  parte  que 
exceda  de  la  cantidad  quesea  necesaria  para  cubrir  los  ali- 
mentos, según  las  circunstancias  de  la  persona  (art.  2,929, 
Cód.  Civ.).' 

En  este  caso,  tiene  el  juez,  que  es  quien  debe  hacer  la  es- 
timación, que  sujetarse  á  las  reglas  que,  sobre  la  prestación 
de  alimentos,  establece  el  Código  Civil,  según  los  cuales, 
éstos  comprenden  la  comida,  el  vestido,  la  habitación  y  la 
asistencia  en  caso  de  enfermedad,  y  se  debe  atender  á  la  po- 
sición y  otras  circunstancias  personales  del  que  tiene  dere- 
cho de  recibirlos  (arts.  222  y  225,  Cód.  Civ.).' 

La  renta  vitalicia  se  extingue: 

I?  Por  rescisión  del  contrato: 

2?  Por  la  muerte  de  la  persona  sobre  cuya  vida  se  consti- 
tuyó la  renta. 

La  rescisión  del  contrato  puede  operarse  de  dos  mane- 
ras, según  hemos  dicho: 

I?  Por  mutuo  consentimiento  de  los  contratantes: 

2^  Por  demanda  judicial  del  pensionista,  si  la  renta  se 
constituyó  mediante  un  precio,  si  el  constituyente  no  le  da 
ó  conserva  las  seguridades  estipuladas  para  su  ejecución 
(art.  2,921,  Cód.  Civ.).^ 

La  muerte  de  la  persona  sobre  cuya  vida  se  constituyó 
la  renta,  es  el  modo  más  natural  de  extinción,  porque  es  el 
'término  normal  del  contrato,  según  la  mente  de  los  contra- 
tantes al  celebrarlo. 

Este  modo  de  extinción  puede  verificarse  de  dos  maneras: 

r?  Por  la  muerte  del  pensionista,  si  la  renta  se  constitu- 
yó sobre  su  vida  (art.  2,930.  Cód.  Civ.).'» 

2?  Por  la  muerte  de  tercera  persona,  si  la  renta  se  cons- 
tituye sobre  su  vida. 

1  Artículo  2,801,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  211  y  214,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artícnlo  2,793,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  2,802,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Pero  en  este  caso  no  cesa  la  renta,  como  dijimos  antes, 
por  la  molerte  del  pensionista,  sino  que  se  trasmite  á  sus  he- 
rederos, y  sólo  cesa  con  la  muerte  de  la  persona  sobre  cuya 
vida  se  constituyó  (art.  2,931,  Cód.  Civ.). ' 

La  muerte  no  libra  al  deudor  de  toda  obligación  cuando 
él  es  el  que  la  causa  al  acreedor  ó  á  aquél  sobre  cuya  vida 
se  había  constituido  la  renta,  pues  en  tal  caso,  está  obligado 
á  devolver  el  capital  á  los  herederos  (art.  2,933,  Cód.  Civ.).' 

La  razón  es  perfectamente  perceptible,  porque  la  muerte 
de  la  víctima  en  ningún  caso  puede  aprovechar  al  asesino 
y  libertarle  de  las  obligaciones  que  con  ella  tenía  contraí- 
das, y  porque  de  ninguna  manera  puede  permitirse  que  el 
deudor  rompa  á  su  arbitrio  contra  tales  obligaciones. 

La  restitución  del  capital,  y  por  tanto,  de  la  cosa  dada  al 
constituirse  la  renta,  se  justifica  por  la  imposibilidad  que  hay 
de  hacer  que^se  siga  cumpliendo  el  contrato,  supuesto  que 
no  es  dado  saber  cuándo  había  de  morir  el  pensionista  de 
muerte  natural. 

En  esta  situación,  parece  que  lo  más  justo  era  privar  al 
deudor  del  beneficio  que  debía  resultarle  de  la  comisión  del 
delito,  obligándole  á  restituir  la  renta,  ó  lo  que  es  lo  mismo, 
á  rescindir  el  contrato,  pero  sin  derecho  al  reembolso  de  las 
per^siones  que  hubiere  pagado. 


V 
DE  LA  COMPRA  DE  ESPERANZA. 


La  compra  de  esperanza  es  la  última  especie  de  los  con- 
tratos aleatorios  que  enumera  y  reglamenta  el  Código  Ci- 
vil, y  al  cual  vamos  á  consagrar  un  ligero  estudio. 

1  Artícnlo  2,803.  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,805,  ^^^'  Civ.  de  1884, 
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Se  llama  compra  de  esperanza,  dice  el  artículo  2,934  del 
Código,  la  que  tiene  por  objeto  los  frutos  de  una  cosa  ó  los 
productos  inciertos  de  un  hecho  que  pueda  estimarse  en 
dinero. ' 

No  creemos  que  esté  concebida  la  definición  que  precede 
en  términos  que  sean  dignos  de  alabanza;  y  parece  que  de- 
bería decirse  que  la  compra  de  esperanza  es  el  contrato  que 
tiene  por  objeto  la  venta  de  los  frutos  de  una  cosa  ó  los  pro- 
ductos inciertos  de  un  hecho  que  puede  estimarse  en  dinero. 

Este  contrato  es  consensual,  porque  se  perfecciona  por  el 
solo  consentimiento  de  los  interesados,  y  bilateral,  pues  en 
virtud  de  él  quedan  obligados  éstos,  el  uno  á  pagar  el  pre- 
cio convenido  y  el  otro  á  entregar  los  frutos  ó  productos  in- 
ciertos que  se  lleguen  á  obtener. 

Es,  además,  aleatorio,  porque  el  comprador  está  obligado 
á  pagar  el  precio  convenido,  obténganse  ó*  no  los  productos  ó 
frutos  inciertos,  es  decir,  que  los  efectos  del  contrato  en  cuan- 
to á  las  ganancias  y  pérdidas  para  el  comprador,  dependen 
de  un  acontecimiento  incierto. 

En  efecto,  el  artículo  2,936  del  Código,  declara  que  si  el 
vendedor  ejecuta  el  hecho  estipulado,  cuyos  productos  se  es- 
peran, tiene  acción  para  cobrar  el  precio,  obténganse  ó  no 
tales  productos,  siempre  que  la  ejecución  del  hecho  se  haya 
verificado  en  los  términos  convenidos.' 

Este  precepto  no  hace  más  que  reproducir  el  principio 
fundamental  sobre  que  reposa  la  teoría  de  los  contratos  alea- 
torios, y  que  consiste  en  dejar  al  azar  los  efectos  de  ellos  en 
cuanto  á  las  ganancias  ó  pérdidas;  porque  en  el  contrato 
que  nos  ocupa,  el  comprador  no  compra  los  productos  ó  fru- 
tos inciertos,  sino  la  esperanza,  la  posibilidad  de  obtener- 
los, y  por  tal  motivo,  debe  el  precio  estipulado;  obténganse 
ó  no  éstos. 


I  Artículo  2,806,  Cód.  Civ.  de  1884- 
z  Artfcolo  9,808,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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No  sucede  lo  mismo  cuando  la  intención  de  los  contra- 
tantes no  ha  sido  sujetarse  á  las  contingencias  del  azar,  sino 
concertar  la  venta  de  los  productos  ó  frutos  futuros,  que 
constituyen  lo  que  en'  la  terminología  del  derecho  se  llama 
res  sperata,  que  está  subordinada  á  la  condición  implícita  de 
que  nazcan  ó  se  obtengan ;  pues  en  tal  caso,  si  se  verifica  tal 
condición,  el  comprador  está  obligado  á  pagar  el  precio  con- 
venido, cualquiera  que  sea  la  cantidad  obtenida,  y  si  no  se 
realiza,  no  tiene  tal  obligación. ' 

Aubry  y  Rau  se  expresan  en  los  términos  siguientes,  que 
no.  podemos  menos  de  trasladar  por  su  precisión  y  claridad: 
'*En  las  ventas  de  cosechas,  es  preciso  distinguir  si  las  partes 
ham  entendido  hacer  una  venta  enteramente  aleatoria,  tra- 
tando de  spe  fructutn  nasciturniUy  ó  si  han  querido  tratar  de 
una  cosecha  porvenir,  admitiendo  contingencias  solamente 
para  el  más  ó  el  menos  de  los  frutos.  En  el  primer  caso,  la 
venta  es  pura  y  simple,  y  el  fcomprador  está  obligado  á  pa- 
gar el  precio,  aun  cuando  la  cosecha  falte  enteramente.  En 
el  segundo,  la  venta  está  subordinada  á  la  condición  de  que 
la  cosecha  dará  algunos  frutos."'' 

Todos  los  autores  están  conformes  acerca  de  que,  en  caso 
de  duda,  cuando  los  contratantes  han. empleado  términos  de 
tal  manera  ambiguos  que  no  sea/ posible  conocer  si  fué  su 
intención  celebrar  una  compra  de  esperanza,  se  debe  pre- 
sumir que  quisieron  contratar  sobre  los  frutos  por  venir,  su- 
bordinándose á  la  condición  implícita  de  que  nazcan. 

Creemos  qué  esta  teoría  es  justa  y  conforme  á  la  regla  de 
interpretación,  según  la  cual,  cuando  una  cláusula  de  un 
contrato  es  susceptible  de  dos  ó  más  sentidos,  se  debe  en-, 
tender  en  el  más  adecuado  para  que  surta  efecto,  y  el  más 


1  Thiry,  tomo  II,  núm.  609;  Guillouard,  De  la  vente,  tomo  I,  núm.  166;  Potbier,  De 
lávente,  núm.  6;  Aubry  y  Rau,  %  451,  nota  33;  I^arent,  tomo  XXIV.  ni\m.  99;  Duran- 
ton,  tomo  XVI,  nilm.  172,  etc.,  etc. 

2  Loco  cit. 
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conforme  á  la  razón  y  á  la  verdad;  pues  es  más  conforme 
con  ellas  suponer  que  el  comprador  no  ha  querido  sujetarse 
á  toda  clase  de  contingencias,  exponiéndose  al  peligro  de 
pagar  el  precio  convenido,  aun  cuando  no  se  obtengan  los 
frutos  6  productos  objetos  del  contrato. 

De  la  naturaleza  misma  de  éste,  se  infiere  que,  quedando 
perfecto  por  el  consentimiento  de  los  contratantes,  y  siendo 
á  cargo  del  comprador  las  contingencias  á  que  están  suje- 
tos los  frutos  ó  productos  que  se  espera  obtener,  el  peligro 
de  la  cosa  que  es  objeto  del  contrato,  esto  es,  de  esos  frutos 
ó  productos,  es  siempre  de  cuenta  del  mismo  comprador 
(art.  2,937,  Cód.  Civ.).  ^ 

El  Código  declara  en  el  artículo  2,935,  que,  el  vendedor 
que  ejecuta  por  sí  solo  y  sin  convenio  con  el  comprador  el 
hecho  cuyo  producto  se  espera,  sólo  tiene  acción  para  co- 
brar el  precio,  obtenido  que  sea  el  producto.' 

La  Exposición  de  motivos  reproduce  el  mismo  principio 
por  toda  explicación,  y  los  Sres.  Segura  y  Calva,  en  sus 
•  Instituciones  de  Derecho  Civil,  la  concretan  á  decir,  que  na- 
die puede  lucrar  con  el  trabajo  ajeno  sin  retribuirlo. 

A  nuestro  juicio,  el  principio  á  que  nos  referimos  está 
concebido  en  términos  de  tal  manera  obscuros,  que  difícil- 
mente se  pueden  comprender  y  explicar. 

En  efecto:  si  en  la  compra  de  esperanza  los  derechos  y 
obligaciones  de  los  contratantes  nacen  del  convenio  previo 
que  celebran  antes  de  que  se  ejecute  el  hecho  cuyos  pro- 
ductos se  esperan,  es  fuera  de  toda  duda  que,  si  se  ejecuta 
tal  hecho  sin  que  haya  habido  convenio  previo,  el  autor  de 
él  no  tiene  ningún  derecho  para  exigir  el  precio  délos  pro- 
ductos que  obtenga.  Si  es  así,  no  comprendemos  cómo  es 
que  el  que  ejecuta  el  hecho  cuyos  productos  se  esperan,  ten- 


1  Artículo  2,809,  ^^'  ^'»v.  d^  1884. 

2  Artículo  2,807,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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ga  derecho  para  cobrar  el  precio,  obtenidos  que  sean  tales 
productos. 

Creemos  que  los  autores  del  Código  quisieron  desarro- ^ 
llar  en  los  artículos  2,935  Y  2,936,  la  teoría  que  antes  he- 
mos expuesto,  según  la  cual,  el  contrato  que  nos  ocupa  re- 
viste el  carácter  de  aleatorio  cuando  se  conviene  en  pagar 
el  precio  estipulado  obténganse  ó  no  frutos  ó  productos;  y 
no  tiene  .el  comprador  la  obligación  de  pagarlos  cuando  no 
tiene  el  contrato  tal  carácter,  sino  el  de  compra -venta  de 
frutos  ó  productos  futuros,  subordinada  para  su  existencia  y 
validez  á  la  condición  implícita  de  que  nazcan. ' 

Si  es  así,  hay  que  convenir  en  que  los  autores  del  Códi- 
go fueron  poco  felices  en  su  empresa,  porque  les  faltó  cla- 
ridad y  precisión  en  el  desarrollo  de  dicha  teoría. 

La  compra  de  esperanza  es,  en  cuanto  á  sus  efectos,  un 
contrato  de  carácter  especial,  pero  en  cuanto  á  su  formación 
y  demás  circunstancias  es  un  verdadero  contrato  de  compra- 
venta, y  por  tanto,  está  sujeto  á  las  reglas  generales  que  ri- 
gen á  este  contrato. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  2,938  del 
Código  Civil,  que  los  demás  derechos  y  obligaciones  en  la 
compra  de  esperanza  no  regidos  por  las  reglas  anteriores, 
son  los  que  se  determinan  en  el  título  de  la  compra- venta. 


I  Artículos  2,807  y  2,806,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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LECCIÓN  VIGÉSIMA  PRIMERA. 

I 

DE  LA  COMPRA -VENTA. 


TRINCIPIOS    GENERALES. 

La  compra -venta,  dice  el  artículo  2,939,  del  Código  Ci- 
vil, es  un  contrato  por  el  cual  uno  de  los  contratantes  se 
obliga  á  transferir  un  derecho  ó  á  entregar  una  cosa,  y  el  otro 
á  pagar  un  precio  cierto  y  en  dinero. ' 

Este  contrato  es,  sin  duda  alguna,  uno  de  los  más  impor- 
tantes y  de  más  uso  en  la  vida  práctica  en  la  sociedad,  por- 
que sirve  para  satisfacer  á  las  más  ingentes  necesidades  de 
los  individuos.  '^ 

El  cambio  ó  trueque  ha  precedido  en  su  origen  al  con- 
trato de  compra -venta.  En  el  principio  de  las  sociedades, 
cuando  las  relaciones  de  los  hombres  entre  sí  y  sus  necesi- 
dades se  hallaban  limitadas  al  cambio  ó  permuta  de  los  ob- 
jetos que  tenían  en  abundancia  ó  les  eran  intjtiles,  constituía 
el  medio  de  adquirir  lo  que  les  faltaba  y  de  satisfacerlas. 

Pero  el  desarrollo  de  las  relaciones  sociales  trajo  consigo 
el  aumento  de  las  necesidades  de  los  individuos  y  la  insu- 
ficiencia de  la  permuta  para  satisfacerlas;  y  de  ahí  surgió 
la  idea  de  la  conveniencia  de  sujetar  las  permutas  á  un  tipo 

I  Artículo  2,811,  Cód.  Civ.  d«  1884. 
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común,  el  metal,  fácilmente  transportable,  divisible  en  pe- 
queñas fracciones  para  las  operaciones  de  poca  importan- 
cia, y  que  facilita  las  que  sirven  para  satisfacer  las  necesi- 
dades de  la  vida  diaria. 

El  desarrollo  de  las  relaciones  socialí^s,  el  aumento  de 
las  necesidades  de  los  individuos  y  la  dificultad  para  satis- 
facerlas, produjo  la  invención  de  la  moneda,  que,  facilitando 
todas  las  operaciones  del  comercio,  dio  origen  al  contrato 
de  compra -venta. 

La  definición  que  da  el  Código  Civil  de  este  contrato, 
tomada  del  Código  Francés,  ha  sido  generalmente  censura- 
da por  los  comentaristas  de  éste,  pot'que  siendo  el  objeto 
del  vendedor  trasmitir  la  propiedad  de  la  cosa  vendida  al 
comprador,  se  dice  en  la  definición  que  se  obliga  á  entre- 
gar esa  cosa,  siendo  así  que  no  es  esa  la  obligación  que 
contrae. 

Esta  definición  parece  estar  tomada  del  Derecho  Roma- 
no ó  de  nuestra  antigua  legislación,  que  sancionaba  los 
mismos  principios,  según  los  cuales,  el  vendedor  sólo  es- 
taba obligado  á  entregar  al  comprador  la  cosa  vendida  y  á 
mantenerle  en  su  posesión. ' 

Pero  en  la  actualidad  la  compra- venta  produce  efectos 
'  distintos,  porque  es  traslativa  de  la  propiedad,  y  desde  el 
momento  en  que  se  perfecciona  por  el  consentimiento  de 
los  contratantes  acerca  del  precio  y  de  la  cosa,  sí^  trasmite 
el  dominio  de  ella  al  comprador;  y  tal  es  el  motivo  por  el 
que,  á  diferencia  del  Derecho  Romano,  el  Código  Civil 
prohibe  la  venta  de  cosa  ajena  y  la  declara  nula. 

Estas  breves  explicaciones  demuestran  que  la  definición 
que  da  el  artículo  2,939  del  Código  no  es  buena/  porque 
no  expresa  el  primeroy  principal  efecto  de  la  compra- venta, 
que  es  la  traslación  de  la  propiedad  de  la  cosa  vendida. 


I^yes  30,  tít.  iV,  lib.  lo;  i6,  tít.  4?,  líb.  12,  D,  y  i",  tít.  5'.',  Tart.  5». 
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Creemos  que  es  mejor  la  definición  que  dan  algunos  au- 
tores, diciendo  que  la  compra-venta  es  un  contrato  por  e) 
cual  uno  de  los  contratantes  transfiere  á  otro  un  derecho  6 
la  propiedad  de  una  cosa,  mediante  un  precio  cierto  y  en 
dinero  que  se  obliga  á  pagarle. 

Grande  controversia  ha  habido  entre  los  jurisconsultos, 
desde  los  remotos  tiempos  del  Derecho  Romano,  acerca  de 
si  había  compra-venta  ó  permuta  cuando  el  precio  conve- 
nido consistía  parte  en  dinero  y  parte  en  algún  objeto  de- 
terminado, estableciendo  varias  teorías  y  distinciones,  que 
no  es  del  caso  referir. 

El  Código  Civil  ha  puesto  término  á  esa  controversia, 
declarando  en  el  artículo  2,940,  que  si  el  precio  de  la  cosa 
vendida  se  ha  de  pagar  parte  en  dinero  y  parte  con  el  va- 
lor de  otra  cosa;  el  contrato  será  de  venta  cuando  la  parte 
de  numerario  sea  igual  ó  mayor  que  la  que  se  pague  con 
el  valor  de  la  otra  cosa:  y  si  la  parte  de  numerario  fuere 
inferior,  el  contrato  será  permuta. ' 

Esta  distinción  no  es  ociosa,  pues  la  compra- venta  y  la 
permuta  tienen  efectos  jurídicos  diversos,  provenientes  de 
su  naturaleza;  y  como  dice  la  Exposición  de  motivos,  la 
regla  consignada  en  el  artículo  2,940  es  de  importancia,  si 
se  atiende  á  que  son  muy  diversas  las  obligaciones  de  los 
deudores  de  especie,  como  lo  son  ambos  contratantes  en  el 
caso  de  permuta,  y  los  deudores  de  género,  á  cuya  catego- 
ría pertenece  el  deudor  del  preqio  en  el  contrato  de  venta. 

Este  contrato  es  consensual,  porque  se  perfecciona  por 
el  consentimiento  de  los  contratantes,  independientemente 
de  la  tradición  de  la  cosa  vendida  y  del  pago  del  precio,  de 
manera  que  desde  el  momento  en  que  aquéllos  se  ponen 
de  acuerdo  acerca  de  la  cosa  y  del  precio,  existe  el  contra- 
to y  es  obligatorio  para  ellos,  sin  que  su  validez  dependa 


I  Artículo  2,812,  C<k!.  Civ.  de  1884. 
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de  ninguna  formalidad  externa,  aunque  la  primera  no  haya 
sido  entregada  ni  el  segundo  satisfecho  (art.  2,946,  Cód. 
Civ.).' 

Este  principio  no  es  más  que  la  reproducción  del  conte- 
nido en  el  artículo  1,552  del  Código  Civil,  que  declara,  que 
en  las  enajenaciones  de  cosas  ciertas  y  determinadas,  la 
traslación  de  la  propiedad  se  verifica  entre  los  contratan- 
tes, sin  dependencia  de  tradición,  ya  sea  natural  ya  simbó- 
lica, salvo  convenio  en  contrario.'' 

Al  hacer  el  estudio  de  este  precepto  dijimos,  fundados  en 
autoridades  respetables,  que  la  razón  y  la  equidad  lo  justi- 
fican, porque  no  es  el  hecho  material  de  la  tradición  el  que 
engendra  el  derecho  de  propiedad,  sino  la  voluntad  de  los 
contrayentes  manifestada  por  ese  hecho,  con  el  cual  no  de- 
be confundirse.^ 

Es  consecuencia  de  este  principio,  el  sancionado  por  el 
artículo  2,950  del  Código,  que  declara,  que  desde  el  mo- 
mento en  que  la  venta  es  perfecta  por  el  consentimiento  de 
los  contrayentes  acerca  del  precio  y  de  la  cosa,  pertenece 
ésta  al  comprador  y  aquél  al  vendedor,  teniendo  cada  uno 
de  ellos  el  derecho  de  exigir  al  otro  el  cumplimiento  del 
contrato.  ^ 

Creemos  que  este  principio  es  enteramente  innecesario, 
pues  si  la  compra-venta  es  un  contrato  traslativo  de  la 
propiedad;  si  se  perfecciona  por  el  solo  efecto  del  consen- 
timiento de  los  contrayentes  sobre  la  cosa  y  el  precio,  aun- 
que la  primera  no  haya  sido  entregada  ni  el  segundo  satis- 
fecho; y  si  los  contratos  legalmente  celebrados  deben  ser 
puntualmente  cumplidos;  es  evidente  que  no  hay  necesidad 
de  sancionar  un  nuevo  principio,  que  no  es  más  que  la  re- 


I  Arcícalo  2,818,  Cód.  Civ.  de  1884. 
a  Artículo  1,436,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Tomo  III,  pág.  179. 

4  Artículo  2,822,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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producción  de  los  expuestos,  declarando  que,  perfeccionada 
la  venta,  pertenece  la  cosa  al  comprador  y  el  precio  al  ven- 
dedor, y  que  cada  uno  de  ellos  tiene  derecho  para  exigir 
del  otro  el  cumplimiento  del  contrato. 

Sin  embargo,  el  defecto  que  reprochamos  al  precepto 
mencionado,  es  perfectamente  disculpable,  si  se  atiende  á 
que  la  mente  de  nuestros  codificadores  fué  hacer  clara  y  per- 
ceptible la  diferencia  que  existe  entre  el  sistema  adoptado 
por  el  Derecho  Romano  y  nuestra  antigua  legislación,  y  el 
seguido  por  el  Código  Civil,  según  el  cual,  el  contrato  de 
compra- venta  es  traslativo  de  la  propiedad,  y  produce  tal 
efecto  por  el  solo  convenio  de  los  interesados  acerca  del 
precio  y  de  la  cosa;  salvo  cuando  se  trata  de  bienes  inmue- 
bles y  de  derechos  y  acciones,  que  exigen  para  su  validez 
y  eficacia  el  otorgamiento  de  escritura  pública. 

Como  indicamos  en  otro  lugar,  la  ley  establece  esta  con- 
veniente excepción  respecto  de  la  venta  de  bienes  inmue- 
bles, exigiendo  que  se  haga  constar  en  instrumento  privado 
cuando  el  precio  no  excede  de  quinientos  pesos,  y  en  es- 
critura pública  si  pasa  de  esa  cantidad,  por  razones  que  en 
su  oportunidad  examinaremos;  y  además  declara,  que  la 
venta  de  inmuebles  ó  de  derechos  reales,  no  produce  efecto 
contra  tercero  sino  desde  la  fecha  en  que  fuere  inscrita  en 
el  Registro  público  en  los  términos  que  previene  el  capí- 
tulo III  título  3?  del  Código  Civil  (arts.  2,951  y  2,952,  Cód. 
Civ.).' 

Pero  no  es  esta  la  única  excepción  que  la  ley  establece 
al  principio  que  motiva  estas  observaciones,  pues  en  el  ar- 
tículo 2,953  declara  el  Código  Civil,  que  las  compras  á  vis- 
ta ó  de  cosas  que  se  acostumbran  gustar,  pesar  ó  medir,  no 
producirán  efectos,  sino  después  de  que  se  hayan  visto,  gus- 
tado, pesado  ó  medido  los  objetos  vendidos. ' 

1  Artículos  2,823  y  2,854,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,825,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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La  razón  en  que  se  funda  esta  excepción  es  perfecta- 
mente clara  y  perceptible;  porque  en  las  ventas  á  que  se 
refiere  no  está»  determinada  la  cosa  ó  el  precio  en  el  mo- 
mento en  que  se  celebra  el  contrato,  ni  hay  un  verdadero 
consentimiento  del  comprador  respecto  de  las  cosas,  y  sólo 
qjueda  llenado  ese  requisito  esencial  cuando  se  ven,  cuen- 
tan, pesan,  miden  ó  gustan  las  que  son  objeto  de  él. 

Según  la  opinión  de  los  autores,  la  excepción  indicada 
tiene  lugar, en  los  casos  siguientes: ' 

I?  Cuando  se  vende  determinado  número  de  medidas 
por  un  precio  único;  por  ejemplo,  dos  hectolitros  de  vino  por 
veinte  pesos: 

2?  Cuando  se  vende  determinado  número  de  medidas 
<jue  se  deben  de  tomar  de  una  cantidad  mayor;  por  ejem- 
plo, 200  litros  del  vino  que  tengo  en  mi  depósito,  á  50  centa- 
vos litro: 

3?  Cuando  se  vende  una  masa  determinada  á  tanto  la 
medida;  por  ejemplo,  todo  el  trigo  que  tengo  en  mi  grane- 
ro á  ocho  pesos  la  carga:' 

La  compra-venta  es  un  contrato  sinalagn^ttico  ó  bilate- 
ral, porque  produce  obligaciones  para  ambos  contratantes, 
de  las  cuales,  la  una  es  causa  de  la  otra;  pues  en  tanto  está 
obligado  el  vendedor  á  entregar  la  cosa  al  comprador,  en 
cuanto  á  que  éste  tiene  obligación  de  pagarle  el  precio,  y 
recíprocamente^ 

Este  contrato  es  también,  por  regla  general,  conmutati- 
vo, porque  cada  uno  délos  contratantes  se  obligad  dar  una 
cosa  equivalente  de  la  otra  que  entrega  el  otro;  y  decimos, 
por  regla  general,  en  virtud  de  que,  como  hemos  visto  en 
la  lección  anterior,  puede  ser  algunas  veces  aleatorio,  como 
la  compra  de  esperanza. 


1  Thiry,  tomo  111,  núm.  5Ó4. 

2  Pothier,  De  la  vente,  núm.  308;  Laurent,  tomo  XXI V,  núm.  139;  Troplong.  Ve 
la  vente,  tomo  I,  núm.  90;  Colmet  de  Santerre,  tomo  VI  I,  núm.  7  ¿¿f  II. 
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La  compra-venta,  como  todos  los  contratos,  está  sujeta 
á  las  reglas  generales  que  el  Código  Civil  establece  res- 
pecto del  consentimiento  y  capacidad  de  los  contrayentes 
y  á  otras  especiales,  que  examinaremos  en  su  oportunidad. 

Todos  los  autores  distinguen  la  promeá^  de  venta  del 
contrato  de  compra-venta,  con  razón,  porque  tienen  efec- 
tos jurídicos  distintos;  y  el  Código  Civil  la  ha  reglam^lita- 
do,  á  fin  de  determinar  cuáles  sean  éstos,  estableciendo  las 
reglas  siguientes: 

I?  Para  que  la  simple  promesa  de  compra-venta  tenga 
efectos  legales,  es  menester  que  se  designe  la  cosa  vendi- 
da, si  es  raíz  ó  mueble  no  fungible.  En  las  cosas  fungibles 
bastará  que  se  designe  el  género  y  la  cantidad,  y  en  todo 
caso  debe  fijarse  el  precio  (art.  2,947,  Cód.  Civ.).' 

2*>  Si  la  compra- venta  no  se  realizare  y  hubieren  inter- 
venido arras,  el  comprador  perderá  las  que  hubiera  dado 
cuando  por  su  culpa  no  tuviere  efecto  el  contrato  (art.  2,948, 
Cód.  Civ.). 

3!^  Si  la  culpa  fuere  del  vendedor,  éste  volverá  las  arras 
con  otro  tanto  (art.  2,949,  Cód.  Civ.).^ 

La  Exposición  de  motivos  explica  y  funda  estas  reglas 
en  los  términos  siguientes: 

**La  simple  promesa  de  venta  produce  sin  duda  una  obli- 
gación exigible  conforme  al  derecho  natural.  Y  nada  im- 
porta que  no  se  haya  designado  el  precio;  porque  este  re- 
quisito no  es  esencial  para  la  subsistencia  de  la  promesa:  su 
determinación  deberá  tener  efecto  al  formalizarse  el  contra- 
to. Si  yo  prometo  á  Pedro  que  si  alguna  vez  vendo  mi  casa  lo 
haré  áél  con  preferencia  á  cualquiera  otro,  es  evidente  que 
tiene  un  derecho  indisputable  para  exigirme  el  cumplimien- 
to de  la  promesa;  pero  como  sería  fácil  que  yo  la  eludiera, 


i  Aitícuio  2,819,  Cód.  Civ.  de  18^4. 
2  Artículo  2,820,  Cód.  Civ.  de  1884. 
5  Artícalo  2,821,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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exagerando  inmoderadamente  el  precio,  para  retraerle  de 
entrar  en  concurrencia,  no  ha  querido  la  comisión  que  la 
promesa  tenga  efectos  civiles,  sino  cuando  al  verificarla  se 
hayan  designado  la  cosa  y  su  precio.  En  caso  contrario,  no 
habrá  sino  una  obligación  de  mero  derecho  natural,  cuyo 
cumplimiento  quedará  confiado  á^la  conciencia  y  el  honor 
del^ue  la  ha  contraído." 

La  Exposición  de  motivos  ha  sido  deficiente  en  este  caso, 
como  en  otros  muchos,  y  está  muy  lejos  de  dar  una  expli- 
cación clara  del  sistema  adoptado  por  el  Código  Civil  so- 
bre la  promesa  de  compra-venta,  y  lo  único  que  de  ella  se 
deduce  con  toda  claridad  es,  que  para  que  sea  válida  y  efi- 
caz tal  promesa,  es  un  requisito  esencial  que  se  determine 
en  ella  el  precio  que  debe  pagar  el  comprador  por  la  cosa 
vendida,  de  tal  manera,  que  la  falta  de  él  anula  la  promesa, 
la  hace  ineficaz,  y  por  consiguiente  no  produce  acción  para 
exigir  su  cumplimiento  en  juicio. 

No  creemos  que  las  razones  contenidas  en  la  Exposición 
de  motivos  puedan  justificar  de  ninguna  manera  el  sistema 
adoptado  por  el  Código  Civil;  pero  mucho  menos,  si  se  tie- 
ne en  consideración  que  al  exigirse  la  designación  del  pre- 
cio de  la  cosa  prometida  en  venta,  se  convierte  sencillamente 
la  promesa  en  un  verdadero  contrato  de  compra-venta. 

A  primera  vista  parecerá  aventurada  la  opinión  que  aca- 
bamos de  establecer,  y  sin  fundamento  de  ninguna  especie. 

Pero  no  es  así,  y  cuenta  en  su  abono  con  la  autoridad  de 
los  jurisconsultos  modernos,  cuyas  teorías  sirven  diariamen- 
te de  norma  á  los  tribunales  para  la  decisión  de  las  cues- 
tiones más  arduas  y  difíciles  que  ante  ellos  se  ventilan. 

Según  la  teoría  de  los  jurisconsultos  modernos,  se  deben 
distinguir  las  promesas  en  sinalagmáticas  y  en  unilaterales, 
porque  unas  y  otras  producen  efectos  jurídicos  distintos. 

Hay  promesa  sinalagmática  cuando  el  vendedor  por  su 
parte  promete  vender  tal  cosa  en  determinado  precio,  y  el 
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comprador  por  la  suya  prorrvete  comprar  dicha  cosa  en  ese 
precio,  y  ambas  promesas  han  sido  recíprocamente  acep- 
tadas. 

Pues  bien,  el  efecto  de  estas  obligaciones,  según  la' teoría 
que  nos  ocupa,  es  el  mismo  que  el  del  contrato  de  compra- 
venta, porque  según  los  principios  sancionados  por  la  ley, 
desde  el  momento  en  que  los  contrayentes  están  de  acuerdo 
acerca  del  precio  y  de  la  cosa,  la  venta  es  perfecta  y  obli- 
gatoria y  pertenece  la  cosa  al  comprador  y  el  precio  al  ven- 
dedor, de  manera  que  cada  uno  de  ellos  puede  exigir  al  otro 
el  cumplimiento  del  contrato. ' 

Y  este  efecto  se  produce  también  cuando  se  señala  tiem- 
po, porque  la  designación  de  éste  no  altera  en  manera  al- 
guna la  naturaleza  de  la  promesa,  como  no  afecta  tampoco 
la  de  los  contratos  en  los  cuales  se  hacfe  esa  designación,  que 
sólo  importa  el  aplazamiento  de  su  ejecución  hasta  deter- 
minada fecha. 

Sin  embargo,  la  opinión  común  de  los  intérpretes  es,  que 
se  debe  distinguir  si  el  plazo  se  ha  puesto  solamente  para 
diferir  la  ejecución  de  la  promesa,  en  cuyo  caso  existe  una 
verdadera  venta  con  todos  sus  efectos  jurídicos;  6  si  tiene 
por  objeto  suspender  la  realización  de  ella,  y  por  tanto  la 
perfección  del  contrato,  pues  entonces  no  hay  venta  ni  se 
producen  los  efectos  que  la  ley  le  atribuye." 

Pero  los  efectos  expresados  no  se  producen  cuando  la 
promesa  es  unilateral,  esto  es,  cuando  el  vendedor  promete 
vender  determinada  cosa  por  cierto  precio,  y  es  aceptada 


1  J  >aroml.iére,  sobre  el  art.  1,138,  núni.  11 ;  Favard  de  JLanglade,  Repertoire,  W. 
Vente»  §  4?;  Thiry,  tomo  III,  núm.  533;  Laureni,  tomo  XXIV,  núm.  21;  Daranton, 
tomo  XVI,.núm.  51 ;  Duvergier,  tomo  I,  núm.  124;  Aubry  y  Kau,  tomo  IV,  $  349;  Col- 
Dict  de  Santerre,  tomo  VII,  núm.  10  bis  11 ;  Guillouard,  tomo  I,  núm.  77;  Baudry  La- 
cantinerie,  tomo  III,  núm.  452;  Arnz,  tomo  III,  núm.  923;  Danty,  De  la  Preuve  par 
temoins,  pág.  740,  núm.  2 ;  RoUand  de  Villargues,  Dictionaire,  V?.  Promesse  de  vente. 

2  Laurent,  tomo  XXIV,  núm.  22;  Thiry,  tomo  III,  núm.  553;  Aubry  y  Rau,  tomo 
IV,  í  349;  Mourlon,  tomo  III,  núm.  487;  Larombiére,  loe.  cít.  núm.  12. 
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la  promesa  por  el  otro  interesado  sin  obligarse  á  comprar 
esa  cosa  por  el  precio  indicado;  pues  en  tal  casóse  produ- 
ce obligación  para  aquél,  y  no  para  éste  sino  hasta  que  se 
compromete  á  comprar;  y  entonces  hay  una  verdadera  ven- 
ta, según  hemos  dicho. 

De  lo  expuesto  se  infiere: 

I?  Que  la  simple  promesa  de  compra- venta  sin  que  se 
determine  en  ella  la  cosa  vendida  ó  su  precio  no  produce 
obligación  ni  acción.  ^ 

2?  Que  la  promesa  bilateral  con  designación  de  cosa  y 
precio  constituye  un  verdadero  contrato  de  compra-venta. 

Esto  se  entiende,  aun  en  el  caso  de  que  se  trate  de  bie- 
nes inmuebles,  si  la  promesa  bilateral  se  hace  en  escritura 
pública. 

En  cuanto  á  hi  seg^mda  regla  de  las  expresadas,  hay  que 
recordar,  que,  bajo  el  nombre  de  arras  se  designan  las  co- 
sas que  uno  de  los  contrayentes  entrega  al  otro  con  ocasión 
de  un  contrato,  ya  como  un  signo  de  la  celebración  de  él, 
y  para  garantía  de  que  se  ejecutará,  ya  como  una  pena  pa- 
ra el  caso  de  que  el  contratante  se  arrepienta  y  no  cumpla 
la  obligación  que  se  impuso. 

Mucho  se  ha  disputado  entre  los  comentaristas  del  De- 
recho Romano  y  de  nuestra  antigua  legislación  acerca  de 
si,  en  el  caso  de  que  intervinieran  arras,  era  permitido  á  los 
contrayentes  apartarse  del  contrato,  el  comprador  mediante 
la  pérdida  de  las  arras  que.hubiere  dado,  y  el  vendedor  me- 
diante la  restitución  de  ellas  duplicadas;  pues  unos  soste- 
nían que  esto  no  procedía  en  el  contrato  ya  perfecto,  ó  lo 
que  es  lo  mismo,  que  sólo  tenía  lugar  en  la  simple  prome- 
sa; y  otros  defendían  la  opinión  contraria. 

Nuestro  Código  ha  tratado  de  poner  término  á  esta  cues- 
tión, estableciendo  las  reglas  segunda  y  tercera,  según  las 
cuales,  el  comprador  y  el  vendedor  pueden  arrepentirse  y  no 
perfeccionar,  ó  más  bien  dicho,  no  convertir  la  promesa  en 
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un  verdadero  contrato  de  compra-venta,  perdiendo  el  uno 
las  arras  que  hubiere  dado,  y  restituyéndolas  el  otro  du- 
plicadas. 

En  otros  términos,  una  vez  que  se  haya  perfeccionado  el 
contrato  de  compra- venta  por  el  consentimiento  de  los  con- 
tratantes, ninguno  de  ellos  puede  eximirse  de  cumplirlo,  ni 
aun  mediante  la  pérdida  de  las  arras  ó  la  restitución  de  ellas 
duplicadas. 

Así,  pues,  las  reglas  mencionadas  sólo  tienen  aplicación 
respecto  de  las  promesas  de  compra-venta. 

Cuatro  son  los  requisitos  esenciales  para  la  validez  y  efi- 
cacia del  contrato  de  compra -venta: 

I?  Consentimiento  de  los  contrayentes: 

2?  Capacidad  de  ellos: 

3?  Cosa  cierta: 

4?  Precio  cierto  y  determinado. 

El  Código  Civil  no  establece  regla  alguna  especial  res- 
pecto del  consentimiento  del  comprador  y  del  vendedor,  sino 
que  lo  sujeta  á  las  reglas  generales  que,  sobre  el  consenti- 
miento de  los  contrayentes,  establece  para  todos  los  contra- 
tos; y  en  cuanto  á  los  demás  requisitos,  sanciona  principios 
especiales  que  vamos  á  estudiar,  cornenzando  por  los  rela- 
tivos al  ultimo  de  ellos,  comprendidos  entre  las  disposiciones 
generales  del  contrato  que  motiva  estas  observaciones. 

Se  llama  precio  el  valor  en  dinero  en  que  se  estima  una 
cosa. 

El  precio  en  la  venta  debe  ser  en  dinero,  cierto,  determi- 
nado y  Justo, 

Debe  ser  en  dinero,  porque  si  se  diera  un  equivalente  en 
otra  cosa,  el  contrato  sería  de  permuta,  pero  no  de  compra- 
venta. 

Debe  ser  cierto,  esto  es,  verdadero  y  no  simulado  ó  irri- 
sorio, es  decir,  que  se  estipule  con  intención  de  exigirlo  y 
no  por  fórmula,  y  que  no  sea  de  tal  manera  insignificante 
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que  no  se  le  pueda  estimar  como  el  equivalente  del  valor  de 
la  cosa,  pues  en  uno  y  en  otro  caso  no  habría  venta  sínodo- 
nación. 

El  precio  debe  ser  determinado,  esto  es.  se  debe  fijar  al 
celebrarse  el  contrato,  ó  por  lo  menos  establecer  los  elemen- 
tos necesarios  para  fijarlo;  pues  de  otra  manera  se  haría 
ilusorio  el  contrato,  porque  sería  indeterminada  la  obliga- 
ción del  comprador  que  quedaría  libre  de  ella  pagando  una 
cantidad  cualquiera,  por  pequeña  que  fuera,  y  sin  relación 
con  el  valor  de  la  cosa. 

Pero  como  hemos  indicado,  no  es  preciso  que  se  deter- 
mine el  precio  en  el  mismo  contrato,  sino  que  basta  que  éste 
contenga  los  elementos  necesarios  para  que  por  medio  de 
ellos  se  llegue  á  fijar  el  importe  del  precio,  como  cuando  se 
conviene  en  pagar  el  que  tenga  la  cosa  vendida  en  el  co- 
mercio en  determinada  fecha,  ó  el  que  fije  un  tercero. 

Estos  principios,  que  deben  su  origen  al  Derecho  Roma- 
no, se  han  transmitido  hasta  nosotros  y  han  encontrado  san- 
ción en  el  Código  Civil,  que  declara:' 

I?  Que  el  señalamiento  de  precio  no  puede  dejarse  al  ar- 
bitrio de  uno  de  los  contrayentes;  pues  se  haría  ilusorio, 
quedando  4  su  capricho  la  designación  de  un  precio  irrisorio, 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  quedaría  el  cumplimiento  del  contrato 
subordinado  á  su  voluntad,  contra  la  prohibición  de  la  ley 
(art.  2,945  y  1,394,  Cód.  Civ.)." 

2?  Los  contratantes  pueden  convenir  en  que  el  precio  sea 
el  que  corra  en  día  ó  lugar  determinado,  ó  el  que  fije  un  ter- 
cero (art.  2,941,  Cód.  Civ.).^ 

En  el  primer  caso  de  los  previstos  en  esta  segunda  regla 
se  tiene  como  precio  determinado  el  que,  en^  el  tecnicismo 
del  comercio,  se  llama  corriente,  para  distinguirlo  del  na- 
tural. 


1  Leyes  7,  H  i  y2;  36,  tít.  I?,  lib.  18  D.  y  9,  tít.  5?,  Part.  5? 

2  Artículos  2,817  y  1,278,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,813,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Este  es  el  valor  que  en  dinero  tienen  ordinariamente  las 
cosas;  á  diferencia  del  llamado  corrie7iíe,  que  es  el  valor  más 
6  menos  grande  que  obtienen  en  el  comercio,  en  atención 
á  1^1  abundancia  ó  escasez  de  ellas,  ó  del  dinero. 

Así,  pues,  conviniendo  los  contrayentes  que  el  precio  de 
la  venta  será  el  corriente  que  tenga  la  cosa  en  determinado 
día  ó  lugar,  llenan  el  requisito  esencial  de  que  el  precio  sea 
determinado;  pues  aun  cuando  ignoren  su  importe  en  el  mo- 
mento de  la  celebración  del  contrato,  es  fuera  de  toda  duda 
que  en  ese  día  y  en  ese  lugar  la  cosa  debe  circular  en  el  co- 
mercio con  determinado  precio,  y  por  consiguiente,  que  con 
relación  á  él  quedará  fijado  el  de  la  venta. 

Por  idénticas  consideraciones  se  permitió  en  el  segundo 
caso  la  determinación  del  precio,  dejándola  al  arbitrio  de  un 
tercero;  pero  para  que  pueda  producir  efectos  jurídicos  el 
contrato  celebrado  bajo  esta  forma,  es  indispensable  que  en 
él  se  designe  la  persona  que  debe  fijar  el  precio,  porque  de 
otra  manera  podría  acontecer  que  los  interesados  no  se  avi- 
nieran en  la  designación  de  ella,  y  así  se  daría  ocasión  á  que 
el  contratante  de  mala  fe  eludiera  el  cumplimiento  del  con- 
trato. 

En  el  caso  á  que  nos  referimos,  el  contrato  de  compra- 
venta es  condicional,  porque  está  subordinado  á  la  condi- 
ción de  que  el  tercero  designe  el  precio,  y  por  lo  mismo,  si 
no  puede  ó  no  quiere  designarlo,  no  llega  á  perfeccionarse 
el  contrato,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  no  llega  a  tener  existen- 
cia jurídica. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  2,943  del 
Código  Civil,  que,  si  el  tercero  no  quiere  ó  no  puede  seña- 
lar el  precio,  queda  el  contrato  sin  efecto;  salvo«convenio  en 
contrario,  esto  es,  que  los  interesados  hayan  convQnido  que 
en  el  caso  de  que  el  tercero  no  haga  la  designación,  se  fije 
ó  determine  el  precio  de  otra  manera. ' 

I  Artículo  2,815,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Pero  ¿es  lícito  á  los  interesados  atacar  la  designación  he- 
cha por  el  tercero,  por  injusta,  y  en  el  caso  de  que  haya 
obrado  dolosamente? 

Esta  cuestión  ha  dado  origen  á  diversas  opiniones  de  los 
jurisconsultos,  pero  entre  nosotros  está  perfectamente  de- 
finida por  la  ley,  y  en  consecuencia,  no  ofrece  difiéultad  al- 
guna. 

En  efecto:  el  artículo  2,942  del  Código,  dice:  que  fijado 
el  precio  por  el  tercero,  no' podrá  ser  rechazado  por  los  con- 
tratantes, sino  de  común  consentimiento. ' 

La  razón  que  funda  y  motiva  este  precepto,  es  perfecta- 
mente clara  y  perceptible,  porque  si  el  precio  es  injusto  hay 
lesión,  siempre  que  éste  exceda  ó  sea  menor  dos  terceras 
partes  del  justo  precio  ó  estimación  de  la  cosa,  y  entonces 
puede  rescindirse  el  contrato  á  instancia  del  contratante  que 
resultare  perjudicado  (art.  1,772,  Cód.  Civ.).^ 

Los  interesados  pueden  rechazar  de  común  consentimien- 
to el  precio  designado  por  el  tercero,  porque  por  medio  de 
él,  expresando  su  voluntad,  pueden  alterar  y  reformar  el  con- 
trato en  el  sentido  que  sea  más  conveniente  para  sus  inte- 
reses. 

Sobre  los  mismos  principios  que  antes  hemos  expuesto 
acerca  de  la  determinación  del  precio  y  sobre  la  considera- 
ción que  merecen  las  clases  menesterosas,  que  se  ven  estre- 
chadas muchas  veces  á  pedir  semillas  y  cereales  al  fiado  para 
pagarlas  en  la  próxima  cosecha,  se  funda  el  artículo  2,944 
del  Código,  que  declara,  que  el  precio  de  los  frutos  y  cerea- 
les vendidos  al  fiado,  á  personas  no  comerciantes  para  su 
consumo,  no  podrá  exceder  del  mayor  que  esos  géneros  tu- 
vieren en  el  Jugar  en  el  período  corrido  de  la  entrega  hasta 
el  fin  de  la  siguiente  cosecha.^ 


1  Artículo  2,814,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  1,658,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,816,  Cód.  Civ.  de  1884;  Exposición  de  motivos. 
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El  precio  debe  ser  justo,  esto  es,  proporcionado  al  valor 
de  la  cosa,  pues  siendo  el  equivalente  de  ésta,  ha  de  hallarse 
en  la  debida  relación  con  ella. 

La  ley  no  nos  da  una  definición  del  justo  precio;  pero  los 
autores  establecen  la  manera  de  determinarlo,  distinguiendo 
el  precio  en  supremo,  medio  y  mínimo. 

El  precio  supremo  es  el  mayor  valor  que  haya  podido 

darse  á  la  cosa  al  tiempo  de  celebrar  el  contrato:  el  medio 

representa  su  estimación  común  y  regular,  y  el  ínfimo  el 

menor  valor  que  pueda  tener  sin  tocar  los  límites  de  la  le- 

.sión. 

Pues  bien,  con  apoyo  de  esa  distinción  declaran  los  auto- 
res, que  el  precio  justo  es  aquel  que  no  excede  ni  es  infe- 
rior á  la  mitad  del  valor  de  la  cosa. ' 

Esa  definición  que  dan  los  autores  tiene  por  principal  fun- 
damento la  consideración  de  que,  según  los  principios  del 
Derecho  Romano,  reproducidos  por  nuestras  antiguas  le- 
yes, había  lugar  á  la  rescisión  del  contrato,  siempre  que  el 
precio  convenido  excedía  ó  era  menor  del  que  naturalmente 
tenía  la  cosa. ' 

No  creemos  que  esa  consideración  pueda  servir  de  nor- 
ma para  definir  el  precio  justo,  porque  si  á  ella  nos  atuvié- 
ramos, tendríamos  derecho  para  decir  que,  no  permitiéndose 
en  la  actualidad  la  rescisión  de  la  compra-venta  por  lesión 
sino  cuando  el  precio  excede  ó  es  menor  dos  terceras  par- 
tes del  valor  de  la  cosa,  el  justo  es  el  que  está  comprendido 
dentro  de  estos  límites. 

Pero  esto  no  es  exacto,  y  nos  lo  demuestra  el  artículo  1,772 
del  Código  Civil,  que,  determinando  cuando  hay  lesión,  di- 
ce: que  ésta  existe  siempre  que  la  parte  que  adquiere,  da* 
dos  tantos  más,  ó  la  que  enajena  recibe  dos  tercios  menos 
di^  justo  precio  ó  estimación  de  la  cosa,^ 

1  Gutiérrez  Fernández,  tomo  V,  pág.  272;  Viso,  tomo  1 11,  pág.  249. 

2  Leyes  5*,  tft.  X,  lib.  Ill,  F.  R.;  56  tít.  5?,  Part.  5?;  y  2,  tít.  I,  lib.  X.  Nov.  Rec. 

3  Artícujo  1,658,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Los  términos  con  que  está  concebido  este  precepto,  nos 
indican  que  el  justo  precio  es  una  cosa  distinta  del  que  da 
motivo  para  la  rescisión. 

El  justo  precio,  á  nuestro  juicio,  no  es  otra  cosa  que  la 
cantidad  de  dinero  proporcional  al  valor  natural  de  la  cosa. 

Cuando  el  precio  convenido  carece  de  este  requisito,  pro- 
duce un  efecto  jurídico  distinto  de  los  que  hemos  indicado 
respecto  de  las  demás  circunstancias  á  que  antes  nos  hemos 
referido;  porque  no  produce  la  nulidad  del  contrato,  sino  que 
sólo  da  lugar  á  la  acción  rescisoria  por  causa  de  lesión,  en 
los  términos  indicados  por  el  artículo  1,772  del  Código  Ci- 
vil que  acabamos  de  citar. 

En  los  casos  que  el  otorgamiento  de  la  escritura  sea  ne- 
cesaria para  la  validez  de  la  comf)ra- venta,  los  gastos  que 
demanda  ese  acto,  así  como  los  de  su  inscripción  en  el  Re- 
gistro Público,  deben  ser  pagados  por  aquel  de  los  contra- 
tantes que  se  haya  impuesto  tal  obligación;  pero  si  fueren 
omisos  sobre  este  particular,  la  ley  viene  en  su  auxilio,  de- 
clarando que  los  gastos  de  escritura  y  de  registro  se  deben 
de  pagar  por  mitad  por  ambos  contratantes  (  art.  2,954,  Cód. 

Civ.).' 

Esta  prescripción  de  la  ley  se  funda  en  la  equidad,  que 
demanda  la  igualdad  de  derechos  y  obligaciones  entre  am- 
bos contratantes;  pues  si  el  contrato  redunda  en  provecho 
de  los  dos,  nada  es  más  justo  sino  que  reporten  igualmente 
los  gastos  que  demanda  su  perfección  para  que  produzca 
efectos  jurídicos. 

Siguiendo  al  proyecto  del  Código  Español  declara  á 
nuestro  juicio,  sin  necesidad,  el  artículo  2,955  del  Código 
Civil,  que  la  venta  forzosa  por  causa  de  utilidad  pública  se 
rige  por  la  Ley  Orgánica  de  la  Constitución  Federal.' 

Aunque  esta  ley  no  se  ha  expedido  hasta  la  fecha,  hay 


1  Artículo  2,826,  Cód.  Civ.  de  1S84. 

2  Artículo  2,827,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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disposiciones  provisionales  que  la  suplen,  acerca  de  las  cua- 
les hemos  hecho  las  explicaciones  respectivas  en  el  tomo  II 
de  esta  obra. ' 


II 
DE  LOS  EFECTOS  DE  LA  COMPRA- VENTA. 


Bajo  este  rubro  se  ocupa  el  Código  Civil  de  las  reglas 
relativas  á  las  cosas  que  pueden  ser  objeto  del  contrato  de 
compra-venta,  y  comienza  estableciendo  un  precepto  ge- 
neral, según  el  cual,  pueden  ser  objeto  de  este  contrato  to- 
das las  cosas  que  están  en  el  comercio  y  que  no  fueren  ex- 
ceptuadas por  la  ley  ó  por  los  reglamentos  administrativos 
de  conformidad  con  ella.  (Art.  2,956,  Cód.  Civ.).'' 

Según  este  precepto,  por  regla  general  se  pueden  com- 
prar y  vender  todas  las  cosas  que  se  hallan  en  el  comercio, 
salvo  las  exceptuadas  por  la  ley  ó  los  reglamentos  adminis- 
trativos, ó  lo  que  es  lo  mismo,  todas  las  cosas  son  vendibles, 
menos  aquellas  que  por  la  salud  y  el  orden  públicos,  ó  por 
respeto  á  la  moral  y  á  las  buenas  costumbres  se  hallan  fue- 
ra del  comercig  ó  no  entran  en  él  sino  mediante  determina- 
das formalidades. 

Sólo  pueden  ser  vendidos  y  con  las  formalidades  que  es- 
tablece la  ley : 

1?  Los  biene^de  menores  é  incapacitados,  y  cualesquiera 
otros  que  se  hallen  en  administración: 

2?  Los  bienes  dótales: 

3?  Los  bienes  de  propiedad  pública: 


1  Pág.  49  y  sig. 

2  Artículo  2,828,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3S. 
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4?  Los  bienes  empeñados  ó  hipotecados  (art.  2,957,  Cód. 
O.).' 

Como  ya  nos  hemos  ocupado  de  las  restricciones  impues- 
tas á  la  venta  dp  los  bienes  de  menores  ó  incapacitados,  de 
los  dótales  y  de  los  empeñados  ó  hipotecados,  nos  limita- 
mos á  remitir  á  nuestros  lectores  á  ló  que  sobre  el  particu- 
dar  hemos  expuesto. ' 

No  pueden  venderse,  y  por  consiguiente,  es  nula  la  venta 
de  las  cosas  que  á  continuación  se  expresan: 

I?  Es  nula  la  venta  de  cosa  que  ya  no  existe  ó  que  no 
puede  existir;  y  el  vendedor  es  responsable  de  los  daños  y 
perjuicios  si  hubiere  dolo  ó  mala  fe  (art.  2,963,  Cód.  Civ.).- 

La  razón  es  perfectamente  perceptible  y  clara,  pues  si  el 
contrato  de  compra-venta  tiene  por  objeto  la  transmisión 
de  la  propiedad  al  comprador  de  determinada  cosa,  mala- 
mente puede  producirse  ese  efecto,  cuando  no  existe  ni  pue- 
de existir  la  cosa  de  cuya  propiedad  se  trata,  cuando  no  exis- 
te el  objeto  sobre  el  cual  recae  el  contrato. 

Pero  como  ya  hemos  dicho  en  repetidas  ocasiones,  este 
principio  no  impide  la  venta  de  las  cosas  futuras,  como  los 
frutos  por  nacer  de  determinado  fundo,  la  cual  es  perfecta- 
mente válida,  aunque  está  subordinada  á  la  condición  de  que 
los  frutos  nazcan,  de  manera  que  si  ésta  no  llega  á  verifi- 
carse, no  existe  el  contrato  ni  produce  efecto  jurídico  alguno. 

Si  obrando  dolosamente  el  vendedor  indujere  al  compra- 
dor á  celebrar  el  contrato  de  compra-venta  de  una  cosa 
que  no  existe  ni  puede  existir,  y  le  causare  algunos  daños 
y  perjuicios,  está  obligado  á  indemnizárselos  debidamente, 
ya  por  el  deber  que  tenemos  todos  de  reparar  el  daño  que 
causamos  por  nuestra  culpa,  ya  en  castigo  de  su  conducta 
inmoral  y  punible. 

Pero  si  en  el  momento  de  la  celebración  del  contratala 


1  Artículo  2,829,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Tomo  1,  pág.  282  y  386;  tomo  III.  pág.  499,  y  tomo  IV,  pág.  48. 

3  Artículo  2,835,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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cosa  vendida  solamente  hubiere  perecido  en  parte,  tiene  el 
comprador  la  elección  de  rescindirlo  ó  de  aceptarla  parte  res- 
tante, reduciéndose  proporcionalmente  el  precio  ajuicio  de 
peritos,  salvo  convenio  en  contrario  (arL  2,964,  Cód.  Civ.).' 

La  razón  es,  porque  en  tal  caso,  el  consentimiento  del  com- 
prador está  afectado  del  vicio  de  error,  pues  en  tanto  con- 
vino en  comprar  la  cosa  en  cuanto  que  la  suponía  íntegra 
y  en  las  condiciones  en  que  la  conoció  ó  le  fué  ofrecida  en 
venta.  Por  lo  mismo,  sólo  él  puede  decidir  si  ese  vicio  es 
esencial  y  si  la  cosa  le  conviene  aún  con  el  menoscabo  que 
ha  sufrido,  en  cuyo  caso,  es  de  justicia  que  se  disminuya 
proporcionalmente  su  precio. 

•  Como  según  el  sistema  adoptado  por  nuestro  Código,  el 
contrato  de  compra- venta  tiene  por  objeto  la  transmisión 
de  la  propiedad  de  la  cosa  vendida  al  comprador,  se  infiere 
rectamente  que  nadie  puede  vender  sino  lo  que  es  de  su 
propiedad  ó  aquello  á  que  tiene  algún  derecho  legítimo  (art. 
2,958,  Cód.  Civ.).= 

De  aquí  proviene  como  consecuencia  necesaria  y  lógica 
la  siguiente  declaración,  contenida  en  el  artículo  2,959  ^^^ 
Código  Civil -.3 

2?  La  venta  de  cosa  ajena  es  nula;  y  el  vendedor  es  res- 
ponsable de  los  daños  y  perjuicios,  si  procede  con  dolo  ó 
mala  fe. 

Ya  hemos  dicho  que  nuestro  Código,  siguiendo  los  prin- 
cipio^de  las  legislaciones  modernas  se  separó  de  los  san- 
cionados por  el  Derecho  Romano,  según  los  cuales,  la  com- 
pra-venta no  era  un  contrato  transmisivo  de  la  propiedad, 
sino  que  obligaba  al  vendedor  á  entregar  la  posesión  de  la 
cosa  vendida  y  á  mantener  en  ella  al  comprador  durante  el 
tiempo  de  la  prescripción. 

Pues  bien,  bajo  este  sistema  la  venta  de  cosa  ajena  era 

1  Artículo  2,836,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,830,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,831,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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válida;  supuesto  que  el  vendedor  no  tenía  la  obligación  de 
transmitir  la  propiedad  de  ella;  pero  no  bajo  el  sistema  adop- 
tado por  el  Código  Civil,  que  por  una  consecuencia  rigu- 
rosamente lógica  la  declaró  nula. 

Pero  cuando  el  precepto  citado  declara  la  nulidad  de  la 
venta  de  cosa  ajena,  sólo.quíere  decir  que  no  produce  el  efec- 
to de  transmitir  la  propiedad  de  ésta,  pero  no  que  el  contrato 
carezca  de  todo  efecto  jurídico,  pues  como  vamos  á  ver,  pro- 
duce determinados  efectos. 

Estos  pueden  ser  con  relación  al  propietario  de  la  cosa 
vendida,  al  comprador  y  al  vendedor. 

Respecto  del  propietario,  es  fuera  de  toda  duda  que  la 
venta  es  nula  y  que  no  produce  la  translación  de  la  propie-- 
dad  al  comprador,  y  por  consiguiente,  que  le  asiste  un  justo 
derecho  para  reivindicar  la  cosa  de  cualquier  poseedor. 

En  cuanto  al  comprador,  se  debe  distinguir,  según  la 
opinión  de  los  autores,  si  ha  obrado  de  buena  ó  de  mala  fe. 

En  el  primer  caso,  esto  es,  cuando  ha  obrado  de  buena 
fe,  ignorando  que  la  cosa  era  ajena,  se  producen  los  efectos 
siguientes: 

I?  La  compra  nula  será  un  título  justo  que  le  permitirá 
adquirir  el  dominio  de  esa  cosa,  si  la  posee  durante  el  tiem- 
po que  señala  la  ley  para  la  prescripción  (art.  i,i88,  Cód. 
Civ.).^ 

2?  El  comprador  es  poseedor  de  buena  fe,  y  por  consi- 
guiente, hace  suyos  los  frutos  que  hubiere  percibido^ art 
-931,  Cód.  Civ.).^ 

3?  Si  llegare  á  verificarse  la  evicción,  tendrá  derecho  á 
la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios' y  demás  presta- 
ciones que  señalan  los  artículos  1,612  y  siguientes  del  Có- 
digo Civil.' 


1  Artículo  1,080,  Cód.  Civ.  de  18S4. 

2  Artículo  834,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  1,497  y  siguienteá,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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4?  Puede  oponer  la  nulidad  de  la  venta  como  acción, 
cuando  intente  reembolsarse  de  las  prestaciones  que  hu- 
biere hecho  en  virtud  del  contrato;  y  como  excepción  cuan- 
do se  le  exigiere  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que 
se  hubiere  impuesto  en  éste. '  f 

Sobre  este  último  efecto,  hay  que  recordar  que  la  nuli- 
dad, considerada  como  acción,  es  temporal  y  prescriptible; 
pero  que,  considerada  como  excepción,  es  perpetua  y  se  pue- 
de oponer  en  todo  tiempo  por  el  comprador. "" 

Si  éste  no  ha  obrado  de  buena  fe,  no  puede  adquirir  el 
dominio  de  la  cosa  vendida  por  prescripción,  no  hace  suyos 
los  frutos  percibidos,  que  está  obligado  á  restituir,  ni  tiene 
derecho  alguno  á  las  prestaciones  indicadas  en  caso  de  evic- 
ción,  aunque  sí  puede  exigir  el  reembolso  del  precio  que 
hubiere  pagado,  si  el  vendedor  se  hubiere  obligado  á  ésta, 
y  oponer  la  excepción  de  nulidad  cuando  se  le  exija  el  pago 
de  ese  precio. 

En  cuanto  al  vendedor,  no  puede  hacer  valqr  la  nulidad 
como  acción  ni  como  excepción  haya  obrado  ó  no  de  bue- 
na fe. 

La  razón  es,  porque  la  nulidad  en  el  caso  que  nos  ocupa 
no  es  absoluta,  sino  relativa,  establecida  en  favor  del  com- 
prador, y  en  consideración  á  que  el  contrato  no  le  ha  trans- 
mitido ni^le  pudo  transmitir  la  propiedad  de  la  cosa  ven- 
dida. ^ 

Además,  el  vendedor  sea  de  buena  ó  de  mala  fe,  está 
obligado,  según  el  artículo  1,612  y  siguientes  del  Código 
Civil,  á  pagar  los  daños  y  perjuicios  causados  por  la  evic- 
ción,  sin  más  diferencia  que  la  agravación  de  su  responsa- 
bilidad en  el  segundo  caso;  y  este  es  el  motivo  por  el  cual  se 
ha  sancionado  el  siguiente  principio,  que  ha  alcanzado  el 

rango  de  axioma  en  la  jurisprudencia. 

^— ^— ~^         •  • 

1  Troplong,  tomo  I,  núm.  238;  Colmet  de  Santerre,  tomo  VII,  núm.  28  dis  VIIT. 

2  Tomo  III  de  esta  obra,  pág.  348  y  siguientes. 

3  Gnilloüard,  tomo  I,  núm.  183;  Laurent,  tomo  XXIV,  núms.  lOO  y  115. 
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''Qnem  de  evictione  tenet  actio  eufudem  agentem  repdlit 
actior 

La  venta  de  cosa  ajena  produce  no  sólo  la  responsabili- 
dad civil  á  cargo  del  vendedor  por  los  daños  y  perjuicios 
que  sufriere  el  comprador,  sino  también  la  criminal,  porque 
-ese  hecho  está  previsto  por  el  Código  Penal,  como  consti- 
tutivo del  delito  de  fraude. 

Pero  no  obstante  la  severidad  justísima  de  la  ley,  el  con- 
trato queda  revalidado  y  libre  el  vendedor  de  la  responsa- 
bilidad penal  en  que  pueda  haber  incurrido,  si  antes  de 
que  tenga  lugar  la  eyicción  ó  la  acusación,  adquiere  por 
cualquier  título  legítimo  la  propiedad  de  la  cosa  vendida 
(art.  2,960,  Cód.  Civ.)./ 

La  razón  es,  porque  el  único  obstáculo  que  se.  oponía  á 
la  ejecución  de  la  vemta,  la  falta  del  derecho  de  propiedad 
en  el  vendedor,  ha  desaparecido  y  nada  hay  que  le  impida 
cumplir  las  obligaciones  que  se  impuso  por  el  contrato. 

En  efecto:  el  comprador  no  puede  ejercitar  ya  acción  al- 
guna porque  ha  desaparecido  para  él.  con  el  peligro  de  la 
evicción,  todo  temor  de  sufrir  perjuicios  en  sus  intereses; 
y  ya  no  tiene  otro  adversario  posible  que  el  mismo  vende- 
dor, que  está  obligado  á  garantizarle  la  posesión,  y  la  pro- 
piedad, y  por  lo  mismo,  no  puede  ejercer  la  acción  de  nu- 
lidad, según  los  principios  que  acabamos  de  establecer.  En 
una  palabra,  sólo  podría  ejercitar  la  acción  de  nulidad  el 
comprador,  peco  sin  objeto,  porque  ha  desaparecido  la  causa 
de  ella. 

La  Exposición  de  motivos  da  otra  razón,  á  nuestro  juicio, 
igualmente  importante.  No  puede  admitirse  que  alguno  se 
aproveche  de  su  dolo.;  y  es  fuera  de  toda  duda  que  tal  pro- 
vecho resultaría  al  vendedor  de  cosa  ajena,  si  no  quedara 
obligado  al  cumplimiento  del  contrato  en  el  caso  de  que  ad- 
quiriera posteriormente  la  propiedad  de  la  cosa. 

I  Artículo  2,832,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Pero  la  revalidación  de  la  compra-venta  sólo  puede  te- 
ner lugar,  si  el  vendedor  adquiere  la  propiedad  de  la  cosa 
vendida  antes  de  que  se  verifique  la  evicción  ó  de  que  se 
le  haya  acusado  ante  los  tribunales  del  orden  penal:  esto 
es,  antes  de  que  el  comprador  sea  privado  de  la  cosa  por 
sentencia  ejecutoria  dictada  á  favor  del  propietario  ó  de 
que  aquellos  tribunales  hayan  iniciado  sus  procedimientos 
á  instancia  de  los  interesados  ó  del  Representante  del  Mi- 
nisterio Público. 

La  razón  qs  perfectamente  clara  en  uno  y  en  otro  caso; 
porque  en  el  primero,  el  comprador  fué  desapoderado  de 
la  cosa  en  virtud  de  una  sentencia  ejecutoria  que  declaró  la 
nulidad  del  contrato  de  compra-^venta,  que  obtuvo  la  ca- 
tegoría de  una  verdad  legal,  que  no  puede  ser  de  ninguna 
manera  destruida  por  el  hecho  de  que  posteriormente  ad- 
quiera el  vendedor  el  dominio  de  esa  cosa. 

En  el  segundo,  no  puede  revalidarse  el  contrato  con  per- 
juicio del  orden  público,  interesado  ea  la  persecución  y  cas- 
tigo de  los  deHtos,  porque  sería  tanto  como  estimar  lícito 
el  cometido #  por  el  vendedor,  tan  sólo  porque  pudo  evitar 
oportunamente  las  consecuencias  perjudiciales  de  él. 

No  creemos  que  en  este  punto  repose  sobre  bases  per- 
fectamente sólidas  el  principio  que  motiva  estas  observa- 
ciones, y  antes  por  el  contrario,  á  nuestro  juicio,  le  es  apli- 
cable la  que  procede  para  demostrar  que  no  debe  librarse 
de  la  responsabilidad  penal  en  que  incurra  el  que  venda  una 
cosa  ajena  por  el  hecho  de  adquirir  la  propiedad  de  ella  y 
de  que  esté  en  aptitud  de  cumplir  el  contrato,  porque  este 
hecho  posterior  no  le  quita  el  carácter  delictuoso  á  su  con- 
ducta anterior. 

El  Derecho  Romano,  cuyos  principios  reprodujo  la  ley 
1 3,  tít.  5?,  Partida  5?,  permitía  la  venta  de  los  derechos  even- 
tuales á  la  herencia  de  una  persona  viva,  siempre  que  ésta 
otorgara  su  consentimiento,  y  no  lo  revocara  hasta  su  muer- 
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te;  pero  nuestro  Código,  inspirándose  en  las  legislaciones 
modernas,  proscribió  esa  venta,  considerando,  como  dice  la 
Exposición  de  motivos,  que  en  tales  casos  es  siempre  in- 
cierto el  derecho;  que  el  peligro  para  el  autor  déla  heren- 
cia, aunque  menor  cuando  da  su  aprobación,  no  deja  de 
existir;  y  por  último,  que  en  todo 'caso  hay  algo  de  inde- 
coroso y  repugnante  en  tratar  sobre  los  bienes  de  una  per- 
sona para  el  caso  de  su  muerte. ' 

Tal  ds,  según  la  Exposición  de  motivos,  la  razón  de  la 
siguiente  nulidad: 

3?  No  puede  ser  objeto  de  compra- venta  el  derecho  á 
la  herencia  de  una  persona  viva,  aun  cuando  ésta  preste  su 
consentimiento;  ni  los  alimentos  debidos  por  derecho  de  fa- 
milia (art.  2,961,  Cód.  Civ.).^ 

Los  comentaristas  del  Código  Francés,  que  sanciona  el 
mismo  principio  sobre  la  venta  del  derecho  á  la  herencia  de 
una  persona  viva,  han  tratado  de  darle  diversos  motivos  y 
fundamentos,  sosteniendo,  entre  otra  razones,  que  el  dere- 
cho del  futuro  heredero  es  incierto,  como  lo  es  el  emolu- 
mento que  procura,  circunstancias  que  pueden  inducir  á 
aquél  á  enajenar  sus  derechos  hereditarios,  que  estima  de 
poca  importancia,  por  ser  lejanos,  por  una  cantidad  insig- 
nificante, y  por  lo  mismo,  no  ha  debido  permitirlo  la  ley  que' 
exige  la  igualdad  en  las  obligaciones  que  se  imponen  los 
contratantes, 

Pero  Laurent  y  otros  autores  sostienen,  con  justicia,  que 
esta  teoría  no  se  apoya  en  la  tradición,  y  que  si  la  ley  prohi- 
be la  venta  del  derecho  á  la  herencia  de  una  persona  viva, 
es  porque  la  estima  inmoral  y  contraria  al  orden  público.^ 

Por  nuestra  parte,  sólo  podemos  decir,  que  si  la  venta  de 
tal  derecho  se  estima  inmoral  y  contraria  al  orden  público, 


1  Ley  30,  lít.  3?,  lib.  2,  C. 

2  Artículo  2,833,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Tomo  XVI,  nüm.  S^. 
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priacipalmente  por  el  peligro  que  hay  de  que  se  atente  con- 
tra la  vida  del  autor  de  la  herencia;  por  la  misma  razón 
debería  prohibirse  la  constitución  de  la  renta  vitalicia  y  el 
seguro  de  vida,  por  el  peligro  que  pueden  correr'la  exis- 
tencia del  rentista  y  de  aquel  sobre  cuya  vida  se  constituyó 
el  seguro. 

4?  En  cuanto  á  los  alimentos  debidos  por  derecho  de  fa- 
milia, está  también  prohibida  la  venta,  y  si  se  realiza  es  nula, 
porque  las  pensiones  alimenticias  tienen  por  objeto  satisfa- 
cer las  necesidades  más  apremiantes  de  la  vida  del  acree- 
dor, y  si  se  le  permitiera  vender  el  derecho  que  tiene  á  ellas, 
quedaría  reducido  de  nuevo  á  la  miseria,  con  gravamen 
injusto  para  el  deudor  de  alimentos  en  provecho  de  un  es- 
peculador. 

Además,  si  se  permitiera  la  venta  del  derecho  de  recibir 
alimentos,  se  abriría  la  puerta  á  la  comisión  de  abusos  que 
la  ley  ha  querido  evitar;  porque  la  miseria  y  las  graves 
necesidades  del  acreedor  alimentario  pudieran  prestar  me- 
dios al  deudor  para  abusar  de  él  y  hacer  que  por  cubrir  una 
necesidad  del  momento  le  vendiera  por  interpósita  persona 
ese  derecho. 

La  prohibición  de  la  ley  se  debe  entender  en  términos  há- 
biles, y  no  aplicarla  en  términos  absolutos;  pues  lo  que 
prohibe  es  la  enajenación  del  derecho  de  percibir  los  alimen- 
tos futuros,  pero  no  la  de  los  vencidos,  que  pueden  ser  el 
objeto  de  transacción,  renuncia,  venta,  etc.,  porque  respecto 
de  ellos  no  existen  los  motivos  que  fundan  y  dieron  origen 
á  tal  prohibición. 

5?  Las  leyes  13  y  14,  tít.  7?,  Partida  y},  prohibían  la  ven- 
ta de  cosa  litigiosa;  pero  el  Código  Civil,  apartándose  de 
esos  preceptos,  declaró  en  el  artículo  2,962,  que  la  venta 
de  cosa  ó  de  derecho  litigioso  no  está  prohibida;  pero  el 
vendedor  que  no  declara  la  circunstancia  de  hallarse  la  co- 
sa en  litigio,  es  responsable  de  los  daños  y  perjuicios,  si  el 

39 
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comprador  sufre  la  cvicción,  quedando  además  sujeto  áJas 
penas  impuestas  al  delito  de  fraude. ' 

La  Exposición  de  motivos  funda  la  regla  contenida  en 
dicho  precepto,  en  los  términos  siguientes; 

* '  La  prohibición  de  esas  leyes  ( las  de  Partidas)  no  era  ab- 
soluta, pues  exceptuaban  las  enajenaciones  hechas  por  cau- 
sa de  casamiento,  la  llecha  á  uno  de  los  partícipes,  y  laque 
dimanaba  de  la  herencia.  Por  poco  que  se  medite  en  la  ra- 
zón de  dichas  leyes,  copiadas  del  Derecho  Romano,  se  com- 
prenderá: que  su  fundamento  era  el  temor  de  que  las  accio- 
nes sufrieran  retardo  en  su  ejercicio  por  la  enajenación  real 
ó  supuesta  de  la  cosa  demandada,  pasandcr  esta  á  poder  de 
persona  más  poderosa  ó  más  hábil  para  defenderse  en  jui- 
cio. Este  temor  no  es  admisible  entre  nosotros,  que  prac- 
ticamos la  igualdad  ante  la  ley.  Además:  la  razón  que  para 
los  casos  exceptuados  aduce  la  citada  ley  14,  y  consiste  en 
que  el  adquirente  está  obligado  á  sostener  la  demanda,  obra 
igualmente  para  la  validez  de  la  enajenación  en  todos  los 
demás  casos;  tanto  más,  cuanto  que  por  opinión  unánime 
de  los  autores,  fundada  en  las  palabras  de  esa  disposición, 
sólo  debía  entenderse  la  prohibición  respecto  de  los  dere* 
chos  reales.  En  todos  estos  la  acción  puede  dirigirse  con- 
tra cualquiera  poseedor  de  la  cosa;  y  si  esto  es  así,  no  hay 
motivo  para  impedir  la  libre  disposición  de  aquello  que 
reputamos  nuestro.  Además:  por  el  artículo  2,969  queda 
prohibida  la  compra  de  una  cosa  litigiosa  en  aquellos  casos 
en  que  pocjría  ofrecer  un  verdadero  peligro."  ^ 

Reservamos  para  el  estudio  del  artículo  2,969,  las  expli- 
caciones que  creemos  que  deban  hacerse  acerca  de  la  venta 
de  cosas  ó  derechos  litigiosos. 


I   Artículo  2,834,  Cód-  Civ.  de  1884. 
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III 
DE  LOS  QUE  PUEDEN  VENDER  Y  COMPRAR. 

El  contrato  de  compra- venta  está  sujeto  á  las  mismas  re- 
glas que  los  demás  contratos  respecto  de  la  capacidad  de 
los  contrayentes,  y  por  lo  mismo,  el  artículo  2,965  del  Có- 
digo reproduce  la  regla  general  contenida  en  el  1,398,  aun- 
que en  distintos  términos  declarando  que  pueden  comprar 
todas  las  personas  á  quienes  no  está  legalmente  prohibido 
disponer  de  sus  bienes,  ya  por  razón  de  su  estado,  ya  por 
la  naturaleza  misma  de  la  cosa,  y  el  2,966  dice,  que  pueden 
comprar  todas  las  personas  que  pueden  contratar,  salvas  las 
siguientes  excepciones/ 

Así,  pues,  la  capacidad  para  vender  y  comprar  es  la  re- 
*gla  general,  y  la  incapacidad  es  la  excepción. 

Para  no  hacer  una  inútil  repetición  de  las  explicaciones 
que  hemos  dado  acerca  de  las  incapacidades  generales,  re- 
mitimos á  nuestros  lectores  al  capítulo  II,  lección  i?  de  este 
tratado,  y  sólo  nos  ocuparemos  de  las  especiales  para  com» 
prar  y  vender. ' 

I.  Reproduciendo  el  artículo  2,967  del  Código,  la  prohibi- 
ción contenida  en  el  27  de  la  Constitución  Federal  declara, 
que  no  pueden  comprar  bienes  raíces  los  establecimientos 
públicos  ni  las  corporaciones,  bajo  la  pena  de  perder  lo  com- 
prado en  provecho  de  la  nación/ 


1  Artículos  2,837,  2,838  y  1,282,  Cod.  Civ.  de  1884. 

2  Tomo  IIT,  pág.  22. 

3  Artículo  2,839,  Cód.  Civ.  de  1884. 
Reformado  en  los  términos  siguientes : 

•'Las  personas  morales  enumeradas  en  las  fracciones  I  y  II  del  articulo  38,  no  pw;- 
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Esta  prohibición,  que  no  alcanza  á  la  compra  de  bienes 
raíces  necesarios  á  los  establecimientos  y  corporaciones,  pa- 
ra el  objeto  de  su,  instituto,  tiene  por  origen  el  interés  pú- 
blico que  demanda  que  no  se  amortice  la  propiedad,  tenién- 
dola fuera  del  comercio,  para  que  no  se  cause  perjuicio  ala 
riqueza  pública. 

II.  Los  consortes  no  pueden  celebrar  entre  sí  el  contrato 
de  compra-venta,  á  no  ser  que  estén  separados  legalmente 
en  cuanto  á  los  bienes  (art.  2,968,  Cód.  Civ.).* 

La  Exposición  de  motivos  explica  el  fundamento  de  esta 
excepción,  diciendo;  que  establecida  en  el  artículo  2, 208  la 
regla  de  que  \oá  consortes  que  han  pactado  separación  de 
bienes,  conservan  la  administración  de  ellos,  era  una  con- 
secuencia forzosa  que  en  tal  caso  pudieran  celebrar  entre  sí 
e\  contrato  de  compra- venta. 

Esta  explicación  poco  satisfactoria,  se  refiere  á  la  excep- 
ción de  la  regla  que  prohibe  la  compra-venta  entre  el  ma- 
'  rido  y  la  mujer,  pero  no  nos  indica  cuáles  son  los  motivos 
en  que  se  funda  ésta,  por  lo  que  es  preciso  inquirirlos. 

La  compra-venta  entre  consortes  está  prohibida  á  fin  de 
evitar  el  abuso  de  autoridad  que  el  marido  pudiera  cometer 
sobre  la  mujer  para  obligarla, á  venderle,  con  detrimento  de 
su  patrimonio,  uno  ó  varios  bienes,  ya  para  impedir  que,  bajo 
la  forma  de  una  venta,  se  encubriera  una  donación  que  exce- 
diera de  los  límites  permitidos  por  la  ley,  haciéndola  irre- 
vocable. ^ 

Pero  no  es  este  el  único  motivo  que  ha  dado  origen  ala 


den  comprar  bienes  raíces  *ino  cuando  sea  para  destinarlos  inmediata  y  directamente  al 
serNlcío  ú  oljjeto  de  su  institución.  En  caso  de  infracción  de  este  precepto,  los  bienes 
comprados  entrarán  al  dominio  nacional.  " 

La  reforma  se  liizo  para  que  el  precepto  se  halle  en  perfecta  armonía  con  el  artículo 
27  de  la  Constitución,  permitiendo  la  compra  de  inmuebles  que  hayan  de  destinarse  in- 
mediata y  directamente  al  servicio  de  la  institución  que  las  adquiere.  (  Notas  comparativas 
del  Sr.  Lie.  Macedo). 

1  Artículo  2,840,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Laurent,  tomo  XXIV,  núm.  31;  Guillouard,  tomo  I,  núm.  146. 
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prohibición,  $ino  también  prevenir  el  fraude  que  se  pudiera 
cometer  por  los  consortes,  simulando  la  venta  á  uno  de  ellos 
en  favor  del  otro,  á  fin  de  sustraer  los  bienes  de  la  acción 
de  sus  acreedores.         y   ^ 

Estas  breves  explicaciones  demuestran,  no  sólo  la  defi- 
ciencia de  la  que  da  la  Exposición  de  motivos,  sino  que  la 
consideración  que  se  tuvo  en  cuenta  para  permitir  la  venta 
entre  consortes,  la  separación  de  bienes  es  enteramente  in- 
fundada; porque  ésta  no  destruye  los  peligros  que  dieran 
motivo  para  que  se  prohibiera  tal  venta,  pues  separados  ó 
no  los  patrimonios  de  los  gónyuges,  están  éstos  en  aptitud 
para  hacer  simulaciones  en  perjuicio  de  sus  acreedores. 

III.  No  pueden  comprar  cosa  litigiosa  los  que  no  pueden 
ser  cesionarios,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  1,737;  ^^" 
cepto  en  el  caso  de  venta  de  acciones  hereditarias,  siendo 
coherederos,  ó  en  el  de  responsabilidad  por  los  bienes  hi- 
potecados que  posean  (art,  2,969,  Cód.  Civ.).'  , 

Tales  personas  son  las  que  desempeñan  la  judicatura  y 
las  demás  autoridades  de  nombramiento  del  Gobierno,  si  la 
cosa  litigiosa  fuere  disputada  dentro  de  los  límites  á  que  se 
extiende  la  jurisdicción  de  esos  funcionarios  (art.  1,737  Cód. 
Civ.).' 

La  prohibición  á  que  nos  referimos  tiene  ^or  objeto  evi- 
tar que  las  personas  mencionadas  ejerzan  la  influencia  que, 
por  razón  de  sus  cargos,  tienen  para  la  decisión  del  litigio, 
es  decir,  su  objeto  es  evitar  los  abusos  de  autoridad  que  pue- 
den convertirse  en  verdaderos  atentados  contra  la  justicia 
y  la  verdad,  y  por  tanto,  en  perjuicio  del  interés  público, 
que  demanda  la  absoluta  independencia  de  los  funcionarios 
judiciales  al  dictar  sus  fallos. 

1  Artículo  2,841,  Cód.  Civ.  de  18ÍJ4. 

Reformado  en  los  términos  siguientes,  á  efecto  de  darle  mayor  claridad . 

•*No  pueden  comprar  cosa  litigiosa  los  que  no  pueden  ser  cesionarios  segiin  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  1,622,  excepto  en  el  caso  de  venta  de  acciones  hereditarias,  siendo 
coherederos,  ó  en  el  de  venta  de  los  derechos  áq<ie  estón  afectos  bienes  de  su  propiedad.  '* 

2  Artícoloi.622,  Cód.  Civ.  dei884. 
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Pero  como  hemos  indicado,  la  prohibición  no  es  absoluta, 
pues  sufre  las  dos  excepciones  siguientes,  en  las  cuales  las 
personas  mencionadas  pueden  comprar  la  cosa  litigiosa: 

lí  Cuando  se  trata  de  acciones  hereditarias,  y  tales  per- 
sonas son  coherederas: 

2?  Cuando  se  trata  de  responsabilidad  por  los  bienes  hi- 
pcíecados  de  los  cuales  sean  poseedores. 

La  enumeración  de  estas  dos  excepciones  basta  por  si  sola 
para  justificarlas,  pues  en  una  y  otra  los  funcionarios  áque 
nos  referimos  se  hallan  por  necesidad  obligados  á  comprar 
la  cosa  litigiosa  en  obvio  de  las  dificultades  consiguientes 
á  un  litigio. 

Todos  los  autores  están  conformes  en  que  la  violación  del 
precepto  que  prohibe  á  los  funcionarios  judiciales  y  á  los  de 
nombramiento  del  Gobierno  comprar  la  cosa  litigiosa  dis- 
putada dentro  de  los  límites  de  su  jurisdicción,  importa  la 
nulidad  absoluta  de  la  compra- venta,  porque  se  hace  con- 
traviniendo un  precepto  legal  que  tiene  por  objeto  el  orden 
público,  y  por  lo  mismo,  pueden  intentar  la  acción  respec- 
tiva tanto  el  comprador  como  el  vendedor. 

IV.  Los  abogados  no  pueden  comprar  los  bienes  y  dere- 
chos que  sean  objeto  de  un  litigio  en  que  intervengan  por 
su  profesión  (art.  2,970,  Cód.  Civ.).' 

Esta  prohibición  tiene  por  objeto  impedir,  en  cuanto  sea 
posible,  el  abuso  que  los  abogados,  en  virtud  de  su  influen- 


I  El  artículo  2,970  Jel  Código  de  1870  fué  suprimido  en  el  de  1884,  por  las  siguien- 
tes razones,  que  tomamos  literalmente  de  las  notas  comparativas  del  Sr.  Lie.  Macedo; 

'*  Este  artículo  había  sido  inspirado  por  el  deseo  de  proteger  á  los  litigantes  contra  d 
abuso  que  de  su  ignorancia  ó  su  necesidad  pudieran  hacer  los  abogados :  conforme  á  las 
ideas  modernas  de  que  la  ley  sólo  debe  proteger  á  los  que  por  sí  mismos  no  puedan  defen- 
derse, esta  disposición  no  era  sostenible.  Si  un  cliente  que  tiene  capacidad  legal  cree  que  le 
conviene  vender  á  su  abogado  los  bienes  ó  derechos  sobre  los  cuales  litiga,  no  hay  razón  pa- 
ra que  la  ley  se  lo  prohiba  á  título  de  protección  y  declarándose  más  competente  que  él  mis- 
mo para  juzgar  de  sus  intereses.  Además,  el  artículo  adolecía  del  defecto  de  poder  ser 
eludido  con  suma  facilidad  y  no  comprender  sino  á  los  abogados^  es  decir,  á  las  personas 
autorizadas  mediante  un  título  á  ejercer  la  profesión  de  patronos,  y  no  á  los  que  ejercen 
esa  profesión  sin  título  y  á  quienes  la  ley  debiera  vigilar  con  mayor  eficacia. '^ 
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/ 
cia,  pueden  cometer  obligando  á  sus  clientes  á  cederles  por 

vil  precio  ó  en  compensación  de  exagerados  honorarios,  la 

propiedad  de  los  bienes  que  litigan. ' 

V.  El  padre  que  tenga  varios  hijos,  no  podrá  vender  á  uno 
de  ellos  ninguna  clase  de  bienes  sin  consentimiento  expreso 
de  los  otros,  si  fueren  mayores  de  edad;  ó  sin  autorización 
judicial,  si  fueren  menores  (art.  2,972,  Cód.  Civ.).'' 

Esta  prohibición  descansa  en  los  mismos  fundamentos  y 
consideraciones  que  la  que  impide  la  compra-venta  entre 
consortes;  la  necesidad  de  impedic  que  bajo  la  forma  de  este 
contrato  se  oculte  una  donación  que  aumente  el  patrimonio 
de  un  hijo,  con  perjuicio  de  la  legítima  de  los  demás,  que 
no  podrían  exigir  que  se  trajera  á  colación  el  valor  de  la  co- 
sa objeto  de  ese  supuesto  contrato. 

En  otros  términos:  la  prohibición  á  que  aludimos  es  jus- 
ta, porque  impide  que  el  padre  rompa  la  igualdad  que  la  ley 
quiere  que  exista  en  la  legítima  de  los  hijos,  donándole  á 
uno  de  ellos,  mediante  la  simulación  de  una  venta,  cosas  cu- 
yo valor  disminuye  el  patrimonio  de  los  demás. 

Pero  si  la  ley  prohibe  al  padre  vender  cosa  alguna  á  uno 
de  sus  hijos  sin  el  consentimiento  de  los  demás,  en  cambio 
permite  á  éstos  vender  á  sus  padres  cualesquiera  bienes  que 
adquieren  por  su  trabajo  honesto,  sea  cual  fuere,  cuya  pro- 
piedad, administración  y  usufructo  les  pertenece,  según  el 
artículo  404  del  Código  Civil;  porque  en  tal  caso  no  existe 
temor  alguno  de  que  se  cometa  el  abuso  que  la  ley  ha  que- 
rido evitar  (ah.  2,971,  Cód.  Civ.).^ 

El  Código  Civil  nada  dice  acerca  de  los  efectos  (jue  pro- 

1  Kxposición  de  motivos. 

2  El  artículo  2,972  del  Código  de  1880  fué  suprimido  en  el  de  iS<S4,  yjt)r  no  liallarse  en 
armonía  con  la  libertad  de  testar  adoptada  por  éste. 

3  Artículo  2,842,  Cód.  Civ.  de  1884. 
Reformado  en  los  términos  siguientes: 

'•  Los  hijos  de  familia  pueden  vender  á  sus  padres  cualesquiera  bienes  de  los  compren 
didos  en  la  sexta  clase  de  los  mencionados  en  el  artículo  375." 

La  reforma  se  hi¿o  para  que  haya  armonía  entre  dicho  preccptf)  y  el  artículo  375, 
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duce  la  compra- venta  cuando  se  infringe  esta  prohibición, 
pero,  á  nuestro  juicio,  ninguna  dificultad  ofrece  esta  defi- 
ciencia, porque  siendo  un  precepto  prohibitivo  el  que  veda 
la  celebración  del  contrato  entre  el  padce  y  el  hijo  sin  el  re- 
quisito que  exige,  los  actos  ejecutados  contra  el  tenor  de  él 
son  necesariaipente  nulos,  según  el  artículo  7?  de  dicho  or- 
denamiento. ' 

VI.  Los  propietarios  de  cosa  indivisible  no  pueden  ven- 
der á  extraños  su  parte  respectiva,  si  el  partícipe  quiere  ha- 
cer uso  del  tanto  (art.  2,973,  Cód.  Civ.).' 

El  Código  Civil  ha  conservado  el  retracto  entre  comune- 
ros, establecido  y  reglamentado  por  nuestra  antigua  legis- 
lación, por  el  beneficio  público  que  produce,  pues  la  propie- 
dad en  común,  que  es  imperfecta  y  el  origen  de  discusiones 
y  contiendas  entre  los  propietarios,  se  convierte  por  él  en 
singular  y  perfecta,  que  es  y  debe  ser  el  estado  normal  de 
ella. ' 

Pero  esta  prohibición  no  es  absoluta  sino  condicional,  es- 
to es,  si  el  partícipe  quiere  hacer  uso  del  derecho  del  tanto, 
adquirir  la  parte  del  otro  copropietario  dando  el  precio  ofre- 
cido por  el  comprador. 

En  caso  de  contravenirse  tal  prohibición,  puede  el  copro- 
pietario, según  el  artículo  2^,974  del  Código,  pedir  la  rescisión 
del  contrato,  pero  solamente  dentro  de  seis  meses  contados 
desde  la  celebración  de  la  venta.  ^ 

La  sanción  que  contiene  este  precepto  es  de  todo  punto 

1  Artículo  7,  Cód.  Civ.  de  1S84. 

2  Artículo  2,843,  ^^*^'  C»v-  ^c  1884 
Reformado  en  los  términos  siguientes : 

"Los  propietarios  de  cosa  indivisa  no-jíueden  vender  á  extraños  su  parle  resiK'ctivA 
si  el  partícipe  quiere  liaccr  uso  del  derecho  del  tanto.  A  este  efecto,  el  copropietano  qnc 
enajene  notificará  á]  los  demás,  por  medio  de  notario  ó  judicialmente,  la  venta  qnc  tuvie- 
re convenida,  para  que  dentro  de  los  ocho  días  siguientes  hagan  uso  del  derecho  del  tanto. 
Transcurridos  los  ocho  días,  por  el  solo  lapso  del  término  se  pierde  ese  derecho.  Micn 
tras  no  se  haya  hecho  la  notificación,  la  venta  no  producirá  efecto  legnl  alguno  *' 

3  Leyes  55,  tít.  5?,  Part.  5'*  y  9,  tít.  13,  lib.  X.  Nov.  R^^c. 

4  Artículo  2,844,  Cód.  Civ.  de  1884 
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necesaria,  pues  de  otra  manera  sería  ¡niitil  la  concesión  del 
derecho  del  tanto  al  copropietario;  pero  debía  de  contenerse 
dentro  de  ciertos  límites,  porque  el  interés  público  demanda 
que  no  permanezca  incierta  la  propiedad;  y  este  es  el  mo- 
tivo por  el  cual  declara  el  precepto  citado  que  el  copropieta- 
rio preterido  puede  pedir  la  rescisión  solaviaite  dentro  de 
seis  meses  contados  desde  la  celebración  de  la  venta. 

En  consecuencia,  pasado  ese  plazo,  se  extingue,  prescri- 
be el  derecho  del  copropietario  preterido,  y  no  puede  pre- 
tender la  rescisión  del  contrato  de  compra-venta  que  de  su 
parte  hubiere  celebrado  el  otro  propietario  con  tercera  per- 
sona. 

La  ley  no  lo  dice,  pero  la  razón  lo  indica,  que  al  preten- 
der el  copropietario  la  rescisión  del  contrato  celebrado  con 
tercero,  debe  de  exhibir  el  precio  pagado  por  éste,  á  fin  de 
acreditar  su  aptitud  para  usar  del  derecho  del  tanto,  del  cual 
deriva  su  acción. 

No  pueden,  según  el  artículo  2,975  ^^  Código,  comprar 
los  bienes  de  cuya  administración  se  hallen  encargados:' 

i*^.   Los  tutores  y  curadores: 

2?  Los  mandatarios: 

3?  Los  ejecutores  testamentarios  y  los  que  fueren  nom- 
brados en  caso  de  intestado: 

4?  Los  interventores  nombrados  por  el  testador  ó  por  los 
herederos : 

5?  Los  representantes,  interventores  y  administradores 
en  caso  de  ausencia: 

6?  Los  empleados  públicos. 

Las  prohibiciones  contenidas  en  el  artículo  2,975  del  Có- 
digo, se  fundan  en  la  consideración  de  que  si  las  personas 
en  él  designadas  pudieran  comprar  los  bienes  cuya  admi- 
nistración se  les  ha  confiado,  se  encontrarían  colocadas  en- 


1  Artículo  2,845.  ^'ód.  Civ.  de  1884 
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tre  el  cumplimiento,  del  deber  y  sus  intereses,  á  los  cuales 
fácilmente  podrían  sacrificar  aquél,  y  abusando,  como  dice 
la  Exposición  de  motivos,  de  su  posición  y  del  conocimiento 
que  tienen  de  los  bienes,  los  adquirirían  á  bajo  precio,  va- 
liéndose de  artificios  para  alejar  á  los  demás  postores  ó  fin- 
giendo comprar  para  eludir  la  rendición  de  cuentas. 

Por  idénticas  y  tan  poderosas  razones  como  las  expues- 
tas, declara  el  artículo  2,976  del  Código  Civil,  que  los  pe- 
ritos y  los  corredores  no  pueden  comprar  los  bienes  en  cuya 
venta  han  intervenido.' 

Todas  las  prohibiciones  á  que  nos  hemos  referido  en  el 
presente  capítulo,  tienen,  no  sólo  la  sanción  general  conte- 
nida en  el  artículo  7?  del  Código  Civil  contra  los  actos  eje- 
cutados contra  el  tenor  de  las  leyes  prohibitivas,  sino  tam- 
bién la  especial  contenida  en  el  artículo  2,977,  ^P^  declara 
que  no  producen  efecto  alguno  las  compras  hechas  en  con- 
travención de  tales  prohibiciones,  ya  se  hayan  hecho  direc- 
tamente ó  por  interpósita  persona.  ^ 

Es  decir,  que  la  nulidad  del  contrato  se  produce,  sea  que 
la  persona  á  quien  le  está  vedado  comprar  celebre  el  contra- 
to directamente  y  en  su  propio  nombre,  sea  por  interpósita 
persona,  por  la  cual  se  entiende,  según  el  artículo  2,978,  el 
consorte  ó  cualquiera  otra  de  quien  el  comprador  sea  here- 
dero presunto;  pues  las  relaciones  estrechísimas  de  paren- 
tesco que  unen  entre  sí  a  aquella  y  á  éste,  hacen  que  tenga 
comunidad  de  intereses  y  que  las  compras  que  conciertan 
sean  en  realidad  para  las  personas  que  tienen  incapacidad 
legal  para  celebrarlas,  ^ 

Pudiera  decirse  que  la  definición  qfie  da  el  artículo  2,978 
del  Código  es  limitativa,  y  que  no  deben  entenderse  por  in- 
terpósitas  personas  más  que  aquellas  que  él  designa;  pero 


1  Artículo  2,846,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,847,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,848,  Cód!  Civ.  de  1884 
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creemos  que  tal  precepto  no  hace  más  que  crear  una  pre- 
sunción en  virtud  de  la  cual  basta  que  se  pruebe  que  el  com- 
prador ^se  halla  ligado  con  el  encargado  de  hacer  la  compra 
con  los  vínculos  de  parentesco  expresados,  para  que  se  pre- 
suma que  tal  contrato  se  celebra  infringiendo  la  prohifeición 
de  la  ley. 

Pero  no  creemos  que  no  se  deba  tener  por  interpósita 
persona  á  la  que  en  realidad  lo  es,  aunque  no  esté  ligada 
con  ningún  vínculo  de  parentesco  con  el  vendedor,  si  se 
prueba  que  en  fraude  de  la  ley  y  para  éste  hace  la  compra. 

Pero  no  es  la  nulidad  del  contrato  la  única  sanción  que 
tienen  las  prohibiciones  á  que  nos  referimos,  sino  que  el  ar- 
tículo 2,979  d^l  Código  declara,  además,  que  si  la  cosa  hu- 
biere sido  adquirida  con  dolo,  el  comprador  es  responsable 
de  los  daños  y  perjuicios. ' 

Las  ventas  hechas  en  pública  subasta,  se  rigen  en  cuanto 
á  su  forma  y  solemnidades,  por  las  reglas  establecidas  por 
el  Código  de  Procedimientos,  cuyo  estudio  no  es  propio  de 
estas  lecciones  (art.  2,980,  Cód.  Civ.).' 


IV 
DE  LAS  OBLIGACIONES  DEL  VENDEDOR. 


El  contrato  de  compra-venta  es,  como  hemos  dicho,  bi- 
lateral, y  por  lo  mismo  produce  obligaciones  recíprocas  para 
el  comprador  y  el  vendedor,  las  cuales  es  preciso  determi- 
nar y  conocer. 

1  Artículo  2,849,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  El  artículo  2,980,  Cód.  Civ.  de  1870;  fué  supriniido  cu  el  de  1884,  por  haberse  adicio- 
oadoel  tít.  XVI  í  con  el  c.ipítulo  que  trata  de  las  ventas  judiciales,  á  las  que  se  referí.^ 
ese  precepto. 
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Las  obligaciones  del  vendedor  son  de  tres  especies,  á  las 
cuales  consagra  el  Código  Civil  tres  capítulos  para  deter- 
minar su  extensión. 

Por  esto  es  que  el  artículo  2,98 1  de  ese  ordenamient9  dice, 
que  el  vendedor  está  obligado: ' 

I?  A  entregar  al  comprador  la  cosa  vendida: 

2?  A  garantir  las  calidades  de  la  cosa: 

3?  A  prestar  la  evicción. 

Vamos,  pues,  á  hacer  el  estudio  de  cada  una  de  esas  obli- 
gaciones, separadamente  y  en  el  orden  seguido  por  el  Có- 
digo Civil. 


V 
DE  LA  ENTREGA  DE  LA  COSA  VENDIDA. 


Según  los  principios  del  Derecho  Romano,  adoptados 
por  nuestra  antigua  legislación,  se  distinguía  el  acto  por  el 
cual  se  celebraba  el  contrato  de  compra -venta,  mediante 
el  consentimiento  de  los  contratantes  acerca  de  la  cosa  y  el 
precio,  y  aquel  por  el  cual  se  llevaba  á  ejecución  lo  conve- 
nido; y  se  decía  que  en  el  primer  acto  se  perfeccionaba  y  en 
el  segundo  se  consumaba. 

Este  segundo  acto,  que  consistía  en  la  tradición  de  la  co- 
sa vendida,  se  estimaba  de  trascendental  importancia,  pues, 
como  hemos  dicho,  según  esos  principios,  los  contratos  no 
se  estimaban  como  medios  transmisivos  de  la  propiedad,  que 
sólo  se  transfería  por  la  tradición. 

F^ntre  nosotros  no  tiene  la  misma  importancia  la  tradi- 


1  Artículü  2,850,  Cód.  Civ.  -le  1884. 

2  Tomo  II  I,  pág.  178. 
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ción,  porque  habiendo  seguido  nuestro  Código  el  sistema 
adoptado  por  las  legislaciones  moderaas,  en  virtud  del  cual 
la  propiedad  se  transmite  por  mero  efecto  del  contrato  é  in- 
dependientemente de  la  entrega  de  la  cosa  que  es  objeto 
de  él,  ya  no  produce  los  efectos  jurídicos  trascendentales 
que  se  le  atribuían. 

Sin  embargo,  el  Código  Civil  establece  varias  reglas  re- 
lativas á  la  entrega  de  la  cosa  vendida,  que  solamente  tie- 
nen por  objeto  determinar  los  límites  de  la  obligación  del 
vendedor  de  entregar  la  cosa  vendida,  y  cuando  la  ha  sa- 
tisfecho debidamente. 

El  Código  distingue  entre  la  entrega  de  las  cosas  mue- 
bles y  la  de  las  inmuebles;  y  declara  en  el  artículo  2,982 
que,  si  la  cosa  vendida  es  mueble,  se  dice  entregada  cuan- 
do materialmente  se  pone  en  poder  del  comprador,  ó  cuando 
se  entregan  á  éste  las  llaves  del  lugar  en  que  está  guar- 
dada. ' 

El  Código  Civil,  á  ejemplo  del  Derecho  Romano  y  de 
las  legislaciones  modernas  que  han  seguido  sus  principios, 
distingue  la  tradición  en  natural,  que  consiste  en  la  tras- 
lación natural  de  la  cosa,  y  en  simbólica,  mediante  un  sig- 
no que  1^  simbolice  ó  represente,  como  la  entrega  de  las 
llaves  del  lugar  ó  mueble  en  que  se  encuentre  guardada; 
pues  lo  mismo  da  que  se  entregue  materialmente  la  cosa 
vendida,  ó  las  llaves  del  lugar  en  que  está  guardada,  por- 
que con  este  acto  se  confiere  al  comprador  la  posibilidad  de 
disponer  de  ella  inmediatamente. 

Respecto  de  las  cosas  inmuebles  declara  el  artículo  2,983 
del  Código,  que  se  dicen  entregadas  luego  que  esté  otor- 
gada la  escritura  pública  respectiva  ó  si  no  hay  escritura, 
luego  que  estén  entregados  los  títulos  de  la  finca. ' 

Y  en  cuanto  á  las  cosas  incorporales  declara  también  el 


1  Artículo  2,851,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,852,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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artículo  2,984,  que  se  debe  observar  la  regla  establecida 
en  el  precepto  anterior  para  la  traslación  de  derechos:  esto 
es,  que  se  entiende  hecha  la  entrega  por  el  otorgamiento 
de  la  escritura  publica,  cuando  ésta  fuere  necesaria,  según 
la  ley,  ó  por  la  de  los  títulos  constitutivos  de  los  derechos 
si  no  fuere  esencial  el  cumplimiento  de  aquel  requisito.' 

En  los  dos  casos  á  que  se  refieren  los' dos  preceptos  ci- 
tados rigen  los  principios  establecidos  desde  el  Derecho 
Romano,  adoptados  por  nuestra  antigua  legislación,  según 
los  cuales,  el  otorgamiento  de  la  escritura  pública  ó  la  en- 
trega de  los  títulos,  se  estimaban  como  los  signos  represen- 
tativos del  abandono  que  el  v^endedor  hacía  al  comprador 
de  la  cosa  vendida  y  el  reconocimiento  de  la  posesión  que 
adquiría.' 

Finalmente:  en  cualquier  caso,  esto  es,  cualquiera  que  sea 
ia  naturaleza  de  la  cosa  vendida, 'se  considera  hecha  la  en- 
trega, según  el  artículo  2,985,  si  el  comprador  da  por  re- 
<:ibida  la  cosa;  porque  se  presume  en  tal  caso  que,  desde 
antes  le  fué  entregada  tal  cosa,  pues  de  otra  manera  no  ha- 
bría hecho  la  declaración  de  darse  por  recibido  de  ella,  que 
importa  nada  menos  que  la  renuncia  de  todo  derecho  para 
exigir  el  cumplimiento  del  contrato.  ^ 

Puede  suceder  que  la  entrega  de  la  cosa  demande  la  ero- 
gación de  algún  dinero,  y  previendo  la  ley  tal  contingencia, 
que  pudiera  ser  origen  de  discusiones  entre  los  contratan- 
tes, ha  establecido  la  regla  según  \¡x  cual,  los  gastos  de  la 
entrega  de  la  cosa  vendida  son  de  cuenta  del  vendedor;  y 
los  de  transporte  ó  traslación  de  cargo  del  comprador,  salvo 
convenio  en  contrario  (art.  2,986,  Cód.  Civ.)."* 

La  primera  parte  de  la  regla  enunciada  se  funda  en  la 


1  Artículo  2,853,  ^^'^'  ^»^'-  ^**^  *^4- 

2  Leyes  i?,  tít.  54,  lib.  8,  C;  8?,  tít.  30,  I'art.  3?  y  17  y  44  de  Toro. 

3  Artículo  2,854,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  2.855,  Cód.  Civ.  de  1884 
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consideración  de  que  -el  vendedor  es  deudor  de  la  cosa  y 
está  obligado  á  entregarla,  y  por  lo  mismo,  debe  satisfacer 
los  gastos  que  demanda  el  cumplimiento  de  esa  obligación. 

En  cuanto  á  la  segunda,  se  funda  en  la  consideración  de 
que  el  vendedor  satisface  la  obligación  que  se  impuí^o  por 
el  contrato,  cuando  hace  cuanto  depende  de  su  parte  para 
que  el  comprador  pueda  disponer  libremente  de  la  cosa,  y 
por  tanto,  una  vez  que  ha  cumplido  con  ese  deber,  nada 
tiene  que  ver  con  los  gastos  posteriores  que  demanda  el 
aprovechamiento  ó  uso  de  esa  cosa,  que  son  á  cargo  exclu- 
sivo de  su  dueño.  ^ 

En  los  contratos  bilaterales,  que  producen  obligaciones 
recíprocas,  de  las  cuales  la  una  es  la  causa  de  la  otra,  va 
siempre  implícita,  como  hemos  dicho  antes,  la  condición  re- 
solutoria, para  el  caso  en  que  uno  de  los  contrayentes  no 
cumpliere  su  obligación. ' 

Pues  bien,  como  una  consecuencia  necesatia  de  ese  prin- 
cipio, y  en  virtud  de  que  el  contrato  de  compra- venta  es 
bilateral,  declara  el  artículo  2,987  del  Código  Civil,  que  el 
vendedor  no  está  obligado  á  entregar  la  cpsH  vendida  si 
el  comprador  no  ha  pagado  el  precio  ó  no  se  ha  señalado 
en  el  contrato  un  plazo  para  el  pago." 

El  precepto  aludido  no  quiere  decir  que  la  falta  de  pago 
del  precio  convenido  impida  la  traslación  de  la  propiedad 
de  la  cosa  vendida  al  comprador,  pues  tal  efecto  jurídico  se 
produce  por  el  solo  acuerdo  de  los  contratantes  acerca  del 
precio  y  de  la  cosa,  sino  que  concede  al  vendedor  el  impor- 
tantísimo derecho  de  retención,  que  es  la  mejor  garantía 
que  la  ley  puede  otorgarle  para  asegurar  el  pago  del  valor 
de  la  cosa. 

En  efecto:  el  comprador  adquiere  la  propiedad  de  la  co- 
sa vendida|por  efecto  de  la  celebración  del  contrato  é  inde- 

1  Tomo  III,  págs.  8  y  I02. 

2  Artículo  2,856,  Cód.  Cív.  de  1884. 
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pendientemente  de  la  entrega;  y  por  tanto,  adquiere  el  de- 
recho de  venderla  y  de  disponer  de  ella  como  mejor  le 
parezca,  aun  burlando  los  derechos  del  vendedor;  y  si  éste 
la  entregara  sin  recibir  el  precio,  quedaría  expuesto  á  per- 
derlo si  no  obtenía  una  garantía. 

La  ley  se  la  ha  otorgado  concediéndole,  con  justicia,  el 
derecho  de  retener  la  cosa  vendida,  pues  haciendo  uso  de 
él,  aunque  el  comprador  la  enajene,  no  puede  entregarla, 
porque  no  la  tiene  en  su  poder,  y  no  puede  exigir  su  en- 
trega sino  pagando  previamente  el  precio  convenido.. 

Pero  el  vendedor  sólo  puede  hacer  uso  del  derecho  de 
retención,  que  le  otorga  el  artículo  2,987  del  Código,  á 
condición  de  que  no  le  haya  concedido  al  comprador  un 
plazo  para  pagar  el  precio;  pues  al  concedérselo  ha  confia- 
do en  su  honradez,  lo  ha  dispensado  de  cumplir  en  el  acto 
el  deber  que  le  imponía  el  contrato,  y  por  lo  mismo,  no 
puede  rehusarse  á  entregar  la  cosa. 

Sin  embargo,  este  principio  sancionado  al  final  del  pre- 
cepto aludido,  sufre  excepción,  según  el  artículo  2,988,  aun 
cuando  el  vendedor  haya  concedido  ún  plazo  para  el  pago 
del  precio,  y  tampoco  está  obligado  á  entregar  la  cosa,  si 
después  de  la  venta  se  descubre  que  éste  se  halla  en  estado 
de  insolvencia,  de  suerte  que  el  vendedor  corra  riesgo  in- 
minente de  perder  el  precio,  salvo  si  el  comprador  le  da 
fianza  de  pagar  en  el  plazo  convenido. ' 

El  precepto  contenido  en  el  artículo  2,988,  no  es  masque 
una  aplicación  del  principio  sancionado  por  el  1,477,  según 
el  cual  puede  exigirse  el  cumplimiento  de  la  obligación  á 
plazo,  aun  cuando  éste  no  haya  vencido,  al  deudor  consti- 
tuido en  quiebra,  al  que  se  hallare  en  notoria  insolvencia  y 
al  que  hubiere  disminuido  por  medio  de  actos  propios  las 
seguridades  otorgadas  al  acreedor/ 

1  Artículo  2,857,  Cód.  Civ.  <le  1884. 

2  Artículo  1,361.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Ya  hemos  expuesto  los  fundamentos  de  este  último  pre- 
cepto, y  por  lo  mismo,  sólo  nos  limitamos  á  hacer  las  ob- 
servaciones siguientes:' 

I?  La  excepción  contenida  en  el  artículo  2,988  del  Có- 
digo Civil,  sólo  es  aplicable  cuando  después  de  celebrada 
la'venta  viene  el  deudor  al  estado  de  insolvencia,  pero'no 
cuando  tal  estado  existía  al  perfeccionarse  el  contrato;  pues 
tal  excepción  no  puede  extenderse  á  otro  caso  distinto  del 
que  tiene  previsto  la  ley;  y  en  todo  caso,  el  perjuicio  que  su- 
fre el  vendedor  lo  debe  á  su  propia  culpa,  ya  porque  con- 
trató imprudentemente  con  el  comprador  sin  informarse  de 
su  situación  pecuniaria,  ya  porque,  conociendo  ésta,  no  se 
abstuvo  de  contratar:" 

2?  Tampoco  es  aplicable  dicha  excepción  cuando  el  com- 
prador, aunque  en  estado  de  insolvencia,  le  otorga  fianza 
que  garantice  el  pago  del  precio  al  vencimiento  del  plazo; 
pues  en  tal  caso  cesa  el  peligro  que  había  de  que  el  vien- 
dedor  perdiera  el  precio  convenido,  y  que  es  justamente  el 
fumiamento  en  que  se  apoya  el  precepto  citado  para  esta- 
blecer la  excepción : 

3?  Que  de  los  términos  que  emplea  ese  precepto  se  in- 
fiere, que  para  que  el  vendedor  pueda  usar  del  derecho  de 
retención,  es  requisito  esencial  que  el  estado  pecuniario  del 
comprador  sea  tal  que  amenace  un  peligro  inminente  de 
que  pierda  el  precio  convenido,  y  por  tanto,  que  no  basta- 
rán para  autorizar  la  retención  de  la  cosa  vendida  temores 
más  ó  menos  serios  acerca  de  la  insolvencia  del  comprador, 
sino  que  se  necesitan  pruebas  que  justifiquen  la  existencia 
de  aquel  peligro. 

El  vendedor  debe  entregar  la  cosa  vendida  en  el  estado 
en  que  se  hallaba  al  perfeccionarse  el  contrato,  con  todos 
los  frutos  producidos  desde  entonces  y  los  rendimientos, 

1  Tomo  III,  pág.  115. 

2  Lanrent,  tomo  XXIV,  nuni.  171 ;  Goycnu,  lomo  1 11,  pág:.  3S0. 

^  Digitized  by 


Google 


323  Lecciones  de  Derecho  Civil. 

accesiones  y  títulos  de  la  cosa  (arts.  2,990  y  2,991,  Cód. 
C¡v.).^ 

En  otros  términos:  el  vendedor  está  obligado  á  entregar 
la  cosa  vendida  en  el  mismo  estado  en  que  se  hallaba  cuan- 
do se  perfeccionó  el  contrato,  con  todos  sus, frutos  natura- 
les: civiles  é  industriales,  y  con  los  aumentos  y  accesiones 
que  posteriormente  hubiere  tenido. 

La  razón  es  perfectamente  perceptible,  pues  si  desde  el 
momento  en  que  se  perfecciona  la  venta  por  el  consenti- 
miento de  los  contratantes  acerca  del  precio  y  de  la  cosa, 
pertenece  esta  al  comprador,  y  si  en  virtud  del  derecho  de 
dominio  pertenecen  al  propietario  de  una  cosa  todos  los 
frutos,  aumentos  y  accesiones  que  tiene;  es  fuera  de  toda 
duda  que  deben  de  pertenecer  al  comprador  todos  esos  fru- 
tos, aumentos  y  accesiones  de  la  cosa  vendida. 

Los  términos  con  que  está  concebido  el  precepto  que  im- 
pone al  vendedor  la  obligación  de  entregar  la  cosa  vendida 
en  el  estado  en  que  se  encontraba  al  celebrarse  el  contrato, 
pudieran  dar  lugar  á  que  se  entendiera  en  el  sentido  de  que 
la  pérdida  ó  deterioro  de  la  cosa,  aun  por  caso  fortuito  son 
á  cargo  del  vendedor. 

Pero  tal  inteligencia  sería  errónea  y  contraria  á  las  re- 
glas generales  que,  sobre  la  ejecución  de  los  contratos  ha 
establecido  el  mismo  Código  Civil  en  los  ai*tículos,  1,545  y 
siguientes,  en  los  cuales  declara,  que  el  obligado  á  entregar 
una  cosa,  lo  está  á  cuidar  de  ella  con  la  diligencia  propia 
de  un  buen  padre  de  familia,  y  que  desde  que  el  contrato  se 
perfecciona,  es  de  cuenta  del  acreedor  el  riesgo  de  la  cosa, 
aun  cuando  no  le  haya  sido  entregada.'' 

La  verdad  es,  que  el  precepto  áque  aludimos  se  halla  en 
armonía  con  los  principios  generales  que  rigen  á  todos  los 
contratos,  y  que  se  debe  entender  en  el  sentido  de  que  el 

1  Artículos  2,859  y  2,860,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  1,429,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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vendedor  está  obligado  á  guardar  y  conservar  la  cosa  ven- 
dida como  un  buen  padre  de  familia,  y  que,  si  sufre  algún 
deterioro  sin  culpa  de  su  parte,  satisface  su  obligación  en- 
tregando la  cosa  en  el  estado  en  que  se  encuentre. 

En  otros  términos:  está  obligado  á  guardar  y  conservar 
la  cosa  en  el  estado  en  que  se  hallaba  al  celebrar  el  con- 
trato, y  es  responsable  de  la  pérdida  ó  deterioro  de  ella  pro- 
ducido por  su  culpa. 

Por  regla  general,  el  vendedor  está  obligado  á  entregar 
la  cosa,  con  el  peso,  número  ó  medida  que  se  halla  expre- 
sado en  el  contrato,  porque  el  precio  se  determinó  teniendo 
en  consideración  esas  circunstancias,  y  por  lo  mismo,  no  pue- 
de exigir  que  el  comprador  cumpla  las  obligaciones  que  se 
impuso,  si  no  es  entregando  la  cosa  vendida  con  las  circuns-t 
tancías  estipuladas. 

Tal  es  la  razón  por  la  cual  declara  el  artículo  2,992  del 
Código  Civil  que,  cuando  la  cosa  se  vendiere  por  número, 
peso  ó  medida,  con  expresión  de  estas  circunstancias,  el 
comprador  puede  pedir  la  rescisión  del  contrato,  si  en  la  en- 
trega hubiere  falta  que  no  pueda  ó  no  quiera  suplir  el  ven- 
dedor, ó  exceso  que  no  pueda  separarse  sin  perjuicio  de  la 
cosa. ' 

Sin  embargo,  si  el  comprador  quiere  sostener  el  contrato, 
puede  exigir  la  reducción  del  precio  en  proporción  de  la  fal- 
ta; y  debe  aumentarlo  en  proporción  del  exceso  (art.  2,993, 
Cód.  Civ.).^ 

Apenas  si  merece  hacerse  mención  de  esta  regla,  pues  si 
el  precio  debe  ser,  según  los  principios  fundamentales  del 
contrato  de  compra- venta,  proporcional  al  valor  de  la  cosa 
vendida,  por  ser  el  equivalente  de  ella,  es  natural  que,  si  el 
comprador  quiere  llevar  adelante  la  venta,  que  no  estaba 


1  Artículo  2,86i,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,862,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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obligado  á  cumplir,  se  reduzca  ó  aumente  el  precio  para  que 
se  halle  en  la  debida  relación  con  la  cosa. 

Pero  si  la  venta  se  hizo  sólo  á  la  vista  y  por  acervo, 
aun  cuando  sea  de  cosas  que  se  suelen  contar,  medir  ó 
pesar,  se  perfecciona  tan  luego  como  los  contratantes  se 
avienen  acerca  del  precio;  y  el  comprador  no  puede  pe- 
dir la  rescisión  del  'contrato,  alegando  no  haber  encontrado 
en  el  acervo  la  cantidad,  peso  ó  medida  que  él  calculaba; 
pues  como  dice  la  Exposición  de  motivos,  en  la  venta  á  la 
vista  ó  por  conjunto  hay  algo  de  aleatorio,  y  ct  comprador 
que  calcula  mal,  debe  aceptarlos  resultados  (art.  2,994,  Cód. 
Civ.).' 

Sin  ertibargo,  esta  regla  no  es  aplicable,  y  por  lo  mismo, 
•hay  lugar  á  la  rescisión,  si  el  vendedor  presentare  el  acer- 
vo como  de  especie  homogénea  y  ocultare  en  él  especies  de 
inferior  clase  y  calidad  de  las  que  están  á  la  vista;  porque 
ni  debe  aprovechar  al  vendedor  su  propio  dolo,  ni  la  cosa 
que  entrega  es  en  realidad  la  misma  que  vendió  (art.  2,995, 
Cód.  Cív.).' 

Idénticas  reglas  dominan  respecto  de  la  venta  de  bienes 
inmuebles,  pues  el  vendedor  tiene  obligación  de  entregar- 
los con  todo  cuanto  se  haya  expresado  en  el  contrato,  con 
la  extensión  en  él  •marcada,[si  se  ha  celebrado  señalando 
ésta  y  á  razón  de  tanto  la  medida;  porque  en  tal  caso,  otor- 
ga su  consentimiento  el  comprador  en  el  supuesto  de  que 
existe  cierto  número  de  medidas,  y  la  falta  de  ellas  es  con- 
traria á  la  identidad  de  la  cosa  y  destruye  la  base  sobre  que 
reposa  el  consentimiento. 

Pero  si  la  venta  de  uno  ó  más  inmuebles  se  hiciere  por 
un  precio  alzado  y  sin  estimar  especialmente  sus  partes  ó 
medidas,  no  hay  lugar  á  la  rescisión  aunque  en  la  entrega 


1  Artículo  2,863,  Cótl.  Civ.  Je  1SS4. 

2  Artículo  2,864,  Cótl.  Civ.  de  1S84. 
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hubiere  falta  ó  exceso;  pues  la  individualización  de  la  cosa, 
como  materia  del  consentimiento,  no  depende  de  las  medi- 
das, y  el  error  acerca  de  ellas  no  arguye  falta  de  identidad 
en  el  objeto  (art.  2,996,  Cód.  Civ.).' 

Pero  si  en  la  venta  se  han  designado  los  linderos,  el  ven- 
dedor estará  obligado  á  entregar  todo  lo  que  dentro  de  ellos 
se  comprenda,  aunque  haya  exceso  en  las  medidas  expre- 
sadas en  d  contrato;  porque  en  la  determinación  de  los  lin- 
deros individualiza  el  objeto  sobre  el  cual  recae  el  contrato 
independientemente  de  las  medidas  que  contenga  (art. 
2,997,  Cód.  Civ.).' 

Las  acciones  que  para  pedir  la  resdisión  del  contrato  de 
compra-venta  en  los  casos  que  acabamos  de  expresar,  se 
prescriben  en  un  año,  contado  desde  el  día  de  la  entrega, 
según  el  artículo  2,999  ^^^  Código  Civil,  ya  porque  el  error 
puede  fácilmente  descubrirse  y  hacerse  constar  en  este  tiem- 
po, ya  porque  es  inútil  prolongar  la  duración  de  una  acción, 
que,  como  todas  las  acciones  resolutorias,  produce  incerti- 
dumbre  en  la  propiedad,  ^ 

El  efecto  de  la  rescisión  del  contrato  de  compra -venta 
está  regido  por  la  regla  contenida  en  el  artículo  2,998  del 
Código,  que  declara,  que  rescindido  el  contrato  en  los  ca- 
sos indicados,  el  vendedor  estará  obligado  á  restituir  el 
precio,  si  lo  hubiere  recibido,  y  á  satisfacer  todos  los  gas- 
tos que  el  comprador  haya  hecho  para  cumplir  su  obliga- 
ción; pues  no  es  justo  que  éste  sufra  las  consecuencias  del 
error  á  que  aquél  le  indujo,  quien  antes  debió  asegurar- 
se de  la  extensión  del  inmueble  que  intentaba  vender;  y 
como  los  gastos  erogados  por  el  comprador  son  inútiles 
á  causa  de  la  rescisión,  le  deben  ser  reembolsados  para 


1  Artículo  2,865,  Cód.  Civ.  de  18ÍJ4;  Voet,  Pandect.  lib.  18,  tít.  i,  núm.  16;  Antonio 
Gómez,  Varias  resol,  tomo  II,  cap.  2?,  núm.  16;  Exposición  de  motivos. 

2  Artículo  2,866,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,868,  Cód.  Civ.  de  18^4. 
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que  no  sufra  una  pérdida  ó  menoscabo  en  su  patrimonio.* 

Si  el  contrato  de  compra- venta  fuere  celebrado  al  fiado, 
podrá  el  vendedor,  dice  el  artículo  2,989  del  Código  Civil, 
exigir  el  precio  con  sus  intereses  en  caso  de  demora;  pero 
no  podrá  pedir  la  rescisión  del  contrato.^ 

La  razón  es,  porque  habiendo  otorgado  el  plazo  al  com- 
prador para  verificar  el  pago,  renunció  al  derecho  que  te- 
nía de  retener  la  cosa  vendida  hasta  que  se  le  pagara  su 
precio,  y  es  justo  que  sufra  las  consecuencias  de  su  con- 
fianza, y  que  no  se  le  permita  la  rescisión  del  contrato,  tal 
vez  con  perjuicio  de  tercero  de  buena  fe,  que  compró  á 
quién  tenía  un  derecho  perfecto  para  vender. 

Si  una  misma  cosa  fuere  vendida  por  el  mismo  vendedor 
á  diversas  personas,  se  deben  observar  las  reglas  siguien- 
tes, (art.  3,000,  Cód.  Civ.):^ 

il^  Si  la  cosa  vendida  fuere  mueble,  prevalecerá  la  venta 
primera  en  fecha;  y  si  no  fuere  posible  verificar  la  prioridad 
de  ésta,  prevalecerá  la  hecha  al  que  se  halle  en  posesión  de 
la  cosa  (art.  3,001,  Cód.  Civ.):* 

2?  En  todo  caso  el  vendedor  responde  del  precio  que  ha- 
ya recibido  indebidamente,  así  como  de  los  daños  y  per- 
juicios; y  puede  ser  acusado  de  estafa,  por  los  que  fueren 
perjudicados  ó  engañados  (art.  3,002,  Cód.  Civ.):^ 

3?  Si  la  cosa  vendida  fuere  raíz,  prevalecerá  la  venta  que 
primero  se  haya  registrado;  y  si  ninguna  lo  ha  sido,  pre- 
valecerá la  hecha  al  que  se  halle  en  posesión  de  la  cosa  (art. 
3,003,  Cód.  Civ.)/' 


1  Artículo  2,867,  ^^^-  ^i^'»  <lc  l^A- 

2  Artículo  2,858,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,869,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  *Artículo  2,870,  Cód.  Civ.  de  1884. 

5  Artículo  2,871,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  por  la  sustitución  de  la  palabra  fraude  en  lugar  de  estafa^  jwr  aquél  el 
delito  que  comete  el  vendedor  que  vende  una  misma  cosa  á  do?  personas  distintas,  y  no 
éste. 

6  Artículo  2,872,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Al  sancionar  estas  reglas,  se  ha  separado  el  Código  Ci- 
vil de  los  principios  establecidos  por  el  Derecho  Romano 
y  nuestra  antigua  legislación,  que,  como  hemos  dicho,  esti- 
maban que  la  tradición  era  un  requisito. esencial  para  trans- 
mitir el  dominio. 

En  efecto:  según  esos  principios,  se  distinguía  entre  el 
título  ó  modo  de  adquirir  el  dominio  y  la  translación  de  la 
posesión  que  se  hacía  por  medio  de  la  tradición;  y  como  la  de 
aquél  era  incompleta  sin  ésta,  los  efectos  jurídicos  del  título 
ó  modo  de  adquirir  no  se  manifestaban  sino  hasta  que  se 
verificaba  la  entrega  de  la  cosa. 

Tal  es  la  razón  por  la  cual  declara  la  ley  20,  tít.  3V,  lib.  II 
del  Código,  que  por  la  tradición  y  la  usucapión  se  trasmite 
el  dominio  y  no  por  los  pactos. 

**  Traditionibus  et  iisíicapionihns  dominia  rcriim,  non  mi- 
áis pac  tis  transfcruntíCi-r 

Por  este  motivo,  cuando  se  vendía  una  misma  cosa  á  dos 
personas  distintas,  prevalecía,  según  esos  principios,  no  la 
venta  primera  en  fecha,  sino  aquella  que  había  sido  segui- 
da de  la  tradición  de  la  cosa. 

Nuestro  Código  establece  las  reglas  que  hemos  indicado, 
distintas  de  las  que  establecía  el  Derecho  Romano,  y  nues- 
tra antigua  legislación,  porque  son  la  consecuencia  de  los 
principios  que  adoptó,  siguiendo  al  Código  PVancés,  sobre 
la  transmisión  de  la  propiedad;  pues  si  ésta  se  verifica  por  el 
solo  efecto  del  consentimiento  de  los  contratantes,  es  fuera 
de  toda  duda  que  la  primera  venta  debe  prevalecer  y  pro- 
ducir todos  sus  afectos  jurídicos,  aunque  no  se  haya  entre- 
gado la  cosa,  y  que  la  segunda  sea  nula  y  de  ningún  efecto, 
porque  ha  recaído  sobre  cosa  ajena. 

Pero  cuando  no  es  posible  demostrar  cuál  venta  fué  la  que 
se  celebró  primero,  y  por  lo  mismo,  á  quién  se  le  transmitió 
la  propiedad  de  la  cosa,  se  prefiere  la  hecha  al  que  se  halle 
en  posesión  de  ella,  en  virtud  del  axioma  de  derecho  que 
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dice:  **/;/  pai'i  cansa  inclior  cst  condiiio possidcntis,''  san- 
cionado por  el  Derecho  Romano  y  por  nuestra  antigua  le- 
gislación/ 

En  tal  caso,  como  el  vendedor  ha  recibido  indebidamente 
el  valor  de  la  cosa  y  carece  de  título  para  retenerlo,  qu^da 
obligado  á  restituirlo  con  la  debida  indemnización  de  los  da- 
ños y  perjuicios  que  hubiere  sufrido  por  su  culpa*el  compra- 
dor engañado. 

Pero  no  es  esta  la  única  pena  en  que  incurre  el  vendedor 
por  haber  engañado  á  los  compradores  vendiéndoles  una 
misma  cosa,  sino  que  también  se  hace  acreedor  á  la  que  se- 
ñala el  Código  Penal  para  el  delito  de  fraude  (jontra  la  pro- 
piedad. 

El  artículo  3,002  del  Código  Civil,  dice:  que  en  el  caso 
á  que  nos  referimos  se  comete  el  delito  de  estafa  por  el  ven- 
dedor, pero  la  clasificación  hecha  por  ese  precepto  es  in- 
exacta, no  está  conforme  con  la  definición  que  de  tal  delito 
da  el  artículo  414  del  Código  Penal,  y  por  el  contrario  reú- 
ne todas  las  circunstancias  constitutivas  del  fraude. 

En  efecto:  se  comete  este  delito,  según  el  artículo  413 
del  Código  Penal,  siempre  que  engañando  á  uno  ó  aprove- 
chándose del  error  en  que  éste  sd  halla,  se  hace  otro  ilíci- 
tamente de  alguna  cosa  ó  alcanza  un  lucro  indebido,  con 
perjuicio  de  aquél;  y  el  artículo  416,  en  la  fracción  2?,  enu- 
mera entre  los  casos  en  que  se  comete  el  delito  de  fraude, 
aquel  en  el  cual  un  individuo  enajena  á  título  oneroso  una 
cosa  con  conocimiento  de  que  no  tiene  derecho  para  dispo- 
ner de  ella,  si  recibe  su  precio  ó  una  cosa  equivalente. 

La  aplicación  de  estos  preceptos  al  caso  que  nos  ocupa 
nos  conduce  necesariamente  á  concluir  que  el  delito  que  co- 
mete el  vendedor  es  el  de  fraude,  porque  vendió  una  cosa 
con  conocimiento  de  que  no  tenía  derecho  para  disponer  de 

I  Leyes  9,  ^  4.  tít.  2,  lili.  6".  12S.  tíí.  17,  lü).  50;  I).;  28  líi.  2?,  Part.  3*  y  50  tft.  5^ 
Part.  5" 
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ella,  supuesto  que  antes  la  había  enajenado  á  otra  persona. 

La  verdad  es  que  el  artículo  3,002  del  Código  Civil,  que 
motiva  estas  observaciones,  contiene  una  usurpación  al  Pe- 
nal, porque  no  es  propio  de  él  la  clasificaéión  de  los  delitos; 
yes  tanto  más  reprochable  cuanto  que  es  innecesaria,  por- 
que con  ella  ó  sin  ella,  existirá  siempre  el  delito,  el  derecho 
délos  ofendidos  para  querellarse  de, él  y  la  obligación  de 
los  tribunales  represivos  para  perseguir  y  castigar  al  cul- 
pable. 

La  última  regla  de  las  tres  que  hemos  expuesto,  se  refie- 
re á  las  cosas  raíces,  y  se  funda  en  idénticas  consideracio- 
nes que  las  precedentes;  pues  establecida  la  necesidad  de 
la  inscripción  del  título  respectivo  en  el  registro  público,  sin 
cuyo  requisito  la  transmisión  de  la  propiedad  no  produce 
efecto  contra  tercero,  es  indispensable  que  se  dé  preferencia 
ala  venta  que  llena  debidamente  ese  requisito  y  no  á  la  que 
carece  de  él. 

Pero  si  ninguna  de  las  ventas  se  ha  registrado,  prevalece 
la  primera  en  fecha;  y  si  no  es  posible  determinar  la  prio- 
ridad de  ésta,  debe  prevalecer  la  hecha  en  favor  de  la  perso- 
na que  se  halle  en  posesión  de  la  cosa,  según  los  principios 
que  antes  hemos  expuesto. 

En  todas  estas  reglas  preside  la  equidad  y  la  justicia,  con- 
ciliando  los  intereses  contrarios  de  los  compradores  enga- 
ñados por  el  vendedor,  de  manera  que  no  sufran  quebranto. 
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IV 


DEL  SANEAMIENTO   POR   LOS   DEFECTOS   O  GRA- 
VÁMENES OCULTOS  DE  LA  COSf . 


La  segunda  obligación  que  la  ley  impone  al  vendedores 
la  de  garantir  las  calidades  de  la  cosa  vendida,  por  cuyo  mo- 
tivo declara  el  artículo  3,004,  que  está  obligado  al  sanea- 
miento por  los  defectos  ocultos  de  la  cosa  vendida,  que  la 
hagan  impropia  para  el  uso  á  que  se  la  destina,  ó  que  dis- 
minuyan de  tal  modo  este  uso,  que  á  haberlos  conocido  el 
comprador  no  hubiera  hecho  la  compra,  ó  habría  dado  me- 
nos precio  por  la  cosa. ' 

Los  defectos  ocultos  á  que  este  precepto  se  refiere,  se  de- 
signan en  el  tecnicismo  del  derecho  con  el  nombre  de  vicios 
redhibitorioSy  porque  autorizan  al  comprador  para  pretender 
la  rescisión  del  contrato  de  compra-venta. 

De  los  términos  del  artículo  3,004  se  infiere  que,  para  que 
el  vendedor  esté  obligado  al  saneamiento  por  los  defectos 
de  la  cosa  vendida,  es  necesario:  , 

I?  Que  tales  defectos  sean  ocultos,  pues  si  son  aparentes 
y  ha  podido  conocerlos  el  comprador,  cesa  la  responsabili- 
dad de  aquél,  porque  la  ley  presume  en  tal  caso  que  pudien- 
do  conocer  tales  defectos  los  ha  conocido  realmente  y  ha 
consentido  en  comprarla  con  ellos,  y,  por  lo  mismo,  no  pue- 
de quejarse  de  que  el  vendedor  haya  faltado  al  curnplimien- 
to  de  sus  obligaciones,  vendiéndole  una  cosa  defectuosa. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  3,005  del 
Código  Civil,  que  el  vendedor  no  es  responsable  de  los  de- 


I   Artículo  2,S73,  CtVI.  Civ.  «le  1884. 
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fectos  manifiestos  ó  que  están  á  la  vista;  ni  de  los  que  no  lo 
están,  si  el  comprador  es  un  perito,  que  por  razón  de  su  ofi- 
cio ó  profesión  debe  fácilmente  conocerlos. ' 

Este  precepto  estima  que  no  son  ocultos  los  defectos  de 
la  cosa  vendida,  cuando  ésta  es  de  aquellas  que  pertenecen 
al  arte  ó  ciencia  que  ejerce  ó  profesa  el  comprador,  porque 
presume,  con  justicia,  que  tales  defectos  no  pueden  estar 
ocultos  para  él,  que,  por  razón  de  sus  conocimientos  peri- 
ciales, ha  podido  fácilmente  descubrirlos  y  conocerlos. 

2?  Es  necesario,  además,  que  los  defectos  de  la  cosa  ven- 
dida sean  de  importancia  y  de  tal  manera  graves,  que  la 
hagan  impropia  para  el  uso  á  que  se  la  destina,  ó  que  dis- 
minuyan de  tal  modo  este  uso,  que  á  haberlos  conocido  el 
comprador,  no  hubiera  hecho  la  compra  ó  habría  pagado 
menos  precio. 

De  donde  se  infiere,  que  si  la  cosa,  aunque  defectuosa, 
puede  servir  para  el  uso  á  que  se  le  destina,  no  hay  lugar 
á  la  responsabilidad  del  vendedor. 

Para  que  el  vendedor  esté  obligado  al  saneamiento  por 
los  defectos  ocultos  de  la  cosa,  es  necesario  también  que  és- 
tos hayan  existido  al  tiempo  de  la  celebración  del  contrato; 
porque  su  responsabilidad  nace  de  la  falta  de  cumplimiento 
de  las  obligaciones  que  se  impuso  de  entregar  la  cosa  apta 
para  el  uso  para  el  cual  la  vendió;  y  malamente  se  puede 
decir  que  faltó  á  ese  deber  vendiendo  una  cosa  que  carece 
de  defectos  que  la  hagan  inhábil  para  ese  uso. 

Este  último  requisito  no  está  expresamente  determinado 
por  la  ley,  pero  se  infiere  de  una  manera  lógica  y  necesa- 
ria de  la  causa  y  origen  de  la  responsabilidad  del  vendedor, 
y  de  los  artículos  3,020  y  3,021  del  Código  Civil,  que  es- 
tableciendo las  reglas  según  las  cuales  se  deben  calificar  los 
vicios  ó  defectos  de  la  cosa  vendida  por  peritos  nombrados 


I   Artículo  2,874,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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por  las  partes  y  un  tercero  que  elegirá  el  juez  en  caso  de 
discordra,  quienes  han  de  declarar  terminantemente  si  los 
vicios  eran  anteriores  á  la  venta,  y  si  por  causa  de  ellos  no 
puede  destinarse  la  cosa  á  los  usos  para  que  fué  comprada.' 

Fácilmente  se  comprende  la  razón  en  que  se  funda  este 
requisito,  pues  si  los  defectos  no  existían  al  tiempo  de  la  ce- 
lebración del  contrato  de  compra-venta,  es  claro  que  los 
adquirió  después,  y  por  lo  mismo,  que  no  puede  ser  respon- 
sable de  ellos  el  vendedor. 

Los  términos  generales  con  que  está  concebido  el  artícu- 
lo 3,004  del  Código  que  establece  la  responsabilidad  del 
vendedor  por  los  defectos  ocultos  de  la  cosa  vendida,  sin 
hacer  distinción  alguna,  nos  conducen  á  concluir  y  sostener, 
que  tal  responsabilidad  existe,  cualquiera  que  sea  la  natu- 
raleza de  aquélla,  mueble  ó  inmueble. 

Y  si  no  tuviéramos  otro  apoyo  para  fundar  esta  coíiclu- 
sión,  nos  bastaría  invocar  la  jurisprudencia  de  los  tribunales 
y  la  doctrina  de  los  juris^consultos  que  han  sostenido  el  mis- 
mo principio. ' 

Cuando  por  los  defectos  ocultos  de  la  cosa  vendida  resulta 
•  impropia  para  el  uso  á  que  se  le  destina,  ó  disminuyen  de  tal 
modo  este  uso,  que  á  haberlos  conocido  el  comprador  no 
hubiera  hecho  la  compra  ó  hubiera  pagado  un  precio  me- 
nor, la  ley  le  otorga  la  facultad  de  exigir  la  rescisión  del 
contrato,  pagándosele  los  gastos  que  por  él  hubiere  hecho; 
ó  que  se  le  rebaje  una  cantidad  proporcionada  del  precio  á 
juicio  de  peritos  (art.  3,006,  Cód.  Civ.).^ 

Es  decir,  que  la  ley  otorga  al  comprador  dos  acciones, 
una  que  tiene  por  objeto  que  se  le  devuelva  el  precio  que 
pagó,  mediante  la  restitución  de  la  cosa  vendida,  y  la  otra 


1  Artículos  2,887  y  2,888,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Laurent,  lomo  XXIV,  núm.  287;  Guillouard,  tomo  i?  núm.  438;  Aubry  y  Rau,  to- 
mo IV,  5  355,  nota  12;  etc.,  etc. 

3  Artículo  2,875,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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que  se  dirige  á  obtener  la  diminución  del  precio  á  juicio  de 
peritos,  conservando  esa  misma  cosa. 

Estas  acciones,  quQ  deben  su  origen  al  Derecho  Roma- 
no, son  designadas  con  los  nombres  de  acción  rcdkibitoria, 
la  primera,  y  de  acción  cstiniatoria  ó  qnanto  minoriSy  la 
segunda. 

Como  hemos  indicado  ya,  ambas  acciones  tienen  distin- 
tos objetos,  pues  la  redhibitoria  se  dirige  á  obtener  la  res- 
cisión del  contrato  de  compra -venta,  restituyendo  las  cosas 
al  estado  que  tenían  antes  de  la  celebración  del  contrato; 
y  la  estimatoria  tiene  por  objeto  disminuir  el  precio,  por  los 
defectos  ocultos  de  laxosa  vendida,  dejando  subsistir  el  con- 
trato. 

Pero  el  ejercicio  de  ambas  acciones  puede  no  ser  simultá- 
neo, por  ser  incompatibles,  y  por  lo  mismo,  una  vez  hecha 
por  el  comprador  la  elección  del  derecho  que  va  á  ejercitar, 
no  puede  usar  de  otro  sin  el  consentimiento  del  vendedor 
(art.  3,008,  Cód.  Civ.).' 

Dos  son  las  razones  que  fundan  estas  prescripciones  de 
la  ley: 

I?  Si  la  acción  se  dedujo  en  el  juicio  respectivo  y  éste 
llegó  hasta  su  término,  mediante  la  sentencia  que  decidió 
sobre  ella,  se  produce  la  excepción  de  cosa  juzgada  que  im- 
pide el  ejercicio  de  la  otra  acción,  supuesto  que  son  incom- 
patibles: 

2^  Si  la  excepción  se  dedujo  en  juicio  y  fué  contestada  la 
demanda,  no  puede  abandonarse  para  intentar  la  otra,  por 
prohibirlo  expresamente  el  artículo  2 1  del  Código  de  Pro- 
cedimientos para  impedir  la  violación  del  cuasi-contrató 
que  se  forma  por  la  contestación  de  la  demanda. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  sólo  se  permite  al  com- 
praaor  que  cambie  su  acción  con  el  consentimiento  del  ven- 


I   Artículo  2,877,  Cód  Civ.  de  1884. 
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-dedor,  que  tiene  facultad  de  renunciar  en  su  perjuicio  el 
derecho  que  adquiere  por  el  cuasi-contrato  de  la  contesta- 
ción de  la  demanda  de  impedir  el  cambio  de  la  acción  in- 
tentada. * 

En  consecuencia,  creemos  que  el  precepto  que  establece 
la  prohibición  á  que  nos  referimos,  se  debe  entender  en  el 
sentido  de  que  sólo  tiene  lugar  cuando  judicialmente  se 
ejercita  una  de  las  acciones  por  el  comprador,  y  que  el  con- 
sentimiento del  vendedor  es  sólo  necesario  cuando  no  se  ha 
terminado  el  juicio,  y  por  tanto,  que  mientras  sus  gestiones 
sean  extrajudiciales  puede  cambiar  su  reclamación. 

Todos  los  autores  sostienen  por  regla  general  que,  la 
acción  redhibitoria  es  indivisible,  pero  en  el  sentido  deque 
los  defectos  ocultos  que  afectan  solamerfte  á  una  parte  de 
la  cosa  vendida,  produce  la  rescisión  total  del  contrato;  y 
proponen  como  ejemplo  el  caso  en  que  tal  cosa  es  única 
y  está  viciada  en  una  parte,  y  aquel  en  que  se  compone  de 
varias  pero  inseparables,  como  un  tronco  de  caballos,  y  el 
vicio  ó  defecto  de  la  una  impide,  'hace  impropias  á  las  de- 
tnás  para  el  uso  común  al  cual  estaban  todas  destinadas.' 

Esta  teoría  ha  sido  sancionada  por  los  artículos  3,013  y 
3,015  del  Código  Civil,  que  declaran,  que  cuando  se  venden 
dos  ó  más  animales,  dos  ó  más  cosas  juntamente,  sea  en  un 
precio  alzado,  ó  sea  señalándolo  á  cada  uno  de  ellos,  elvi- 
<:io  de  uno  da  solamente  lugar  á  la  acción  redhibitoria  res- 
pecto de  él  y  no  respecto  de  los  demás,  á  no  ser  que  apa- 
rezca que  el  compradocno  habría  comprado  el  sano  ó  sanos 
sin  el  vicioso." 

Esta  voluntad  del  comprador  se  presume,  según  el  artícu- 
lo 3,014  del  Código,  -cuando  se  compra  un  tiro,  yunta  ó  pa- 
reja, aunque  se  haya  señalado  un  precio  separado  á  cada 
4mo  de  los  animales  que  los  componen,  porque  desde  lúe- 

1  Guillouard,  tomo  I,  núm.  45^. 

2  Artículos  2,881  y  2,88^.  Cód.<:iv.  de  18S4. 
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go  se  comprende  que  la  intención  del  comprador  ha  sido 
tener  el  tiro,  yunta  ó  pareja  y  no  un  solo  animal,  y  por  con- 
siguiente, que  no  los  habría  comprado  si  hubiera  conocido 
los  vicios  ó  defectos  de  que  aiiolecía  uno  de  ellos. ' 

De  lo  expuesto  se  infiere,  que  fuera  de  este  caso  para  el 
cual  existe  la  presunción  legal,  la  acción  redhibitoria  no  es 
indivisible,  sino  mediante  la  prueba  que  el  comprador  debe 
rendir  acerca  de  que  no  habría  comprado  las  casas  ó  ani- 
males sanos  sin  los  defectuosos; 

Para  determinar  los  efectos  jurídicos  de  la  acción  redhi- 
bitoria, distingue  el  Código  Civil  si  el  vendedor  ha  obrado 
ó  no  de  buena  fe,  porque  no  sería  justo  condenarlo  en  uno 
y  en  otro  casó  á  prestaciones  iguales. 

Si  el  vendedor  obró  de  buena/e,  porque  no  conocía  los 
vicios  de  la  cosa  vendida,  sólo  debe  restituir  el  precio  y  abo- 
nar los  gastos  del  contrato,  en  el  caso  de  que  el  comprador 
los  haya  pagado;  pero  no  es  responsable  de  los  daños  y 
perjuicios,  porque  por  su  ignorancia  acerca  de  los  defectos 
ocultos  de  la  cosa  no  es  culpable  (art.  3,010,  Cód.  Civ.)." 

Pero  si  se  probare  que  el  vendedor  conocía  los  defectos 
ocultos.de  la  cosa  vendida,  y  no  los  manifestó  al  compra- 
<lor,  circunstancia  que  acredita  su  mala  fe,  puede  este  exigir 
la  rescisión  del  contrato  y  que  se  le  paguen  los  gastos  que 
por  él  hubiere  hecho,  ó  que  se  le  rebaje  una  cantidad  pro- 
porcionada del  precio  á  juicio  de  peritos,  y  que  se  le  indem- 
nice además  de  los  daños  y  perjuicios  en  el  primer  caso  (art. 
3,007,  Cód.  Civ.).3 

Si  la  cosa  vendida  pereciere  ó  mudare  de  naturaleza  á 
consecuencia  de  los  vicios  ocultos  que  tenía,  y  eran  cono- 
-cidos  del  vendedor,  este  debe  sufrir  la  pérdida,  restituir  el 


1  Artículo  2,882,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,879,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,876.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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precio  y  abonar  los  gastos  del  contrato  con  los  daños  y  per- 
juicios (art.  3,009,  Cód.  Civ.).' 

Pero  en  las  ventas  judiciales  nunca  hay  lugar  á  la  res- 
ponsabilidad de  daños  y  perjuicios,  pero  sí  á  la  rescisión 
del  contrato  ó  á  la  diminución  proporcionada  del  precio  á 
juicio  de  peritos;  porque  las  formalidades  que  preceden  y 
acompañan  á  esa  especie  de  ventas,  nó  permiten  el  fraude 
de  los  dueños  de  las  cosas  vendidas  ni  la  ignorancia  délos 
compradores  (art.  3,011,  Cód.  Civ.).'' 

Tampoco  tiene  Jugar  el  saneamiento  por  los  vicios  ocul- 
tos de  las  cosas  vendidas  en  subasta  pública,  sino  cuando 
se  ha  puesto  por  condición  expresa  ;'por  las  mismas  razones 
por  las  cuales  no  tiene  lugar  en  las  ventas  judiciales  (art. 
3,016.  Cód.  Civ.).3  « 

Las  acciones  redhibitoria  y  estimatoria  no  tienen  una 
duración  ilimitada,  pues  según  el  artículo  3,012  del  Códi- 
go Civil,  se  extinguen  á  los  seis  meses,  contados  desde  la 
entrega  de  la  cosa  vendida,  menos  en  el  caso  de  que  se 
trate  de  la  enajenación  de  una  finca  gravada  con  una  car- 
ga ó  servidumbre  no  aparente,  pues  en  tal  caso  las  accio- 
nes mencionadas  se  prescriben  en  un  año,  según  el  artículo 
1,625/ 

Oportunamente  hicimos  sobre  este  caso  de  excepción  las 
observaciones  que  creímos  oportunas,  y  á  ellas  remitimos 
á  nuestros  lectores.  ^ 

A  primera  vista  se  comprende  que  señalando  la  ley  un 
plazo  perentorio  para  el  ejercicio  de  las  acciones  redhibi- 
toria y  estimatoria,  ha  tenido  por  objeto  impedir  que  per- 


1  Artículo  2,878,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  El  artículo  3,011  del  Cckiigo  de  1870,  fué  suprimido  en  el  de  1884,  segi'in  el  autor 
de  las  notas  comparativas,  por  redundante. 

3  El  artículo  3,016  del  Código  de  1870,  fué  suprimido  en  el  de  18S4,  por  inconve- 
niente. 

4  Artículos  2,S8o  y  1,511,  Cód.  Civ.  de  1884. 

5  Tomo  1 1 1,  p.-^g.  231. 
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manezca  por  mucho  tiempo  incierta  la  propiedad,  porque 
la  incertidumbre  de  ella  pone  á  las  cosas  fuera  de  la  circu- 
xlación  del  comercio. 

Para  la  venta  de  animales  se  establecieron  por  el  Código 
reglas  especiales,  por  los  accidentes  á  que  comunmente  se 
hallan  expuestos,  y  porque  por  regla  general  intervienen 
peritos  en  su  compra.' 

Por  tal  motivo,  declara  el  artículo  3,017  del  Código,  que, 
cuando  un  animal  muere  dentro  de  tres  días  siguientes  á 
su  compra,  es  responsable  el  vendedor,  si  por  juicio  de  pe- 
ritos se  prueba  que  la  enfermedad  existía  antes  de  la  venta. ' 
En  cuanto  á  la  duración  de  la  acción  en  caso  de  ventas 
de  animales,  dice  el  artículo  3,019  del  Código,  que,  ya  sea 
que  se  vendan  individualmente,  por  troni:os  ó  yuntas  ó  co- 
mo ganados,  la  acción  redhibitoria  por  causa  de  tachas  ó 
vicios  ocultos  sólo  dura  veinte  días  contados  desde  la  fecha 
del  contrato.  3 

El  efecto  de  la  acción  rescisoria  es  restituir  las  cosas  al 
estado  que  tenían  antes  de  la  celebración  del  contrato  de 
compra- venta,  de  la  misma  manera  que  si  no  se  hubiera 
verificado;  y  por  consiguiente,  si  se  declara  ijesuelto  ese 
contrato,  debe  volverse  la  cosa  vendida  en  el  mismo  estado 
en  que  se  entregó;  siendo  responsable  el  comprador  de 
cualquier  deterioro  que  no  proceda  del  vicio  ó  defectos  ocul- 
tados (art.  3,018,  Cód.  Civ.).* 

En  su  oportunidad  dijimos  que  el  Código  Civil  ha  puesto 
término  á  las  múltiples  cuestiones  á  que  antes  daba  lugar 
el  ejercicio  de  la  acción  rescisoria,  declarando  que  ninguna 
obligación  se  rescinde  únicamente  por  lesión,  excepto  en  el 
caso  de  compra- venta,  cuando  la  cosa  ha  sido  valuada  con 


1  £xposición  de  motivos. 

2  Articulo  2,884,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,886,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  2,885,  Cód.  Civ.  de  1884.  Tomo  1 11,  pág.  359,  y  siguientes. 
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posterioridad  á  la  celebracipn  del  contrato,  y  resulta  del  dic 
tamen  de  peritos  que  algunas  de  las  partes  ha  sufrido  lesión, 
la  cual  existe  solamente  cuando  la  parte  que  adquiere  da 
dos  tantos  más,  ó  la  que  enajena  recibe  dos  tercios  menos 
del  justo  precio  ó  estimación  de  la  cosa  (arts.  1771,  1.772 
y  3.023,  Cód.  Civ.).* 

También  expusimos  los  fundamentos  de  la  limitación  in- 
troducida por  el  Código  Civil,*  y  que,  como  consecuencia  de 
ella,  quedó  proscrita  entre  nosotros  la  distinción  que  nues- 
tras antiguas  leyes  hacían  entre  la  lesión  enorme  y  la  enor- 
mísima. 

¥A  sistema  adoptado  por  el  Código  es  con  extremo  sen- 
cillo, evita  complicaciones  y  que  á  pretexto  de  lesión  se  viole 
la  fe  de  los  contratos,  haciendo  incierta  la  transmisión  déla 
propiedad,  porque  limita  la  lesión  al  contrato  de  compra- 
venta, cuando  uno  de  los  contrayentes  recibe  dos  tantos  me- 
nos, ó  ()aga  dos  tantos  más  átl  justo  precio  señalado  por 
peritos.  ' 

Pero  este  sistema  sería  incompleto  sin  el  principio  san- 
cionado por  el  artículo  3,022  del  Código,  que  prohibe  la 
rescisión  del  contrato  de  compra- venta  á  pretexto  de  lesión, 
siempre  que  la  estimación  de  la  cosa  se  haya  hecho  por  pe- 
ritos al  tiempo  de  celebrarse  el  contrato;  pues  interviniendo 
éstos  no  puede  suponerse  engaño,  y  en  todo  caso,  si  algu- 
no de  ellos  falta  á  la  confianza  en  él  depositada,  obrando  de 
mala  fe,  quedará  personalmente  obligado  a  indemnizar  al 
contratante  perjudicado  de  los  daños  y  perjuicios  que  sufra.' 

En  otros  términos,  no  hay  lugar  á  la  rescisión  de  la  com- 
pra-venta por  causa  de  lesión,  cuando  al  tiempo  de  cele- 
brarse ésta  se  haya  fijado  el  precio  de  la  cosa  por  peritos; 
porque  si  ella  vale  más,  resulta  que  éstos  han  obrado  de  mala 


1  Artículos  1,656,  1,657  y  2,890  Cód.  Civ.  de  18S4 

2  Artículo  2.889.  Cód.  Civ.  de  1884- 
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fe,  y  entpnces  son  personalmente  responsables  de  los  daños 
y  perjuicios  que  sufre  el  contratante  perjudicado. 

Si  el  otro  contratante  hubiere  inducido  á  los  peritos  á  fal- 
tar á  su  deber,  su  conducta  es  dolosa  y  entonces  no  proce- 
de la  rescisión  sino  la  nulidad  del  contrato. 


Vil 
DE  LA  EVICCION. 


La  tercera  obligación  de  las  que  la  ley  impone  al  vende- 
dor, es  la  de  prestar  la  evicción. 

El  vendedor,  dice  el  artículo  3,024  del  Código  Civil,  está 
obligado  á  garantir  la  propiedad  y  posesión  pacifica  del  com- 
prador y  á  prestar  la  evicción  en  los  términos  declarados 
en  el  capítulo  5?,  tít.  3?  de  este  libro/ 

Como  se  ve,  este  precepto  es  de  referencia,  y  tiene  por 
objeto  recordar  las  reglas  sancionadas  en  otras  prescripcio- 
nes legales;  pues  eí  artículo  1,605  ^^^  Código  declara  que 
todo  el  que  enajena  está  obligado  á  responder  de  la  evic- 
ción aunque  nada  se  haya  expresado  en  el  contrato.' 

Como  ya  estudiamos  en  su  oportunidad  los  preceptos  que 
se  refieren  á  la  evicción  y  saneamiento,  nos  limitamos  á  ma- 
nifestar, que  la  obligación  que  respecto  de  ella  impone  la 
ley  al  vendedor,  así  como  la  de  responder  por  los  defectos 
ocultos  de  la  cosa  vendida,  constituye  una  circunstancia  na- 
tural del  contrato,  pero  no  esencial;  y,  por  tanto,  tiene  ab- 
soluta libertad  para  concertar  con  el  comprador  que  no  que 
de  obligado  á  la  evicción  y  sus  consecuencias  jurídicas,  ó  que 


1  Artículo  2,891,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  1489,  Cód.  Civ.  de  1884.  Véase  la  nota  r.',  pág.  222  del  tomo  IlL 
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su  obligación  quede  restringida  dentro  de  cierto^  límites. 

En  otros  términos:  la  evicción  no  constituye  una  circuns- 
tancia esencial  del  contrato  de  compra- venta,  y  queda  al 
arbitrio  de  los  contratantes  convenir  que  no  se  preste,  ó  au- 
mentar ó  disminuir  sus  efectos  jurídicos. 

En  consecuencia,  cuando  la  ley  impone  al  vendedor  la 
obligación  de  prestar  la  evicción,  no  hace  más  que  suplir  la 
voluntad  presunta  de  los  contrayentes,  cuando  no  la  expre- 
san de  una  manera  terminante  ó  guardan  silencio. 


VUI 
DE  LAS'OBLIGACIONES  DEL  COMPRADOR. 


El  comprador,  lo  mismo  que  el  vendedor,  contrae,  por 
ser  bilateral  el  contrato  de  compra-venta,  obligaciones  que 
tiene  que  satisfacer  cumplidamente. 

Tales  son  las  siguientes: 

I?  Pagar  el  precio  convenido: 

2?  Pagar  los  gastos  de  la  venta  en  la  parle  que  le  corres- 
ponda: 

,  3?  Reembolsar  al  vendedor  los  gastos  que  hubiere  ero- 
gado en  la  conservación  de  la  cosa  vendida  desde  la  cele- 
bración del  contrato: 

4?  Recibir  la  cosa  vendida  en  el  tiempo  y  lugar  estipu- 
lados. 

El  comprador,  dice  el  artículo  3,025  del  Código  Civil, 
debe  cumplir  todo  aquello  á  que  se  haya  obligado,  y  espe- 
cialmente pagar  el  precio  de  la  cosa  en  el  tiempo,  lugar  y 
forma  convenidos.^ 


I   Artículo  2,892,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Así,  pues,  el  principal  deber  del  comprador  es  pagar  el 
precio  dé  la  cosa  vendida,  como  es  el  del  vendedor  entre- 
gar  ésta;  porque  uno  y  otro  constituyen  los  objetos  sobre 
los  cuales  versa  el  contrato  de  compra -venta,  de  tal  mane- 
ra que  sin  ellos  no  puede  existir. 

En  efecto:  en  tanto  consiente  el  vendedor  en  desprender- 
se de  la  cosa  vendida  y  transferir  su  propiedad  al  compra- 
dor, en  cuanto  á  que  éste  entrega  como  equivalente  de  ella 
el  precio  convenido. 

Si,  pues,  el  precio  es  esencial  para  la  existencia  del  con- 
trato de  compra-venta,  es  lógico  que  su  pago  constituya  la 
principal  obligación  del  comprador. 

El  pago  del  precio  se  debe  hacer  en  el  tiempo  y  lugar 
convenidos  por  los  contratantes;  pero  si  nada  han  estipu- 
lado sobre  el  particular,  si  han  sido  omisos  sobre  este  pun- 
to tan  importante,  entonces  viene  en  su  auxilio  la  ley,  que 
declara  que  en  tal  caso  se  haga  el  pago  en  el  tiempo  y  lugar 
en  que  se  entregue  la  cosa  (art  3,026,  Cód.  Civ.).* 

Siendo  el  precio  el  equivalente  de  la  cosa  vendida,  es  na- 
tural suponer,  cuando  los  contrayentes  guardan  silencio,  que 
su  intención  ha  sido  celebrar  la  venta  de  contado,  como  se 
dice  en  los  términos  vulgares  del  comercio,  esto  es,  á  con- 
dición de  que  se  pague  el  precio  en  el  acto  de  la  entrega 
de  la  cosa,  y  por  consiguiente,  en  el  mismo  lugar  en  que  se 
verifica  tal  acto. 

Las  obligaciones  de  ambos  contrayentes  son,  como  he- 
mos dicho  antes,  correlativas,  toda  vez  que  la  una  es  la  cau- 
sa de  la  otra:  y  este  es  el  motivo  por  el  cual,  cuando  aqué- 
llos guardan  silencio  acerca  del  tiempo  y  lugar  en  que  debe 
pagarse  el  precio,  determina  la  ley  que  se  haga  el  pago  en 
el  tiempo  y  lugar  en  que  se  entregue  la  cosa:  esto  es,  que 
la  entrega  de  la  cosa  y  el  pago  del  precio  se  hagan  en  el 
mismo  acto. 


4  Artículo  2,893,  ^'^^-  ^'iv-  ^*^  "S^- 
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En  consecuencia  de  lo  expuesto,  que  uno  y  otro  contra- 
tantes, el  comprador  y  el  vendedor,  puedan  indistintamente 
instar  por  el  cumplimiento  del  contrato  exigieitdo  la  entrega 
del  precio  ó  de  la  cosa,  y  ofreciendo  á  su  vez  la  prestación 
á  que  se  obligó. 

Pero  como  pudieran  surgir  dudas,  por  la  poca  claridad  ó 
precisión  de  los  contrayentes,  acerca  de  quién  está  obliga- 
do á  hacer  primero  la  prestación  que  prometió,  declara  el 
artículo  3,027  del  Código,  á  fin  de  evitar  que  esa  disputa 
dé  motivo  para  la  rescisión  del  contrato  por  falta  de  cum- 
plimiento de  él,  que  ambos  contratantes  depositen  la  cosa 
y  el  precio  en  manos  de  un  tercero. ' 

Pero  la  obligación  del  comprador  de  pagar  el  precio  en 
el  tiempo,  lugar  y  forma  convenidos,  sancionada  con  la  pe- 
na general  que  garantiza  el  cumplimiento  de  todas  las  obli- 
gaciones, la  rescisión  del  contrato  y  la  indemnización  de 
los  daños  y  perjuicios,  sufre  excepción  cuando  siendo  la 
venta  á  plazo  ó  con  espera  del  precio  fuere  el  comprador 
perturbado  en  su  posesión  y  derecho,  ó  tuviese  justo  temor 
de  serlo;  pues  en  tal  caso  puede  suspender  el  pago  si  aun 
no  lo  ha  hecho,  mientras  el  vendedor  no  le  asegure  la  po- 
sesión ó  no  le  dé  fianza,  salvo  convenio  en  contrario  (art. 
3,031,  Cód.  Civ.)." 

Es  decir,  que  en  el  caso  indicado  goza  el  comprador  del 
derecho  de  retención,  que  le  sirve  de  garantía  para  estre- 
char al  vendedor  á  que  cumpla  las  obligaciones  que  son  in- 
herentes á  la  evicción,  y  de  evitar  el  peligro  de  quedarse 
sin  la  cosa  y  de  perder  el  precio,  lo  cual  sería  injusto. 

La  retención  concedida  en  este  caso  al  comprador,  es 
justa,  porque  falta,  como  dice  la  Exposición  de  motivos,  la 
condición  bajo  la  cual  se  comprometió  aquél  á  entregar  el 


1  Artículo.  2,894,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,898,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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precio;  la  propiedad  y  la  posesión  plena  y  pacífica  de  la 
cosa  vendida. 

Si;i  embargo,  el  comprador  sólo  puede  hacer  uso  del  de- 
recho de  retención,  en  tanto  que  sea  perturbado  en  su  po- 
sesión y  derecho,  ó  tuviere  justo  temor  de  serlo,  pues  no 
bastaría  un  temor  pueril  ó  nacido  de  preocupaciones  des- 
tituidas de  toda  razón. 

La  ley  no  lo  dice,  pero  supone  necesariamente,  que,  para 
que  el  comprador  goce  del  derecho  de  retención,  es  preciso 
que  la- perturbación  ó  la  amenaza  provenga  del  ejercicio  de 
los  derechos  de  un  tercero,  anteriores  ala  celebración  de  la 
compra- venta,  supuesto  que,  según  los  principios  que  he- 
mos establecido,  el  vendedor  sólo  está  obligada  á  prestar 
la  evicción  cuando  la  causa  de  ejla  es  anterior  al  acto  tras- 
lativo de  la  propiedad. 

En  consecuencia,  el  comprador  no  goza  del  derecho  de 
retención  cuando  la  perturbación  proviene  de  causas  pos- 
teriores á  la  celebración  del  contrato,  ó  de  hechos  pro- 
pios. 

Como  la  mente  de  la  ley  al  autorizar  el  derecho  de  re 
tención  d^l  precio  no  es  otra  que  conciliar  la  obligación  del 
comprador  de  pagar  éste,  mediante  la  seguridad  debida, 
con  el  derecho  del  vendedor  para  obtener  el  pago;  es  cla- 
ro que  cuando  se  llega  á  este  resultado  debe  cesar  el  ejer- 
cicio de  aquel  derecho. 

Y  como  tal  resultado  se  obtiene  mediante  la  garantía  de 
la  posesión  de  la  cosa  vendida  al  comprador  ó  el  otorga- 
miento de  una  fianza  que  asegura  la  restitución  del  precio 
en  el  caso  de  evicción;  es  claro  que  debe  cesar  el  derecho 
de  retención  y  que  el  vendedor  debe  verificar  el  pago. 

Laley  tampoco  dicenada  acerca  del  caso  en  que  la  per- 
turbación recaiga  solamente  sobre  una  parte  de  la  cosa 
vendida:  pero  todos  los  autores  sostienen  que  el  compra- 
dor puede  retener  una  parte  del  precio,  y  que  los  tribunales 


Digitized  by 


Google 


344  Lecciones  de  Derecho  Civil. 


deben  arbitrar  el  importe  de  la  fianza  que  debe  de  otorgar 
el  comprador  para  recibir  íntegro  aquél,  teniendo  en, con- 
sideración las  reglas  establecidas  para  el  caso  de  una  evic- 
ción  parcial.' 

El  comprador  debe  intereses  por  el  tiempo  que  media 
entre  la  entrega  de  la  cosa  y  el  pago  del  precio  en  los  tres 
casos  siguientes  (art.  3,028,  Cód.  Civ.):' 

iV  Si  así  se  hubiere  convenido: 

7?  Si  la  cosa  vendida  y  entregada  produce  fruto  ó  renta: 

3?  Si  se  hubiere  constituido  en  mora  por  no  verifitar  el 
pago  al  vencimiento  del  plazo  estipulado,  y  si  no  se  hubie- 
re señalado  éste  desde  el  día  en  que  fuere  interpelado,  se- 
gún lo  determinan  los  artículos  1,539  y  1,548  del  Código 
Civil.  3 

En  el  primer  caso,  es  indiscutible  la  obligación  del  com- 
prador de  pagar  intereses,  supuesto  que,  usando  de  la  plena 
libertad  que  todo  contratante  tiene  para  contraer  obligacio- 
nes que  no  pugnen  con  la  moral  y  con  el  derecho,  se  im- 
puso aquélla,  la  cual  no  puede  eludir;  porque  según  los 
principios  generales  del  derecho  deben  ser  puntualmente 
cumplidos  los  contratos  legalmente  celebrados. 

En  el  segundo  caso,  nuestro  Código,  como  todas  las  le- 
gislaciones modernas,  siguiólos  principios  sancionados  por 
el  Derecho  Romano,  que  imponían  al  comprador  de  cosa 
frugífera  la  obligación  de  pagar  intereses  por  el  precio  de 
ella,  teniendo  en  cuenta  que  éstos  representan  los  frutos 
naturales,  industriales  ó  civiles  de  la  cosa,  y  que  sería  inicuo 
que  el  comprador  se  aprovechara  de  unos  y  otros  al  mismo 
tiempo.^ 


1  Duranton,  tomo  XVÍ,  núiii.  346;  Aubry  y  Kau,  lomo  IV,  $  356,  texto  y  n*ta  13; 
Guillouard,  tomo  II,  núm.  543;  Laurent,  tomo  XXIV,  núm.  330. 

2  Artículo  2,896,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículos  1,423  y  1,432,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Leyes  13,  J^  20  y  21;  tít.  1?,  lih.  19  D. 
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Laurent  critícala  distinción  que  hace  el  Código  Francés, 
y  con  él  el  nuestro  y  las  legislaciones  modernas,  entre  las 
cosasvfrugíferas  y  las  que  no  lo  son,  y  por  consiguiente,  que 
en  virtud  de  ella  quede  exonerado  el  comprador  de  la  obli- 
gación de  pagar  intereses  por  el  precio  en  este  último  caso; 
pues  si  es  justo  que  reporte  ese  deber  cuando  percibe  fru- 
tos, porque  no  es  presumible  que  el  vendedor  se  los  haya 
abandonado  sin  equivalente  alguno,  también  lo  es  aun  cuan- 
do la  cosa  no  sea  frugífera,  que  el  comprador  que  tiene  el 
goce  de  ella  con  todas  las  ventajas  que  le  son  inherentes, 
pague  los  intereses. ' 

Como  el  precepto  que  motiva  estas  observaciones  no  ha- 
ce distinción  alguna,  creemos  que  el  comprador  reporta  la 
obligación  de  pagar  intereses  por  el  precio  debido,  en  todo 
caso,  ya  se  trate  de  la  venta  de  bienes  muebles,  ya  de  in- 
muebles. 

Reporta  esta  obligación  el  comprador  por  el  solo  hecho 
de  que  la  cosa  vendida  sea  frugífera  é  independientemen- 
te de  que  los  produzca  ó  no,  por  cualquiera  causa  que  §ea, 
pues  el  precepto  aludido  sólo  se  fija  en  la  facultad  de  per- 
cibir los  frutos;  y  por  tal  motivo  declara  que  aquél  debe 
intereses  del  precio,  sz  la  cosa  vendida  produce  fruto  ó  ren- 
ta^  pero  no  dice,  si  la  cosa  vendida  ha  producido  fruto 
ó  renta. 

Además,  el  comprador  no  puede  pretender  sin  una  no- 
toria injusticia  que  sean  á  cargo  del  vendedor  las  conse- 
cuencias de  su  negligencia  y  de  sus  propios  actos,  ó  de  un 
caso  fortuito;  y  supuesto  que  es  el  propietario  de  la  cosa, 
para  él  deben  de  ser  las  ventajas  ó  perjuicios  que  sufra.' 

Sin  embargo  el  principio  á  que  nos  referimos  sufre  excep- 
ción, según  el  artículo  3,029  del  Código,  en  las  ventas  á 
plazo  sin  estipular  intereses,  pues  en  tal  caso  no  los  debe 

1  Tomo  XXIV,  núm.  t^^t^. 

2  Colmet  de  Santerre,  tomo  VIH,  núm.  97  bis  II 

44 


Digitized  by 


Google 


34Í>  Lecciones  de  Derecho  Civil. 

el  comprador  por  razón  de  aquél,  aunque  entre  tanto  per- 
ciba los  frutos  de  la  cosa»  por  la  razón  que  el  mismo  precepto 
da;  porque  el  plazo  hizo  parte  del  mismo  contrato,  y/ debe 
presumirse  que  en  esta  consideración  se  aumentó  el  precio 
de  la  venta. ' 

Al  establecer  esta  excepción,  no  ha  hecho  el  Código  Ci- 
vil otra  cosa  que  seguir  los  principios  que  profesaban  los 
antiguos  jurisconsultos,  entre  otros,  Covarrubias  y  Pothier, 
quien  sostenía  que  el  goce  otorgado  al  comprador  formaba 
parte  de  la  cosa  vendida  y  que  el  precio  convenido  se  au- 
mentó teniendo  en  consideración  esa  circunstancia.' 

Pero  hay  que  advertir  que  esta  excepción  creada  por  el 
artículo  3,029  del  Código  no  es  absoluta,  de  manera  que 
siempre  y  en  todo  caso  debe  aplicarse,  sino  que  solamente 
produce  una  presunción  juris  á  cargo  del  vendedor,  que 
le  obliga  á  probar  que  el  plazo  no  hizo  parte  del  mismo 
contrato  y  que  en  esa  consideración  se  aumentó  el  precio 
de  la  venta. 

Esta  opinión  nuestra  ha  encontrado  firme  apoyo  en  la 
jurisprudencia  de  los  tribunales  del  Distrito  Federal.^ 

Pero  si  la  concesión  del  plazo  fué  posterior  al  contrato, 
el  comprador  está  obligado  á  prestar  los  intereses,  salvo 
convenio  en  contrario;  porque  debe  presumirse  que  la  ven- 
ta se  hizo  por  el  justo  precio  y  que  el  vendedor  sólo  quiso 
renunciar  al  derecho  que  tenía  de  ejecutar  al  comprador,  no 
álos  intereses  que  se  le  debían  por  la  naturaleza  misma  del 
contrato.* 

La  falta  de  cumplimiento  de  toda  obligación  por  uno  de 
los  contratantes,  produce  el  derecho  para  el  otro  interesado, 
según  la  regla  general  establecida  en  el  artículo  1,537  del 

1  Artículo  2,896,  Cód.  Civ.  de  1 884. 

2  VariíE  Resol,  lib.  III,núm.  4;  De  la  vente,  núm.  186. 

3  Véase  la  sentencia  de  la  3*  Sala  del  Tribunal  Superior  de  29  de  Noviembre  de  1893, 
y  la  de  Casación  de  29  de  Septiembre  de  1894. 

4  Goyena,  tomo  III,  pág.  41 1. 
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Código  Civil,  de  exigir  la  rescisión  del  contrato  y  el  pago 
de  daños  y  perjuicios. ' 

Sin  embargo,  respecto  de  la  compra-venta  declara  el  ar- 
tículo 3,032  del  Código,  que,  el  vendedor  de  la  cosa,  ya  sea 
mueble,  ya  raíz,  no  puede  rescindir  el  contrato  después  de 
la  entrega  por  falta  de  pago  del  precio.'  * 

La  Exposición  de  motivos  explica  este  precepto,  diciendo 
que  deberá  entenderse  para  el  caso  en  que  no  haya  habido 
declaración  judicial  sobre  la  insubsistencia  del  contrato;  pues 
que  la  acción  inmediata  del  vendedor,  cuando  no  se  paga 
el  precio,  debe  ser  para  exigir  ó  asegurar  el  cobro  de  éste, 
y  no  consiguiendo  uno  ú  otro,  para  pedir  la  rescisión. 

De  esta  poco  clara  explicación,  deducimos,  como  lo  han 
hecho  los  Sres.  Calva  y  Segura  en  sus  Instituciones  del  De- 
recho Civil,  que  el  vendedor  debe  deducir  su  acción  prove- 
niente del  contrato  de  compra- venta  para  exigir  ó  asegurar 
el  cobro  del  precio,  y  que  si  no  puede  conseguir  resftltado 
alguno  favorable,  puede  pretender  la  rescisión.^ 

Esta  consecuencia  se  infiere  de  la  obscura  explicación  que 
hace  la  Exposición  de  motivos;  pero  la  verdad  es  que  no  se 
deduce  ni  aun  violentamente  de  los  términos  expresos,  cla- 
ros y  concisos  del  artículo  3,032  del  Código,  que  sólo  po- 
demos explicar  á  nuestra  vez,  suponiendo  que  la  mente  de 
los  codificadores  no  ha  sido  otra  que  mantener  el  contrato, 
que  ha  producido  todos  sus  efectos  jurídicos  en  cuanto  á  la 
traslación  de  la  propiedad,  á  fin  de  evitar  que  el  peligro 
de  la  rescisión  no  se  convierta  en  una  amenaza  para  otros 
adquirentes,  que  los  retraiga  de  comprar,  cuya  circunstan- 
cia pondría  á  la  cosa  vendida  fuera  del  comercio. 


1  Anículo  1,421,  Cód.  Civ.  de  1884 

2  Kl  articulo  3,032  del  Código  de  1870  fué  suprimido  en  el  de  1884,  según  el  autor 
de  las  notas  comparativas,  "por  no  encontrarse  equitativo  su  precepto,  pues  no  se  creyó 
qae  en  el  caso  á  que  se  refiere  hubiera  razón  bastante  para  modificar  la  regla  general  que 
establece  el  artículo  1.349  del  Nuevo  Oódigo.  " 

3  Tomo  11 1,  pág.  672. 
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Además,  encontramos  cierta  lógica  en  la  regla  absoluta 
consignada  en  dicho  precepto,  con  el  sistema  adoptado  por 
el  Código  respecto  de  la  compra- venta;  pues  si  por  el  mu- 
tuo consentimiento  de  los  contrayentes  acerca  del  precio  y 
de  la  cosa  se  transmite  la  propiedad  de  ella  al  comprador; 
y  si  el  vendedor  hizo  la  entrega  de  ésta,  sin  haber  recibido 
el  precio,  pudiendo  rehusarla  usando  del  derecho  de  reten- 
ción, hasta  obtener  el  pago  del  precio;  natural  es  que  sufra 
las  consecuencias  de  su  extremada  confianza  ó  de  su  negli- 
gencia y  que  no  pueda  pretender  lar  rescisión  del. contrato, 
tal  vez  con  perjuicio  de  un  tercer  adquirente  que,  de  buena 
fe,  compró  la  cosa  á  quien  tenía  un  derecho  perfecto  para 
venderla. 

Aunque  en  la  venta  de  bienes  inmuebles  se  hubiere  estipu- 
lado que  por  falta  de  pago  del  precio  en  el  tiempo  convenido, 
tendrá  lugar  la  rescisión  de  pleno  derecho,  el  comprador 
puede  pagar  aún  después  de  espirar  el  término,  ínterin  no 
haya  sido  constituido  en  mora  á  virtud  de  un  requirimiento; 
pero  si  éste  se  ha  hecho,  el  juez  no  puede  concederle  un  nue- 
vo término  (art.  3,033,  Cód.  Civ.).' 

La  Exposición  de  motivos  que  tan  poca  luz  da  sobre  el 
origen  é  inteligencia  de  los  preceptos  de  que  suele  ocupar- 
se, hace  una  explicación  poco  satisfactoria  de  la  regla  que 
precede,  diciendo  que  el  propósito  de  los  codificadores  de 
adoptar  reglas  que  además  de  ser  conformes  con  la  equidad, 
tiendan  á  favorecer  la  subsistencia  de  los  contratos  y  á  ase- 
gurar la  certeza  de  la  propiedad  raíz,  base  de  la  hipoteca, 
negaron  la  acción  rescisoria,  aun  habiendo  convenio  expreso 
mientras  po  se  compruebe  por  medio  de  un  requerimiento 
la  mora  del  comprador. 

No  creemos  que  esta  sea  una  explicación  científica  que 
satisfaga  á  la  necesidad  de  conocer  los  fundamentos  y  los 


I   Artículo  2,899,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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alcances  de  la  regla  mencionada,  y  por  lo  mismo,  vamos  á 
tratar  de  obtenerla. 

En  la  venta,  como  en  todos  los  contratos  bilaterales,  va 
implícita  la  condición  resolutoria  tácita,  según  el  artículo 
1,465  del  Código  Civili  para  el  caso  en  que  uno  de  los  con- 
trayentes dejare  de  cumplir  la  obligación  que  contrajo;  pero 
éstos  pueden  aumentar  el  rigor  de  la  ley  y  estipular,  en  lu- 
gar de  aquella,  la  condición  resolutoria  expresa,  que  es  la 
que  se  conocía  en  nuestra  antigua  legislación  con  el  nom- 
bre de  pacto  de  la  ley  comisoria. ' 

Este  se  define  por  Escriche,  diciendo  que  es  el  pacto  que 
se  hace  entre  el  comprador  y  el  vendedor,  estipulando  que  si 
no  se  paga  la  cosa  hasta  cierto  día  señalado,  se  deshaga  la 
venta. 

Pues  bien,  la  regla  á  que  nos  referimos  tiene  por  objeto 
determinar  cuáles  son  los  efectos  jurídicos  del  pacto  de  la 
ley  comisoria,  declaran(io  que  aunque  se  haya  estipulado 
que  la  rescisión  tendrá  lugar  de  pleno  derecho,  el  compra- 
dor puede  pagar  después  de  vencido  el  plazo,  mientras  no 
se  le  constituya  en  mora  en  virtud  de  un  requerimiento. 

Es  decir,  que  á  diferencia  de  la  condición  resolutoria  tá- 
cita, que  no  produce  efecto  alguno,  sino  mediante  una  deci- 
sión judicial  que  declara  rescindido  el  contrato,  la  expresa 
no  requiere  la  intervención  de  los  tribunales,  porque  pro- 
duce efecto  de  pleno  derecho;  pero  el  comprador  puede  pa- 
gar aún  después  del  vencimiento  del  plazo  mientras  no  sea 
constituido  en  mora  por  el  requerimiento  del  vendedor,  que 
le  índica  por  él  su  propósito  de  invocar  el  beneficio  de  la 
condición  resolutoria. 

El  fundamento  de  esta  gracia  otorgada  al  comprador,  se 
toma  de  la  consideración  de  que  el  silencio  del  vendedor  ha- 
ce presumir  su  indulgencia  y  su  poca  ó  ninguna  voluntad 


I  Artículo  1,349,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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<ie  hacer  valer  el  derecho  que  le  otorga  la  condición  reso- 
lutoria expresa,  que  sólo  puede  destruirse  por  el  hecho  del 
requerimiento. 

En  consecuencia,  desde  el  momento  en  que  el  vendedor 
hace  conocer  su  voluntad,  la  condición  produce  el  efecto  irre- 
vocable de  estrechar  al  co.mprador  al  pago  inmediato  del 
precio,  y  no  haciéndolo  queda  rescindido  el  contrato. 

Hecho  el  requerimiento,  el  juez  no  puede  concederle  al 
comprador  un  nuevo  plazo  para  verificar  el  pago,  porque 
la  ley  no  puede  permitir  que  se  sustituya  en  lugar  del  ven- 
dedor para  darle  vida  al  contrato  contra  su  voluntad  y  con 
perjuicio  de  sus  intereses.  Los  tribunales  están  instituidos 
para  prestar  el  apoyo  de  su  autoridad  á  los  derechos  de  los 
ciudadanos,  nacidos  de  los  contratos  que  celebran,  teniendo 
como  una  ley  de  observancia  inexcusable  la  voluntad  de  ellos 
expresada  libremente  en  esos  contratos. 

Esta  breve  explicación  demuestra  cuan  lejos  están  de  ser- 
lo los  conceptos  contenidos  en  la  Exposición  de  motivos  y 
cuál  es  la  inteligencia  del  artículo  3,033  á  que  nos  referimos. 

Por  último,  respecto  de  los  bienes  muebles,  declara  el  ar- 
tículo 3,034  del  Código  Civil,  que  la  resolución  de  la  venta 
tiene  lugar  de  pleno  derecho  cuando  el  comprador,  ante^ 
de  vencerse  el  término  fijado  para  la  entrega  de  la  cosa,  no 
se  ha  presentado  á  recibirla,  ó  habiéndose  presentado  no  ha 
ofrecido  al  mismo  tiempo  el  precio,  á  no  ser  que  para  el  pago 
de  éste  se  hubiere  pactado  mayor  dilación.  * 

A  primera  vista  podría  parecer  que  no  hay  una  razón  plau- 
sible que  justifique  la  diferencia  que  la  ley  establece  entre 
las  cosas  raíces  y  las  muebles  en  cuanto  á  la  resolución  de 
la  venta;  pero  un  ligero  examen  basta  para  percibirla  y  com- 
prenderla. 

Los  bienes  muebles  circulan  en  el  comercio  con  constan- 


I   Artículo  2,900,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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tes  alteraciones  en  su  precio,  de  manera  que  cualquier  re» 
tardo  puede  producir  una  baja  de  importancia  en  éste,  y  por 
consiguiente,  una  pérdida  irreparable.  De  aquí  proviene  la 
necesidad  de  declarar  que  la  resolución  de  la  venta  de  las 
cosas  muebles  se  verifica  de  pleno  derecho,  á  diferencia  de 
la  de  los  inmuebles  que  no  se  resuelve  sin  el  requerimiento, 
porque  el  retardo  no  produce  los  mismos  perjuicios  respec- 
to de  ellas. 

Pero  el  precepto  á  que  nos  referimos  supone  los  dos  ca- 
sos siguientes: 

1?  Que  el  comprador  no  se  presenta  á  recibir  la  cosa  ven- 
dida dentro  del  plazo  señalado  para  la  entrega  de  ella: 

2?  Que  se  presenta  y  no  paga  el  precio,  no  obstante  que 
no  se  le  ha  otorgado  plazo  para  el  pago;  pues  si  se  le  hu- 
biere concedido,  sólo  puede  usar  el  vendedor  del  derecho 
de  retención  á  que  se  refiere  el  artícylo  2,988  del  Código 
Civíí.' 

El  precepto  contenido  en  el  artículo  3,034  es  excepcio- ' 
nal,  y  por  lo  mismo,  es  de  estricta  aplicación  al  caso  en  que 
se  hubiere  concedido  al  comprador  un  plazo  para  recibir 
la  cosa;  pues  de  otra  manera,  los  derechos  del  vendedor  es- 
tán regidos  por  las  reglas  que  acabamos  de  exponer. 

Todas  las  reglas  que  preceden  respecto  de  la  resolución 
de  la  venta,  se  han  establecido  en  beneficio  del  vendedor:  de 
donde  se  infiere,  que  no  puede  invocarlos  el  comprador;  y 
que  aquél  puede  renunciar  á  los  intereses  personales  de  él 
y  que  no  tienen  por  objeto  el  orden  público. 

En  cuanto  á^as  demás  obligaciones  del  comprador,  es- 
tán regidas  por  las  reglas  generales  relativas  á  la  ejecución 
de  los  contratos,  cuyo  estudio  hemos  hecho  en  la  lección 
3?  de  este  Tratado,  y  por  tanto,  ninguna  nueva  explicación 
tenemos  que  hacer. 


Artículo  2,857,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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IX 
DE  LA  RETROVENTA. 


Se  llama  retroventa,  dice  el  artículo  3,035  del  Código 
Civil,  la  venta  hecha  con  la  condición  de  que  dentro  de  un 
plazo  determinado  se  pueda  rescindir  el  contrato,  devol- 
viéndose respectivamente  el  precio  y  la  cosa. ' 

De  esta  definición  se  infiere,  quq  el  vendedor  que  ejerce 
la  facultad  que  nace  del  pacto  de  retroventa,  no  celebra  una 
nueva  venta  en  virtud  de  la  cual  adquiera  de  nuevo  el  do- 
minio de  la  cosa  vendida,  sino  que  resuelve  la  venta,  y  co- 
mo consecuencia  natural  de  la  resolución,  recobra  la  cosa. 

Pothier  enseña  la  misma  teoría  diciendo,  que  el  retracto 
no  es  propiamente  una  nueva  venta  que  el  comprador  hace 
al  vendedor,  sino  simplemente  la  resolución  de  la  venta  he- 
cha; y  que  el  pacto  de  retroventa  es  una  cláusula  resoluto- 
ria, bajo  la  cual  se  celebra  la  venta  y  por  la  cual  se  conviene 
que  el  vendedor  tendrá  Ja  facultad  de  resoWer  el  contrato. 

Y  luego  agrega:  **La  retroventa  es  más  bien  distractus 
quam  novus  contrae  tus,  y  cada  uno  por  ambas  partes  debe 
en  consecuencia  recobrar  lo  que  ha  dado.""* 

En  consecuencia,  debemos  establecer,  que  en  la  venta 
celebrada  con  el  pacto  de  retroventa,  el  comprador  adquiere 
una  propiedad  resoluble,  y  que,  si  la  condición  resolutoria 
se  cumple,  se  debe  estimar  aquélla  como  si  nunca  hubiera 
existido,  de  tal  suerte  que  los  derechos  reales  constituidos 
por  el  comprador  sobre  la  cosa  vendida  se  extinguen ;  y  que 
el  vendedor  es  propietario  bajo  condición  suspensiva. 

1  Artículo  2,901,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  De  la  vente,  cüm.  iii. 
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Pero  para  que  el  pacto  de  retroventa  produzca  todos  es* 
tos  efectos,  es  indispensable  que  se  haya  estipulado  en  el 
acto  mismo  de  la  celebración  del  contrato  de  compra-  venta, 
de  manera  que  forme  una  de  las  cláusulas  ó  condiciones  de 
él;  pues  si  se  celebra  pura  y  simplemente  y  después  con- 
vienen los  contratantes  en  que  el  vendedor  pueda  recobrar 
la  cosa  vendida  dentro  de  cierto  tiempo,  tal  convenio  no  es 
una  condición  de  aquel  contrato,  sino  una  promesa  de  venta, 
que,  si  se  llega  á  realizar,  produce  los  efectos  de  una  verda- 
dera venta,  y  no  los  de  la  resolución  del  contrato  primitivo, 
y  por  lo  mismo,  subsistirán  los  derechos  reales  constituidos 
por  el  comprador  sobre  la  cosa  vendida. 

Separándose  nuestrb  Código  de  los  principios  sanciona- 
dos por  nuestras  antiguas  leyes  y  por  otras  legislaciones 
modernas,  declara  expresamente  en  el  artículo  3,036,  que  ^ 
la  retroventa  sólo  puede  tener  lugar  en  los  bienes  raíces,  ó  lo 
que  es  lo  mismo,  que  en  las  ventas  de  bienes  muebles  no 
puede  tener  lugar  el  pacto  de  retroventa.' 

Creemos  que  al  establecer  nuestro  Código  Civil  esta  li- 
mitación, ha  tenido  por  objeto  evitar  los  perjuicios  y  difi- 
cultades que  en  la  práctica  suscitaba  el  pacto  de  retroventa 
en  las  enajenaciones  de  los  bienes  muebles;  porque  no  ha- 
biendo constancia  alguna  que  acreditara  la  existencia  de  él 
y  por  consiguiente  que  el  derecho  del  vendedor  era  revo- 
cable, el  tercero  de  buena  fe  que  contrataba  con  él,  quedaba 
expuesto  á  perder  el  precio  convenido  por  la  cosa. 

Este  mal  provenía  de  que  la  venta  ó  enajenación  de  las 
cosas  muebles  no  está  sujeto,  por  regla  general,  á  solemni- 
dad alguna,  ni  se  hace  constar  en  el  Registro  público  co- 
mo la  de  las  raíces,  y  por  lo  mismo,  no  se  puede  precaver 
ni  evitar. 

La  retroventa  no  puede  estipularse,  según  el  artículo 
3,037  del  Código  Civil,  por  más  tiempo  que  el  de  cinco 
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años  contados  desde  la  fecha  del  contrato;  porque  el  bien 
público  no  permite  que  se  prolongue  indefinidamente  lain- 
certidumbre  que  produce  el  pacto  de  retro  venta,  con  per- 
juicio de  la  agricultura  y  del  comercio.' 

En  consecuencia,  si  con  violación  de  este  precepto  prohi- 
bitivo se  celebrara  un  contrato  autorizando  la  retroventa 
por  un  tiempo  mayor  de  los  cinco  años  expresados,  sería 
nulo  y  no  produciría  ningún  efecto  respecto  del  exceso;  ó 
lo  que  es  lo  mismo,  debería  reducirse  al  plazo  designado 
por  la  ley,  que  se  ha  determinado,  teniendo  en  consideración 
el  interés  público. 

De  lo  expuesto  se  infiere  también,  que,  si  los  contratan- 
tes han  señalado  para  la  retroventa  todo  el  plazo  de  los 
cinco  años  que  permite  la  ley,  no  pueden  prorrogarlo  de 
común  consentimiento,  porque  la  prórroga  importa  la  vio- 
lación del  precepto  que  prohibe  la  retroventa  por  más  de 
cinco  años. 

La  venta  celebrada  con  pacto  de  retroventa  es  en  reali- 
dad un  contrato  bajo  condición  resolutoria;  y  por  consi- 
guiente,^ regido  por  los  principios  generales  que  sobre  ésta 
establece  el  Código  Civil,  cuya  explicación  hicimos  en  su 
oportunidad.* 

Por  tanto,  el  contrato  de  compra -venta  celebrado  con 
pacto  de  retroventa  es  puro  y  simple,  y  solamente  su  reso- 
lución es  condicional.  De  donde  se  infiere  que  produce,  tan 
luego  como  se  perfecciona  por  el  consentimiento  de  los  con- 
tratantes y  el  otorgamiento  de  la  escritura  respectiva,  todos 
los  efectos  jurídicos  de  una  venta  pura  y  simple. 

En  consecuencia,  el  comprador  adquiere  la  propiedad  de 
la  cosa  vendida  y  puede  ejercer  todos  los  derechos  inhe- 
rentes á  ella,  constituyendo  hipotecas,  servidumbres,  etc.. 
y  aun  enajenarla,  aunque  todos  los  actos  que  importen  la 

i  Artículo  2,903,  Cód.  Civ.  de  1884. 
2  Tomo  TIT,  pág.  99  y  siguientes. 


Digitized  by 


Google 


Lecciones  de  Derecho  Civil.  355 

traslación  ó  el  desmembramiento  de  ella  quedan  subordi- 
nados á  los  efectos  de  la  condición  resolutoria,  supuesto  que 
no  puede  transmitir  derechos  de  más  entidad  que  aquellos 
que  tiene  sobre  la  misma  cosa. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  3,044  del 
Código  Civil  que  el  comprador  tiene  sobre  la  cosa,  mien- 
tras no  se  realiza  la  retroventa,  todos  los  derechos  del  ven- 
dedor, excepto  los  que  causen  perjuicio  al  retracto;  lo  cual 
no  quiere  decir  otra  cosa,  sino  que  el  vendedor  transmite 
al  comprador  los  derechos  que  tiene  en  la  cosa  de  cualquie- 
ra especie  que  sea,  y  que  -éste  como  sucesor  singular  de  él 
los  ejerce  legalmente  mientras  no  se  verifique  la  retroventa; 
pero  que  no  le  es  lícito  ejercer  aquellos  derechos  que  re- 
dundan en  perjuicio  del  retracto.' 

Por  la  misma  razón,  los  acreedores  del  vendedor  no  pue- 
den ejercitar  el  derecho  de  retracto  contra  el  comprador,  sino 
después  de  hacer  excusión  en  todos  los  bienes  de  aquél  (art. 
3045,  Cód.  Civ.).' 

Tal  vez  no  se  comprenda  á  primera  vista  el  alcance  y 
fundamento  de  este  principio,  pero  un  ligero  examen  hará 
conocer  que  el  derecho  que  el  pacto  de  retroventa  otorga 
al  vendedor  se  halla  en  el  patrimonio  de  éste,  y  por  lo  mis- 
mo, puede  -transmitirlo  á  tercera  persona  á  título  singular 
ó  á  sus  herederos  á  título  universal:  es  decir,  que  tal  dere- 
cho tiene  un  carácter  esencialmente  pecuniario.^ 

Pero  si  el  derecho  aludido  tiene  tal  carácter,  entonces  es 
fuera  de  toda  duda  que  los  acreedores  del  vendedor  pueden 
ejercerlo  en  nombre  de  él,  supuesto  que  los  bienes  que  for- 
man el  patrimonio  del  deudor  constituyen  la  garantía  de  sus 
acreedores;  pero  en  tanto  gozan  de  esa  facultad,  en  cuanto 
aquél  carece  de  otros  bienes  para  pagarles  sus  créditos. 

1  Artículo  2,909,  Cód.  Civ.  de  18S4. 

2  El  artículo  3,045  del  Código  de  1870  se  suprimió  en  el  de  1884. 

3  Troplong,  tomo  II,  núm.  702;  Duvergier,  tomo  II,  núm.  8;  Aubry  y  Rau,  tomo 
IV,  $  357,  nota  31 ;  GniUouard,  tomo  II,  núm.  661. 
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Esto  es  exactamente  lo  que  determina  el  artículo  3,045 
del  Código  al  declarar  que  los  acreedores  no  pueden.ejer- 
cer  el  retracto  en  nombre  del  vendedor,  sino  después  de  ha- 
cer excusión  de  los  bienes  de  éste:  esto  es,  cuando  realiza- 
dos éstos  aparece  su  valor  insuficiente  para  cubrir  el  importe 
total  de  los  créditos. 

Esta  restricción  parece  impuesta  también  en  beneficio  del 
comprador,  que  tiene  la  esperanza  de  que  no  se  verifique 
el  retracto  por  el  comprador,  y  por  consiguiente,  de  que  no 
se  resuelva  su  derecho  condicional  de  propiedad,  esperanza 
legítima  que  se  destruye  aumentando  el  número  de  las  per- 
sonas que  pueden  ejercer  el  derecho  de  retracto,  porque 
aumentan  las  probabilidades  de  que  será  satisfecho  el  pre- 
cio de  la  retroventa. 

El  artículo  3,046  del  Código  Civil  establece  una  regla 
especial  respecto  de  la  parte  individisa  de  un  inmueble,  de- 
clarando que,,  si  el  comprador  con  pacto  de  retroventa  de 
una  parte  indivisa  de  alguna  finca,  ha  obtenido  la  totali- 
dad de  ella  en  una  licitación  ó  en  subasta  contra  él  provo- 
cada, puede  obligar  al  vendedor  á  re4imir  el  todo,  si  éste 
quiere  hacer  uso  del  derecho  de  retracto.  * 

La  inteligencia  de  este  precepto  demanda  alguna  expli- 
cación, sin  la  cual  no  se  obtiene  inmediatamente.  Este  pre- 
cepto supone  que  el  inmueble  pertenece  pro -indiviso  á va- 
rias personas,  que  una  de  ellas  vende  la  parte  á  que  tiene 
derecho  con  el  pacto  de  retroventa,  que  los  copropietarios 
pretenden  que  se  hágala  división  de  ese  inmueble,  por  cu- 
yo motivo  se  saca  á  subasta,  y  que  en  ella  obtiene  el  com- 
prador la  propiedad  íntegra  de  éste. 

Pues  bien,  previendo  la  ley  este  caso  declara  que,  si  el 
vendedor  de  la  parte  indivisa  con  pacto  de  retroventa  pre- 
tende hacer  uso  del  derecho  de  retracto,  el  comprador  le 


I   Artículo  2,9x0,  Cód.  Civ.  ile  1884. 
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puede  obligar  á  redimir  todo  el  inmueble,  y  otorga  tal  de- 
recho á  fin  de  precaver  y  evitar  que  el  inmueble  vuelva  á 
la  indivisión  de  la  propiedad,  de  la  cual  había  salido  ya  por 
la  licitación,  y  que  siempre  se  ha  estimado  como  perjudi- 
cial, porque  impide  la  libre  circulación  de  los  bienes  en  el 
comercio. 

Además,  los  gastos  y  perjuicios  que  podría  sufrir  el  com- 
prador á  consecuencia  de  la  licitación  á  que  fué  obligado, 
se  aumentarían,  como  dice  la  Exposición  de  motivos,  al 
daño  Y  menoscabo  que  en  todo  caso  resultart  del  desmem- 
bramiento  de  una  propiedad. 

La  acción  que  nace  del  pacto  de  retroventa  es  divisible 
siempre  que  la  cosa  sobre  la  cual  recae  sea  también  divi- 
sible; y  por  lo  mismo,  si  muchos  conjuntamente  y  en  un 
mismo  contrato  venden  una  finca  indivisa  con  pacto  de  re- 
troventa, ninguno  de  ellos  puede  ejercitar  este  derecho  más 
que  por  su  parte  (art.  3,047,  Cód.  Civ.).' 

Esta  misma  regla  se  observa,  si  el  que  ha  vendido  por 
sí  solo  una  finca,  ha  dejado  muchos  herederos;  pues  en  tal 
caso,  cada  uno  de  éstos  puede  redimir  la  parte  que  hubiere 
adquirido  (art.  3,048,  Cód.  Civ.).' 

Pero  el  artículo  3,049  sanciona  una  excepción  á  la  regla 
mencionada,  declarando  que  en  los  casos  indicados,  el  com- 
prador puede  exigir  de  todos  los  vendedores  ó  coherederos, 
que  se  pongan  de  acuerdo  sobre  la  redención  de  la  totali- 
dad de  la  cosa  vendida;  y  si  así  no  lo  hicieren,  no  puede  ser 
obligado  á  consentir  el  retracto.^ 

La  razón  es,  porque  la  ley  presume  que  tal  ha  sido  la  in- 
tención de  los  interesados:  esto  es,  que  §1  que  compra  con 
el  pacto  de  retroventa  entiende  que  conservará  ó  restituirá 
la  cosa  íntegra;  y  si  el  retracto  se  pudiera  ejercer  parcial- 


I  Artículo  2,911,  Cód.  Civ.  de  1884. 
z  Artículo  2,912,  Cód.  Civ.  de  1884. 
3  Artículo  2,913,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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mente,  se  le  obligaría  á  conservar  una  parte  de  la  cosa,  sien- 
do así  que  no  habría  comprado  esa  parte. ' 

Pero  el  derecho  que  la  ley  otorga  al  comprador  para  opo- 
nerse en  los  casos  indicados  al  retracto  parcial  de  la  cosa 
vendida,  supone  que  la  venta  se  ha  hecho  con  la  intención 
de  que  el  vendedor  conserve  ó  restituya  íntegra  tal  cosa;  y 
tal  intención  se  presume  siempre  que  no  hay  más  que  un 
solo  vendedor  y  un  solo  comprador. 

Cuando  hay  muchos  vendedores  no  puede  existir  tal  pre- 
sunción, si  no  es  en  el  caso  de  que  vendan  conjuntamente 
y  en  un  solo  contrato;  y  por  lo  mismo,  declara  el  artículo 
3,050  del  Código  Civil,  que,  si  cada  uno  de  los  copropie- 
tarios de  una  finca  indivisa  ha  vendido  separadamente  su 
parte,  puede  ejercitar  con  la  misma  separación  el  derecho 
de  retracto  por  su  porción  respectiva,  y  el  comprador  no 
puede  obligarle  á  redimir  la  totalidad  de  la  finca.' 

Sencillamente,  porque  hay  en  este  caso  tantas  ventas 
cuantos  son  los  propietarios,  y  porque  el  comprador  ha 
consentido  en  estas  ventas  distintas  y  separadas  las  unas 
de  las  otras,  que  destruyen  la  presunción  de  que  haya  ha- 
bido la  mente  en  él  de  comprar  la  cosa  íntegra  con  el  de- 
ber de  restituirla  de  la  misma  manera. 

La  acción  para  ejercitar  el  derecho  de  retracto  es  tam- 
bién divisible  respecto  del  comprador,  y  por  lo  mismo,  si 
éste  hubiere  dejado  muchos  herederos  y  la  herencia  se  hu- 
biere dividido,  la  acción  se  debe  ejercitar  contra  el  herede- 
ro ó  herederos  á  quienes  la  cosa  se  haya  adjudicado  (art 
3,052,  Cód.Civ.).^ 

Es  decir,  que  el  vendedor  debe  dirigir  su  acción  contra 
cada  uno  de  los  herederos  á  quienes  se  hubiere  adjudicado 
la  cosa  por  la  parte  que  de  ella  le  corresponde. 


1  Laurent,  tomo  XXIV,  núm.  413. 

2  Artículo  2,914,  Cód.  Cív.  de  1884. 

3  Artículo  2,916,  Cód.  Cív.  de  1884. 
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Pero  si  la  cosa  estuviere  indivisa,  la  acción  de  retracto 
se  debe  ejercitar  contra  todos  ello^  porque  representan  al 
difunto  y  le  suceden  en  todos  sus  derechos  y  obligaciones, 
una  de  las  cuales  es  la  de  restituir  al  vendedor  el  inmueble 
vendido,  mediante  la  devolución  del  precio  (art.  3,051,  Cód. 
Civ.).' 

Establecidos  estos  precedentes,  veamos  cuáles  son  los 
efectos  del  derecho  de  retracto. 

Si  el  vendedor  no  hace  uso  del  derecho  de  retracto  en  el 
término  convenido,  y  á  falta  de  éste  en  el  de  cinco  años  que* 
señala  la  ley,  la  venta  queda  irrevocablemente  consumada; 
porque  siendo  el  pacto  de  retroventa  una  condición  expre- 
sa, produce  todos  sus  efectos  de  pleno  derecho  y  sin  nece- 
sidad de  que  el  comprador  haga  requerimiento  alguno  al 
vendedor  (art  3,038,  Cód.  Civ.).^ 

En  otros  términos:  el  simple  lapso  del  plazo  estipulado 
ó  del  legal,  sin  que  el  vendedor  haga  uso  del  derecho  de 
retracto,  basta  por  sí  solo  para  que  quede  irrevocablemente 
consumada  la  venta;  pues  si  fuera  indispensable  el  reque- 
rimiento para  constituirle  en  mora,  se  prolongaría  dicho  pla- 
zo, como  dice  Goyena,  contra  la  letra  y  el  espíritu  de  la  ley, 
cuando  nada  se  necesita  para  hacer  decaer  una  acción  que 
ya  no  existe  en  fuerza  de  la  prescripción.  ^ 

El  vendedor  que  quiera  efectuar  la  retroventa,  debe  reem- 
bolsar  al  comprador,  según  el  artículo  3,039  del  Código 
Civil:* 

I?  Del  precio  recibido: 

2?  De  los  gastos  del  contrato: 

3?  De  los  gastos  necesarios  y  útiles  hechos  en  la  cosa  ven- 
dida. 

El  reembolso  del  precio,  es  el  efecto  necesario  del  cum- 

1  Artículo  2,915,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artíoilo  2,904,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Tomo  III,  pág.  416. 

4  Artículo  2,905,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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plímiento  de  la  condición  resolutoria,  que  no  es  otro,  según 
los  principios  generales  del  derecho,  que  ya  hemos  expli- 
cado, que  restituir  las  cosas  ál  estado  en  que  se  hallaban 
antes  de  la  celebración  del  contrato. 

Por  la  misma  razón,  el  vendedor  está  obligado  á  reem- 
bolsar al  comprador  de  los  gastos  que  erogó  por  la  celebra- 
ción del  contrato,  como  el  valor  de  la  escritura  pública,  su 
inscripción  en  el  Registro  público,  etc.;  y  en  cuanto  al  reem- 
bolso de  los  gastos  necesarios  y  útiles  hechos  en  la  cosa  ven- 
dida, se  funda  en  consideraciones  de  equidad  y  de  justicia, 
ya  porque  los  primeros  debería  haberlos  erogado  el  vende- 
dor si  hubiera  conservado  la  cosa  en  su  poder,  ya  porque 
los  segundos  aumentan  el  valor  de  ésta  y  no  es  justo  que  el 
que  hace  uso  del  derecho  de  retracto  se  enriquezxa  á  expen- 
sas y  con  perjuicio  del  comprador. 

Todos  los  autores  hacen  las  dos  siguientes  observaciones, 
que  abundan  en  justicia: 

lí  Que  el  reembolso  de  los  gastos  necesarios  á  que  está 
obligado  el  comprador,  no  comprende  los  de  conservación 
porque  son  carga  inherente  al  goce  de  la  cosa,  y,  por  con- 
siguiente, de  cuenta  de  aquél  que  la  ha  poseído  y  gozado 
como  verdadero  propietario:' 

2?  Que  en  tanto  está  obligado  el  vendedor  al  reembolso 
de  los  gastos  útiles,  en  cuanto  no  son  excesivos,  pues  si  el 
comprador,  obrando  dolosamente  y  á  fin  de  evitar  que  el 
vendedor  use  del  derecho  de  retracto,  hace  gastos  conside- 
rables, no  debe  obligarse  á  aquél  á  pagar  su  importe,  sino 
que  se  debe  permitir  que  éste  se  lleve  las  mejoras  que  hu- 
biere hecho,  dejando  la  cosa  en  el  estado  en  que  se  hallaba 
al  celebrarse  la  venta. "* 

El  Código  Civil  establécelas  dos  reglas  siguientes,  sobre 


1  Thiry,  tomo  III,  niini.  Ó04;  Goyena,  tomo  11 1,  pág,  421. 

2  Laurent,  tomo  XXIV,  núm.  404;  Baudry  LAcantíneric,  lomo  IIT,  nihn.  593;  Thiry. 
tomo  III,  núm.  603.. 
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las  cuales  nos  vamos  á  permitir  ligeras  observaciones,  por 
creerlas  innecesarias  é  inconvenientes: 

1?  El  comprador  responde  de  los  daños  y  deterioros  que 
la  cosa  haya  sufrido  por  su  culpa  ó  negligencia  (art.  3,040, 
Cód.  Civ.):^ 

2?  Si  la  cosa  perece  por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor  den- 
tro del  plazo  fijado  para  la  retroventa,  serán  una  y  otra  de 
cuenta  del  vendedor  (art.  3,041,  Cód.  Civ.).' 

La  primera  regla  es  innecesaria,  porque  la  obligación  que 
impone  al  comprador,  está  ya  contenida  en  el  artículo'  1,547 
del  Código,  que  tratando  de  la  prestación  de  cosas,  declara, 
que  el  riesgo  es  de  cuenta  del  deudor  si  por  su  culpa  se  per- 
diere ó  deteriorare  la  cosa  que  estaba  en  su  poder.  ^ 

Bastaba  esta  regla,  que  es  general  y  por  lo  mismo  rige 
á  todos  los  contratos,  sin  necesidad  de  repetirla  con  respec- 
to á  las  obligaciones  que  el  pacto  de  retroventa  impone  al 
comprador. 

La  segunda  regla  es  aún  más  digna  de  severa  crítica,  por- 
que además  de  que  es  innecesaria  es  obscura  hasta  tal  gra- 
do, que  conduce  á  suponer  la  sanción  de  una  suprema  in- 
justicia. 

Parece  á  primera  vista  que  esa  regla  quiere  decir  que,  si  , 
la  cosa  perece  por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor,  el  vendedor 
está  obligado,  sin  embargo,  á  pagar  el  precio  convenido  den- 
tro del  plazo  de  la  retroventa,  aunque  esta  ya  no  pueda  te- 
ner lugar  por  no  existir  la  cosa. 

Pero  la  regla  mencionada  no  sanciona  tal  injusticia,  y  sólo 
quiere  decir,  que  todos  los  daños  y  menoscabos  que  la  cosa 
sufriere  por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor  no  imputables  al 
comprador,  son  á  cargo  del  vendedor,  quien  está  obligado 
á  recibir  la  cosa  en  el  estado  en  que  se  encuentre,  sin  que 


1  Articulo  2,90o,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  El  artículo  3,041  del  Código  de  1870  fué  suprimí»!»)  cr:  el  de  1884. 

3  Artículo  1,431  Cód.  Civ.  de  1884. 
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tenga  derecho  para  pretender  una  diminución  proporcional 
del  precio  convenido. 

Aun  bajo  esta  interpretación  no  puede  justificarse  la  re- 
gla á  que  aludimos;  y  para  convencerse  de  que  es  innecesa- 
ria, hasta  tener  presente  que  el  pacto  de  retroventa  es  una 
cláusula  resolutoria,  ó  mejor  dicho,  una  condición  resoluto- 
ria potestativa  establecida  en  beneficio  del  vendedor,  quien 
no  está  obligado  á  cumplirla,  sino  que  depende  única  y  ex- 
clusivamente de  su  voluntad,  y  por  tanto,  que  si  la  cosa  se 
menoscaba  por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor  y  no  le  convie- 
ne recibirla  en  ese  estado,  nadie  puede  obligarlo  á  hacer  uso 
del  retracto,  y  por  consigtiiente,  el  menoscabo  queda  á  car- 
go del  comprador  y  la  regla  que  criticamos  sin  aplicación 
alguna  posible. 

Así  pues,  las  dos  reglas  aludidas  ponen  á  cargo  del  com- 
prador los  daños  y  deterioros  causados  en  la  cosa  por  su 
culpa  ó  negligencia,  y  los  producidos  por  caso  fortuito  ó 
fuerza  mayor  á  cargo  del  vendedor. 

El  vendedor  que  hace  uso  del  derecho  de  retracto,  pue- 
de demandar  la  cosa,  ó  mejor  dicho,  exigir  su  devolución, 
aunque  se  halle  en  poder  de  tercero,  quedando  el  derecho 
de  éste  á  salvo  contra  el  que  se  la  vendió  (art.  3,042,  Cód. 
Civ.)/ 

La  razón  es,  porque  el  comprador  no  ha  podido  transfe- 
rir al  tercero  más  derechos  que  los  que  él  mismo  tenía  so- 
bre la  cosa  vendida,  y  como  su  derecho  de  propiedad  esta- 
ba subordinado  al  verificativo  de  una  condición  resolutoria 
expresa,  no  ha  podido  transmitirlo  al  tercero  sino  bajo  la 
misma  condición. 

Y  el  principio  á  que  nos  referimos  tiene  aplicación  aun 
cuando  en  el  segundo  contrato,  celebrado  con  el  tercero, 
no  se  haga  mención  del  pacto  de  retroventa;  pues  el  silen- 


I  Artículo  2,c;o7,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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cío  acerca  de  él  no  le  impide  tener  noticia  de  su  existencia^ 
supuesto  que  ha  debido  conocer  el  contrato  que  transmitió 
la  propiedad  de  la  cosa  vendida  á  su  causante  por  la  escri- 
tura respectiva  y  su  inscripción  en  el  Registro  publico.  Por 
lo  mismo,  ha  debido  saber  que  la  propiedad  que  adquiriría 
era  resoluble  y  se  hallaba  sujeta  á  todas  las  consecuencias 
inherentes  á  esa  circunstancia  (art.  3,043,  Cód.  Civ).' 

Mucho  se  ha  discutido  antes  de  ahora  acerca  de  la  natu- 
raleza de  la  acción  que  compete  al  vendedor  para  exigir  del 
tercero  la  devolución  de  la  cosa  vendida  con  el  pacto  de  re- 
troventa.  Pero  no  seremos  nosotros  quienes  abordemos  esa 
cuestión,  ya  por  ser  ajena  al  carácter  de  estas  lecciones,  ya 
porque  habiéndole  dado  nuestro  Código  á  dicho  pacto  la 
naturaleza  de  una  condición  resolutoria  expr^e^a,  no  cabe 
discusión  alguna  sobre  ese  particular. 

Por  tanto,  nos  limitamos  á  expresar  que,  produciéndose 
la  resolución  de  la  venta  de  pleno  derecho  y  por  el  solo  efecto 
de  la  voluntad  del  vendedor  que  expresa  su  deseo  de  ejer- 
cer el  derecho  de  retracto,  es  fuera  de  toda  duda  que  en  el 
acto  recobra  la  cosa  vendida,  y,  por  consiguiente,  que  con 
su  calidad  de  propietario  y  ejerciendo  la  acción  de  dominio, 
exige  del  tercero  que  se  la  devuelva. " 

Otro  de  los  efectos  jurídicos  que  produce  el  ejercicio  del- 
derecho  de  retracto,consisten,  según  el  artículo  3,053  del 
Código  Civil,  en  que  el  vendedor  que  recobra  la  cosa  ven- 
dida la  adquiere  libre  de  toda  carga  ó  hipoteca  impuesta  por 
el  comprador;  pero  está  obligado  á  pasar  por  los  arriendos 
que  éste  haga  de  buena  fe,  y  según  la  costumbre  del  lugar.  ^ 

La  razón  es,  porque  la  retroventa  es  una  condición  reso- 
lutoria cuyo  verificativo  produce  el  efecto  de  que  las  cosas 
se  restituyan  al  estado  que  tenían  antes  de  que  se  celebrara 


1  Articulo  2,908,  Cód.  Civ.  tic  1884. 

2  Lanrent,  tomo  XXIV,  núm.  410. 

3  Artículo  2,917,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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el  contrato  de  compra-venta;  y  por  tanto,  la  cosa  vendida 
debe  volver  al  comprador  libre  de  todo  gravamen  y  talco 
mo  la  entregó. 

A  primera  vista  pudiera  parecer  este  efecto  injusto;  pero 
ese  reproche  no  sería  merecido,  porque,  como  hemos  dicho 
antes,  el  tercero  que  contrata  con  el  comprador  sabe  per- 
fectamente que  el  derecho  de  éste  está  subordinado  á  una 
condición  resolutoria  cuyo  verificativo  lo  extingue,  y,  por 
consiguiente,  tal  derecho  está  restringido  en  su  ejercicio  á 
esa  condición,  y  los  gravámenes  que  por  él  imponga  á  la 
cosa  están  expuestos  á  tener  una  existencia  efímera.  Si  con 
este  pleno  conocimiento  contrata  con  el  comprador»  acepta 
voluntariamente  las  eventualidades  de  la  condición  resolu- 
toria y  sus  consecuencias,  las  cuales  debe  imputarse  á  sí 
mismo. 

Esto  no  quiere  decir  que  el  tercero  sufra  un  perjuicio  irre- 
parable, por  falta  de  derecho  para  exigir  la  indemnización 
respectiva,  pues  por  el  contrario,  tiene  su  derecho  ex- 
pedito, como  hemos  dicho,  contra  el  comprador  para  que 
le  restituya  la  cantidad  que  le  dio  como  precio  de  la  cosa 
vendida  ó  que  le  garantizó  con  el  gravamen  impuesto  sobre 
ésta. 

El  principio  que  ha  motivado  las  observaciones  que  pre- 
ceden, está  condensado  en  esta  máxima  que  dice: 

'' Resoluto  jjtris  da7itis  resolvittir  jtiris  accipicntis^'  que 
ha  sido  sancionada  por  la  doctrina  y  la  jurisprudencia. 

Este  principio  no  es»  sin  embargo,  absoluto,  pues  admite 
excepciones  respecto  de  los  arrendamientos  que  haga  de 
buena  fe  el  comprador,  según  dijimos  ya;  porque  siendo  éste 
el  propietario,  tiene  el  derecho  de  gozar  de  la  cosa  y  obte- 
ner todo  el  provecho  de  que  ella  sea  susceptible,  según  su 
naturaleza  y  el  uso  ó  servicio  á  que  esté  destinada,  y  por 
lo  mismo,  puede  arrendarla.  Pero  como  difícilmente  encon- 
traría locatario  que  quisiera  tomarla  en  las  condiciones  pre- 
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carias  en  que  la  posee  el  comprador,  la  ley  ha  venido  en  su 
auxilio,  obligando  al  vendedor  á  respetar  los  contratos  de 
arrendamiento  que  celebrare,  siempre  que  no  hubiere  obra- 
do dolosamente,  y  acomodándose  á  las  costumbres  del  lu- 
gar con  relación  á  esos  contratos. 

Por  último,  refiriéndose  á  los  efectos  de  la  retroventa,  de- 
claran los  artículos  3,054  y  3,055  del  Código  Civil  que,  si 
al  celebrarse  la  venta,  hubiere  en  la  finca  frutos  manifiestos 
ó  nacidos,  no  se  hará  abono  ni  porrateo  de  los  que  haya  al 
tiempo  de  la  retroventa;  y  que  si  los  hubo  al  tiempo  de  ce- 
lebrarse el  contrato  y  al  verificarse  el  retracto,  se  deben  pro- 
rratear entre  el  retrayente  y  el  comprador,  dándose  á  éste 
la  parte  correspondiente  al  tiempo  que  poseyó  la  finca  en 
el  último  año,  el  cual  se  debe  contar  desde  el  plazo  fijado  pa- 
ra la  retroventa. ' 

Es  decir,  que  el  Código  supone  la  existencia  de  dos  ca- 
sos posibles: 

I?  Cuando  al  tiempo  de  celebrarse  la  venta  y  cuando  se 
verifica  el  retracto  hay  frutos  manifiestos  ó  nacidos: 

2?  Cuando  no  los  hubo  al  tiempo  de  celebrarse  la  venta, 
pero  sí  los  hay  cuando  se  verifica  el  retracto. 

La  resolución  de  la  ley  en  el  primer  caso  es  perfectamen- 
te justa,  ya  porque  él  comprador  es  poseedor  de  buena  fe, 
es  propietario,  y  con  tal  carácter  los  hace  suyos,  ya  porque 
en  compensación  el  vendedor  hace  suyos  los  intereses  del 
precio  que  recibió  por  la  cosa  vendida. 

La  segunda  regla  es  igualmente  justa,  porque  se  funda 
en  idéntica  razón  que  la  primera;  pues  si  el  vendedor  gozó 
entretanto  de  los  intereses  del  precio,  justo  es  que  el  com- 
prador goce  en  la  misma  proporción  de  los  frutos  de  la' cosa. ' 


1  Articalos  2,918  y  2,919,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Goyena,  tomo  III,  pág.  422. 
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X 
X>E  LA  FORMA  DEL  CONTRATO  DE  COMPRA-VENTA. 


Al  ocuparnos  de  la  forma  externa  de  los  contratos  diji- 
mos que  en  el  sistema  adoptado  por  el  Código  Civil  domina 
la  regla  general,  que  declara  que  la  validez  de  los  contra- 
tos no  depende  de  formalidad  alguna  externa;  pero  que  esta 
regla  sufría  excepciones,  entre  las  cuales  se  cuenta  el  con- 
trato de  compra-venta  de  bienes  inmuebles  (art  1,439,  ^^^' 
Civ.)/ 

En  efecto:  el  contrato  de  compra -venta,  dice  el  artículo 
3,036  del  Código,  no  requiere  para  su  validez  formalidad 
alguna  especial,  sino  cuando  recae  sobre  cosas  inmuebles.' 

El  mismo  Código  expresa  después  en  qué  consiste  la  for- 
inalidad  exigida  para  la  validez  del  contrato  de  compra- 
venta que  tiene  por  objeto  bienes  inmuebles,  distinguiendo 
^ntre  aquellos  cuyo  valor  no  excede  de  quinientos  pesos  y 
Jos  que  alcanzan  un  precio  mayor,  y  ordena  el  artículo  3,057, 
<iue  la  venta  de  los  .inmuebles  cuyo  valor  no  exceda  de  la 
cantidad  mencionada,  se  haga  en  instrumento  privado,  que 
han  de  firmar  el  vendedor  y  el  comprador  ante  dos  testigos 
conocidos;  y  el  artículo  3,058  declara,  que  si  alguno  de  los 
contratantes  no  supiere  escribir,  lo  haga  en  su  nombre  y  á 
5u  ruego  otra  persona  con  capacidad  legal,  no  pudiendo  fir- 
onar  con  ese  carácter  ninguno  de  los  testigos.'' 

De  dicho  instrumento  se  deben  formar  dos  originales, 


1  Tomo  III,  pág.  67;  artículo  i,3e3,  Cód.  Giv.  de  1884. 

2  Artículo  2,920,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículos  2,921  y  2,922,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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uno  para  el  vendedor,  y  otro  para  el  comprador,  extendién- 
dose en  el  papel  con  el  timbre  correspondiente,  de  manara 
que  les  sirva  de  mutuo  resguardo  (art.  3,059,  Cód.  Civ.).' 

En  cuanto  á  la  venta  de  bienes  inmuebles  cuyo  valor 
exceda  de  quinientos  pesos,  el  artículo  3,060  del  Código 
ordena  que  se  haga  constar  en  escritura  pública,  la  cual 
debe  llenar  todos  los  requisitos  que,  para  su  validez,  exige 
la  ley  para  todas  las  escrituras  públicas. " 

Pero  no  es  éste  el  único  requisito  que  la  ley  establece 
para  que  la  venta  produzca  los  efectos  jurídicos  que  le  atri- 
buye, sino  que  exige  además  que  se  inscriba  en  el  Regis- 
tro público,  bajo  la  pena  de  que  no  produzca  efecto  contra 
tercero,  sino  hasta  después  de  que  ja  escritura  respectiva 
se  haya  registrado  en  los  términos  que  prescribe  el  Código 
Civil  (art.  3,061,  Cód.  Civ.).^ 

Adoptado  por  éste  el  sistema  de  la  publicidad  para  la 
enajenación  de  los  inmuebles  y  la  imposición  sobre  ellos  de 
gravámenes,  era  lógico  y  natural  que  privara  de  todo  efec- 
to jurídico  contra  tercero  aquellas  en  las  cuales  falta  tal  re- 
quisito, encaminado  á  evitar  los  fraudes,  y  por  consiguiente, 
las  contiendas  judiciales. 

Resumiendo  lo  expuesto,  podemos  establecer  que  la  ley 
exige  para  la  validez  de  la  venta  de  inmuebles,  que  se  ha- 
ga constar  siempre  por  escrito  privado  cuando  el  valor  de 
ellos  no  exceda  de  quinientos  pesos,  y  en  los  demás  casos 
en  escritura  pública,  inscrita  en  el  Registro  público,  sin  cu- 
yo requisito  no  produce  efecto  contra  tercero. 

Para  c9ncluir  debemos  observar,  que,  á  nuestro  juicio,  es 
deficiente  en  esta  parte  el  Código  Civil,  y  que  ha  debido 


1  Artículo  2,923,  Cód.  Civ.  de  1884. 
Reformado  en  los  términos  siguientes : 

**De  dicho  instrumento  se  formarán  dos  or¡ginaIe>,  uno  para  el  comprador  y  («iro  pa- 
ra el  Registro  público,  ambos  con  las  estampillas  del  timbre  que  corresponda." 

2  Artículo  2,924,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  .Artículo  2,925,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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exigir  en  todo  casóla  inscripción  de  la  venta  de  inmuebles, 
cualquiera  que  sea  su  valor;  pues  siendo  más  frecuéntela 
de  aquellos  que  tienen  un  precio  menor,  es  más  fácil  que 
respecto  de  ellos  se  ^cometan  los  fraudes  y  punibles  abusos 
que  se  ha  querido  evitar  con  la  inscripción  en  el  Registro 
público. 
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LECCIÓN  VIGÉSIMA  SEGUNDA. 


DE  LA  PERMUTA. 


Cambio  ó  permuta,  dice  el  artículo  3,062  del  Código  Ci- 
vil, es  un  contrato  por  el  que  se  da  una  cosa  por  otra. ' 

Comentando  Laurentel  articuló  1,702  del  Código  Fran- 
cés, que  da  exactamente  la  misma  definición  de  la  permuta, 
dice  que  la  palabra  dar  está  tomada  en  ella  en  él  sentido  que 
los  romanos  le  daban  para  marcar  una  traslación  de  pro- 
piedad, y  que  al  decir  que  en  la  permuta  las  partes  se  dan 
una  cosa  por  otra,  la  mente  de  la  ley  es  que  ellas  se  trans- 
miten la  propiedad  de  las  cosas  que  son  el  objeto  de  ese 
contrato.  ^ 

La  permuta  es,  como  la  venta,  un  contrato  consensual, 
y  por  lo  mismo,  tan  luego  como  se  perfecciona  por  el  con- 
sentimiento de  los  interesados  se  transmite  á  cada  uno  de 
ellos  la  propiedad  de  la  cosa  que  el  otro  le  ofrece  en  cambio; 
y  esto  independientemente  de  toda  tradición,  que,  como  he- 
mos dicho,  no  es,  según  el  sistema  adoptado  por  el  Código 
Civil,  un  título  traslativo  del  dominio. 

Cuando  en  el  contrato  interviene,  ó  mejor  dicho,  se  da 
dinero  y  cosa  por  otra  cosa,  hay  venta  ó  permuta,  según  que 
la  part«k  de  numerario  sea  igual  ó  mayor  que  la  que  se  pa- 


1  Artículo  2,930,  Cód.  Civ.  de^884. 

2  TomoXXIV,  nám.  611. 
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gue  con  el  valor  de  la  otra  cosa,  ó  que  sea  inferior;  pues  en 
el  primer  caso  hay  venta,  y  en  el  segundo  perüiuta  (art 
3,063  y  2,940,  Cód.  Civ.).' 

Estableciendo  este  principio,  ha  quitado  el  Código  Civil 
las  ocasiones  de  discutir  de  nuevo,  si  hay  venta  ó  permuta 
cuando  uno  de  los  interesados  da  una  cosa  en  cambio  de 
otra  y  además  una  cantidad  de  dinero;  pues  si  antes  pudie- 
ra tener  objeto  tal  discusión,  por  las  diferencias  tan  nota 
bles  que  existían  entre  la  venta  y  la  permuta,  y  por  tanto, 

entre  sus  efectos  jurídicos,  ahora  carecen  de  él. 

...  *  . 

En  efecto:  según  los  principios  adoptados  por  las  legis- 
laciones modernas  y  por  el  Código  Civil,  hay  tan  pequeñas 
diferencias  entre  la  compra-venta  y  la  permuta,  que  ésta 
se  rige  por  las  mismas  reglas  que  aquélla;  y  tal  es  el  mo- 
tivo por  el  cual  declara  aquél  en  el  artículo  3,067  que,  con 
excepción  á  lo  relativo  al  precio,  son  aplicables  á  la  permu- 
ta las  reglas  de  la  compra- venta,  en  cuanto  no  se  opongan 
á  las  contenidas  en  los  artículos  precedentes  que  vamos  á 
estudian^ 

El  sistema  adoptado  por  el  Código  Civil,  á  imitación  de 
las  demás  legislaciones  modernas,  es  perfectamente  lógico, 
pues  en  la  primera,  uno  de  los  contratantes  da  una  cantidad 
de  dinero  para  obtener  la  propiedad  de  la  cosa  que  desea, 
y  en  la  segunda,  cada  uno  de  ellos  recibe  una  cosa  en  cam- 
bio de  otra,  por  lo  cual  ha  ditho  Faure,  que  la  venta  noe$ 
más  que  una  permuta  perfeccionada. 

Como  hemos  dicho  en  su  oportunidad,  la  venta  de  cosa 
ajena  es  nula,  y  el  vendedor  es  responsable  de  los  daños  y 
perjuicios,  si  procede  con  dolo  ó  mala  fe,  según  declara  el 
artículo  2,959.  Pues  bien,  este  principio  tiene  una  exacta 
aplicación  en  la  permuta,  por  identidad  de  los  motivos  que 
obligaron  á  establecerlo  para  aquel  contrato,  supuesto  que, 

1  Artículos  2,931  y  3,8i2,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,935,  ^^-  Civ.  de  1884. 
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en  tanto  uno  de  los  contratantes  consiente  en  transmitir  la 
propiedad  de  la  cosa  que  entrega  en  cambio  de  la  que  se 
le  ofrece,  en  cuanto  á  que  contrae  la  misma  obligación  el 
otro  respecto  dejésta;  y  como  no  puede  llenarla  el  que  no 
es  propietario  de  la  cosa,  se  infiere  que* es  nula  la  permuta 
de  cosa  ajena. ' 

Este  mismo  principio  se  halla  implícitamente  establecido 
por  el  artículo  3,064  del  Código  Civil  que  declara,  que  si 
uno  de  los  contratantes  lía  recibido  la  cosa  que  se  le  pro 
metió  en  permuta,  y  acredita  que  no  era  propia  del  que  la 
dio,  no  puede  ser  obligado  á  entregar  lo  que  el  ofreció  en 
cambio,  y  cumple  con  devolver  la  que  recibió.  ^ 

Este  precepto  implica  la  nulidad  del  contrato  de  permu- 
ta y  marca  los  efectos  de  ella,  que  son  comunes  á  todos  los 
contratos.  Esto  es,  declara  que  no  produce  obligación  al- 
guna respecto  de  aquel  de  los  contratantes  que  descubre 
que  la  cosa  entregada  por  el  otro  no  es  de  su  propiedad ; 
pues  aun  cuando  el  primero  debe  devolver  esa  cosa  que  re- 
cibió, tal  obligación  no  nace  del  contrato  mismo,  sino  que 
es  una  consecuencia  necesaria  de  la  nulidad,  cuyo  efecto 
jurídico  consiste  en  restituir  las  cosas  al  estado  que  tenían 
antes  de  la  celebración  del  contrato. 

El  de  permuta  es  bilateral,  y  por  lo  mismo  produce  el 
efecto  jurídico  de  engendrar  dos  obligaciones  recíprocas 
entre  ambos  contratantes,  que,  como  en  la  compra- venta, 
les  impone  el  deber  recíproco  de  entregar  la  cosa  convenida 
y  de  garantizar  la  posesión  pacífica  de  ella. 

Pero  además  de  las  reglas  que  respecto  de  tal  deber  es- 
tablece la  ley  relativamente  á  la  compra -venta,  aplicables 
á  la  permuta,  como  hemos  dicho,  el  artículo  3,065  del  Có- 
digo Civil  sanciona  una  regla  especial  que  dice,  que  el  per- 
mutante que  sufra  evicción  de  la  cosa  que  recibió  en  cam- 


1  Artículo  2,831,  Cód.  Cir.  de  1884. 

2  Artículo  2,932.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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bio,  puede  reivindicar  la  que  dio,  s¡  se  halla  aún  en  poder 
del  otro  permutante,  ó  exigir  su  valor  y  los  daños  y  per- 
juicios.' - 

Según  esta  regla,  sólo  procede  la  rescisión  de  la  permuta 
y  el  permutante  ti«ne  derecho  de  reivindicar  la  cosa  que  dio 
en  cambio  de  la  que  fué  objeto  de  la  evicción,  si  aun  se  en- 
cuentra en  poder  del  otro  interesado;  y  tal  restricción  es  á 
nuestro  juicio  justa,  porque  no  debe  permanecer  incierta  la 
propiedad,  dejándola  sujeta  á  los*  efectos  de  una  resolución 
del  derecho  del  que  la  enajena,  quien  con  justo  y  legítimo 
título  la  adquirió,  y  por  lo  mismo,  pudo  legalmente  trans- 
mitir su  propiedad  á  tercera  persona. 

Llenada  la  condición  que  exige  la  ley  de  que  la  cosa  se 
halle  en  poder  del  permutante,  el  que  ha  sufrido  la  evicción 
tiene  derecho  de  optar  entre  el  de  reivindicar  aquella  ó  exi- 
gir su  valor  y  el  importe  de  los  daños  y  perjuicios  que  hu- 
biere sufrido,  según  convenga  ásus  intereses;  pues  en  uno 
y  en  otro  caso,  queda  colocado  en  las  mismas  condiciones 
en  que  se  encontraría  si  no  se  hubiera  verificado  la  evic- 
ción, sin  perjuicio  alguno  en  sus  intereses. 

Pero  la  regla  especial  á  que  nos  referimos  no  importa  de 
ninguna  manera  una  derogación  de  las  reglas  generales  que 
establece  el  Código  Civil  respecto  á  las  prestaciones  á  que 
tiene  derecho  el  contratante  que  sufrió  la  evicción,  según 
que  el  obligado  á  ella  hubiere  obrado  .ó  no  de  buena  fe. 

Tal  regla  no  hace  más  que  conceder  al  permutante  que 
sufre  la  evicción  una  gracia  especial,  que  lo  autoriza  para 
reivindicar  la  cosa  que  entregó  y  facilitarle  los  medios  de 
evitarse  perjuicios  de  toda  especie;  pero  nunca  con  detri- 
mento de  los  intereses  de  tercero. 

Por  tal  motivo,  declara  el  artículo  3,066  del  Código  que, 
la  regla  que  motiva  las  observaciones  que  preceden,  no  per- 


Artículo  2,933,  ^^^'  ^^v-  ^^  1884. 
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judíca  los  derechos  que  á  título  oneroso  haya  adquirido  un 
tercero  sobre  la  cosa  que  reclama  el  que  sufrió  la  evicción/ 

La  razón  es,  porque  el  permutante  que  recibió  la  cosa 
adquirió  por  la  celebración  del  contrato  la  propiedad  de  ella, 
y  por  tanto,  la  facultad  de  usar  y  disponer  libremente  de 
ella  y  de  imponerle  gravámenes  en  favor  de  tercera  perso- 
na, cuyos  intereses  no  pueden  perjudicarse  de  ninguna  ma- 
nera por  la  evicción,  que  ninguna  atingencia  tiene  con  dicha 
cosa. 

Además  el  permutante  que  reivindica  la  cos*^ 'tiene  de- 
recho para  exigir  del  otro  contrayente  que  redima  los  gra- 
vámenes que  le  impuso;  y  en  todo  caso,  que  le  indemnice  de 
los  daños  perjuicios. 


I  Artículo  2,934,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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^  LECCIÓN  VIGÉSIMA  TERCERA. 


DEL   ARRENDAMIENTO. 


PRINCIPIOS    GENERALES. 

Se  llama  arrendamiento,  dice  el  artículo  3,068  del  Códi- 
go Civil,  el  contrato  por  el  que  una  persona  cede  á  otra  el 
uso  ó  el  goce  de  una  cosa  por  tiempo  determinado  y  me- 
diante un  precio  cierto. ' 

Se  llama  arrendador  él  que  da  la  cosa  en  arrendamiento, 
y  arr¿7idatario  el  que  la  recibe. 

El  contrato  de  arrendamiento  tiene  mucha  semejanza  con 
el  de  compra- venta,  y  por  tal  motivo  decía  de  él  la  Insti- 
tuta,  proxinius  emptioni  et  ve^iditioni,  iis dengue  regulis  ju- 
ris  consistit.'' 

Como  la  compra-venta,  el  arrendamiento  es  un  contrato 
consensual,  que  se  perfecciona  por  el  mutuo  consentimien- 
to de  los  contrayentes  acerca  de  la  cosa  y  del  uso  á  que  se 
le  destina  y  del  precio  que  por  él  se  debe  pagar. 

Es  bilateral  ó  sinalagmático,  porque  produce  obligaciones 
recíprocas  para  ambos  contratantes,  el  arrendador  y  el  arren- 
tario,  de  las  cuales  la  una  es  la  causa  de  la  otra  y  vicever- 

1  Artículo  2,936,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  ^  I,tft.  25,  lib.  3?. 
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sa;  y  conmutativo  ú  oneroso,  porque  el  arrendatario  no  con- 
sigue el  uso  de  la  cosa  arrendada  sino  mediante  el  pago  de 
cierto  precio. 

Pero  por  mucha  que  sea  la  semejanza  del  arrendamiento 
con  la  compra-venta,  no  es  tanta  como  la  que  con  ella  tie- 
ne la  permuta,  y  lo  distingue  una  circunstancia  caracterís- 
tica; porque  tiene  sólo  por  objeto  conferir  temporalmente  ^ 
el  uso  6  goce  de  la  cosa,  en  tanto  qne  la  compra- venta  pro- 
duce el  efecto  de  transmitir  la  propiedad  de  ella. 

El  arrendamiento  tiene  también  grande  analogía  con  el 
usufructo,  y  por  lo  mismo,  todos  los  autores  procuran  dis- 
tinguirlos, marcando  las  siguientes  diferencias  que  existen 
entre  ellos: 

I?  El  arrendamiento  nace  siempre  de  un  contrato,  mien- 
tras que  el  usufructo  puede  constituirse,  por  contrato,  por 
la  ley  ó  por  testamento: 

2?  El  arrendamiento  sólo  puede  celebrarse  á  título  one- 
roso, mientras  que  el  usufructo  puede  constituirse  indistin- 
tamente á  tít\ilo  gratuito  ú  oneroso: 

3?  El  arrendamiento  se  transmite  á  los  herederos  del 
arrendatario;  pero  el  usufructo  se  extingue  por  la  muerte 
del  usufructuario:, 

4?  El  arrendamiento  puede  concertarse  por  un  simple  ad- 
ministrador, cpmo  el  tutor;  por  el  contrario,  el  usufructo 
sólo  se  puede  constituir  por  una  persona  que  tenga  la  libre 
disposición  de  sus  bienes,  esto  es,  que  sea  capaz  de  enajenar: 

5?  El  arrendamiento  confiere  al  arrendatario  un  derecho 
meramente  personal,  en  virtud  del  cual  puede  estrechar  al 
arrendador  á  que  le  ponga  en  el  uso  ó  goce  de  la  cosa  arren- 
dada; mientras  que  el  usufructo,  que  es  un  desmenbramiento 
de  la  propiedad,  otorga  al  usufructuario  un  derecho  real  para 
exigir  del  dueño  del  dominio  directo  que  le  ponga  en  la 
posesión  de  la  cosa  sobre  la  cual  se  constituyó  el  usufructo. 

De  la  definición  que  da  el  artículo  3,068  del  Código,  se 
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infiere,  que  en  el  arrendamiento,  como  en  la  compra-ven- 
ta, son  necesarios  para  su  existencia  tres  elementos:  el  con- 
sentimiento de  los  contrayentes,  una  cosa  cuyo  uso  ó  goce 
adquiere  temporalmente  el  arrendatario,  y  el  precio  que  de- 
be pagar  éste. 

Y  decimos  que  esos  elementos  son  esenciales,  porque  la 
falta  de  uno  solo  de  ellos  impide  la  existencia  del  contrato 
ó  lo  desnaturaliza,  haciéndolo  degenerar  y  que  afecte  las  cir- 
cunstancias características  de  otro  contrato. 

Este  es  el  motivo  por  el  cual  encuentran  todos  los  auto- 
res grande  analogía  entre  el  arrendamiento  y  la  venta,  aun- 
que marcando  las  diferencias  profundas  que  separan  á  uno 
y  otro  contrato. 

En  efecto:  la  compra- venta  y  el  arrendamiento  se  dife- 
rencian, en  que  por  aquélla  se  transmite  al  comprador  la 
propiedad  de  la  cosa  vendida,  mientras  que  por  el  arrenda- 
miento sólo  se  transmite  el  uso  ó  goce  temporal  de  la  cosa 
arrendada  al  arrendatario. 

De  estas  circunstancias  esenciales  y  características  de  uno 
y  otro  contrato  se  infieren  las  siguientes  diferencias,  no  me 
nos  importantes: 

I?  El  comprador  adquiere  la  cosa  vendida  en  el  estado 
en  que  se  halla,  mientras  que  en  el  arrendamiento  tiene  obli- 
gación el  arrendador  de  entregarla  en  buen  estado,  de  ma- 
nera que  se  le  pueda  emplear  en  el  uso  á  que  está  desti- 
nada: 

2?  El  vendedor  sólo  está  obligado  á  responder  de  los  vi- 
cios de  la  cosa  en  el  momento  de  la  celebración  del  contrato; 
pero  el  arrendador  reporta  esa  responsabilidad  por  todo  el 
tiempo  que  dura  el  arrendamiento,  supuesto  que  está  obli- 
gado á  que  la  cosa  arrendada  se  halle  siempre  en  estado  de 
servir  para  el  uso  á  que  está  destinada. 

Siendo  tres  los  elementos  esenciales  del  contrato  de  arren- 
damiento, el  consentimiento  de  los  contratan tes^  el  precio 
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y  la  cosa,  es  preciso  examinar  las  reglas  que  acerca  de  ellos 
establece  la  ley. 

En  cuanto  al  consentimiento,  el  Código  Civil  no  estable 
ce  ninguna  regla  especial,  y  por  tanto,  está  subordinado  á 
los  preceptos  generales  que  rigen  á  todos  los  contratos,  en 
cuanto  se  refiere  al  acuerdo  de  las  voluntades  de  los  con- 
trayentes acerca  del  precio  y  de  la  cosa  y  á  que  esté  exento 
de  los  vicios  que  lo  anulan  y  hacen  ineficaz. 

Respecto  de  la  capacidad  de  los  contrayente^,  establece 
el  artículo  3,069  del  Código,  por  regla  general,  que  pueden 
dar  y  recibir  en  arrendamiento  los  que  pueden  contratar. ' 

De  manera  que,  por  regla  general,  podemos  establecer 
que  pueden  celebrar  el  contrato  de  arrendamiento  todas 
aquellas  personas  á  quienes  no  se  les  prohiba  la  ley. 

Y  como,  según  los  principios  generales  del  derecho,  po- 
demos contratar  nosotros  mismos  ó  por  medio  de  apodera- 
do ó  de  persona  que  legalmente  nos  represente;  se  infiere 
que,  el  que  no  fuere  dueño  de  la  cosa,  puede  arrendarla  si 
tiene  facultad  para  celebrar  este  contrato,  ya  en  virtud  de 
autorización  expresa  del  dueño,  ya  por  disposición  de  la  ley, 
como  el  tutor  por  el  pupilo  y  el  marido  por  la  mujer  (art. 
3,070,  Cód.  Civ.).' 

Pero  como  los  contratos  celebrados  por  los  apoderados 
ó  representantes  délos  interesados,  valen  en  tanto  que  es- 
tán circunscritos  dentro  de  la  suma  de  facultades  que  se  les 
ha  otorgado  á  aquéllos  por  su  respectivo  mandato  6  por  la 
ley,  se  infiere,  que  en  el  primero  de  los  casos  expresados, 
la  constitución  del  arrendamiento  se  debe  sujetar  á  los  lí- 
mites que  designe  el  convenio;  y  en  el  segundo,  á  los  que 
la  ley  ha  fijado  al  marido,  al  tutor,  al  albacea  y  á  los  demás 
administradores  de  bienes  ajenos  (art.  3,071,  Cód.  Civ.).^ 


1  Artículo  2,937,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,938,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,939,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Así,  por  ejemplo,  el  tutor  no  puede  dar  en  arrendamiento 
los  bienes  del  pup'ilo  por  más  de  nueve  años,  sino  en  caso 
de  necesidad  ó  de  utilidad,  previo  el  consentimiento  del  cu- 
rador y  autorización  judicial;  el  marido  sólo  puede  arrendar 
los  bienes  dótales,  no  garantidos  aún  con  hipoteca,  por  nue- 
ve años  cuando  más  y  con  consentimiento  de  la  mujer;  y  el 
albacea  no  puede  dar  en  arrendamiento  los  bienes  de  la  he- 
rencia, sino  de  consentimiento  de  los  herederos  (art¿.  621. 
2,293  y  3»722,  Cód.  Civ.).' 

Tampoco  puede  arrendar  el  copropietario  de  cosa  indivi- 
sa, sin  el  consentimiento  de  los  otros  copropietarios  ó  de 
quien  los  represente;  porque  mientras  dura  la  indivisión, 
cada  uno  de  los  comuneros  tiene  derecho  sobre  la  cosa,  y 
uno  solo  de  ellos  no  puede  ejercer  el  derecho  de  todos  (art. 
3,072,  Cód.  Civ.).' 

Tal  es  la  razón  por  la  cual  el  albacea  no  puede  arrendar 
los  bienes  hereditarios  sin  el  consentimiento  de  los  here- 
deros. 

En  cuanto  á  la  capacidad  del  arrendador,  pueden  cele- 
brar el  contrato  de  arrendamiento  todas  las  personas  á  quie- 
nes no  se  los  prohibe  la  ley;  de  manera  que  la  capacidades 
la  regla  general  y  la  incapacidad  es  la  excepción,  introdu- 
cida para  precaver  y  evitar  abusos  perjudiciales  á  los  pro- 
pietarios de  ciertos  bienes. 

Así,  pues,  el  tutor  no  puede,  ni  con  licencia  judicial,  ni 
en  almoneda  ó  fuera  de  ella,  arrendar  los  bienes  del  menor, 
para  sí,  su  mujer,  sus  hijos  ó  hermanos  por  consanguinidad 
ó  afinidad,  para  evitar  que  su  propio  interés  le  induzca  á 
ejecutar  actos  perjudiciales  al  menor  (art.  616,  Cód.  Civ.).^ 

Por  motivos  semejantes,  se  prohibe  á  los  magistrados,  á 
los  jueces  y  á  cualesquiera  otros  empleados  públicos,  tomar 


1  Artículos  525,  2,161  y  3,743,  Cód.  Civ.  Je  1884. 

2  Artículo  2,940,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  520.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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en  arrendamiento  por  sí  ó  por  interpósita  persona,  los  bie- 
nes que  deben  arrendarse  en  virtud  de  juicio  ó  de  reparti- 
ción en  que  hayan  intervenido;  y  á  los  miembros  de  los  es- 
tablecimientos públicos  los  bienes  que  á  éstos  pertenezcan 
(arts.  3,074  y  3,075,  Cód.  Civ.).^ 

Por  interpósitas  personas  se  entienden,  según  los  artículos 
2,978  y  3,076  del  Código  Civil,  el  consorte  ó  cualquiera  otra 
de  quien  el  contratante  sea  heredero  presunto/ 

Respecto  del  precio,  el  Código  Civil  establece  una  sola 
regla,  declarando  en  el  artículo  3,078,  que  la  renta  ó  pre- 
cio del  arrendamiento  puede  consistir  en  una  suma  de  di- 
nero ó  en  cualquiera  otra  cosa  equivalente,  con  tal  que  sea 
cierta  y  determinada. ' 

Al  establecer  esta  regla,  nuestro  Código  se  ha  separado» 
de  los  principios  tradicionales  del  Derecho  Romano,  según' . 
los  cuales,  el  precio  del  arrendamiento  sólo  podía  consistir 
en  una  cantidad  cierta  y  determinada  de  dinero,  y  si  en  su 
lugar  se  daba  alguna  otra  cosa,  el  contrato  degeneraba  y 
se  convertía  en  uno  innominado. 

Esta  exigencia  de  los  principios  del  Derecho  Romano  te- 
nía una  justa  explicación,  porque  si  no  se  pagaba  el  precia 
en  dinero,  el  contrato  no  se  podía  formar  por  el  solo  con- 
sentimiento de  los  contratantes,  sino  que  se  necesitaba  ade- 
más que  alguno  de  ellos  comentara  á  ejecutarlo  entregando* 
la  cosa  por  él  prometida. 

Pero  entre  nosotros  no  habría  razón  alguna  para  seguir 
las  tradiciones  del  Derecho  Romano,  porque  los  contratos 
innominados  se  perfeccionan  por  el  consentimiento,  se  ri- 
gen, según  el  sistema  adaptado  por  nuestro  Código,  por  las 
cláusulas  y  condiciones  que  se  imponen  los  contratantes,  y 
en  su  defecto,  por  las  reglas  comunes  á  todos  los  contratos. 


1  Artículos  2,942  y  2,943,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2,848  y  2,944,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,946,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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y  por  las  de  los  nominados  con  los  cuales  tengan  mayor  ana- 
logía. 

De  manera  que,  conviniendo  los  interesados  en  que  el  pre- 
cio consistiera  en  una  cosa  cierta  y  determinada,  el  contrato 
innominado  que  resultara  se  debería  regir  por  las  reglas  es- 
tablecidas para  el  arrendamiento,  que  es  el  contrato  con  el 
cual  tiene  más  analogía:  ó  lo  que  es  lo  mismo,  produciría 
los  efectos  del  arrendamiento,  y  sólo  se  distinguiría  de  éste 
en  el  nombre  sin  ningún  otro  resultado  jurídico. 

Siendo  así,  ha  hecho  bien  nuestro  Código  en  prescindir 
de  distinciones  escolásticas  é  inútiles,  porque  ningún  resul- 
tado práctico  producen,  y  en  sancionar  el  principio,  según 
el  cual,  el  precio  del  arrendamiento  puede  consistir  indis- 
tintamente en  una  cantidad  de  dinero  ó  en  una  cosa  cierta 
y  determinada. 

Pero  para  que  el  precio  en  dinero  pueda  ser  válidamente 
sustituido  por  una  cosa  que  haga  las  veces  de  él»  es  preci- 
so que.  como  lo  exige  el, artículo  3,078  del  Código,  reúna 
las  cualidades  de  ser  cierta  y  determinada:  esto  es,  que  no 
sea  designada  en  términos  generales,  de  manera  que  no  se 
la  pueda  distinguir  de  otras,  y  que  permita  al  arrendatario 
satisfacer  su  obligación  entregando  la  cosa  que  mejor  le  pa- 
rezca. 

De  otra  manera,  se  abriría  puerta  franca  á  los  fraudes, 
y  quedaría  al  arbitrio  del  arrendatario  burlar  los  derechos 
del  arrendador. 

El  Código  Civil  no  establece  regla  alguna  respecto  délas 
cosas  que  pueden  ser  objeto  del  contrato  de  arrendamiento, 
pues  solamente  se  limita  á  declarar  en  el  artículo  3,073,  que 
pueden  arrendarse  el  usufructo  y  las  servidumbres  con  su- 
jeción á  las  disposiciones  contenidas  -en  los  títulos  5?  y  6? 
libro  2.9^ 


I   Artículo  2.941.  Cód.  Civ.  de  1884. 


Digitized  by  VjOOQ IC 


Lecciones  de  Derecho  Civil.  381 


A  reserva  de  ocuparnos  de  esta  regla  después,  vamos  á 
hacer  algunas  explicaciones  para  suplir  el  silencio  de  la  ley, 
fundándonos  en  los  principios  generales  del  derecho  y  de 
nuestra  antigua  legislación. 

El  contrato  de  arrendamiento  puede  recaer  sobre  toda 
clase  de  cosas,  pero  á  conditión  de  que  se  hallen  en  el  co- 
mercio, supuesto  que  ningún  contrato  puede  versar  sobre 
un  objeto  que  sea  física  ó  legalmente  imposible,  y  que,  se- 
gún el  artículo  1,423  del  Código  Civil,  son  legalmente  im- 
posibles, las  cosas  que  están  fuera  (^el  comercio  por  la  na- 
turaleza ó  por  disposición  de  la  ley  (art.  1,42  í,  Cód.  Civ.). ' 

Tampoco  pueden  ser  objeto  del  contrato  de  arrendamien- 
to las  cosas  fungibles,  que  se  consumen  por  el  uso,  porque 
QO  siendo  posible  usarlas  sin  consumirlas,  sería  preciso  que 
el  arrendatario  adquiriera  su  dominio  para  servirse  de  ellas; 
y  es  sabido  que  el  arrendamiento  no  es  un  título  transmisi- 
vo  de  la  propiedad. 

Sin  embargo,  esta  regla  no  es  de  tal  manera  absoluta  que 
no  admita  excepción ;  y  en  efecto,  la  tiene  cuando  se  entre- 
gan las  cosas  fungibles,  no  para  el  uso  á  que  están  desti- 
nadas, sino  para  exhibirlas,  ó  como  se  dice  en  el  tecnicismo 
del  derecho:  ad p07npam  vel  osíeftiationefn. 

En  consecuencia,  podemos  establecer  que  el  arrenda- 
miento puede  recaer  sobre  todas  las  cosas  que  se  hallan  en 
el  comercio,  raíces  ó  muebles,  corporales  ó  incorporales. 

Respecto  de  estas  últimas  hay  que  tener  presente  las  li- 
mitaciones impuestas  por  el  artículo  3,073  antes  citado. 

Como  dijimos  en  su  oportunidad,  el  artículo  982  del  Có- 
digo Civil  faculta  al  usufructuario  para  arrendar  el  ejercicio 
del  derecho  de  usufructo,  admitiendo  la  sofística  distinción 
que  hacen  algunos  autores  entre  el  usufructo  y  la  facultad 
ó  provecho  resultante  de  él,  sosteniendo  que  el  usufructua- 


I  Artículos  1,304  y  1,306,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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rio  no  puede  enajenar  ó  ceder  el  derecho  de  usufructo,  pero 
sí  su  aprovechamiento,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  la  facultad  de 
percibir  los  frutos/ 

Conforme  á  esta  distinción,  el  usufructuario  no  puede 
arrendar  el  usufructo,  pero  sí  la  facultad  de  percibir  los  fru- 
tos que  produzcan  los  bienes  usufructuados. 

Las  servidumbres  no  tienen  una  naturaleza  principal  y 
distinta  de  las  fincas  ó  heredades  que  las  reportan,  sino  ac- 
cesoria é  inherente  á  ellas,  y  por  consiguiente,  son  insepa- 
rables de  las  fincas  á  que  pertenecen  activa  ó  pasivamente 
(art.  1,051,  Cód.  Civ.).' 

En  otros  términos:  la  servidumbre  es  un  gravamen  que 
no  se  transmite  á  la  persona,  sino  por  causa  de  la  finca  ó 
heredad,  y  por  tanto,  no  se  puede  arrendar  independiente 
mente  de  la  finca  á  cuyo  favor  fué  constituida. 

Estas  son  las  limitaciones  á  que  alude  el  artículo  3,073 
del  Código  Civil,  refiriéndose  á  los  títulos  3?  y  6^  del  libro 
segundo. 

A  diferencia  del  Código  Francés  y  de  otras  legislaciones 
modernas,  que  señalan  un  límite  para  la  duración  del  arren- 
damiento del  cual  no  pueden  pasar  los  contratantes,  nues- 
tro Código  declara  en  el  artículo  3,077,  que  dicho  contrato 
puede  hacerse  por  el  tiempo  que  convenga  á  los  contratan- 
tes, salvo  lo  que  para  determinados  casos  establece  la  ley.' 

Así,  pues,  el  Código  Civil  permite  á  los  contratantes 
estipular  la  duración  del  arrendaniiento  por  el  tiempo  que 
les  convenga,  pero  á  condición  de  que  lo  determinen,  como 
se  deduce  de  la  definición  que  de  ese  contrato  da  el  artícu- 
lo 3,068.* 

Esto  no  quiere  decir  que  los  contratantes  puedan  celebrar 


1  Artículo  882,  Cód.  Cir.  de  1884. 

2  Artículo  950,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,945,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  2,936,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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el  arrendamiento  á  perpetuidad;  porque  no  podemos  supo- 
ner que  la  mente  del  legislador  haya  sido  facultarlos  para 
dejar  perpetuamente  divididos  el  dominio  y  el  goce  y  uso 
de  la  cosa,  cuando  el  mismo  Código  hace  mención  entre 
otros  preceptos  del  arrendamiento  por  tiempo  determinado 
y  por  tiempo  indeterminado,  ^ox  €)^m'^\o  los  artículos  3, 168  y 
3,172;  pero  ninguna,  ni  aun  remota  á  los  arrendamientos 
perpetuos. ' 

Además,  no  podemos  suponer  que  el  legislador,  que  ha 
proscrito  la  perpetuidad  de  los  censos  declarando  redimi- 
bles los  que  no  lo  eran  y  prohibiendo  la  constitución  de  ellos 
en  esa  fornoa,  bajo  la  pena  de  nulidad,  por  ser  contrarios 
á  la  libre  circulación  de  la  propiedad  raíz  y  porque  depre- 
cia su  valor,  que  ha  querido  permitir  los  arrendamientos  per- 
petuos, que  serían  unas  verdaderas  fundaciones,  contrarias 


I   Artículos  3,032,  y  3,172,  Cycl.  Civ.  de  1884. 

Kl  primero  de  estos  preceptos  fué  reformado  en  los  términos  siguientes: 

••  Todos  los  arrendamientos  sean  de  predios  rústicos,  sean  de  urbanos,  que  no  se  ha 
yan  celebrado  por  tiempo  expresamente  determinado,  concluirán  á  voluntad  de  cualquiera 
de  las  partes  contratantes,  previa  notificación  judicial  á  la  otra  parte,  hecha  con  dos  me 
ses  de  anticipación,  si  el  predio  es  urbano,  y  un  año  si  es  rústico." 

Esta  reforma  se  introdujo,  según  el  autor  de  las  notas  comparativas  á  las  cuales  he- 
mos hecho  referencias  diversas,  porque  á  los  principios  de  la  justicia  repugna  que  se  de- 
clare obligado  á  uno  de  los  contratantes  por  un  tiempo  á  que  no  consta  haya  querido 
obligarse,  en  tanto  que  al  otro  se  le  declara  libre  de  toda  obligación  por  tiempo  fijo  y  se 
deja  á  su  arbitrio  la  duración  del  contrato;  porque  aunque  pudiera  decirse  que  esto  se  ha- 
ce interpretando  la  voluntad  no  expresada  por  los  contratantes,  semejante  interjiíetación 
es  contraria  al  principio  sancionado  por  el  artículo  I,^^4I  del  Código  de  1870. 

No  repugnamos  la  reforma,  pero  sí  creemos  que  las  razones  expuestas  no  la  justifi- 
can por  completo,  porque  los  propietarios  deben  saber,  ó  mejor  dicho,  deben  conocer  los 
preceptos  de  la  ley  que  declaran  obligatorio  el  arrendamiento  por  tres  años,  cuando  al 
celebrarse  el  contrato  no  se  ha  fijado  el  tiempo  de  su  duración;  y  si  sabiendo  que  su  si- 
lencio sobre  este  punto  tan  importante  debía  producir  para  ellos  la  obligación  de  conti- 
nuar el  arrendamiento  durante  aquel  plazo,  es  fuera  de  toda  duda  que  con  su  conducta 
maniñestan  claramente  su  voluntad  de  someterse  á  las  prescripciones  de  la  ley,  y  en  con- 
secuencia, que  no  es  cierto  que  no  conste  que  hayan  tenido  voluntad  de  obligarse. 

El  artículo  3,172  del  Código  dé  1870  fué  suprimido  como  necesaria  consecuencia  de 
la  reforma  del  precepto  á  que  nos  hemos  referido  en  los  párrafos  precedentes,  que  de 
claró  que  los  arrendamientos  por  tiempo  indeterminado  concluyen  á  voluntad  de  cual- 
quiera de  los  interesados,  previa  notificación  del  uno  al  otro,  con  dos  meses  de  anticipa- 
ción. 
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al  espíritu  liberal  que  ha  dominado  en  el  sistema  al  cual 
nos  hemos  referido. 

El  legislador  no  ha  podido  querer  otra  cosa,  que  permi- 
tir que  los  contratantes  señalen  libremente  el  tiempo  que 
debe  durar  el  arrendamiento,  pero  sin  salir  de  los  límites 
comunes  y  convertirlo  en  el  medio  de  constituir  fundacio- 
nes perpetuas,  contrarias  al  orden  público,  interesado  en  la 
libre  y  fácil  transmición  de  la  propiedad  raíz. 

Sin  embargo,  el  precepto  que  motiva  las  observaciones 
que  preceden  se  presta  á  la  comisión  de  fraudes;  porque 
bajo  el  pretexto  de  arrendamientos  de  larga  duración  se 
pueden  ocultar  verdaderas  enajenaciones,  para  «ludir  el  pa- 
go de  los  impuestos  fiscales. 

El  contrato  de  arrendamiento  no  es  solemne  cuando  la 
renta  ó  precio  es  de  poca  importancia;  pero  cuando  excede 
de  trescientos  pesos  anuales,  debe  hacerse  constar  por  es- 
crito privado  (art.  3,079,  Cód.  Civ.).' 

Pero  cuando  el  predio  es  rustico  y  la  renta  excede  de  mil 
pesos  anuales,  el  contrato  se  debe  hacer  constar  en  escri- 
tura pública,  y  muy  especialmente  si  el  arrendamiento  es 
por  más  de  seis  anos  ó  hubiere  anticipación  de  rentas  por 
más  de  tres;  pues  en  tal  caso  es  indispensable  su  inscrip- 
ción en  el  Registro  público,  la  cual  no  se  puede  hacer  si  no 
consta  el  contrato  en  escritura  pública  (arts.  3,080,  3,330}' 
3.335.  Cód.  Civ.).^ 

Refiriéndose  también  á  la  forma  del  contrato,  dice  el  ar- 
tículo 3,081  del  Código  Civil,  que  el  arrendamiento  de  los 
bienes  nacionales  y  de  cualquier  establecimiento  público,  se 
debe  regir  por  las  ordenanzas  administrativas,  las  cuales  no 
se  han  expedido  hasta  la  fecha.  ^ 

1  Artículo  2,947,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  sólo  en  cuanto  á  la  cantidad,  de  manera  que  solamente  se  puede  ce^bnr 
el  arrendamiento  verbal  cuando  la  renta  no  excede  de  cien  pesos  anuales. 

2  Artículos  2,948,  3,191  y  3,196,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,949,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Sólo  podemos  decir,  que,  por  regla  general,  los  contratos 
de  arrendamientos  de  bosques,  de  criaderos  de  perla,  de  is- 
las para  la  explotación  del  guano,  etc.,  se  otorgan  por  du- 
plicado ante  el  Ministro  de  Fomento,  quien  los  subscribe  en 
unión  del  arrendatario. 


II 


OE  LOS  DERECHOS  Y  OBLIGACIONES 
DEL  ARRENDADOR. 

Tres  son  las  principales  obligaciones  del  arrendador,  de 
las  cuales  se  derivan  otras,  y  son,  las  de  entregar  al  arren- 
datario la  cosa  arrendada;  la  de  conservar  ésta  en  estado 
de  servir  para  el  uso  para  el  cual  se  arrendó;  la  de  garan- 
tir el  uso  ó  goce  pacífico  de  la  cosa  por  todo  el  tiempo  del 
contrato. 

Estas  obligaciones,  y  las  que  de  ellas  se  derivan  están 
determinadas  por  el  artículo  3,082  del  Código  Civil,  que 
declara  que  el  arrendador  está  obligado,  aunque  no  haya 
pacto  expreso:' 

I?  A  entregar  al  arrendatario  la  finca  arrendada,  con  to- 
das sus  pertenencias  y  en  estado  de  servir  para  el  uso  con- 
venido; y  si  no  hubo  convenio  expreso,  para  aquel  á  que  por 
su  misma  naturaleza  estuviere  destinada: 

2?  A  conservar  la  cosa  arrendada  en  el  mismo  estado  du- 
rante el  arrendamiento,  haciendo  para  ello  las  reparaciones 
necesarias: 

3?  A  no  estorbar  ni  embarazar  en  manera  alguna  el  uso 
de  la  cosa  arrendada,  á  no  ser  por  causa  de  reparaciones 
urgentes  é  indispensables: 

I  Artículo  2,950,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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4^^  A  garantir  el  uso  ó  g;^oce  pacífico  de  la  cosa  por  todo 
A  tiempo  del  contrato: 

5Í*  A  responder  de  los  perjuicios  que  sufra  el  arrendata- 
rio por  los  defectos  ó  vicios  ocultos  de  la  cosa,  anteriores  al 
arrendamiento. 

Las  tres  principales  obligaciones  á  que  aludimos  se  de- 
rivan de  la  naturaleza  misma  del  contrato  é  independiente- 
mente de  la  voluntad  de  los  contratantes,  quienes  pueden 
convenir,  por  ejemplo,  que  el  arrendador  no  hará  todas  las 
reparaciones  que  demanda  la  cosa  arrendada,  ó  que  su  res- 
ponsabilidad por  los  defectos  ó  vicios  ocultos  de  ella,  esté 
comprendida  dentro  de  límites  más  ó  menos  estrechos;  pe- 
ro no  pueden  suprimir  las  obligaciones  del  arrendador  de 
entregar  esa  cosa,  porque  harían  ineficaz  el  contrato,  toda 
vez  que,  para  que  haya  arrendamiento  es  absolutamente 
necesario  que  el  arrendatario  la  reciba  para  que  pijedausar 
de  ella. 

La  entrega  de  la  cosa  debe  hacerse  en  el  tiempo  conve- 
nido, y  si  no  hubiere  convenio,  luego  que  el  arrendador 
fuere  requerido;  pues  no  habiéndose  señalado  plazo  ni  su- 
bordinado el  cumplimiento  del  contrato  al  verificativo  de 
condición  alguna,  la  obligación  de  aquél  es  pura  y  simple, 
y  por  tanto,  exigible  desde  luego,  según  los  principios  ge- 
nerales que  rigen  a  todos  los  contratos  fart.  3,083,  Cód. 
Civ.).' 

Además,  la  entrega  de  la  cosa  se  debe  hacer  con  todas 
sus  pertenencias  y  en  estado  de  servir  para  el  uso  conve- 
nido, pues  de  no  ser  así,  se  obraría  de  la  misma  manera  que 
si  no  se  cumpliera  esa  obligación,  porque  es  lo  mismo  no 
entregar  la  cosa  arrendada,  que  entregarla  en  tal  estado  que 
no  pueda  servir  para  el  usd  convenido  ó  para  aquel  á  que  por 
su  naturaleza  estuviere  destinada. 


I   Artículo  2,951,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Según  la  Exposición  de  motivos,  el  precepto  que  impo^  / 
ne  el  deber  á  que  nos  referimos  consigna  un  principio  im 
portante,  pues  si  no  se  ha  convenido  expresamente  el  uso 
á  que  se  destina  la  cosa,  debe  suponerse  que  la  intención 
de  los  contratantes  ha  sido,  que  la  cosa  se  emplee  de  una 
manera  conforme  á  su  propia  naturaleza,  y  por  lo  mismo, 
el  arrendador  debe  entregarla  de  modo  que  ^rva  á  su  ob- 
jeto; pues  lo  contrario  sería  desnaturalizar  el  contrato. 

La  segunda  obligación  es  consecuencia  de  la  primera, 
pues  si  el  arrendador  debe  entregar  la  cosa  arrendada  pa- 
*ra  que  use  de  ella  el  arrendatario,  y  este  uso  no  es  ijiomen- 
táneo,  sino  constantemente  reiterado,  es  evidente  que  tiene 
también  el  deber  de  conservarla  en  el  mismo  estado  en  que 
la  entregó,  apta  para  el  uso  convenido»  haciendo  las  repa- 
raciones que  fueren  necesarias. 

En  consecuencia,  el  arrendador  no  puede  durante  el  arren- 
damiento mudar  la  forma  de  la  cosa  arrendada  ni  intervenir 
en  el  uso  legítimo  de  ella;  á  no  ser  que  las  reparaciones  que 
su  estado  demande  sean  de  tal  manera  urgentes  é  indispen- 
sables que  le  obliguen  á  ello  (art.  3,084,  Cód.  Civ.).'^ 

Como  en  el  contrato  de  compra -venta,  en  el  de  arren- 
damiento se  impone  al  propietario  de  la  cosa  arrendada 
una  doble  obligación,  la  de  garantir  al  arrendatario  el  uso 
ó  goce  pacífico  de  aquélla  y  la  de  responder  de  los  perjui- 
cios que  éste  sufra  por  los  vicios  ó  defectos  ocultos  de  la 
cosa,,  anteriores  al  arrendamiento. 

La  primera  de  esas  obligaciones  está  regida  por  las  re- 
glas que  el  Código  Civil  establece  para  los  casos  de  evic- 
ción  y  saneamiento,  cuyo  estudio  hicimos  en  su  oportunidad, 
y  por  lo  mismo  nos  limitamos  á  remitir  á  nuestros  lectores 
al  capítulo  V,  lección  3!?  de  este  tratado  (art.  3.085,  Cód. 
Civ.).' 


I  Artículo  2,952,  Cód.  Civ.  de  1884. 
j  Artículo 2,953.  Cód.  Cív.  de  1884. 
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Sin  embargo,  esa  obligación  está  limitada  por  el  artículo 
3,oá6  del  Código,  que  declara,  que  ella  no  comprende  los 
embarazos  que  provengan  de  meros  hechos  de  tercero  ni 
los  ejecutados  en  virtud  de  abuso  de  fuerza. ' 

A  primera  vista  no  se  comprende  cuáles  son  los  motivos 
de  esta  limitación  y  su  alcance,  porque  está  concebida  en 
términos  poco  claros  y  precisos;  pero  un  ligero  examen  bas- 
ta para  resolver  la  dificultad. 

Cuando  el  perturbador  justifica  sus  actos  por  el  ejercicio 
de  un  derecho  adquirido  con  .anterioridad  á  la  celebración 
del  contrato  de  arrendamiento,  el  arrendador  es  responsa- 
ble de  la  perturbación,  ya  porque  arrendó  una  cosa  que  no 
tenía  facultad  de  arrendar,  ya  porque  debía  conocer  la  exis- 
tencia de  ese  derecho  y  prever  la  perturbación  motivada  por 
su  ejercicio. 

Pero  cuando  un  tercero,  sin  derecho  alguno,  perturba  al 
arrendatario  en  él  uso  ó  goce  de  la  cosa,  recurriendo  á  las 
vías  de  hecho  y  á  la  fuerza,  el  arrendador  no  es  responsa- 
ble de  semejantes  atentados,  ni  tiene  obligación  de  repri- 
mirlos, como  no  reportaría  responsabilidad  alguna  por  los 
malhechores  que  se  hubieran  introducido  en  la  habitación 
del  arrendatario,  con  el  objeto  de  robarlo  ó  de  cometer  al- 
gún otro  delito. 

En  cuanto  á  la  obligación  que  el  arrendador  tiene  de 
responder  por  los  perjuicios  que  sufra  el  arrendatario  por 
los  defectos  ó  vicios  ocultos  de  la  cosa  arrendada,  el  Códi- 
go Civil  hace  la  más  perfecta  asimilación  entre  la  compra- 
venta y  el  arrendamiento,  hasta  el  grado  de  declarar  en  el 
artículo  3,087,  que  tal  obligctción  está  regida  por  lo  dispues- 
to en  el  capítulo  VI,  título  18,  libro  tercero  del  mismo  or- 
denamiento por  defectos  ó  gravámenes  ocultos  de  la  cosa 
vendida.' 


1  Artículo  2,954,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,955,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Así,  pues,  respecto  de  esta  obligación  nos  referimos  á  las 
explicaciones  que  hemos  hecho  en  el  capítulo  VI  de  la  lec- 
ción precedente,  que  creemos  innecesario  repetir,  y  que,  por 
recaer  sobre  las  reglas  relativas  á  la  obligación  que  tiene 
de  responder  el  vendedor  por  los  defectos  ó  gravámenes 
ocultos  de  la  cosa  vendida,  son  aplicables  al  arrendador,  se- 
gún el  precepto  citado. 

El  arrendador  tiene  también  la  obligación  de  pagar  las 
contribuciones  impuestas  á  la  finca  arrendada,  salvo  con- 
venio en  contrario;  porque  conserva  la  propiedad,  y  por 
consiguiente,  debe  soportar  todas  las  cargas  que  son  inhe- 
rentes á  ésta,  y  no  el  arrendatario  que  no  posee  en  nombre 
propio  sino  del  arrendador  (art  3,088,  Cód.  Civ.).' 

Pero  por  excepción  y  por  haberlo  convenido  así,  reporta 
el  arrendatario  la  obligación  de  pagar  las  contribuciones;  y 
en  tal  caso,  el  importe  de  ellas  se  debe  estimar  como  parte 
del  precio  del  arrendamiento. 

Cuando  la  ley  impone  las  contribuciones  al  arrendador, 
pero  exigiendo  el  pago  al  arrendatario,  debe  éste  pagarlas 
con  cargo  á  la  renta;  porque  no  es  él  á  quien  se  impone  el 
gravamen,  sino  al  propietario,  y  si  se  le  exige  á  él  el  pago, 
es  para  facilitar  la  recaudación  del  impuesto.  En  conse- 
cuencia, tiene  un  derecho  perfecto  para  descontar  de  la  ren- 
ta el  importe  de  las  contribuciones  por  él  pagadas,  salvo 
convenio  en  contrario  (art.  3,089,  Cód.  Civ.).^ 

Por  último,  si  al  terminar  el  arrendamiento  resultare  al- 
gún saldo  á  favor  del  arrendatario,  el  arrendador  está  obli- 
gado á  devolverlo  inmediatamente ;  á  no  ser  que  tenga  algún 
derecho  que  ejercitar  contra  aquél,  pues  en  tal  caso,  debe 
depositar^  judicialmente  el  saldo  (art.  3,090,  Cód.  Civ.).^ 

Es  decir,  que  la  ley  impone  al  arrendador  la  obligación 


1  Artículo  2,956.  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2.957,  Cód.  Civ.  de  1 884. 

3  Artículo  2,958,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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...    inmediatamente  el  saldo  que  resulte  á  su  cargo, 

.  V    ;Mra  evitar  abusos  punibles,  le  prohibe  que  lo  reten- 

)i  aun  ¿i  pretexto  de  que  tiene  derechos  que  ejercitar 

viúui  el  arrendatario;  pues  si  alguno  le  asiste,  debe  solí- 

;uii  ol  depósito  ó  secuestro  judicial  de  la  cantidad  á  que 

'nv>nia  el  saldo,  y  obtenido,  promover  el  juicio  respectiva 

l)esde  luego  se  comprende  que  la  ley  ha  querido  impe- 
dir que,  á  pretexto  de  supuestos  derechos,  el  arrendador 
retenga  el  saldo,  que  por  anticipos  de  rentas  hubiere  reci- 
bido, causando  perjuicios  más  ó  menos  trascendentales  al 
arrendatario,  y  además,  evitar  que  se  haga  justicia  de  pro- 
pia autoridad,  si  es  que  le  asiste  algún  derecho. 

Para  terminar,  debemos  advertir  que  el  artículo  2,091  del 
Código  declara,  que  el  arrendador  goza  del  privilegio  de 
preferencia  para  el  pago  de  la  renta  y  demás  cargas  del 
arrendamiento,  spbre  los  muebles  y  utensilios  del  arrenda- 
tario, existentes  dentro  de  la  casa,  y  sobre  los  frutos  de  la 
cosecha  respectiva,  si  el  predio  fuere  rústico,  en  los  térmi- 
nos declarados  en  los  artículos  2,083  y  2,089.' 

Esta  declaración  no  tiene,  á  nuestro  juicio,  otro  objeto  que 
recordar  las  reglas  contenidas  en  estos  preceptos,  porqueta 
existencia  de  ellos  la  hacen  enteramente  inútil  é  innece- 
saria. 

Pero  sea  de  ello  lo  que  fuere,  y  á  fin  de  evitar  repeticio- 
nes inconvenientes,  remitimos  á  nuestros  lectores  al  capí- 
tulo III,  lección  9?  de  este  tratado,  en  el  cual  hemos  hecho 
las  explicaciones  respectivas  acerca  del  fundamento  y  ex- 
tensión del  privigio  que  la  ley  otorga  al  arrendador  para 
garantir  el  pago  del  arrendamiento  y  de  otras  responsabi- 
lidades del  arrendatario. "" 


1  Artículos  2,959,  1,954  y  1955,  Cód.  Ci-v.  de  1884.  Véanse  las  notas  i^  y  2?,  pág.  160, 
tomo  IV  de  esta  obra.  ^ 

2  Tomo  IV,págs.  160  y  161. 
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ill 


DE  LOS  DERECHOS  Y  OBLIGACIONES 
DEL  ARRENDATARIO. 


El  arrendatario  t^stá  obligado,  dice  el  artículo  3,092  del 
Código  Civil:' 

I?  A  satisfacer  la  renta  ó  precio  en  el  tiempo  y  forma 
convenidos: 

2?  A  responder  de  los  perjuicios  que  la  cosa  arrendada 
sufra  por  su  culpa  ó  negligencia,  ó  la  fie  sus  familiares  y 
subarrendatarios: 

3?  A  servirse  de  la  cosa  solamente  para  el  uso  conveni- 
do ó  conforme  á  la  naturaleza  de  ella. 

Si  bien  es  cierto  que  las  tres  obligaciones  que  enumera 
el  artículo  3,092  del  Código  Civil  son  las  principales,  no  son 
las  únicas  que  reporta  el  arrendatario,  pues  la  ley  le  impo- 
ne otras  igualmente  importantes,  como  la  de  restituir  la  co- 
sa arrendada  concluido  que  sea  el  tiempo  del  arrendamien- 
to-, por  lo  cual,  sostenemos  con  justicia,  que  la  enumeración 
que,  hace  dicho  precepto  es  incompleta.  ^ 

El  primero  y  principal  deber  del  arrendatario  consiste  en 
pagar  el  precio  convenido  del  arrendamiento,  de  la  misma 
manera  que  el  arrendador  está  obligado  á  entregar  la  cosa 
arrendada;  porque  uno  y  otra  constituyen  los  objetos  sobre 
los^  cuales  versa  dicho  contrato,  de  tal  manera,  que  sin  ellos 
no  puede  existir,  pues  en  tanto  consiente  el  propietario  en 
privarse  del  uso  ó  goce  de  su  cosa,  en  cuanto  que  el  arren- 
datario paga  el  precio  que  se  estima  como  equivalente  de 
aquél. 


I   Artículo  2,960,  Cód.  Civ.  <U-  18ÍÍ4. 


Digitized  by 


Google 


392  Lecciones  de  Derecho  Civil. 


En  consecuencia,  podemos  establecer,  que  en  tanto  existe 
la  obligación  del  arrendatario  de  pagar  el  precio,  en  cuanto 
se  halla  en  posesión  de  la  cosa  arrendada  y  en  aptitud  de 
destinarla  al  uso  para  que  la  arrendó;  y  por  tanto,  que  tal 
obligación  no  existe,  sino  desde  el  día  en  que  el  arrendata- 
rio recibe  la  cosa  arrendada,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  no 
está  obligado  á  pagar  la  renta,  sino  á  contar  desde  el  día 
indicado,  á  menos  que,  usando  de  la  libertad  que  las  leyes 
otorgan  á  los  contrayentes  para  estipular  las  condiciones 
que  estimen  convenientes  á  sus  intereses,  convengan  otra 
cosa  (art.  3,093,  Cód.  Civ.).' 

Pero  esta  obligación  dura  hasta  el  día  en  que  el  arrenda- 
tario entregue  la  cosa  arrendada,  lo  cual  es  una  consecuen- 
cia lógita  de  la  regla  precedente;  pues  si  la  renta  no  torre 
sino  desde  el  día  en  que  aquél  la  recibe,  es  justo  que  cese 
tan  luego  como  la  entregue  (art.  3,099,  Cód.  Civ.).' 

La  renta  debe  pagarse  en  los  plazos  convenidos;  pero 
como  pudiera  suceder  que  los  contratantes  fueran  omisos 
acerca  de  este  punto  tan  importante,  la  ley  viene  en  su  au- 
xilio á  suplir  su  omisión  para  precaver  y  evitar  discusiones 
y  contiendas,  y  declara,  que  á  falta  de  convenio,  el  pago 
debe  hacerse  por  meses  vencidos  si  el  predio  arrendado  es 
urbano,  y  por  tercios,  también  vencidos,  si  el  predio  es  rús- 
tico (art.  3,094,  Cód.  Civ.).^ 

En  cuanto  al  lugar  en  que  debe  hacerse  el  pago,  el  Có- 
digo Civil  determina,  como  es  lógico  suponer,  siguiendo  los 
principios  generales  que  establece  para  el  cumplimiento  de 
las  obligaciones,  que  la  renta  se  pague  en  el  lugar  conve- 
nido, y  á  falta  de  convenio,  que  se  observe  el  orden  siguien- 


1  Artículo  2,961,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,967,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,962,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  por  la  sustitución  de  la  palabra  scffiístr:  en  \u^?.t  de  (crri-^-,  por  conbidc 
rarlo  más  conforme  á  las  costumbres  establecidas. 
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te,  establecido  por  el  artículo  1,634  (art.  3,095,  Cód.  Civ.): ' 

I?  Si  el  objeto  de  la  obligación  es  un  mueble  determina- 
do, el  pago  se  tíebe  hacer  en  el  lugar  en  que  el  objeto  se 
hallaba  al  celebrarse  el  contrato: 

29  En  cualquier  otro  caso  se  debe  preferir  el  domicilio 
del  deudor,  sea  cual  fuere  la  acción  que  se  ejercite: 

3?  A  falta  de  dojnicilio  fijo,  se  debe  preferir  el  lugar  en 
donde  se  celebró  el  contrato,  cuando  la  acción  sea  personal, 
y  el  de  la  ubicación  de  los  bienes,  cuando  la  acción  sea  real 
(art  1,634,  Cód.  Civ.).' 

En  el  capítulo  II,  lección  4^  de  este  tratado  hemos  hecho 
ya  el  estudio  de  estas  tres  reglas,  examinando  sus  funda- 
mentos  y  explicando  su  extensión  y  su  verdadera  inteligen- 
cia. Sólo  debemos  advertir  que  de  las  tres  reglas  expuestas, 
la  primera  no  es  aplicable  al  pago  del  arrendamiento,  por 
ser  inadecuado  á  él.^ 

Reproduciendo  el  Código  Civil  la  regla  contenida  en  el 
artículo  1,569  relativa  á  la  ejecución  de  los  contratos  cuan- 
do ésta  consiste  en  la  prestación  de  cosas,  declara  en  el  ar- 
tículo 3,098,  que  el  arrendatario  está  obligado  á  pagar  la 
renta  en  la  especie  de  moneda  convenida;  y  si  esto  no  fuere 
posible,  en  la  cantidad  de  moneda  corriente  que  correspon- 
da al  valor  real  de  la  moneda  debida.^ 

Es  decir,  que  el  arrendatario  está  obligado  á  pagar  en- 
tregando la  especie  de  monedas  convenidas,  y  que  sólo  en 
el  caso  que  le  sea  imposible  obtenerlas,  puede  pagar  con 
monedas  del  nuevo  cuño  corriente,  dando  tantas  cuantas 
fueren  necesarias  para  igualar  el  valor  de  aquéllas. 

El  precio  de  arrendamiento  puede  consistir  no  sólo  en 
dinero,  sino  también  en  dinero  y  frutos  ó  solamente  en  fru- 
tos; y  previendo  el  Código  este  último  caso,  declara  en  el 

1  Artícolos  1,520  y  2,963,  Cód.  Civ.  'le  1S84. 

2  Artículo  I, $20,  Cód.  Civ.  de  1S84. 

3  Tomo  III,  pág.  239. 

4  Artículos  1,453  y  2,966,  Cód.  Civ.  de  1884. 

5'^ 
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artículo  3,100,  que  s¡  el  precio  del  arrendamiento  debiere 
pagarse  en  frutos  y  el  arrendatario  no  los  entregare  en  el 
tiempo  debido,  estará  obligado  á  pagar  en  dinero  el  mayor 
que  aquéllos  tuvieron  en  todo  el  tiempo  transcurrido.' 

Tal  vez  parezca  injusto  el  principio  que  sanciona  el  pre- 
cepto citado;  pero  es  fácil  vindicarlo  de  ese  reproche,  te- 
niendo en  consideración  que  si  el  arrendador  hubiera  reci- 
bido los  frutos  oportunamente,  los  habría  vendido  en  el  acto 
si  corrían  en  el  mercado  á  buen  precio,  ó  los  habría  reser- 
vado para  cuando  éste  fuera  mayor.  Pero  como  no  le  fueron 
entregados  en  el  tiempo  convenido,  se  le  ha  privado  de  una 
ganancia  legítima,  que  no  es  justo  que  pierda. 

Además,  el  principio  aludido  impide  que,  obrando  de  mala 
fe,  obtenga  el  arrendatario  lucros  ó  ventajas  para  sí,  que 
corresponden  al  arrendador,  y  que  alentarían  la  negligen 
cia  y  la  malicia. 

Si  por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor,  dice  el  artículo  3,101 
del  Código  Civil,  se  impide  totalmente  al  arrendatario  el 
uso  de  la  cosa  arrendada,  no  se  causará  reñía  mientras  du- 
re el  impedimento;  y  el  artículo  3,102  dice  á  su  vez,  que  si 
sólo  le  impidiere  en  parte  el  uso  de  la  cosa,  podrá  el  arren- 
datario pedir  reducción  parcial  de  la  renta  á  juicio  de  pe- 
ritos. ' 

.  La  razón  fundamental  de  estos  preceptos  es  obvia.  El 
arrendamiento  tiene  por  objeto  el  uso  ó  goce  de  la  cosa 
arrendada,  mediante  el  pago  del  precio  convenido;  pero 
desde  el  momento  en  que  se  hace  imposible  el  uso  ó  goce 
de  la  cosa,  cesa  la  causa  por  la  cu^l  el  arrendatario  se  obli- 
gó á  pagar  el  precio;  pues  en  tanto  convino  en  satisfacer 
éste,  en  cuanto  á  que  debía  de  usar  de  dicha  cosa. 

Por  la  misma  razón  se  autoriza  la  reducción  del  precio, 
cuando  es  imposible  el  uso  parcial  de  la  cosa  arrendada; 

1  Artículo  2,908,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  ArtícuUs  2.969  y  2970.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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pues  no  es  justo  que  estando  limitado,  disminuido  ese  uso, 
pague  el  arrendatario  la  misma  cantidad  que  si  la  cosa  no 
tuviera  el  impedimento  que  limita  su  goce. 

En  esa  misma  razón  se  fundan  algunas  de  las  legisla- 
ciones moderna^  para  autorizar  la  rescisión  del  arrenda- 
miento por  el  impedimento  perpetuo  proveniente  de  caso 
fortuito  ó  de  fuerza  mayor  que  no  permita  que  se  destine  la- 
cosa  al  uso  para  el  cual  fué  arrendada. 

Sin  embargo,  hay  que  tener  presente,  que  los  principios 
sancionados  por  los  preceptos  aludidos,  sólo  tienen  aplica- 
ción, cuando  nada  estipulan  sobre  el  particular  los  contra- 
yentes, cuya  voluntad  debe  prevalecer  en  todo  caso  (art. 
3,103,  Cód.  Civ.).' 

Si  la  privación  del  uso  proviene  de  evicción  del  predio, 
no  se  causa  renta  mientras  dure  aquélla;  y  si  el  dueño  es 
poseedor  de  mala  fe,  responde  también  de  los  daños  y  per- 
juicios (art.  3,104,  Cód,  Civ.).''     - 

La  razón  es  clara,  pues  así  como  en  la  compra-ventaet 
comprador  está  obligado  á  garantizar  la  propiedad  de  la 
cosa  vendida,  en  el  arrendamiento  el  arrendador  está  obli- 
gado á  garantizar  el  uso  ó  goce  déla  cosa  arrendada;  pero 
con  la  diferencia  de  que  en  aquél  contrato,  la  evicción  da 
lugar  á  la  restitución  del  precio,  porque  el  vendedor  care- 
ce de  título  para  retenerlo  en  su  poder,  y  en  el  arrenda- 
miento á  la  suspensión  del  pago  de  la  renta  por  la  misma 
causa. 

El  pago  de  los  daños  y  perjuicios  se  ha  impuesto  al  arren- 
dador como  una  pena  á  la  que  se  hace  acreedor,  porque 
teniendo  pleno  conocimiento  de  que  carecía  de  derecho  pa- 
ra arrendar  la  cosa,  sin  embargo  la  arrendó  y  expuso  al 
arrendatario  á  sufrir  graves  quebrantos,  y  se  hizo  dolosa- 
mente de  una  cantidad  de  dinero. 


1  Artículo  2,971,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,972,  Cód.  Civ.  de  18S4. 
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Pero  para  que  el  arrendatario  tenga  derecho  á  ser  indem- 
nizado en  virtud  de  la  evicción,  es  preciso  que  cumpla  el 
deber  que  la  ley  le  im|)one  de  dar  conocimiento  al  propie- 
tario, en  el  más  breve  término  posible,  de  toda  usurpación 
ó  novedad  dañosa  que  otro  haya  hecho  ó  abiertamente  pre- 
pare en  la  cosa  arrendada;  pues. si  no  se  le  da  al  arrenda- 
dor ese  oportuno  aviso,  malamente  se  le  puede  exigir  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  que  son  el  efecto  necesa- 
rio, la  consecuencia  de  la  evicción  (art.  3. 113,  Cód.  CW.).' 

Esta  obligación,  así  como  la  no  menos  importante  que  la 
ley  impone  al  arrendatario  de  dar  conocimiento  al  arrenda- 
dor, con  la  misma  urgencia,  de  la  necesidad  de  todas  las 
reparaciones,  está  sancionada  para  hacerla  eficaz,  con  la 
responsabilidad  que  impone  el  artículo  3,315  del  Código 
Civil  al  arrendatario  de  los  daños  y  perjuicios  que  por  su 
negligencia  se  ocasionaren  al  propietario;  la  cual  se  funda 
en  la  consideración  de  que  aquél  posee  en  nombre  de  éste 
y  está  obligado  á  vigilar  por  la  conservación  de  la  cosa 
arrendada,  toda  vez  que  es  responsable  de  los  perjuicios  que 
la  cosa  arrendada  sufra  por  su  culpa  ó  negligencia,  según  lo 
declara  expresamente  el  artículo  3,092  frac.  II  del  Código 
Civil  (art.  3,114.).' 

Según  los  principios  fundamentales  que  caracterizan  y 
distinguen  al  contrato  de  arrendamiento,  el  arrendatario  no 
debe  el  precio  convenido,  sino  en  tanto  que  el  arrendador 
le  procura  el  uso  ó  goce  de  la  cosa  arrendada.  De  donde 
podría  inferirse,  que  siempre  que,  por  caso  fortuito,  quede 
privado  el  arrendatario,  en  todo  ó  en  parte,  de  los  frutos  ó 
esquilmos  del  predio  arrendado,  tiene  derecho  á  la  remisión 
total  ó  proporcional  de  la  renta  estipulada. 

Pero  tal  consecuencia  no  sería  justa  ni  legal,  ya  porque 
el  artículo  3, 105  del  Código  declara,  que  el  arrendatario  de 


1  Artículo  2,981,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2,982,2,983  y  2,960,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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predio  rústico  no  tiene  derecho  de  exigir  diminución  de  la 
renta,  si  durante  el  arrendamiento  se  pierden^eh  todo¿  en 
parte  los  frutos  ó  esquilmos  de  la  finca,  ya  porque  debiéh* 
dose  aprovechar  el  arrendatario  de  las  ventajas  de  una  co- 
secha abundante,  es  justo  que  sufra  las  consecuencias  de  los 
casos  fortuitos  que  las  disminuyen  ó  anulan  por  completo/ 

Además,  por  considerable  que  sea  la  pérdida  habida  en 
un  año,  se  compensa  con  las  utilidades  obtenidas  en  los  años 
anteriores,  ó  con  las  que  pueden  tener  en  los  siguientes,  toda 
vez  que  no  todos  ellos  son  estériles  ni  en  todos  se  verifican 
casos  fortuitos,  que  son  acontecimientos  enteramente  ex- 
traordinarios. 

Al  establecer  el  Código  Civil  este  principio,  se  ha  sepa- 
rado de  las  tradiciones  de  nuestra  antigua  legislación,  se- 
gún las  cuales,  cuando  se  perdían  los  frutos  de  una  heredad 
por  alguna  ocasión  que  fton/uesse  muy  acostumbrada  de  ave- 
nir, el  arrendatario  no  tenía  obligación  de  pagar  el  precio 
del  arrendamiento;  pero  tal  divergencia  está  plenamente 
justificada  por  las  razones  expuestas,  así  como  por  la  con- 
sideración no  menos  importante  de  que  la  renta  se  paga  por 
el  uso  del  predio  arrendado,  del  cual  no  ha  sido  privado  el 
arrendatario,  quien  pierde  sus  cosechas  por  otras  causas  que 
no  tienen  relación  alguna  con  ese  hecho. 

Pero  si  la  privación  del  uso  ó  la  pérdida  de  los  frutos  ó 
esquilmos  proviene  de  hecho  directo  ó  indirecto  del  arren- 
dador, el  arrendatario  puede  exigir,  además  del  pago  de  los 
daños  y  perjuicios: 

I?  Que  no  se  cause  la  renta  estipulada: 

2?  La  reducción  parcial  de  ésta,  si  la  pérdida  ó  privación 
no  ha  sido  total: 

3?  La  rescisión  del  contrato  (arts.  3,106  y  3,152,  Cód. 
Civ):^ 

1  Artícalo  2.973.  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2.974  y  3,018,  Cód.  Civi  de  1884. 
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De  los  mismos  derechos  goza  el  arrendatario  que,  por 
causA  de  reparaciones,  pierde  el  uso  total  ó  parcial  de  la  co- 
sa (art.  3,116,  Cód.  Civ.)/ 

Tales  derechos  se  fundan,  ó  más  bien  dicho,  se  derivan 
de  la  naturaleza  misma  del  arrendamiento,  que,  siendo  bi- 
íateral,  produce  obligaciones  recíprocas  para  ambos  contra- 
tantes, de  las  cuales  las  unas  son  las  causas  de  las  otras;  y 
por  tanto,  si  el  arrendatario  está  obligado  á  pagar  la  renta 
convenida,  es  porque  el  arrendador  por  su  parte  está  tam- 
bién obligado  á  entregarle  la  finca  en  estado  de  servir  para 
^1  uso  convenido,  y  á  conservarla  en  el  mismo  estado  y  ano 
estorbar  ni  embarazar  en  manera  alguna  dicho  uso. 

Por  consiguiente,  si  el  arrendador  estorba  el  uso  de  la 
cosa  arrendada  ó  priva  de  él  al  arrendatario,  falta  al  cum- 
plimiento de  sus  obligaciones  y  deja  de  existir  la  causa  ge- 
neradora de  las  de  éste,  quien,  por  lo  mismo,  no  estará  obli- 
gado á  pagar  la  renta  convenid^  y  tendrá  derecho  para  pe- 
dir, como  todo  contratante,  la  rescisión  del  contrato  porque 
no  lo  cumple  el  otro  interesado. 

El  arrendatario  es  responsable  del  incendio,  á  no  ser  que 
provenga  de  caso  foi'tuito,  fuerza  mayor  ó  de  vicio  de  cons- 
trucción, ó  que  el  incendio  se  haya  comunicado  de  una  casa 
vecina,  a  pesar  de  haberse  tenido  la  vigilancia  que  puede 
exigirse  á  un  buen  padre  de  familia  (arts.  3, 107  y  3,108  Cód. 
Civ.).' 

Este  principio  ha  sido  el  objeto  de  laboriosa  discusión  en- 
tre algunos  jurisconsultos,  porque,  según  los  contradictores 
de  él,  impone  al  arrendatario  una  obligación  difícil,  si  no  im- 
posible de  satisfacer;  porque  no  podría  probar  que  el  sinies- 
tro aconteció  sin  culpa  de  su  parte,  de  donde  infieren  que 
ial  principio  importa  la  derogación  del  que  ¡inpone  al  actor 
la  carga  de  la  prueba. 


1  Artícalo  2.984.  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2.975  y  2.976.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Pero  la  mayoría  de  los  jurisconsultos  modernos  defiende 
dicho  principio,  sosteniendo  que  no  es  más  que  una  aplica- 
ción lógica  de  las  reglas  generales  que  rigen  á  todos  los  con- 
tratos, especialmente  la  que  se  refiere  á  la  responsabilidad 
del  deudor  de  cosa  cierta. 

En  efecto:  el  arrendatario  tiene  la  obligación  de  restituir 
la  cosa  arrendada,  concluido  el  tiempo  del  arrendamiento, 
en  el  mismo  estado  que  la  recibió,  y  si  no  1^  restituye,  debe 
de  rendir  pruebas  que  acrediten  que  la  pérdida  ó  destruc- 
ción de  la  cosa  se  ha  verificado  sin  culpa  de  su  parte;  y  co- 
mo no  basta  para  demostrar  est«  hecho  que  acredite  que 
aquélla  se  destruyó  por  un  incendio,  porque  éste  no  siem- 
pre es  el  resultado  de  un  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor, 
sino  también  de  la  falta  ó  negligencia  del  arrendatario,  de 
aquí  la  necesidad  y  la  justicia  de  imponerle  tal  obligación.' 

En  consecuencia,  la  ley  crea  una  presunción  jurís  tan- 
tum  á  cargo  del  arrendatario,  según  la  cual  se  presume, 
mientras  no  se  demuestre  lo  contrario,  que  el  incendio  pro- 
vino de  culpa  ó  negligencia  de  su  parte. 

Los  artículos  3,107  y  3,108  del  Código,  señalan  los  he- 
chos siguientes,  cuya  prueba  exonera  de  toda  responsabi- 
lidad al  arrendatario  en  el  caso  de  incendio: 

I?  Que  éste  provenga  de  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor: 

2?  Que  provenga  de  vicio  de  construcción: 

3?  Que  se  haya  comunicado  de  una  casa  vecina,  no  obs- 
tante que  el  arrendatario  tuvo  la  vigilancia  de  un  buen 
padre  de  familia. 

Pero  ¿la  enumeración  que  hacen  estos  preceptos  es  res- 
trictiva, de  maneraque  el  arrendatario  no  pueda  rendir  prue- 
ba alguna  sobre  otros  hechos  distintos,  fuera  de  los  esper 


I  'n-oplong,  núm.  364;  Guillouard,  Du  Laagc,  lomo  1,  núm.  253;  Aubry  y  Rau,  to 
ino  IV,  %  367,  nota  21;  Daranton,  tomo  XVII,  núm.  104;  Larombiérc,  art.  1,148,  núm. 
10;  Merlin,  Repertoire,  V?  incendie;  Laurent,  tomo  XXV,  núm.  274;  Colmct  de  San 
terrc,  tomo  VII,  núm.  179,  bis  II;  Fromageot,  De  la  Faute,  pág.  234. 
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cificados,  para  demostrar  que  el  siniestro  se  verificó  sin  su 
culpa? 

Los  comentaristas  del  Código  Francés,  que  hace  la  mis- 
ma enumeración  en  el  articulo  1,733,  se  han  divi4¡do  sos- 
teniendo unos,  qué  tal  precepto  es  restrictivo,  y  otros,  como 
Laurent,  cuya  opinión  nos  parece  más  justa  y  equitativa, 
defienden  la  tesis  contraria,  fundados  en  que  la  libertad  más 
absoluta  de  defensa  es  un  derecho  para  el  demandado  en 
materia  civil,  como  en  la  penal,  y  que  siempre  que  ofrezca 
pruebas  legales,  es  libre  para  alegar  todos  los  hechos  que 
tiendan. á  probar  que  no  tuvo  culpa;  y  que  sería  una  ano- 
malía, limitar  el  derecho  del  arrendatario,  aun  cuando  ale- 
gara otros  hechos  distintos  de  los  enumerados,  de  los  cuales 
resultara  la  prueba  de  su  irresponsabilidad. ' 

Creemos  que  no  sólo  habría  una  verdadera  anomalía  en 
no  admitir  la  alegación  de  otros  hechos  distintos  de  los  es- 
pecificados, sino  una  verdadera  injusticia,  toda  vez  que  pue- 
de verificarse  el  incendio  en  circunstancias  tales  que  no  pue- 
da imputársele  al  arrendatario,  como  por  ejemplo,  cuando 
el  siniestro  se  verifica  después  de  algunos  días  de  hallarse 
ausente  y  sin  que  quedara  en  su  habitación  persona  algu- 
na, á  quien  poderle  imputar  culpa  ó  negligencia. 

Fromageot  sostiene  la  misma  teoría  en  su  preciosa  Mo- 
nografía sobre  la  falta  y  se  expresa  en  los  términos  siguien- 
tes: **Pero  sería  contrario  á  los  principios  generales  sobre 
la  responsabilidad,  limitar  los  motivos  de  excusa  que  el 
arrendatario  puede  invocar  á  los  que  enuncia  el  artículo 
^f733'  gI  arrendatario  no  debe  ser  responsable,  porque  no 
puede  probar  uno  de  los  tres  hechos  determinados  por  este 
artículo,  si  prueba,  por  otra  part«,  que  no  se  le  puede  re- 
prochar ninguna  falta,  que  ni  aun  se  le  puede  sospechar,  en 
fin,  que  ha  prestado  á  la  conservación  de  la  cosa  todos  los 


I  Tomo  XXV,  nám.  279, 
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cuidados  de  un  buen  padre  de  familia.  Hemos  visto,  en  efec- 
to, que  en  los  contratos  como  fuera  de  ellos,  no  se  puede 
concebir  la  responsabilidad  si  no  ha  habido  falta,  y  que,  por 
otra  parte,  á  menos  de  una  convención  especial,  los  acci- 
dentes fortuitos  independientes  de  toda  otra  falta  son  á  cargo 
del  titular  del  derecho  sobre  la  cosa."' 

Guillouard,  que  defiende  la  misma  teoría  con  Duvergier 
y  Troplong,  dice,  con  justicia,  que  hay  dos  maneras  de  pro- 
bar el  caso  fortuito,  directamente,  demostrando  cuál  ha  sido 
éste,  por  ejemplo,  probando  que  el  incendio  fué  producido 
por  el  fuego  del  cielo,  ó  indirectamente,  probando  que  nin- 
guna falta  se  ha  cometido  por  el  locatario  ó  por  las  gentes 
que  de  él  dependen,  y  que  esta  segunda  manera  de  probar 
el  caso  fortuito  no  es  menos  convincente  que  la  primera. 
Por  ejemplo,  el  arrendatario  de  una  casa  de  campo  q^ie  de- 
muestra que  el  siniestro  se  ha  verificado  cuando  hacía  mu- 
chos meses  que  él  y  los  suyos  no  habían  entrado  allí;  con 
lo  cual  prueba  de  una  manera  completa  que  no  ha  habido 
falta  de  su  parte,  y  al  mismo  tiempo  el  caso  fortuito. ' 

La  ley  prevé  también  el  caso  en  que  la  finca  esté  arren- 
dada á  varias  personas,  y  para  tal  evento  declara,  que  si  son 
varios  los  arrendatarios,  todos  son  mancomunadamente  res- 
ponsables del  incendio;  á  no  ser  que  se  pruebe  que  éste 
comenzó  en  la  habitación  de  alguno  de  ellos:  quien  en  tal 
caso  será  él  solo  responsable  (art.  3,109,  Cód.  Civ.).^ 

Pero  también  declara  que  si  alguno  de  los  arrendatarios 
prueba  que  el  fuego  no  pudo  comenzar  por  su  habitación, 
queda  libre  de  responsabilidad  (art.  3,110,  Cód.  Civ.).-* 

De  manera  que,  según  el  sistema  adoptado  por  el  Código 
Civil,  los  arrendatarios  de  un  edificio  son  solidariamente  res- 


1  Pág.  235. 

2  Tomo  I,  núm.  269,  bis;  tomo  II,  núm.  388;  tomo  III,  núm.  435. 

3  Artículo  2,977,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Aitículo  2,978,  Cód,  Civ.  de  1884. 
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ponsables  dt- 1  incendio  que  lo  destruye  en  todo  ó  en  parte; 
pero  cada  uno  de  ellos  puede  librarse  de  esa  responsabili 
dad,  si  prueba  uno  de  los  dos  hechos  siguientes: 

i9  Que  el  incendio  comenzó  en  la  habitación  de  alguno 
de  los  otros  arrendatarios: 

2?  Que  el  fuego  no  pudo  comenzar  por  su  habitación. 

Los  comentaristas  del  Código  Francés,  que  sanciona  la 
responsabilidad  solidaria  de  los  arrendatarios  en  el  artículo 
1,734,  han  hecho  de  él  la  crítica  más  severa,  sosteniendo  que 
tal  responsabilidad  es  antijurídica  y  contraria  á  la  equidad. 

Es  antijurídica,  porque  los  arrendatarios  no  tienen  nin 
gunas  relaciones  jurídicas  entre  sí,  pues  cada  uno  contrata 
para  sí  y  separadamente;  y  es  sabido  que  tales  circunstan- 
cias impiden,  según  los  principios  elementales  del  derecho, 
que  exista  la  mancomunidad  pasiva,  la  cual  no  se  presume, 
sino  que  debe  constar  expresamente. 

Y  si  se  tiene  en  consideración  que  la  causa  del  incendio 
es  ignorada,  y  por  lo  mismo,  que  no  se  puede  sostener  que 
es  el  efecto  de  un  delito  intencional  ó  de  culpa,  resulta  que  no 
se  puede  decir  que  existe  la  solidaridad  que  el  Código  Pe- 
nal impone  á  los  culpables  respecto  de  la  responsabilidad 
civil  en  que  incurren  á  consecuencia  de  la  comisión  del  de- 
lito. 

Si,  pues,  según  los  principios  elementales  del  Derecho 
Civil  y  del  Penal,  no  existe  ni  puede  existir  la  solidaridad 
de  los  arrendatarios  cuando  se  ignora  cuál  ha  sido  la  causa 
del  incendio,  tenemos  que  concluir  necesariamente  que  el 
precepto  del  Código  Civil  que  la  impone  es  antijurídico. 

Ese  mismo  precepto  es  contrario  á  la  equidad,  porque  se 
obliga  á  los  arrendatarios  á  responder  de  los  daños  y  per- 
juicios causados  por  el  incendio,  no  proporcionalmente  al 
valor  de  los  departamentos  que  ocupan,  como  debería  sen 
supuesto  que  todo  deudor  de  cosa  cierta  responde  por  su 
pérdida  ó  destrucción,  esto  es,  hasta  el  importe  del  valor  de 
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ella;  sino  que  obliga  á  cada  uno  de  ellos  á  responder  por  la 
totalidad  de  los  daños  y  perjuicios  causados  por  el  siniestro, 
y  por  lo  Aiismo,  el  propietario  puede  exigir  la  indemniza- 
ción de  aquél  que  mejor  le  parezca,  resultando  en  conse- 
cuencia, que  tal  responsabilidad  pesará  únicamente  sobre 
el  arrendatario  que  tenga  bienes  de  fortuna,  y  que  tal  vez 
no  tenga  culpa  alguna. 

Tan  severa  ha  sido  la  crítica  del  principio  sancionado  por 
el  artículo  1,734  del  Código  Francés,  literalmente  copiado 
por  el  3,109  del  nuestro,  que  ha  sido  necesaria  su  reforma; 
y  después  de  un  estudio  concienzudo,  se  sustituyó  en  1883 
por  el  precepto  que  impone  á  los  arrendatarios  la  respon- 
sabilidad proporcional  al  valor  del  departamento  que  ocu- 
pan, á  menos  que  prueben  que  el  incendio  comenzó  por  la 
habitación  de  alguno  de  ellos  ó  que  no  pudo  comenzar  en 
su  propia  habitación. 

La  solidaridad  impuesta  á  los  arrendatarios  es  imperfec- 
ta, según  la  opinión  de  varios  autores,  porque  no  se  han 
constituido  en  mandatarios  unos  de  los  otros;  y  por  tanto, 
el  emplazamiento  ó  el  requerimiento  hecho  á  uno  de  ellos 
no  interrumpiría  la  prescripción  respecto  de  los  demás. ' 

La  indemnización  que  tienen  obligación  de  pagar  los 
arrendatarios  en  caso  de  incendio,  se  debe  repartir  entre 
ellos,  según  algunos  autores,  proporcionalmente  al  valor  de 
los  alquileres;  porque  la  presunción  de  culpa  es  la  misma 
para  todos.  Pero  nosotros  creemos  más  jurídica  la  opinión 
de  Laurent,  quien  sostiene,  que  en  el  caso  á  que  nos  refe- 
rimos hay  una  verdadera  solidaridad  y  que  se  debe  aplicar 
á  los  arrendatarios  los  principios  que  rigen  respecto  de 
los  codeudores  solidarios;  y  fundamos  nuestra  opinión  en 
el  artículo  1,590  del  Código  Civil  que  dice,  que  cuando 
sean  varias  personas  responsables  civilmente,  se  observa- 


Rambaud,  tomo  III,  pág.  187. 
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rán  las  reglas  relativas  á  las  obligaciones  mancomunadas.' 

Debatida  discusión  se  ha  suscitado  también,  acerca  déla 
solución  que  deba  darse  cuando  el  propietario  ocupa  uno 
de  los  varios  departamentos  del  edificio  arrendado  en  el  ca- 
so de  incendio;  pero  nuestro  Código  ha  evitado  todo  género 
de  dificultades,  declarando  en  el  artículo  3,111  que  si  el 
arrendador  ocupa  alguna  parte  de  la  casa,  será  considerado 
como  arrendatario  respecto  de  la  responsabilidad. ' 

Según  este  precepto,  el  propietario  que  habite  un  depar- 
tamento del  edificio  destruido  por  el  incendio,  debe  ser  con- 
siderado como  uno  de  tantos  arrendatarios,  pero  sólo  para 
el  efecto  de  deducir  del  importe  total  de  la  indemnización 
á  la  cual  tiene  derecho,  la  parte  que  proporcionalmente  le 
tocaría  pagar  si  en  realidad  fuera  arrendatario. 

Esta  regla  tiene  solamente  aplicación  cuando  se  ignora  en 
cuál  habitación  se  inició  el  incendio;  pues  si  se  sabe,  el  arren- 
datario que  la  ocupaba  es  el  único  responsable  de  las  funes- 
tas consecuencias  del  siniestro;  y  si  éste  comenzó  en  la  ha- 
bitación del  arrendador,  lejos  de  que  éste  tenga  derecho 
para  exigir  indemnización  alguna,  la  debe  á  los  arrendata- 
rios por  las  pérdidas  y  perjuicios  que  sufrieren. 

La  responsabilidad  en  caso  de  incendio,  á  la  cual  se  re- 
fieren las  reglas  anteriores,  comprende,  no  sólo  el  pago  de  los 
daños  y  perjuicios  sufridos  por  el  propietario,  sino  el  de 
los  que  se  hayan  causado  á  otras  personas,  siempre  que  pro- 
vengan directamente  del  incendio:  esto  es,  la  responsabili- 
dad del  culpable  comprende  todos  los  daños  y  perjuicios 
que  provienen  inmediata  y  directamente  del  incendio,  quien 
quiera  que  sea  la  persona  que  los  hubiere  sufrido  (  art.  3, 1 1 2, 
Cód.  Civ.).3 

Apenas  si  había  necesidad  de  sancionar  esta  regla,  cuan- 


1  Laurent,  tomo  XXV,  núm.  293.  Artículo  1,474,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,979,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,980,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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do  es  un  principio  elemental  de  derecho,  aquel  que  impone 
al  autor  de  un  hecho  dañoso  la  obligación  de  indemnizar  al 
perjudicado  los  daños  y  perjuicios  que  hubiere  sufrido. 

Ninguna  de  las  reglas  que  hemos  examinado  determina 
especialmente  la  extensión  de  la  responsabilidad  de  arren- 
datario en  caso  de  incendio,  sin  duda  alguna,  porque  se  haya 
limitada  por  el  principio  general  que  obliga  al  responsable 
á  reparar  los  daños  y  perjuicios  que  provengan  inmediata  y 
directamente  del  hecho  dañoso  ó  perjudicial,  y  por  las  reglas 
contenidas  en  el  artículo  3, 1 24  del  Código,  que  declara  que 
el  arrendatario  está  obligado  á  devolver  la  finca  tal  como  la 
recibió ;  en  el  3,092  que  constituye  á  éste  responsable  de  los 
daños  y  perjuicios  de  la  cosa  arrendada  sufra  por  su  culpa 
6  negligencia  ó  la  de  sus  familiares  ó  subarrendatarios,  y  en 
los  artículos  1,678  y  1,679,  q^^  definen  qué  se  entiende  por 
daños  y  perjuicios. ' 

Pero  la  doctrina  y  la  jurisprudencia  han  establecido,  con 
fundamento  de  los  principios  contenidos  en  los  preceptos 
indicados,  que  la  responsabilidad  del  arrendatario  com- 
prende: 

i^  La  obligación  de  pagar  una  indemnización  pecuniaria 
igual  al  valor  que  tenía  el  edificio  arrendado  ó  la  parte  des- 
truida cuando  se  verificó  el  siniestro. 

Esta  limitación  se  ha  fundado  en  la  consideración  de  que 
si  se  obligara  al  arrendatario  á  reconstruir  el  edificio  incen- 
diado, se  cometería  una  injusticia,  porque  no  siendo  posi- 
ble restablecerlo  en  el  estado  de  vetustez  en  que  se  encon- 
traba, se  enriquecería  á  sus  expensas  al  arrendador  con  una 
reparación  que  no  le  es  debida  y  de  mayor  importancia  que 
el  daño  causado:  ^ 


1  Artículos  2,992,  2,960,  1,464  y  1465,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Laurent,  tomo  XX V,  núm.  286;  Aubry  y  Rau,  tomo  IV,  $  367;  Marcadé,  tomo  VI, 
pág,  492,  núm.  6;  Guillouard,  tomo  I,  núm.  280,  etc.  Ejecutorías  de  la  3^  Sala  del  Tri- 
bunal SupKíríor  del  Distrito  Federal,  de  5  de  Noviembre  de  1892  y  29  de  Mayo  de 
1894- 
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2?  La  obligación  de  indemnizar  los  perjuicios  que  sufre 
el  arrendador,  entre  los  cuales  se  comprenden  los  arrenda 
mientos  que  deja  de  percibir  durante  la  reconstrucción  del 
edificio  incendiado. 

Ya  hemos  indicado  que  el  arrendatario  tiene  también  la 
obligación  de  restituir  la  cosa  arrendada  en  el  mismo  esta- 
tado  en  que  la  recibió,  concluido  el  plazo  del  arrendamien- 
to; pues  bien,  de  esta  obligación  se  deriva  como  una  con- 
secuencia lógica  y  necesaria  el  precepto  contenido  en  el 
articuló  3,1 1 7  del  Código  Civil,  que  prohibe  al  arrendatario 
variar  la  forma  de  la  cosa  arrendada  sin  el  consentimiento 
escrito  del  arrendador. ' 

Pero  como  tal  prohibición  pudiera  ser  infringida,  declara 
el  mismo  precepto  que  si  el  arrendatario  cambia  la  forma 
de  la  cosa,  debe,  cuando  la  devuelva,  restablecerla  al  esta- 
do en  que  la  recibió,  siendo  además  responsable  de  todos 
los  daños  y  perjuicios;  pues  no  impunemente  falta  un  con- 
tratante al  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  se  impuso, 
que  se  derivan  de  la  naturaleza  del  contrato  ó  que  la  ley  le 
impone. 

El  arrendatario  no  puede  subarrendar  la  cosa  en  todo  ni 
en  parte,  sin  consentimiento  del  arrendador;  y  si  lo  hiciere, 
responde  solidariamente  con  el  subarrendatario  de  los  da- 
ños y  perjuicios  (art.  3,n8,  Cód.  Civ.).' 

Al  establecer  este  principio  el  Código  Civil,  se  separó 
del  sancionado  por  el  Derecho  Romano  y  el  Código  Fran- 
cés, que  otorgan  al  arrendatario  la  facultad  de  subarrendar 
en  todo  ó  en  parte,  sin  necesidad  de  obtener  el  consenti- 
miento del  arrendador;  y  adoptó  tal  principio,  porque,  aun- 
que hay  razones  de  conveniencia  para  sostener  que  el  arren- 
datario puede  subarrendar  la  finca  arrendada  aun  sin  el 
consentimiento  del  arrendador,  la  justicia  está  toda  de  par- 


1  Artículo  2,985,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,986,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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te  de  éste,  que  tal  vez  hizo  el  contrato  atendiendo  de  pre- 
ferencia á  las  circunstancias  personales  del  arrendatario/ 

De  manera  que,  según  el  sistema  adoptado  por  el  Códi- 
go Civil,  se  presume  que  el  arrendador  celebró  el  contrato 
de  arrendamiento  atendiendo  á  las  circunstancias  persona- 
les del  arrendatario,  y  por  tanto,  que  éste  no  puede  sub- 
arrendar sin  contrariar  la  voluntad  de  aquél,  quien  tiene 
derecho  de  pretender  la  rescisión  del  contrato,  si  el  arren- 
datario subarrienda  la  cosa  sin  obtener  su  consentimiento 
previamente,  y  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  que 
sufriere  (art.  3,144,  frac.  III,  Cód.  Civ.)/ 

Podrá  parecer  extraño  que  el  Código  Civil  haga  solida- 
riamente responsables  al  arrendantario  y  al  subarrendatario 
de  los  daños  y  perjuicios  que  sufriere  el  arrendador,  por  no 
haber  recabado  su  consentimiento  para  el  subarriendo;  pero 
fácilmente  se  puede  justificar  esta  sanción,  para  la  cual  bas- 
ta tener  presente,  que  el  subarrendatario  es  culpable  ó  no 
de  haberse  informado  si  el  arrendatario  tenía  ó  no  facultad  de 
subarrendar  concedida  por  el  arrendador,  toda  vez  que  por 
la  ley  carece  de  ella,  ó  haber  celebrado  el  contrato  con  el 
pleno  conocimiento  de  que  aquél  no  tenía  facultad;  y  en  uno 
y  en  otro  caso  debe  imputarse  las  consecuencias  de  su  con- 
ducta inconsiderada  y  responder  de  los  daños  y  perjuicios 
que  por  ella  se  causan. 

El  carácter  de  mancomunidad  que  la  ley  da  á  la  obliga- 
ción del  arrendatario  y  del  subarrendatario  de  responder 
de  los  daños  y  perjuicios,  es  consiguiente  á  la  naturaleza  de 
ella,  que  tiene  por  objeto  sancionar  la  prohibión  de  subarren- 
dar sin  el  consentimiento  del  arrendador,  esto  es,  tiene  el 
carácter  de  pena;  y  es  sabido  que  los  responsables  de  pe- 
nas pecuniarias,  según  los  principios  elementales  del  De- 
recho, están  obligados  solidariamente  á  su  jjago,   porque 

1  Exposición  de  motivos. 

2  Artículo  3,010,  Cód.  Civ.  df  1884 
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cada  uno  de  ellos  contribuye  á  la  ejecución  del  hecho  que 
causa  el  daño,  y  porque  su  parte  en  la  reparación  es  indi- 
visible como  la  misma  ejecución  del  hecho.' 

En  el  caso  de  que  el  subarriendo  se  haga  con  el  consenti- 
miento del  arrendador,  hay  que  hacer  distinción  entre  los 
dos  casos  siguientes: 

1 9  El  de  subarriendo  hecho  en  virtud  de  autorización  ge- 
neral, concedida  en  el  contrato  de  arrendamiento: 

2?  El  de  subarriendo  hecho  con  el  consentimiento  del 
arrendador,  aprobando  el  contrato  especial  celebrado  con 
tal  objeto. 

En  el  primer  caso,  el  arrendatario  es  responsable  al  arren- 
dador, según  el  artículo  3,119  del  Código  Civil,  como  si  el 
mismo  continuara  en  el  uso  ó  goce  de  la  cosa,  porque  usan- 
do de  la  facultad  general  que  se  le  ha  concedido  no  ha  con- 
sultado al  arrendador,  quien  no  tiene  noticia  del  contrato 
ni  conocimiento  del  subarrendatario,  y  pQv  lo  mismo  es  jus- 
to que  reporte  la  responsabilidad  y  sufra  las  consecuencias 
del  contrato  que  celebró.' 

Además,  el  arrendador  conserva,  por  la  misma  razón,  el 
privilegio  de  preferencia  para  el  pago  de  la  renta  y  demás 
cargas  del  arrendamiento,  sobre  los  muebles  y  utensilios, 
existentes  dentro  de  la  casa,  y  sobre  los  frutos  de  la  cose- 
cha respectiva,  si  el  predio  fuere  rústico  (art.   3,120  Cód. 

Civ.).^ 

En  el  segundo  caso  el  subarrendatario  queda  subrogado 
en  todos  los  derechos  y  obligaciones  del  arrendatario,  salvo 
convenio  en  contrario;  porque  en  realidad  no  hay  subarrien- 
do, sino  un  nuevo  arrendamiento.* 

Por  tal  motivo,  el  subarrendatario  está  obligado  á  servir- 


1  Sourdat,  Traite  (¡énéral  de  !a  Rcsponsabilité,  tomo  I,  núm.  142. 

2  Artículo  2,987,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  ArU'culo  2,988,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Exposición  de  motivos. 
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se  de  la  cosa  arrendada  solamente  para  el  uso  convenido  ó 
conforme  á  la  naturaleza  de  ella;  y  si  no  cumple  con  ese  de- 
ber, es  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  y  da  motivo 
al  arrendador  para  usar  del  derecho  que  le  otorga  la  ley  de 
rescindir  el  contrato  (arts.  3,123  y  3144.  Cód.  Civ.).' 

Es  también  obligación  del  arrendatario  pagar  las  contri- 
buciones que  á  él  ó  al  giro  ó  negociación  se  impongan,  por- 
que en  tal  caso  no  son  debidas  por  razón  de  la  cosa  arren- 
dada (art.  3,122,  Cód.  Civ.).' 

De  la  definición  que  del  arrendamiento  da  el  artículo  3,068 
del  Código,  diciendo  que  es  el  contrato  por  el  que  una  per- 
sona cede  á  otra  el  uso  ó  el  goce  de  una  cosa  por  tiempo 
determinado  y  mediante  cierto  precio,  se  infiere  que  el  arren- 
datario tiene  el  deber  de  restituir  esa  cosa,  vencido  que  sea 
el  tiempo  por  el  cual  se  le  concedió  el  uso  de  ella;  y  si  no 
tuviera  tal  deber,  el  contrato  cambiaría  de  naturaleza  y  se 
convertiría  en  el  de  compra- venta. 

Y  es  de  tal -manera  ineludible,  que  el  artículo  3,126  del 
Código  declara  expresamente,  que  el  arrendatario  no  pue- 
de rehusarse  á  hacer  la  entrega  del  predio,  terminado  el 
arrendamiento,  ni  aun  á  pretexto  de  mejoras,  sean  éstas  úti- 
les ó  necesarias;  pues  si  por  ellas  se  le  permitiera  retener 
el  predio,  se  abrirían  las  puertas  al  abuso,  dando  lugar  á  que 
se  prolongara  el  arrendamiento  contra  la  voluntad  del  arren- 
dador indefinidamente.^ 

Si  el  arrendatario  ha  hecho  mejoras  de  aquellas  cuyo  va- 
lor le  permite  la  ley  cobrar,  puede  ocurrir  ante  los  tribuna- 
les en  demanda  de  justicia,  y  en  ellos  encontrará  la  garantía 
de  sus  derechos. 

Fácil  es  comprender  que  el  objeto  del  precepto  contenido 
en  el  artículo  3, 1 26  no  ha  sido  otro  que  el  de  evitar  los  abu- 


1  Artículos  2,990  y  3,010,  Cod.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  2,990,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  2,994.  Cód.  Civ.  de  18S4. 
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sos  que  se  pudieran  cometer  por  los  arrendatarios,  á  quie- 
nes les  bastaría  estar  haciendo  sucesivamente  mejoras  para 
retener  la  cosa  arrendada  de  una  manera  indefinida,  ya  á 
pretexto  del  pag^o  de  ellas,  ya  con  motivo  de  la  liquidación 
de  su  valor. 

Pero  si  no  tiene  el  arrendatario  el  derecho  de  retensión, 
sí  se  lo  otorga  la  ley  para  cobrar  el  valor  de  las  mejoras  ne- 
cesarias; y  en  cuanto  á  las  útiles  y  voluntarias  hay  que  dis- 
tinguir si  han  sido  hechas  ó  no  con  autorización  del  arren- 
dador, pues  en  este  segundo  caso  no  puede  cobrarlas,  pero 
sí  llevárselas,  si  al  separarlas  no  se  deteriora  la  finca  (art 
3.125,  Cód.  Civ.).' 

Muy  claras  y  fáciles  de  comprender  son  las  razones  que 
fundan  y  motivan  esta  determinación  de  la  ley;  porque  las 
mejoras  necesarias  son  indispensables  para  la  conservación 
de  la  cosa,  el  propietario  mismo  habría  tenido  que  erogar- 
las para  evitar  que  se  destruyera,  y  por  Jo  mismo,  es  justo 
que  reembolse  su  importe  al  arrendatario  que  las  erogó. 

En  cuanto  á  las  mejoras  útiles  y  voluntarias,  si  el  arren- 
datario las  hizo  con  expreso  consentimiento  del  arrendador, 
redundan  en  su  provecho  y  es  justo  que  pague  su  importe; 
pero  si  aquél  las  llevó  á  término  sin  noticia  y  sin  consenti- 
miento de  éste,  no  hay  ningún  motivo  de  justicia  ó  de  equi- 
dad para  obligarle  al  pago  de  su  valor,  que  tal  vez  produjera 
un  grave  perjuicio  en  su  patrimonio. 

Pero  como  por  otra  parte  no  es  justo  que  el  arrendata- 
rio sufra  á  su  vez  un  perjuicio,  se  le  permite,  conciliando 
sus  intereses  con  los  del  arrendador,  que  se  lleve  las  mejo- 
ras hechas,  siempre  que  al  separarlas  no  se  deteriórela  fin- 
ca arrendada. 

La  obligación  de  restituir  la  cosa  arrendada,  que  la  ley 
impone  al  arrendador,  trae  consigo  la  de  hacer  la  restitu- 


I   Artículo  2,993,  CYhI   Civ.  de  1884. 
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ción  de  esa  cosa  en  el  mismo  estado  en  que  la  recibió  el 
arrendatario  y  sin  otro  demérito  que  el  que  naturalmente 
hubiere  sufrido  á  causa  del  uso  á  que  hubiere  sino  destina- 
da por  el  contrato  ó  por  su  naturaleza;  y  por  tal  motivo,  y 
á  fin  de  poder  demostrar  en  qué  estado  se  hallaba  la  cosa 
al  recibirla  él  arrendatario  y  de  evitar  las  contiendas  que 
pudieran  surgir,  establece  el  Código  Civil  las  dos  reglas  si- 
guientes: 

I?  Si  el  arrendatario  ha  recibido  la  finca  con  expresa^ 
descripción  de  las  partes  de  que  se  compone,  debe  devol- 
verla al  concluir  el  arriendo,  tal  como  la  recibió;  salvo  lo 
que  hubiere  perecido  ó  se  hubiere  menoscabado  por  el  tiem- 
po ó  por  causa  inevitable  (art.  3,124,  Cód.  Civ.);' 

2?  Si  el  arrendatario  admitió  la  cosa  arrendada  sin  la  des- 
cripción expresada,  la  ley  presume  que  la  recibió  en  buen 
estado,  salvo  prueba  en  contrario  (art.  3,125,  Cód.  Civ.).^ 

Si  se  ha  llenado  el  requisito  á  que  se  refiere  la  prime- 
ra regla,  la  obligación  del  arrendatario  es  ineludible,  á  no 
ser  que  la  cosa  hubiere  perecido  ó  se  hubiere  menoscabado 
por  el  tiempo  ó  por  otra  causa  inevitable;  pero  en  tal  caso 
no  se  descarga  de  la  responsabilidad  que  pesa  sobre  él,  sino- 
demostrando  la  existencia  de  esos  hechos,  la  cual  no  se  pre- 
sume. 

Pero  si  no  se  llena  el  requisito  indicado,  se  presume,  se- 
gún la  regla  segunda,  que  el  arrendatario  recibió  la  cosa  en 
buen  estado;  pues  de  otra  manera  no  la  hubiera  recibido,  ó- 
al  menos  habría  hecho  constar  el  estado  de  deterioro  ó  des- 
trucción en  que  se  hallaba. 

Pero  esta  presunción  no  es  incontrastable,  y  sólo  se  tiene 
como  verdad  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario,  es  decir, 
que  es  juris  tanlum  y  admite  prueba  en  contrario. 

En  los  arrendamientos  de  predios  rústicos  por  plazo  de- 

I   Artículo  2,992,  Cód.  Civ.  de  1884. 
2  Artículo  2,993,  ^ód.  Civ.  de  1884. 
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terminado,  está  obligado  el  arrendatario,  en  el  último  año 
agrícola  que  permanezca  en  el  fundo,  á  permitir  á  su  suce- 
sor ó  al  dueño  en  su  caso,  el  barbecho  de  las  tierras  que 
tenga  desocupadas  y  en  el  que  no  pueda  verificar  ya  nueva 
siembra,  así  como  el  uso  de  los  edificios  y  demás  medios 
que  fueren  necesarios  para  las  labores  preparatorias  del  año 
agrícola  siguiente;  pero  tal  obligación  sólo  es  exigible  en 
el  período  y  por  el  tiempo  rigurosamente  indispensable, 
conforme  á  las  costumbres  locales,  salvo  convenio  en  con- 
trario (arts.  3,128  y  3,129,  Cód.  Civ.).' 

Esta  obligación  ha  sido  impuesta,  como  dice  la  Exposi- 
ción de  motivos,  por  consideraciones  de  equidad  y  para 
evitar  los  perjuicios  que  pueden  sufrir  tanto  el  arrendata- 
rio como  el  arrendador  ó  el  nuevo  arrendatario  en  la  en- 
trega de  los  predios  rústicos;  pero  está  subordinada  nece- 
sariamente, ya  á  las  costumbres  de  los  lugares,  que  siempre 
están  de  acuerdo  con  las  necesidades  y  exigencias  propias 
de  cada  localidad,  y  tienden  á  satisfacerlas,  ya  á  los  conve- 
nios de  los  mismos  interesados,  que  dueños  absolutos  de  su 
voluntad,  y  no  habiendo  ley  que  se  los  impida,  pueden  es- 
tipular aquellas  condiciones  que  creyeren  más  convenientes 
al  celebrar  el  contrato. 

Por  idénticas  consideraciones  y  por  razón  de  reciproci- 
dad, declara  el  artículo  3,130  del  Código,  que  terminado  el 
arrendamiento,  tiene  á  su  vez  el  arrendatario  saliente,  de- 
recho para  usar  de  las  tierras  y  edificios  por  el  tiempo 
absolutamente  indispensable  para  la  recolección  y  aprove- 
chamiento de  los  frutos  pendientes  al  terminar  el  contrato.' 

Si  el  contrato  de  arrendamiento  se  celebra  por  dos  ó  más 
personas,  ya  como  arrendadores  ya  como  arrendatarios,  se 


1  Artículos  2,90í)  y  ^,997,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Refurniado  el  primero  de  estos  preceptos  por  la  supresión  de  la  palabra  a^rííi'/a^áos 
veces  einj)lcada  en  él,  por  lo  cual  su  precepto  se  refiero  solamente  al  año  natural. 

2  Artículo  2,998,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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producen  obligaciones  mancomunadas  para  ellas,  que  están 
por  consiguiente  subordinadas  á  las  reglas  que  sobre  la 
mancomunidad  activa  ó  pasiva  establece  el  Código  Civil  en 
el  capítulo  V,  tít.  II  del  libro  3?  (art  3,131,  Cód.  Civ.)/ 

Pero  esto  se  entiende  cuando  dos  ó  más  personas  cele- 
bran el  contrato  de  arrendamiento  en  un  mismo  acto,  pues 
si  lo  celebran  en  actos  distintos,  entonces  no  hay  manco- 
munidad sino  tantos  contratos  distintos  cuantas  son  las  per- 
sonas que  contrataron,  aunque  no  todos  ellos  son  eficaces. 

Previendo  la  ley  la  contingencia  de  este  caso  y  los  con- 
flictos que  de  él  debieran  surgir,  determinó  teniendo  en 
cuenta  la  estrecha  semejanza  que  existe  entre  el  arrenda- 
miento y  la  compra-venta,  que  se  rija  por  las  reglas  que 
para  este  contrato  y  para  el  mismo  caso  establecen  los  ar- 
tículos 3,000  á  3,003  del  Código  Civil,  cuya  explicación 
hemos  hecho  ya  (art.  3.132,  Cód.  Civ.).' 

En  consecuencia,  se  deben  observar  las  reglas  siguientes: 

I*  Si  la  cosa  arrendada  fuere  mueble,  debe  prevalecer  el 
contrato  de  arrendamiento  primero  en  fecha: 

2?  Si  no  fuere  posible  verificar  la  prioridad  de  ésta,  debe 
prevalecer  el  arrendamiento  hecho  al  que  se  halle  en  pose- 
sión de  la  cosa: 

3?  Si  la  cosa  arrendada  fuere  raíz,  debe  prevalecer  el 
arrendamiento  que  primero  se  haya  registrado,  y  si  ningu- 
no lo  ha  sido,  se  deben  observar  las  dos  reglas  anteriores. 

Como  según  el  artículo  3,335  del  Código  Civil,  los  arren- 
damientos no  se  deben  registrar  sino  cuando  son  por  más 
de  seis  años  ó  cuando  hubiere  anticipación  de  rentas  por 
más  de  tres;  se  infiere  que  por  lo  común  sólo  son  aplica- 
bles las  dos  primeras  reglas  de  las  enunciadas.  ^ 

En  otra  parte  hemos  dicho  que  ha  sido  materia  de  grave 


1  Artículo  2,999,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  2,869  á  2,872,  y  3,000  Cód.  Civ.  de  1884,  pág.  326  y  siguientes. 

3  Artículo  j,  196,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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y  laboriosa  discusión  entre  los  jurisconsultos  modernos  la 
clasificación  de  la  aparcería  rural,  y  que  nuestro  Código 
la  estimó  según  los  principios  del  Derecho  Romano,  como 
una  especie  de  la  sociedad,  pero  á  la  vez,  la  sujetó  en  cuan- 
to á  los  derechos  y  obligaciones  de  los  medieros,  á  las  mis- 
mas reglas  que  las  del  arrendador  y  del  arrendatario.* 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  que  el  arrendamiento 
por  aparcerías  de  tierras  y  ganados  se  rige  por  las  dispo- 
siciones del  contrato  de  sociedad;  y  que  son  aplicables  á 
los  medieros  las  disposiciones  de  los  preceptos  relativos  á los 
derechos  y  obligaciones  del  arrendador  y  del  arrendatario 
(arts.  3,133  y  2,457,  Cód.  Civ.).' 

Pero  tal  declaración  no  importa  la  de  que  la  aparcería 
sea  un  verdadero  contrato  de  arrendamiento,  pues  como 
hemos  dicho,  es,  según  el  sistema  adoptado  por  el  Código 
•Civil,  un  contrato  de  sociedad  que  participa  de  la  natura- 
leza de  aquél. 


IV 
DEL   MODO   DE  TERMINAR   EL   ARRENDAMIENTO. 


El  artículo  3,134  del  Código  Civil  señala  cuatro  modos 
de  terminar  el  contrato  de  arrendamiento,  pero  como  no  son 
los  únicos  y  como  el  mismo  Código  se  refiere  á  otros  en  di- 
versos de  sus  preceptos,  vamos  á  hacer  la  enumeración  com- 
pleta de  esos  modos: 

El  arrendamiento  puede  terminarse: 

1 9  Por  haberse  cumplido  el  plazo  fijado  en  el  contrato,  ó 
satisfecho  el  objeto  para  el  que  la  cosa  fué  arrendada: 

1  Tomo  IV,  pág.  453. 

2  Artículos  3,001  y  2,325,  Cód.  Civ.  de  1SS4. 
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2?  Por  convenio  expreso: 

3?  Por  nulidad: 

4?  Por  rescisión  (art.  3,134.  Cód.  Civ.).* 

5?  Por  confusión: 

6?  Por  la  pérdida  ó  destrucción  de  ia  cosa  arrendada  (  art. 
3.153,  Cód.  Civ.).» 

7?  Por  expropiación  por  causa  de  utilidad  pública  (art. 
3,160,  Cód.  Civ.).3 

8?  Por  efecto  de  la  condición  resolutoria: 

9?  Por  la  evicción  (art.  3,159,  Cód.  Civ.)/ 

En  la  enumeración  que  hace  el  Código  Civil  no  está  com- 
prendido el  desahucio,  según  la  Exposición  de  motivos, 
porque  trayendo  éste  consigo  casi  siempre  la  necesidad  de 
la  prueba,  proporciona  abundante  materia  á  la  malicia,  y 
porque  además  cada  contratante  está  obligado  á  saber  los 
términos  de  su  contrato,  sin  que  haya  necesidad  alguna  de 
que  se  los  recuerden. 

En  esta  vez,  como  en  algunas  otras,  la  Exposición  no  da 
una  razón  satisfactoria,  cuando  es  tan  fácil  de  percibir  y  se 
halla  al  alcance  de  todos. 

Según  el  sistema  adoptado  por  el  Código  Civil  no  hay 
arrendamiento  alguno  que  sea  de  plazo  indeterminado,  pues 
cuando  los  contratantes  son  omisos  sobre  la  duración  del 
contrato,  viene  la  ley  en  su  auxilio  y  suple  su  omisión. 

En  efecto:  el  artículo  3,168  declara  que  todos  los  arren- 
damientos de  predios  rústicos  ó  urbanos  que  no  se  hayan 
celebrado  por  tiempo  determinado,  durarán  tres  años,  á  cu- 
yo vencimiento  terminarán  sin  necesidad  de  previo  deshau- 
cio;  y  los  artículos  3, 1 76  y  3, 1 77  dicen  que  el  arrendamiento 
de  cosas  muebles  termina  en  el  plazo  convenido,  á  falta  de 
éste,  luego  que  concluya  el  uso  á  que  la  cosa  hubiere  sido 


1  Artículo  3,002.  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3.019,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Articulo  3,026.  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  3,025,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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destinada,  conforme  al  contrato;  y  á  falta  de  una  y  otra  de- 
signación, el  arrendatario  es  libre  para  devolverla  cuando 
quiera,  y  el  arrendador  no  puede  pedirla  sino  después  de 
cinco  días  de  celebrado  el  contrato. ' 

Cuando  el  arrendamiento  se  ha  hecho  por  tiempo  deter- 
minado, concluye  en  el  día  prefijado  sin  necesidad  de  pre- 
vio desahucio,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  termina  de  pleno  de- 
recho; pues  si  no  fuera  así,  se  violaría  la  voluntad  de  los 
contratantes,  contra  el  principio  sancionado  por  el  artículo 
1,535  ^^1  Código  Civil,  según  el  cual,  los  contratos  legal- 
mente  celebrados  deben  ser  puntualmente  cumplidos,  y  no 
pueden  revocarse  ni  alterarse  sino  por  mutuo  consentimien- 
to de  los  interesados  (art.  3,135,  Cód.  Civ.).' 

En  el  caso  de  que  no  se  señale  tiempo  al  celebrar  el  con- 
trato, se  deben  observar  las  reglas  que  hemos  enunciado  ya, 
de  cuyo  estudio  nos  ocuparemos  en  su  oportunidad,  para 
no  separarnos  del  orden  establecido  por  el  Código  Civil. 

Si  después  de  terminado  el  arrrendamiento,  continúa  el 
arrendatario  sin  oposición  en  el  goce  y  uso  del  predio,  se 
deben  observar  las  reglas  siguientes: 

I?  Si  el  predio  es  rústico,  se  entenderá  renovado  el  con- 
trato por  otro  año  labrador  (art.  3,136,  Cód.  Cív.).^ 

Se  entiende  por  éste,  según  el  artículo  3, 137  del  Código, 
el  espacio  de  tiempo  necesario  dadas  las  circunstancias  del 
terreno  y  de  las  condiciones  de  la  siembra  para  cosechar  los 
frutos,  ya  sea  ese  tiempo  menor,  ya  sea  mayor  que  el  año 
civil;  y  según  el  artículo  3,138,  si  hubiere  diferencia  sobre 
este  punto,  se  debe  decidir  por  peritos.* 

1  Artículos  3,032,  3,036  y  3,037,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  el  primero  de  estos  preceptos.  Véase  la  nota  i?,  pag.  383 

2  Artículos  1,419  y  3,003,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,004,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  por  la  supresión  de  la  palabra  labrador^  de  manera  que  su  precepto  se  re- 
fíere  al  año  natural. 

4  Los  artículos  3,137  y  3,138  del  Código  de  1870  fueron  suprimidos  en  el  de  1884, 
porque  los  preceptos  que  contienen  se  hicieron  innecesarios  á  consecoenda  de  It  refor- 
ma del  artículo  3,116. 
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2?  Si  el  predio  fuere  urbano,  no  s.e  tendrá  por  renevado 
el  arrendamiento;  pero  el  arrendatario  deberá  pagar  la  ren- 
ta que  corresponda  al  tiempo  que  exceda  al  del  contrato  con 
arreglo  á  lo  que  pagaba  (art.  3,139.  Cód.  Civ.).' 

La  primera  regla  tiene  por  fundamento  el  consentimien- 
to tácito  del  arrendatario  y  del  arrendador,  manifestado  por 
el  hecho  de  continuar  aquél  en  la  posesión  de  la  cosa  arren- 
dada, sin  oposición  alguna  de  parte  de  éste. 

En  consecuencia,  no  bastará  para  que  se  tenga  por  re- 
novado el  arrendamiento  que  el  arrendatario  continúe  en  el 
goce  y  uso  de  la  cosa  arrendada;  sino  que  es  necesario  ade- 
más que  el  arrendador  no  le  haga  oposición  alguna,  ó  lo  que 
es  lo  mismo,  que  haya  continuado  en  el  goce  de  esa  cosa  á 
ciencia  y  paciencia  de  éste,  y  no  sin  su  noticia  y  contra  su 
voluntad. 

Es  decir,  que  no  debe  haber  hecho  6  circunstancia  algu- 
na que  sean  contrarios  al  libre  y  deliberado  consentimiento 
del  arrendador. 

El  Código  Civil,  á  diferencia  de  la  ley  20,  tít.  8?,  Partida 
5?,  que  señalaba  tres  días,  no  tiene  precepto  alguno  que  de- 
termine cuánto  tiempo  es  necesario,  después  de  haber  ex- 
pirado el  señalado  á  la  duración  del  contrato,  para  que  se 
entienda  éste  renovado,  sin  duda  alguna  porque  es  imposi- 
ble determinarlo  de  una  manera  uniforme  para  todos  loa 
lugares. 

Por  tal  motivo,  creemos,  fundados  en  autoridades  respe- 
tables, que  esta  cuestión  debe  estar  sometida  al  arbitrio  de 
los  tribunales,  que  deben  decidirla  según  los  usos  locales. 
la  naturaleza  del  predio  arrendado  y  otras  circunstancias 
especiales." 

1  Ll  artículo  3,139  tlel  Código  de  1S70  fue  suprimido  en  el  de  1884,  por  la  inisn.a  ra- 
zón por  la  cual  se  suprimieron  los  preceptos  anteriores. 

2  Pothicr,  Du  Luage,  núms.  349  7351 ;  l)uvcrgier,tomo  í,  niin.  505;  Aul>ry  y  Raii, 
tomo  IV,  ^  369,  texto  y  nota  20;  Laurcnt,  tomo  XXV,  núm.  33S;  (Juillouard,  tumo  I, 
núm.  411. 
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La  renovación  del  contrato  de  arrendamiento,  en  el  caso 
á  que  se  refiere  la  regla  primera,  se  entiende  hecha  bajólas 
mismas  condiciones  que  se  estipularon  en  el  contrato  pri- 
mitivo; pues  como  dice  Laurent,  es  natural  que  las  condi- 
ciones se  conserven,  porque  las  partes  que  consienten  táci- 
tamente en  celebrar  un  nuevo  arrendamiento,  consienten 
por  esto  mismo  en  sujetarse  á  las  condiciones  del  antiguo, 
porque  no  se  puede  celebrar  aquel  contrato  sin  arreglarlas 
condiciones  esenciales  de  él,  sobre  todo,  el  precio.  Si  la  in- 
tención de  los  interesados  hubiera  sido  cambiar  el  preciólo 
habrían  expresado  así. ' 

Sin  embargo,  la  regla  que  motiva  estas  observaciones 
establece  una  excepción  respecto  de  la  duración  del  arren- 
damiento, que  sólo  lo  considera  renovado  por  otro  año  la- 
brador y  no  por  el  tiempo  estipulado  en  el  antiguo,  sin  duda 
alguna,  porque  no  teniendo  las  mismas  garantías  y  seguri- 
dades que  éste,  como  después  veremos,  se  ha  querido  sus- 
tituir con  la  menor  duración  de  él;  y  así  se  han  conciliado 
los  intereses  del  arrendador  y  los  del  arrendatario  que  con- 
tinúa en  el  goce  y  uso  del  predio  arrendado  por  el  tiempo 
necesario  para  cultivarlo  y  colectar  sus  frutos. 

En  cuanto  á  la  segunda  regla,  es,  á  nuestro  juicio,  ente- 
ramente excepcional  y  no  se  halla  en  armonía  con  la  pri- 
mera, pues  no  hay  razón  alguna  por  la  cual  se  opere  la 
renovación  del  arrendamiento  por  el  goce  del  predio  rús- 
tico por  el  arrendatario  sin  oposición  del  arrendador,  y  que 
no  se  produzca  el  mismo  efecto  jurídico  respecto  de  los  pre- 
dios urbanos,  cuando  concurren  las  mismas  circunstancias. 

Este  es,  sin  duda  alguna,  el  motivo  por  el  cual  las  legis- 
laciones modernas  no  hacen  distinción  alguna  respecto  dala 
revocación  del  contrato  de  arrendamiento  entre  los  predios 
rústicos  y  los  urbanos. 


I  Tomo  XXV,  núm.  345. 
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Creemos  que  el  principio  establecido  en  la  segunda  regla 
obedece  á  la  tradición,  pues  bajo  el  imperio  de  nuestra  an- 
tigua legislación,  el  arrendamiento  de  predio  urbano  sólo 
se  entendía  renovado  por  los  diasque  era  habitado  por  és- 
te; porque  se  consideraba  que  no  había  igualdad  entre  los 
predios  rústicos  y  urbanos  respecto  de  su  aprovechamiento. 

La  ley  de  Partida  á  que  antes  hemos  hecho  referencia, 
explicaba  los  fundamentos  en  que  apoyaba  la  diferencia  que 
estableció  entre  unos  y  otros  predios,  que  el  tiempo  que  el 
arrendatario  poseyera  de  más  el  predio  rústico,  pudiera  ser 
tal,  que  después  no  encontrara  el  propietario  quien  se  !o 
arrendara,  y  perdería  por  lo  mismo  la  renta  ó  el  fruto  de  ese 
año,  lo  que  no  acontece  en  las  casas,  que  en  todo  tiempo 
del  año  las  puede  arrendar  su  dueño  ó  habitarlas. 

En  los  casos  de  tácita  reconducción  á  que  se  refieren  las 
reglas  cuyo  estudio  hemos  venido  haciendo,  cesan  las  obli- 
gaciones otorgadas  por  un  tercero  para  la  seguridad  del 
arrendamiento,  salvo  convenio  en  contrario;  por  la  misma 
razón  que  se  extingue  la  fianza  cuando  se  otorga  al  deudor 
una  prórroga  para  el  pago  sin  el  consentimiento  del  fiador, 
porque  durante  ésta  puede  hacerse  insolvente  el  deudor,  y 
es  contrario  á  la  equidad,  que  recaigan  las  consecuencias 
de  la  insolvencia  de  éste  sobre  el  fiador,  que  ni  ha  solicita- 
do ni  ha  consentido  la  prórroga  (art.  3,140,  Cód.  Civ.).' 

Se  termina  también  el  arrendamiento  por  convenio  ex 
preso  del  arrendatario  y  del  arrendador,  porque  éste  es  uno 
de  los  modos  naturales  de  extinguirse  las  obligaciones,  se- 
gún el  artículo  1,535  ^^^  Código  Civil,  que  declara,  que  los 
contratos  legalmente  celebrados  deben  ser  puntualmente 
cumplidos,  y  no  pueden  revocarse  ni  alterarse  sino  por  mu 
tuo  consentimiento  de  los  interesados.' 

Pero  la  amplísima  libertad  que  tienen  los  contratantes 

1  Artículo  3,006,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  1,419,  Cód.  Civ.  de  18S4. 
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para  revocar  por  mutuo  consentimiento  los  contratos  que 
celebran,  sufre  una  excepción  en  el  arrendamiento,  pues  en 
tanto  pueden  dar  por  terminado  éste,  en  cuanto  no  perju- 
diquen los  derechos  de  tercero,  según  declaración  expresa 
del  artículo  3,141  del  Código  Civil,  la  cual  estimamos  inne- 
cesaria, porque  es  un  principio  elemental  de  derecho  el  que 
sanciona  ese  precepto. ' 

Por  la  declaración  de  nulidad  del  contrato  de  arrenda- 
miento se  termina  éste,  porque  el  efecto  de  ella  es  restituir 
las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  su  celebración.  Pe- 
ro para  obtener  tal  resultado  es  preciso  la  observancia  de 
las  reglas  generales  que,  acerca  de  la  nulidad  de  las  obli- 
gaciones establece  el  capítulo  II,  tít.  5?,  libro  3"?  del  Códi- 
go Civil,  cuyo  estudio  hemos  hecho  ya  (art.  3,142  Cód. 
Civ.).' 

La  rescisión  es  el  cuarto  modo  de  terminar  el  arrenda- 
miento, pero  subordinada  á  las  reglas  contenidas  en  el  ca- 
pítulo I  del  título  y  libro  citados  del  Código  Civil,  cuyo 
estudio  hicimos  en  su  oportunidad,  en  cuanto  no  estuvieren 
modificadas  por  las  reglas  siguientes  (art.  3,143,  Cód. 
Civ.).^ 

I?  El  arrendador  puede  exigir  la  rescisión  del  contrato: 

I.  Por  falta  de  pago  de  la  renta  en  los  plazos  conveni- 
dos, y  á  falta  de  convenio,  por  meses  vencidos  si  el  predio 
arrendado  es  urbano,  y  por  tercios  si  es  rústico: 

II.  Por  servirse  de  la  cosa  en  un  uso  distinto  del  conve- 
nido ó  del  que  es  conforme  á  la  naturaleza  de  ella: 

III.  Por  subarriendo  de  la  cosa  sin  el  consentimiento  del 
arrendador  (art.  3,144,  Cód.  Civ.).'* 

Las  causas  enumeradas  en  esta  regla  se  pueden  reducir 


1  Artículo  3.007,  Cód.  Civ.  <le  1884. 

2  Tomo  111,  pág.  ;^^^  y  siguientes;  artículo  3,008.  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Tomo  III,  pág.  354  y  siguientes;  artículo  3,009,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  3,010,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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á  lina  sola,  la  falta  de  cumplimiento  del  contrato,  que,  se- 
gún los  principios  elementales  del  derecho,  da  causa  para 
pedir  la  rescisión  y  la  indemnización  de  los  daños  y  perjui- 
cios; y  este  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  3, 145 
del  Código,  que  siempre  que  se  rescinda  el  contrato  por  fal- 
ta del  arrendatario,  tendrá  éste  obligación  de  pagar  el  pre- 
cio del  arrendamiento  por  todo  el  tiempo  que  corra  hasta 
que  pueda  celebrarse  otro,  además  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  se  hayan  causado  al  propietario.* 

Este  principio  es  enteramente  justo,  porque  los  arrenda- 
mientos de  que  se  ve  privado  el  propietario  á  causa  de  la 
rescisión  entran  en  la  categoría  de  los  perjuicios,  supuesto 
que  importa  la  privación  de  una  ganancia  lícita;  pero  ado- 
lece del  defecto  de  una  redacción  lamentable,  que  se  presta 
á  una  falsa  inteligencia,  á  que  se  estimen  los  arrendamientos 
como  una  cosa  distinta  de  los  daños  y  perjuicios  sufridos 
por  el  propietario. 

Además  de  este  defecto,  adolece  el  precepto  citado  del  de 
ser  innecesario,  porque  sanciona  un  principio  general  á  to- 
dos los  contratos,  y  contenido  en  el  artículo  1,537  del  Có- 
digo, cuya  reproducción  es  inútil' 

2Í^  El  arrendador  no  puede  rescindir  el  contrato,  aunque 
alegue  que  quiere  ó  necesita  la  cosa  arrendada  para  su  pro- 
pio uso,  á  menos  que  se  haya  pactado  lo  contrario  (art.  3, 146, 
Cód.  C¡v.).3 

La  razón  en  que  se  funda  esta  regla  es  tan  justa  como  ló- 
gica y  clara.  Si  el  contrato  de  arrendamiento  se  celebra  por 
el  mutuo  consentimiento  de  los  interesados;  si  los  contratos 
legalmente  celebrados  deben  ser  puntualmente  cumplidos 
y  no  pueden  ser  revocados  sino  por  mutuo  acuerdo  de  aqué- 
llos; y  si  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  no  puede  que- 


1  Artículo  3,011,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  1.42 1,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,012,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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dar  al  arbitrio  de  la  persona  obligada;  es  evidente  que  el 
arrendador  no  puede  rescindir  el  contrato,  aunque  alegue 
que  necesita  la  cosa  arrendada  para  su  propio  uso. 

La  regla  á  que  aludimos,  ha  venido  á  poner  término  al 
exorbitante  derecho  que,  desde  la  llamada  ley  JEda,  en  la 
legislación  Romana^hasta  la  antigua  nuestra,  se  otorgó  álos 
propietarios,  el  cual  se  prestaba  á  muy  grandes  abusos,  por- 
que permitía  que  el  cumplimiento  del  contrato  quedara  al 
arbitrio  del  arrendador,  y  que  se  burlaran  los  derechos  del 
arrendatario;  esto  es,  permitía  que  no  obstante  que  el  con- 
trato se  había  celebrado  por  un  tiempo  fijo,  terminara  antes 
al  arbitrio  del  arrendador,  contra  los  principios  generales 
del  derecho,  contra  la  equidad  y  la  justicia. ' 

3?  El  arrendatario  puede  rescindir  el  contrato  y  deman- 
dar al  arrendador  por  daños  y  perjuicios,  si  éste  no  entre- 
ga la  cosa  en  el  tiempo  convenido,  y  si  no  hubiere  convenio 
luego  que  fuere  requerido  para  ello  (art.  3, 147,  Cód.  Civ,).' 

Esta  regla  no  es  más  que  la  reproducción  inútil  é  in- 
necesaria de  la  contenida  en  el  artículo  1,537  del  Código, 
según  la  cual,  si  el  obligado  en  un  contrato  dejare  de  cum- 
plir su  obligación,  podrá  el  otro  interesado  exigir  judicial- 
mente el  cumplimiento  de  lo  convenido  ó  la  rescisión  del 
contrato,  y  en  uno  y  en  otro  caso  el  pago  de  daños  y  per- 
juicios. ^ 

Y  decimos  que  tal  regla  es  innecesaria  é  inútil,  porque 
siendo  la  reproducción  de  la  contenida  en  el  artículo  i,537i 
que  es  general  y  aplicable  á  todos  los  contratos,  no  ha  ha- 
bido necesidad  de  reproducirla  en  el  contrato  de  arrenda- 
miento. 

4?  El  arrendatario  á  su  elección  puede  rescindir  el  arren- 
damiento ú  ocurrir  al  juez  para  que  estreche  al  arrendador 


1  Ley  3,  tít,  65,  lib.  4'  Tód. 

2  Artículo  3,013,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artícnlo  1,421,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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al  cumplimiento  de  sii  obligación,  si  no  llenare  la  de  hacer 
las  reparaciones  necesarias  para  el  uso  á  que  está  destina- 
da la  cosa  (art.  3,148,  Cód.  Civ.).' 

En  tal  caso  el  juez  decidirá,  según  las  circunstancias,  so- 
bre el  pago  de  daños  y  perjuicios  que  se  causen  al  arren- 
datario por  falta  de  oportunidad  en  las  reparaciones  (art. 
3.149,  Cód.  Civ.).' 

5?  El  arrendatario  puede  rescindir  el  contrato  cuando  por 
causa  de  reparaciones  pierde  el  uso  total  de  la  cosa;  y  aun 
cuando  fuere  parcial  la  pérdida,  si  la  reparación  durare  más 
de  dos  meses;  porque  puede  sufrir  tales  perjuicios  que  le  sea 
menos  onerosa  la  rescisión  del  contrato  (art.  3,150,  Cód. 
Civ.).^ 

Si  el  arrendatario  no  hiciere  uso  del  derecho  que  para 
rescindir  el  contrato  le  otorga  la  ley,  hecha  la  reparación, 
continuará  en  el  uso  de  la  cosa,  pagando  la  misma  renta 
hasta  que  termine  el  plazo  del  arrendamiento,  ó  lo  que  es 
lo  mismo,  se  restablecen  las  obligaciones  del  arrendatario, 
que  habían  estado  en  suspenso,  durante  la  reparación  total 
de  la  cosa  (art.  4,151,  Cód.  Civ.).^ 

6?  El  arrendatario  puede  pedir  la  rescisión  del  contrato 
en  el  caso  de  privación  del  uso  ó  la  pérdida  de  los  frutos 
provenientes  de  hecho  directo  ó  indirecto  de  arrendatario 
y  el  pago  de  los  daños  y  perjuicios  (arts.  3,152  y  3.106, 
Cód.  Civ.).^ 

7?  El  arrendatario  puede  pedir  la  rescisión  del  contrato 
cuando,  con  derecho,  pretenda  el  subarriendo  y  se  oponga 
á  éste  el  arrendador,  sin  motivo  fundado  (art.  3,155,  Cód. 
Civ.).^ 

1  Artículo  3.014,  Cód.  Civ.  de  1 884. 

2  Artículo  3,015.  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,016,  Cód.  Civ.  de  1884.  Exposición  de  motivos. 

4  Artículo  3,017,  Cód.  Civ.  de  1884. 

5  Artículos  3.018  y  2,974,  Cód.  Civ.  de  1884. 

6  Artículo  3,021,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Todas  estas  reglas  se  pueden  condensar  en  una  sola,  que 
es  la  siguiente: 

El  arrendatario  puede  pedir  la  rescisión  del  contrato  en 
todos  los  casos  en  que  el  arrendador  no  lo  cumpla  por  su 
parte. 

De  esta  regla  podemos  deducir  como  una  consecuencia 
perfectamente  lógica,  que  todas  las  reglas  que  hemos  enu- 
merado, establecidas  por  el  Códiga  Civil,  son  innecesarias 
é  inútiles,  porque  son  otras  tantas  repeticiones  del  artículo 
^537  <^^l  Código  Civil,  que  contiene  la  regla  general  para 
todos  los  contratos,  según  la  que,  cuando  el  contratante  obli- 
gado en  un  contrato  dejare  de  cumplir  su  obligación,  pue- 
de el  otro  interesado  exigir  judicialmente  el  cumplimiento  de 
lo  convenido  ó  la  rescisión  del  contrato.* 

La  confusión,  que  se  opera  cuando  se  reúnen  en  una  mis- 
ma persona  las  cualidades  de  arrendador  y  de  arrendatario, 
como  cuando  cstt  adquiere  la  propiedad  de  la  cosa  arren- 
dada por  herencia  ó  compra- venta,  pone  fin  al  contrato  de 
arrendamiento;  porque  es  absurdo  é  incompatible  con  la 
razón  y  los  principios  elementales  del  derecho,  que  una  per- 
sona sea  á  la  vez  acreedora  y  deudora  de  sí  misma. 

La  pérdida  ó  destrucción  de  la  cosa  arrendada  pone  fin 
al  arrendamiento,  porque  falta  el  objeto  sobre  el  cual  recae 
éste,  que  es  bilateral,  y  por  lo  mismo,  en  tanto  obliga  al 
arrendatario  al  pago  del  precio  convenido,  en  cuanto  tiene 
el  uso  ó  goce, de  la  cosa.  De  donde  se  infiere  que,  si  ésta 
no  existe,  tampoco  puede  existir  la  obligación  que  el  arren- 
datario contrajo  de  pagar  el  precio  por  el  uso  de  ella,  que 
es  absolutamente  imposible  que  el  arrendatario  le  pueda 
otorgar:  es  decir,  falta  la  causa  de  su  obligación  y  no  puede 
subsistir  el  contrato. 

La  pérdida  ó  destrucción  de  la  cosa  puede  ser  total  ó  par- 


I  Artículo  1,421,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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cial  y  proceder  de  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor,  de  hecho  del 
arrendador  ó  de  hecho  del  arrendatario;  y  como  es  fácil  com- 
prender, la  ley  establece  reglas  distintas  para  cada  uno  de 
estos  casos. 

Si  la  cosa  se  destruye  totalmente  por  caso  fortuito  ó  fuer- 
za mayor,  el  arrendamiento  se  rescindirá,  dice  el  artículo 
3,153  del  Código  Civil,  salvo  convenio  en  contrario;  por- 
que falta  el  objeto  sobre  el  cual  versa  el  contrato  y  la  causa 
de  la  obligación  del  arrendatario.* 

No  creemos  que  en  el  precepto  citado  se  use  de  una  pa- 
labra apropiada,  diciendo  que  en  el  caso  de  destrucción  to- 
tal de  la  cosa  se  rescindirá  el  arrendamiento,  porque  real- 
mente no  hay  rescisión,  con  el  efecto  jurídico  que  la  ley  le 
atribuye,  que  es  el  de  restituir  las  cosas  al  estado  que  te- 
nían antes  de  la  celebración  del  contrato,  sino  la  termina- 
ción de  las  relaciones  jurídicas  creadas* por  él  entre  los  con- 
tratantes, por  la  pérdida  ó  destrucción  inculpable  de  la  cosa 
arrendada,  que  impide  de  una  manera  absoluta  el  cumpli- 
miento de  ese  contrato. 

Pero  la  regla  que  acabamos  de  enunciar  sufre  excepción 
cuando  convienen  los  interesados  en  que  el  arrendamiento 
continúe,  no  obstante  la  destrucción  total  de  la  cosa,  toda  vez 
que  la  voluntad  de  los  contratantes  es  la  suprema  ley  de  los 
contratos. 

A  primera  vista  debe  parecer  esta  excepción  enteramente 
absurda,  porque  impidiendo  la  destrucción  total  de  la  cosa 
la  subsistencia  de  las  relaciones  jurídicas  que  creó  el  con- 
trato entre  los  interesados,  si  el  arrendatario  continúa  obli- 
gado á  pagar  el  precio  convenido,  no  será  ya  en  virtud  del 
arrendamiento  que  no  puede  existir. 

Pero  esa  objeción,  que,  con  justicia,  puede  hacerse  á  la 
regla  á  que  nos  referimos,  á  causa  de  la  obscuridad  de  sus 


I    Artículo  3,019,  Cód.  Civ.  de  18S4. 
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términos,  se  destruye  si  se  reflexiona,  que  el  convenio  á 
que  ella  se  refiere  es  para  el  caso  de  la  reparación  de  la  co- 
sa destruida:  esto  es,  que  tal  convenio  sólo  tiene  por  objeto 
perpetuar  las  obligaciones  de  los  contratantes  para  cuando 
se  haga  la  reparación,  sin  que  entretanto  esté  el  arrenda- 
tario obligado  al  pago  de  la  renta. 

Si  la  destrucción  de  la  cosa  fuere  parcial,  podrá  el  arren- 
datario pedir  la  reducción  parcial  de  la  renta  á  juicio  de  pe- 
ritos, según  hemos  dicho,  á  no  ser  que  el  arrendador  ó  el 
arrendatario  prefieran  rescindir  el  contrato,  porque  la  cosa 
no  quede,  á  causa  de  las  diminuciones  que  sufre,  en  condi- 
ción de  servir  para  el  uso  á  que  estaba  destinada,  y  ser  por 
lo  mismo  gravosa  antes  que  útil  la  continuación  del  con- 
trato. ' 

Si  la  destrucción  es  causada  por  hecho  del  arrendador, 
obliga  á  éste  á  la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios 
que  sufra  el  arrendatario  en  la  medida  y  proporción  que  es- 
tablecen las  reglas  generales  sobre  responsabilidad  civil. 

Cuando  es  proveniente  de  hecho  del  arrendatario,  la  in- 
demnización comprende  como  base,  según  esas  reglas,  el 
valor  de  la  cosa  ó  de  la  parte  de  la  cosa  destruida,  á  juicio 
de  peritos,  y  además  las  rentas  correspondientes  al  tiempo 
necesario  para  la  reconstrucción  de  la  cosa  y  para  que  se 
vuelva  á  arrendar,  si  se  ha  rescindido  el  contrato. 

La  expropiación  por  causa  de  utilidad  pública  produce  la 
rescisión  del  contrato;  pero  el  arrendador  y  el  arrendatario, 
dice  el  artículo  3,160,  deben  ser  indemnizados  por  el  ex- 
propiador  conforme  á  las  reglas  que  establezca  la  ley  cons- 
titucional, esto  es,  la  ley  orgánica  del  artículo  27  de  la  Cons- 
titución de  1857.' 


1  Artículo  3,020,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3.026,  Cód.  Civ.  de  i8l$4. 

Reformado  por  la  sustitución  de  las  palabras  /fy  res/lectiva^  en  lagar  de  ¡ey  constiiu 
cionat. 
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Como  hemos  dicho  antes,  hasta  ahora  no  se  ha  expedido 
esa  ley,  pero  se  suple  su  falta  por  la  de  25  de  Diciembre  de 
1877,  la  de  30  de  Mayo  de  1882  que  se  refiere  á  las  bases 
acordadas  por  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1880  para  la 
Compañía  Constructora  Nacional,  cuyo  estudio  hicimos  en^ 
su  oportunidad.' 

Esas  bases  son  insuficientes  y  no  prevén  el  caso  de  que 
el  predio  expropiado  esté  arrendado  y  la  manera  de  deter- 
minar la  indemnización  en  tal  caso. 

Pero  siguiendo  la  opinión  de  los  autores,  creemos  que  la 
expropiación  total  de  la  cosa  arrendada  produce  ipso  facía 
la  resolución  del  contrato  de  arrendamiento,  y  que  desde  el 
momento  en  que  se  dicta  el  fallo  que  decreta  aquélla,  tiene 
el  arrendatario  un  derecho  perfecto  para  exigir  que  se  le  in- 
demnice competentemente,  el  cual  conserva  aunque  perma- 
nezca en  el  uso  ó  goce  del  predio  arrendado  después  de  aquel 
fallo;  porque  el  expropiado  puede  hacer  que  se  le  entregue 
cuando  le  plazca,  y  porque  su  tolerancia  no  hace  presumir 
la  tácita  reconducción. 

Creemos  que,  por  razón  de  analogía,  se  debe  determinar 
el  monto  de  la  indemnización  á  que  tiene  derecho  el  arren- 
datario, por  medio  de  un  juicio  pericial,  en  la  misma  forma  y 
en  los  mismos  términos  que  las  leyes  antes  citadas  determi- 
nan para  los  casos  de  la  expropiación  de  la  propiedad  raíz. 

La  ley  asimila,  si  bien  no  de  una  manera  absoluta,  la  ena- 
jenación hecha  en  virtud  de  mandamiento  judicial,  á  la  ex- 
propiación por  causa  de  utilidad  pública,  declarando  en  el 
artículo  3,163  del  Código  Civil  que  tal  enajenación  está  su- 
bordinada en  cuanto  á  sus  efectos  respecto  del  arrendamien- 
to á  las  reglas  siguientes:' 


1  Tomo  II,  pág.  49  y  sig. 

2  Artículo  3,029,  Cód.  Civ.  de  1884. 
Reformado  en  los  términos  sigoíentes : 

•*.Sí  la  transmisión  tuviere  lugar  por  ejecución  judicial,  se  observará  lo  dispuesto  eiv 
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I?  S¡  el  predio  arrendado  fuere  urbano,  y  faltare  parala 
terminación  del  arrendamiento  un  año  ó  más,  quedará  re- 
ducido ese  tiempo  á  un  semestre  contado  desde  el  remate 
6  adjudicación;  y  en  cualquiera  otro  caso  se  observará  el 
contrato  (art.  3»  164  Cód.  Civ.):* 

2?  Si  el  predio  fuere  rústico,  no  podrá  ser  despedido  el 
arrendatario  antes  de  que  termine  el  año  labrador,  pendien- 
te al  tiempo  del  remate  ó  adjudicación  (art.  3,165,  Cód. 
Civ.).' 

Estas  reglas  son,  á  nuestro  juicio,  inconvenientes  é  injus- 
tas  é  importan  el  despojo  de  justos  y  legítimos  derechos, 
adquiridos  en  virtud  de  contratos  legalmente  celebrados,  y 
sin  que  exista  acto  alguno  de  parte  del  arrendatario  que  au- 
torice ese  despojo  en  beneficio  de  un  acreedor  verdadero  ó 
supuesto. 

Pero  no  sólo  adolecen  de  esos  defectos,  sino  que  impor- 
tan una  inconsecuencia  inexplicable'y  son  peligrosos,  por- 
que se  prestan  á  la  comisión  de  los  fraudes;  porque  no  hay 
razón  que  justifique  la  regla  que  ordena  la  reducción  del 
tiempo  del  arrendamiento  cuando  falta  un  año  ó  más  para 
que  termine  y  para  que  subsista  en  caso  contrario  por  el 
tiempo  estipulado,  haciendo  de  mejor  derecho  á  quien  se  le 
causaría  menor  perjuicio  si  estuviera  sujeto  á  la  reducción. 

el  artículo  3,024,  á  menos  cíe  que  el  contrato  aparezca  celebrado  dentro  de  los  sesentadías 
anteriores  al  secuestro  de  la  finca,  en  cuyo  caso  el  arrendatario  podrá  ser  despedido  desde 
luego.   Respecto  al  pago  de  rentas,  regirán  las  reglas  siguientes:" 

*•  I.  El  arrendatario  tiene  obligación  de  pagar  al  nuevo  propietario  la  renta  estipulada 
en  el  contrato,  desde  la  fecha  en  que  se  le  hul)iere  otorgado  el  correspondiente  título  de 
propiedad,  aun  cuando  alegue  haber  pagado  al  primer  propietario; " 

**  1 1.  Se  exceptúa  de  lo  dispuesto  en  la  fracción  anterior  al  arrendatario  que  hubiera 
adelantado  rentas  al  primer  propietario  cuando  el  adelanto  aparezca  expresamente  en  el 
contrato:  " 

**  1 1  r.  Kl  arrendatario  que,  habiendo  hecho  adelanto  de  rentas,  sea  obligado  asegunda 
paga,  conforme  á  la  fracción  I,  tiene  derecho  de  exigir  al  primer  propietario  la  devolu- 
ción de  las  cantidades  adelantadas.  '* 

1  El  artículo  3,164  del  Código  de  1870,  fué  suprimido  en  el  de  18S4,  por  idénticas 
consideraciones  á  las  expuestas  en  el  texto  á  que  se  refiere  esta  nota. 

2  El  artículo  3,165  fué  suprimido  por  las  mismas  razones  que  el  precedente. 


Digitized  by 


Google 


Lecciones  de  Derecho  Civil.  429 

lln  cnanto  al  peligro  de  fraude,  basta  tener  presente  que 
al  arrendador  que  pretenda  rescindir  un  contrato  por  la  es- 
peranza de  celebrar  otro  más  ventajoso,  librándose  de  la 
indemnización  de  daños  y  perjuicios,  le  basta  la  promoción 
de  juicios  simulados  en  su  contra  para  burlar  impunemente 
los  legítimos  derechos  del  arrendatario. 

Es  consecuencia  de  lo  expuesto,  que  no  tienen  explica- 
ción alguna  que  se  funde  en  las  exigencias  de  la  justicia,  de 
la  equidad  ó  del  interés  público  los  preceptos  legales  que 
sancionan  las  reglas  expresadas. 

En  los  casos  de  expropiación  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica y  de  ejecución  judicial,  está  obligado  el  arrendatario 
á  permitir  al  nuevo  dueño  el  barbecho  de  las  tierras  que 
tenga  desocupadas  y  en  el  que  no  pueda  verificar  ya  nueva 
siembra,  así  como  el  uso  de  los  edificios  y  demás  medios 
que  fueren  necesarios  para  las  labores  preparatorias  del  año 
agrícola  siguiente,  por  el  tiempo  rigurosamente  indispensa- 
ble, conforme  á  las  costumbres  locales.  Pero  á  su  vez  tiene 
el  arrendatario  derecho  para  usar  de  las  tierras  y  edificios 
por  el  tiempo  absolutamente  indispensable  para  la  recolec- 
ción de  los  frutos  pendientes  al  terminar  el  arrendamiento 
(arts.  3,166,  3,128  á  3,130,  Cód.  Civ.).'  * 

El  contrato  de  arrendamiento  se  termina  también,  según 
hemos  dicho,  por  efecto  de  la  condición  resolutoria,  ya  por- 
que va  implícita  en  el  contrato,  por  ser  bilateral,  ya  porque 
se  haya  pactado  expresamente  que  la  falta  de  cumplimiento 
del  contrato  por  uno  de  los  contratantes  producirá  la  reso- 
lución de  él,  ya,  en  fin,  porque  el  derecho  del  arrendador 
sobre  la  cosa  arrendada  esté  subordinado  al  verificativo  de 
una  condición  de  esa  especie. 

Al  hacer  el  estudio  de  las  obligaciones  condicionales  ex- 


I  Artículos  3,030,2,996  y  2,998,  Cód.  Civ.  de  1884. 

El  segundo  de  e^tos  preceptos  fué  reformado  en  los  términos  que  indica  la  nota  1* 
pág.  412. 
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pHcamos  la  teoría  y  los  efectos  de  las  condiciones  resoluto- 
rias, y  por  lo  mismo,  sólo  nos  limitamos  á  recordar  que,  tan 
Juego  como  se  verifica  la  condición,  se  resuelve  el  contrato 
de  pleno  derecho  y  Jos  efectos  jurídicos  de  los  actos  ejecu- 
tados por  aquel  de  los  contratantes  cuyo  derecho  estaba  su- 
tbordinado  al  verificativo  del  evento  incierto  se  extinguen.' 
De  donde  proviene  el  axioma  que  dice: 
Resoluto  juris  dantis  resolvitnr  jtiris  accipientis. 
Fundado  en  estos  principios,  establece  el  Código  Civil 
las  reglas  siguientes,  que  prevén  los  casos  en  que  el  dere- 
cho de  propiedad  del  arrendador  esté  subordinado  al  veri- 
ficativo de  una  condición  resolutoria: 

I?  El  arrendamiento  queda  rescindido  de  pleno  derecho, 
cuando  lo  celebra  el  que  compró  con  pacto  de  retroventa, 
por  un  término  que  excede  al  señalado  para  el  ejercicio  del 
retracto,  conservando  el  arrendatario  sus  derechos  contra 
el  arrendador  (art.  3,159,  Cód.  Civ.):^ 

2^  Terminado  el  usufructo,  el  contrato  de  arrendamien- 
to celebrado  por  el  usufructuario  no  obliga  al  propietario, 
quien  entra  desde  luego  en  la  posesión  de  la  cosa,  sin  que 
contra  él  tenga  derecho  el  arrendatario  para  pedirle  indem 
ntzación  por  la  disolución  del  contrato  (art.    1,034.   Cód. 

Civ.):^ 

3?  Si  el  usufructuario  no  manifestó  su  calidad  de  tal  al 
hacer  el  arriendo,  y  por  haberse  consolidado  la  propiedad 
con  el  usufructo  exige  el  propietario  la  desocupación  de 
la  finca,  tiene  el  arrendatario  derecho  para  demandar  al 
arrendador  la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios;  por- 
<iue  le  ha  hecho  víctima  de  un  engaño  para  inducirle  á  con- 
tratar, sabiendo  que  el  arrendamiento  no  podría  subsistir 
más  allá  de  determinada  fecha/ 


1  Tomo  III,  pág.  99  y  siguientes. 

2  Artículo  3,025,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  933,  Cód.  Civ.  de  1884.  Véase  la  nota  2^,  pág.  i8i,  tomo  II  de  esta  obra- 

4  Artículo  3,027,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Pero  el  arrendatario  goza  del  año  labrador  para  entregar 
el  predio  arrendado,  si  éste  fuere  rústico,  y  de  treinta  días 
si  fuere  urbano,  durante  los  cuales  está  obligado  á  poner 
cédulas  y  á  mostrar  el  interior  de  la  casa  á  los  que  preten- 
dan verlo;  y  tales  concesiones  se  han  hecho  á  fin  de  conci 
liar  los  intereses  del  dueño  y  del  arrendatario,  de  manera 
que  no  resulten  perjudicados,  especialmente  éste,  quien  su- 
friría gravísimos  trastornos  y  quebrantos  sí  estuviera  obli- 
gado á  desocupar  el  predio  arrendado  en  el  acto  mismo  de 
la  consolidación  del  usufructo  y  la  propiedad  (art  3,162, 
Cód.  Civ,).* 

El  Código  nada  establece  á  este  respecto  para  el  caso  de 
que  se  verifique  la  retroventa;  pero  creemos  que  existien- 
do la  misma  razón  en  el  caso  de  consolidación  del  usufruc- 
to y  la  propiedad,  se  deben  observar  las  mismas  reglas,  y 
por  tanto,  que  el  arrendatario  goza  del  año  labrador  para 
entregar  el  predio  rústico,  y  de  treinta  días  \)arix  desocupar 
el  urbano. 

Pero  las  personas  del  arrendador  y  del  arrendatario  no 
se  toman  en  consideración  para  la  extinción  del  contrato  de 
arrendamiento;  y  por  lo  mismo,  aun  cuando  muera  uno  ú 
otro,  el  contrato  subsistirá  quedando  obligados  á  cumplirlo 
en  todas  sus  partes  sus  herederos. 

Así  lo  declara  expresamente  el  artículo  3, 156  del  Código 
Civil,  que  dice,  que  el  contrato  de  arrendamiento  no  se  res- 
cinde por  la  muerte  del  arrendador  ni  del  arrendatario,  sal- 
vo convenio  en  contrario." 

Este  precepto  es  una  consecuencia  délos  artículos  1,442 
y  «.536  del  mismo  Código,  según  los  cuales,  la  obligación 
personal  liga  á  la  persona  que  la  contrae  y  á  sus  herederos, 
y  los  derechos  y  obligaciones  que  resultan  de  los  contratos 
pueden  transmitirse  entre  vivos  y  por  sucesión,  que  sefun- 

1  Artículo  3,028,  Cód.  Civ.  de  1884 

2  Artículo  3,022.  Cód.  Civ.  de  1884 
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dan  en  el  principio  que  estima  á  los  herederos  sucesores 
de  todos  los  derechos  y  obligaciones  del  testador  y  forman- 
do una  misma  persona  con  él,  por  cuyo  motivo  se  dice  que, 
el  que  contrata  lo  hace  por  sí  y  por  sus  herederos.* 

Por  la  misma  razón,  declara  el  artículo  3,157  del  Código, 
que  tampoco  se  rescinde  el  arrendamiento  por  trasmisión 
de  la  cosa  á  título  universal.'' 

A  diferencia  del  Derecho  Romano  y  de  nuestra  antigua 
legislación,  el  Código  ha  sancionado  en  el  artículo  3, 158  el 
principio  según  el  cual  la  transmisión  de  la  cosa  arrendada 
á  título  singular,  como  donación  ó  venta,  no  pone  fin  al 
arrendamiento,  sino  que  éste  subsiste  en  los  términos  esti- 
pulados, salvo  convenio  en  contrario.^ 

Este  principio  se  funda  en  la  equidad  y  en  el  elemental 
del  derecho  que  establece,  que  nadie  puede  transmitir  á  otro 
más  derecho  que  el  que  él  mismo  tiene;  y  como  el  arren- 
dador ha  prescindido  por  un  tiempo  más  ó  menos  largo  del 
uso  y  goce  de  la  cosa  arrendada  y  se  ha  obligado  á  asegu- 
rar este  uso  y  goce,  es  claro  que  no  puede  venderla  trans- 
mitiendo el  derecho  de  usar  laque  ha  enajenado  temporal- 
mente. 

La  Exposición  de  motivos  funda  el  principio  aludido  en 
las  razones  siguientes: 

"En  primer  lugar,  dice,  debiendo  respetar  la  ley  los  de- 
rechos de  ambos  contratantes,  no  puede  autorizar  la  utili- 
dad del  arrendador  con  perjuicio  del  arrendatario,  y  es  in- 
dudable que  si  la  rescisión  puede  aprovechar  á  aquél,  de 
seguro  se  perjudicará  éste;  porque  le  obliga  á  abandonar 
la  finca  en  que  tal  vez  ha  hecho  gastos  y  que  por  sí  misma 
es  un  elemento  necesario  para  su  progreso,  que  muy  fre- 


1  Artículos  1,326  y  1,420,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Arií«  ulo  3,023.  Cód.  Civ.  de  11^84. 

3  Leyes  9,  lib.  4?,  tít.  65,  C.  y  19  tít.  8?.   Part.  5?;  artículo  3,024,  Cód.  Civ.  de  1884- 
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cuentemente'  depende  de  la  localidad  en  que  está  estable- 
cida una  negociación/* 

**En  segundo  lugar  debe  tenerse  presente,  que  el  arren- 
damiento es  una  especie  de  enajenación;  porque  si  bien  el 
arrendador  conserva  el  dominio  de  la  cosa,  también  trans- 
mite al  arrendatario  el  goce  de  ella  y  tiene  por  consiguiente 
suspenso  este  derecho  durante  el  período  señalado  al  con- 
trato. No  puede  por  lo  mismo  sostenerse  en  justicia,  que 
es  transmisible  un  derecho  cuyo  ejercicio  está  suspenso  en 
virtud  de  un  pacto  anterior;  porque  ese  principio  sería  su- 
bersivo  de  los  que  establecen  que  nadie  puede  dar  lo  que 
no  tiene,  ni  disponer  de  lo  que  otro  disfruta  legalmente.  Y 
así  como  es  justo  que  la  finca  hipotecada  pase  al  compra- 
prador  con  el  gravamen,  porque  el  dueño  no  puede  dispo- 
ner de  una  parte  del  precio,  que  es  lo  que  representa  la 
hipoteca;  así  también  es  justo  que  la  finca  arrendada  pase 
al  nuevo  dueño  con  el  gravamen,  porque  el  arrendador  no 
puede  disponer  del  goce  de  ella,  que  es  lo  que  representa 
el  arrendamiento." 

Finalmente,  el  artículo  3,167  del  Código  declara  de  una 
manera  tan  innecesaria  como  inútil,  que  siempre  que  el 
arrendamiento  se  haya  hecho  en  fraude  de  los  acreedores, 
está  sujeto  á  las  reglas  establecidas  en  el  capítulo  3?,  tít.  5?, 
lib.  3?  del  mismo  ordenamiento.  ^ 

Decimos  que  tal  declaración  es  innecesaria  é  inútil,  por- 
que con,  ó  sin  ella,  si  el  contrato  se  celebra  con  perjuicio 
de  los  acreedores,  está  sujeto  á  las  reglas  que  la  ley  esta- 
blece para  rescindir  los  actos  y  los  contratos  ejecutados  en 
fraude  de  ellos. 


I   Artículo  3,031,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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V 


DISPOSICIONES  ESPECIALES  RESPECTO  DE  LOS 

ARRENDAMIENTOS 

POR  TIEMPO  INDETERMINADO. 


**  Aunque  después  de  la  nacionalización  de  bienes  ecle- 
siásticos, dice  la  Exposición  de  motivos,  no  es  fácil  que  sea 
tan  frecuente  el  arrendamiento  por  tiempo  indefinido,  como 
puede  aún  tener  lugar,  especialmente  en  las  fincas  urbanas, 
la  comisión,  adoptando  en  el  artículo  3,168  el  principio  es- 
tablecido en  la  ley  de  veinticinco  de  Junio  de  1856,  ha  se- 
ñalado para  estos  casos  el  término  de  tres  años  forzosos 
sólo  para  el  arrendador;  porque  éste  es  en  realidad  el  omiso 
y  debe  por  lo  mismo  ser  responsable  de  su  propio  hecho." 

Hemos  hecho  la  anterior  inserción  para  que  se  compren- 
dan más  fácilmente  las  razones  que  tuvieron  los  codificado- 
res para  establecer  en  el  artículo  3,168  del  Código,  que 
todos  los  arrendamientos,  seande  predios  rústicos,  sean  de 
urbanos,  que  no  se  hayan  celebrado  por  tiempo  determi- 
nado, deben  durar  tres  años ;  á  cuyo  vencimiento  terminarán 
sin  necesidad  de  previo  desahucio. ' 

De  tales  razones  se  infiere,  que  repugnando  los  codifi- 
cadores los  arrendamientos  de  larguísimo  tiempo  que  son 
unas  enajenaciones  disimuladas,  ó  unas  vinculaciones  que 
deprecian  los  bienes  raíces  y  los  alejan  de  la  circulación  del 
comercio,  determinaron  poner  un  término  á  los  abusos  que 
pudieran  cometerse  á  pretexto  de  tales  arrendamientos,  elu- 
diendo los  principios  sancionados  por  las  leyes  de  desamor- 


I  Artículo  3,032,  Cód.  Civ.  de  1884.  Véase  la  nota  I^  pág.  383. 
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tización,  y  al  efecto  señalaron  el  término  de  tres  años  á  esos 
contratos,  los  cuales  sólo  son  obligatorios  para  el  arrenda- 
dor, que,  pudiendo,  no  señaló  el  tiempo  que  debía  durar  el 
arrendamiento,  y  por  lo  mismo  debe  sufrir  las  consecuen- 
cias de  su  omisión  (art.  3,169,  Cód.  Civ.).' 

Sí  terminado  el  plazo  de  tres  años,  no  se  convinieren 
nuevamente  los  interesados  en  continuar  el  contrato,  y  el 
predio  fuera  urbano,  tiene  el  inquilino  el  plazo  de  treinta 
días  para  desocupar  la  finca,  durante  los  cuales  está  obli- 
gado á  poner  cédulas  y  á  mostrar  el  interior  de  la  casa  á 
los  que  pretendan  verla,  á  fin  de  que  el  propietario  no  su- 
fra perjuicio  alguno  (art.  3,170,  Cód.  Civ.).'' 

Pero  si  el  predio  arrendado  fuere  rústico,  el  arrendatario 
debe,  antes  de  levantar  la  cosecha  del  tercer  año,  ocurrir 
al  arrendador  á  prorrogar  el  contrato;  y  si  no  lo  hace  y  el 
arrendador  le  exige  aumento  de  renta  ó  la  desocupación 
de  la  finca,  disfruta  del  derecho  de  usar  de  las  tierras  y  edi- 
ficios por  el  tiempo  absolutamente  indispensable  para  la 
recolección  y  aprovechamiento  de  los  frutos  pendientes;  y 
nunca  lo  tendrá  para  pedir  indemnización  de  los  gastos  que 
haya  hecho  parala  nueva  siembra  (art.  3,171,  Cód.  Civ.).^ 

A  primera  vista  puede  parecer  que  este  principio  encie- 
rra una  injusticia  para  el  arrendatario  á  quien  le  niega  el 
derecho  de  cobrar  los  gastos  que  eroga  para  la  nueva  siem- 
bra, porque  enriquece  al  arrendador  á  sus  expensas  y  con 
su  perjuicio;  pero  la  más  ligera  reflexión  hace  comprender 


X    Artículo  3,032,  Cód.  Civ.  de  1884- 

2  Artículo  3,033,  Cód.  Civ.  de  1884. 
Reformado  en  los  términos  siguientes : 

"  Hecha  la  notiñcación  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  el  arrendatario  de  predio 
urbano  está  obligado  á  poner  cédulas  y  á  mostrar  el  interior  de  la  casa  á  los  que  preten- 
dan verlo.  Respecto  de  los  predios  rústicos,  se  observará  lo  dispuesto  en  los  artículos 
2,996  y  2,997." 

Esta  reforma  fué  una  consecuencia  necesaria  de  la  contenida  en  el  artículo  3,032. 

3  El  artículo  3,171  del  Código  de  1870  fué  suprimido  en  el  de  1884,  por  no  hallarse 
en  armonía  con  el  nuevo  sistema  adoptado  por  éste. 
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que  tal  principio  es  justo,  porque  si  el  arrendatario  sabe 
que  no  tiene  derecho  para  prolongar  el  término  del  arren- 
damiento contra  la  voluntad  del  arrendador,  y  sin  embargo 
siembra  ó  prepara  las  labores  necesarias,  se  presume  que 
quiso  hacer  donación  de  los  gastos  á  aquél,  los  cuales  que- 
dan compensados  por  otra  parte  con  el  uso  de  las  tierras  y 
edificios  para  la  recolección  de  los  frutos  pendientes  al  ter- 
minar el  contrato. 

Como  el  término  de  tres  años  que  la  ley  señala  á  la  du- 
ración del  arrendamiento  cuando  los  interesados  no  han 
convenido  en  un  plazo  determinado,  es  sólo  obligatorio  pa- 
ra el  arrendador,  es  claro  que  el  arrendatario  tiene  libertad 
para  poner  término  al  contrato  cuando  le  parezca.  Pero 
esta  libertad  no  es  absoluta,  sino  que  está  circunscrita  den- 
tro de  ciertos  límites  que  tienen  por  objeto  impedir  que  se 
le  causen  perjuicios  más  ó  menos  trascendentales  al  arren- 
dador. 

Por  tal  motivo,  declara  el  artículo  3, 1 72  del  Código  Civil, 
que  el  arrendatario  de  finca  rústica  por  tiempo  indetermi- 
nado que  no  quiera  continuar  el  arrendamiento,  tiene  el 
deber  de  avisar  al  arrendador,  dentro  de  los  primeros  dos 
años  y  sesenta  días  antes  de  que  termine  el  año  agrícola; 
y  que  si  no  cumple  ese  deber,  está  obligado  á  sostener  el 
contrato  por  el  año  agrícola  siguiente.  ^ 

Este  precepto  está  concebido  en  términos  poco  claros,  que 
pueden  inducir  á  un  error,  y  por  lo  mismo  es  preciso  com- 
prender cuál  sea  su  verdadera  mente. 

Esta  no  es  otra  que  la  de  obligar  al  arrendatario  á  dar 
aviso  al  arrendador,  sesenta  días  antes  de  que  termine  el 
año  agrícola,  de  que  no  quiere  continuar  el  arrendamien- 
to; y  tal  obligación  la  debe  cumplir  en  cada  uno  de  los  dos 
primeros  años,  porque  en  el  tercero  se  termina  necesaria- 

I  El  artículo  3,172,  fué  suprimido  en  el  Código  de  1884,  por  la  misma  raión  qoeel 
anterior. 
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mente  por  disposición  de  la  ley,  y  de  ello  tienen  pleno  co- 
nocimiento los  contratantes. 

Pero  el  cumplimiento  de  tal  deber  no  se  ha  dejado  al  ar- 
bitrio y  buena  voluntad  del  arrendatario,  sino  que  la  ley  la 
ha  querido  hacer  eficaz,  sancionándolo  con  la  obligación  de 
continuar  el  arrendamiento  por  el  año  agrícola  siguiente  si 
aquél  no  da  el  aviso  oportuno.  De  otra  manera,  los  inte- 
reses del  arrendador  sufrirían  trascendentales  perjuicios. 

Por  último,  el  artículo  3, 1 73  del  Código  declara,  que  si 
pasados  los  tres  años  obligatorios  para  el  arrendador  de 
predio  rústico^  no  hace  innovación  del  contrato,  y  el  arren- 
datario continúa  en  el  predio,  se  entenderá  prorrogado  el 
contrato  por  otro  año  agrícola. ' 

Esta  declaración  es  á  nuestro  juicio  innecesaria,  porque 
no  hace  más  que  reproducir  la  contenida  en  el  artículo  3, 136 
del  Código,  que  se  refiere  á  la  tácita  reconducción,  sin  que 
baste  para  justificarla  el  hecho  de  que  éste  es  relativo  á  los 
contratos  de  tiempo  determinado,  porque,  según  el  sistema 
adoptado  por  dicho  ordenamiento,  no  hay  arrendamientos 
de  tiempo  indefinido,  supuesto  que,  cuando  los  contratantes 
omiten  señalar  éste,  la  ley  viene  en  su  auxilio  determinan- 
do que  el  contrato  debe  durar  tres  años. 


VI 


DEL  ALQUILER  O  ARRENDAMIENTO 
DE  COSAS  MUEBLES. 

En  el  capítulo  I  de  esta  lección  dijimos  que  el  contrato 
de  arrendamiento  puede  recaer  sobre  toda  clase  de  cosas 
que  se  hallen  en  el  comercio,  raíces  ó  muebles,  corporales  ó 

I  £1  articulo  3>I73.  fué  suprimido  en  el  Código  de  1884,  por  la  misma  razón  que  el 
anterior. 


Digitized  by 


Google 


43^  Lecciones  de  Derecho  Civil. 


incorporales.  Así,  pues,  pueden  ser  materia  de  este  contra- 
to todas  las  cosas  muebles  no  fungibles,  que  están  en  el 
comercio  (art.  3,174,  Cód.  Civ.).' 

Dado  este  principio  y  establecidas  las  reglas  generales 
que  dominan  en  el  contrato  de  arrendamiento,  parece  que 
es  absolutamente  innecesario  hacer  el  estudio  de  él  con  re- 
lación á  las  cosas  muebles;  pero  no  es  así,  porque  está  regido 
por  reglas  especiales,  consecuencia  necesaria  de  la  natura- 
leza de  ellas. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  3,1 75  del 
Código,  que  son  aplicables  al  contrato  de  alquiler,  bajo 
cuyo  nombre  especial  se  designa  el  arrendamiento  de  co- 
sas muebles,  las  disposiciones  sobre  el  contrato  de  arren- 
damiento, en  la  parte  compatible  con  la  naturaleza  de  dichas 
cosas. ' 

El  arrendamiento  de  cosas  muebles  termina  en  el  plazo 
convenido,  y  á  falta  de  éste,  luego  que  concluye  el  uso  á  que 
la  cosa  hubiere  sido  destinada,  conforme  al  contrato.  Pero 
si  en  éste  no  se  hubiere  fijado  plazo  ni  se  hubiere  expresa- 
do el  uso  á  que  se  destina  la  cosa,  el  arrendatario  es  libre 
para  devolverla  cuando  quiera,  y  el  arrendador  no  puede 
pedirla  sino  después  de  cinco  días  de  celebrado  el  contrato; 
porque  si  aquél  no  la  devuelve,  es  porque  la  necesita  y  el 
dueño  no  recibe  perjuicio,  supuesto  que  entretanto  córrela 
renta;  y  si  el  tiempo  indicado  para  la  restitución  de  la  cosa 
es  insuficiente  para  el  arrendatario,  debe  éste  sufrir  las  con- 
secuencias de  su  propia  conducta,  por  no  haber  señalado 
plazo  ó  designado  el  uso  á  que  destinaba  la  cosa  (arts.  3,176 
y  3» 1 77»  Cód.  Civ.).^ 

En  cuanto  al  pago  de  la  renta,  el  Código  establece  las 


1  Artículo  3,034,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3.035,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Exposición  de  motivos;  artículo?  3,036)'  3,037,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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reglas  siguientes,  que  se  deben  observar,  salvo  pacto  en 
contrario  (art.  3,180,  Cód.  Civ.):' 

lí  Si  la  cosa  se  arrendó  por  años,  meses,  semanas  ó  días, 
la  renta  se  debe  pagar  al  vencimiento  de  cada  uno  de  esos 
términos  (art  3,178,  Cód.  Civ.):' 

2?  Si  el  contrato  se  celebró  por  un  término  fijo,  la  renta 
se  debe  pagar  al  vencerse  el  plazo  (art.  3,179,  Cód.  Civ^):3 

3?  Si  el  arrendatario  devuelve  la  cosa  antes  del  tiempo 
convenido,  cuando  se  ajustó  por  un  solo  precio,  está  obli- 
gado á  pagarlo  íntegro;  pero  si  el  arrendamiento  se  ajustó 
por  períodos  de  tiempo,  sólo  está  obligado  á  pagar  los  pe- 
ríodos corridos  (art.  3,181,  Cód.  Civ.):'* 

4?  El  arrendatario  está  obligado  á  pagar  la  cantidad  del 
precio  cuando  se  hace  el  arrendamiento  por  tiempo  fijo  y 
los  períodos  se  han  puesto  como  plazo  para  el  pago  (art. 
1,382,  Cód.  Civ.).^ 

Estas  dos  últimas  reglas  son  perfectamente  justas  y  pre- 
vén los  casos  que  pueden  acontecer,  esto  es,  cuando  el  arren- 
damiento se  ajusta  por  un  solo  precio,  cuando  se  hace  bajo 
la  misma  condición  por  períodos  de  tiempo,  y  cuando  se 
celebra  por  tiempo  fijo  y  se  señalan  períodos  de  tiempo  sólo 
para  el  pago. 

En  el  primer  caso,  previene  la  primera  regla,  con  toda 
justicia,  que  se  pague  íntegra  la  renta  estipulada  aun  cuan- 
do se  devuelva  la  cosa  antes  del  tiempo  convenido,  porque 
el  uso  de  ésta  se  arregló  por  un  solo  precio;  pero  si  se  ajus- 
tó el  arrendamiento  por  períodos,  por  meses,  años,  etc., 
entonces  se  debe  pagar  la  renta  correspondiente  á  los  pe- 
ríodos corridos,  porque  ésta  se  estipuló  por  cada  uno  de 


1  Artículo  3,040,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,038,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,039,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  3,041,  Cód.  Civ.  de  1884. 

5  Artículo  3,042,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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esos  períodos,  y  por  lo  mismo  son  tantas  rentas  cuantos  son 
ellos. 

La  segunda  regla  es  igualmente  justa,  porque  la  de- 
signación de  los  períodos  de  tiempo  sólo  tiene  por  objeto 
facilitar  el  pago  del  precio  convenido  del  arrendamiento, 
que  es  una  cantidad  fija  y  determinada  por  el  uso  de  la  cosa 
independientemente  del  transcurso  de  esos  períodos. 

En  el  Código  Civil  se  encuentran  sancionadas  reglas  que 
por  su  futilidad  ni  merecen  la  sanción  legaJ,  y  á  cada  paso 
nos  encontramos  con  ellas  y  sin  explicación  alguna  que  dar- 
les, si  no  es  el  afán  de  los  codificadores  de  fijar  principios 
con  toda  la  claridad  posible,  á  fin  de  evitar  confusiones. 

Así  es,  que  á  continuación  del  artículo  3,183  que  declara 
que  el  arrendamiento  de  las  casas,  almacenes,  tiendas  ó  es- 
tablecimientos industriales,  que  estuvieren  amueblados,  se 
deben  regir  por  las  disposiciones  establecidas  en  los  capí- 
tulos anteriores,  porque  los  muebles  sólo  son  un  accesorio 
de  aquéllos;  se  encuentra  el  artículo  3, 184,  que  declara  á  su 
vez,  que  cuando  se  alquilan  los  muebles  con  separación  del 
edificio,  su  alquiler  se  debe  regir  por  las  disposiciones  del  ca- 
pítulo relativo  al  alquiler  de  cosas  muebles.' 

La  primera  regla  es  conveniente  por  razón  de  claridad  y 
para  evitar  discusiones  y  controversias;  pero  la  segunda  es 
enteramente  innecesaria,  porque,  si  los  muebles  se  alquilan 
independientemente  del  edificio,  dejan  de  ser  accesorios  de 
él,  y  por  lo  mismo,  sólo  pueden  estar  regidos  por  las  reglas 
relativas  al  arrendamiento  de  cosas  muebles. 

Respecto  del  alquiler  de  los  animales,  establece  el  Códi- 
go Civil  las  reglas  siguientes,  que  son  una  consecuencia,  ó 
más  bien  dicho,  una  aplicación  de  las  reglas  generales  de 
los  contratos  y  de  las  especiales  del  arrendamiento,  y  que, 
por  lo  mismo,  no  necesitan  de  explicación. 

En  cuanto  á  la  entrega  de  los  animales  alquilados,  ó  más 

I  Artículos  3,043  y  3,044,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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bien,  en  cuanto  á  las  obligaciones  del  arrendador,  estable- 
ce el  Código  las  reglas  siguientes: 

I?  Si  el  alquiler  fuere  de  animales  en  general,  sin  deter- 
minar alguno,  tiene  el  arrendador  el  deber  de  entregar  los 
que  fueren  útiles  para  el  uso  á  que  se  destinen ;  pero  si  el 
alquiler  fuere  de  animal  determinado,  debe  entregar  el  que 
se  haya  designado  en  el  contrato  (arts.  3,185  y  3,186  Gód. 
Civ.).' 

2?  El  arrendador  debe  entregar  los  animales  en  el  lugar 
convenido,  y  á  falta  de  convenio  en  el  del  contrato  (art  3, 187, 
Cód.  Civ.).' 

3?  El  arrendador  está  obligado  á  dar  aviso  oportuno  al 
arrendatario  de  los  defectos  que  tiene  el  animal  alquilado 
que  pueden  causarle  perjuicios,  y  si  falta  á  ese  deber  es  res- 
ponsable de  esos  perjuicios  (art,  3,188,  Cód.  Civ.).^ 

4?  El  arrendamiento  de  animales  dura  el  tiempo  conve- 
nido, y  á  falta  de  convenio,  el  necesario  para  el  usa  pruden- 
te á  que  se  destinan;  y  por  consiguiente,  él  arrendador  no 
puede  quitar  el  animal  alquilado  al  arrendatario,  aunque  lo 
necesite  para  sí  mismo  (arts.  3,199  y  3,200,  Cód.  Civ.).* 

Son  obligaciones  del  ar/-en datarlo: 

I?  Dar  de  comer  y  beber  al  animal  durante  el  tiempo  que 
lo  tiene  en  su  poder,  de  modo  que  no  se  deteriore,  y  á  cu- 
rarle sólo  las  enfermedades  ligeras,  sin  poder  cobrar  nada 
por  esto  al  dueño  (art.  3,189,  Cód.  Civ.).^ 

2?  La  reposición  de  los  arneses,  no  siendo  considerable 
(art.  3,190,  Cód.  Civ,).^ 

Si  respecto  del  cumplimiento  de  estas  obligaciones  se  sus- 
citare alguna  diferencia,  se  debe  decidir  en  juicio  verbal, 


1  Artículos  3,045  y  3,046,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,047,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,048,  Cód,  Civ.  de  1884. 

4  Artículos  3,059  y  3,060,  Cód.  Civ.  de  1884. 

5  Artículo  3,049,  Cód,  Civ.  de  1884. 

6  Artículo  3,050,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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previa  calificación  de  peritos,  según  el  artículo  3, 191  del  Có- 
digo. ' 

3?  Destinar  el  animal  á  los  usos  convenidos,  y  por  tanto, 
no  puede  emplearlos  en  otros  distintos;  pero  si  en  el  con- 
trato no  se  expresó  el  uso  á  que  el  animal  se  destinaba,  el 
arrendatario  puede  emplearlo  en  aquellos  servicios  que  sean 
propios  de  su  especie  y  condición  (arts.  3, 192  y  '?,  193,  Cód. 
Civ.).= 

4?  Erogar  de  su  cuenta  los  gastos  que  ocasiona  el  uso 
del  animal,  si  no  se  ha  pactado  otra  cosa  (art.  3,194,  Cód. 
Civ.).^ 

La  pérdida  ó  deterioro  del  animal  se  presume  siempre  á 
cargo  del  arrendatario,  á  menos  que  él  pruebe  que  sobre- 
vino sin  su  culpa,  en  cuyo  caso  es  á  cargo  del  arrendador 
(art.  3,196,  Cód.  Civ.).^ 

De  este  principio  toma  origen  la  siguiente  obligación: 

5?  Responder  de  la  pérdida  ó  deterioro  aun  cuando  pro- 
vengan de  caso  fortuito,  si  usó  del  animal  de  un  modo  no 
conforme  con  el  contrato  y  si  el  caso  fortuito  no  hubiera  so- 
brevenido sin  ese  uso  (art.  3,197,  Cód.  Civ.).^ 

6?  La  entrega  al  arrendador  de  los  despojos  del  animal 
alquilado,  en  caso  de  muerte  de  éste,  si  son  de  alguna  uti- 
lidad y  es  posible  el  transporte  (art.  3,198,  Cód.  Civ.).^ 

El  arrendamiento  de  animales  termina: 

1 9  Por  haberse  cumplido  el  plazo  fijado  en  el  contrato  ó 
satisfecho  el  uso  á  que  se  destinó  el  animal  (art.  3, 134,  frac 
I  y  3»i39>  Cód.  Civ.).7 

2?  Cuando  se  arriendan  dos  ó  más  animales  que  forman 


1  Artículo  3,051,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  3,052  y  3,053,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,054,  Cód.  Civ.  de  1 884. 

4  Artículo  3,056,  Cód.  Civ.  de  1884. 

5  Artículo  3,057,  Cód.  Civ.  de  1884. 

6  Artículo  3,058,  Cód.  Civ.  de  1884. 

7  Artículo  3,002,  frac.  I  y  3,059,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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un  todo,  como  una  yunta  ó  un  tiro,  y  uno  de  ellos  se  inu- 
tiliza, se  rescinde  el  arrendamiento,  á  no  ser  que  el  dueña 
quiera  dar  otro  que  forme  un  todo  con  el  que  sobrevive  (art 
3,201,  Cód.  Civ.).' 

3?  Por  inutilizarse  sin  culpa  del  arrendador,  antes  de  ser 
entregados  al  arrendatario  los  animales  especificados  indi- 
vidualmente en  el  contrato,  si  aquél  avisa  á  éste  inmedia- 
tamente que  se  verificó  ese  acontecimiento;  pero  si  los  ani- 
males se  inutilizan  por  culpa  del  arrendador,  ó  si  no  da  aviso 
alguno  al  arrendatario,  queda  obligado  al  pago  de  los  daños 
y  perjuicios,  ó  á  reemplazar  el  animal  á  elección  de  aquél 
(art  3,212,  Cód.  Civ.)." 

En  el  caso  indicado,  si  no  se  trató  el  contrato  de  animal 
individualmente  determinado,  sino  de  un  género  y  numera 
designados,  el  arrendador  está  obligado  á  los  daños  perjui- 
cios siempre  que  faitea  la  entrega  (art.  3,203,  Cód.  Civ.).- 


1  Artículo  3,061,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,062,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,063,  Cód.  Civ.  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


444  Lecciones  de  Derecho  Civil. 


LECCIÓN  VIGÉSIMA  CUARTA. 


DE  LOS  CENSOS,  f 


PRINCIPIOS    GENERALES. 

La  palabra  censo  tiene  diversas  acepciones,  pues  tanto 
significa  la  lista  ó  padrón  de  los  habitantes  de  un  pueblo  ó 
de  una  localidad,  de  la  riqueza  de  ellos,  ó  el  tributo  ó  con- 
tribución que  se  impone  para  atender  á  las  necesidades  pú- 
blicas, como  la  pensión  anual  que  paga  el  dueño  de  una 
finca  gravada  con  esta  carga,  el  derecho  de  exigir  esa  pen- 
sión, ó  el  contrato  en  virtud  del  cual  se  ^adquiere  ese  de- 
recho. 

En  esta  última  acepción  la  tomamos,  es  decir,  como  un 
contrato,  y  bajo  ella  vamos  á  hacer  su  estudio  en  esta  lec- 
ción. 

El  artículo  3,206  del  Código  Civil  define  el  contrato  de 
censo,  diciendo  que  es  el  derecho  que  una  persona  adquie- 
re de  percibir  cierta  pensión  anual  por  la  entrega  que  hace 
á  otra  de  una  cantidad  determinada  de  dinero  ó  de  una  co- 
sa inmueble. ' 

No  creemos  que  esta  definición  sea  correcta  y  que  nos 
dé  una  idea  exacta  del  contrato,  porque  no  se  refiere  á  és- 

I  Artículo  3,066.  Cad.  Civ.  de  1884. 
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te,  sino  al  derecho  adquirido  en  virtud  de  la  celebración 
de  él. 

Completando  lo  que  falta  á  esa  definición,  podremos  de- 
cir que,  censo  es  el  contrato  en  virtud  del  cual  una  persona 
adquiere  el  derecho  de  percibir  cierta  pensión  anual  por  la 
entrega  de  una  cantidad  determinada  de  dinero  ó  de  una 
cosa  inmueble. 

De  la  definición  de  este  contrato  se  infiere,  que  es  bila- 
teral ó  sinalagmático,  porque  produce  obligaciones  recípro- 
cas para  ambos  contratantes,  de  las  cuales  la  una  es  la  causa 
de  la  otra;  pues  en  tanto  adquiere  el  uno  el  derecho  de 
percibir  la  pensión  anual,  en  cuanto  entrega  determinada 
cantidad  de  dinero  ó  una  cosa  inmueble  al  otro;  y  éste  ad- 
quiere el  derecho  de  recibir  esa  cantidad  ó  esa  cosa  en 
virtud  de  la  obligación  que  contrae  de  pagar  la  pensión 
anual. 

El  censo  es  también  un  contrato  oneroso,  conmutativo  y 
solemne,  porque  produce  gravámenes  y  provechos  recípro- 
cos para  ambos  contratantes,  y  porque,  según  declaración 
expresa  del  artículo  3,223  del  Código  Civil,  todo  censo  de- 
be constar  en  escritura  pública,  bajo  la  pena  de  nulidad.* 

Esta  exigencia  de  la  ley  es  fácilmente  comprensible,  si 
se  tiene  en  cuenta  que  el  censo  constituye  un  gravamen  que 
afecta  á  la  propiedad  inmueble,  que  para  que  produzca 
efecto  contra  tercero  es  indispensable  que  se  inscriba  en  el 
Registro  público,  y  que  sólo  pueden  inscribirse  los  actos  ó 
contratos  que  constan  en  escritura  pública. 

Los  autores  hacen  comunmente  grandes  desquisiciones 
acerca  del  origen  y  moralidad  de  los  censos,  queriéndolos 
justificar  del  cargo  de  usurarios  que  alguna  vez  se  les  ha 
hecho.  Pero  nosotros  no  los  seguiremos  en  esa  inútil  tarea, 
ya  porque  no  es  compatible  con  la  naturaleza  de  estas  lee- 


I  Artículo  3,083,  Cód.  Civ.  de  1884.  ^^^-^ 
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ciones,  ya  porque,  estando  permitida  por  nuestras  leyes  la 
libertad  de  la  tasa  de  los  intereses,  como  una  consecuencia 
necesaria  de  la  del  comercio,  no  puede  decirse  que  sea  in- 
moral el  contrato  que  tiene  por  objeto  hacer  que  los  capi- 
tales sean  productivos  de  intereses. 

Los  autores  se  han  dividido  disputando  acerca  de  la  na- 
turaleza de  los  derechos  que  nacen  por  la  constitución  de 
los  censos,  pues  unos  los  han  considerado  como  verdaderas 
hipotecas,  y  otros  como  servidumbres. 

Pero  una  y  otra  opinión  son  erróneas,  porque  el  censo  es 
un  contrato  principal  y  no  de  garantía  y  accesorio  como  la 
hipoteca,  ni  reviste  las  cualidades  características  de  la  ser- 
vidumbre, determinadas  por  la  definición  que  de  ella  da  el 
artículo  1,043  ^^1  Código  Civil,  diciendo  que  es  un  grava- 
men impuesto  sobre  una  finca  ó  heredad  en  provecho  ó 
para  servicio  de  otra  perteneciente  á  distinto  dueño. ' 

Según  el  sistema  adoptado  por  nuestra  legislación  actual, 
la  constitución  del  censo  da  origen  á  un  derecho  real  á  fa- 
vor del  censualista,  y  por  tanto,  respecto  del  censatario  im- 
porta un  gravamen,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  una  limitación 
del  derecho  de  dominio. 

En  apoyo  de  esta  tesis  podemos  invocar  el  artículo  3,225 
del  Código  Civil  que  declara,  que  los  censos  garantidos  con 
hipoteca,  disfrutan  de  todos  los  privilegios  de  ésta,  y  que 
los  que  carecen  de  esa  garantía,  aunque  dan  accióit  real,  no 
tienen  más  privilegio  que[el  que  les  concede  el  artículo  2,094; 
y  el  artículo  3?  del  Código  de  Procedimientos  enumera  en- 
tre las  acciones  reales  las  que  nacen  de  los  censos  consig- 
nativo  y  enfitéutico.* 

En  consecuencia,  debemos  establecer  que  el  censo  es, 
respecto  del  dueño  de  la  cosa  acensuada,  un  gravamen,  una 
limitación  del  derecho.de  dominio. 


I  Arl'-ulo  942,  Cód.  Civ.  de.iS^. 

2,  Ar   ^03  3,085  y  1,960,  Cód.,  Civ.  de.i 88^ 
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Antiguamente  se  dividían  los  censos  en  las  siguientes  es- 
pecies: 

I.   Reales,  personales  y  mixtos: 
II.   Perpetuos  y  temporales: 

III.  Redimibles  é  irredimibles. 

IV.  Consignativo: 
V.   Reservativo: 

VI.  Enfitéutico: 

VIL  Depósito  irregular. 

Pero  según  el  sistema  adoptado  por  el  Código  Civil,  só- 
lo se  distinguen  los  censos  en  consignativo  y  enfitéutico, 
pues  en  los  artículos  3,214  y  3,215  declara  expresamente 
que  todos  los  censos  que  se  constituyan  en  lo  venidero,  serán 
redimibles,  que  cualquier  pacto  que  se  celebre  en  contrario 
será  nulo,  y  que  los  censos  existentes  con  el  carácter  de 
irredimibles,  podrán  redimirse.' 

Estos  preceptos  se  fundan  en  un  principio  económico, 
cuya  justicia  resalta  á  primera  vista;  pues  como  dice  la  Ex- 
posición de  motivos,  '*es  necesario  para  el  progreso  y  des- 
arrollo de  la  riqueza  pública,  que  los  capitales  no  queden 
estancados  para  siempre,  como  sucedía  cuando  las  corpo- 
raciones, que  con  justa  razón  se  llamaban  de  matios  muer- 
taSy  convertían  en  censos  seculares  el  dinero  que  no  podían 
hacer  productivo  por  otros  medios.*' 

Ocupándose  Laurent  del  artículo  1,91 1  del  Código  Fran- 
cés, que  sanciona  el  mismo  principio  respecto  del  censo 
consignativo,  llamado  por  aquél  reiita  perpetua,  dice:  que 
la  redención  es  una  consecuencia  natural  del  contrato,  que  es 
un  préstamo,  que  otorga  al  deudor  el  derecho  de  reembol- 
sar el  capital;  y  si  en  el  contrato  se  fija  la  fecha  del  reem- 
bolso, tal  derecho  se  convierte  en  una  obligación. 

Tampoco  existe  la  distinción  de  los  censos  en  reales  y 


I   Artículos  3,074  y  3,07$  Cód.  Civ.  de  1884. 

/Google 


Digitized  by^ 


44^  Lecciones  de  Derecho  Civil. 


personales  y  mixtos;  pues  todos  son  reales,  en  virtud  de  que 
el  censo  que  se  conocía  antes  con  el  nombre  de  personal, 
constituye  ahora  un  contrato  aleatorio  que  lleva  el  nombre 
de  renta  vitalicia,  regido  por  las  reglas  generales  que  do- 
minan á  todos  los  contratos  aleatorios  y  por  las  especiales 
que  respecto  de  él  establece  la  ley. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  3, 211  del 
Código  Civil,  que  si  el  censo  se  constituye  por  la  vida  de 
una  ó  más  personas,  se  rige  por  las  disposiciones  relativas 
al  contrato  de  renta  vitalicia. ' 

El  censo  reservativo  fué  también  proscrito  de  nuestra 
legislación  por  el  artículo  3,212  del  Código  Civil  que  de- 
clara, que  si  uno  diere  á  otro  en  pleno  dominio  una  cosa 
inmueble,  reservándose  sólo  una  pensión,  el  contrato  se 
considerará  como  una  venta  á  plazo,  que  no  podrá  pasar 
de  diez  años,  y  se  regirá  por  las  disposiciones  del  contra- 
to de  compra-venta.  ^ 

Proscribiendo  el  Código  Civil  al  censo  reservativo  de 
nuestras  instituciones,  se  ha  separado  de  los  principios  adop- 
tados por  nuestra  antigua  legislación  y  por  muchos  de  los 
Códigos  modernos,  á  nuestro  juicio,  con  razón;  pues  como 
aparece  por  la  Exposición  de  motivos  ** además  de  ser  di- 
cho censo  inusitado  entre  nosotros,  es  más  bien  una  ven- 
ta, supuesto  que  el  antiguo  dueño  pierde  el  dominio  de  la 
cosa  y  sólo  conserva  el  derecho  de  percibir  una  pensión. 
No  había,  pues,  motivo  por  el  cual  conservar  un  contrato 
que  no  tiene  aplicación  práctica,  y  que  cuando  llegue  á  ce- 
lebrarse puede  ser  regido  por  los  preceptos  dictados  para 
otro  de  uso  constante." 

En  cuanto  al  plazo  durante  el  cual  se  deben  pagar  las 
pensiones  que  hacen  las  veces  de  precio,  se  limitó  á  diez 


1  Artículo  3,071,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,072,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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años,  porque  se  supuso  por  los  codificadores  que  en  ese 
tiempo  quedaría  totalmente  satisfecho  el  convenido. 

Esta  última  razón  no  nos  parece  convincente  ni  jurí- 
dica, porque  si  el  censo  que  se  llamaba  reservativo  se  con- 
sidera por  nuestras  leyes  como  una  venta  á  plazo,  regi- 
da por  las  reglas  que  éstas  establecen  para  el  contrato  de 
compra-venta,  entre  las  cuales  no  existe  alguna  que  limite 
la  facultad  de  los  contratantes  de  estipular  el  pago  del  pre- 
cio al  plazo  que  mejor  les  parezca;  no  hay  razón  alguna 
para  que  el  precepto  que  motiva  estas  observaciones  coarte 
esa  facultad,  mediante  el  señalamiento  de  diez  años  para  el 
pago  del  precio  convenido. 

La  verdad  es  que  en  la  mencionada  regla  se  hace  una 
transacción  con  el  pasado,  y  que  no  obstante  que  en  ella  se 
equipara  el  censo  reservativo  con  la  venta  á  plazo,  se  le 
iguala  al  censo  consignativo  en  cuanto  á  la  duración. ' 

Parece  que  sería  más  lógico  y  jurídico  establecer  que, 
fijado  el  precio  del  inmueble,  pudieran  los  interesados  con- 
venir libremente  el  número  de  anualidades  en  que  deba  ser 
pagado. 

Podría  objetarse  contra  nuestra  opinión  que  el  límite  á 
que  nos  referimos  tiene  por  objeto  el  interés  público,  porque 
es  antieconómico  que  los  bienes  raíces  permanezcan  gra- 
vados por  mucho  tiempo,  porque  á  causa  del  gravamen  que- 
dan sustraídos  del  comercio. 

Pero  á  esta  objeción  contestaremos,,  que,  á  ser  tomada  en 
consideración,  tenemos  que  llegar  á  una  de  estas  conse- 
cuencias: 

I?  Que  no  se  pueden  vender  bienes  inmuebles  á  plazo 
que  exceda  de  diez  años,  ya  sea  sin  constituir  una  garantía 
real  para  asegurar  el  pago  del  precio,  ya  constituyendo  hi- 
poteca con  el  mismo  fin  sobre  los  inmuebles  vendidos: 


I  Exposición  de  motivos. 
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2?  Que  hay  inconsecuencia  y  aun  contradicción  entre  la 
regla  establecida  por  el  artículo  3,212  y  los  principios  ge- 
nerales que  el  Código  Civil  sanciona  respecto  de  la  com- 
pra-venta y  de  la  hipoteca. 

Si  aceptárnosla  primera  consecuencia,  tendremos  que  el 
fundamento  sobre  que  reposa  la  regla  mencionada  no  pue- 
de ser  aplicable  en  el  caso  de  que  el  precio  no  esté  garan- 
tizado con  el  inmueble  vendido;  porque  la  obligación  del 
vendedor  es  puramente  personal  y  no  importa  un  gravamen 
para  aquél. 

Si  suponemos  que  el  pago  del  precio  está  garantizado  con 
hipoteca  constituida  sobre  el  inmueble  vendido,  resulta  una 
limitación  á  la  duración  de  la  hipoteca  que  no  se  halla  san- 
cionada por  ninguna  de  las  reglas  que  rigen  áeste  contra- 
to, y  por  lo  mismo,  que  tal  principio  no  es  aplicable  al  caso 
supuesto. 

En  efecto:  en  ninguno  de  los  preceptos  relativos  al  con- 
trato de  hipoteca  existe  uno  solo  que  exprese  ó  implícita- 
mente prohiba  que  las  hipotecas  duren  más  de  diez  años, 
y  antes  por  el  contrario,  la  ley  ha  dejado  áeste  respectóla 
más  completa  libertad  á  los  contratantes  en  beneficio  de  la 
libre  circulación  del  comercio. 

La  segunda  consecuencia  es  incontrovertible;  porque  si 
se  acepta  la  teoría  que  repugnamos,  resulta  una  palmaria 
contradicción  entre  el  precepto  del  artículo  3,212  y  las  que 
el  Código  Civil  sanciona  respecto  de  la  compra-ventay  de 
la  hipoteca;  porque  éstas  otorgan  á  los  contratantes  la  más 
amplia  libertad  para  estipular  que  el  pago  del  precio  ó  de 
la  cantidad  garantizada  por  la  hipoteca  se  verifique  por  el 
comprador  ó  el  deudor  en  el  plazo  que  más  convenga  á  sus 
intereses,  aunque  exceda  de  diez  años,  en  tanto  que  el  pre- 
cepto limita  el  plazo  á  este  tiempo. 

Contradicción  tan  notoria  como  imposible  de  conciliar  y 
los  resultados  absurdos  á  que  nos  conduce  la  objeción  pro- 
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puesta,  nos  demuestran  cuan  destituida  está  de  valor  y  efi- 
cacia para  destruir  los  razonamientos  que  fundan  nuestra 
opinión,  y  que,  á  ser  general,  se  hallaría  fuera  de  su  lugar, 
porque  tendría  por  objeto  regir  el  contrato  de  compra- 
venta. 

Finalmente,  nuestro  Código  proscribió  también  el  con- 
trato de  depósito  irregular  que,  como  hemos  dicho  antes,  se 
estimaba  como  una  especie  de  censo,  y  consistía  en  entre- 
gar á  alguna  persona  una  cantidad  de  dinero  por  plazo  de- 
terminado, durante  el  cual  pagaba  el  depositario  el  interés 
permitido  por  la  ley  y  se  garantizaba  con  hipoteca  ó  fianza. 
En  el  primer  caso  afectaba  la  naturaleza  del  censo  consig- 
nativo,  y  en  los  demás  se  confundía  con  el  mutuo  con  in- 
terés. 

Esta  circunstancia  hacía  que  careciera  de  una  naturaleza 
perfectamente  definida,  y  dio  lugar  á  que  el  artículo  2,673 
del  Código  hiciera  declaración  expresa  de  que  el  depósito 
irregular  no  se  rige  por  las  disposiciones  relativas  al  depó- 
sito, sino  por  las  que  arreglan  el  censo  consignátivo  cuan- 
do el  dinero  se  impone  sobre  los  bienes  inmuebles,  ó  por 
las  del  mutuo  con  interés  si  no  existe  esta  circunstancia,  ya 
sea  que  en  uno  ó  en  otro  caso  se  constituya  ó  no  hipoteca. ' 

Pues  bien,  el  artículo  3,213  del  Código  Civil  ha  repro- 
ducido el  precepto  contenido  en  el  artículo  2,673,  declaran- 
do que  el  contrato  llamado  depósito  irregular  y  toda  impo- 
sición de  dinero  sobre  inmuebles,  tendrán  en  lo  venidero  el 
nombre  de  censo  consignátivo  y  se  regirán  por  las  disposi- 
ciones relativas  á  los  censos. ' 

La  razón  fundamental  de  estos  preceptos  consiste  en  la 
conveniencia  de  suprimir  un  pacto,  que  debiendo  tener  re- 
glas fijas,  se  ha  considerado  irregular,  sin  que  haya  nece- 


1  Artículo  2,555,  Cód.  Cív.  de  1884. 

2  Artículos  3,073  y  2,555,  Cód.  Civ.  de  1884 
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sidad  de  sujetarlo  á  reglas  especiales,  estando  comprendido 
en  otros,  según  sus  especies  diferentes. ' 

Se  llama  consignativo  el  censo,  dice  el  artículo  3,207  del 
Código  Civil,  cuando  el  que  recibe  el  dinero  consigna  al 
pago  de  la  pensión  la  finca,  cuyo  dominio  pleno  conserva; 
y  el  artículo  3,209  dice  á  su  vez,  que  en  tal  caso  el  que  re- 
cibe la  pensión  se  llama  censualista,  y  el  que  la  paga  cen- 
satario. ^ 

Se  llama  enfitéutico  el  censo,  cuando  la  persona  que  re- 
cibe la  finca,  adquiere  sólo  el  dominio  útil  de  ella,  conser- 
vando el  directo  la  que  recibe  la  pensión;  y  en  tal  caso  el 
que  recibe  ésta  se  llama  dueño,  y  el  que  la  paga  enfiteuta 
(arts.  3,208  y  3,210,  Cód.  Civ.).^ 

Dijimos  antes  que,  según  el  sistema  adoptado  por  nues- 
tro Código,  todos  los  censos  son  redimibles,  y  que  los  cons- 
tituidos con  anterioridad  con  el  carácter  de  irredimibles, 
pueden  redimirse  por  convenio  de  los  interesados,  porque 
así  conviene  al  interés  público,  que  demanda  la  libre  circu* 
lación  délos  inmuebles  en  el  comercio,  de  la  cual  quedan 
en  cierto  modo  sustraídos  por  la  constitución  de  los  censos. 

Pues  bien,  completando  ese  sistema,  declara  el  artículo 
3,216  del  Código,  que  los  censos  no  pueden  redirpirse  par- 
cialmente, sino  en  virtud  de  pacto  expreso.^ 

Esta  declaración  es,  á  nuestro  juicio,  innecesaria,  porque 
de  que  el  Código  Civil  declare  redimibles  los  censos  y  de 
que  otorgue  la  facultad  de  redimir  por  convenio  de  los  in- 
teresados los  constituidos  anteriormente  con  la  calidad  de 
irredimibles,  no  se  infiere  ni  lógica  ni  legalmente  que  pue- 
da hacerse  la  redención  pagando  el  capital  impuesto  en  por- 
ciones parciales  con  detrimento  del  censualista. 


1  Exposición  de  motivos. 

2  Artículos  3,067  y  3,069,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículos  3,068  y  3,070,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  3,076,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Creemos  que  tal  declaración  es  innecesaria,  porque  no 
siendo  en  realidad  la  redención  del  censo  otra  cosa  que  el 
pago  del  capital  impuesto  sobre  la  finca  acensuada,  está  re- 
gida necesariamente  por  las  reglas  generales  que  sobre  el 
pago  establece  el  Código  Civil,  según  las  cuales  debe  ha- 
cerse del  modo  que  se  hubiere  pactado;  y  nunca  puede  hacer- 
se parcialmente,  sino  en  virtud  de  convenio  expreso  ó  de 
disposición  de  la  ley  (art.  1,639,  Cód.  Civ.).' 

Sin  embargo,  no  la  creemos  digna  de  reproche,  porque 
previene  y  evita  toda  interpretación  violenta  que  pudiera 
hacerse  de  las  disposiciones  legales  antes  citadas,  y  las  con- 
tiendas que  pudieran  surgir  de  ella. 

Todos  los  autores  que  se  han  ocupado  del  estudio  de  nues- 
tras antiguas  leyes  sobre  la  materia  que  es  el  objeto  de  esta 
lección,  sostienen  que  son  tres  los  elementos  que  deben  con- 
currir en  la  constitución  de  un  censo,  ya  sea  que  éste  se  im- 
ponga en  virtud  de  un  contrato,  ya  sea  por  testamento  ó 
por  donación  entre  vivos,  pues  de  las  tres  maneras  puede 
constituirse. 

Tales  elementos  son: 

1 9  El  capital  ó  cantidad  de  dinero  que  se  impone: 
2?  La  cosa  sobre  que  se  impone: 
3?  La  pensión  que  debe  pagar  el  censatario. 
En  cuanto  al  primer  requisito,  ha  prevalecido  la  opinión 
de  los  jurisconsultos  que  sostienen  que  el  capital  debe  con- 
sistir precisamente  en  dinero  efectivo  y  debe  entregarse  al 
censatario,  menos  en  los  casos  en  que  el  censo  se  constitu- 
ye por  testamento  ó  por  donación,  en  los  cuales  el  censua- 
lista cobra  la  pensión  sin  haber  entregado  el  capital. 

Antes  se  estimaba  también  como  un  requisito  indispen- 
sable que  el  capital  se  hallara  en  la  debida  proporción  con 
la  pensión,  á  fin  de  que  el  censo  no  tuviera  el  vicio  de  usu- 


I  Artículo  1,525,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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rario;  pero  actualmente  no  es  necesaria  la  proporcionalidad 
entre  el  capital  y  la  pensión,  supuesto  que  los  contratantes 
son  libres  por  la  ley  para  señalar  la  tasa  de  los  intereses 
que  deben  producir  los  capitales,  porque  así  lo  exige  la  li- 
bertad del  comercio. 

Respecto  de  la  cosa  sobre  la  cual  se  impone  el  censo,  de- 
be ser  inmueble  ó  raíz,  porque  sirviendo,  como  en  la  hipo- 
teca, para  garantir  el  pago  del  capital  y  de  las  pensiones, 
era  preciso  que,  como  ésta,  sólo  pueda  constituirse  sobre 
bienes  raíces;'  y  fructífera,  porque  teniendo  por  objeto  el 
censo  la  adquisición  del  derecho  de  cobrar  una  pensión 
anual,  malamente  podría  pagarse  de  una  finca  que  no  fue- 
ra fructífera.' 

Nuestro  Código  nada  establece  expresamente  con  res- 
pecto á  la  naturaleza  de  las  cosas  sobre  las  cuales  se  puede 
constituir  el  censo;  pero  de  las  definiciones  que  da  del  censo 
consignativo  y  del  enfitéutico,  diciendo  que  el  primero  se 
constituye  cuando  el  que  recibe  el  dinero,  consigna  al  pago 
Idi^nca,  cuyo  dominio  pleno  conserva,  y  el  segundo  cuan- 
do la  persona  que  recibe  la  finca,  adquiere  el  dominio  útil 
de  ella,  se  infiere  lógica  y  necesariamente,  que  tales  cen- 
sos, los  únicos  que  admite  y  reglamenta  aquel  ordenamien- 
to, sólo  pueden  constituirse  sobre  cosas  raíces  (arts.  3,207 
y  3,208,  Código  Civ.).3 

Otro  tanto  debemos  de  decir  respecto  de  la  circunstan- 
cia de  que  la  cosa  sobre  la  cual  se  impone  el  censo  debe  ser 
fructífera,  pues  nuestro  Código  nada  establece  expresamen- 
te; pero  sanciona  preceptos  de  los  cuales  se  infiere  la  ne- 
cesidad de  ese  requisito. 

En  efecto:  el  artículo  3,232  declara,  refiriéndose  al  censo 


1  Viso,  tomo  111,  pág.  436. 

2  Gutiérrez  Fernández,  tomo  II,  pág.  720;  Viso,  tomo  111,  pág.  435;  Avendaño, 
cap.  53,  núms.  2y  3. 

3  Artículos  3,066  y  3.067,  Cód.  Civ.  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


Lecciones  de  Derecho  Civjl.  455 

consignativo,  que  si  la  cosa  acensuada  se  destruye  en  par- 
te sin  dolo  ó  culpa  del  censatario,  podrá  pedir  éste  la  re- 
ducción de  las  pensiones  en  proporción  á  lo  que  queda  de 
ella;  el  artículo  3,234  declara  también,  que  por  la  destruc- 
,ción  ó  esterilidad  completa  de  la  cosa  se  extingue  el  censo; 
y  por  último,  el  artículo  3,235  establece,  que  restaurada  ó 
fertilizada  la  finca,  revive  el  censo,  si  la  restauración  se  ha- 
ce por  el  censatario. ' 

Respecto  del  censo  enfitéutico,  declara  el  artículo  3,266 
que  el  enfiteuta  tiene  el  derecho  de  usufructuar  el  predio;  y 
el  artículo  3,287  declara  á  su  vez,  que  en  caso  de  esterili- 
dad extraordinaria  ó  destrucción  fortuita  de  los  frutos,  de 
modo  que  no  quede  de  éstos  lo  bastante  para  pagar  la  pen- 
sión, deducido  el  costo  de  la  semilla  y  gasto  de  cultivo, 
no  está  obligado  el  enfiteuta  á  pagar  lo  que  falte,  con  tal 
de  que  dé  aviso  al  dueño  antes  de  levantar  la  cosecha. "" 

Todos  estos  preceptos  que  relevan  al  censatario  y  al  en- 
fiteuta del  pago  de  la  pensión  ó  le  permiten  reducirla,  se- 
gún que  la  cosa  acensuada  se  esterilice  ó  destruya  total  ó 
parcialmente,  demuestran  la  necesidad  de  que  tal  cosa  sea 
fructífera. 

En  cuanto  al  tercer  requisito,  establece  el  artículo  3,217 
del  Código,  la  libertad  absoluta  de  los  contrayentes  para 
determinar  el  rédito  que  debe  pagar  el  censatario  al  tiem- 
po de  celebrar  el  contrato;  pero  previendo  el  caso  en  que 
sean  omisos  sobre  ese  punto  tan  importante,  declara,  que  á 
falta  de  coavenio,  el  rédito  debe  ser  el  de  un  seis  por  ciento 
anual.  ^ 

Como  ya  hemos  expuesto  en  otra  parte,  los  fundamentos 
sobre  los  cuales  reposa  la  prescripción  que  determina  la  ta- 
sa legal  de  los  intereses',  nos  limitamos  á  manifestar  que  los 


\  Artículos  3,0923,093,  3,095  y  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  3.126  y  3,250,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,077,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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debidos  por  causa  del  censo,  esto  es,  las  pensiones,  se  han 
de  pagar  en  los  plazos  convenidos  por  los  contratantes,  y 
á  falta  de  convenio,  por  tercios  vencidos  (art.  3,219,  Cód. 
Civ.)/ 

Con  el  objeto  de  impedir  que  el  censatario,  negando  ú* 
ocultando  los  recibos  intente  eludir  el  pago  de  las  pensio- 
nes y  alegar  la  prescripción,  el  artículo  3,220  del  Código 
Civil  faculta  al  censualista  para  obligar  á  aquél  al  tiempo 
de  entregar  el  recibo  de  cualquiera  pensión  ó  rédito,  á  que 
'  le  dé  un  resguardo  en  que  conste  haberse  hecho  el  pago.' 

Respecto  del  cobro  de  las  pensiones,  establece  el  artícu- 
lo 3,223  del  Código,  que  la  acción  dirigida  á  ese  fin  en  toda 
clase  de  censos,  se  debe  entablar  en  juicio  verbal,  conforme 
á  las  prescripciones  del  Código  de  Procedimientos,  y  sin 
consideración  á  la  cantidad  que  aquéllas  importen.  ^ 

La  Exposición  de  motivos  nos  explica  los  fundamentos 
de  este  precepto,  diciendo  que  tiene  por  objeto  hacer  efecti- 
vo el  cobro  de  las  pensiones  y  dar  más  precio  al  contrato 
de  censo,  que  como  casi  siempre  ha  de  ser  garantido  con 
hipoteca,  hará  que  ésta  sea  más  digna  de  estimación. 

Ciertamente  que  no  es  satisfactoria  la  explicación  á  que 
acabamos  de  hacer  referencia,  ya  porque  jamás  podrá  jus- 
tificar la  usurpación  cometida  por  el  Código  Civil,  incrus- 
tando entre  sus  preceptos,  uno  que  es  materia  exclusiva  del 
de  Procedimientos,  ya  porque  la  forma  del  juicio  verbal  no 
es  á  la  verdad  más  breve  y  rápida  que  el  juicio  sumario  es- 
crito. 

Además,  el  artículo  3,223  del  Código  Civil  sanciona  una 
regla  enteramente  inútil,  porque  siempre  se  constituye  el 
censo  garantido  con  hipoteca;  y  tal  circunstancia  da  moti- 
vo para  que  los  censualistas  cobren  las  pensiones  mediante 


1  Tomo  III,  pág.  204;  artículo  3,079,  Cód.  Civ.  <le  1884. 

2  Artículo  3,080,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,083,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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el  juicio  hipotecario,  que  es  sumario  y  ofrece  la  garantía  de 
traer  consigo  el  secuestro  de  la  finca  acensuada,  cuya  po- 
sesión adquiere  el  acreedor. 

Como  acabamos  de  indicar,  los  censos  se  pueden  cons- 
tituir garantizando  el  pago  de  capital  y  de  las  pensiones  con 
hipoteca  de  la  cosa  acensuada,  ó  sin  ella.  Pues  bien,  en  el 
primer  caso,  dice  el  artículo  3,225,  disfrutan  de  todos  los 
privilegios  de  la  hipoteca;  y  en  el  segundo,  aunque  dan  ac- 
ción real,  no  tienen  más  privilegio  que  el  que  les  concede  el 
artículo  2,094.' 

En  otros  términos:  el  precepto  á  que  nos  referimos  su- 
pone el  caso  de  un  concurso,  y  determina  cuál  es  el  orden 
de  pago  de  los  censos,  según  que  estén  garantizados  ó  no 
con  hipoteca;  y  establece  que  en  el  primer  caso  es  el  crédito 
singularmente  privilegiado,  toda  vez  que  el  Código  Civil 
ha  sido,  como  dijimos  en  otra  parte,  generoso  en  conce- 
siones con  el  acreedor  hipotecario,  librándolo  de  la  obli- 
gación de  entrar  en  concurso  como  los  demás  acreedores, 
otorgándole  la  facultad  de  enajenar  los  bienes  hipotecados 
en  lo  privado,  y  sin  las  solemnidades  judiciales,  y  el  dere- 
cho de  preferencia  sobre  los  acreedores  personales  por  la 
parte  que  hubiere  quedado  insoluta  de  su  crédito,  después 
de  vendidos  aquellos  bienes. ' 

En  el  segundo  caso,  cuando  el  censo  no  está  garantido 
con  hipoteca,  no  goza  de  ninguno  de  esos  privilegios  tan 
ventajosos,  y  aunque  otorga  al  censualista  un  derecho  real 
sobre  la  cosa  acensuada,  lo  pospone  en  el  caso  de  concur- 
so, al  crédito  hipotecario,  y  lo  coloca  en  la  categoría  de  los 
de  cuarta  clase,  esto  es,  entre  los  personales  que  constan 
en  escritura  pública. 

La  razón  de  la  diferencia  entre  el  censo  garantido  con 
hipoteca  y  el  que  carece  de  esa  garantía,  no  es  otra  que  el 


1  Artículos  3,085  y  1,960,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Tomo  IV,  pág.  137. 
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deseo  que  tuvieron  los  codificadores  de  hacer  singularmen- 
te privilegiados  los  créditos  hipotecarios,  á  fin  de  darle  pres- 
tigio á  la  hipoteca  y  robustecerla  para  que  fiaera  un  elemen- 
to de  verdadera  seguridad  para  los  capitales  y  facilitar  su 
circulación. ' 

El  capital  del  censo  sólo  es  exigible  al  vencimiento  del 
plazo  estipulado  por  los  contrayentes;  sin  embargo,  puede 
exigirse  antes  en  los  casos  de  quiebra  ó  insolvencia  del  deu- 
dor, ó  por  falta  de  pago  de  una  sola  de  las  pensiones,  se- 
gún lo  declara  el  artículo  3,218  del  Código  Civil.' 

La  regla  contenida  en  este  precepto  no  es  en  realidad  más 
que  la  reproducción  de  la  sancionada  por  el  artículo  1,477 
del  Código,  según  la  cual,  se  puede  exigir  el  cumplimiento 
de  la  obligación,  aun  cuando  no  se  haya  vencido  el  plazo 
estipulado,  al  deudor  constituido  en  quiebra,  al  que  se  ha- 
llare en  notoria  insolvencia  y  al  que  hubiere  disminuido  por 
actos  propios  las  seguridades  otorgadas  al  acreedor.^ 

En  consecuencia,  el  precepto  primeramente  citado  repo- 
sa sobre  los  mismos  fundamentos  que  el  segundo:  esto  es, 
la  consideración  de  que  el  plazo  se  otorgó  al  deudor  por- 
que se  le  estimaba  solvente,  pues  de  otra  manera  no  se  le 
habría  concedido  ni  aun  se  habría  celebrado  el  contrato  con 
él ;  y  porque  habiendo  cedido  todos  sus  bienes  á  sus  acree- 
dores, no  le  queda  con  que  pagarles  á  aquellos  cuyos  crédi- 
tos no  han  vencido,  ni  es  posible  esperar  á  su  vencimiento 
con  perjuicio  de  los  demás,  cuyo  interés  exige  la  pronta  li- 
quidación del  activo  y  del  pasivo  del  deudor,  á  fin  de  ser 
pagados  en  la  porción  que  fuere  posible.* 
♦  Nuestro  Código  se  ha  separado  del  Francés  establecien- 
do la  caducidad  del  plazo  convenido,  por  el  solo  hecho  de 


1  Exposición  de  motivos. 

2  Artículo  3,078,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  1,361,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Tomo  III,  pág.  115  y  siguientes. 
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no  pagar  el  censatario  en  su  oportunidad  una  sola  de  las 
pensiones,  aceptando  así  un  sistema  de  rigor  que,  si  bien 
puede  justificarse  diciendo  que  la  falta  de  pago  demuestra 
la  insolvencia  del  deudor,  también  puede  dar  origen  á  la 
comisión  de  abusos,  con  detrimento  de  la  justicia,  en  mu- 
chos casos  en  que  la  falta  de  pago  de  la  pensión  no  pro- 
venga de  la  insolvencia,  sino  de  circunstancias  anormales 
y  no  imputables  al  deudor. 

Larga  y  debatida  discusión  se  ha  sostenido  entre  los  ju- 
risconsultos, acerca  de  si  los  capitales  de  los  cenaos  eran  ó 
no  prescriptibles,  dando  lugar  á  laboriosas  é  interminables 
contiendas  judiciales;  pero  el  artículo  3,221  de  nuestro  Có- 
digo ha  venido  á  poner  fin  á  esa  discusión  y  sus  conse- 
cuencias, declarando  que  el  capital  del  censo  prescribe  á 
los  veinte  años,  y  los  réditos  ó  pensiones  en  el  plazo  seña- 
lado por  el  artículo  1,212,  es  decir,  en  cinco  años.' 

Como  es  de  suponerse,  la  prescripción  en  los  censos,  así* 
como  en  las  demás  obligaciones  de  prestaciones  periódicas, 
comienza  á  correr,  según  los  principios  elementales  del  de- 
recho, desde  la  fecha  en  que  dejan  de  pagarse  aquéllas. 

Por  lo  demás,  el  precepto  á  que  nos  referimos  no  es  más 
que  la  inútil  repetición  del  contenido  en  el  artículo  1,216 
del  Código,  que  declara  que  la  obligación  de  devolver  el 
capital  en  el  censo  consignativo,  prescribe  en  veinte  años 
contados  desde  el  día  en  que  haya  sido  legalmente  exigi- 
ble.^ 

Para  concluir  este  capítulo  debemos  de  notar  que  el  ar- 
tículo 3,224  del  Código  declara,  que  en  todo  loque  no  esté 
determinado  especialmente  por  el  mismo  ordenamiento  res- 
pecto de  lo^  censos,  se  debe  regir  por  lo  dispuesto  en  los 
títulos  89  y  9?,  del  libro  tercero.^ 


1  Artículos  3,080  y  1,103,  Cód.  Civ.  de  1884.   Véase  lu  nota  3'>,  pág.  365.  tomo  II. 

2  Artículo  1,106,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,084,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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En  otros  términos,  ese  precepto  ordena  que,  si  para  re- 
solver las  dificultades  que  pudieran  presentarse  fueren  in- 
suficientes las  reglas  establecidas  en  el  título  de  los  censos, 
deberá  recurrirse,  como  supletorias,  á  las  contenidas  en  los 
títulos  8?  y  9?  del  libro  tercero  del  Código  Civil,  que  tra- 
tan de  la  hipoteca  y  de  la  graduación  de  acreedores. 


II 
DEL  CENSO  CONSIGNATIVO. 


Se  llama  consignativo  el  censo,  según  dijimos  antes,  cuan- 
do el  que  recibe  el  dinero,  consigna  al  pago  de  la  pensión 
la  finca,  cuyo  dominio  pleno  conserva  (art.  3,207,  Cód. 
Civ.).' 

Mucho  han  discutido  antes  de  ahora  los  jurisconsultos 
acerca  de  la  naturaleza  del  censo  consignativo  para  defen- 
derlo del  carácter  de  usurario,  sosteniendo  que  es,  ya  una 
hipoteca,  ya  una  servidumbre,  ya  por  fin,  una  compra -ven- 
ta, mediante  la  cual  adquiere  el  censualista  el  derecho  de 
percibir  una  pensión  anual  en  dinero,  que  debe  ser  necesa- 
riamente proporcionada  al  capital,  toda  vez  que  este  es  el 
precio,  y  que  debe  tener  la  cualidad  de  justo. 

Pero  tal  discusión  es  en  la  actualidad  enteramente  inútil, 
porque  ha  desaparecido  con  los  adelantos  de  la  ciencia  eco- 
nómica el  horror  que  se  les  tenía  á  los  contratos  mediante 
los  cuales  se  hacía  el  dinero  productivo  de  intereses,  y  no 
hay  necesidad  de  inventar  teorías  y  de  hacer  violencia  á  los 
principios  de  la  ciencia  para  mal  encubrir  la  naturaleza  de 
.tales-contratos  y  defenderlos  del  cargo  de  usurarios. 


Artículo  3,067,  Cód,  Civ.  de  1884. 
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El  censo  consignativo  es  un  contrato  que  afecta  una  na- 
turaleza especial,  distinta  de  la  del  contrato  de  compra- 
venta, porque  importa,  como  hemos  dicho  antes,  un  grava- 
men para  la  finca  consignada  al  pago  del  capital,  una  limi- 
tación del  dominio,  que  da  al  censualista  un  derecho  real 
sobre  aquélla,  y  que,  por  lo  mismo,  puede  ejercitarlo  contra 
cualquier  poseedor. 

Los  contratantes  son  arbitros  absolutos  para  determinar 
el  plazo  á  cuyo  vencimiento  deba  hacerse  la  redención  del 
censo,  pero  nunca  pueden  señalar  uno  mayor  de  diez  años; 
porque  la  ley  no  puede  permitir  qué  los  capitales  se  vayan 
estancando  por  medio  de  imposiciones  que  los  ponen  fuera 
de  la  circulación  del  comercio,  con  perjuicio  de  la  riqueza 
pública  (art  3,227,  Cód.  Civ.).' 

Difícilmente  se  puede  decir  la  razón  que  tuvieron  nues- 
tros codificadores  para  señalar  el  plazo  de  diez  años  como 
máximun  de  la  duración  del  censo  consignativo,  porque  no 
existe  alguna  conocida  y  menos  que  pueda  justificarse. 

El  Código  equipara  los  censos  á  la  hipoteca  y  los  subor- 
dina en  los  casos  no  previstos  especialmente  en  el  título  en 
que  se  ocupa  de  ellos,  á  las  reglas  relativas  á  aquéllas,  las 
cuales  se  hallan  en  oposición  con  el  precepto  que  señala  el 
plazo  de  diez  años  á  la  existencia  de  ellos;  porque  permite 
y  no  prohibe  que  los  capitales  garantizados  con  hipotecas, 
sean  reembolsables  en  el  plazo  que  convengan  los  contra- 
tantes sin  límite  de  ninguna  especie. 

Se  dice  en  apoyo  del  precepto  que  nos  ocupa,  que  es  ne- 
cesario para  el  progreso  y  desarrollo  de  la  riqueza  pública 
que  los  capitales  no  queden  estancados  para  siempre,  como 
sucedía  cuando  las  corporaciones  que,  con  justa  razón  se  lla- 
maban mantos  muertas,  convertían  en  censos  seculares  el 
dinero  que  no  podían  hacer  producir  por  otros  medios.  ^ 


1  Artículo  3,087,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Exposición  de  motivos. 
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Pero  esta  misma  razón  puede  alegarse  respecto  de  la  hi- 
poteca, y  sin  embargo,  los  codificadores  no  le  impusieron 
el  mismo  límite  que  al  censo  consígnativo. 

Algunos  creen  encontrar  grandes  afinidades  entre  el  mu- 
tuo con  interés  y  el  censo  consignativo.  Y  si  aceptamos  que 
así  sea  en  efecto,  encontraremos  siempre  la  falta  de  razón 
en  nuestros  codificadores  al  señalar  diez  años  para  ladura- 
eción  del  censo  consignativo. 

Los  términos  en  que  está  concebido  el  precepto  que  es- 
tablece la  prohibición  á  que  nos  referimos,  nos  hacen  com- 
prender que  la  transgresión  de  ella  produce  la  nulidad  de 
los  derechos  y  obligaciones  que  adquieran  ó  se  impongan  los 
contratantes;  pero  tal  nulidad  no  es  absoluta,  de  manera  que 
produzca  la  ineficacia  del  censo  y  dé  derecho  á  cada  uno  de 
aquéllos  para  reclamar  lo  que  por  su  parte  hubiere  entre- 
gado y  le  imponga  el  deber  de  restituir  lo  que  hubiere  re- 
cibido, sino  circunscrita  dentro  de  ciertos  límites. 

En  efecto:  el  mismo  precepto  declara,  que  si  el  término 
de  la  redención  excediere  de  diez  años,  subsistirá  el  censo 
sólo  como  obligación  personal;  y  que  si  estuviere  garantido 
con  hipoteca,  se  debe  observar  lo  que  disponen  los  artículos 
1,991  y  1,992  del  Código  Civil. ' 

A  primera  vista  no  se  comprende  bien  cuál  ha  sido  la 
mente  de  los  codificadores  al  hacer  esta  declaración,  y  por 
tal  motivo,  hay  necesidad  de  precisar  bien  su  sentido. 

La  mente  de  los  codificadores  no  ha  sido  otra  sino  decla- 
rar la  nulidad  de  las.  obligaciones  contraídas  por  los  con- 
tratantes con  el  carácter  de  censo,  pero  dejándolas  subsistir 
con  el  de  puramente  personales;  y  en  el  caso  de  que  estu- 
viere éste  garantido  con  hipoteca,  estimar  el  exceso  de  los 
diez  años  como  una  prórroga  de  ésta,  circunstancia  que  le 
» conserva  la  prelación  que  le.  correspondía  desde  su  origen, 


I  Artícoloí»  1,867  y  1,868,  Cód.  Gv.  de.  18^.  Véase  la  noU  2*,  pág.  68,  tomo  IV 
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pero  que  la  pierde  s¡  el  exceso  corresponde  á  una  segunda 
ó  tercera  prórroga,  pues  entonces  sólo  tiene  la  preferencia 
que  le  corresponde  por  la  fecha  de  su  última  inscripción. 

En  otros  términos:  el  censo  conserva  su  carácter  con  to- 
das sus  consecuencias  jurídicas  durante  los  diez  primeros 
años,  y  vencidos  éstos,  pierde  el  carácter  de  censo,  no  da 
ya  origen  á  un  derecho  real,  sino  personal,  que  sólo  se  puede 
ejercitar  contra  el  deudor  del  capital  y  no  contra  el  posee- 
dor de  la  finca  sobre  la  que  se  constituyó  el  censo. 

Pero  si  éste  se  hubiere  garantizado  con  hipoteca,  venci- 
do el  plazo  de  los  diez  años  permitidos  por  la  ley,  se  tendrá 
por  prorrogado  el  plazo,  no  como  censo,  sino  como  una 
obligación  hipotecaria,  la  cual  guarda  la  prelación  que  le 
corresponde  desde  su  origen.  Pero  la  pierde  si  el  exceso  co- 
rresponde  á  una  segunda  ó  tercera  prórroga. 

Ciertamente  que  no  es  digno  de  alabanza  el  precepto  con- 
tenido en  el  artículo  3,227  del  Código  Civil  que  sanciona 
la  regla  á  que  nos  referimos,  porque  además  de  ser  obscura 
y  no  fácil  de  comprender  á  primera  vista,  establece  un  sis- 
tema de  difícil,  si  no  de  imposible  aplicación  en  la  práctica, 
mediante  una  distinción  entre  los  censos  garantidos  con  hi- 
poteca y  los  que  carecen  de  esa  garantía. 

Y  decimos  que  tal  regla  es  de  difícil  aplicación,  porque 
si  el  plazo  señalado  para  el  reembolso  del  capital  excede  de 
diez  años,  deja  de  existir  el  censo,  pero  subsiste  la  obliga- 
ción hipotecaria,  como  si  se  hubiera  prorrogado,  conservan- 
do la  prelacia  que  le  correspondía  desde  su  origen;  pero  si 
excede  de  veinte  años,  se  debe  entender  prorrogada  por  se- 
gunda vez,  y  entonces,  según  el  artículo  1,992  del  Código, 
citado  por  el  3,227,  pierde  esa  prelacia  la  obligación  y  sólo 
tiene  la  preferencia  que  le  corresponde  por  la  fecha  de  su 
última  inscripción,  de  la  cual  carece,  porque  no  habiéndose 
concertado  en  realidad  tal  prórroga,  no  se  ha  otorgado  una 
nueva  escritura  ni  se  ha  inscrito  en  el  registro  público. 
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A  nuestro  juicio,  el  sistema  adoptado  por  el  Código  Ci- 
vil no  es  bueno,  porque  se  presta  á  complicaciones  y  dificul- 
tades, y  puede  dar  origen  á  reñidas  contiendas  judiciales. 
Habría  sido  preferible  que,  á  semejanza  de  otras  legislacio- 
nes, se  hubiera  declarado  por  ese  ordenamiento  la  nulidad 
del  censo,  á  contar  desde  el  vencimiento  de  los  diez  años 
señalados  para  su  duración,  estuviera  garantido  ó  no  con 
hipoteca  el  pago  del  capital,  pues  así  se  habrían  evitado  con- 
fusiones y  dificultades. 

Los  contratantes  gozan  de  la  más  plena  libertad  para  es- 
tipular las  condiciones  que  estimen  convenientes  á  sus  in- 
tereses respecto  de  la  constitución  del  censo  consignativo 
y  el  plazo  á  cuyo  vencimiento  se  debe  redimir,  y  por  con- 
siguiente, pueden  pactar  que  no  se  haga  la  redención  sin 
dar  aviso  anticipado;  pero  si  nada  se  hubiere  convenido 
acerca  del  aviso,  entonces  se  debe  observar  la  regla  san- 
cionada por  el  artículo  3,227  del  Código,  esto  es,  se  hará 
la  redención  al  vencimiento  del  plazo  estipulado,  el  cual  no 
puede  exceder  de  diez  años  (arts.  3,228  y  3,229,  Cód.  Civ.)/ 

Es  condición  precisa  en  el  censo  consignativo  que  el  ré- 
dito ó  pensión  se  pague  siempre  en  dinero  y  en  la  clase  de 
moneda  convenida,  á  fin  de  evitar  los  abusos  y  prevenirlas 
cuestiones  sobre  la  estimación  de  otros  objetos  que  no  fue- 
ren dinero  (art.  3,226,  Cód.  Civ.).'' 

La  pensión  ó  el  importe  del  interés  estipulado  puede  su- 
frir alteraciones,  como  después  veremos,  si  se  destruye  par- 
cialmente la  finca  acensuada  y  de  una  manera  proporcional 
al  valor  de  la  parte  destruida. 

Respecto  del  capital,  declara  el  artículo  3,230  del  Códi- 
go Civil,  que  si  la  finca  consignada  perece  del  todo  ó  se 
destruye  en  parte,  se  deben  observar  en  cuanto  al  cobro  del 
capital,  ó  su  nueva  imposición  y  á  la  subrogación  de  la  hi- 


1  Artículos  3,088  y  3,089.  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,086,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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poteca,  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  r,96oy  1,963. ' 

Tales  reglas  son  las  siguientes: 

lí  Si  la  finca  estuviere  asegurada  y  se  destruyere  por  in- 
cendio ó  caso  fortuito,  no  sólo  subsiste  el  censo  en  los  res- 
tos de  la  finca,  sino  que  el  valor  del  seguro  queda  afecto  al 
pago: 

2?  Si  el  censo  fuere  de  plazo  cumplido,  puede  pedir  el 
acreedor  la  retención  del  seguro;  y  si  no  lo  fuere,  puede 
pedir  que  se  imponga  dicho  valor  á  su  satisfacción  para  que 
se  verifique  el  pago  al  vencimiento  del  plazo: 

3?  Esto  mismo  debe  observarse  con  el  precio  que  se  ob- 
tuviere en  el  caso  de  ocupación  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica: 

4?  Cuando  la  finca  acensuada  se  hace  insuficiente  por 
culpa  del  censatario,  para  la  seguridad  del  capital,  puede  el 
censualista  exigir  anticipadamente  el  pago  ó  que  se  mejore 
tal  seguridad: 

5?  Cuando  la  diminución  del  valor  de  la  finca  se  verifi- 
que sin  culpa  del  deudor,  no  está  obligado  á  anticipar  el 
pago,  si  ofrece  otra  finca. 

Ya  hemos  expresado  antes  cuáles  son  los  fundamentos, 
inteligencia  y  extensión  de  estas  reglas  al  hacer  el  estudio 
de  la  hipoteca.  "* 

En  el  caso  de  que  el  censualista  pretenda  que  se  mejore 
la  seguridad,  si  el  censatario  tiene  otros  bienes,  debe  cons- 
tituir en  ellos  la  totalidad  del  censo,  ó  la  parte  que  no  cu- 
bran los  restos  de  la  cosa  acensuada;  y  si  carece  de  otros 
bienes  con  que  hacer  el  reembolso  del  capital  ó  la  subro- 
gación de  esa  cosa,  y  existe  parte  de  ella,  puede  pedir,  si  no 
tiene  la  culpa  de  la  destrucción  ó  insuficiencia  de  la  cosa, 
la  reducción  de  las  pensiones  en  proporción  á  lo  que  que- 
da de  la  finca,  á  juicio  de  peritos  nombrados  uno  por  cada 

1  Artículos  3,090  y  1,845,  ^^^'  C^^-  ^^  í^-  Véase  la  nota  i",  pág.  30,  tomo  IV. 

2  Tomo  IV,  págs.  30,  42  y  43. 

59 


Digitized  by 


Google 


466  Lecciones  de  Derecho  Civil. 

parte;  ó  librarse  del  pago  de  las  pensiones,  haciendo  dimi 
sión  de  la  cosa  á  favor  del  censualista,  según  lo  establecen 
expresamente  los  artículos  3,231  y  3,232  del  Código  Civil.' 

En  estos  preceptos  y  en  los  artículos  3,233  y  3,234,  no 
ha  hecho  el  Código  más  que  reproducir  el  sistema  que  acep 
tó  respecto  de  la  hipoteca,  sancionado  por  los  artículos  1 ,96o 
á  1,963,  distinguiendo  el  caso  en  que  la  cosa  acensuada  se 
destruye  por  culpa  del  censatario,  de  aquel  en  que  no  exis- 
te  ésta,  y  establece  las  reglas  siguientes,  que  expresamos  en 
términos  concisos: ' 

1?  Si  se  destruye  en  todo  ó  en  parte  la  cosa  acensuada 
por  culpa  del  censatario,  el  censualista  tiene  derecho  para 
exigir  el  pago  del  capital,  ó  que  se  constituya  el  censo  en 
otros  bienes  de  aquél  ó  en  la  parte  que  no  cubran  los  res- 
tos de  la  cosa  acensuada: 

2?  Si  no  ha  tenido  la  culpa  el  censatario,  no  está  obli- 
gado á  anticipar  el  pago,  si  tiene  otros  bienes  en  que  cons- 
tituir la  totalidad  del  censo  ó  la  parte  que  no  cubran  los 
restos  de  la  cosa  acensuada: 

3?  Si  carece  de  otros  bienes  para  pagar  el  capital  ó  para 
constituir  en  todo  ó  parte  el  censo,  y  existe  parte  de  la  cosa 
acensuada,  tiene  derecho  de  pedir,  si  no  es  culpable  de  la 
destrucción  ó  insuficiencia  de  la  cosa,  la  reducción  de  las 
pensiones  proporcionalmente  á  lo  que  queda  de  la  finca;  ó 
librarse  del  pago  de  ella  haciendo  dimisión  de  la  finca  á  fa- 
vor del  censualista: 

4?  En  el  caso  de  destrucción  ó  esterilidad  parcial  de  la 
cosa  por  su  culpa  ó  dolo,  no  tiene  el  censatario  derecho  pa- 
ra pedir  la  reducción  de  las  pensiones,  ni  hacer  dimisión  de 
la  cosa,  sino  por  consentimiento  expreso  del  censualista  (art. 
3,233,  Cód.  CW.)J 


1  Artículos  3,091  y  3,092,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  3,093  y  3,094,  Cód.  Civ.  de  1884. 
-i  Artículo  -l.ooi,  Cód.  Civ.  de  1884. 


2  Artículos  3,093  y  3,094,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,093,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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5?  En  el  caso  de  que,  por  destrucción  ó  esterilidad  com- 
pleta y  por  insolvencia  del  censatario,  no  pueda  constituirse 
el  censo  en  otros  bienes,  se  extingue  éste  como  gravamen 
real;  pero  el  censualista  conserva  siempre  su  acción  perso- 
nal contra  su  deudor,  salvo  pacto  en  contrario  (art.  3,234; 
Cód.  Civ.)' 

Como  las  dos  primeras  reglas  no  son  más  que  la  repro- 
ducción de  las  establecidas  respecto  de  la  hipoteca,  que  ya 
han  sido  explicadas,  nada  nuevo  tenemos  que  decir  acerca 
de  ellas,  y  en  cuanto  á  las  demás  nos  limitaremos  á  hacer 
breves  explicaciones. 

Cuando  el  -deterioro  de  la  cosa  no  es  motivado  por  dolo 
ó  culpa  del  censatario,  sino  que  es  debido  á  un  caso  fortuito  ó 
de  fuerza  mayor,  nada  más  justo  que  se  disminuya  el  im- 
porte de  las  pensiones,  que  de  otra  manera  no  podrían  ser 
pagadas  por  aquél,  si  no  es  quedando  reducido  á  la  mayor 
miseria,  ó  permitirle  que  abandone  la  cosa  acensuada  en  fa- 
vor del  censualista,  quedando  exonerado  del  pago  de  las 
pensiones,  supuesto  que  no  se  le  puede  exigir  más  que  el 
abandono  absoluto  de  su  propiedad  para  satisfacer  sus  obli- 
gaciones. 

La  cuarta  regla  es  igualmente  justa,  negando  al  censata- 
rio culpable  de  la  destrucción  parcial  de  la  finca  acensuada 
el  derecho  de  obtener  la  diminución  de  las  pensiones  ó  de 
libertarse  de  ellas  por  el  abandono  de  aquélla  á  favor  del 
censualista;  pues  si  se  le  concedieran  tales  derechos  se  re- 
compensaría su  conducta  dolosa  y  culpable,  alentándole  pa- 
ra reincidir,  lo  cual  sería  inmoral  é  injusto. 

Finalmente,  la  última  regla  reposa  sobre  fundamentos 
igualmente  justos;  pues  si  el  censo  otorga  al  censualista  un 
derecho  real  sobre  la  finca  acensuada,  porque  se  consigna 
ésta  al  pago  de  la  pensión,  lógico  y  natural  es  que  se  ex- 


I  Artículo  3,094,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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tinga  el  censo  como  un  gravamen  real  cuando  se  destruye 
ó  se  hace  totalmente  estéril  la  finca,  y  el  censatario  carece 
de  otros  bienes  en  que  constituir  de  nuevo  el  censo,  por- 
que no  hay  inmueble  sobre  el  cual  pueda  existir,  déla  mis- 
ma manera  que  se  extingue  la  hipoteca  por  la  destrucción 
total  de  la  finca  hipotecada. 

Pero  si  el  censo  no  puede  existir  como  un  gravamen  real, 
sí  subsiste  como  una  obligación  personal,  que  impone  al  deu- 
dor el  deber  de  pagar  el  importe  del  capital  que  recibió,  por- 
que la  destrucción  de  la  finca  sólo  importa  la  extinción  del 
censo,  del  gravamen,  pero  no  la  de  la  deuda,  á  no  ser  que 
así  lo  hayan  pactado  expresamente  los  interesados. 

Pero  restaurada  ó  fertilizada  de  nuevo  la  finca  por  el  cen- 
satario, revive  el  censo,  y  el  censualista  tiene  derecho  de 
cobrar  las  pensiones  á  contar  desde  la  restauración,  si  la 
pérdida  ó  esterilidad  de  la  finca  hubieran  acontecido  sin  cul- 
pa ó  dolo  del  censatario,  pues  si  los  hubo,  el  censualista  pue- 
de cobrar  también  las  pensiones  vencidas  (arts.  3,235  y 
3,236,  Cód.  Civ.).' 

La  razón  es  obvia:  porque  así  como  se  disminuyen  las 
pensiones  del  censo  cuando  por  circunstancias  no  imputa- 
bles al  censatario  se  destruye  parcialmente  la  finca  acen- 
suada, favoreciendo  á  aquél,  por  equidad,  es  justo  también 
y  equitativo  aumentarlas  cuando  se  restaura  ó  fertiliza  la 
finca,  hecho  que  acredita  el  aumento  de  recursos  del  deu- 
dor y  la  posibilidad  de  que  satisfaga  las  obligaciones  que 
contrajo. 

Pero  la  regla  á  que  nos  referimos  no  tiene  aplicación,  es- 
to es,  no  revive  el  censo,  cuando  la  finca  es  restaurada  ó 
fertilizada  por  un  tercero,  pues  sólo  queda  subsistente  la  ac- 
ción personal  del  censualista  contra  el  censatario;  porque 
sería  injusto  que  el  tercero  fuera  responsable  de  las  accio^ 


I  Artículos  3,095  y  3,096,  Cód.  Civ.  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


Lecciones  d£  Derecho  Civil.  469 

nes  de  éste  por  el  solo  hecho  de  restaurar  ó  fertilizar  la  fin- 
ca á  expensas  de  su  capital  ó  de  su  industria,  lo  que  equi- 
valdría á  imponerle  una  pena  en  recompensa  de  sus  afanes 
y  de  su  trabajo  (art.  3,237,  Cód.  Civ.).* 

Finalmente:  si  se  ha  enajenado  el  resto  de  la  cosa  acen- 
suada, revive  el  censo  en  una  parte  proporcional  al  precio 
de  la  enajenación;  porque  al  verificarse  ésta  se  obtuvo  un 
valor  en  dinero  que  puede  imponerse  de  nuevo  para  cubrir 
con  sus  productos  proporcionalmente  el  importe  de  las  pen- 
siones (art.  3,238,  Cód.  Civ.).' 


III 
DEL  CENSO  ENFITÉUTICO 

**La  enfiteusis,  dice  Gutiérrez  Fernández,  va  unida  á  la 
historia  de  las  grandes  propiedades;  cuando  los  emperado- 
res instituyeron  su  tesoro  imperial  y  por  varios  medios  sin 
excluir  el  de  las  confiscaciones,  llegaron  á  ser  dueños  de  la 
fortuna  pública;  y  cuando  algunos  particulares  consiguie- 
ron acumular  en  sus  manos  vastos  territorios  que  compo- 
nían toda  una  provincia,  nació  la  enfiteusis,  última  y  nece- 
saria forma  de  cultivo  para  un  pueblo  que  había  ensayado 
todos  los  grados  conocidos,  el  sistema  patriarcal,  la  servi- 
dumbre y  el  colonato."  3 

Gutiérrez  Fernández  se  refiere  en  el  pasaje  transcrito  al 
pueblo  romano  en  cuya  legislación  tuvo  origen  la  enfiteusis, 
satisfaciendo  á  las  necesidades  creadas  por  la  posesión  de 
grandes  extensiones  de  terrenos  debidas  á  la  conquista. 

1  Artículo  3,097,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3.098,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Tomo  IT,  páp.  662. 
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No  entra  en  nuestro  propósito,  por  no  permitirlo  la  ín- 
dole de  estas  lecciones,  hacer  el  estudio  histórico  de  la  en- 
fiteusis  y  de  las  evoluciones  que  sufrió.  Bástenos  decir  que 
durante  algún  tiempo  se  la  estimó,  ya  como  una  compra- 
venta, ya  como  un  arrendamiento,  y  que  tal  circunstancia 
dio  motivo  á  serias  discusiones  entre  los  jurisconsultos  acer- 
ca de  su  naturaleza  y  de  sus  efectos  jurídicos,  á  los  cuales 
puso  término  el  Emperador  Zenón,  declarando  que  laenfi- 
teusis  es  un  contrato  de  un  carácter  especial,  y  consiguien- 
temente con  efectos  jurídicos  peculiares. 

Las  legislaciones  antiguas,  que  se  inspiraban  en  la  roma- 
na, conservaron  la  enfiteusis,  pero  la  francesa  la  proscribió 
de  sus  preceptos  con  motivo  de  su  grandiosa  revolución, 
que  abolió  todos  los  derechos  de  dominio  directo,  transfi- 
riéndolos, con  ó  sin  indemnización,  á  los  detentadores  que 
hasta  entonces  sólo  habían  estado  investidos  del  dominio 
útil.^ 

Muchas  de  las  legislaciones  modernas,  á  ejemplo  de  la 
francesa,  han  proscrito  la  institución  de  la  enfiteusis;  pero 
en  nuestro  Código  se  ha  conservado  por  las  razones  si- 
guientes, que  tomamos  de  la  Exposición  de  motivos: 

**  Habría  deseado  la  comisión  suprimir  también  este  censo, 
á  fin  de  simplificar  completamente  esta  especie  de  contratos; 
pero  durante  mucho  tiempo  es  inevitable  y  hasta  cierto  pun- 
to conveniente  entre  nosotros  la  constitución  de  la  enfiteusis, 
atendida  la  falta  de  población  y  los  escasos  elementos  con 
que  una  gran  parte  de  ella  cuenta  para  adquirir  una  propie- 
dad que  más  tarde  forme  la  ventura  dé  su  familia." 

Sin  embargo,  conservando  nuestro  Código  la  institución 
de  la  enfiteusis,  le  ha  hecho  importantes  variaciones,  las 
cuales  haremos  conocer  en  el  curso  de  este  estudio. 

Después  de  definir  el  Código  Civil  el  censo  en  general, 


Aubry  y  Rau,  tomo  II.  $  224,  pág.  449. 

Digitized  by  VjOOQIC 


Lecciones  de  Derecho  Civil  471 

diciendo  que  es  el  derecho  que  una  persona  adquiere  de 
percibir  cierta  pensión  anual  por  la  entrega  que  hace  á  otra 
de  una  cantidad  determinada  de  dinero  ó  de  una  cosa  in- 
mueble, agrega:  se  llama  enfitéutico  el  censo  cuando  la  per- 
sona que  recibe  la  finca,  adquiere  sólo  el  dominio  útil  de 
ella,  conservando  el  directo  la  que  recibe  la  pensión  (arts. 
3,206  y  3,208,  Cód.  Civ.).' 

De  estas  dos  definiciones  podemos  hacer  una  más  clara  y 
precisa  del  censo  enfitéutico,  diciendo  que  es  el  derecho  que 
una  persona  adquiere  de  percibir  una  pensión  anual  por  la 
entrega  que  hace  de  una  cosa  inmueble  á  otra  que  adquie- 
re sólo  el  dominio  útil  de  ella,  conservando  el  directo  la  que 
recibe  la  pensión. 

En  este  censo,  el  que  recibe  la  pensión  se  llama  dueño, 
y  el  que  la  paga  enfiteuta,  como  hemos  dicho  antes. 

Antiguamente  se  dividía  el  censo  enfitéutico  en  eclesiás- 
tico, laical,  temporal  y  perpetuo;  pero  tales  distinciones  ya 
no  tienen  aplicación  en  la  actualidad,  porque  las  corpora 
ciones  eclesiásticas  no  pueden  poseer  bienes  inmuebles  en 
los  cuales  se  constituya  el  censo,  ni  la  ley  permite  otra  es- 
pecie de  éste  que  la  que  ella  misma  sanciona  y  reglamenta. 

Hablando  del  censo  en  general,  dijimos  en  el  capítulo  I  de 
esta  lección,  que  es  un  contrato  bilateral,  oneroso,  conmuta- 
tivo y  solemne.  Pues  bien,  estas  condiciones,  que  constitu- 
yen la  naturaleza  de  los  censos,  concurren  especialmente  en 
el  censo  enfitéutico,  para  cuya  validez  y  eficacia  es  esencial 
que  se  haga  constar  su  constitución  en  escritura  pública. ' 

La  razón  es  obvia,  porque  la  constitución  del  censo  enfi- 
téutico importa  un  desmembramiento  del  derecho  de  pro- 
piedad, supuesto  que  en  virtud  de  ella  adquiere  el  enfiteuta 
el  dominio  útil  de  la  cosa  acensuada,  y  el  dueño  conserva  el 
directo,  circunstancia  que  impone  la  necesidad  de  la  inscrip- 

1  Artículos  3,066  y  3,068,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Página  445. 
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ción  respectiva  en  el  Registro  público,  la  cual  no  se  puede 
hacer  si  no  consta  en  escritura  pública  el  contrato  (arts. 
3*333  y  3*330.  Cód.  Civ.)/ 

Sólo  pueden  ser  dados  en  enfiteusis  los  bienes  raíces  ena- 
jenables, ó  lo  que  es  lo  mismo,  la  enfiteusis  sólo  se  puede 
constituir  sobre  bienes  inmuebles,  que  se  hallen  en  el  co- 
mercio y  con  las  limitaciones  que  establece  la  ley  en  cuanto 
á  la  capacidad  de  los  contratantes  (art.  3,257,  Cód.  Civ.).* 

Pueden  conceder  en  enfiteusis  todos  los  que  pueden  con- 
tratar ó  enajenar  sus  bienes;  esto  es,  todos  los  que  tienen 
la  libre  administración  de  sus  bienes,  y  por  lo  mismo  capa- 
cidad legal  para  contratar;  y  como  esta  es  la  regla  y  la  in- 
capacidad la  excepción,  podemos  establecer  que  pueden 
conceder  en  enfiteusis  todos  aquellos  á  quienes  no  se  los 
prohibe  la  ley  (art.  3,259,  Cód.  Civ.).^ 

Por  tal  motivo,  los  menores  y  los  incapaces  no  pueden 
dar  sus  predios  en  enfiteusis,  ni  aun  con  intervención  de  sus 
tutores,  porque  la  autoridad  de  estos  sobre  los  bienes  de 
ellos  es  de  mera  administración  á  cuya  categoría  no  pertene- 
ce aquél  acto  que  es  de  enajenación.  Tal  es  el  motivo  por  el 
cual  es  indispensable  para  la  constitución  de  la  efiteusis  en 
bienes  de  menores  é  incapacitados,  según  el  sistema  adopta- 
do por  el  Código  Civil  en  los  artículos  613  y  siguientes, 
reproducido  por  el  3,258,  la  autorización  judicial  solicitada 
por  el  tutor  de  acuerdo  con  el  curador  y  con  audiencia  del 
Ministerio  público.'* 

Por  la  misma  razón,  los  casados  no  pueden  dar  en  enfi- 
teusis sus  bienes,  sino  en  los  casos  y  con  las  condiciones 
que  para  enajenarlos  establece  la  ley:  esto  es,  la  mujer  no 
puede  constituir  el  censo  enfitéutico  sin  el  consentimiento 


1  Artículos  J,I94  y  31I91»  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,117,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3. 1 19,  Cócl  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  516  y  siguientes,  y  3,118,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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del  marido,  supuesto  que  sin  este  requisito  es  inhábil  para 
contratar,  ni  el  marido  sin  el  consentimiento  de  la  mujer 
(art.  3.260,  Cód.  Ciy.).' 

Esta  regla,  no  es  más  que  la  reproducción  de  las  conte- 
nidas en  los  artículos  2,280  y  2,968  del  Código  Civil,  que 
prohiben  al  marido  obligar  ó  enajenar  de  algún  modo  los 
bienes  raíces  pertenecientes  á  la  sociedad  conyugal,  sin  con- 
sentimiento de  la  mujer;  que  aquél  y  ésta,  juntos  ó  separa- 
dos enajenen,  hipotequen  ó  graven  de  cualquier  otro  modo 
los  bienes  dótales  inmuebles,  fuera  de  los  casos  de  excep- 
ción que  establece  la  ley;  y  que  los  consortes  celebren  en- 
tre sí  el  contrato  de  compra- venta,  si  no  están  separados 
legalmente  en  cuanto  á  sus  bienes.' 

Somos  de  opinión  que  la  regla  mencionada  no  es  de  ne- 
cesaria sanción,  ya  porque  se  refiere  alas  reglas  generales 
sobre  la  capacidad  de  los  contratantes,  ya  porque  es  la  re- 
producción de  los  artículos  citados,  que  son  aplicables  á  la 
enfiteusis,  por  ser  generales  sus  términos,  y  porque  estaño 
es  en  realidad  más  que  la  enajenación  del  dominio  iltil  del 
inmueble. 

Pueden  recibir  en  enfiteusis,  según  el  artículo  3,261  del 
Código  Civil,  todos  los  que  pueden  contratar;  exceptuán- 
dose: ^ 

I?  Las  corporaciones  y  cualesquiera  establecimientos 
públicos;  porque  según  el  artículo  27  de  la  Constitución 
Federal,  son  inhábiles  para  poseer  bienes  raíces,  fuera  de 
los  necesarios  para  el  objeto  de  su  institución: 

2?  Los  que  no  pueden  comprar,  se^rún  lo  dispuesto  en  los 
artículos  2,968,  2,972  y  2,975:' 

Esto  es:  no  pueden  constituir  la  enfiteusis  las  personas 
siguientes: 

1  Artículo  3,120,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artícnlos  2,025, 2,148  y.2,840,  Cód.  ^^^-  <^^  '^^4- 

3  Artículo  3.1 21,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículos  2,840,  2,845,  ^^^'  Civ.  de  1884.  Véase  la  nota  2?,  pág.  311. 
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I.  Los  consortes  entre  sí,  á  no  ser  que  estén  separados 
legalmente  en  cuanto  á  los  bienes: 

II.  El  padre  que  tiene  varios  hijos 'np  puede  constituir  la 
enfiteusis  á  favor  de  uno  de  ellos  sin  el  consentimiento  ex- 
preso de  los  demás,  si  fueren  mayores  de  edad,  ó  sin  auto- 
rización judicial  si  fueren  menores: 

III.  Por  razón  de  la  administración  de  los  bienes  de  que 
se  hallan  encargados,  no  pueden  recibir  en  enfiteusis  esos 
bienes,  los  tutores  y  curadores,  los  mandatarios,  los  ejecu- 
tores testamentarios  y  los  que  fueren  nombrados  en  caso  de 
intestado ;  los  interventores  nombrados  por  el  testador  ó  por 
los  herederos,  los  representantes,  administradores  é  inter- 
ventores en  caso  de  ausencia,  y  los  empleados  públicos. 

Como  ya  hemos  explicado  en  la  lección  i8?  de  este  tra- 
tado los  fundamentos  sobre  que  reposan  las  anteriores  inca- 
pacidades, nos  abstenemos  de  hacer  nuevas  explicaciones,  y 
nos  limitamos  á  remitir  á  nuestros  lectores  á  la  mencionada 
lección.' 

Al  constituirse  el  censo  enfitéutico,  se  debe  nombrar  y 
describir  en  la  escritura  respectiva  el  predio,  de  modo  que 
no  se  confundan  sus  límites  con  los  de  los  predios  circun- 
vecinos, previo  avalúo  que  se  debe  hacer  con  deducción  del 
importe  del  dominio  directo,  capitalizando  la  pensión  que 
por  razón  de  él  debe  recibirse,  al  tanto  por  ciento  conveni- 
do, y  á  falta  de  convenio  al  seis  por  ciento  anual;  y  tanto 
el  avalúo  como  el  deslinde,  hecho  por  peritos  nombrados 
libremente  por  los  contratantes,  sedeben  insertar  en  el  docu- 
mento mencionado  (arts.  3,242,  3,243  y  3,244,  Cód.  Civ.).' 

Como  es  fácil  comprender>  estos  requisitos  tienen  por 
objeto  hacer  constar  la  identidad  de  la  finca  sobre  la  cual 
se  constituye  el  censo,  y  evitar  todo  género  de  discusiones 
acerca  de  si  el  gravamen  recae  sobre  tal  ó  cual  finca  y  si 


1  Páginas  307  y  siguientes  de  este  volumen. 

2  Artículos  3,102,  3,103  y  3,104,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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ésta  tiene  mayor  extensión,  y  determinar  el  valor  del  do- 
minio directo. 

Por  la  absoluta  libertad  que  tienen  todos  los  contratantes 
para  estipular  las  condiciones  que  crean  más  convenientes  á 
sus  intereses,  siempre  que  no  ofendan  á  la  moral  y  al  orden 
público,  pueden  regular  á  su  arbitrio  la  calidad  y  la  canti- 
dad de  la  pensión.   Es  decir,  que  gozan  de  esa  facultad,  no* 
sólo  en  cuanto  al  importe  de  la  pensión,  sino* también  en» 
cuanto  á  su  calidad;  pues,  á diferencia  del  censo  consigna- 
tivo,  el  enfitéutico  admite  que  aquélla  pueda  pagarse  en' 
frutos  en  los  predios  rústicos,  porque  muchas  veces  se  faci- 
litará la  constitución  de  él,  á  causa  de  esa  facultad  (art. 
3,240,  Cód.  Civ.)/ 

Pero  si  laenfiteusis  se  constituye  sobre  predio  urbano,  ó 
sitio  para  edificar,  la  pensión  se  debe  pagar  precisamente 
en  dinero,  como  lo  previene  el  artículo  3,241  del  Código 
Civil.» 

La  razón  de  la  diferencia  proviene  de  que  los  predios  ur- 
banos sólo  son  susceptibles  de  producir  rentas,  que  en  el 
tecnicismo  del  derecho  se  conocen  con  el  nombre  de  frutos 
civiles,  circunstancia  que  ocasionaría  dificultades  al  enfiteu- 
ta  si  estuviera  obligado  á  pagar  en  aquellas  especies  que 
llevan  propiamente  el  nombre  de  frutos,  esto  es,  los  pro- 
ductos de  la  tierra,  por  la  imposibilidad  de  adquirirlos  por 
su  escasez  ó  por  otra  causa,  ó  por  la  resistencia  del  dueño 
para  recibirlos,  pretendiendo  que  se  le  entregaran  de  de- 
terminada calidad. 

En  cuanto  al  pago  de  la  pensión,  establece  el  Código  las 
siguientes  reglas: 

I?  La  pensión  se  debe  pagar  en  el  tiempo  y  lugar  con^ 
venidos  (art.  3,245,  Cód.  Civ.).^ 


1  Exposición  de  motivos.  Artículo  3,100,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3, 101,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,1 15,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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2?  A  falta  de  éste,  la  pensión  se  debe  pagar  en  la  casa 
del  dueño,  si  vive  en  el  distrito  de  la  ubicación  del  predio 
(art.  3,246,  Cód.  Civ.).' 

3?  Si  el  dueño  no  reside  en  el  distrito  ó  no  tiene  en  él 
procurador,  el  pago  se  debe  hacer  en  el  domicilio  del  enfi- 
teuta  (art  3,247,  Cód.  Civ.).' 

4?  Si  no  se  hubiere  señalado  tiempo,  y  la  pensión  con- 
sistiere en  frutos,  se  debe  hacer  el  pago  al  fin  de  la  cosecha 
respectiva,  y  si  consistiere  en  dinero,  al  fin  del  año,  conta- 
do desde  la  fecha  de  la  celebración  del  contrato  (art.  3,248, 
Cód.  Civ.).3 

La  primera  de  las  reglas  enunciadas  no  es  más  que  la 
reproducción  de  la  contenida  en  el  artículo  1,630  del  Có- 
digo Civil,  que  es  general  para  todas  las  obligaciones  y  una 
consecuencia  del  principio  fundamental  de  ejecución,  que 
exige  que  los  contratos  legalmente  celebrados  sean  pun- 
tualmente cumplidos.'» 

Las  demás  reglas  tienen  por  exclusivo  objeto  suplir  el 
silencio  y  omisión  de  los  contrayentes  sobre  materia  de  tan 
grande  importancia,  pero  inspirándose  siempre  en  el  inte- 
rés y  conveniencia  de  ellos,  conciliados  con  la  justicia  y  la 
equidad. 

Resaltan  de  tal  manera  estas  circunstancias  en  las  reglas 
mencionadas,  que  toda  consideración  acerca  de  ellas  esco- 
teramente ociosa. 

La  enfiteusis,  como  la  hipoteca,  es  susceptible  de  divi- 
dirse, y  en  caso  de  división  está  subordinada  á  las  reglas 
establecidas  para  ésta  por  los  artículos  1,955  Y  ^95^  ^^' 
Código,  con  las  adiciones  que  después  indicaremos:  esto 
es/  en  el  caso  de  división  no  se  puede  distribuir  el  censo 


1  Artículo  3,106,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,107,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,108,  Cód.  Civ.  de  1884. 
.4  Artículo  1,516,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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entre  las  fracciones  de  la  finca,  sino  de  común  consenti- 
miento del  dueño  y  del  enfiteuta;  y  no  haciéndose  la  dis- 
tribución en  los  términos  indicados,  podrá  repetir  aquél  las 
pensiones  íntegramente  de  cualquiera  de  los  poseedores  de 
las  fracciones  en  que  se  hubiere  dividido  la  finca  (art.  3,249. 
Cód.  Civ.).' 

Las  adiciones  á  que  nos  hemos  referido  son  las  siguientes: 

I?  Si  el  dueño  consintiere  en  la  división  por  lotes,  cada 
uno  de  éstos  constituirá  una  enfiteusis  diversa,  y  el  dueño 
sólo  podrá  exigir  la  pensión  respectiva  de  cada  uno  de  los 
enfiteutas,  conforme  ala  distribución  hecha  (art.  3,250,  Cód. 
Civ.).^ 

La  razón  es,  porque  por  el  fraccionamiento  en  lotes  en- 
tregados á  otros  tantos  individuos,  realmente  no  se  hace 
más  que  constituir  tantas  enfiteusis  como  son  los  lotes,  to- 
das distintas  entre  sí. 

2?  En  el  caso  de  división,  se  deben  distribuir  los  lotes 
por  peritos  nombrados  por  las  partes,  y  no  tendrá  valor  le- 
gal sino  cuando  el  dictamen  de  aquéllos  se  haga  constar 
en  escritura  pública,  incluyéndose  en  ésta  el  consentimien- 
to expreso  del  dueño;  porque  en  el  caso  se  trata  de  la  cons- 
titución de  tantas  enfiteusis  cuantos  son  los  lotes  en  que  se 
divide  la  finca,  y  hay  necesidad  de  llenar  los  requisitos  que 
exige  para  aquélla  el  artículo  3,242  del  Código,  esto  es,  se 
debe  hacer  constar  el  predio  especificado  é  individualmen- 
te, de  modo  que  no  se  confundan  sus  límites  con  los  de  los 
predios  circunvecinos  (art.  3,251,  Cód.  Civ.).^ 

3?  En  caso  de  división  podrá  aumentarse  la  pensión  que 
corresponda  á  cada  uno  de  los  nuevos  enfiteutas,  con  la 
cuota  que  fijarán  los  mismos  peritos  para  compensar  la  in- 

1  Artículos  1,838,  1,839  y  3*109»  Cód.  Civ.  de  1884.  Véase  la  noto  i',  pág.  12,  to- 
mo IV. 

2  Artículo  3,110,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,111,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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.comodidad  que  resulte  de  la  división  del  cobro  (art.  3,252, 
Cód.  Civ.).' 

Ei  mismo  precepto  que  establece  esta  regla  expresa  el 
fundamento  que  le  sirve  de  apoyo,  la  incomodidad  y  los  in- 
convenientes que  le  resultan  al  dueño  á  causa  de  la  división, 
pues  no  es  lo  mismo  entenderse  para  el  cobro  con  una  sola 
persona  que  con  muchas;  y  no  es  equitativo  que  sufra  tales 
molestias,  cuando  no  le  resulta  ningún  provecho  ni  utilidad 
de  la  división. 

La  enfiteusis  es  también  hereditaria;  y  por  lo  mismo  de- 
be dividirse  en  los  casos  de  sucesión  entre  los  herederos  del 
enfiteuta.  En  tal  caso,  se  debe  hacer  la  división  en  los  tér- 
minos ordenados  por  el  artículo  3*251  del  Código,  es  decir, 
por  peritos  nombrados  por  los  herederos,  siempre  que  no 
hubiere  convenio  en  contrario  (art.  3,253,  Cód.  Civ.).' 

La  Exposición  de  motivos  se  expresa  en  los  términos  si- 
guientes, respecto  de  la. calidad  de  hereditaria,  otorgada  á 
la  enfiteusis:  '*Esta  condición  es  una  de  las  que  más  repug- 
nan en  este  contrato;  pero  una  vez  admitido,  es  preciso  no 
desnaturalizarlo.  Y  como  la  traslación  del  dominio  útil  es 
perfecta,  debe  pasar  la  cosa  por  sucesión,  como  cualquiera 
otra,  á  los  herederos  del  enfiteuta.  Pero  este  derecho  no 
puede  extenderse  al  fisco  en  falta  de  herederos  legítimos; 
porque  la  justicia  exige  que  se  prefiera  al  dueño  ó  á  sus 
herederos,  puesto  que  ellos  tienen  el  dominio  directo,  que 
debe  atraer  á  sí  el  goce  de  la, cosa  cuando  no  exista  la  per- 
sona en  cuyo  beneficio  se  otorgó  el  contrato." 

La  declaración  contenida  en  el  precepto  que  motiva  es- 
tas observaciones,  se  funda  en  la  consideración  de  que,  por 
la  herencia  se  transmiten  á  los  herederos  todos  los  derechos, 
bienes  y  acciones  que  están  qn  el  patrimonio  del  testador, 
y  como  la  en fiteusis, forma  parte. de. aquéJ,  el  cual  debe  di- 

1  Artículo  3,112,  Cód.  Qv.  de  i8^. 

2  Artículos  3,111  y  SiU^»  Cód.  Civ.  de.iSS^ 
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vidirse  entre  todos  los  partícipes,  de  aquí  la  necesidad  de 
la  división  del  censo. 

Sin  embargo,  puede  substraerse  á  ella,  si  así  lo  deter- 
minan los  herederos  por  estimarlo  conveniente  á  sus  inte- 
reses; y  en  tal  caso  pueden  elegir  entre  ellos  al  que  ha  de 
continuar  en  el  contrato;  y  si  no  se  ponen  de  acuerdo,  se 
debe  elegir  por  suerte  (art.  3,254,  Cód.  Civ.).' 

En  el  caso  de  que  ninguno  de  los  herederos  quiera  con- 
tinuar en  el  contrato,  se  debe  vender  la  enfiteusis  y  repar- 
tirse entre  ellos  el  precio;  porque  no  pueden  ni  se  les  debe 
obligar  á  permanecer  indefinidamente  en  la  indivisión,  ori- 
gen de  constantes  disputas  y  perjuicios  para  los  intereses 
de  cada  uno  de  ellos  (art.  3,255,  Cód.  Civ.).* 

La  ley  ha  establecido  en  materia  de  sucesiones,  una  se- 
rie de  personas  llamadas  sucesivamente  á  heredar,  teniendo 
en  consideración  el  afecto  del  autor  de  la  herencia  hacia 
ellas,  y  por  lo  mismo,  llama  á  suceder  en  primer  lugar  á  los 
descendientes  y  el  cónyuge  supérstite,  en  segundo  á  los  as- 
cendientes, después  á  los  colaterales  hasta  el  octavo  grado, 
y  por  último,  al  fisco,  para  evitar  que  los  bienes  lleguen  á 
manos  de  personas  que  no  tienen  ningún  derecho  á  ellos  y 
que  su  apoderamiento  dé  lugar  á  perturbaciones  del  orden 
público. 

Sin  embargo,  respecto  de  la  enfiteusis  no  sigue  la  ley  ese 
sistema  y  establece  una  excepción  á  él,  ordenando  en  el  ar- 
tículo 3.256  del  Código  Civil,  que  á  falta  de  herederos  tes- 
tamentarios ó  legítimos  del  último  enfiteuta,  se  devuelva  el 
predio  al  dueño.  ^ 

La  razón  en  que  se  funda  esa  excepción,  no  es  otra,  á 
nuestro  juicio,  que  la  conveniencia  y  el  interés  publico  que 
exigen  que  la  propiedad  no  i>ermanezca  en  un  estado  ano- 


1  Artículo  3,114.  Cód.  Civ.  de  1884, 

2  Artículo  3.1 15,  Cód.  Civ.  de  1S84. 

3  Artículo  3,116,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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malo  é  imperfecto,  radicando  en  una  persona  el  dominio 
directo  y  en  otra  el  útil,  y  que  demandan  la  consolidación 
de  esos  derechos. 

La  enfiteusis  es  un  contrato  bilateral,  y  por  mismo,  pro- 
duce derechos  y  obligaciones  recíprocas  para  ambos  con- 
tratantes, los  cuales  enumera  y  detalla  la  ley. 

Los  derechos  que  la  enfiteusis  confiere  al  dueño,  son  los 
siguientes: 

I?  La  retención  del  dominio  directo,  en  cuya  virtud  tie- 
ne facultad  de  exigir  que  el  enfiteuta  cultive  debidamente 
la  finca  rústica  á  fin  de  que  sus  rendimientos  no  disminu- 
yan y  de  que  la  urbana  no  se  deteriore.  En  consecuencia, 
puede  hacer,  según  la  opinión  de  los  autores,  las  gestiones 
que  estime  convenientes  á  ese  respecto,  siempre  que  no  per- 
judique el  ejercicio  de  los  derechos  del  enfiteuta. ' 

2?  El  derecho  de  percibir  íntegra  la  pensión  estipulada, 
en  el  tiempo  y  lugar  convenidos,  y  á  falta  de  convenio  en 
los  que  señalan  las  reglas  de  que  antes  hemos  hecho  mérito 
(art.  3,262,  Cód.  Civ.).' 

Este  derecho  está  garantido  por  el  privilegio  que  el  ar- 
tículo 2,077,  fracción  IV,  otorga  al  dueño  enumerándolo  en- 
tre los  acreedores  de  i?  clase.  Ya  hemos  expresado  cuáles 
son  los  fundamentos  de  ese  privilegio.  ^ 

Sin  embargo,  el  dueño  no  puede  exigir  las  prestaciones 
atrasadas  de  más  de  cinco  años,  sino  por  acción  personal, 
en  caso  de  que  el  crédito  conste  en  escrito  firmado  por  el 
enfiteuta  con  dos  testigos  más,  ó  reconocido  ante  un.  nota- 
rio (art.  3,282,  Cód.  Civ.).* 

Este  principio  sancionado  por  el  artícuio  3,282  del  Có- 
digo, está  concebido  en  términos  obscuros,  que  no  permi- 


1  Avendaño,  cap.  XI,  núms.  ii  y  I2j  Gutiérrez  Fernández,  tomo  II,  pág.  670. 

2  Artículo  3,122,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  1,945,  Cód.  Civ.  de  1884.  Tomo  IV,  pág.  15a 

4  Artículo  3,123,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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ten  comprender  su  espíritu  á  primera  vista,  y  es  además, 
enteramente  innecesario. 

A  primera  vista  es,  no  solamente  ininteligible,  sino  que 
también  parece  hallarse  en  contradicción  con  el  artículo 
1,212  que  declara,  que  las  pensiones  enfiteúticas  ó  censua- 
les no  cobradas  á  su  vencimiento,  quedan  prescritas  en  cin- 
co años,  contados  desde  que  se  dejó  de  pagar  la  primera, 
pues  que  no  obstante  la  prescripción,  autoriza  el  cobro  de 
ellas. 

Pero  tal  contradicción  no  existe,  pues  lo  que  el  mencio- 
nado precepto  quiere  decir  no  es  otra  cosa,  sino  que,  no 
obstante  el  transcurso  de  los  cinco  años  de  la  prescripción, 
el  dueño  puede  cobrar  las  pensiones,  si  el  enfiteuta  se  obli- 
ga á  su  pago  en  documento  firmado  por  él  con  dos  testigos, 
ó  reconocido  ante  un  notario. 

El  más  ligero  examen  de  este  precepto  demuestra  que 
contiene  la  sanción  de  un  principio  innecesario,  porque  ya 
se  halla  establecido  en  el  título  de  la  prescripción  en  el  ar- 
tículo M72  del  Código,  que  declara  que  es  renunciable  la 
prescripción  negativa  que  ha  comenzado  á  correr  y  la  ya 
consumada. 

En  consecuencia,  si  según  el  obscuro  é  innecesario  pre- 
cepto que  motiva  las  observaciones  que  preceden,  el  dueño 
puede  cobrar  al  enfiteuta  las  pensiones  atrasadas  de  más  de 
cinco  años,  es  en  virtud  de  la  renuncia  expresa  de  éste,  que 
de  nuevo  se  ha  obligado  á  pagarlas,  y  no  porque  no  se  ha- 
ya extinguido  su  obligación  por  el  transcurso  de  ese  tiempo. 

Todas  estas  explicaciones  demuestran  el  defecto  antes 
indicado  de  que  adolece  el  mencionado  precepto  y  su  inu- 
tilidad. 

3?  El  derecho  de  apoderarse  de  la  cosa  acensuada  por  co- 
miso, del  cual  goza  en  los  casos  siguientes: 

I.  Cuando  el  enfiteuta  deja  de  pagar  la  pensión  por  tres 
años  consecutivos,  pues  entonces  pierde  éste  el  predio  por 
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comiso,  si  el  dueño  quiere  recobrarlo  (art.  3.263,  Cód.  Civ.).' 
Es  de  advertir  que,  para  que  el  enfiteuta  incurra  en  la 
pena  de  comiso,  no  se  requiere  que  el  dueño  demande  ju- 
dicialmente al  enfiteuta,  según  el  artículo  3.264  del  Código 
Civil.' 

Sancionando  éste  la  regla  que  precede,  ha  puesto  térmi- 
no á  la  larga  y  debatida  cuestión  sostenida  por  los  comen- 
taristas de  nuestra  antigua  legislación,  sosteniendo  unos  el 
principio  establecido  en  la  regla  mencionada,  y  otros,  que 
encontraron  apoyo  en  la  práctica,  que  era  indispensable  una 
declaración  judicial,  tanto  más,  cuanto  que  reputaban  injus- 
to el  comiso. 

Nuestro  Código  aceptó,  á  nuestro  juicio,  un  principio 
perfectamente  jurídico,  pues  la  caducidad  por  el  lapso  del 
tiempo,  es  como  dice  Gutiérrez  Fernández,  siguiendo  á 
Avendaño,  condición  tácita  del  contrato,  celebrado  con  esa 
cláusula  resolutoria.^ 

II.  Cuando  el  enfiteuta  deteriora  el  predio  de  modo  que 
pierda  una  cuarta  parte  de  su  valor,  pues  en  tal  caso  pue- 
de recobrarlo  por  comiso  el  dueño  (art  3,265,  Cód.  Civ.).* 

La  razón  es,  porque  se  presume  que  el  deterioro  de  la  fin- 
ca no  permitirá  al  enfiteuta  erogar  los  gastos  que  su  cultivo 
demanda  y  pagar  el  importe  de  las  pensiones  pactadas;  y 
sobre  todo,  porque  los  derechos  del  dueño  quedarían  sin  ga 
rantía  bastante. 

III.  Cuando  el  enfiteuta  no  da  aviso  al  dueño,  de  la  ena- 
jenación que  intenta  de  la  finca  acensuada,  para  que  haga 
uso  del  derecho  del  tanto  que  le  concede  la  ley;  pues  en  tal 
caso  la  enajenación  es  nula  y  el  dueño  puede  recobrar  aqué- 
lla por  comiso  (art.  3,278,  Cód.  Civ.).^ 

1  Artículo  3,123.  Cód.  Civ.  de  1S84. 

2  Artículo  3.124,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Tomo  1 1,  pág.  673. 

4  Artículo  3,125,  Cód.  Civ.  de  1884. 

5  Artículo  3.138.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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En  este  caso  se  ha  establecido  una  sanción  penal,  que 
tiene  por  objeto  hacer  que  se  respete  el  derecho  del  tanto 
concedido  al  dueño,  á  fin  de  evitar  los  inconvenientes  que 
trae  consigo  la  separación  de  los  elementos  que  constituyan 
al  derecho  de  dominio. 

Pero  como  también  traería  muy  graves  inconvenientes 
que  durara  indefinidamente  el  derecho  que  la  ley  otorga  al 
dueño  para  anular  la  venta  de  la  finca  dada  en  enfiteusis, 
hecha  sin  su  noticia,  y  para  decomisar  ésta  en  éste  y  en  los 
demás  casos  en  que  procede  tal  pena,  porque  no  puede  per- 
manecer incierta  la  propiedad  por  largo  tiempo,  ha  sido  pre- 
ciso declararlo  prescriptible,  y  por  tanto,  que  se  extingue 
por  el  lapso  de  un  breve  término,  si  el  dueño  no  lo  ejercita. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  3,286  del 
Código  Civil,  que  la  acción  por  comiso  prescribe  dentro  de 
un  año,  que  se  cuenta  de  la  siguiente  manera  en  los  tres 
casos  de  comiso  de  que  hemos  hablado:' 

I.  En  el  caso  de  deterioro  de  la  finca,  se  cuenta  el  año 
desde  la  fecha  en  que  se  haya  tenido  noticia  de  aquél:     ^ 

II.  En  el  caso  de  falta  de  pago  de  las  pensiones,  el  año 
se  cuenta  desde  la  fecha  de  la  última  ejecución: 

III.  Finalmente,  en  el  caso  de  venta,  el  plazo  corre  des- 
de la  fecha  en  que  se  verifica  ésta. 

óp  El  derecho  de  ser  pagado  del  fondo  del  concurso  con 
absoluta  preferencia  y  con  cualesquiera  bienes  del  importe 
de  las  porciones  vencidas  en  los  últimos  cinco  años,  según 
lo  determinan  los  artículos  3,262  y  2,077,  fracción  W .  del 
Código  Civil' 

Ya  hemos  dicho  al  ocuparnos  de  la  graduación  de  acree- 
dores, que  las  pensiones  y  demás  prestaciones  vencidas  en 


1  Artículo  3. 146,  Cód.  C¡v.  de  1884. 

2  Artículos  3,122  y  1,946,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  el  segundo  de  estos  preceptos  en  la  forma  que  indica  la  nota  i?,  pág.  146, 
tomo  IV. 
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los  últimos  cinco  años  gozan  de  privilegio,  porque  siempre 
se  les  ha  considerado  como  alimenticias,  y  por  lo  mismo  sa- 
gradas' 

5?  El  derecho  del  tanto  que  consiste  en  la  facultad  que 
la  ley  concede  al  dueño  de  la  finca  de  adquirir  el  dominio 
útil  de  ella,  cuando  el  enfiteuta  intenta  enajenarlo,  y  por  el 
mismo  precio  que  se  le  ofrezca  (art.  3,274,  Cód.  Civ.).' 

La  concesión  de  este  derecho  tiene  por  objeto  disminuir, 
ya  que  no  evitar,  los  inconvenientes  que  lleva  consigo  la  di- 
visión del  dominio,  y  para  que  la  propiedad  que  en  común 
es  imperfecta  se  convierta  en  singular  y  perfecta,  que  es  su 
estado  normal. 

Pero  el  derecho  del  tanto  que  otorga  la  ley  al  dueño  no 
tiene  lugar  en  las  transmisiones  hechas  á  título  gratuito,  ni 
en  las  permutas,  sino  en  la  venta  y  en  la  dación  en  pago; 
pues  así  lo  determina  expresamente  el  artículo  3,274  del 
Código  Civil,  declarando  que  el  dueño  y  el  enfiteuta,  siem- 
pre que  quieran  vender  ó  dar  en  pago  los  derechos  que  res- 
pectivamente disfrutan  sobre  la  cosa,  tendrán  el  derecho  del 
tanto. 

Este  derecho  es  excepcional,  porque  importa  una  dero- 
gación de  la  facultad  que  goza  todo  individuo  de  disponer 
libremente  de  lo  que  es  suyo  y  le  pertenece,  y  por  lo  mis- 
mo, su  aplicación  no  puede  extenderse  más  allá  de  los  ca- 
sos  expresamente  comprendidos  en  la  ley  que  los  establece. 

Además,  el  derecho  del  tanto  supone  necesariamente  un 
precio  ofrecido  por  el  adquirente  al  enfiteuta,  y  en  las  ena- 
jenaciones hechas  á  título  gratuito  no  existe  ni  puede  exis- 
tir tal  requisito. 

Fundado  en  las  mismas  consideraciones,  porque  no  hay 
diferencia  alguna  entre  las  ventas  judiciales  y  las  extrajudi- 
ciales,  declara  el  artículo  3,277  del  Código,  que  el  derecho 


1  Tomo  ÍV,  pág.  150. 

2  Artículo  3, 134,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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del  tanto  tiene  lugar  también  en  el  caso  de  venta  judicial:  y 
que  si,  pregonado  el  predio,  no  se  presenta  postor,  puede 
el  dueño  pedir  la  adjudicación  en  los  términos  establecidos 
en  el  Código  de  Procedimientos. ' 

Es  decir:  que  tiene  el  derecho  del  tanto  con  relación  al 
acreedor  por  cuyas  gestiones  se  saca  la  finca  á  remate,  y  á 
quien  faculta  el  Código  de  Procedimientos  para  que  en  cual- 
quiera almoneda,  si  no  hubier.e  postor,  pueda  pedir  la  ad- 
judicación de  aquélla  en  las  dos  terceras  partes  del  precio 
que  en  ella  haya  servido  para  el  remate  (art.  1,651  del 
Código  de  1880.).^ 

De  los  términos  del  artículo  3,277  del  Código  Civil,  pa- 
rece inferirse  que  el  dueño  sólo  tiene  derecho  del  tanto  en 
concurrencia  con  el  acreedor  y  cuando  pregonada  la  finca 
no  hay  quien  le  haga  postura;  pero  un  examen  detenido  de 
tal  precepto  demuestra  que  comprende  dos  casos:  primero, 
aquél  que  se  refiere  á  las  ventas  judiciales,  estableciendo 
por  regla  general  y  sin  excepción  alguna,  que  en  ellas  tiene 
también  lugar  aquel  derecho,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  en 
esas  ventas  puede  quedarse  el  dueño,  si  así  lo  desea,  con  la 
finca,  por  el  precio  que  ofreciere  el  licitante  que  hiciere 
mejor  postura. 

El  segundo  caso  á  que  se  refiere  dicho  precepto  es  aquel 
en  que  no  hay  postores,  y  en  el  que  por  tal  motivo  preten- 
de el  acreedor,  que  se  le  adjudique  la  finca  en  las  dos  ter- 


1  Artículo  3,137,  Cód.  Civ.  de  1884. 
Reformado  en  los  términos  siguientes : 

"  Este  derecho  subsiste  aun  en  el  caso  de  venta  judicial,  y  si  pregonado  el  predio  no  se 
presenta  postor,  puede  pedir  el  dueño  la  adjudicación  en  los  términos  establecidos  por 
el  Código  de  Procedimientos  respecto  de  la  adjudicación  á  favor  del  acreedor." 

La  reforma  tuvo  por  objeto  darle  mayor  claridad  al  precepto,  y  la  explica  el  Sr.  Lie. 
Macedo  en  los  términos  siguientes:  "Suprimidos  en  el  nuevo  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles  los  pregones  para  los  remates  judiciales,  es  claro  que  el  precepto  de  este  ar- 
ticulo debe  entenderse  para  el  caso  de  que  publicados  los  edictos  y  llegado  el  día  del  re- 
mate no  se  hubiere  presentado  postor."  (Notas  comparativas.) 

2  Artículo  849,  Código  de  Procedimientos  de  1884. 
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ceras  partes  del  precio  que  hubiere  servido  de  base  parala 
almoneda;  pues  en  tal  caso  tiene  derecho  el  dueño  para  usar 
del  derecho  del  tanto  y  pedir  que  se  le  adjudiquen  en  ese 
mismo  precio. 

No  hay,  pues,  deficiencia  alguna  en  el  artículo  3,277  del 
Código,  porque  autoriza  el  ejercicio  del  derecho  del  tanto 
concedido  al  dueño  en  todos  los  casos  que  pueden  acontecer 
en  las  ventas  judiciales. 

A  efecto  de  que  ese  derecho  pueda  tener  su  debida  eje- 
cución, ó  más  bien  dicho,  que  pueda  realizarse  en  la  prác- 
tica, ordena  el  artículo  3,275  del  Código,  que  el  enfiteuta 
dé  aviso  al  propietario  del  precio  definitivo  que  se  le  ofrez- 
ca; y  si  dentro  de  treinta  días  contados  desde  que  éste  re- 
ciba formal  aviso  no  hiciere  uso  del  tanto  y  paga  real  y 
efectiva,  podrá  aquél  enajenar  libremente  su  derecho/ 

Pero  ni  el  Código  Civil,  ni  el  de  Procedimientos  deter- 
minan la  manera  de  hacerse  la  notificación  respectiva  al 
dueño,  diligencia  muy  importante,  á  nuestro  juicio,  toda  vez 
que  es  prescriptible  en  un  plazo  muy  breve  el  derecho  del 
tanto,  y  que  es  por  lo  mismo,  indispensable  fijar  la  fecha 
desde  la  cual  comienza  á  correr  ese  plazo. 

Creemos  que  la  notificación  puede  hacerse  por  medio  de 
un  notario;  pero  que  es  preferible  y  más  seguro  hacerla  ju- 
dicialmente, ocurriendo  al  juez  de  primera  instancia,  pi- 
diéndole que,  por  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  mande 
hacerle  saber  al  dueño,  que  el  promovente  intenta  vender 
el  dominio  útil  de  que  disfruta  á  determinada  persona  en  tal 
precio,  á  fin  de  que  dentro  del  plazo  de  treinta  días,  conta- 
dos desde  la  fecha  de  la  notificación,  haga  uso  del  derecho 
del  tanto  que  le  concede  la  ley  y  paga  real  y  efectiva. 

Si  vencido  el  plazo  no  hiciere  el  dueño  uso  del  derecho 
del  tanto  y  paga  del  precio  ofrecido  por  el  comprador,  que- 


Artículo  3,135,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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da  el  enfiteuta  en  la  más  plena  libertad  para  enajenar  la 
finca,  y  puede  pedir  que  se  le  dé  copia  certificada  de  las  di  - 
ligeñcias  relativas  á  la  notificación  hecha  al  dueño,  para  pro- 
bar en  cualquier  tiempo  que  llenó  á  este  respecto  las  exi- 
gencias de  la  ley. 

Previendo  ésta  que  sean  varios  los  predios  en  que  esté 
constituida  la  enfiteusis,  declara,  que  en  tal  evento  no  pue- 
de «1  dueño  optar  por  unos  y  rechazar  otros  en  caso  de  tan- 
teo, sino  que  debe  verificarlo  respecto  de  todos  (art.  3,281, 

Cód.  Civ.)/ 

Fácil  es  comprender  la  justicia  de  esta  exigencia  de  la 
ley,  pues  el  dueño  preferiría  los  predios  productivos  aban- 
donando los  improductivos  con  perjuicio  del  enfiteuta,  que 
difícilmente  encontraría  comprador  para  ellos. 

La  venta  de  todos  es  de  fácil  realización,  pero  segrega 
dos  los  valiosos,  es  difícil,  si  no  imposible,  que  ella  pueda 
realizarse;  y  la  ley  que  ha  establecido  el  derecho  del  tanto 
en  beneficio  del  dueño,  pero  conciliando  los  legítimos  inte- 
reses del  enfiteuta,  no  puede  permitir  que  aquél  se  bentificie 
con  perjuicio  de  éste. 

Según  los  principios  sancionados  por  nuestra  antigua  le- 
gislación, gozaba  también  el  dueño  del  derecho  de  cobrar 
el  laudemio  6  ¿uisfno,  bajo  cuyo  nombre  se  designaba  la 
cantidad  que  se  le  pagaba  al  dueño  cuando  se  enajenaban 
los  predios  que  se  daban  á  censo  perpetuo  ó  en  enfiteusis. 

Esa  cantidad,  que  ascendía  en  unas  partes  á  la  quincua- 
gésima del  precio  en  que  enajenaba  el  enfiteuta,  y  en  otras 
á  la  décima,  se  debía  de  pagar  por  el  nuevo  poseedor;  y  se 
estimaba  muy  oneroso,  porque  no  se  sacaba  del  precio  que 
tenía  la  finca  acensuada  cuando  se  constituyó  la  enfiteusis, 
sino  del  que  alcanzaba  cuando  se  hacía  la  enajenación,  in- 
cluyendo las  mejoras  hechas  por  el  enfiteuta. 


I   Artículo  3. 141,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Así,  acontecía  con  mucha  frecuencia,  que  un  predio  de 
pequeñísimo  valor  al  constituirse  el  censo,  adquiriera  uno 
mayor  merced  á  los  trabajos  y  gastos  erogados  por  el  enfi- 
teuta,  y  que  el  dueño  cobrara  el  laudemio  sobre  este  valor, 
<:uando  no  había  contribuido  de  ninguna  manera  á  su  for- 
mación, y  por  lo  mismo,  era  injusto  que  se  le  pagara- 
Pero  no  era  éste  el  único  inconveniente  que  tenía  la  exis- 
lencia  del  laudemio,  esa  especie  de  tributo  pagado  al  du^o 
en  señal  de  vasallaje  y  reconocimiento  de  su  dominio  y  se- 
ñorío, sino  que  causaba  perjuicio  al  interés  público,  porque 
se  obligaba  al  vendedor  á  pagarlo  aun  en  las  ventas  judi- 
diciales,  en  las  que  se  hacía  la  enajenación  contra  su  volun- 
tad y  por  orden  de  los  tribunales. 

Inconvenientes  tan  graves  y  perjudiciales,  movieron  á 
nuestros  legisladores  á  declarar  en  el  artículo  3, 240  del  Có- 
digo Civil,  que  no  puede  imponerse  al  enfiteuta  el  grava- 
men llamado  laudemio;  y  que  todo  pacto  para  asegurar  el 
cobro  del  mencionado  gravamen  ó  de  cualquiera  otro  fue- 
ra de  la  pensión,  es  nulo  de  pleno  derecho. ' 

Las  obligaciones  del  dueño  se  reducen  á  tres,  que  son: 
I?  Dejar  libre  y  expedito  al  enfiteuta  el  uso  y  aprove- 
chamiento de  la  cosa,  sin  ponerle  embarazo  alguno: 

2?  Salir  á  la  evicción,  é  indemnizar  al  enfiteuta,  en  el  ca- 
so de  que  aquélla  se  consume,  en  los  términos  que  prescri- 
be la  ley. 

Ambas  obligaciones  son  las  consecuencias  necesarias  de 
la  enajenación  que  el  dueño  hace  al  enfiteuta  del  dominio 
útil  de  la  finca,  pues  toda  translación  de  la  propiedad  á  tí- 
tulo oneroso  obliga  al  que  la  hace  á  dejar  que  el  adquirente 
use  y  disfrute  de  la  cosa  como  mejor  le  parezca,  á  mante- 
nerle en  quieta  y  pacífica  posesión  de  ella  y  á  indemnizarle 
debidamente  si  no  puede  cumplir  este  deber. 


I  Artículo  3,100,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Sin  embargo,  no  pareció  que  era  bastante  que  estas  obli- 
gaciones estuvieran  comprendidas  en  los  principios  gene- 
rales que  rigen  á  todos  los  contratos,  y  por  tal  motivo  de- 
clara el  artículo  3,267  del  Código,  que  si  el  enfiteuta  fuere 
perturbado  en  su  derecho  por  tercero  que  dispute  el  domi- 
nio directo  y  la  validez  del  censo,  debe  denunciar  el  pleito 
al  dueño;  y  que  si  no  lo  hiciere,  no  tendrá  acción  contra  éste 
por  los  daños  y  perjuicios  que  sufra  en  el  juicio  de  evicción/ 

Siendo  esta  regla  una  reproducción  de  los  preceptos  con- 
tenidos en  los  artículos  1,605,  i>6io  y  1,627  del  Código  Ci- 
vil, nos  remitimos  al  estudio  que  sobre  ellos  hicimos  en  el 
capítulo  V,  lección  3?  de  este  tratado. "" 

Sin  embargo,  debemos  de  advertir  á  este  respecto,  que 
el  Código  Civil  estima  no  sólo  como  una  obligación  del  due- 
ño la  defensa  del  enfiteuta  en  caso  de  evicción,  sino  tam- 
bién como  un  derecho,  porque  declara  en  el  artículo  3,268 
que  el  dueño  puede  en  todo  caso  salir  por  sí  solo  al  pleito. 
De  donde  se  infiere,  que  no  es  necesario  que  se  le  haga  la 
denuncia  para  que  pueda  intervenir  en  el  pleito,  sino  que 
basta  que  tenga  conocimiento  de  su  iniciación  para  cjqe,  por 
su  propio  derecho,  pueda  acudir  á  él,  alegar  las  excejpcio- 
nes  que  tuviere  y  hacer  cuantas  promociones  estimar/i  con- 
venientes. ^ 

La  concesión  de  este  derecho  se  explica  sencillamente 
por  la  consideración  de  que  el  dueño  no  sólo  es  responsa- 
ble al  enfiteuta  por  las  consecuencias  de  la  evicción,  sino  que 
estando  dividida  la  propiedad  en  virtud  de  la  enfiteusis,  ra- 
dica en  él  el  dominio  directo  y  tiene  un  interés  personal  en 
la  contienda. 

3Í^  El  dueño  está  también  obligado  á  dar  aviso  al  enfi- 
teuta del  precio  definitivo  que  se  le  ofrezca  por  su  derecho, 


1  Artículo  3,127,  Código  Cív.  de  1884. 

2  Tomo  I  [I,  pág.  220  y  sigaientes. 

3  Artículo  3,128,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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para  que  dentro  de  treinta  días,  contados  desde  que  reciba 
formal  aviso,  haga  uso  del  derecho  del  tanto  y  paga  real  y 
efectiv^t  (art.  3,275,  Cód.  Civ.)/ 

En  cuanto  al  enfiteuta,  adquiere  los  siguientes  derechos 
por  la  constitución  del  censo: 

I  i*  El  dominio  útil  del  predio  sobre  el  cual  se  constituye 
el  censo,  y  con  él  el  derecho  de  usufructuar  ese  predio  y  de 
disponer  de  él  como  de  cosa  propia,  salvas  las  restricciones 
que  la  ley  establece  (art.  3,266,  Cód.  Civ.).' 

En  consecuencia,  el  enfiteuta  puede  hipotecar  el  predio 
é  imponerle  cualesquiera  otras  cargas  ó  servidumbres,  sin 
consentimiento  del  dueño;  pero  en  caso  de  devolución  debe 
pasar  el  predio  libre  al  dueño  si  no  ha  consentido  en  esos 
gravámenes  (art.  3,271,  Cód.  Civ.).^ 

Podrá  parecer  extraña  esta  limitación,  pero  el  más  lige- 
ro examen  basta  para  justificarla.  El  dominio  de  la  finca 
acensuada  está  dividido  entre  el  enfiteuta  y  el  dueño,  y 
por  lo  mismo,  la  imposición  de  la  hipoteca  ó  de  cualquiera 
otro  gravamen  por  aquéi.  sólo  puede  obligarle  á  él  y  afec- 
tar sus  bienes,  pero  de  ninguna  manera  los  de  éste,  sin  cu- 
ya noticia  ni  consentimiento,  celebró  el  contrato,  y  por  lo 
mismo,  no  puede  producir  efectos  jurídicos  contra  él. 

Ya  nos  hemos  ocupado  antes  de  esta  limitación,  y  por  lo 
mismo,  y  á  efecto  de  no  incurrir  en  inútiles  repeticiones,  re- 
mitimos á  nuestros  lectores  al  capítulo  II,  lección  8?  de  este 
tratado,  limitándonos  á  advertir  que  los  gravámenes,  servi- 
dumbres, hipotecas,  etc.,  impuestos  por  el  enfiteuta  sin  el 
consentimiento  del  dueño,  duran  tanto  como  dura  la  enfi- 
teusis,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  se  extinguen  con  ésta.* 

Puede  también  el  enfiteuta  cambiar  ó  donar  libremente 


1  Artículo  3,135,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,126,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,131,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Tomo  IV,  págí.  31  y  32. 
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el  predio;  pero  el  cesionario  debe  hacerlo  saber  al  dueño 
dentro  de  sesenta  días  contados  desde  aquél  en  que  se  hiza 
la  cesión,  según  lo  previene  expresamente  el  artículo  3,272 
del  Código  Civil. ' 

La  lectura  de  este  precepto  hace  comprender  que  no  con- 
tiene limitación  alguna  al  derecho  del  dueño,  y  que  sólo  im- 
pone una  obligación  al  adquirente  del  predio,  la  de  dar  aviso- 
ai  dueño  de  la  cesión  dentro  de  sesenta  días  contados  desde 
la  fecha  en  que  ésta  tuvo  lugar,  la  cual  tiene  sin  duda  por 
objeto  evitar  que  aquél  sea  víctima  de  un  fraude  del  enfi- 
teuta,  para  eludir  el  pago  de  las  pensiones. 

De  otra  manera  no  podría  explicarse  el  precepto  conte- 
nido en  el  artículo  3.273  del  Código,  que  establece  una  san- 
ción penal  para  el  caso  en  que  el  adquirente  no  cumpla  el 
deber  de  avisar  al  dueño,  constituyéndolo  responsable  so- 
lidariamente con  el  enfiteuta  del  pago  de  las  pensiones.'' 

Creemos,  por  lo  mismo,  que  entretanto  no  se  dé  el  aviso 
respectivo,  el  enfiteuta  no  deja  de  ser  responsable  del  pago 
de  las  pensiones;  porque  para  el  dueño  aun  conserva  el  pre- 
dio acensuado,  toda  vez  que  no  tiene  conocimiento  de  la  ena- 
jenación, y  á  la  vez  contrae  la  misma  responsabilidad  el  ad- 
quirente, como  actual  poseedor  de  aquél,  y  como  un  justo 
castigo  de  su  conducta. 

Así,  pues,  el  dueño  puede  ejercitar  su  acción  indistinta- 
mente para  el  pago  de  las  pensiones  contra  el  enfiteuta,  el 
adquirente,  ó  contra  los  dos  á  la  vez. 

2?  El  derecho  del  tanto,  del  cual  disfruta  en  los  mismos 
casos  y  en  las  mismas  condiciones  que  el  dueño,  sobre  los 
cuales  hemos  hecho  las  explicaciones  convenientes,  al  enu- 
merar los  derechos  de  éste  (arts.  3,274,  3,275  y  3.276,  Cód. 
Civ.).^ 


1  Artículo  3,132,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,133.  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículos  3,134,  3,135  y  3,136,  Cód.  Civ.  (I*í  1884. 
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No  hay,  pues,  otra  diferencia  entre  las  reglas  que  el  Có- 
digo establece  respecto  del  derecho  del  tanto  entre  el  dueño 
y  el  enfiteuta,  que  los  diversos  efectos  jurídicos  que  produ- 
ce la  falta  de  aviso  de  la  enajenación,  según  que  aquél  ó  éste 
incurran  en  esa  falta. 

En  efecto:  según  dijimos,  el  artículo  3,278  del  Código  de- 
clara que,  cuando  el  enfiteuta  no  da  aviso  al  dueño  del  pre- 
cio definitivo  que  se  le  ofrezca  por  la  finca,  para  que  dentro 
del  término  legal  haga  uso  del  derecho  del  tanto,  la  enaje- 
nación es  nula  y  aquél  puede  recobrar  el  predio  por  comiso; 
y  según  el  artículo  3,279,  si  el  dueño  es  el  que  falta  al  cum- 
plimiento de  ese  deber,  el  enfiteuta  no  tiene  derecho  para 
reivindicar  el  precio  pero  sí  para  exigir  la  indemnización  de 
los  daños  y  perjuicios  que  pruebe  se  le  siguen  por  la  pre- 
terición. ' 

No  alcanzamos  á  comprender  la  razón  de  la  diferencia, 
ni  encontramos  en  su  apoyo  ninguna  consideración  de  in- 
terés público  ó  de  otro  orden  que  la  justifique;  y  antes,  por 
el  contrario,  creemos  que  los  mismos  fundamentos  sobre 
que  reposa  el  precepto  que  otorga  derecho  al  dueño  para 
pretender  la  nulidad  de  la  venta,  militan  igualmente  en  fa- 
vor del  enfiteuta  para  que  se  le  conceda  el  mismo  derecho. 

Además,  creemos  que  el  artículo  3,279  del  Código  con- 
cede al  enfiteuta  un  derecho  enteramente  nominal  y  que 
jamás  podrá  hacer  efectivo  en  la  práctica,  porque  no  se  com- 
prende qué  clase  de  perjuicios,  estimables  en  dinero,  se  le 
pueden  causar  al  enfiteuta  por  el  hecho  de  no  darle  el  aviso 

I  Artículos  3,138  y  3,139,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  el  último  de  estos  preceptos,  en  los  términos  siguientes: 

**Sí  el  que  faltó  á  lo  prevenido  en  el  citado  artículo  3,135,  fué  el  dueño,  el  enfitcuu 
no  tendrá  derecho  para  reivindicar  el  predio,  pero  sí  para  exigir  la  indemnización  de  los 
daños  y  perjuicios  que  pruebe  se  le  siguen  por  la  preterición,  si  el  dueño  no  sehobicrc 
coludido  con  el  adquirente;  en  caso  de  colusión,  el  enñteuta  podrá  reivindicar  el  predio. 

Como  se  ve,  la  reforma  no  vino  á  corregir  totalmente  el  defectuoso  precepto  á  qac  se 
refiere  esta  nota.  A  nuestro  juicio,  la  única  corrección  jurídica  y  justa  es  la  que  hemos 
indicado  en  el  texto  á  que  hace  referencia  esta  nota. 
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que  previene  la  ley,  y  privarlo  así  del  ejercicio  del  derecho 
del  tanto. 

Y  si  suponemos  que  tal  perjuicio  puede  consistir  en  el 
mal  que  resulta  de  que  se  prolongue  el  estado  imperfecto 
de  la  propiedad,  y  que  ese  mal  puede  ser  estimado  en  di- 
nero, resultará  que  tal  estimación  importará  tanto,  si  no  más 
que  el  valor  del  dominio  directo  del  predio  vendido. 

Pero  insistimos  en  que  el  mal  producido  por  la  falta  de 
aviso  del  dueño  no  es  estimable  en  dinero,  porque  no  hay 
base  alguna  que  pueda  servir  ni  á  los  jueces  ni  á  los  peri- 
tos para  hacer  la  valuación  de  él. 

Parece  que  lo  más  lógico  y  jurídico  habría  sido  otorgar 
al  enfiteuta  la  facultad  de  hacer  efectivo  el  derecho  del  tan- 
to en  cualquier  tiempo  en  que  tuviera  noticia  de  la  enaje- 
nación; pues  así  no  quedarían  burlados  sus  intereses  y  su- 
frirían los  culpables  el  castigo  de  su  falta. 

Complementando  la  regla  establecida  por  el  artículo  3, 2  79 
del  Código,  declara  el  3,280,  que  el  enfiteuta  debe  entablar 
su  demanda  contra  el  dueño  si  éste  fuere  culpable,  y  con- 
tra el  dueño  y  el  adquirente  si  ambos  obraron  de  acuerdo 
en  la  preterición,  porque  en  tal  caso  ambos  son  autores  del 
hecho  que  causó  los  daños  y  perjuicios,  y  por  consiguiente 
deben  ser  responsables  de  ellos.' 

3?  El  derecho  de  cobrar  al  dueño  las  mejoras  que  hayan 
aumentado  el  valor  del  predio,  en  todos  los  casos  en  que  el 
contrato  de  enfiteusis  fuere  rescindido  por  comiso  ú  otra 
causa;  pero  sólo  cuando  el  aumento  subsiste  al  tiempo  de 
la  rescisión  (art.  3,289,  Cód.  Civ.),* 

Este  derecho  que  no  faculta  al  enfiteuta  parfi  retener  la 
finca,  según  lo  declara  expresamente  el  artículo  3.290  del 
Código,  se  funda  en  el  principio  de  equidad  y  de  justicia, 

1  Artículos  3,139  y  3.140,  Cód.  Cív.  de  1884.  Véase  la  nota  precedente. 

2  Artículo  3,149,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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•que  no  permite  enriquecernos  á  expensas  y  con  perjuicio  de 
los  demás, 

4?  El  derecho  de  que  el  dueño  le  reduzca  la  pensión,  si 
el  predio  se  destruyere  ó  inutilizare  en  parte,  y  de  libertar 
se  haciendo  dimisión  de  la  enfiteusis  si  aquél  se  rehusare; 
por  las  mismas  razones  que  permiten  que  el  censatario  que 
se  halla  en  idénticas  condiciones  en  el  censo  consignativo 
obtenga  la  reducción  de  ellas;  ó  se  liberte  haciendo  dimi- 
sión de  la  cosa  acensuada." 

5?  En  caso  de  esterilidad  extraordinaria  ó  de  destrucción 
fortuita  de  los  frutos,  de  modo  que  no  quede  de  éstos  lo  bas- 
tante para  pagar  la  pensión,  deducido  el  costo  de  la  semi- 
lla y  gastos  de  cultivo,  no  estará  obligado  el  enfiteuta  á  pa- 
gar lo  que  falte,  con  tal  que  antes  de  levantar  la  cosecha  dé 
aviso  al  dueño  (art.  3,287,  Cód.  Civ  ).^ 

En  este  caso  se  supone  la  existencia  de  un  acontecimien- 
to distinto  del  anterior  y  enteramente  fortuito  que  destruye 

•ó  disminuye  los  frutos  hasta  tal  grado,  que  son  insuficien- 
tes, deducidos  el  costo  de  la  semilla  y  los  gastos  de  cultivo, 
para  integrar  la  pensión,  y  que  da  derecho  al  enfiteuta  para 
pagar  con  lo  que  quede  de  la  cosecha  ó  su  valor,  hecha  la 
deducción  indicada. 

Tal  deducción  está  fundada  en  las  exigencias  de  la  equi- 
dad y  la  justicia  que  no  permiten  que  uno  se  enriquezca  á 
expensas  y  con  perjuicio  de  otro;  y  á  tal  resultado  se  lle- 
garía si  el  enfiteuta  no  tuviera  derecho  de  descontar  el  va- 
lor de  la  semilla  y  los  gastos  de  cultivo^  y  si  el  dueño  se 
aprovechara  de  la  cosecha  íntegra. 

Pero  el  enfiteuta  goza  de  ese  derecho  á  condición  de  que 

.antes  de  levantar  la  cosecha  dé  aviso  al  dueño  á  fin  deque 
se  cerciore  de  la  verdad -de  la  pérdida  ifortuita  de  los  frutos, 


1  Artículo  3,140,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,145,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3, 147,  Cód,  Civ.  de  1884. 


I  Artículo  3,145,  Cód.  Civ.  de  1584. 

;  Artículo  3, 147,  Cód,  Civ.  de  1884. 
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y  de  evitar  que  se  cometan  fraudes  con  perjuicio  de  sus  in- 
tereses. 

Pero  la  consagración  del  derecho  áque  nos  referimos  no 
priva  á  los  interesados  de  la  facultad  de  contratar  con  res- 
pecto á  él  lo  que  estimen  como  más  conveniente  á  sus  intere- 
ses pues  el  precepto  que  lo  sanciona  sólo  prevé  un  caso 
contingente  no  tomado  por  aquéllos  en  consideración  al  ce- 
lebrar el  contrato. 

Por  tal  motivo,  declara  el  artículo  3,288,  que  lo  dispues- 
to en  el  anterior,  que  sanciona  el  derecho  aludido,  no  se  ob- 
servará si  en  el  contrato  se  ha  acordado  otra  cosa: ' 

Son  obligaciones  del  enfiteuta: 

I?  Pagar  todas  las  contribuciones  prediales  ó  personales 
impuestas  en  razón  del  predio;  porque  nada  es  más  justo, 
que  el  que  percibe  los  frutos  y  todas  las  ventajas  de  que  es 
susceptible  el  predio  esté  obligado  á  satisfacer  los  impues- 
tos establecidos  por  razón  de  éste,  prediales  ó  personales 
(art.  3,269,  Cód.  Civ.).^ 

Sin  embargo,  el  dueño  debe  abonar  al  enfiteuta  las  con- 
tribuciones impuestas  sobre  la  pensión  misma,  por  la  sen- 
cilla razón  de  que  el  impuesto  recae  exclusivamente  sobre 
frutos  ó  productos  que  no  pertenecen  al  enfiteuta,  y  por  lo 
mismo,  deben  ser  pagados  por  la  persona  á  quien  corres- 
ponden (art.  3,270,  Cód.  Civ.).^ 

2?  Dar  aviso  al  dueño,  en  el  caso  de  venta  ó  dación  en 
pago,  del  precio  que  se  le  ofrezca,  á  fin  de  que  pueda  ha- 
cer uso  del  derecho  del  tanto  (art.  3,245,  Cód.  Civ.)^ 

3?  Pagar  íntegra  y  puntualmente  las  pensiones  conveni- 
das, bajo  la  pena  de  perder  la  finca  por  comiso,  si  deja  de 


1  Articulo  3,148,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,129  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,130,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  3,135,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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cumplir  esta  obligación  por  tres  años  consecutivos  (arts. 
3,262  y  3,263,  Cód.  Civ.).' 

4?  Denunciar  el  pleito  al  dueño,  si  fuere  perturbado  en 
su  derecho  por  tercero  que  dispute  el  dominio  directo  y  la 
validez  del  censo,  á  fin  de  conservar  su  acción  contra  él  por 
los  daños  y  perjuicios  que  sufra  por  el  juicio  de  evicción 
(art.  3,267,  Cód.  Civ.).' 

El  censo  enfitéutico  se  extingue : 

I?  Por  consolidación,  esto  es,  por  la  reunión  del  dominio 
directo  y  del  útil  en  una  misma  persona;  y  puede  verificarse: 

I.  Por  comiso,  cuando  el  enfiteuta  intenta  vender  ó  dar 
en  pago  el  dominio  útil  de  que  disfruta,  y  no  da  aviso  al 
dueño  del  precio  definitivo  que  se  le  ofrezca,  para  que  ha- 
ga uso  del  derecho  del  tanto  que  le  otorga  la  ley,  en  el  tér- 
mino y  en  la  forma  que  ésta  prescribe ;  y  cuando  el  enfiteuta 
deja  de  pagar  por  tres  años  consecutivos  la  pensión,  ó  dete- 
riora el  predio  de  modo  que  pierda  una  cuarta  parte  de  su 
valor  (arts.  3,278,  3,263  y  3,265,  Cód.  Civ.).^ 

II.  Cuando  el  dueño  ó  el  enfiteuta  hacen  uso  del  dere- 
cho del  tanto  que  la  ley  les  otorga,  y  paga  real  y  efectiva, 
(art.  3,276,  Cód.  Civ.)* 

III.  Cuando  el  enfiteuta  muere  sin  herederos  testa- 
mentarios ó  legítimos,  esto  es,  sin  hacer  testamento  y  sin 
descendientes,  cónyuge,  ascendientes  ni  colaterales  dentro 
del  octavo  grado;  pues  en  tal  caso  se  debe  devolver  el  pre- 
dio al  dueño,  según  hemos  dicho  antes  (art.  3,256,  Cód. 
Civ.).5 

IV.  Cuando  el  predio  se  destruye  ó  inutiliza  en  parte  y 
el  dueño  rehusa  reducir  la  pensión,  y  el  enfiteuta  renuncia 


1  Artículos  3,122  y  3,123,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,127,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículos  3,138,  3,123  y  3,135,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  3. 136,  Cód.  Civ.  de  1884. 

5  Artículo  3,116,  Cód. Civ.  de  1884. 
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ó  hace  dimisión  de  la  enfiteusis  para  librarse  del  pago  de 
aquélla  (art.  3,285,  Cód.  Civ.).' 

V.  Por  la  redención,  esto  es,  cuando  el  enfiteuta  devuel- 
ve espontáneamente  al  dueño  el  capital  del  censo  y  las 
pensiones  que  deba. 

La  redención  no  se  halla  reglamentada  por  el  Código 
Civil,  pues  fuera  de  los  artículos  3,214  y  3,215,  en  los  cua- 
les declara  que  todos  los  censos  que  se  constituyeren  en  lo 
futuro  serán  redimibles,  que  cualquier  pacto  en  contrario 
será  nulo  y  que  los  censos  existentes  con  el  carácter  de  irre- 
dimibles podrán  redimirse  por  convenio  de  las  partes,  no 
hay  ningún  otro  precepto  que  determine  algo  sobre  el  par- 
ticular. ' 

Este  silencio  de  la  ley  es,  á  nuestro  juicio,  peligroso  y 
ocasionado  á  graves  dificultades  en  todos  aquellos  casos  eo 
los  cuales  nada  hayan  estipulado  los  interesados  en  el  con- 
trato sobre  la  constitución  del  censo. 

Nuestra  opinión  es  que  en  tal  caso  se  debe  hacer  la  re- 
dención en  un  solo  acto,  devolviendo  el  enfiteuta  íntegro  el 
capital  que  recibió,  y  no  en  abonos  parciales. 

Sin  embargo,  debemos  confesar  que,  la  ley  16,  tit.  15, 
lib.  X  de  la  Nov.  Recop.  autorizaba  la  reducción  á  falta  de 
convenio  expreso,  pagando  por  mitad  el  capital  que  exce- 
día de  cien  mil  reales,  y  por  terceras  partes  el  mayor  de 
esa  suma,  aunque  se  hubiera  convenido  lo  contrario;  y  la 
ley  21  del  mismo  título  y  libro  de  ese  ordenamiento,  man- 
daba que,  cuando  el  censo  era  muy  antiguo  y  desconocido 
el  capital  se  debía  valuar  con  arreglo  á  la  costumbre,  don- 
de la  hubiere,  y  donde  no,  se  debía  formar  el  capital  por  la 
cuota  de  la  pensión,  es  decir,  á  razón  de  ciento  por  tres. 

Tal  vez  podrían  invocarse  con  buen  título  estas  leyes  para 
suplir  la  deficiencia  absoluta  del  Código  Civil  respecto  de 


1  Artículo  3, 145,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículos  3,074  y  3,075,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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la  redención  del  censo  enfitéutico  y  evitar  el  capricho  y  la 
arbitrariedad. 

A  este  propósito  juzgamos  oportuno  advertir,  que  aun- 
que el  artículo  3,215  del  Código  Civil  autoriza  la  redención 
de  los  censos  existentes  con  el  carácter  de  irredimibles,  por 
convenio  de  la  partes,  según  parece,  por  no  dar  efecto  re- 
troactivo á  ese  precepto;  según  las  leyes  recopiladas,  todos 
los  censos  podían  redimirse,  sin  otra  diferencia,  que  por  los 
redimibles  sólo  se  pagaba  el  capital  sencillo,  y  por  los  irre- 
dimibles doble;  y  en  caso  de  duda,  se  presumían  redimibles, 
en  virtud  del  principio  según  el  cual  en  ese  caso  se  debe 
admitir  lo  menos  gravoso. 

2?  Por  la  pérdida  ó  inutilización  total  del  predio  acaecida 
por  fuerza  mayor  ó  caso  fortuito  (art,  3,284,  Cód.  Civ.).' 

3?  Por  prescripción,  pues  el  artículo  3,283  del  Código 
Civil  declara,  que  en  la  enfiteusis  puede  tener  lugar  la  pres- 
cripción en  la  forma  que  se  establece  en  el  título  respectivo 
del  libro  II.' 

La  prescripción  tiene  lugar  en  la  enfiteusis  cuando  el  po- 
seedor del  predio  sujeto  á  este  censo  la  posee  por  espacio 
de  veinte  años  de  buena  fe  y  libre  de  ese  gravamen,  su- 
puesto que  en  dicho  plazo  se  adquieren  por  prescripción  los 
derechos  reales,  según  el  artículo  1,195  ^^^  Código  Civil. 
Si  hubiere  mala  fe,  la  prescripción  se  consuma  mediante  el 
lapso  de  treinta  años,  según  el  mismo  precepto. ^ 

4?  Finalmente,  se  extingue  la  enfiteusis  por  el  lapso  del 
tiempo  por  el  cual  se  hubiere  constituido,  como  todos  los 
contratos  á  los  cuales  se  les  señala  un  tiempo  para  su  dura- 
ción por  los  contratantes;  pues  si  la  voluntad  de  ellos  fué 
que  sus  relaciones  jurídicas  duraran  por  un  tiempo  más  ó 
menos  largo,  tío  pueden  subsistir  por  un  período  mayor  sin 


1  Artículo  3,144,  Cód.  Cív.  de  1884. 

2  Artículo  3,143,  Cód.  Cív.  de  1884. 

3  Artícnlo  1,087,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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contrariar  su  voluntad,  que  es  la  base  y  fundamento  del  con- 
trato. 

Las  explicaciones  que  hemos  hecho  en  el  curso  de  esta 
lección,  nos  excusan  de  hacerlas  respecto  de  los  demás  mo- 
dos de  extinguirse  la  enfiteusis. 
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LECCIÓN  VIGÉSIMA  QUINTA. 


DE  LAS  TRANSACCIONES. 


Antiguamente  la  transacción  se  estimaba  como  un  con- 
trato erizado  de  dificultades,  y  que  prestaba  motivo  para 
serias  y  laboriosas  disputas  entre  los  jurisconsultos  sobre 
diversos  puntos,  que  hizo  decir  á  uno  de  ellos:  Hac  diffi* 
cillima  et  speculaiiva  esL ' 

No  creemos  que  pueda  decirse  lo  mismo  en  la  actualidad, 
porque  el  Código  Civil  ha  simplificado  de  tal  manera  las 
reglas  que  rigen  la  transacción,  que  son  perfectamente  com- 
prensibles, y  evitan,  en  cuanto  lo  permite  la  imperfección  á 
que  están  sujetas  todas  las  obras  humanas,  todo  género  de 
dificultades. 

La  transacción  se  ha  estimado  en  todo  tiempo  un  contra- 
to benéfico  por  excelencia,  porque  tiene  por  objeto  prevenir 
y  terminar  las  contiendas  y  diferencias  que,  por  encontra- 
dos intereses,  se  suscitan  entre  los  ciudadanos,  y  evita  los 
odios,  los  rencores  entre  ellos,  y  sus  funestas  y  trascenden- 
tales consecuencias. 

La  palabra  transacción  tiene  dos  acepciones,  una  lata  y 
otra  restringida. 

Bajo  la  primera,  la  palabra  transacción  significa  un  acuer- 


i  Urceolus,  de  Transact.  Exord.  núm.  2. 
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do,  un  contrato  cualquiera;  y  en  ese  sentido  se  dice  que  las 
transacciones  mercantiles  sufren  paralización  por  la  baja  de 
la  plata  en  el  extranjero,  ó  que  el  aumento  de  la  población 
trae  consigo  el  aumento  de  tales  transacciones. 

Bajo  la  segunda  acepción,  la  palabra  transacción  significa 
un  contrato  que  tiene  por  objeto  prevenir  ó  terminar  la  con- 
troversia que  tienen  entre  sí  los  contrayentes. 

Este  estudio  tiene  por  objeto  exclusivo  la  transacción 
considerada  bajo  este  último  aspecto. 

La  transacción,  dice  el  artículo  3,291  del  Código  Civil, 
es  un  contrato  por  el  que  las  partes  dando,  prometiendo  ó 
reteniendo  algo,  terminan  una  controversia  presente  6  pre- 
vienen una  futura. ' 

La  transacción  es  un  contrato  consensual,  como  todos  los 
de  derecho  civil,  según  el  sistema  adoptado  por  nuestro  Có- 
digo, y  bilateral  6  sinalagmáctico,  porque  produce  obliga- 
ciones recíprocas  para  ambos  contratantes,  de  las  cuales,  la 
una  es  la  causa  de  la  otra. 

Es  además  un  contrato  oneroso,  cualidad  que  se  deriva 
necesariamente  de  la  reciprocidad  de  concesiones  que  se 
hacen  los  interesados,  y  conmutativo  si  las  prestaciones  á 
que  éstos  se  obligan  consisten  en  una  cantidad  6  cosa  cier- 
ta y  determinada. 

Hacemos  estas  observaciones,  porque  los  ^tutores  se  han 
dividido,  sosteniendo  unos,  como  Marbeau,  que  la  transac- 
ción tiene  á  la  vez  el  carácter  de  conmutativo  y  aleatorio;' 
pero  la  mayoría  ha  hecho  triunfar  la  opinión,  según  la  cual, 
el  precio  de  la  transacción  no  consiste  en  el  éxito  del  litigio 
á  que  pone  término,  sino  en  la  concesión  hecha  por  cada 
uno  de  los  interesados  al  otro,  en  el  abandono  de  una  parte 
de  los  derechos  litigiosos,  ó  en  el  pago  de  una  suma  ó  de 
un  valor  cualquiera,  en  cambio  de  la  concesión  de  los  de- 


1  Artículo  3.151,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Traite  des  Transactions,  núm.  9. 
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rechos  sobre  la  cosa  litigiosa;  y  por  tanto,  si  la  cosa^quese 
da  en  cambio  de  tal  concesión  es  determinada,  como  una 
cantidad  de  dinero,  el  contrato  es  conmutativo;  pero  si  esa 
cosa  es  incierta,  como  una  renta  vitalicia,  entonces  afecta 
/    el  carácter  de  aleatorio. ' 

Siendo  la  transacción  un  contrato,  es  consiguiente  que 
esté  regido  por  las  reglas  generales  que  la  ley  establece 
para  todos  los  contratos,  en  todo  aquello  que  no  esté  ex- 
presamente prevenido  por  el  Código  Civil  (art.  3,292,  Cód. 

Civ.).' 

Es  decir,  que  la  transacción  se  rige  por  las  reglas  que 
dominan  á  todos  los  contratos,  menos  en  aquellos  casos  en 
que  la  ley  establece  expresamente  otra  cosa. 

La  transacción  que  previene  controversias  futuras,  debe 
constar  por  escrito,  si  el  interés  excede  de  trescientos  pe- 
sos, según  lo  ordena  el  artículo  3,293  del  Código  Civil.  ^ 

Lo  cual  quiere  decir  que  este  contrato  no  es  solemne, 
de  manera  que  si  no  se  llena  el  requisito  indicado  no  pro- 
duzca ningún  efecto  jurídico  entre  los  contrayentes. 

Nos  fundamos  para  establecer  esta  conclusión  en  dos  con- 
sideraciones de  orden  distinto.  Es  la  primera,  que  no  exis- 
ten ni  pueden  existir  más  nulidades  que  aquellas  que  ex- 
presamente establece  la  ley,  y  que  cuando  ésta  no  impone 
tal  sanción  para  el  cumplimiento  de  determinado  requisito, 
la  falta  de  éste  no  produce  la  nulidad. 

Como  al  ordenar  el  artículo  3,293  del  Código  que  la  tran- 
sacción que  previene  una  controversia  futura  y  que  excede 
de  trescientos  pesos,  se  haga  constar  por  escrito,  no  impo- 


1  Accarias,  £tade  sur  la  Transaction,  núiu.  82 ;  Guillooard,  Des  Transactíons,  dújd. 
9;  Pontt  Des  Petits  contrats»  tomo  II,  núm.  462. 

2  Artícnlo  3,152,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,153,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado,  reduciendo  á  doscientos  pesos  la  cantidad  por  la  cual  puede  transigirse 
verbalmente. 
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ne  la  pena  de  nulidad,  es  claro  que  la  omisión  de  tal  requi- 
sito no  invalida  ó  anula  á  ese  contrato. 

Tomamos  la  segunda  consideración  de  la  Exposición  de 
motivos,  que  expresa  de  una  manera  auténtica  cuál  ha  sido 
la  mente  de  los  codificadores  al  exigir  el  cumplimiento  de 
ese  requisito,  y  que  á  este  respecto  se  expresa  así:  **Como 
la  transacción  no  sólo  importa  el  arreglo  de  un  negocio,  sino 
que  tiene  por  objeto  evitar  contiendas  que  pueden  ocasio- 
nar nuevos  pleitos,  es  preciso,  como  establece  el  artículo 
3,293,  que  cuando  el  interés  pase  de  trescientos  pesos,  se 
haga  constar  por  escrito,  á  fin  de  que  haya  una  prueba  ple- 
na. Cuando  el  interés  fuere  menor,  no  ha  creído  justo  la 
comisión  exigir  ese  requisito  que  puede  ser  gravoso  para 
los  interesados,  quienes  sin  embargo,  pueden  hacer  uso  de 
él,  puesto  que  la  ley  no  lo  prohibe. " 

Se  ve,  pues,  que  sólo  se  exige  el  requisito  indicado  como 
un  medio  probatorio  de  la  existencia  del  contrato,  y  no  co- 
mo una  solemnidad  necesaria  para  su  validez  y  eficacia. 

Casi  todos  los  autores  sostienen  que,  teniendo  la  tran- 
sacción por  objeto  terminar  una  controversia  ó  prevenir  una 
futura,  debe  recaer  precisamente  sobre  un  derecho  dudoso, 
pues  si  se  abandona  un  derecho  indiscutible,  no  hay  tran- 
sacción, sino  donación;  y  fundan  su  teoría  en  las  siguientes 
palabras  de  la  ley  i?  tit.  15,  lib.  II  del  Digesto: 

^*Qui  transigit^  qtiasi  de  re  dubta,  et  lite  incerta  ñeque 
finita  transigit:  qui  vero  paciscitur  donationis  causa,  rem 
certam  et  induvitatam  liberalitate  remitit. " 

Pero  si  es  necesario  para  la  validez  de  la  transacción  que 
recaiga  sobre  un  derecho  dudoso,  basta  para  la  existencia 
de  esa  circunstancia  la  más  ligera  ouda,  aunque  sólo  sea 
para  los  interesados  y  no  para  las  personas  versadas  en  la 
ciencia  del  derecho;  pues  aquéllos  han  considerado  como  du- 
doso lo  que  no  lo  era,  han  incurrido  en  un  error  de  derecho, 
y  los  errores  de  esta  especie  no  anulan  la  transacción,  como 
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después  veremos,  y  han  querido  evitar  á  toda  costa  un  liti- 
gio, por  el  temor  de  arrostrar  sus  consecuencias,  circuns- 
tancia que  por  sí  sola  basta  para  hacer  válida  y  eficaz  la 
transacción. ' 

Por  idénticas  razones,  sanciona  el  Código  Civil,  como 
después  veremos,  el  principio  según  el  cual  es  nula  la  tran- 
sacción sobre  cualquiera  negocio  que  esté  decidido  judicial- 
mente por  sentencia  irrevocable,  ignorada  por  los  interesa- 
dos; pues  en  tal  caso  dejan  de  ser  dudosos  los  derechos  de 
ellos,  por  estar  ya  definidos  por  esa  sentencia,  y  por  con- 
siguiente, falta  la  causa  del  contrato. 

Todos  los  autores  distinguen  la  transacción  de  otros  ac- 
tos jurídicos,  que  tienen  atingencia  con  ella,  marcándolas 
diferencias  que  existen  entre  ellos  y  los  caracterizan. 

No  seguiremos  á  esos  autores  paso  á  paso;  pero  sí  cree- 
mos conveniente  marcar,  que  la  transacción  difiere  esencial- 
mente del  reconocimiento,  de  la  renuncia,  de  la  remisión 
de  la  deuda  y  de  la  donación. 

El  reconocimiento  es  la  conformidad  del  demandado  con 
los  derechos  del  actor;  y  el  desistimiento  consiste  en  la  re- 
nuncia que  el  demandante  hace  del  juicio  que  ha  iniciado, 
bajo  la  reserva  de  promoverlo  en  otra  forma,  ó  del  derecho 
mismo  en  que  funda  su  acción. 

Por  uno  y  otro  medio  se  terminan  las  controversias,  esto 
es,  producen  el  mismo  efecto  que  la  transacción ;  pero  difie- 
ren esencialmente  de  ella,  en  que,  en  ninguno  de  los  dos 
hay  reciprocidad  de  prestaciones  entre  los  interesados;  por- 
que el  demandado  abandona  sus  derechos  en  el  reconoci- 
miento, y  el  actor  ó  demandante  en  el  desistimiento  6  re- 
nuncia, sin  recibir  nada  en  cambio. 

De  la  misma  manera  difiere  la  transacción  de  la  renuncia 


I  Laurent,  tomo  XXVIII,  núni.  325;  Duranton,  tomoXVIII,  núni.  39S;  Troplong. 
Des  transactions,  núm.  6;  Accarias,  núm.  74;  Colmet  de  5>anterre,  tomo  VIH,  núm. 
277  bis  III;  Guíltoaard,  núm.  12. 
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de  la  deuda  y  de  la  donación,  ya  porque  en  estos  actos  no 
hay  prestaciones  recíprocas  entre  los  interesados,  ya  porque 
no  previenen  ó  terminan  ninguna  controversia;  pues  el  que 
renuncia  su  derecho,  perdona  una  deuda  ó  hace  una  dona- 
ción, ejecutan  actos  de  liberalidad  que  disminuyen  su  patri- 
monio sin  compensación  alguna. 

Mayor  analogía  existe  entre  la  transacción  y  el  compro- 
miso, porque  ambos  tienen  por  objeto  prevenir  ó  terminar 
una  controversia,  sin  ocurrir  á  los  tribunales;  pero  difieren 
en  que,  en  la  primera,  el  acuerdo  de  los  interesados  recae 
sobre  las  condiciones  bajo  las  cuales  se  terminará  ó  preven- 
drá la  contienda  judicial,  mientras  que  en  el  segundo,  tal 
acuerdo  recae  sobre  la  designación  de  los  arbitros  y  el  pro- 
cedimiento á  que  deben  sujetarse,  pero  á  ellos  corresponde 
determinar  las  prestaciones  recíprocas  á  que  aquellos  deben 
quedar  obligados. 

La  transacción,  ya  lo  dijimos,  está  sujeta  á  las  reglas  ge- 
nerales que  rigen  á  todos  los  contratos,  y  por  lo  mismo,  hay 
que  aplicar  á  ella  todas  aquellas  que  se  refieren  al  consen- 
timiento y  capacidad  de  los  contratantes;  algunas  de  las 
cuales  repite  el  Código  Civil  en  el  título  que  consagra  á  ese 
contrato. 

Así,  pues,  sólo  pueden  transigir  los  que  tienen  la  libre  fa- 
cultad de  enajenar  sus  bienes  ó  derechos,  porque  la  tran- 
sacción supone  necesariamente  concesiones  recíprocas,  la 
renuncia  de  una  parte  de  los  derechos  sobre  los  cuales  re- 
cae, y  por  tanto,  la  capacidad  para  enajenar  (art.  3, 294,  Cód. 
Civ.).' 

Pero  como  hemos  dicho  en  otra  parte,  la  capacidad  es  la 
regla  general,  y  la  incapacidad  es  la  excepción,  que  nunca 
se  presume,  y  por  lo  mismo,  el  que  la  alega  está  obligado 
á  probarla.' 


1  Artículo  3,154,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Tomo  III,  pág.  22. 
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Podemos  establecer  que  tienen  incapacidad  para  transi- 
gir, todos  aquellos  que  son  incapaces  para  contratar,  por 
hallarse  privados  de  la  libre  administración  de  sus  bienes; 
y  por  tanto,  que  no  pueden  celebrar  el  contrato  de  tran- 
sacción: 

1 9  Los  menores  de  edad : 

2?  Los  incapacitados,  esto  es,  los  mayores  de  edad,  pri- 
vados de  la  inteligencia  por  locura,  idiotismo  ó  imbecilidad, 
aun  cuando  tengan  intervalos  lúcidos: 

3?  Los  pródigos  declarados  conforme  á  la  ley: 

4?  Las  mujeres  casadas,  en  los  casos  expresados  por 
la  ley. 

También  dijimos  antes,  que  nadie  puede  contratar  en 
nombre  de  otro,  sin  estar  autorizado  por  él  ó  por  la  ley,  de 
donde  se  infiere  la  consecuencia  que  los  contratos  celebra- 
dos á  nombre  de  otro  por  quien  no  sea  su  legítimo  repre- 
sentante, no  producen  ningún  efecto  jurídico  respecto  déla 
persona  en  cuyo  nombre  se  celebraron.* 

El  artículo  3,295  del  Código  Civil  reproduce  estos  mis- 
mos principios,  declarando  que  ninguno  puede  transigir  en 
nombre  de  otro,  si  no  tiene  poder  especial,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  declara  que  no  basta  tener  facultad  del  mandante 
para  contratar,  sino  que  es  indispensable  que  el  mandato 
tenga  cláusula  especial  que  autorice  al  mandatario  para  ce- 
lebrar transacciones.' 

Esta  justísima  exigencia  de  la  ley  se  explica  perfecta- 
mente, si  se  tiene  en  cuenta  que  la  transacción  importa  la 
renuncia  de  derechos,  para  la  cual  no  puede  presumirse  que 
haya  tenido  el  mandante  voluntad  de  facultar  al  mandatario, 
bajo  la  fórmula  general  en  que  lo  autoriza  para  contrataren 
su  nombre;  pues  como  dice  García  Goyena,  la  ley,  que  debe 
velar  por  los  intereses  de  todos,  no  puede  consentir  que 


1  Tomo  III,  pág.  25. 

2  Artículo  3,155,  Cód,  Civ.  de  18F4. 
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un  hombre  se  exprese  vaga  y  generalmente  sobre  el  derecho 
que  confiere  á  otro  para  enajenar  ó  hipotecar,  con  lo  que 
podría  fácilmente  despojarle  de  cuanto  posee  y  consumar  su^ 
ruina;  un  poder  tan  exorbitante  debe  hallarse  escrito  en  los 
términos  más  formales  y  explícitos;  cuando  no  se  hizo  así, 
la  ley,  conforme  con  la  razón,  presume  que  el  mandante  no 
quiso  conferirlo. 

Los  ascendientes  y  los  tutores  son  simples  administrado- 
res de  los  bienes  de  sus  descendientes  y  de  los  menores  é 
incapacitados,  y  no  pueden  ejecutar  ningún  acto  que  im- 
porte enajenación  y  que  no  revista  los  caracteres  de  un  acto 
meramente  administrativo;  y  por  lo  mismo,  no  pueden  tran- 
sigir en  nombre  de  las  personas  que  tienen  bajo  su  potes- 
tad ó  en  su  guarda,  sino  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 409  y  627  (art.  3,296,  Cód.  Civ.).' 

Es  decir,  que  los  ascendientes  y  los  tutores  no  pueden^ 
transigir  en  nombre  de  las  personas  que  se  hallan  bajo  su^ 
guarda,  sino  por  causa  de  absoluta  necesidad  ó  evidenteuti* 
lidad,  y  previa  la  autorización  del  juez  competente,  que  de- 
ben solicitar  en  la  forma  que  hemos  indicado  en  otra  parte.* 

Por  la  misma  razón,  esto  es,  porque  los  encargados  de  Ios- 
establecimientos  públicos  sólo  están  encargados  de  admi- 
nistrarlos, y  porque  la  transacción  no  es  un  acto  adminis- 
trativo, tampoco  pueden  transigir  en  nombre  de  esos  esta- 
blecimientos, sino  con  la  aprobación  del  Gobierno  ó  de  la 
autoridad  á  quien  designe  la  ley  (art.  3,298,  Cód.  Civ.).^' 

Finalmente:  el  artículo  3, 297 del  Código  Civil  declara  que 
ni  el  marido  ni  la  mujer  pueden  transigir  sobre  los  bienes  y 
derechos  dótales,  sino  en  los  casos  y  con  las  formalidades* 
y  requisitos  con  que  pueden  enajenarlos.* 


1  Artículos  382,  531  y  3,156,  Cód.  Civ.  de  lí 

2  Tomo  I,  pág.  392. 

3  Artículo  3,158,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  3,157.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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La  razón  es,  porque,  si  según  el  artículo  2,288  del  Código, 
ni  el  marido  ni  la  mujer,  ni  los  dos  juntos,  pueden  enajenar, 
hipotecar  ni  gravar  de  cualquier  otro  modo  los  bienes  do- 
tales  inmuebles,  salvas  las  excepciones  que  el  mismo  orde- 
namiento establece,  á  fin  de  evitar  abusos;  es  natural  que 
tengan  igual  prohibición  para  transigir,  toda  vez  que  este 
acto  se  asemeja  á  una  verdadera  enajenación.' 

Este  precepto  prohibitivo  tiene,  pues,  por  objeto,  impe- 
dir que  se  burle  el  contenido  en  el  artículo  2,280  del  Código, 
lo  cual  sería  muy  fácil  de  llevar  á  feliz  término,  si  á  pretexto 
de  una  ó  varias  transacciones  se  transmitiera  la  propiedad 
de  los  bienes  dótales  á  distintas  personas. 

Como  el  artículo  3,297  se  halla  en  perfecta  armonía  con 
el  2,280,  creemos  que  sus  términos,  aunque  absolutos,  su- 
puesto que  no  distinguen  entre  los  bienes  dótales  inmuebles 
y  los  muebles,  se  deben  entender  y  aplicar  en  sentido  res- 
tringido, y  por  tanto,  que  sólo  prohiben  la  transacción  so- 
bre los  bienes  dótales  de  la  primera  especie,  pero  no  sobre 
los  de  la  segunda,  que  no  sean  preciosos. 

En  una  palabra:  creemos  que  si  hay  y  debe  haber  armo- 
nía entre  los  preceptos  citados,  y  que  si  la  mente  de  los  co- 
dificadores no  ha  sido  contradecir  en  el  título  que  trata  de  la 
transacción  los  principios  sancionados  en  el  contrato  de  ma- 
trimonio, relativos  á  la  dote;  es  fuera  de  toda  duda,  que  el 
primero  de  dichos  preceptos  se  debe  entender  de  la  misma 
manera  que  el  segundo,  y  subordinarlo  á  las  mismas  excep- 
ciones que  él. 

Como  ya  nos  hemos  ocupado  de  tales  excepciones  y  he- 
mos hecho  las  explicaciones  que  demandan,  remitimos  á 
ellas  á  nuestros  lectores.' 

Para  que  la  transacción  sea  válida  y  eficaz  no  basta  que 
recaiga  sobre  un  derecho  dudoso  que  es  ó  puede  ser  ma- 


1  Artículo  2,148,  Cód.  Civ.  de  1884, 

2  Tomo  IV,  págs.  325  y  326. 
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teria  de  una  controversia,  sino  que  se  necesita  además  que 
el  objeto  á  que  ese  derecho  se  refiere  sea  cierto  y  lícito. 

Esto  es,  el  objeto  de  la  transacción  debe  estar  en  el  co- 
mercio, supuesto  que,  las  cosas  que  se  hallan  fuera  de  él, 
aquellas  cuya  especie  no  es  ni  puede  ser  determinada  y  los 
actos  ilícitos  son  legalmente  imposibles,  no  están  en  el  co- 
mercio y  anulan  los  contratos  que  recaen  sobre  ellos  (arts. 
1,421  á  1,423,  Cód.  Civ.).' 

Pero  la  transacción  puede  tener  por  objeto  toda  clase  de 
derechos,  puros,  simples,  condicionales  y  hasta  los  eventua- 
les, pues  la  ley  no  hace  distinción  alguna  á  este  respecto,  y 
sólo  exige  que  tales  derechos  sean  dudosos  y  que  den  ó 
puedan  dar  origen  á  una  controversia  entre  los  interesados. 

Antes  de  ahora  hemos  dicho,  que  todo  delito  produce  dos 
acciones,  una  pública  cuyo  ejercicio  tiene  por  objeto  el  cas- 
tigo del  culpable  y  corresponde  al  Ministerio  Público,  y  la 
otra  que  tiene  el  carácter  meramente  civil  y  privado,  que  se 
ejercita  por  los  ofendidos  y  tiene  por  exclusivo  objeto  la  re- 
paración de  los  daños  y  perjuicios  sufridos  por  ellos. 

Pues  bien,  esta  distinción  ha  servido  al  legislador  para 
declarar,  con  justicia,  que  se  puede  transigir  sobre  la  acción 
civil  proveniente  de  un  delito,  pero  no  por  eso  se  extingue 
la  acción  pública  para  la  imposición  de  la  pena  legal  ni  se 
da  por  probado  el  dehto  (art  3,299,  (X>d.  Civ.).' 

La  distinción  á  que  aludimos  es  justa,  porque  si  la  acción 
civil  tiene  por  exclusivo  objeto  que  el  culpable  repare  los 
daños  y  perjuicios  que  causó  al  perpetrar  el  delito,  es  justo 
que  quede  al.arbitrio  del  ofendido,  de  cuyo  interés  se  trata 
únicamente,  darse  por  satisfecho  con  la  cantidad  que  aquél 
le  ofrece,  y  disminuir  sus  pretensiones,  con  lo  cual  en  nada 
se  lastiman  los  intereses  de  la  sociedad. 

Pero  el  acuerdo  entre  el  culpable  y  el  ofendido  en  nada 


1  Artículos  1,304  á  1,306,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,159,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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:afecta  á  la  acción  pública,  porque  ni  está  subordinada  al 
arbitrio  de  éste,  ni  tiene  por  objeto  inmediato  su  propio  in- 
terés, sino  el  de  la  sociedad  y  la  conservación  del  orden 
público,  que  demandan  el  pronto  y  eficaz  castigo  de  los  de- 
lincuentes. 

Pudiera  decirse,  y  así  se  cree  por  el  vulgo,  que  la  tran- 
sacción sobre  la  responsabilidad  civil  del  culpable  importa 
la  confesión,  y  por  consiguiente,  la  prueba  de  su  delincuen- 
cia: pero  deducir  tal  conclusión  de  esa  premisa  sería  esta- 
blecer, contraías  reglas  de  la  lógica  y  contra  las  exigencias 
de  la  justicia,  un  error  atribuyéndole  los  caracteres  de  una 
verdad  indiscutible. 

Porque  de  que  un  individuo  haya  ejecutado  un  hecho  que 
la  ley  estime  como  delito  y  de  que  haya  celebrado  una  tran- 
sacción sobre  la  responsabilidad  civil  que  se  le  imputa,  no 
se  infiere  que  sea  realmente  culpable,  porque  puede  haber 
obrado  en  ejercicio  de  un  legítimo  derecho,  ó  concurriendo 
alguna  otra  circunstancia  exculpante  que  le  exima  de  toda 
responsabilidad  penal;  ni  se  infiere  tampoco  que  haya  con- 
fesado su  propia  delincuencia,  pues  como  dicen  todos  los 
autores,  las  apariencias  pueden  condenarle  y  obligarlo,  aun- 
que inocente,  á  hacer  un  sacrificio  pecuniario  á  fin  de  evi- 
tarse las  humillaciones  y  molestias  consiguientes  á  la  ins- 
trucción del  procesS  en  el  cual  tendría  que  justificarse.* 

Además,  la  transacción  no  se  celebra  con  la  persona  en- 
cargada por  la  ley  de  perseguir  el  delito,  y  por  lo  mismo, 
no  puede  importar  la  confesión  de  él,  pues  la  demostración 
de  su  existencia  y  de  la  culpabilidad  del  inculpado,  debe  su- 
jetarse, como  dice  la  Exposición  de  motivos,  á  los  precep- 
tos del  Código  respectivo." 

El  estado  civil  de  las  personas  consiste  en  las  relaciones 


1  Accarias,  op.  cit.  núm.  91;  Laurent.  Tomo  XXVIH,  iwím.  354;  Guilloatrd,  núm. 
65;  Rigal.  Traite  des  Transactions,  págs.  80  y  90;  etc*,  etc. 

2  Bigot-Préamcneu,  Exposition  des  motife  (Leeré,  tomo  VII,  pág.  459.) 
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que  la  naturaleza  y  la  ley  establecen,  independientemente 
de  la  voluntad  de  los  interesados,  entre  un  individuo  y  aque- 
llos de  quien  nació,  y  tal  estado  es.  en  su  esencia,  un  dere- 
cho moral,  que  aunque  puede  dar  origen  á  derechos  pecu- 
niarios más  ó  menos  importantes,  no  constituyen  su  objeto 
esencial,  que  lo  forman  los  vínculos  de  la  sangre,  de  la  fa- 
milia. 

Por  tal  motivo,  el  estado  de  las  personas  es  de  orden  pú- 
blico, y  se  halla  fuera  del  comercio,  porque  la  sangre  y  los 
vínculos  que  ella  crean  no  se  compran  ni  se  venden,  y  por 
consiguiente,  no  puede  ser  el  objeto  de  un  acto  jurídico. 

Tal  es  la  razón  en  que  se  funda  el  artículo  3,300  del  Có- 
digo Civil  para  declarar,  que  no  se  puede  transigir  sobre 
el  estado  civil  de  las  personas  ni  sobre  la  validez  del  ma- 
trimonio.* 

Pero,  como  dice  Laurent,  no  hay  qne  confundir  el  estado 
de  las  personas  con  los  derechos  pecuniarios  que  le  son  in- 
herentes, pues  aun  cuando  se  derivan  de  aquél,  que  es  de 
orden  público  y  de  interés  social,  no  tienen  nada  de  común 
con  éstos,  permanecen  bajo  el  imperio  de  los  principios  que 
rigen  á  los  derechos  patrimoniales,  que  están  en  el  comer- 
cio; y  por  consiguiente,  pueden  ser  el  objeto  de  una  tran- 
sacción.' 

Por  esto  es  que,  el  artículo  3,301  del  Código  declara,  que 
es  válida  la  transacción  sobre  los  derechos  pecuniarios 
que  de  la  declaración  del  estado  civil  pudieran  deducirse 
á  favor  de  una  persona;  pero  la  transacción  en  tal  caso  no 
importa  la  adquisición  de  estado,  porque  la  controversia 
no  ha  recaído  sobre  él,  y  malamente  se  le  pueden  hacer  ex- 
tensivos los  efectos  de  ese  contrato.^ 

La  Exposición  de  motivos  justifica  el  precepto  citado  en 


1  Artículo  3,160,  Código  Civil  de  1884. 

2  Tomo  III,  núro.  428. 

3  Artículo  3,161,  Código  Civil  de  1884. 
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los  términos  siguientes:  ''Como  de  la  posesión  de  un  esta- 
do civil  determinado  pueden  deducirse  derechos,  la  parte 
pecuniaria  que  supuesta  la  declaración  de  estado  deba  co- 
rresponder á  cierto  individuo,  puede  ser  objeto  de  transac- 
ción; pero  ésta  no  importa  la  adquisición  de  estado,  que 
debe  probarse  por  otros  medios  legales.  Así,  una  persona 
puede  transigir  sobre  los  derechos  que  le  corresponderían 
si  fuera  hijo  de  otra;  pero  ese  acto  no  sería  prueba  de  fi- 
liación." 

En  su  oportunidad  dijimos,  que  á  fin  de  evitar  que  la  mi- 
seria y  las  graves  necesidades  del  acreedor  de  alimentos 
pudieran  prestar  ocasión  al  deudor  para  abusar  de  él,  y  que 
por  cubrir  una  necesidad  del  momento  celebrara  un  contra- 
to que  le  impidiera  en  lo  sucesivo  cobrar  el  importe  de  la 
pensión  alimenticia,  se  ha  prohibido  por  el  artículo  238  del 
Código  Civil  que  se  renuncie  el  derecho  de  recibir  alimen- 
tos y  que  se  celebre  transacción  acerca  de  él.' 

También  dijimos  que  tal  prohibición  no  es  absoluta,  sino 
que  se  refiere  á  los  alimentos  futuros  y  no  á  los  debidos  y 
por  pagar,  porque  el  precepto  citado  sólo  ha  querido  evitar 
que  el  acreedor  prescinda  de  una  renta  segura  para  vivir 
por  satisfacer  una  necesidad  del  momento. 

Esas  afirmaciones  que  hicimos  están  fundadas,  no  sólo  en 
la  jurisprudencia  y  en  la  doctrina  de  los  autores  que  se  apo- 
yaron en  la  ley  8,  §  2,  tít  15,  lib.  II  del  Digesto,  sino  en 
las  palabras  expresas  y  terminantes  del  artículo  3,303  del 
Código  Civil  que  declara,  que  podrá  haber  transacción  so- 
bre las  cantidades  que  ya  sean  debidas  por  alimentos,  su- 
jetándose á  la  aprobación  judicial.'* 

Este  precepto,  que  sanciona  un  principio  enteramente 
racional  y  justo,  contiene,  sin  embargo,  una  restricción,  á 
nuestro  juicio,  inmotivada,  pues  no  comprendemos  cuál  ha- 


I  Tomo  I,  pág.  1 14. 

6  Artículo  3,163,  Código  Civil  de  1884. 
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ya  podido  ser  el  motivo  jurídico  ó  de  conveniencia  que  haya 
inducido  á  los  codificadores  á  ordenar  que  la  transacción 
sobre  los  alimentos  debidos  y  no  pagados  esté  sujeta  á  la 
aprobación  judicial. 

En  efecto,  no  existen  en  tal  caso  ninguno  de  los  abusos 
y  peligros  que  concurren  cuando  se  trata  de  la  transacción 
de  alimentos  futuros,  y  por  lo  mismo,  no  hay  necesidad  de 
que  intervenga  en  ella  la  autoridad  judicial  para  evitar  ta- 
les abusos,  pues  los  alimentos  debidos  y  no  pagados  dejan 
de  ser  alimentos,  porque  nadie  los  necesita  para  el  pasado. 

La  verdad  es  que  el  precepto  contenido  en  el  artículo 
3»303  fué  tomado  del  1,721  del  Proyecto  de  Código  Espa- 
ñol, pero  con  poca  fortuna,  porque  éste  se  refiere  á  las  tran- 
sacciones sobre  alimentos  futuros,  y  exige,  como  requisito 
esencial  para  su  validez,  que  sean  aprobadas  judicialmente, 
á  fin  de  evitar  los  abusos  á  que  nos  hemos  referido.' 

Aplicando  el  precepto  contenido  en  el  artículo  1,721  del 
Proyecto,  á  las  transacciones  que  versan  sobre  los  alimen- 
tos debidos  y  no  pagados,  se  ha  incurrido,  á  nuestro  juicio, 
en  un  error  tan  inexcusable  como  inexplicable. 

Pero  la  ley  no  se  ha  conformado  con  declarar  en  qué  car 
sos  no  se  puede  celebrar  la  transacción,  ó  más  bien  dicho, 
cuáles  son  los  derechos  que  no  pueden  ser  materia  de  ella, 
sino  que  ha  dado  la  debida  sanción  á  los  preceptos  que  con- 
tienen las  declaraciones  respectivas. 

El  artículo  3,302  del  Código  Civil  dice:  que  será  nula  la 
transacción  que  versare:' 


X  Goyena,  tomo  IV,  pág.  133. 
2  Artículo  3,162,  Código  Civil  de  1884. 
Reformado  en  los  términos  siguientes: 
"Será  nula  la  transacción  que  versare: 
•*I.  Sobre  delito  ó  culpa  futuros: 
•*II.  Sobre  la  acción  civil  que  nazca  de  delito  ó  culpa  futuros: 
•*1II.  Sobre  sucesión  futura: 
**  IV.   Sobre  una  herencia,  antes  de  visto  el  testamento  si  lo  hay: 
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I?  Sobre  delito,  dolo  ó  culpa  futuros;  porque  además  de 
ser  contraria  al  interés  y  el  orden  públicos,  alentaría  á  los 
delicuentes  á  la  comisión  de  los  delitos;  y  si  no  es  lícito  tran- 
sigir sobre  los  delitos  pasados,  menos  debe  serlo  sobre  los 
futuros: 

2?  Sobre  la  acción  civil  que  nazca  de  delito  ó  culpa  fu- 
turos, por  la  misma  razón: 

3?  Sobre  sucesión  futura,  ó  sobre  la  herencia,  antes  de 
visto  el  testamento,  si  lo  hay;  porque  en  tal  caso  es  inmo- 
ral y  contraria  al  orden  público,  por  el  peligro  que  hay  de 
que  se  atente  contra  la  vida  del  autor  de  la  herencia,  y  para 
evitar  los  fraudes  que  pudieran  cometerse: 

4?  Sobre  el  derecho  de  recibir  alimentos,  conforme  al  ar- 
tículo 238,  por  las  razones  antes  expuestas. 

A  diferencia  de  los  demás  contratos,  la  transacción  tiene 
por  objeto  prevenir  ó  terminar  una  controversia  judicial  en- 
tre los  contratantes;  y  considerada  bajo  este  punto  de  vista, 
es  fuera  de  toda  duda  que  tiene  la  misma  autoridad  que  una 
sentencia. 

Por  tal  motivo  se  expresa  García  Goyena  en  los  térmi- 
nos siguientes,  empleando  casi  literalmente  las  palabras  de 
un  jurisconsulto  francés:  **La  transacción  tiene  por  objeto 
componer  diferencias  y  pleitos  presentes  ó  venideros.  Es, 
pues,  en  cierto  modo,  una  sentencia  pronunciada  por  las 
mismas  partes,  y,  cuando  ellas  se  han  hecho  justicia,  no  de- 
ben ser  admitidas  á  quejarse  de  sí  mismas.  De  otro  modo 
las  transacciones  vendrían  á  ser  un  nuevo  manantial  de 
pleitos.'*' 

Esta  teoría  acerca  de  los  efectos  de  la  transacción,  que 

•*  V.  Sobre  el  derecho  de  recibir  alimentos." 

La  reforma  consistió  en  la  división  de  la  fracción  II T  en  dos,  para  mayor  claridad,  y 
en  la  supresión  en  la  última  de  la  referencia  que  hacía  al  artículo  238  del  Código  de  1870, 
á  fin  de  hacer  extensivo  su  precepto,  no  sólo  á  los  alimentos  debidos  durante  la  vida  del 
ascendiente,  sino  también  á  los  debidos  por  causa  de  sucesión  conforme  al  articulo  3,324 
del  nuevo  Código.  (Notas  comparativas  del  Sr.  Lie  Macedo.) 

I  Tomo  IV,  pág.  135. 
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no  es  nueva,  pues  debe  su  origen  al  derecho  Romano  y  á 
nuestra  antigua  legislación,  ha  sido  sancionada  por  el  ar- 
tículo 3,309  del  Código  Civil  que  declara,  que  la  transac- 
ción tiene  respecto  de  las  partes  la  mibma  eficacia  y  auto- 
ridad que  la  cosa  juzgada/ 

Sin  embargo,  Laurent  dice,  que  esta  asimilación  es  de- 
masiado absoluta,  pues  aunque  la  transacción  tiene  en  cuanto 
á  sus  efectos  grande  semejanza  con  las  sentencias,  difiere 
de  ellas  en  muchos  puntos;  y  marca  la  siguiente  diferencia:* 

La  transacción  produce  á  favor  de  los  interesados  una 
excepción  análoga  á  la  de  la  cosa  juzgada;  pues  así  como 
la  terminación  de  un  juicio  por  sentencia  ejecutoria  impide 
que  se  promueva  otro  juicio  sobre  la  materia  entre  las  mis- 
mas partes  para  impedir  que  se  pronuncie  una  sentencia 
contraria  á  la  primera,  de  la  misma  manera,  la  transacción 
que  tiene  por  objeto  poner  término  á  una  controversia,  im- 
pide que  se  suscite  una  nueva  sobre  el  mismo  objeto,  para 
impedir  que  un  fallo  dicte  una  resolación  contraria.  Pero 
no  se  puede  decir  de  ese  contrato  lo  que  se  dice  de  la  cosa 
juzgada,  esto  es,  que  se  tiene  como  una  verdad  legal,  in- 
controvertible. 

La  transacción  es  un  contrato,  y  como  los  demás  que  re- 
conoce y  autoriza  la  ley,  puede  ser  atacado  y  anulado,  y 
hasta  rescindido,  si  uno  de  los  contratantes  no  cumple  las 
obligaciones  que  en  él  se  impuso. 

Para  que  la  transacción  produzca  los  mismos  efectos  de 
la  cosa  juzgada  é  impida  que  de  nuevo  se  suscite  la  contro- 
versia á  que  puso  fin,  es  necesario  también  que,  en  ésta 
haya  identidad  de  cosa,  de  causa  y  de  personas,  ó  lo  que 
es  lo  mismo,  que  se  pida  la  misma  cosa,  por  la  misma  cau- 
sa y  por  el  mismo  demandante  contra  el  mismo  demandado 
que  intervinieron  en  la  anterior  controversia. 


1  Leyes  20,  tít.  4?,  lib.  II,  Cod.,  y  34,  tít.  14,  Part.  6?;  artículo 3, 169,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Tomo  XXVni,núm.  383. 
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Otro  de  los  efectos  que  produce  la  transacción,  idéntico 
al  de  la  cosa  juzgada,  consiste  en  que,  hecha  por  uno  de 
los  interesados,  no  perjudica  ni  aprovecha  á  los  demás,  si 
no  la  acepta  (art.  3,304,  Cód.  Civ.)' 

Este  principio  no  es  más  que  la  consecuencia  del  gene- 
ral que  domina  en  todos  los  contratos,  según  el  cual  las  obli- 
gaciones no  pasan  de  las  personas  que  las  contraen ;  porque 
los  contratos  derivan  su  fuerza  obligatoria  de  la  voluntad 
de  los  interesados,  y  por  lo  mismo,  no  pueden  producir  nin- 
gún efecto  respecto  de  aquellos  cuya  voluntad  no  se  ha  ex- 
presado (art.  1,393,  Cód.  Civ.)* 

Por  este  motivo,  el  fiador  sólo  queda  obligado  por  la 
transacción,  cuando  consiente  en  ella  por  escrito;  pues  si  no 
ha  intervenido  en  ella,  si  no  ha  otorgado  su  consentimiento 
para  el  cambio  ó  modificación  que  produce  en  la  obligación 
que  garantizaba,  no  ha  concurrido  su  voluntad  y  malamente 
ha  podido  obligarse. 

Este  principio,  sancionado  por  el  artículo  3,308  del  Có- 
digo Civil,  no  es  más  que  una  consecuencia  necesaria  del 
que  establece  el  precedente  y  de  los  contenidos  en  los  ar- 
tículos 1,854  y  1,883,  según  los  cuales,  la  transacción  entre 
el  acreedor  y  el  deudor  principal,  aprovecha  al  fiador  pero 
no  le  perjudica,  y  la  prórroga  ó  espera  concedida  al  deudor 
por  el  acreedor  sin  consentimiento  del  fiador,  extingue  la 
fianza.  3 

El  artículo  3,305  del  Código  sanciona  también  un  prin- 
cipio elemental  y  que  es  común  á  todos  los  contratos,  y  se- 
gún él,  la  transacción  celebrada  sobre  un  negocio,  nunca 
podrá  hacerse  extensiva  á  otro  semejante  que  tengan  des^ 
pues  las  mismas  personas.* 


1  Artículo  1,364,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  1,277,  Cód.  Civ.  de  1884, 

3  Artículos  3,168,  1,738  y  1,767,  Cód.  Civ.  de  18 

4  Artículo  3,165.  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Este  precepto  se  funda,  6  niás  bien  dicho,  se  deriva  de 
la  naturaleza  misma  de  la  transacción:  porque  importando 
ésta  la  renuncia,  el  sacrificio  por  cada  uno  de  los  interesa- 
dos de  una  porción  de  sus  derechos,  tal  renuncia  es  de  de- 
recho estricto,  y  no  puede  extenderse  á  aquellas  cosas  que 
no  han  sido  expresamente  comprendidas  en  la  transacción, 
porque  no  se  puede  presumir,  si  no  es  arbitrariamente,  que 
aquéllos  han  querido  comprender  en  el  contrato  tales  cosas. 

Además,  el  precepto  indicado  es  también  una  reproduc- 
ción del  principio  de  interpretación,  según  el  cual,  por  gene- 
rales que  sean  los  términos  de  un  contrato,  jamás  pueden 
comprender  cosas  diversas  de  aquellas  sobre  las  cuales  apa- 
rece que  quisieron  contratar  los  otorgantes. ' 

La  Exposición  de  motivos  expresa  las  mismas  ¡deas,  aun- 
que en  distintos  términos,  diciendo:  '*Sean  cuales  fueren 
los  puntos  de  semejanza  que  haya  entre  dos  negocios,  nun- 
ca el  arreglo  del  uno  debe  de  comprender  el  otro  que  por 
una  circunstancia  que  de  pronto  parecerá  insignificante, 
puede  muy  bien  afectar  intereses  ó  derechos  que  no  se  con- 
sideraron en  la  transacción.'* 

Como  consecuencia  necesaria  del  principio  sancionado 
por  el  precepto  aludido,  establece  el  Código  Civil  las  dos 
reglas  siguientes  sobre  la  extensión  de  la  transacción: 

I?  La  transacción  no  puede  hacerse  extensiva  á  otros 
derechos  que  los  expresamente  mencionados  en  ella  (art. 
3,306,  Cód.  Civ.)." 

2?  La  renuncia  general  de  derechos  en  virtud  de  la  tran- 
sacción, sólo  puede  extenderse  á  los  que  tienen  relación 
con  la  disputa  sobre  que  ha  recaído  (art.  3,307,  Cód.  Civ.).^ 

Estas  reglas  se  fundan  en  las  mismas  razones  que  el  prin- 
cipio del  cual  son  una  consecuencia  necesaria  y  forzosa,  y 


1  Ley  29,  lib.  II,  tit.  4?,  Cód. 

2  Artículo  3,166,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,167,  Cod.  Civ.  de  1884. 
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por  tanto,  no  demandan  ninguna  explicación  especial,  por- 
que la  que  hemos  dado  acerca  de  aquél  les  es  aplicable. 

La  transacción,  ya  lo  hemos  dicho,  es  un  contrato,  y  co- 
mo tal  está  subordinado  á  las  reglas  generales  que  norman 
á  todos  los  contratos  sobre  la  capacidad  de  los  contratantes 
y  el  consentimiento  de  ellos,  de  manera  que  todas  aquellas 
reglas  que  establecen  los  motivos  que  dan  origen  á  la  res- 
cisión ó  nulidad  de  las  obligaciones  le  son  aplicables,  menos 
en  aquellos  casos  en  que  el  Código  dicta  reglas  especiales. 

Entre  éstas  se  encuentra  la  contenida  en  el  artículo  3,310 
que  declara,  que  las  transacciones  no  pueden  ser  impugna- 
das por  causa  de  lesión.' 

Esta  regla,  que  es  tradicional,  pues  debe  su  origen  al 
derecho  Romano,  es  la  reproducción  del  principio  consig- 
nado en  el  artículo  1,771  del  Código  Civil  que  declara,  que 
ninguna  obligación  se  rescinde  por  lesión,  excepto  el  caso 
de  compra,  en  los  términos  que  el  mismo  ordenamiento 
señala.^ 

Fácil  es  la  justificación  de  la  regla  enunciada,  pues  si,  co- 
mo dice  Marbeau,  toda  transacción  supone  una  controversia 
presente  ó  futura,  la  cual  implica  la  existencia  de  un  derecho 
dudoso  é  incierto,  es  imposible  determinar  hasta  qué  punto 
importa  á  una  de  las  partes  hacer  el  sacrificio  total  ó  par- 
cial que  ha  consentido.  ^ 

Bigot-Préameneu  expuso  la  misma  razón,  pero  en  tér- 
minos tan  claros  y  precisos,  que  no  podemos  prescindir  de 
reproducirlos  literalmente. 

*'No  hay  contrato  respecto  del  cual  sea  menos  admisi- 
ble la  acción  de  lesión.  No  pertenece,  en  efecto,  á  la  clase 
de  los  contratos  conmutativos  ordinarios  en  los  cuales  cada 


1  Artículo  3,170,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Leyes,  78,  $  16,  lib.  36,  tít.  I,  y  28,  lib.  2,  tit.  IV,  D. ;  artículo  1,657,  Cód.  Civ. 
de  1884. 

3  Op.  cit.  núm.  16. 


Digitized  by 


Google 


Leccion£s  de  Derecho  Civil.  519 


una  de  las  partes  se  obliga  á  dar  ó  hacer  una  cosa  que  es 
considerada  como  el  equivalente  de  lo  que  se  le  da  ó  se  obli- 
ga á  hacer  por  ella.  Por  consiguiente,  falta  la  base  para  de- 
terminar si  hay  lesión.  Todo  es  incierto  en  la  transacción, 
supuesto  que  recae  sobre  un  derecho  dudoso.  Hay,  pues, 
algo  de  aleatorio  en  las  convenciones  de  las  partes:  aque- 
lla que  habría  triunfado,  pierde  transigiendo  en  tanto  que 
la  otra  gana.  Sin  embargo,  la  primera  no  puede  quejarse 
de  que  haya  sido  lesionada,  porque  ha  contratado  sobre  la 
incertidumbre  del  derecho,  ha  consentido  en  un  sacrificio 
para  adquirir  el  reposo  y  la  paz;  y  en  este  sentido  no  ha 
sido  lesionada.  Pero  como  los  sacrificios  causan  disgustos 
y  como  las  partes  están  siempre  propensas  á  venir  contra 
sus  concesiones,  el  legislador  ha  querido  advertirles  que  no 
sería  admitida  la  acción  por  causa  de  lesión."' 

Dijimos  antes  que  la  transacción,  comb  todos  los  contra- 
tos que  reconoce  y  sanciona  la  ley,  puede  ser  anulada  y  aun 
rescindida,  si  uno  de  los  contratantes  no  cumple  las  obliga- 
ciones que  por  ella  se  impuso;  y  esta  aseveración  se  funda, 
no  sólo  en  las  reglas  generales  que  rigen  á  todos  los  con- 
tratos, sino  también  en  la  naturaleza  del  de  transacción,  que 
es  sinalagmático  ó  bilateral,  que,  como  todos  los  de  su  es- 
pecie, lleva  implícita  la  condición  resolutoria,  para  el  caso 
en  que  uno  de  los  interesados  no  cumpla  las  obligaciones 
que  se  impuso. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  3,318  del 
Código  Civil  que,  cuando  una  de  las  partes  deje  de  cum- 
plir la  transacción,  se  debe  observar  en  sus  respectivos  ca- 
sos lo  dispuesto  en  los  artículos  1,537  Y  í»575-  ' 

Pero  como  estos  preceptos  declaran  á  su  vez,  que  si  el 
obligado  en  un  contrato  dejare  de  cumplir  su  obligación, 
podrá  el  otro  interesado  exigir  judicialmente  el  cumplimien- 


1  Exposé  des  motifs,  Núm,  10  (  Locré,  tomo  VIT,  pág.  460  ) . 

2  Artículos  3,178,  1,421  y  1,459  Cód.  Civ.  de  1884. 


Digitized  by 


Google 


520  Lecciones  de  Derecho  Civil. 


te  de  lo  convenido  ó  la  rescisión  del  contrato,  y  en  uno  y  en 
otro  caso  el  pago  de  daños  y  perjuicios,  á  no  ser  que  la  fal- 
ta provenga  de  hecho  del  otro  contratante,  fuerza  mayor  6 
caso  fortuito,  á  los  que  aquél  de  ninguna  manera  haya  con- 
tribuido; es  fuera  de  toda  duda  que  la  transacción  es  rescin- 
dible  por  falta  de  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  por 
ella  se  haya  impuesto  uno  de  los  interesados. 

Por  consiguiente,  cuando  uno  de  ellos  no  cumpliere  las 
obligaciones  que  hubiere  contraído,  puede  el  otro  elegir  uncí 
de  los  dos  extremos  siguientes: 

i9  Pretender  la  rescisión  de  la  transacción  y  el  pago  de 
los  daños  y  perjuicios: 

2?  Exigir  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  impuestas 
por  ésta  y  el  pago  de  los  daños  y  perjuicios:  esto  es,  la  eje- 
cución en  todas  sus  partes  de  lo  pactado  en  ella. 

En  una  palabrí:  la  transacción  es  rescindible,  como  to- 
dos los  contratos,  por  falta  de  cumplimiento  de  ella  de  parte 
de  uno  de  los  interesados. 

A  este  propósito,  debemos  advertir,  que  los  contratantes 
pueden  estipular  la  cláusula  conocida  en  el  tecnicismo  del 
derecho  con  el  nombre  de  penal,  á  efecto  de  garantizar  el 
cumplimiento  de  la  transacción  y  de  darle  mayor  eficacia; 
y  previendo  tal  contingencia  el  artículo  3,319  del  Código 
Civil,  declara  que,  si  en  la  transacción  se  ha  pactado  una 
pena  para  el  que  no  cun>pla,  habrá  lugar  á  ella,  sin  perjui- 
cio de  llevarse  á  efecto  aquélla  en  todas  sus  partes;  á  me- 
nos que  expresamente  se  haya  estipulado  lo  contrario.' 

Este  precepto  es,  á  nuestro  juicio,  enteramente  inútil, 
porque,  si  la  transacción  es  un  contrato,  es  fuera  de  toda 
duda  que  está  regido  por  las  reglas  comunes  á  todos  los 
contratos,  y  por  lo  mismo,  que,  como  en  éstos,  se  puede 
agregar  en  ella  la  cláusula  penal  para  el  caso  de  que  algu- 
no de  los  interesados  no  cumpla  lo  pactado. 

I  Artículo  3,179,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Sin  embargo,  puede  justificarse  la  inserción  de  ese  pre- 
cepto entre  las  reglas  especiales  que  rigen  á  la  transacción, 
teniendo  en  cuenta  que,  si  ella  no  es  cumplida  por  uno  de 
los  interesados,  el  otro  tiene  que  obligarlo  judicialmente  á 
su  cumplimiento,  y  por  tanto,  que  nada  hay  más  justo  que 
estipular  para  tal  evento  la  cláusula  penal. 

Esta  en  nada  altera  la  naturaleza  de  la  transacción,  pues, 
como  hemos  dicho  antes,  produce  una  obligación  accesoria 
que  garantiza  á  la  principal  mediante  una  pena,  que  fija 
desde  antes,  por  convenio  entre  los  interesados,  el  monto 
de  los  daños  y  perjuicios  que  se  deben  pagar  al  acreedor  en 
el  caso  de  falta  de  cumplimiento  del  contrato.  De  manera 
que  tal  cláusula  tiene  por  objeto  garantizar  éste,  y  fijar  de 
antemano  el  importe  de  los  daños  y  perjuicios,  para  evitar 
la  dificultad  de  la  prueba  de  ellos  en  el  juicio  respectivo, 
por  la  sustitución  de  una  cantidad  indeterminada  por  otra 
determinada. ' 

Pero  como  el  mismo  precepto  lo  indica,  la  cláusula  penal 
no  importa  la  facultad  para  el  acreedor  de  exigir,  á  menos  de 
un  pacto  expreso,  alternativamente  el  cumplimiento  de  lo 
pactado  en  la  transacción  ó  el  pago  de  los  daños  y  perjui- 
cios, sino  que  le  faculta  para  exigir  á  la  vez  una  y  otra  cosa. 

No  podía  ser  de  otra  manera,  supuesto  que  la  cláusula 
penal  no  produce  otro  efecto  que  el  de  exonerar  al  acree- 
dor de  la  obligación  de  probar  el  importe  de  los  daños  y 
perjuicios  en  el  caso.de  inejecución  del  contrato. 

No  nos  extenderemos  sobre  los  efectos  jurídicos  de  la 
cláusula  penal,  porque  el  Código  Civil  no  establece  ningu- 
nas reglas  especiales  respecto  de  ella  cuando  se  estipula 
como  accesoria  de  la  transacción,  lo  que  demuestra  que  que- 
da subordinada  en  cuanto  á  sus  efectos  á  las  reglas  que, 
respecto  de  ellai  rigen  en  todos  los  contratos,  cuyo  estudio 


I  Tomo  III,  págs.  55  y  56. 
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hicimos  en  el  capítulo  V,  lección  lí^  de  este  tratado,  al  ciial 
remitimos  á  nuestros  lectores. 

Puede  rescindirse  la  transacción,  dice  el  artículo  3,311 
del  Código,  cuando  se  hace  en  razón  de  un  título  nulo;  á 
no  ser  que  las  partes  hayan  tratado  expresamente  de  la  nu- 
lidad.- 

Este  precepto,  que  está  tomado  literalmente  del  artículo 
2,054  del  Código  Francés,  hadado  origen  á  tres  sistemas  de 
interpretación,  que  vamos  á  exponer  sucintamente,  no  sin 
manifestar  antes  que,  bajo  la  denominación  de  titulo  nulo, 
se  entiende,  según  Accarias,  el  hecho  jurídico  que  engen- 
dra la  pretensión  litigiosa,  y  no  el  documento  que  tiene  por 
objeto  acreditar  la  existencia  de  ese  hecho.  ^ 

Según  el  primer  sistema,  el  artículo  2,054  del  Código 
Francés,  no  es  más  que  una  aplicación  de  los  artículos  2,048 
y  2,049  que  declaran,  que  la  transacción  no  puede  hacerse 
extensiva  á  otros  derechos  que  á  los  expresamente  mencio- 
nados en  ellas,  y  que  la  renuncia  general  de  derechos  sólo 
puede  extenderse  á  los  que  tienen  relación  con  la  disputa 
sobre  que  ha  recaído;  y  sus  autores  sostienen  que,  supuesto 
que  tal  contrato  no  puede  arreglar  la  diferencia  resultante 
de  una  nulidad  que  las  partes  ignoraban,  y  como  no  puede 
extenderse  más  allá  de  la  intención  de  éstas,  el  primero  de 
los  preceptos  indicados  tiene  aplicación,  ya  se  trate  de  una 
nulidad  por  error  de  hecho,  ya  por  error  de  derecho. ^ 

Según  el  segundo  sistema,  la  transacción  es  nula  por  de- 
fecto de  causa,  ya  de  hecho,  ya  de  derecho,  y  por  consi- 
guiente está  afectada  de  una  nulidad  absoluta. 

Laurent,  partidario  de  e§te  sistema,  sostiene  que  el  objeto 
de  la  transacción  es  un  derecho  dudoso  que  ha  dado  ó  pue- 
de dar  origen  á  una  controversia  entre  los  interesados  que 


1  Artículo  3,171,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Op.  cit.  núm.  157. 

3  Merlin,  Repertoire,  v.  Transactión,  %  V,  núm.  4. 
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quieren  prevenirla  ó  terminarla;  y  como  cuando  no  hay  de- 
recho dudoso  no  hay  materia  para  la  transacción,  no  hay 
por  consiguiente  causa;  y  como  cuando  el  título  es  nulo  na 
hay  derecho,  supuesto  que  éste  cae  por  la  anulación  del 
título,  es  claro  que  no  hay  ni  objeto  ni  causa  de  la  tran- 
sacción. ' 

Finalmente,  según  el  último  sistema,  el  artículo  2,054  del 
Código  Francés  se  limita  á  crear  la  acción  de  nulidad  para 
el  caso  de  error  consistente  en  haber  transigido  en  la  ig- 
norancia de  la  nulidad  de  hecho  del  título  que  sirve  de  fun- 
damento á  la  controversia  actual  ó  futura. 

Guillouard,  que  con  otros  autores  sostiene  este  último 
sistema,  se  expresa  con  relación  á  él  en  los  términos  si- 
guientes: **Es  fácil  de  explicar  el  artículo  2,054  así  enten- 
dido: entre  las  causas  de  error,  que  pueden  viciar  el  consen- 
timiento de  las  partes,  se  encuentra  el  que  recae  sobre  el 
título  que  da  lugar  á  la  transacción:  la  parte  á  la  cual  se 
opone  este  título  lo  cree  firmado  por  los  contratantes,  por 
ejemplo,  y  no  lo  está;  ó  bien  lo  cree  hecho  por  duplicado,  y 
no  hay  más  que  un  solo  original.  Aquí  hay  un  error  subs- 
tancial: la  parte  no  habría  transigido  si  lo  hubiera  conocido,, 
y  es  justo  relevarla  de  las  consecuencias  de  una  obligación 
que  ha  contraído  por  haberse  engañado."^ 

Hemos  expuesto  sucintamente  las  tres  teorías  que  pre- 
ceden, porque  estando  copiado  el  artículo  3,31 1  de  nuestro 
código  del  2,054  del  Francés,  surgen  las  dudas  á  que  éste 
ha  dado  lugar  respecto  de  su  inteligencia,  y  hay  necesidad 
de  conocer  tales  teorías. 

Creemos  que  la  que  sostiene  Laurent,  esto  es,  la  segun- 
da, es  la  preferible,  por  ser  á  nuestro  juicio,  mejor  fundada 
y  conforme  con  la  naturaleza  de  los  contratos  sinalagmáti- 
cos, en  los  cuales  se  confunde  la  causa  con  el  efecto. 


1  TomoXXVIII,  núm.  415. 

2  Des  transactions,  núm.  149. 
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Contra  esta  teoría  hay  una  objeción  que  prevé  y  contes- 
ta el  mismo  Laurent.  Según  ella,  la  falta  de  causa  hace  al 
contrato  inexistente,  y  esta  cirounstancia  no  da  origen  á 
la  acción  de  nulidad,  supuesto  que  no  se  puede  pretender  la 
nulidad  de  la  nada;  pero  como  el  artículo  2,054  habla  de  una 
acción  para  pedir  la  rescisión,  se  infiere  que  el  contrato 
existe  y  que  solamente  está  afectado  del  vicio  de  nulidad. 

**Pero  según  el  lenguaje  y  las  ideas  de  los  autores  del 
Código,  dice  Laurent,  en  materia  de  nulidad  y  de  inexis- 
tencia de  los  actos,  son  tan  defectuosos  y  tan  obscuros,  que 
es  imposible  interpretar  el  artículo  2,054,  teniendo  en  cuen- 
ta esta  distinción.  Es  necesario  abandonarla  y  decidir,  con 
el  texto,  que  la  nulidad  del  título  da  solamente  lugar  á  una 
acción  rescisoria."' 

Creemos  por  nuestra  parte  que  el  artículo  3,3 1 1  de  nues- 
tro Código,  copiado  literalmente  del  Francés,  adolece  del 
defecto  de  declarar  la  procedencia  de  la  acción  rescisoria 
^n  el  caso  á  que  se  refiere,  siendo  así  que,  según  los  prin- 
cipios elementales  del  derecho,  sólo  procede  la  acción  para 
que  se  declare  la  inexistencia  ó  ineficacia  de  la  transacción 
celebrada  con  un  error  que  vicia  el  consentimiento  de  los 
contratantes. 

Pero  la  transacción  deja  de  ser  rescíndible,  cuando  las 
partes  están  instruidas  de  la  nulidad  del  título,  ó  la  disputa 
es  sobre  la  misma  nulidad;  pues  entonces  pueden  transigir 
válidamente,  siempre  que  los  derechos  á  que  se  refiere  el 
título  sean  renunciables;  (art.  3,312,  Cód.  Civ.).' 

La  razón  es  perfectamente  clara,  porque  entonces  cesa 
la  causa  por  la  cual  procede  la  ineficacia  de  la  transacción, 
en  virtud  de  que  el  consentimiento  de  los  interesados  se  ha- 
lla libre  de  error,  no  está  otorgado  bajo  un  falso  supuesto, 
y  por  tanto,  es  perfectamente  válido. 

1  Loco  cít. 

2  Artículo  3,172,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Además,  la  transacción  tiene  por  objeto  borrar  el  vicio 
de  nulidad  de  que  se  halla  afectado  el  anterior  contrato,  re- 
validarlo, y  por  lo  mismo,  nada  impide  que  sea  válida  y 
eficaz,  si  por  otra  parte,  la  voluntad  de  los  interesados  no 
se  halla  en  pugna  con  la  ley  6  con  el  interés  público:  esto 
es,  si  la  transacción  recae  sobre  derechos  amparados  por  el 
título  nulo  y  son  renunciables. 

La  transacción  celebrada,  dice  el  artículo  3,313  del  Có- 
digo Civil,  con  presencia  de  documentos  que  después  han 
resultado  falsos  por  sentencia  judicial,  es  nula;  porque  ó  la 
parte  que  ha  hecho  uso  de  tales  documentos  conocía  la  fal- 
sedad de  ellos,  y  entonces  ha  habido  dolo  que  vicia  el  con- 
trato, ó  ha  obrado  de  buena  fe  y  entonces  ha  incurrido 
inconscientemente  en  un  error  el  que  ha  hecho  uso  de  ellos  y 
ha  inducido  al  otro  interesado  á  caer  en  él,  y  por  consiguien- 
te, falta  á  la  transacción  el  consentimiento  de  los  contrayen- 
tes libre  de  todo  vicio  que  lo  haga  ineficaz  en  derecho/ 

Por  otra  parte,  la  declaración  judicial  de  la  nulidad  de 
los  documentos  que  sirvieron  de  base  para  la  transacción, 
demuestra  que  al  celebrarse  ésta  no  existían  los  derechos 
sobre  los  cuales  recayó,  y  en  consecuencia,  que  careció  de 
objeto  y  no  puede  subsistir,  como  no  existe  contrato  algu- 
no sin  objeto  sobre  el  cual  recaiga  (art.  1,395,  ^ód.  Civ. ) . ' 

Los  jurisconsultos  han  suscitado  la  controversia  acerca 
de  si  la  nulidad,  en  el  caso  expresado,  comprende  todos  los 
capítulos  de  la  transacción,  ó  solamente  aquellos  que  se  re- 
fieren á  los  documentos  falsos.  En  otros  términos,  si  la  tran- 
sacción es  indivisible,  de  manera  que  declarada  nula  en 
cuanto  á  alguno  de  sus  capítulos,  necesariamente  sea  nula 
en  cuanto  á  los  demás. 

Los  comentaristas  de  nuestra  antigua  legislación,  entre 
ellos  Gutiérrez  Fernández,  ha  sostenido  con  apoyo  de  los 


1  Artfrulo  3,173,  Cód.  Cív.  de  1884. 

2  Artículo  1,279,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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f)receptos  del  derecho  Romano,  que  si  la  transacción  com- 
prende varias  cláusulas  ó  capítulos,  y  sólo  uno  de  ellos  se 
apoya  en  instrumentos  falsos,  éste  es  el  que  queda  sin  efec- 
to; y  que  si  apareciere  que  no  se  habría  transigido  lo  uno 
sin  lo  otro,  debe  declararse  nula  la  transacción. ' . 

Pero  los  jurisconsultos  modernos  sostienen  la  indivisibili- 
dad de  la  transacción,  y  en  consecuencia,  que  si  se  anula  por 
cualquiera  de  sus  capítulos,  debe  anularse  por  todos;  y  se 
fundan  en  la  consideración  de  que,  cuando  los  interesados 
convienen  en  terminar  ó  prevenir  una  controversia,  hacen 
sacrificios  recíprocos,  y  teniéndolos  en  cuenta  y  las  diver- 
sas ventajas  que  producen  para  cada  uno  de  ellos,  consien- 
ten en  abandonar  algunas  de  sus  pretensiones. ' 

En  términos  más  <x)ncisos  se  expresa  sobre  este  punto 
Bigot-Préameneu,  estableciendo  que:  **Se  debe  decidir, 
según  la  regla  de  correlación  entre  todas  las  cláusulas  de  la 
transacción,  que  las  partes  nó  han  suscrito  las  otras  dispo- 
siciones, sino  bajo  la  condición  de  que  no  podrán  suscitar 
nuevas  controversias  sobre  ninguna  de  sus  controversias 
anteriores.  "3 

Pero  como  la  indivisibilidad  de  la  transacción  se  funda 
solamente  en  la  intención  probable  de  las  partes,  opinan 
los  autores,  que  si  los  tribunales  llegan  á  tener  la  prueba 
de  que  éstas  no  tuvieron  tal  intención,  por  el  tenor  de  los 
capítulos  de  ese  contrato  y  las  circunstancias  del  proceso, 
pueden  declarar  que  no  hay  indivisibilidad. 

Sostienen  igualmente  que,  si  hay  duda,  como  la  indivisi- 
bilidad es  la  regla,  deben  decidir  los  tribunales  en  favor  de 
ella,  y  que  sólo  que  lleguen  á  averiguar  la  intención  con- 
traria de  los  interesados  pueden  resolver  excepcionalmente 


I  Tomo  IV,  pág.  56. 

.2  Accarías,  núm.  151 ;  Guillouard,  núm.  19,  1 08  y  151. 
3  Fenét,  tomo  15,  pág.  iio. 
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que  la  transacción  es  divisible  y  debe  anularse  en  una  par- 
te y  subsistir  en  otra.  * 

Según  los  principios  del  derecho  Romano,  sancionados 
por  la  ley  19,  lib.  II,  tít.  IV.  del  Código, 

'^  Sub  p7'etextu  instrumenti  post  reperti,  transactionem 
bona  fide  finitam  rescindí  jura  non  patiuntur.'' 

Este  principio,  que  sufría,  sin  embargo,  excepción  en  el 
caso  en  que  los  documentos  habían  sido  retenidos  por  dolo 
de  la  parte  contraria,  pues  en  tal  caso,  la  ofendida  podía 
obtener  la  nulidad  de  la  transacción  por  medio  de  la  acción 
de  dolo,  fué  reproducido  por  nuestra  antigua  legislación  y 
sancionado  por  el  artículo  3,315  del  Código  Civil  que  de- 
clara, que  el  descubrimiento  de  nuevos  títulos  ó  documen- 
tos no  es  causa  para  anular  ó  rescindir  la  transacción,  si  no 
ha  habido  mala  fe  en  la  otra  parte,  por  haber  ésta  conocido 
los  títulos  y  haberlos  ocultado. ' 

Los  intérpretes  del  derecho  Romano  explican  este  prin- 
cipio, diciendo,  que  el  descubrimiento  de  documentos  que 
cambian  el  estado  de  las  partes  no  podría  autorizar  para 
sostener  que  la  transacción  carecía  de  causa.  Había  una 
duda  y  un  proceso  á  los  cuales  ha  puesto  fin  la  transacción, 
lo  cual  basta  para  legitimarla.  El  descubrimiento  de  los 
documentos  ignorados  es  un  acontecimiento  fortuito,  que 
no  puede  modificar  la  situación  creada  por  la  transacción. 
Si  el  que  ha  renunciado  no  se  proveyó  de  los  documentos 
y  de  las  pruebas  necesarias  debe  imputarse  á  sí  mismo  las 
consecuencias;  y  tal  hecho  no  es  una  razón  bastante  para 
poner  á  discusión  lo  que  con  buena  fe  han  acordado  los  in- 
teresados. 3 

Siguiendo  los  mismos  principios  á  que  hemos  aludido, 


1  Guilloaard,  núm.  20;  Troplong,  núm.  133;  Aubry  y  Rau,  tomo  IV,  %  421,  texto 
y  nota  2?;  Pont,  tomo  II,  núm  644;  Laurent,  tomo  XXVIII,  núm.  401. 

2  Leyes  19,  tít.  22,  Part.  3"  y  34,  tít.  14,  Part.  5? ;  artículo  3,175,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Favre,  Cód.  II,  %  4?  núm.  13;  Voet,  lib.  II,  tít.  XV,  núm.  23. 
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declaran  los  artículos  3,316  y  3,317  del  Código  Civil,  que 
es  nula  la  transacción  sobre  cualquiera  negocio  que  esté 
decidido  judicialmente  por  sentencia  irrevocable,  ignorada 
por  los  interesados;  y  que  si  la  sentencia  no  es  irrevocable, 
es  válida  la  transacción.' 

En  otros  términos:  los  preceptos  mencionados  declaran 
que  no  se  puede  transigir  sobre  derechos  ya  decididos  por 
sentencia  ejecutoria,  y  que  si  se  llega  á  celebrar  la  transac- 
ción es  nula;  pero  que  sí  se  puede  transigir  válidamente 
sobre  esos  derechos  si  la  sentencia  que  los  ha  decidido  no 
ha  causado  ejecutoria.' 

La  razón  es  perfectamente  clara  y  perceptible,  y  se  in- 
fiere de  la  naturaleza  misma  de  la  transacción,  que  deman- 
da necesariamente,  como  ya  hemos  dicho,  que  recaiga  so- 
bre un  derecho  dudoso;  y  no  puede  decirse  que  tenga  tal 
calidad  aquel  sobre  el  cual  se  ha  pronunciado  sentencia  eje- 
cutoria por  el  tribunal  competente,  ni  aun  á  pretexto  de 
que  los  interesados  ignoren  la  existencia  de  ésta;  pues  su 
ignorancia  no  quita  á  tal  derecho  su  naturaleza  de  cierto 
é  indiscutible  para  aquel  en  cuyo  favor  fué  dictada. 

No  acontece  lo  mismo  respecto  de  los  derechos  decidi- 
dos por  sentencias  que  no  han  pasado  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  contra  las  cuales  concede  la  ley  el  recurso  de  ape- 
lación ó  el  de  súplica,  en  donde  lo  hubiere;  porque  no  han 
pasado  á  la  categoría  de  incontrovertibles  y  ciertos,  por 
cuanto  á  que,  no  se  ha  pronunciado  aún  la  última  palabra 
en  la  controversia  judicial,  que  subsiste  mientras  no  le  pon- 
ga fin  una  sentencia  ejecutoria.  Es  decir,  que  tales  dere- 
chos son  aún  dudosos  y  están  sujetos  á  eventualidades,  y 
por  tanto,  pueden  ser  el  objeto  de  una  transacción. 

De  lo  expuesto  se  infiere,  que  los  arreglos  que  los  inte- 
resados suelen  celebrar  después  de  terminada  la  controver- 


1  Artículos  1.376  y  3,177,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Leyes  7  y  II,  lib.  II,  tít.  15,  D. 
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sia  por  sentencia  ejecutoria,  no  afectan  la  naturaleza  de  la 
transacción,  que  no  puede  existir  por  falta  de  objeto  sobre 
el  cual  puede  recaer,  y  que  no  pueden  tener  sino  el  carácter 
de  una  renuncia,  si  el  que  obtuvo  el  triunfo  prescinde  en  par- 
te de  los  derechos  que  le  hubiere  reconocido  la  ejecutoria  dic- 
tada en  áu  favor,  ó  bien  el  de  una  donación  ó  el  de  cualquiera 
otro  contrato,  según  las  bases  bajo  las  cuales  se  celebran  ta- 
les arreglos.  * 

El  error  en  la  transacción,  como  en  todos  los  contratos, 
vicia  el  consentimiento  de  los  contratantes  y  lo  anula  y  ha- 
ce ineficaz.  Pero  tal  principio,  de  tan  trascendentales  con- 
secuencias no  tiene  aplicación  cuando  el  error  es  de  cálculo 
solamente;  pues  según  el  artículo  3,314  del  Código  Civil, 
cuando  éste  se  comete  en  la  transacción,  sólo  da  derecho 
para  que  se  rectifique  la  operación  respectiva.* 

La  razón  es,  porque  el  error  en  este  caso  es,  como  dice 
Laurent,  una  simple  inadvertencia  que  debe  corregirse,  pues 
habría  mala  fe  si  los  interesados  pretendieran  mantener  una 
inexactitud  que  se  halla  en  oposición  con  las  bases  mismas 
de  la  transacción.  3 

El  mismo  autor  explica,  para  mejor  inteligencia  del  prin- 
cipio á  que  nos  referimos,  qué  se  entiende  por  error  de  cál- 
culo, diciendo  que  es  aquel  que  se  comete  por  los  interesados 
al  practicar  las  operaciones  aritméticas  necesarias  para  pre- 
parar la  transacción,  ó  para  traducir  en  cifras  las  bases  de  la 
convenida,  el  cual  debe  ser  rectificado;  y  luego  agrega,  que 
no  es  lo  mismo  respecto  de  los  errores  de  cálculo  extraños 
á  unos  de  los  interesados  y  anteriores  á  la  transacción,  por- 
que no  puede  tomarse  en  cuenta  un  hecho  desconocido  para 
aquél,  pues  sería  venir  contra  la  transacción  y  violar  la  au- 
toridad de  la  cosa  juzgada  de  que  se  halla  investida/ 

1  I^urent.  tomo  XXVIII,  núm.  421 ;  Guillouard,  núm.  155. 

2  Artículo  3,174.  Caá,  Civ.  de  1884. 

3  Tomo  XXVIII,  núm.  411. 

4  Loco  cít. 
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La  demanda  sobre  nulidad  ó  rescisión  de  la  transacción 
debe  intentarse,  como  todas  las  demandas  que  tienen  por  ob- 
jeto anular  ó  rescindir  los  contratos,  cualquiera  que  sea  su 
especie,  enjuicio  ordinario;  pero  es  requisito  esencial  para 
que  prospere,  que  previamente  se  asegure  la  restitución  de 
lo  que  hubiere  recibiido  el  que  la  intenta. 

El  artículo  3,323  del  Código  Civil  es  terminante  á  este 
respecto,  porque  prohibe  de  una  manera  expresa  que  se  pue- 
da intentar  demanda  contra  el  valor  ó  subsistencia  de  una 
transacción,  sin  que  previamente  se  haya  asegurado  la  de- 
volución de  todo  lo  recibido  á  virtud  del  convenio  que  se 
quiere  impugnar. ' 

Apenas  si  merece  la  pena  hacer  mención  del  principio  es- 
tablecido por  este  precepto,  que  es  una  consecuencia  nece- 
saria del  efecto  que  producen  la  rescisión  ó  la  nulidad,  que 
es  restituir  las  cosas  al  estado  en  que  se  hallaban  al  tiempo 
de  celebrarse  el  contrato,  esto  es,  de  manera  que  cada  uno 
de  los  contratantes  vuelva  á  la  posesión  de  la  cosa  que  en- 
tregó en  virtud  de  la  transacción  nula. 

La  necesidad  del  requisito  indicado  se  comprende,  no  sólo 
por  este  motivo,  sino  muy  principalmente,  porque  anulada 
ó  rescindida  la  transacción,  los  interesados  retienen  en  su 
poder,  sin  una  causa  legítima,  las  cosas  que  les  fueron  en- 
tregadas en  virtud  de  ella. 

Es  también  efecto  de  la  nulidad  y  de  la  rescisión  de  la  tran- 
sacción, que  no  se  incurra  en  la  pena  estipulada  para  garan- 
tir y  hacer  eficaz  su  cumplimiento,  lo  cual  se  explica  fácil- 
mente, si  se  tiene  en  cuenta  que  tal  pena  es  accesoria  y  no 
puede  subsistir  sin  la  obligación  principal. 

En  otros  términos,  siendo  la  pena  accesoria  déla  transac- 
ción necesita  para  su  existencia  y  para  que  produzca  losefec- 
ros  jurídicos  que  le  atribuye  la  ley,  de  la  validez  y  eficacia 
de  ella. 


I  Art(calo  3.183,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Tal  es  el  motivo  por  e^^cual  declara  el  artículo  3,320  del 
Código,  que  anulada  ó  rescindida  la  transacción,  sea  por  con- 
venio de  las  partes  ó  judicialmente,  no  se  incurirá  en  la  pena 
que  se  haya  estipulado,  sino  cuando  la  falta  de  cumplimiento 
no  haya  procedido  de  alguna  de  las  causas  enumeradas  en 
el  artículo  1,434:  esto  es,  cuando  el  obligado  á  la  pena  no 
haya  podido  cumplir  el  contrato  por  hecho  del  acreedor,  ca- 
so fortuito  ó  fuerza  insuperable. ' 

La  verdad  es,  que  el  precepto  contenido  en  el  artículo 
3,320  es  innecesario  y  está  concebido  en  términos  obscuros, 
que  pueden  dar  lugar  á  interpretaciones,  y  por  lo  mismo,  á  • 
controversias  de  trascendentales  consecuencias. 

Es  innecesario,  á  nuestro  juicio,  porque  si  contiene  la  re- 
producción del  principio  sancionado  por  el  artículo  1,434, 
que  es  general  y  rige  á  todos  los  contratos,  sin  excepción,  es 
claro  que  es  enteramente  inútil. 

Es  obscuro,  porque  de  sus  términos  parece  inferirse  que 
se  incurre  en  la  pena  estipulada  en  todo  caso,  menos  cuauv 
do  la  falta  de  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraídas 
en  la  transacción  provenga  de  hecho  del  acreedor,  caso  for- 
tuito ó  fuerza  insuperable,  lo  cual  es  falso,  supuesto  que, 
la  nulidad  del  contrato  importa  la  de  la  cláusula  penal,  se- 
gún el  artículo  1,429  del  Código.' 

El  precepto  que  criticamos  no  quiere  decir  otra  cosa, 
sino  que,  anulada  ó  rescindida  la  transacción,  no  se  incurre 
en  la  pena  estipulada,  como  no  se  incurre  en  ella  en  los 
casos  previstos  por  el  artículo  1,434;  pero  su  redacción  es 
verdaderamente  deplorable  y  ocasionada  á  consecuencias 
contrarias  al  principio  elemental  sancionado  por  el  artículo 
1,429,  á  que  antes  nos  hemos  referido. 

La  transacción  es,  según  la  opinión  de  unos  autores,  tras- 
lativa de  la  propiedad,  y  según  otros,  declarativa  de  ella;  y 


7  Artfcalos  3,180  y  1,317,  Cód.  Civ.  de  1884. 

8  Artículo  1,311,  Cód.  Cir.  de  1884. 
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como  es  de  suponerse,  tal  divergencia  de  opiniones  ha  dado 
lugar  á  laboriosa  controversia,  en  la  cual  ha  predominado  la 
última  opinión. 

Esta  se  funda  en  la  consideración  de  que  aquel  que  re- 
nuncia á  pretensiones  dudosas  sobre  un  objeto  litigioso,  se 
limita  á  dejar  éste  á  la  otra  parte,  con  los  derechos  que  pre- 
tende tener  en  él,  sin  conferirle  nada,  y  la  circunstancia  de 
que  este  abandono  no  es  puramente  gratuito  y  de  que  el  que 
se  aprovecha  de  él  hace  un  sacrificio  en  compensación  de 
las  pretensiones  abandonadas,  es  del  todo  indiferente,  por- 
que no  cambia  la  naturaleza  del  contrato,  el  cual  según  la 
mente  de  los  contratantes  no  da  á  ninguno  de  ellos  ningún 
derecno  nuevo  el  dual  constituya  un  título  de  adquisición.' 

De  este  principio  se  deriva  una  consecuencia  de  grande 
importancia:  luego  los  interesados  en  una  transacción  no 
quedan  obligados  á  prestar  la  evicción,  supuesto  que  aqué- 
lla no  es  traslativa  de  la  propiedad. 

lista  consecuencia  no  es  arbitraria,  sino  que  se  deriva  ne 
cesariamente  de  los  principios  antes  expuestos,  y  tiene  en 
su  apoyo  la  tradición,  porque  el  Derecho  Romano  la  había 
sancionado  como  un  principio  Jegal  y  jurídico. 

**  Si  /amen  res  ipsas  ante  te  constitutas,  dice  la  ley  n, 
lib.  II,  tít  4?  del  Código,  ob  quarum  qcestionem  litis  inter- 
cessit  decisio,  fiscus  vel  alius  a  te  vindicavity  nihil  petere 
potes.  '* 

Sin  embargo,  hay  casos  en  que,  como  dice  muy  bien  Lau- 
rent,  la  transacción  contiene  una  traslación  de  la  propiedad, 
sin  cjue  por  ello  pueda  decirse  que  es  traslativa  de  los  de- 
rechos en  ella  comprendidos,  como  acontece  cuando  para 
terminar  una  contienda  acerca  de  algún  derecho  dudoso, 
uno  de  los  interesados  cede  un  derecho  cierto  al  otro.  Pero 
en  tal  caso,  la  traslación  del  dominio  no  es  el  efecto  de  la 


1  Pont,  tomo  II,  núm.  630;  l^urent,  tomo  XVIII,  núm.  393;  Troplong,  núins.7)' 
10;  Guillouard,  núiii,  ni;  Aubry  y  Ran,  tumo  IV,  %  421,  texto  y  aota  17?,  etc. 
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transacción,  porque  el  derecho  cedido  no  constituía  el  ob- 
jeto de  la  controversia,  y  por  lo  mismo  los  interesados  no 
han  podido  transigir  sobre  él. ' 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  declara  el  artículo  3.321  del 
Código  Civil,  que  en  las  transacciones  sólo  hay  lugar  á  la 
evicción  cuando  en  virtud  de  ellas  da  una  de  las  partes  á 
la  otra  alguna  cosa  que  no  era  objeto  de  la  disputa,  y  que 
conforme  á  derecho  pierde  el  que  la  recibió.  *^ 

Para  este  caso  solamente,  y  en  virtud  de  los  mismos  prin- 
cipios, que  estiman  que  en  él  hay  una  verdadera  traslación 
de  la  propiedad,  declara  el  artículo  3.322  del  Código,  que 
cuando  la  cosa  dada  tiene  vicio  ó  gravamen  ignorados  del 
que  la  recibió,  ha  lugar  á  peí^ir  la  diferencia  que  resulte 
del  vicio  ó  gravamen  en  los  mismos  términos  que  respecto 
de  la  cosa  vendida.  ^ 

Como  ya  hemos  hecho  las  explicaciones  respectivas  del 
principio  que  sanciona  el  precepto  citado  al  ocuparnos 
del  saneamiento  .por  defectos  ó  gravámenes  ocultos  de  la 
cosa  vendida,  nos  limitamos  á  remitir  á  nuestros  lectores  al 
capítulo  IV,  lección  21?  de  este  tratado.^ 

De  los  mismos  principios  que  estiman  á  la  transacción 
como  declarativa  y  no  como  traslativa  de  la  propiedad,  se 
deriva  otra  consecuencia  de  grande  importancia,  y  que  con- 
siste en  que  tal  contrato  no  puede  invocarse  como  un  título 
para  la  prescripción;  porque,  según  la  ley,  sólo  tiene  tal  ca- 
rácter el  que  por  su  naturaleza  produce  el  efecto  jurídico  de 
transmitir  la  propiedad,  cuando  la  persona  de  quien  emana 
es  el  propietario,  y  la  transacción  no  produce  tal  efecto.  ^ 


1  Tomo  XXVI 1 1,  níím.  394. 

2  Artículo  3,181,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,182,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Pág.  333,  de  este  volumen. 

5  Laurent,  tomo  XXVIll,  núm.  395;  Pont,  tomo  II,  núm.  639;  Anbry  y  Rau,  tomo 
IV.  5  421,  texto  y  nota  19?;  Guillouard,  núm.  117. 
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No  ¿ucede  así  cuando  en  virtud  de  ese  contrato  da  una 
de  las  partes  á  la  otra  alguna  cosa  que  no  era  objeto  de  la 
disputa,  pues  en  tal  caso  hay  una  verdadera  traslación  de 
la  propiedad  hecha  por  el  propietario.  Pero  entonces  no  es  la 
transacción  la  que  constituye  el  justo  título,  sino  el  conve- 
nio traslativo  de  dominio  adjunto  á  ella. 
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LECCIÓN  VIGÉSIMA  SEXTA. 


DEL  REGISTRO  PUBLICO. 


PRINCIPIOS  GENERALES. 


Al  hacer  el  estudio  de  la  hipoteca,  consagramos,  siguien- 
do el  orden  establecido  por  el  Código  Civil,  el  capítulo  V  de 
la  lección  8?  de  este  tratado,  al  examen  de  las  reglas  relati- 
vas á  la  institución  del  Registro  Público,  en  cuanto  se  refie- 
ren a  las  inscripciones  de  las  hipotecas. 

Allí  reservamos  para  esta  lección  el  estudio  de  esa  insti-- 
tución  en  todo  lo  relativo  al  establecimiento  y  organización 
de  ella,  para  no  alterar  el  orden  que  siguieron  los  autores 
del  Código  Civil 

Antes  de  la  promulgación  de  éste,  sólo  existían  las  ofici- 
nas llamadas  Oficios  de  Hipotecas,  en  las  cuales  se  hacían 
constar  los  cambios  ó  mutaciones  de  la  propiedad  y  los  des- 
membramientos que  sufrían  los  bienes  inmuebles,  creadas 
por- la  real  cédula  de  9  de  Mayo  de  1778  y  reglamentadas 
de  una  manera  imperfecta;  pues  su  objeto  principal  era  ins- 
cribir las  hipotecas  y  otros  gravámenes,  con  el  fin  de  evitar 
los  inconvenientes  que  se  seguían  de  que  los  vendedores  de 
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casas  y  heredades  encubrían  los  censos,  tributos  é  hipote- 
cas que  tenían.' 

Pero  el  sistema  adoptado  para  las  inscripciones  era  may 
imperfecto  y  limitado  por  la  práctica  y  los  reglamentos  res- 
pectivos exclusivamente  á  las  hipotecas,  censos  y  tributos, 
y  daba  lugar  á  frecuentes  fraudes  que  se  cometían  por  los 
tendedores  de  mala  fe. 

A  fin  de  evitar  los  fraudes  y  los  abusos  á  que  daba  lugar 
esa  institución  imperfecta,  se  crió  el  Registro  Público  bajo 
un  sistema  que,  como  muy  bien  dice  la  Exposición  de  mo- 
tivos, es  enteramente  nuevo  entre  nosotros,  evita  la  oculta- 
ción de  los  gravámenes  y  demás  condiciones  de  los  bienes 
inmuebles,  haciendo  más  seguros  y  firmes  los  contratos  tras- 
/  lativos  de  la  propiedad. 

Este  sistema  reposa  principalmente  sobre  el  principio  de 
\di publicidad  á^  todos  los  actos  traslativos  de  la  propiedad 
territorial  y  de  los  gravámenes  y  restricciones  que  limitan 
su  valor  y  circulación,  y  está  arregado  de  tal  manera,  que 
cada  inmueble  tenga  su  historia  en  cuanto  se  refiere  á  sus 
diversas  mutaciones,  á  los  gravámenes  que  se  le  impusie- 
ren y  los  desmembramientos  que  sufra,  á  fin  de  que  las  per- 
sonas que  quieran  contratar  sobre  ellos  conozcan  con  toda 
certidumbre  esas  mutaciones,  los  gravámenes  y  limitaciones 
á  que  están  sujetos. 

El  Código  no  ha  hecho  más  que  establecer  las  bases  fun- 
damentales de  esa  institución,  dejando  su  desarrollo  á  los 
reglamentos  administrativos,  de  los  cuales  nos  ocuparemos 
en  cuanto  fuere  necesario  al  hacer  el  estudio  de  los  precep- 
tos de  aquel  ordenamiento. 

El  artículo  3,324  de  él,  ordena  que,  en  toda  población 
en  donde  haya  un  tribunal  de  primera  instancia,  se  establez- 
un  oficio  denominado  Registro  Público.'' 


1  Sala,  Ilustración  del  Derecho  Real  de  España,  tomo  I,  pág.  417. 

2  Artículo  3,184,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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El  oficio  se  debe  componer,  según  el  artículo  3,325,  de 
cuatro  secciones:* 

I?  Registro  de  títulos  traslativos  del  dominio  de  los  in- 
muebles ó  de  los  derechos  reales,  diversos  de  la  hipoteca, 
impuestos  sobre  aquéllos: 

2?  Registro  de  hipotecas,  el  cual  se  rige  por  lo  dispuesto 
en  el  capítulo  IV,  tít  8?,  libro  III  del  Código  Civil,  que  es- 
tudiamos en  su  oportunidad  (art.  3326,  Cód.  Civ.):' 

3?  Registro  de  arrendamientos: 

4?  Registro  de  sentencias. 

Cada  uno  de  esos  registros  se  deben  llevar,  según  ios  ar- 
tículos 10  y  II  del  Reglamento  de  21  de  F'ebrero  de  1871, 
en  otros  tantos  libros  que  han  de  estar  autorizados  en  su 
primera  y  última  fojas,  con  las  firmas  del  Ministro  de  Jus- 
ticia y  el  Director  de  la  oficina,  y  rubricadas  por  el  segun- 
do en  todas  las  demás;  y  han  de  estar  rotulados  de  la  siguien- 
te manera: 

Libro  núm.  i. —  Registro  de  la  propiedad  de (aquí 

el  nombre  del  distrito  judicial  á  que  corresponda): 

Libro  núm.  2. — Registro  de  hipotecase 

Libro  núm.  3. —  Registro  de  arrendamientos: 

Libro  núm.  4. —  Registro  de  sentencias. 

El  registro,  ó  más  bien  dicho,  la  inscripción  en  el  regis- 
tro público,  se  debe  hacer  en  el  oficio  á  que  correspondan 
por  su  ubicación  los  bienes  de  que  se  trate,  y  si  éstos  estu- 


1  Artículo  3,185,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,187,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  en  los  términos  siguientes,  por  claridad  y  para  evitar  confusiones: 
**  La  sección  de  hipotecas,  así  como  todo  lo  relativo-á  su  registro,  se  regirá  por  lo  dis 
puesto  en  el  capítulo  IV,  tít.  VIII  de  este  libro." 

Además,  se  introdujo  el  artículo  3,186,  enteramente  nuevo,  que  ordena  que  en  todos 
los  oficios  del  Registro  público  se  lleve  también  un  índice  de  los  documentos  de  ventas 
de  inmuebles  cuyo  valor  no  exceda  de  quinientos  pesos,  con  los  cuales  se  debe  formar 
un  archivo  especial;  y  complementando  este  principio  declara  el  artículo  3,218,  que  los 
contratos  á  que  se  refiere  el  artículo  2,921,  no  surten  efecto  contra  tercero  sino  desde  la 
fecha  de  su  presentación  al  oficio. 
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vieren  situados  en  distintas  demarcaciones,  la  inscripción  se 
debe  hacer  en  todas  ellas  (arts.  3,327  y  3,328,  Cód.  Civ.)' 

Esto  no  quiere  decir  que  todos  los  bienes  se  deban  ins- 
cribir en  todas  las  demarcaciones  en  que  estuvieren  situa- 
dos, sino  que  cada  uno  de  esos  bienes  debe  inscribirse  en  el 
registro  correspondiente  al  distrito  judicial  en  que  se  halle 
situado. 

Las  inscripciones  sólo  pueden  hacerse  á  petición  del  pro- 
pietario de  los  bienes  de  que  se  trate,  de  su  legftimo  repre- 
sentante ó  de  su  mandatario,  á  fin  de  evitar  los  abusos  y  los 
fraudes  que  pudieran  cometerse,  si  fuera  lícito  á  cualquiera 
persona  pretender  la  inscripción  de  cualquier  título;  pues  en- 
tonces se  haría  ineficaz  la  institución  del  Registro  público, 
criado  para  precaver  y  evitar  esos  males. 

Por  tal  motivo,  declara  expresamente  el  artículo  3,329 
del  Código  Civil,  que  ninguna  inscripción  puede  hacerse  si 
no  consta  que  el  que  la  pretende  es  actual  dueño  de  los 
bienes,  tiene  derecho  para  exigir  el  registro  ó  procede  con 
poder  legal  del  propietario;  y  el  artículo  26  del  Reglamento 
dice,  que  se  entiende  por  representante  legítimo  del  intere- 
sado en  una  inscripción,  para  el  efecto  de  pedirla,  aquel  que 
deba  representarle,  con  arreglo  á  derecho,  en  todos  los  ac- 
tos legales,  como  el  padre  por  el  hijo  que  está  bajo  su  po- 
testad, el  marido  por  la  mujer,  el  tutor  y  el  mandatario,  aun- 
que el  mandato  sea  verbal  ó  tácito.'' 

Según  el  artículo3,330  del  Código,  sólo  pueden  inscribirse 
los  titulas  que  constan  de  escritura  pública  y  las  sentencias 
y  providencias  judiciales  certificadas  legalmente;  y  el  artí- 
culo 16  del  Reglamento  define  qué  documentos  se  entien- 
den por  títulos,  diciendo  que,  para  todos  los  efectos  de  la 
inscripción,  se  entiende  por  título,  el  documento  público  y  fe- 
haciente entre  vivos  ó  por  causa  de  muerte,  en  que  funde  su 


1  Artfcnlos  3,188  y  3,189.  Cód.  Civ.  de  1884- 

2  Artículo  3,190,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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derecho  sobre  el  inmueble  ó  derecho  real,  la  persona  á  cuyo 
favor  deba  hacerse  la  inscripción  misma.' 

Es  decir,  que  sólo  se  pueden  inscribir  las  escrituras  pú- 
blicas que  contengan  algún  contrato  ó  última  voluntad,  en 
virtud  de  los  cuales  se  verifique  alguna  mutación  de  la  pro- 
piedad de  bienes  raíces,  se  haga  algún  desmembramiento 
de  ella,ó  se  constituyan  sobre  aquéllos  algún  derecho  real.- 

Esta  conclusión  nó  es  absoluta,  porque  también  se  pue- 
den inscribir  otra  especie  de  documentos  que  no  tienen  eh 
carácter  de  escrituras  públicas  y  que,  sin  embargo,  son  feha- 
cientes.  Hallamos  confirmada  esta  aserción  en  el  artículo 
21  del  Reglamento,  que  declara,  que  se  consideran  como 
documentos  auténticos  para  los  efectos  de  la  ley,  los  que- 
sirviendo  de  títulos  de  dominio  ó  derecho  real,  estén  expe^ 
pedidos  por  autoridad  competente  para  darlos  y  deban  ha- 
cer fe  por  sí  solos;  y  señala  como  pertenecientes  á  este  nú- 
mero, los  documentos  en  que  se  otorga  la  concesión  de  las- 
minas  p  de  los  caminos  de  fierro,  las  escrituras  de  adjudica- 
ción otorgadas  por  la  autoridad  política,  y  la  certificación 
de  actos  judiciales  en  que  por  convenio  de  las  partes  se  cons- 
tituya algún  derecho  real  sobre  bienes  determinados. 

Esta  exigencia  no  es  inoportuna  é  infundada,  sino  que* 
obedece  al  sistema  que  ha  adoptado  el  Código,  pues  atri- 
buyéndole á  la  inscripción  en  el  Registro  público  efectos 
jurídicos  de  trascendencia,  era  consiguiente  que  la  rodeara» 
de  requisitos  y  solemnidades  que  garanticen  la  legitimi* 
dad  de  los  títulos  en  que  se  funda,  y  como  las  escrituras  pú»- 
blicas  se  otorgan  con  las  solemnidades  que  llenan  ese  ob- 
jeto, de  aquí  que  la  ley  sólo  permita  la  inscripción  de  Ios- 
títulos  que  consten  en  documentos  de  esa  especie. 

Por  las  mismas  consideraciones  y  porque  prestan  las  mis- 
mas garantías,  permiten  la  ley  y  su  reglamento  la  inscrip*- 


I  Artículo  3>i9i,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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ción  de  las  sentencias  y  providencias  legalmente  certificadas 
y  los  documentos  auténticos  enumerados  en  el  artículo  del 
Rejjlamento  á  que  hemos  hecho  referencia. 

En  cuanto  á  los  actos  ejecutados,  los  contratos  otorga- 
dos, y  las  sentencias  pronunciadas  en  país  extranjero,  dis- 
pone el  artículo  3,331  del  Código  Civil,  que  se  inscriban 
solamente,  si  concurren  las  siguientes  circunstancias:' 

I?  Que  si  los  actos  ó  contratos  hubieran  sido  celebrados 
ó  las  sentencias  pronunciadas  en  el  Distrito  Federal  ó  en  la 
California,  habría  sido  necesaria  su  inscripción  en  el  registro: 

2?  Que  estén  convenientemente  legalizados  conforme  á 
lo  que  dispone  el  Código  de  Procedimientos: 

3?  Si  fueren  sentencias  cuya  ejecución  fuere  ordenada 
por  el  Tribunal  Superior  del  pistrito  ó  el  de  la  California. 

Además  de  estos  requisitos  exige  el  artículo  22  del  Re- 
glamento, que  los  documentos  mencionados  hayan  sido  tra- 
ducidos oficialmente,  ya  por  peritos  nombrados  por  el  Tri- 
bunal Superior  ó  el  juez  de  primera  instancia,  ya^  por  la 
sección  correspondiente  del  Ministerio  de  Relaciones  Ex- 
teriores. 

Y  los  artículos  455  y  siguientes  del  Código  de  Procedi- 
mientos de  1884,  declaran  que  los  instrumentos  que  vienen 
del  extranjero  necesitan  para  hacer  fe  en  el  Distrito  y  en 
la  Baja  California,  estar  legalizados  por  el  Ministro  ó  Cón- 
sul de  la  República  residentes  en  el  territorio  del  otorga- 
miento; y  si  no  los  hubiere,  por  el  Ministro  ó  Cónsul  de  la 
nación  que  tenga  tratado  de  amistad  con  la  República;  y 
que  en  el  primer  caso,  se  legalicen  las  firmas  del  Ministro 
-ó  Cónsul  por  el  Oficial  Mayor  del  Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores;  y  en  el  segundo  la  legalización  de  las  firmas  del 
Ministro  ó  Cónsul  respectivo,  residente  en  la  Repúbica,  y 
la  de  éste  por  el  Oficial  Mayor  del  Ministerio  de  Relaciones. 


I  Artículo  3, 192,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Al  hacer  el  estudio  de  las  reglas  relativas  á  la  inscrip- 
ción de  las  hipotecas  otorgadas  en  el  extranjero,  hicimos 
algunas  explicaciortes  que  tienen  exacta  aplicación  ahora  y 
que  no  repetimos  aquí  por  no  creerlo  necesario;  y  por  tanto, 
sólo  nos  limitamos  á  remitir  á  ellas  á  nuestros  lectores,  y  á 
hacer  las  siguientes  observaciones:' 

I?  Estableciendo  el  Código  Civil  la  necesidad  de  la  ins- 
cripción de  los  documentos  en  que  constan  los  contratos  ce- 
lebrados en  el  extranjero  que  cambian  ótmodifican  la  pro- 
piedad de  los  inmuebles  situados  en  la  República,  no  ha 
hecho  más  que  sujetarse  á  los  principios  del  derecho  inter- 
nacional privado,  que  por  la  conveniencia  de  las  naciones 
y  de  sus  ciudadanos  otorga  valor  y  eficacia  á  los  contratos 
celebrados  en  el  extranjero  sobre  bienes  raíces  situados  en 
territorio  nacional;  pero  á  condición  de  que  en  ellos  se  ob- 
serven la  forma  y  las  solemnidades  que  establecen  las  leyes 
del  país  en  donde  tales  bienes  se  hallen  situados. 

Nuestro  Código  sanciorta  expresamente  es^os  principios 
del  derecho  internacional,  declarando  en  el  artículo  18.  que 
en  los  contratos  celebrados  en  el  extranjeni  sobre  bienes 
raíces  se  debe  observar  lo  dispuesto  en  el  artículo  14,  que 
declara,  que  los  bienes  inmuebles,  sitos  en  el  Distrito  Fe- 
deral, se  rigen  por  las  leyes  mexicanas  aunque  sean  poseí- 
dos por  extranjeros.* 

2?  Que  respecto  de  las  inscripciones  de  st*ntencias  decla- 
ra el  artículo  3,331  que  sólo  se  pueda  hac<-r  por  orden  del 
Tribunal  Superior;  y  tal  exigencia  no  se  halla  en  armonía 
con  las  reglas  que  establece  el  Código  dti  IVocedimirntos 
Civiles  respecto  de  la  ejecución  de  sentt^ncias. 

La  inscripción  de  las  dictadas  en  país  rxtranjt-ro,  no  es 
otra  cosa  que  su  ejecución  en  parte,  supurst*»  ipre  ri(|iiélla 
no  tiene  otro  objeto  que  garantizar  los  dert-chos  <  toreados 


1  Tomo  IV,  pág.  112. 

2  Artículos  17713.  Cód.  Cív.  de  18S4. 
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á  favor  de  determinadas  personas  y  hacer  que  produzcan 
•efecto  contra  tercero. 

Pues  bien,  estableciendo  el  Código  de  Procedimientos  las 
reglas  que  deben  de  observarse  en  el  caso  de  ejecución  de 
sentencias,  declara  en  el  arüículo  785,  que  sólo  tienen  fuer- 
za en  el  Distrito  las  ejecutorias  extranjeras  que  reúnan,  en- 
tre otras  circunstancias;  que  hayan  sido  dictadas  á  conse- 
cuencia del  ejercicio  de  una  acción  personal^  esto  es,  que 
•no  produzca  ningén  cambio  ó  mutación  en  la  propiedad  de 
las  bienes  inmuebles. 

Pero  como  el  artículo  3,331  se  refiere  nada  menos  que  á 
la  inscripción  de  las  sentencias  que  imponen  esos  cambios 
ó  mutaciones,  resulta  que  la  ley  sustantiva  y  la  adjetiva  se 
ihallan  en  abierta  contradicción. 

Pero  no  solamente  chocan  en  este  punto  esas  leyes,  sino 
también  en  cuanto  se  refieren  á  la  competencia  de  los  tri- 
bunales que  deben  ordenar  1^  ejecución  de  las  sentencias 
extranjeras,  porque  el  artículo  786  del  Código  de  Proocdi- 
imientos  declara,  que  es  competente  para  ejecutar  una  sen- 
tencia dictada  en  el  extranjero,  el  juez  que  lo  sería  para  se- 
guir el  juicio  en  que  se  dictó,  esto  es,  el  Juez  Menoró el 
Juez  de  lo  civil,  según  la  cuantía  de  los  intereses  que  en  él 
se  versen ;  y  el  Tribunal  Superior  sólo  interviene  en  las  di- 
ligencias que  se  promueven  para  la  ejecución  cuando  apela 
alguno  de  los  interesados  de  la  providencia  que  dicte  el 
juez. 

¿Cómo  puede  ordenar  el  Tribunal  Superior  la  inscrip- 
ción, en  el  caso  de  que  no  sea  apelada  la  providencia  del 
juez  otorgando  ó  denegando  «la  ejeouciótt  de  la  sentencia. 

La  verdad  es  que  no  ihay  armonía  entre  los  preceptos  ci- 
tados, y  que  cualquiera  solución  »que  se  le  dé  á  las  contra- 
dicciones que  hemos  marcado,  será  enteramente  arbitraria 
y  caprichosa. 

Como  serían  enteramente  inútiles  las  prescripciones  de 
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la  ley,  s¡  debiera  quedar  su  observancia  al  capricho  y  volun- 
tad de  los  interesados,  y  resultaría  así  frecuentemente  gra- 
ve perjuicio  para  el  interés  público,  les  ha  otorgado  la  de- 
bida sanción  el  artículo  3,332  del  Código  Civil,  declarando 
que  los  actos  y  contratos  que  conforme  á  la  ley  deben  re- 
gistrarse, no  producirán  efecto  contra  tercero,  si  no  estu- 
vieren inscritos  en  el  oficio  respectivo.' 

•  En  consecuencia,  aun  cuando  los  actos  y  contratos  men- 
cionados produzcan  efecto  entre  los  interesados,  si  no  son 
debidamente  inscritos,  no  producen  tal  efecto  respecto  de 
le  cero.  Esto  no  se  entiende  respecto  de  las  hipotecas  que, 
como  dijimos  en  su  oportunidad,  no  producen  efecto  jurídi- 
co alguno,  ni  aun  entre  los  interesados,  mientras  no  se  ha- 
ce la  inscripción  en  el  registro  público.' 


íl 
DE  LOS  títulos  SUJETOS  A  REQISTRO. 

El  Código  civil  ha  seguido  respecto  de  los  cambios,  mu- 
taciones, demembramientos  y  gravámenes  de  los  bienes  in- 
muebles el  sistema  de  la  publicidad,  á  fin  de  que  se  sepa  si 
el  que  enajena,  hipoteca  ó  de  cualquier  otra  manera  grava 
un  bien  de  esa  especie  es  dueño  de  él,  y  si  lo  que  vende  ó 
grava  tiene  gravámenes  anteriores  que  necesariamente  dis- 
minuyen su  valor;  pues  así  se  evitan  los  fraudes  y  los  liti- 
gios consiguientes  por  la  evicción  y  saneamiento,  por  igno- 
rarse al  verificarse  una  enajenación  los  gravámenes  ocultos 
que  reporta  la  finca. 

Consecuencia  necesaria  de  ese  benéfico  sistema  era  que 

1  ArtCcalo  3,193.  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Tomo  IV,  pág.  ICO. 
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el  Código  Civil  declarara,  que  están  sujetos  á  inscripción 
en  el  Registro  público,  todos  aquellos  actos  jurídicos  que 
importan  enajenación,  desmembramiento,  hipoteca  ó  gra 
vámen  de  los  bienes  raíces. 

En  tal  virtud  deben  inscribirse  en  el  Registro  público: 

1?  Todos  los  actos  y  contratos  entre  vivos  que  transmitan 
ó  modifiquen  la  propiedad,  la  posesión  ó  el  goce  de  bienes 
inmuebles  ó  de  derechos  reales  impuestos  sobre  ellos  (art 
3^333»  Cód.  Civ.):^ 

2?  Los  arrendamientos  cuando  fueren  por  más  de  seis 
años,  ó  cuando  hubiere  anticipación  de  rentas  por  xnás  de 
tres  (art.  3,335,  Cód.  Civ.):' 

3?  Se  deben  registrar  también,  después  de  la  muerte  del 
testador,  los  testamentos  que  transfieran  la  propiedad  de  bie- 
nes inmuebles  (art.  3,336,  Cód.  Civ.):^ 

4?  En  caso  de  intestado  se  deben  registrarla  declaración 
judicial  de  herederos  legítimos  y  la  escritura  de  partición 
(art.  s,237f  Cód.  Civ.):* 

En  uoo  y  en  otro  caso  de  los  dos.  que  preceden,  se  debe 
anotar  también  la  partida  de  defunción  del  autor  de  la  he- 
rencia (art.  3,338,  Cód.  Civ.):^ 

5?  Los  títulos  en  que  se  constituyan  usufructo,  uso,  ha- 
bitación, servidumbre,  concesiones  de  minas,  canteras,  cria- 
deros de  substancias  minerales  ó  cualquiera  otra  semejante 
(art.  3,339,  Cód.  Civ.):^ 

69  Las  capitulaciones  matrimoniales  y  las  que  constitu- 
yan dote,  cuando  en  virtud  de  ellas  se  establece  entre  los 
cónyuges  comunidad  de  bienes  raíces  ó  adquiere  uno  de 
ellos  propiedad  de  bienes  de  esa  clase  por  título  de  dote, 


1  Artículo  3,194,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,196,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,197,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  3,198,  Cód.  Civ.  de  1884. 

5  Artículo  3,199,  Cód.  Civ.  de  1884. 

6  Artículo  3,200,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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donación  antenupcial  ó  cualquiera  otro  (art.  3,340,  Cód. 

Civ.):' 

7?  Todas  las  transacciones,  reservas,  condiciones,  nova- 
ciones, ó  cualquier  otro  acto  que  produzcan  el  efecto^  de 
transmitir  ó  modificar  la  propiedad,  la  posesión  ó  el  goce 
de  bienes  inmuebles  ó  dere<íhos  reales  impuestos  sobre  ellos 
(art.  3,341,  Cód.  Civ.):" 

8?  Las  sentencias  que  causen  ejecutoria,  inclusas  las  de 
arbitros  y  arbitradores,  siempre  que  produzcan  los  efectos 
mencionados  (art.  3,342,  Cód.  Civ.):^ 

9?  El  nombramiento  de  representante  de  un  ausente,  y  las 
sentencias  que  declaren  la  ausencia  y  la  presunción  de  muer- 
te (art  3,343,  Cód.  Civ.):^ 

10.  Las  sentencias  en  que  se  decreten  la  separación  de 
bienes  por  divorcio  necesario  y  las  que  aprueben  dicha  se- 
paración en  los  casos  de  divorcio  voluntario  ó  de  simple 
convenio  (art.  3,344,  Cód.  Civ.):^ 

1 1.  Las  sentencias  en  que  se  decrete  la  restitución  in  ín- 
tegrun  (art.  3,345,  Cód.  Civ.):^ 

12.  Las  sentencias  en  que  declare  una  quiebra,  se  admi-. 
ta  una  cesión  de  bienes  ó  se  ordene  un  secuestro  ó  una  ex- 
propiación (art.  3,346,  Cód.  Civ.):^ 

Los  artículos  3,334  y  3,335  del  Código  Civil  exceptúan 


1  Artículo  3,20í,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  3,202,  Cód.  Civ.  de  1884. 

3  Artículo  3,203,  Cód.  Civ.  de  1884. 

4  Artículo  3,204,  Cód.  Civ.  de  1884. 

5  Artículo  3.205,  Cód.  Civ.  de  1884. 

6  El  artículo  3,345  del  Código  de  1870  fué  suprimido  en  el  de  1884,  porque  según  el 
sistema  adoptado  por  éste  no  se  concede  la  restitución  in  íntegrun. 

7  Artículos  3,206  73,207,  Cód.  Civ.  de  1884. 

El  artículo  3,346  del  Código  de  1870  se  dividió  en  los  dos  preceptos  citados,  redac- 
tándolos en  los  términos  siguientes : 

'•Artículo  3.206.  Igualmente  se  registrarán  las  sentencias  en  que  se  declare  una  quie- 
bra ó  se  admita  una  cesión  de  bienes.'' 

'*  Artículo  3,207.  Asimismo  deberán  registrarse  las  sentencias  ó  autos  en  que  se  or- 
dene la  fijación  de  una  cédula  hipotecaría,  un  embargo,  un  secuestro,  una  intervención 
ó  una  expropiación." 

69 
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de  la  necesidad  de  la  inscripción  á  los  bienes  y  derechos  que 
no  exceden  de  quinientos  pesos  y  á  los  arrendamientos  cuan- 
do no  exceden  de  seis  años  ó  si  hubiere  anticipo  de  rentas 
por  mepos  de  tres.* 

La  Exposición  de  motivos  justifica  lá  excepción  ^jue  es- 
tablece el  artículo  3,334,  diciendo  que  cuando  el  interés  del 
contrato  no  llega  á  quinientos  pesos,  no  es  justo  aumentarlos 
gastos,  ni  en  negocio  de  tan  pequeña  cuantía  parece  necesa- 
ria esa  solemnidad,  que,  sin  embargo,  no  queda  prohibida. 

La  Exposición  de  motivos  concreta  á  estos  breves  con- 
ceptos su  explicación,  omitiéndola  acerca  de  las  demás  re- 
glas que  establece  el  Código,  á  pretexto  de  que  su  simple 
lectura  demuestra  su  conveniencia.  Vamos  nosotros  á  su- 
plir, en  cuanto  podamos,  la  deficiencia  de  la  Exposición  de 
motivos. 

Pero  antes  conviene  advertir  que.  á  nuestro  juicio,  la  re- 
gla comprendida  bajo  el  número  7  en  la  enumeración  que 
precede,  y  contenida  en  el  artículo  3,34:  del  Código  Civil, 
es  una  inútil  repetición  de  la  primera  y  establecida  por  el 
artículo  i»S33;  porque  bajo  la  denominación  genérica  de 
contratos  y  actos  entre  vivos  que  transmiten  ó  modifican  la 
propiedad,  la  posesión  ó  el  goce  de  bienes  inmuebles  ó  de 
derechos  reales  constituidos  sobre  ellos,  están  comprendi- 
das las  transacciones,  reservas,  condiciones,  novaciones,  etc., 
que  producen  tales  efectos. 

Si  el  objeto  de  la  inscripción  en  el  registro  público  es  ha- 
cer constar,  por  decirlo  así,  la  historia  de  cada  inmueble  á 
fin  de  facilitar  su  enajenación,  precaviendo  los  fraudes  y  li- 
tigios que  son  consiguientes  á  la  clandestinidad  de  los  gra- 
vámenes impuestos  sobre  ellos,  es  clara  y  perfectamente 
perceptible  la  conveniencia  y  la  utilidad  que  resultan  de 
que  se  inscriban  todos  los  contratos  y  actos  entre  vivos  que 


I  Artículos  3,195  73,196,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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transmiten  ó  modifican  la  propiedad,  la  posesión  ó  el  goce 
de  bienes  inmuebles  ó  de  derechos  reales  constituidos  so- 
bre ellos. 

Por  idénticas  consideraciones  podemos  establecerla  mis- 
ma consecuencia  respecto  de  los  testamentos  y  declaracio- 
nes judiciales  de  herederos  legítimos  y  de  la  adjudicación 
de  los  bienes  mortuorios,  supuesto  que  producen  los  efec- 
tos mencionados. 

Sin  embargo,  algunos  creen  que  en  estos  casos  es  inne- 
cesaria la  inscripción,  porque  la  herencia  se  transmite  á  los 
herederos  por  ministerio  de  la  ley,  sin  necesidad  de  acto  de 
ninguna  especie  de  su  autor,  y  aquéllos  son  considerados 
como  la  misma  persona  de  éste.  Y  como  la  muerte  es  un 
acontecimiento  público,  la  publicidad  de  la  transmisión  se 
obtiene  sin  que  sea  necesaria  la  inscripción. 

Pero  no  basta  aseverar  que  la  muerte  del  autor  de  la  he- 
rencia y  la  calidad  de  herederos  de  él  que  concurre  en  al- 
gunas personas  sean  públicas;  porque  no  siempre  es  cierto 
que  se  conozcan  públicamente  tales  hechos,  ni  es  fácil  saber 
los  inmuebles  que  poseía  el  autor  de  la  herencia  al  morir, 
y  si  todos  los  dejó  á  sus  herederos,  ó  si  por  legado  ó  por 
otra  causa  han  pasado  á  sucesores  singulares. 

Si  no  estuvieran  sujetos  á  inscripción  las  transmisiones 
de  la  propiedad  operadas  por  causa  de  muerte  del  propie- 
tario, sería  preciso,  que  todo  aquel  que  tratara  de  adquirir 
algún  inmueble  perteneciente  al  caudal  mortuorio  ó  impo- 
ner un  capital  sobre  él,  hiciera  multitud  de  investigaciones 
para  celebrar  su  contrato  sin  temor  alguno  de  perder  su  di- 
nero. Es  decir,  que  volverían  las  dificultades  que  existían 
y  los  fraudes  que  se  cometían  bajo  el  amparo  de  nuestra  an- 
tigua legislación. 

Esto  bastaría  para  demostrar  la  conveniencia  y  la  nece- 
cidad  de  la  inscripción  en  los.  casos  indicados. 

La  ley  exige,  como  hemos  visto,  que  todos  los  actos  tras- 
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lativos  de  dominio  ó  que  alteren  ó  modifiquen  la  propiedad, 
se  inscriban  en  el  Registro  público,  cualquiera  que  sea  la 
modalidad  que  afecten,  esto  es,  ya  sean  puros  y  simples  ó  á 
plazo,  ya  condicionales;  pues  prescindiendo  de  que  no  hace 
distinción  alguna,  ordena  expresamente  que  se  registren  las 
transacciones,  reservas,  condiciones,  etc.,  y  la  hipoteca  cons- 
tituida para  seguridad  de  una  obligación  sujeta  á  condicio- 
nes suspensivas  (arts.  1,984  y  3,341,  Cód.  Civ.)' 

Alguien  ha  repugnado  este  sistema,  por  estimarlo  con- 
trario á  los  principios  elementales  del  derecho,  según  los 
cuales,  mientras  no  se  verifica  la  condición,  el  acreedor  no 
adquiere  ningún  derecho  y  sólo  tiene  una  esperanza  de  ad- 
quirirlo. Pero  esta  objeción  se  contesta  fácilmente,  si  se  re- 
cuerda que,  según  la  doctrina  de  los  jurisconsultos  modernos, 
el  acreedor  adquiere  algo  más  que  una  simple  esperanza,  un 
derecho  eventual,  irrevocable,  aunque  incierto,  que  forma 
parte  de  su  patrimonio,  y  del  cual  no  se  le  puede  privar  sin 
su  consentimiento. 

Y  esta  teorfa  ha  encontrado  la  debida  sanción  en  el  ar- 
tículo 1,454  del  Código  Civil  que  declara,  que  los  acreedores 
cuyos  contratos  dependieren  de  alguna  condición,  podrán 
antes  de  que  se  cumplan  ejercitar  los  actos  lícitos  necesa- 
rios para  su  conservación.' 

Antes  de  pasar  adelante,  creemos  conveniente  advertir, 
que  los  testamentos  que  transfieren  la  propiedad  de  bienes 
inmuebles  ó  de  derechos  reales  no  se  pueden  inscribir  antes 
de  la  muerte  del  testador;  porque  mientras  éste  vive  tiene 
la  facultad  de  enajenar  y  disponer  libremente  de  sus  bienes, 
y  la  de  alterar  y  cambiar  por  completo  sus  disposiciones  tes- 
tamentarias, las  cuales  no  obtienep  el  carácter  de  irrevoca- 
bles sino  hasta  que  la  muerte  hace  imposible  el  ejercicio  de 
esa  facultad. 


1  Artículos  1,861  y  3,202,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  1,338,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Así  es,  que  el  heredero  instituido  no  adquiere  ningún  de- 
recho por  el  otorgamiento  del  testamento,  sino  una  simple 
esperanza  perfectamente  revocable,  y  que,  por  lo  mismo,  no 
le  transfiere  la  propiedad  de  los  bienes  del  testador.  Tal 
efecto  se  obtiene  solamente  por  la  muerte  de  éste;  y  por  tal 
motivo  exige  la  ley  que  la  inscripción  se  haga  hasta  el  ve- 
rificativo de  tal  acontecimiento. 

En  cuanto  á  las  transacciones  es  preciso  recordar  que  por 
sí  solas  no  constituyen  títulos  traslativos  de  dominio,  pues 
son,  según  dijimos  en  su  oportunidad,  simplemente  decla- 
rativas, y  sólo  importan  el  reconocimiento  de  los  dereqhos 
dudosos  que  son  materia  de  las  contraversias.' 

Sin  embargo,  alguna  vez  acontece  que  alguno  de  los  con- 
tendientes transija  sobre  sus  pretensiones  y  que  dé  ó  reciba 
en  cambio  alguna  cosa  que  no  era  objeto  de  la  controver- 
sia. Pues  bien,  en  tal  caso  hay  traslación  de  dominio  de  esa 
cosa  en  virtud  de  transacción,  pero  no  por  efecto  de  ella,  su- 
puesto que  no  constituía  el  objeto  de  la  controversia.  £n 
consecuencia,  debemos  establecer,  que  al  enumerar  la  ley 
las  transacciones  entre  los  títulos  sujetos  á  inscripción,  se  re- 
fiere á  casos  idénticos  al  que  acabamos  de  indicar,  y  que  no 
ha  querido  otorgarles  el  carácter  de  traslativas  de  la  pro- 
piedad que  no  se  aviene  con  su  naturaleza. 

Las  sentencias  de  qualquier  orden  que  sean,  provenien- 
tes de  los  tribunales  ordinarios  ó  dictadas  por  los  arbitros 
ó  arbitradores,  pueden  producir  grandes  modificaciones  en 
la  propiedad,  y  este  es  el  motivo  por  el  cual  las  asimila  la 
ley,  para  el  efecto  de  su  inscripción  á  los  actos  y  contratos 
que  produceií  cambios  y  mutaciones  en  la  transmisión  del 
dominio,  y  exige  que  se  hagan  constar  en  el  registro  pú- 
blico, evitando  así,  que,  por  ser  ignoradas,  presten  oportu- 
nidades á  los  hombres  de  mala  fe  para  cometer  los  fraudes 


I  Página  532. 
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y  los  abusos,  que  se  han  querido  evitar  por  medio  de  esa 
institución. 

Completando  el- artículo  14  del  Reglamento  la  enumera- 
ción que  el  Código  hace  de  los  títulos  sujetos  á  registro,  de- 
clara que  se  entienden  comprendidos  en  los  artículos  3,333 
y  3,341  de  ese  ordenamiento,  no  sólo  las  sentencias  que  ex- 
presamente declaren  la  incapacidad  de  alguna  persona  para 
administrar  sus  bienes,  ó  modifiquen  con  igual  expresión  su 
capacidad  civil  en  cuanto  á  la  libre  disposición  de  su  cau- 
dal, sino  también  todas  aquellas  que  produzcan  legalmen- 
te  una  ú  otra  incapacidad,  aunque  no  la  declaren  de  un  mo- 
do terminante. 

La  razón  es,  porque  no  basta  ser  dueño  de  una  finca  ó 
de  un  derecho  real,  é  inscribir  las  enajenaciones  ó  modifi- 
caciones qne  sufra  su  propiedad,  sino  que  es  necesario  ha- 
cer constar  los  hechos  que  le  pueden  impedir  la  facultad  de 
disponer  de  sus  bienes.  Es  decir,  que  el  precepto  á  que  alu- 
dimos tiene  por  objeto  hacer  constar  la  incapacidad  del  pro- 
pietario, á  fin  de  precaver  los  perjuicios  que  pudieran  sobre- 
venir á  las  personas  que  contraten  con  él. 

Finalmente,  el  artículo  18  del  mismo  Reglamento  ordena, 
que  el  propietario  que  careciere  de  título  de  dominio  escri- 
to, debe  inscribir  su  derecho,  justificando  previamente  su 
posesión  ante  el  juez  de  primera  instancia  del  lugar  en  que 
estén  situados  los  bienes,  con  audiencia  del  Ministerio  pú- 
blico si  se  tratare  de  inscribir  el  dominio  pleno  de  alguna  fin- 
ca, y  con  la  del  propietario  ó  de  los  demás  partícipes  del 
dominio  si  pretendiere  inscribir  un  derecho  real. 

Según  los  artículos  19  y  20,  si  los  bienes  estuvieren  si- 
tuados en  pueblo  ó  término  donde  no  resida  el  juez  de  pri- 
mera instancia,  se  puede  hacer  dicha  justificación  ante  el 
juez  de  paz  respectivo,  con  audiencia  del  síndico  del  Ayun- 
tamiento, en  todos  los  casos  en  que  debiera  ser  oído  el  Mi- 
nisterio público,  cuya  intervención,  lo  mismo  que  la  del  sín- 
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dico,  se  debe  limitar  á  que  se  guarden  en  la  justificación  las 
formas  de  la  ley. 

Estos  preceptos  del  Reglamento  tienen  por  objeto,  como 
es  fácil  comprender,  allanar  las  dificultades  que  en  muchos 
casos  pudieran  surgir  cuando  el  propietario  careciera  de  los 
documentos  necesarios  para  acreditar  su  propiedad,  porque 
no  podría  hacerse  la  inscripción  de  las  enajenaciones,  que 
llevara  á  cabo  sin  inscribir  previamente  su  propiedad. 

Y  como,  por  desgracia,  son  muchos  los  casos  en  que  el 
propietario  no  podrá  acreditar  su  dominio,  ya  por  la  sub- 
división de  la  propiedad,  ya  porque  los  trastornos  políticos 
y  las  guerras  extranjeras  han  producido  la  pérdida  ó  des- 
trucción de  los  archivos  públicos;  ha  sido  preciso  prever 
esos  casos  y  venir  en  auxilio  del  individuo  que  por  ellos  ca- 
rece de  título  justificativo  de  su  propiedad,  y  permitirle  acre- 
ditar su  posesión,  pues  de  ésta  se  deriva  necesariamente  la 
de  la  propiedad,  toda  ve^'que,  según  el  artículo  925  del  Có- 
digo Civil,  la  posesión  da  al  que  )a  tiene,  presunción  de  pro- 
pietario para  todos  los  efectos  legales." 


III 
DEL  MODO  DE  HACER  EL  REGISTRO. 


La  forma  de  la  inscripción  en  el  Registro  público  no  pue- 
de quedar  al  arbitrio  de  los  interesados  ni  de  los  funciona- 
rios encargados  de  hacerla,  pues  si  así  fuera,  se  introduci- 
ría la  confusión  y  la  obscuridad  en  ellas,  y  lejos  de  obtener 
el  laudable  fin  que  se  propone  la  ley,  se  producirían  males 
de  funestas  consecuencias. 

Tal  es  el  motivo  por  el  cual  establece  el  Código  Civil  las 

I   Artículo  828,  eV)tl.  Civ.  de  1884. 
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reglas  que  vamos  á  exponer,  que  tienen  por  objeto,  no  sólo 
uniformar  las  inscripciones,  sino  también  darles  una  clari- 
dad tal  que  cumplan  con  su  objeto,  eviten  toda  confusión, 
de  manera  que  contengan  la  historia  de  los  bienes  á  que  se 
refieran,  y  la  hagan  conocer  fácilmente  á  quien  deseare  co- 
nocerla. 

Los  artículos  23  y  24  del  Reglamento  del  Registro  pú- 
blico ordenan,  que  á  cada  íinca  se  abra  un  registro  particu- 
lar en  cada  uno  de  los  libros  correspondientes  á  las  cuatro 
secciones,  y  que  los  asientos  relativos  á  cada  inmueble  se 
numeren  correlativamente  y  se  firmen  por  el  registrador;  y 
los  artículos  3,347  y  3,348  del  Código  Civil  previenen  que 
el  interesado  presente  á  la  respectiva  sección  el  título  en 
que  conste  el  acto  ó  contrato,  ó  el  testimonio  auténtico  de 
la  sentencia  y  el  documento  legal  que  acredite  su  represen- 
tación, si  obra  en  nombre  ajeno;  y  que  si  el  registrador  no 
encontrare  legalmente  comprobados  el  título  ó  la  represen- 
tación, lo  manifieste  al  interesado  y  exija  la  declaración  ju- 
dicial.' 

Pero  la  calificación  que  haga  el  registrador  de  la  legali- 
dad de  los  títulos  ó  de  la  representación  de  quien  los  pre- 
senta, está  limitada,  según  el  artículo  58  del  Reglamento,  al 
efecto  de  negar  ó  admitir  la  inscripción,  y  no  impide  ni  preo- 
cupa el  juicio  que  pueda  seguirse  en  los  tribunales  sobre  la 
nulidad  del  mismo  título  ó  sobre  la  falta  de  representación, 
á  no  ser  que  llegue  á  dictarse  sentencia  que  cause  ejecu- 
toria. 

Y  el  artículo  59  declara,  que  si  de  la  ejecutoria  que  en 
dichojuicio  recayere  resultare  mal  calificados  el  título  ó  la  re- 
presentación, el  registrador  debe  hacerla  inscripción  ó  can- 
celar la  que  hubiere  hecho,  conforme  á  la  ejecutoria,  toman- 
do el  nuevo  asiento  la  fecha  de  la  presentación  del  título 


I  Artículos  3,208  y  3,209,  Cód.  Civ.  de  18S4. 
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que  hubiere  dado  lugar  al  incidente,  de  manera  que  la  ne- 
gativa del  registrador  sólo  produce  el  efecto  de  suspender  el 
registro,  según  dice  expresamente  el  artículo  62. 

Tanto  el  artículo  3,348  del  Código,  como  los  dos  citados 
del  Reglamento,  tienen  por  objeto,  ya  evitarla  indebida  ins- 
cripción de  títulos  que  ningún  efecto  jurídico  pueden  pro- 
ducir, porque  no  llenan  las  condiciones  de  solemnidad,  que 
para  su  validez  exige  la  ley,  pues  la  inscripción  es  un  acto 
serio  que  tiene  por  objeto  garantizar  las  transmisiones  de 
la  propiedad  y  sus  desmembramientos  legalmente  hechos, 
y  no  actos  baldíos  é  ineficaces,  cuyo  registro  sólo  puede  pro- 
ducir perjuicio  y  no  la  garantía  de  seguridad  que  ha  queri- 
do la  ley,  ya  impedir  que  la  impericia  de  un  registrador  per- 
judique los  derechos  del  que  presenta  los  títulos  para  que 
se  inscriban. 

A  los  fines  indicados  conspiran  también  los  artículos  60 
y  61  del  Reglamento,  de*los  cuales,  el  primero  declara,  que 
el  registrador  debe  considerar  como  falta  de  legalidad  en 
las  formas  extrínsecas  de  los  documentos  ó  escrituras,  cuya 
inscripción  se  solicite,  todas  las  que  afecten  á  su  validez,  se- 
gún las  leyes  que  determinan  la  forma  de  los  instrumentos 
públicos,  siempre  que  resulten  del  texto  de  los  mismos  do- 
cumentos ó  escrituras;  y  el  segundo,  declara  también,  que, 
para  los  efectos  indicados,  se  entenderá  comprendidos  en 
la  calificación,  los  documentos  ó  escrituras  que  no  expresen, 
ó  que  expresen  sin  la  claridad  suficiente,  cualquiera  de  las 
circunstancias  que,  según  la  misma  ley,  debe  contener  la 
inscripción,  bajo  la  pena  de  nulidad. 

Según  el  artículo  3,349  del  Código,  el  reijistro  debe  con- 
tener : ' 

I?  Los  nombres,  edades,  domicilios  y  profesiones  de  los 
contratantes.   Las  personas  morales  se  deben  designar  por 


I  Artículo  3,210.  Cód.  Civ.  do  1884. 
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el  nombre  oficial  que  lleven,  y  las  compañías  por  su  razón 
social : 

2"?  La  fecha  y  naturaleza  del  acto  que  se  registre,  la  au- 
toridad ó  notario  que  lo  autoricen  y  el  día  y  hora  en  que  se 
presente  el  título: 

3?  La  especiey  valor  de  los  bienes  ó  derechos  que  se  trans 
mitán  ó  modifiquen ;  expresándose  exactamente  la  ubicación 
de  los  primeros,  así  como  todas  las  circunstancias  relativas 
á  réditos,  gravámenes,  rentas,  pensiones,  términos  y  demás 
que  caractericen  el  acto. 

El  artículo  45  del  Reglamento  desarrolla  las  reglas  pre- 
cedentes, á  fin  de  que  las  fincas  y  los  derechos  que  son  ob- 
jeto de  las  inscripciones  sean  conocidas  con  toda  exactitud, 
y  ordena  que  éstas  se  hagan  con  sujeción  á  las  reglas  si- 
guientes: 

I?  La  naturaleza  de  la  finca  se  expresará  manifestando 
si  es  rústica  ó  urbana,  y  el  nombre  con  que  las  de  su  clase 
sean  conocidas  en  la  demarcación  del  registro: 

2?  La  situación  de  las  fincas  rusticas  se  debe  determinar, 
expresando  el  término,  partido,  demarcación  política  ó  cual- 
quier otro  nombre  con  que  sea  conocido  el  lugar  en  que  se 
hallaren,  todos  sus  lindero^  por  los  cuatro  puntos  cardina- 
les, y  cualquiera  circunstancia  que  impida  confundirlas  con 
otras  fincas: 

3?  La  situación  de  las  fincas  urbanas  se  determinará  ex- 
presando la  población  en  que  se  hallen,  el  nombre  de  la  ca- 
lle ó  lugar,  el  número,  si  lo  tuvieren,  y  si  éste  fuere  de  fecha 
reciente,  el  que  haya  tenido  antes;  el  número  de  la  manza- 
na, el  nombre  del  edificio,  si  fuere  conocido  con  alguno  de- 
terminado, los  linderos,  y  cualquiera  otra  circunstancia  que 
sirva  para  distinguir  la  finca  inscrita  de  otra: 

4?  La  medida  superficial  se  expresará  en  la  forma  que 
constare  del  título  y  con  las  mismas  denominaciones  que  en 
él  se  empleen;  pero  si  del  título  no  resultare  dicha  nie- 

Digitized  by  VjOOQ IC 


Lecciones  de  Derecho  Civil.  555 


dida,  se  debe  expresar  en  la  inscripción  esta  circunstancia: 

'  5?  La  naturaleza  del  derecho  que  se  inscriba  se  ha  de 

expresar  con  el  nombre  que  se  le  de  en  el  título,  y  si  no  se 

le  diere  ninguno,  no  se  designará  tampoco  en  la  inscripción: 

6?  El  valor  de  la  finca  ó  del  derecho  inscrito,  se  debe  ex 
presar  si  consta  en  el  título  y  en  la  misma  forma  que  apa- 
reciere en  él,  bien  en  dinero,  bien  en  especie.  También  se 
debe  expresar  dicho  valor  si  se  hubiere  hecho  constar  para 
el  pago  del  impuesto  por  medio  de  tasación,  ó  si  tratándo- 
se de  un  usufructo  ó  pensión,  se  hubiere  capitalizado  tam- 
bién para  el  pago  del  impuesto: 

7?  Para  dar  á  conocer  la  extensión,  condiciones  y  cargas 
del  derecho  que  deba  inscribirse,  se  ha  de  hacer  mención 
circunstanciada  y  literal  de  todo  lo  que,  según  el  título,  li- 
mita el  mismo  derecho  y  facultades  del  adquirente  en  pro- 
vecho de  otro,  ya  sea  persona  cierta,  ó  ya  indeterminada, 
así  como  los  plazos  en  que  venzan  las  obligaciones  contraí- 
das, si  fueren  de  esta  especie  las  inscritas: 

8?  Las  cargas  de  la  finca  ó  derecho  á  que  afecte  la  ins- 
cripción inmediata  ó  mediatamente,  podrán  resultar,  bien 
de  alguna  inscripción  anterior,  ó  bien  solamente  del  título 
presentado.  En  el  primer  caso  se  debe  indicar  brevemente 
su  naturaleza  y  número,  citando  el  que  tuviere  cada  una  y 
el  folio  y  libro  del  registro  en  que  se  hallare;  en  el  segundo 
caso  se  deben  referir  literalmente,  advirtiendo  que  carecen 
de  inscripción.  Si  aparecieren  dichas  cargas  del  título  y  del 
registro,  pero  con  alguna  diferencia  entre  ambos,  se  han  de 
notar  las  que  sean: 

9?  Los  nombres  que  deban  consignarse  en  la  inscripción, 
se  han  de  expresar  según  resulten  del  título,  sin  que  sea 
permitido  al  registrador,  ni  aun  con  acuerdo  de  las  partes, 
añadir  ni  quitar  ninguno.  Al  nombre  se  deben  añadir,  si 
también  resultaren  del  título,  la  edad,  el  estado,  la  profesión 
y  domicilio.   Las  sociedades  ó  establecimientos  públicos  se 
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han  de  designar  con  el  nombre  con  que  fueren  conocidos, 
expresándose  al  mismo  tiempo  su  domicilio,  y  con  el  de  la 
persona  que  en  su  representación  pida  la  inscripción,  y  si 
no  fuere  una  sociedad  conocida,  únicamente  por  su  razón. 

También  deberá  añadirse,  si  constare,  el  título  en  cuya 
virtud  posea  el  que  transfiera  el  derecho. 

ID?  Toda  inscripción  de  actos  ó  contratos  que  hayan  de- 
vengado derechos  á  favor  de  la  hacienda  pública,  expresará 
el  importe  de  éstos  y  la  fecha  y  número  del  recibo  de  su 
pago: 

1 1?^  En  las  inscripciones  de  arrendamiento  se  deben  ex- 
presar su  precio  y  la  duración  del  contrato. 

Todas  estas  reglas,  establecidas  por  el  Reglamento,  en  vir- 
tud de  la  prevención  contenida  en  el  artículo  3,351  del  Có- 
digo Civil,  son  de  tal  manera  claras  y  precisas,  que  no  ne- 
cesitan explicación;  y  por  tanto,  sólo  nos  limitamos  á  ad- 
vertir, que  todas  ellas  tienen  por  único  y  exclusivo  objeto 
identificarlos  bienes  que  se  inscriben  de  manera  tan  perfec- 
ta que  no  se  puedan  confundir  con  otros,  especificar  detalla- 
damente el  acto  ó  el  contrato  que  modifica,  altera  ó  transmite 
su  dominio,  lo  desmembra,  grava  ó  limita,  de  modo  que  la 
persona  que  quiera  contratar  sobre  ellos,  pueda  conocer  en 
el  acto  si  están  libres  ó  gravados,  la  extensión  y  naturaleza 
del  gravamen,  y  si  el  individuo  que  se  dice  dueño  tiene  ó 
no  el  dominio  que  alega  ó  facultad  para  disponer  de  esos 
bienes. 

Y  tal  es  el  motivo  por  el  cual  se  exige  que  se  haga  cons- 
tar en  la  inscripción  el  pago  de  derechos  devengados  á  favor 
de  la  hacienda  pública,  porque,  según  la  legislación  fiscal, 
los  impuestos  son  gravámenes  que  pesan  sobre  los  inmue 
bles  á  los  cuales  siguen  cualquiera  que  sea  el  poseedor. 

El  registro  debe  de  llevar  la  fecha  del  día  en  que  los  do- 
cumentos sean  presentados;  y  hecho  que  sea,  se  deben  de- 
volver los  documentos  al  que  los  presente,  con  nota  de 
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quedar  registrados  en  tal  fecha,  y  en  tal  número  y  página 
del  registro  (arts.  3,350  y  3,352,  Cód.  Civ.)' 
'  La  razón  es,  porque  el  interesado  ha  cumplido  con  el  de- 
ber que  la  ley  le  impone  de  presentar  el  título  para  su  ins- 
cripción,^ y  no  es  culpa  suya  que  no  la  haga  el  registrador 
en  el  acto  mismo  en  que  la  recibe  con  tal  objeto,  y  por  tan- 
to no  le  debe  resultar  perjuicio  alguno,  el  cual  se  le  causa- 
ría indefectiblemente  si  la  inscripción  no  llevara  la  fecha  del 
día  en  que  presentó  sus  documentos. 

En  cuanto  á  la  devolución  de  los  documentos  con  la  no- 
ta de  haber  quedado  registrados,  es  natural,  supuesto  que 
ellos  son  los  justificantes  de  la  propiedad  ó  del  derecho  á 
que  se  refieren,  y  la  nota  acredita  que  están  debidamente 
inscritos,  y  por  tanto,  que  producen  efectos  jurídicos  contra 
tercero. 

Entre  esos  efectos  está  el  que  determina  el  artículo  56 
del  Reglamento,  según  el  cual,  inscrito  en  el  registro  cual- 
quier título  traslativo  de  dominio  de  los  inmuebles,  no  pue- 
de inscribirse  ninguno  otro  de  fecha  anterior,  por  el  que  se 
transmita  ó  grave  la  propiedad  del  mismo  inmueble. 

El  principio  contenido  en  este  precepto  nos  hace  conocer 
que,  según  el  sistema  adoptado  por  nuestra  legislación,  sólo 
pueden  perjudicar  al  adquirente  ó  al  que  impone  un  capi- 
tal garantizado  con  hipoteca  los  actos  y  contratos,  derechos 
y  gravámenes  anotados  en  el  registro  antes  de  que  haga  su 
inscripción. 

Lógico  era  suponer  que  bajo  este  sistema  no  cupiera  se- 
ñalar un  término  dentro  del  cual  debieran  presentarse  al 
registro  los  títulos  sujetos  á  inscripción  para  producir  efec- 
tos jurídicos  contra  tercero,  porque  en  el  interés  del  adqui- 
rente está  llenar  los  requisitos  de  la  ley  para  que  sus  dere- 
chos no  se  hagan  ilusorios,  y  que  debe  imputarse  á  sí  mismo 
las  consecuencias  de  su  conducta  negligente. 

I  Artículos  3,211  y  3,214;  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Sin  embargo,  nuestro  Código  se  aparta  de  ese  rigorismo, 
que  nosotros  creemos  necesario,  y  teniendo  en  considera- 
ción que  los  interesados  pudieran  pulsar  dificultades,  no  im- 
putables, que  vencer  para  la  presentación  de  sus  títulos,  de- 
claró por  equidad  en  el  artículo  3,353,  que  los  contratos  que 
fueren  registrados  dentro  de  quince  días  de  su  fecha,  pro- 
ducirán su  efecto,  con  relación  á  tercero  desde  la  fecha  del 
título  respectivo.' 

Pero  volviendo  al  precepto  contenido  en  el  artículo  56 
del  Reglamento,  se  funda  principalmente  en  la  considera- 
ción de  que  el  individuo  que  deja  de  inscribir  el  contrato 
anterior,  dando  lugar  á  que  se  celebre  é  inscriba  otro,  hace 
presumir  que  renuncia  su  derecho  en  concurrencia  con  un 
tercero,  quien  no  debe  ser  perjudicado  por  la  incuria  y  la 
negligencia  de  aquél. 

Pero  este  principio  no  es  aplicable  á  las  hipotecas,  pues 
como  vimos  en  su  oportunidad,  inscrita  una  pueden  inscri- 
birse otras  impuestas  sobre  el  mismo  inmueble,  y  sólo  se 
produce  el  efecto  jurídico  de  que  sea  preferida  para  el  pago 
aquella  que  primero  se  inscribió  en  el  registro. 

La  razón  de  la  diferencia  consiste  en  que,  respecto  déla 
hipoteca  no  existe  peligro  alguno  por  la  segunda  inscrip- 
ción, pues  si  la  finca  hipotecada  cubre  con  su  valor  lo?;  dos 
créditos  cuyo  pago  garantiza,  ninguno  de  los  acreedores  re- 
sulta perjudicado,  y  si  no  basta  ese  valor,  es  preferido  en  el 
pago,  en  todo  caso,  el  acreedor  que  primero  inscribió  su  tí- 
tulo. 

En  consecuencia,  podemos  establecer  que  respecto  de  los 
títulos  traslativos  de  dominio,  el  Código  Civil  no  sólo  otor- 
ga la  preferencia  al  que  primero  se  inscribe,  sino  que  cierra 
la  puerta,  impide  la  inscripción  de  otros  títulos  traslativos 
de  dominio  ú  otros  que  lo  graven  si  son  anteriores  en  fecha 
á  aquél. 

I  Artículo  3,215,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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Es  una  consecuencta  del  sistema  que  hemos  expuesto,  que 
los  contratos  que  fueren  registrados  fujera  del  plazo  de  los 
quince  días  que  concede  para  la  inscripción  el  artículo  3,353 
del  Código  Civil,  sólo  produzcan  efecto,  como  lo  declara  el 
artículo  3,354,  con  relación  á  tercero,  desde  la  fecha  del  re- 
gistro.' 

Esto  se  entiende  con  exclusión  de  la  hipoteca,  pues  se- 
gún el  artícttlo  2,016  del  Código,  no  produce  ésta  efecto  al- 
guno legal  sino  desde  la  fecha  en  que  fuere  debidamente 
registrada,  ya  sea  respecto  de  terceras  personas,  ya  respec 
to  de  los  mismos  contratantes,  y  por  consiguiente  la  inscrip- 
ción constituye  una  circunstancia  esencial  de  la  existencia 
y  validez  de  la  hipoteca.* 

La  ley  prevé  también  el  caso  en  que  promueva  alguno 
de  los  interesados  la  nulidad  de  algún  acto  inscrito  en  el 
Registro  público  ó  de  la  inscripción  misma,  y  para  tales  ca- 
sos declara  el  artículo  3,355  del  Código,  que  si  el  acto  re- 
gistrado se  anula  ó  rescinde  en  virtud  de  sentencia,  se  ha 
de  ^otar  ésta  dentro  de  treinta  días  contados  desde  que 
causó  ejecutoria,  al  margen  del  registro  respectivo;  y  fuera 
del  plazo  indicado  sólo  producirá  su  efecto  respecto  de  ter- 
cero desde  el  día  que  fuera  anotado.' 

Y  los  artículos  63  á  67  del  Reglamento  ordenan  que  los 
jueces  ante  quienes  se  alegare  la  nulidad  de  una  inscripción, 
den  conocimiento  al  registrador  respectivo,  quien  en  el  mis- 
mo día  en  que  reciba  el  oficio  del  juez  ha  de  poner  una  nota 
marginal  á  la  inscripción  reclamada,  haciendo  constar  ese 
hecho  y  el  juez  ante  quien  se  ventila  el  juicio,"  que  en  el  ca- 
so de  que  se  deseche  la  reclamación,  debe  también  el  juez 
poner  en  conocimieuto  del  registrador  la  ejecutoria,  así  co- 
mo en  el  caso  en  que  se  declare  la  nulidad,  á  fin  de  que  can- 


1  Artículo  3,216,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Artículo  1,889,  Cód.  Civ.  de  1884.  Véase  la  nota  r\  pág.  loo,  tomo  IV. 

3  Artículo  3,217,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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cele  la  nota  marginal  mencionada,  ó  la  inscripción,  y  que 
extienda  otra  nueva  en  la  forma  que,  según  la  ley,  procede; 
pero  la  nueva  inscripción  no  surte  efecto  sino  desde  su  fecha. 

Los  preceptos  á  que  hemos  hecho  referencia  nos  indican 
la  manera  de  hacer  constar  en  el  registro  las  reclamacio- 
nes sobre  nulidad  de  la  inscripción  y  los  efectos  jurídicos 
que  ellas  producen,  supuesto  que,  sin  que  se  dicte  una  sen- 
tencia en  el  juicio  correspondiente»  seguido  con  todas  las 
solemnidades  establecidas  por  la  ley,  ninguna  inscripción  se 
puede  considerar  nula  y  destituida  de  los  efectos  que  ésta 
le  atribuye.^ 

El  más  ligero  examen  de  dichos  preceptos  nos  demues- 
tra que  el  sistema  establecido  por  ellos  consiste  en  hacer 
constar  por  vía  de  anotación  preventiva  las  reclamaciones 
que  se  hicieren  contra  la  inscripción,  sin  privar  á  ésta  de  los 
efectos  jurídicos  que  le  otorga  la  ley,  á  fin  de  que  las  per- 
sonas que  contratan  sobre  el  inmueble  ó  el  derecho  inscri- 
to sepan  la  existencia  del  juicio  de  nulidad  de  la  inscripción 
y  los  peligros  á  que  quedan  expuestas  si  ésta  se  declar^por 
sentencia  ejecutoria. 

En  consecuencia,  si  el  reclamante  obtiene  un  éxito  adver- 
so, basta  que  así  conste  por  medio  de  la  anotación  á  que 
hemos  hecho  referencia,  para  que  las  cosas  queden  en  el 
mismo  estado  que  antes;  pero  si,  por  el  contrario,  se  decla- 
ra nula  la  inscripción,  tiene  el  registrador  que  cancelarla  y 
extender  otra  en  la  forma  que  previene  la  ley  para  que  cum- 
pla con  su  objeto. 

Pero  la  nueva  inscripción  no  surte  efecto  sino  desde  su 
fecha,  lo  cual  no  es  más  que  la  consecuencia  del  sistema 
adoptado  por  el  Código,  que  reposa,  según  hemos  dicho  al 
hacer  el  estudio  de  la  hipoteca,  sobre  el  principio  que  dice: 
qui  prior  est  tempore  poHor  est  jure. 
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IV 
DE  LA  EXTINCIÓN  DE  LAS  INSCRIPCIONES. 


A  diferencia  de  otras  legislaciones,  el  Código  Civil  ha 
adoptado  el  sistema  según  el  ciml,  las  inscripciones  hechas 
en  el  Registro  público  subsisten  y  producen  los  efectos  que 
le  son  propios  mientras  no  son  canceladas. 

Por  este  motivo  declara  de  la  manera  más  expresa  y  ter- 
minante en  el  articulo  .3,356,  que  las  inscripciones  no  se 
extinguen  en  cuanto  á  tercero,  sino  por  su  cancelación  ó 
por  el  registro  de  la  transmisión  del  dominio  ó  del  derecho 
real  inscrito  á  otra  persona.' 

La  palabra  cancelar  ^^  técnica  del  derecho,  como  dijimos 
al  hacer  el  estudio  de  la  hipoteca,  valiéndonos  de  las  pala- 
bras de  Escriche,  y  significa  anular,  borrar,  truncar  y  quitar 
la  autoridad  á  algún  instrumento  público,  lo  que  se  hace  cor- 
tándole ó  inutilizándole  el  signo;  y  por  consiguiente,  la  can- 
celación es  el  acto  por  el  cual  se  quita  su  autoridad  á  un  ins- 
trumento público.' 

También  dijimos  que  actualmente  se  consigue  ese  efecto 
en  otra  forma,  pues  según  el  artículo  2,044  del  Código  Ci- 
vil, la  cancelación  consiste  en  la  declaración  hecha  por  el 
encargado  del  oficio  de  hipotecas  al  margen  del  registro 
respectivo,  de  quedar  extinguida  la  hipoteca  con  todos  sus 
efectos.  ^ 

Hemos  recordado  las  anteriores  definiciones,  porque  el 
Código  Civil  no  da  alguna  respecto  de  la  cancelación  de  los 


r  Artículo  3,219,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Tomo  IV,  pág.  115. 

3  Artículo  1,918,  C^d.  Civ.  de  1884. 
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demás  actos  y  contratos,  á  la  cual  creemos  perfectamente 
aplicable  la  que  da  el  artículo  2,044  respecto  de  la  de  la  hi- 
poteca. 

En  consecuencia,  podemos  definir  la  cancelación  en  tér- 
minos generales,  aplicables  á  todos  los  actos  y  contratos  su- 
jetos á  registro,  diciendo  que  consiste  en  la  declaración  he- 
cha  por  el  registrador  al  margen  de  la  inscripción  respectiva 
de  quedar  extinguido  el  derecho  inscrito  á  favor  de  deter- 
minada persona,  con  todos  sus  efectos. 

Ahora  bien:  el  principio  sancionado  en  el  artículo  3,356 
del  Código  Civil,  no  es  más  que  la  consecuencia  necesaria 
del  que  establece  el  3,332,  según  el  cual,  los  actos  y  contra- 
tos que  deben  registrarse  conforme  á  la  ley  no  producen 
efecto  contra  tercero,  si  no  están  inscritos  en  el  registro  res- 
pectivo; y  de  ahí  se  infiere  que  la  inscripción  debe  producir 
ese  efecto,  y  que  mientras  esté  viva  lo  deba  seguir  produ- 
ciendo, supuesto  que  no  consta  que  haya  cesado  la  causa 
que  la  motivó. ' 

Pero  la  cancelación  de  las  inscripciones  puede  ser  total  ó 
parcial,  porque  la  obligación  de  que  provienen,  los  gravá- 
menes que  reportan  los  inmuebles,  y  éstos  mismos,  pueden 
extinguirse  total  ó  parcialmente  (art.  31357,  Cód.  Civ.)* 

Puede  pedirse  y  debe  ordenarse,  en  su  caso,  la  cancela- 
ción total,  en  los  casos  siguientes,  determinados  por  el  ar- 
tículo 3,358  del  Código  Civil. 3 

I?  Cuando  se  extinga  por  completo  el  inmueble  objeto 
de  la  inscripción: 

1  Artículos  3,219  y  3,193,  Cód.  Cív.  de  1884. 

2  Artículo  3,220,  Cód.  C¡v.  de  1884. 

3  Artículo  3.221,  Cód.  Civ.  de  1884. 

Reformado  por  la  adición  de  las  dos  fraccione;;  siguientes : 

**V.  Cuando  sea  vendido  judicialmente  el  inmueble  que  reporte  el  grayámen,  en  el 
caso  prescrito  en  el  artículo  2,928." 

**  Vi.  Cuando  tratándole  de  una  cédula  hipotecaria  ó  de  un  embargo,  hayan  transcu- 
rrido tres  años  desde  la  fecha  de  la  inscripción." 

£1  primero  de  estos  preceptos  no  ts  más  que  el  complemento,  ó  más  bien  dicho,  la 
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2?  Cuando  se  extinga  también  por  completo  el  derecho 
inscrito: 

3?  Cuando  se  declare  la  nulidad  del  título  en  cuya  virtud 
se  ha  hecho  la  inscripción : 

4?  Cuando  se  declare  la  nulidad  de  la  inscripción  por  falta 
de  alguno  de  sus  requisitos  esenciales,  enumerados  en  el  ar- 
tículo 3,349  del  Código. 

La  justicia  de  la  cancelación  en  los  casos  indicados  es  de 
tal  manera  perceptible,  que  nos  excusa  de  toda  explicación, 
y  por  lo  mismo  sólo  nos  limitamos  á  hacer  las  siguientes 
observaciones: 

if  Que  los  términos  en  que  está  concebido  el  artículo 
3,358  del  Código  nos  demuestra  que  el  registrador,  nunca 
y  en  ningún  caso  puede  hacer  la  cancelación  de  oficio,  sino 
á  instancia  de  parte  legítima: 

2?  Que  se  entiende  extinguido  el  inmueble,  para  el  efecto 
de  la  cancelación,  siempre  que  desaparece  completamente 
por  efecto  de  cualquier  accidente  natural  ordinario  ó  extra- 
ordinario, como  la  fuerza  del  río,  la  ruina  de  los  edificios 
construidos  en  suelo  ajeno,  u  otros  semejantes: 

3?  Que  se  extingue  el  derecho  inscrito  cuando  deja  de 
existir,  por  renuncia  de  aquél  á  cuyo  favor  se  ha  constituido, 
por  mutuo  consentimiento  de  los  interesados,  ó  por  dispo- 
sición de  la  ley,  ó  por  efecto  natural  del  contrato,  como  cuan- 
do el  deudor  paga  la  deuda,  redime  el  censatario  el  censo, 
ó  expira  el  término  del  arrendamiento: 

4?  Que  la  nulidad  del  título  produce  necesariamente  la 
ineficacia  de  la  inscripción,  porque  ésta,  que  se  funda  en 
aquél,  no  puede  revalidarlo  y  otorgarle  la  eficacia  que  le 
niegan  las  leyes: 

consecuencia  necesaria  del  precepto  contenido  en  el  artículo  2,928;  y  el  segundo  tiene  por 
objeto  impedir  que  se  prolonguen  los  pleitos  indefínidamente,  estimular  al  actor  para  que 
prosiga  su  acción,  y  además  el  de  facilitar  la  cancelación  demostrando  solamente  el  trans- 
curso  de  tres  años,  término  que  hace  presumir  fundadamente  que  ha  habido  transacdóo, 
revocación  ó  algún  otro  arreglo  qae  deba  privar  de  faerza  al  secnestro. 
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5?  Que  la  nulidad  de  la  inscripción  por  falta  de  alguno 
de  los  requisitos  que  la  ley  estima  esenciales  en  ella,  es  una 
consecuencia  necesaria  de  la  forma  solemne  que  la  ley  ha 
querido  darle  á  tal  acto,  á  fin  de  que  siempre  pueda  demos- 
trarse su  legitimidad:  y  en  tanto  produce  los  efectos  que  la 
ley  le  atribuye,  en  cuanto  reúne  todos  los  requisitos  y  con- 
diciones que  ésta  demanda. 

Puede  pedirse,  y  debe  decretarse  en  su  caso,  la  cancela- 
ción parcial,  según  el  artículo  3,359:' 

i9  Cuando  se  reduzca  el  inmueble,  objeto  de  la  inscrip- 
ción : 

2*/  Cuando  se  reduzca  el  derecho  inscrito  á  favor  del  due- 
ño de  la  finca  gravada. 

Comentando  Pan  toja  el  artículo  80  de  la  Ley  Hipotecaria 
de  España,  el  cual  está  literalmente  copiado  por  el  3.359  de 
nuestro  Código,  dice,  que  se  considera  reducido  el  inmueble 
objeto  de  la  inscripción,  para  los  efectos  de  aquel  precepto, 
bien  por  obra  de  la  naturaleza,  ó  bien  por  la  voluntad  del 
propietario,  como  sucede  cuando  éste  divide  su  finca,  ena- 
jenando parte  de  ella.' 

En  cuanto  al  derecho  inscrito,  dice,  que  se  reputa  redu- 
cido, cuando  se  disminuye  la  cuantía  de  él  por  renuncia  del 
interesado,  por  convenio  entre  las  partes  ó  por  efecto  natu- 
ral del  contrato,  como  si  el  acreedor  hipotecario  consintiere 
en  reducir  su  hipoteca  á  una  parte  del  inmueble  hipotecado, 
el  deudor  paga  una  parte  del  crédito  hipotecario,  etc. 

Pero  para  que  el  registro  pueda  ser  cancelado  por  con- 
sentimiento de  las  partes,  se  requiere  por  el  artículo  3.360 
del  Código  que  éstas  sean  legítimas,  tengan  facultad  de 
contratar  y  que  hagan  constar  su  voluntad  de  un  modoau- 
ten  tico;  porque  la  cancelación  importa  la  pérdida  del  dere- 


1  Artículo  3,222,  Cód.  Civ.  de  1884. 

2  Tomo  I,  pág.  304. 
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cho  inscrito;  es  un  acto  de  enajenación  que  exige  la  capa- 
cidad de  los  contratantes  y  la  libre  facultad  de  disponer  de 
sus  bienes,  y  según  el  artículo  43  de  la  ley  Orgánica  de  no- 
tarios, las  cancelaciones  se  deben  extender  en  el  protocolo, 
y.  asentando  la  correspondiente  razón  en  la  matriz  y  en  el 
testimonio  de  ella.' 

Este  último  requisito  es  una  consecuencia  lógica  y  natu- 
ral de  la  naturaleza  misma  del  derecho  inscrito,  pues  si  pa- 
ra que  se  constituya,  exista  é  inscriba  por  voluntad  de  los 
interesados,  es  necesario  que  se  haga  constar  en  escritura 
pública,  es  claro  que  para  que  se  extinga  es  preciso  que  la 
voluntad  contraria  de  ellos  conste  de  la  misma  manera. 

Por  tanto,  para  la  cancelación  por  mutuo  consentimiento 
de  las  partes,  es  indispensable  el  otorgamiento  de  una  nue- 
va escritura  ante  el  notario,  y  la  expedición  del  testimonio 
de  ella,  el  cual  se  ha  de  presentar  al  registrador,  para  que, 
con  vista  de  él,  ponga  la  nota  respectiva  al  margen  de  la 
inscripción,  haciendo  constar  que  queda  extinguido  el  de- 
recho inscrito  con  todos  los  efectos  que  le  atribuye  la  ley. ' 

Si  se  pusiere  alguna  condición  para  cancelar  el  registro, 
se  requiere  además  el  cumplimiento  de  ella;  porque  en  tan- 
to consienten  los  interesados  en  la  cancelación  en  cuanto  se 
verifica  un  acontecimiento  incierto,  esto  es,  subordinan  su 
voluntad  al  verificativo  de  éste,  y  entretanto  que  no  se  rea- 
liza, esa  voluntad  permanece  en  suspenso,  ó  mejor  dicho,  no 
existe  (art.  3,361,  Cód.  Civ.)' 

El  artículo  3,362  del  Código  Civil  ordena  que  cuando  se 
registre  la  propiedad  á  favor  del  que  adquiera,  se  cancele 
el  registro  relativo  al  que  enajene,  ya  porque  ^1  derecho 
inscrito  no  forma  parte  del  patrimonio  de  éste,  ya  para  evi- 
tar la  confusión  y  los  errores  en  que  pudieran  incurrir  las 


1  Artículo  3,223,  Cód.  Civ.  de  18S4. 

2  Articulo  3,224,  Cód.  Civ.  de  1884. 
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personas  que  consultaran  las  constancias  del  Registro  pú- 
blico/ 

Por  idénticas  consideraciones  ordena  el  artículo  3,363  del 
Código,  que  cuando  se  registre  una  sentencia  que  declare 
haber  cesado  los  efectos  de  otra  que  esté  registrada,  se  can- 
cele ésta.* 


1  Artícalo  3.225,  CócL  Civ.  de  18Í4. 

2  Artículo  3,226,  Cód.  Civ.  de  1884. 


FIN  DEL  TOMO  QUINTO. 
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